INDICE ALFABÉTICO 

POR LOS 

Nomlires de las partes en las causas contenidas en el volumen CXVII 



A 

Pigfni 

Administración de impuestos internos, en autos con la 
"Compañía Azucarera de Concepción", sobre devolución 
de dinero 409 

Anido, don Eduardo; su insania- Competencia por inhi- 
bitoria 242 

Ánioátegui, José I).. contra el Ferrocarril Xorte. sobre 
cumplimiento de contrato. Competencia negativa - 35 

Avila. 1). Fondón teniente eoro:iel, recurso de timbeas Cor- 
pus. 366 



liallesteros. Jacinto, criminal contra, ])or infracción a la ley 
número Su*), y desacato y atentado a la autoridad. Con- 
tienda de competencia 
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Banco Naci.mal. m iiuuidaeión, contra Odilón U. Núñcz, 
jKir reivindicación; sobre competencia j¡ 

líarbieri. doña Klvira. en autos con doña Carmen Sierra de 
(Jtiadri y don Juan A. González; sobre tercería. Recur- 
so do hecho ...... , f 267 

Hozan, flon Antonio, su sucesión en autos con don José Ra- 
món Sojo. por nulidad de una venta; incidente sobre li- 
quidación 

Bungc y Jíorn con la provincia de Sa!ta. sobre de-linde y 
amojonamiento. Coinpettertéiá . , ". 43H 

c 

Campos, M. en autos con Fratet'i líranea, sobre falsifica- 
ción de marea. Recurso de hecho 4,6 

Capdcvila, Francisco, criminal contra. j>or infracción a la 
ley de defensa social número 70*1 146 

Celadlos, Rodolfo, contra Xhriano Valle, jefe de policía de 
J tijuy, flor violación a la ley electoral. Recurso de hecho 26J 

Cerda, Cipriano, crimina! contra, por homicidio 316 

"Compañía Azucarera Concepción", contra la administra- 
ción de impuestos internos, sobre devolución de dinero 409 

Compañía de Seguros "Nueva Zelandia" contra Vivera y 
Neuman. por defraudación ; contienda de competencia 187 

Consejo Nacional de Educación contra el doctor R 11 fino 
Romero, por cobro de una inulta - 

Cnsejo Nacional de Educación contra el escriliano Carlos 
A, Vaningot, sobre infracción a la ley 4855 |t 

Correa, Manuel, en autos con la municipalidad de la capital 
■por infracción al reglamento general de con-truceiotK's 281 
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Daneri. Luis, en autos con Tomas Edwards. sobre cobro 
de pesos. Contienda de competencia . , 5. 

Dankcr, Guillermo, cu autos con el lianco Hipotecario Na- 
cional, sobre cot» ilc pesos. Recurso tic hecho 36] 

Del (pólipo, don Leopoldo, en autos con tlon Guillermo Ar- 
niiig, por cobro <le pesos, Recurso de hecho y revisa ni 19) 

Degüantoni de Iiarili, doña Sabina, en autos con don José 
Míanchi, sobre reivindicación; recurso de hecho i& 

Demarco. Diaz, Roque, criminal contra, ]ior juegos prohi- 
bidos. Recurso de hecho . 26. 

Devoto. Rocha y otro contra el gobierno de la nación, sobre 
devolución de dinero 12 

Doro, doña Jcnara Aguilera de, su juicio ab intcstato, so- 
bro competencia - 39 

E 



Echegaray, doña Carolina Doncel de, en autos con la Muni- 
cipalidad de Desamparados, sobre expropiación 23 

Edwards, Tomás, contra Luis Daneri, sobre cobro de pe- 
sos. Contienda de competencia 5 

Elortondo, doña Isabel Armstrong de, y otros, en autos con 
don Carlos Guerrero, sobre indemnización de daños y 
perjuicios. Incidente sobre competencia 3 

Empresa Puerto del Rosará», en autos con Nicolás Mihano- 
vich y Cía,, por devolución de dinero 42 

Engétbert, John, su extradición solicitada por tas autori- 
dades de Alemania 

Exhorto de! juez de sección de Córdolía al de igual clase de 
Bahía Ulanca. solicitando se libre mandamiento de inti- 
mación y embargo contra José A. Ulaneh, vecino de 
Xccochea . 25 

Ezcurra. doña Magdalena Elia de, c hipw, contra la pro- 
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vincia de Hítenos Aires, sobre devolución de dinero por 
concepto de impuesto a ia herencia . . 48 

F 

Ferrando, don Atuje! R , contra doña María l!. M. dé 
l/rrirepón, sobre servidumbre tic tránsito 298 

Ferrocarril Boenos Aire-, al Pacífico en autos con F. Mi- 
chelli y Cia. por cobro <te pesos; sobre competencia. . . 177 

Ferrocarril de Buenos Aires al Pacifico, en autos con Ru- 
fino G/nue/, p>r cobro de Kiviir-i» de hecho 443 

FerrtK-arril Centra! A r ¡entino con Uafoní de Ferrán Ro- 
yala. >"l)rc expropiación; incidente entrega de precio. 
Recurso de liecbo , 257 

Ferrocarril Central Argentino contra Knrimic Astengjo, so- 
bre cobro ejecutivo de pesos, Recurso de hecho 37^ 

Ferrocarril de] Norte, en autos eon José D, Anzoátegiti, so- 
bre cumplimiento de contrato. Competencia negativa... 35 

Fisco Nacional, en autos con don Ignacio Stem, por cobro 
dé pesos ; sobre competencia ........ 179 

Físher, Emilio Gabriel y Catalina Engel, crimina] contra, 
m extradición solicitada por las awtorkíadés de Suiza.. 440 

G 

Garda. Agustín, en autos con Maune' Karraza y Antonio 
Garcia, sobre aplicación de pe ía. Tercería. Recurso <3e 

,K ; cho ■ 3 «o 

Gobierno Nacional, en autos con Gran De^tüeria Unenos 
Aires, por daños y perjuicios S4 

Gobierno Nacional, en autos con Scpp hermanos y com- 
pañía. |xir daño-i y perjuicio* [g* 

Gobit-rno Xariona 1 , en autos en Devoto Rocha y < iru. 
sobre devolución de dinero l2 i 
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Pátfni 

Gobierno Nacional, en autos con don Manuel C. Reguera, 
sobre integración tic un área de campo 12w 

Gobierno Nacional, en autos con Alejandro Smith. sobre 
cumplimiento fie contrato 333 

Gran destilería Unenos Aires contra el Gobierno Nacional, 
por daños y perju icios - 84 

Griet, don Miguel, en autos con la provincia de Córdoba, 
sobre devolución de una suma do dinero 39° 

Güemil, Rufino, criminal contra, por homicidio... . 4°* 

Guerrero, don Carlos en autos con los herederos de doña 
Isabel Armstrong de Elortondo y otros, sobre indemni- 
zación de (Unos y perjuicios. Incidente de competencia 33 

Ferrocarril Central Norte, en autos con don Vicente Znbi- 
rí, sobre apertura de un camino. Competencia 4<7 

Günthcr, Félix, en autos con la aduana de la capital, ]>or 
falsa manifestación. Recurso de h€cho -93 



] tur raspe, don Bernardo P. de y otros, contra la provincia 
de Santa Fe, sobre indemnización de daños y perjuicios 268 

Ivanisseviclv don Ludovico, solicitando la inscripción del 
titulo de ingeniero civil ; sobre inconstitncionalidad de 
una di*t>osición de la ley orgánica de los tribunales de 
Mendoza * ■ • • • 43 2 



Juez Federal de la Rioja, doctor Angel M- de la Colina, 
sobre denuncia j>rcscntada a la corte suprema de justi- 
cia de la nación x 59 

Juez letrado de Santa Cruz, comunicando al tribunal que se 
ausenta para la capital federal en razón de encontrarse 
enfermo ......... ...«• « 

38t 
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L 

l.<ts I 'ni mas Producé, eoolpañfe, limitada, contra la Muni- 
cipalidad de la capital, >,.hre devolución do diñen- 344 

Lavalle doña Aurelia [•'. de. y otros en autos con la provin- 
cia ik- líitcnu-i Aires, sobre reivindicación, decurso de 
revisión 2 y) 

M 

Pichel), t ; . y compañía, en auto* con d Fern -carril IS. A. al 
Paeiíi >o, por cobro ¿le pesos; sofcre cométemela ■ - i," 

WigUÉí, don Pedro, Esteban Juan y oíros d> duciendo de re- 
curso de amparo t-n la libertad 165 

Municipalidad ik Desamparados contra doña Teksfora I!. 
tle Sánchez, sobre expropiación iq5 

Municipalidad ile 1 Ksam paradas contra dpáa K^landina 
S. de Quíroga, sobre expropiación , 222 

Mihanovidu Nicolás y Cía., contra ta empresa del puerto 
de* Rosario, ¡v,r devolución de dinero 424 

Municipalidad de IX ^imparados contra doña Carotina 
Doncel de Echegaray, >ohre expropiación 231 

Municipalidad de la capital contra Manuel Correa, por in- 
íraceíoti al reglamento genera! de construcciones a8t 

Mu ucipalí<l.hl de la Capital, en autos con !a compañía li- 
mitada Las Palmas Produce, sobre devoltu-ión de dinero 344 

Mtmieip^idad de í.a Piala en autos con don Carlos (Vdc- 
monte. por cobro iie pe--. Recurso de hecho . . , jj¡ 



N 



N tifie?, ( >diión l\. en autos con el I Sanco Nacional en liqui- 
dación, ¡n.r reivindicación; ;so&re eompétendá 73 
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O 

Gbras de Salubridad en autos con don Vice ite Scgoviai pót 
devolución tío dinero. Contienda de competencia i6¿ 

( y Raeiuppí. en auto,-, con la Municipalidad '1c Cór- 
doba,, sobre inconstiaieíoiuiidad de impuesto. Recurso 



tic hecho - 

Ortuirlo. Pedro, criminal, contra, por defrauda-ion : re- 
curso de hecho $$2 

P 

Paz. ductor José Cemente. -11 testamentaria. Rccur-o de 

titetiO • 22 

Pieragostini, don Francisco, en autos con don T. Tonellij 
sobre constitución de tribunal arbitral. Recurso <tc hecho 81 

Provincia de tíñenos Aire-* en auto* con doña .Magdalena 
Klía de Kzcurra e hijos, sobre deinlurión de diñen» ¡mr 
concepto de impuesto a la herencia 48 



Provincia de Buenos Aires en autos con doña Aurelia I*. de 
J.cvalte, sobre reivindicación. Recurso de reivindicación 230 

Provincia de Buenos Aires en autos con la sociedad argen- 
tina Protectora de los Animales, por nulidad e inconsti- 
tueionalidad de! decreto sobre d sport conocido ¡mr "tiro 
a ta paloma viva"; incnmpetencia de jurisdicción 386 

Provincia de Córdoba, contra don "lintel Oriet, sobre de- 
volución de una suma de dinero*. 300 

"Provincia de Salta, en autos cem limite y Porn. sobre des- 
linde y amojonamiento. Competencia . 430. 

Provincia ele Jujuy. en autos con Stranían lirioli e bijo, so- 
bro cobro de pesos , 304 

Prov incia de San Juan, en autos con Carlos Sarmiento, so- 
bre indemnización do dafms y perjuicios 5- 

Provincia de Santa Pe, en autos con don Heñíanlo P. de 
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Jturraspe y otros, sobre indemnización de daños y per- 
jüfcfos " 2f$ 

Q 

Quiroga, doña Egtoltina S. tic, en autos con !a Municipa- 
lidad de IX'sampa nidos, sobré expropiación . .. 222 

R 

Reguera, Matute! C, contra el \xk\ct ejecutivo nacional, 
sobre integración de un área de campo 126 

Robotti, don Krncsto contra doña María M. Scotto de Ro- 
botti. sobre divorcio. Reeur^» de hecho 300 

Rojas. T. Emiliano, su extradición a pedido de Jas autori- 
dades de la República del Paraguay 60 

Ranero, el doctor Rufino, en autos con el Consejo Nacio- 
nal fie Educación, j)or cobro de una nudta - 

s 

Sánchez, doña Telé.-, tora ]'. de, en autos con la Municipa- 
lidad de Desamparados, sobre expropiación 19S 

Sánchez Martinez, Augusto, criminal contra, por defrau- 
dación de rentas nacionales y substracción de tm pasa- 
je oficial. Contienda de eomjxtcncia 

Sarmiento, don Car'os. contra la provincia de San Juan, 
sobre indemnización tic daños y perjuicios 57 

Segovia, don Vicente, contra la dirección de las Obras de 
Salubridad, por devolución de dinero. Contienda de com- 
petencia 162 

Sepp, hermanos y compañía contra el Ciobierno Nacional, 
]»or daños y perjuicios 10^ 

Sevilán. Felipe y José Domingo Hanegas, criminal contra, 
por hurto ^ 
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Silva, o Barros ti lisirru s Antonio, (a) "\-',\ Chileno", su 
extradición solicitada por las autoridades de !a Repú- 
blica Oriental del rrtiguay 154 

Smitli, Alejandró, contra el Poder Ejecutivo Nacional, 
sobre cumplimiento de contrato 333 

Sociedad Anónima Azucarera "El Paraíso", solicita con- 
vocatoria de acreedores- Contunda de competencia . , . iyo 

Sociedad de beneficencia de la Capital, en autos con doa 
Jitan B. kavena (su testamentaría);, sobre cobro de un 
impuesto. Recurso de hecho 5 

Sociedad protectora de los animales, contra el Poder Kjc- 
cntivo de la provincia de lí líenos Aires, por nulidad c 
inconstitncionaiidad del decreto sobre el s¡n»rt conocido 
p>r 'Tiro a la paloma viva"*: incompetencia de jurisdic- 
ción. 386 

Sociedad protectora de animales, en autos con el presiden- 
te ele la sociedad sportiva argentina, sobre doma de ] Mi- 
tro- ; recurso de hecho 388 

SojO, don José Ramón, en autos con la sucesión de don An- 
tonio Hozan, por nulidad de una venta; incidente sobre 
liquidación 182 

Stern, doa Ignacio, en autos con el fisco nacional, por co- 
bro de pesos; sobre competencia 179 

Stramandinoli e hijo, contra el Gobierno de la provincia 
de J tijuy, sobre cobro de pesos , 304 

Sitares, Scrviliano, criminal contra, como presunto circu- 
lador de billetes adulterados extranjeros. Competencia 
negativa 247 



Thalmc-singer. Salí ; su extradición 
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V 

l*rrerci>ón, doña Maria B. M. de, en autos con don Angel 
R. Ferrando, sobre servidumbre de tránsito 2yS 

V 

■ * * 

Varangot, don Carlos A., en autos con el Consejo Nacio- 
nal de Kriueaeión. sobre infracción a la ley 4855 1 ¡j 

Vícyra y Xeiunan, en autos con la Compañía de Seguros 
"Nueva Zelandia", por defraudación ; contienda de 
competencia 18- 

Vilíanueva. Hartólo, criminal contra, por liomícrdio 324 

z 

Zubirí, clon V icente. contra el Ferrocarril Central N'orte, 
sobre apertura de un camino. Competencia 417 



INDICE ALFABETICO 

DE LAS 

MATERIAS CONTENIDAS EN EL VOLUMEN CXVU 



A 

Adjudicación válida de obra pública. — La adjudicación de tina 
obra por el poder ejecutivo de mía provincia, será válida, 
aun cuando hubiere ultrapasado l<w limites acordados por 
-la legislatura local, siempre tjue ésta con posterioridad 
haya sancionado partidas en el presupuesto con destino 
al pago de trabajos efectuados, tcnk-ndo en su poder y a 
la vista todos U>s antecedentes respectivos. l'ág. 304. 

Apelación en causas de aduana, — Véase ' Recurso ordinario de 
apelación". 

Aplicación de la ¡c\\ — Ln existencia y alcance de una ley delie 
ser resucita por el tribunal i|ue conozca legítimamente del 
pleito o proceso que deba aplicarla, sin recurso para ante 
ia Corte Suprema, salvo los casos extraordinarios previs- 
tos en e! articulo 14 de la ley 48. 3." y ó." de la número 
4055 y articulo 22 del código de procedimientos en lo cri- 
minal. Tág. 281. 

Aplicación de las nueras leyes, — El Congreso al establecer el 
principio contenido en el articulo 4044 del código civil, ha 
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proscripto una reg!a de interpretad ó; i del derecho común 
en uso do las facultades conferidas por el artículo 67, in- 
ciso ii t Constitución Nacional, sin proponer>e restringir 
al respecto los poderes que se lian reservado las provin- 
cias en ¡a esfera de! defecho administrativo. Pág. 222 

c 

Comercio de cabotaje. — KJ Poder Ejecutivo no lia quedado au- 
torizado ]H*r e! inciso 2." dJ artículo y de la ley 3885 
'para, al contratar con la empresa del puerto del Rosario, 
dar a los conceptos "comercio de cabotaje" un alean re 
más restringido que el que les atrí!)uyen las ordenanza-, 
de aduana, Pag. 424. 

Concesión de tierra* fiscales. — í >]>t cuida una concesión de tie- 
rras fiscales bajo c: imperio de una ley que sólo exijia 
\x>r parte del concesionario las obligaciones de población 
y cultivo, no corresponde declararla caduca por haltera 
dictado otra |x>sterior que determina otros requisitos 
esenciales para oUtenerla y disfrutarla. Pág. 33$ 

Contienda de competencia. — 1.a Corte Suprema no está Sama- 
da a decidir si un caso es de la competencia de los jueces 
correccionales o del crimen, de la capital. Pág. 281. 

Contrato válida de obra pública. — l"n contrato sobre construc- 
ción de obras firmado por un ministro del Poder Ejecu- 
tivo de una provincia es válido, si aquél fia sido aprobado 
previamente por éste y ratificado posteriormente i>or ac- 
tos sucesivos, como ser: nombramiento de un inspector, 
pago tle algunos certificad».- por trabajos realizados y 
otros. Pág. ¿04. 

( orte Suprema. — La Corte Suprema no puede entrar en e! exa- 
men de las leyes locales de impuestos, a objeto de decidir 
sobre si han sido o no bien interpretadas y aplicadas en 
su caso por la administración o los tribunales, y si son 
ajustadas a las o instituciones de la respetiva provincia. 
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siempre que los bienes sobre que recaigan tales impuestos, 
estén radicados dentro del territorio de la misma- Pág. 48. 

Corte Suprema. — Véase Recurso extraordinario''. 

Costas. — Fin los juicios de apremio el fisco no puede ser conde- 
nado en costas, por cnanto los apremiados no están obli- 
gados a seguirlos, desde que pueden abonar las sumas re 
queridas y formular la protesta corre sito lidien te indican- 
do la acción de repetición que les conq>ctc. Pág, 121. 

Costas. — Las costas en un recurso extraordinario deben de ser 
satisfechas en el ortlen causado, cuantío no se trate do na 
caso d e los previstos en el articulo 274 del código de pro- 
cedimientos, de la capital. Pág. 28 r. 



D 

Daños y perjuicios, — La obligación de indemnizar dentro de los 
motivos que informan el articulo 17 de la Constitución, 
que sirvieron de base a la ley número i&>, y en el silencio 
al respecto de la ley 3761, no puede ir más allá del valor 
de los derechos existente* o adquiridos en el momento en 
que entró en vigor dicha ley, y cuyo goce o ejercicio fué 
restringido o imposibilitado por ella. 

Los artictilos 903 y 004, y sus correlativos, del código 
civil invocados como fundamentos de una demanda por 
daños y perjuicios, son inaplicables en los casos que están 
fuera de la esfera propia del derecho privado, por no me- 
diar convención o contrato- 

Aún en casos de verdaderas expropiaciones, no proce- 
de indemnizar por ventajas o ganancias hipotéticas. En el 
derecho común no son las milicia des inciertas y lejanas, 
que no constituyen derechos adquiridos, las que !a ley 
manda alxmar j>or la falta de cumplimiento de la obliga- 
ción. Pág. 84. 

Defensa Atjrkola. — Según !a ley de su creación, la Defensa 
Agrícola no es una repartición autónoma en el sentido de 
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que maneje caudaVs propias e iinL-jvn líenles de la teso- 
rería nacional, y de cuya inversión no delw (lar eite.Ua a 
ta contaduría nací* na:, l'ág. 405. 

Oercrhas tic puerto. — Seria vioíatorio del artículo t2 de !a cons- 
titución nacional, obligar a un miento buque; e:i igualdad 
de condiciones, a pagar en algunos ¡merlos mayores de* 
rechos o retribuciones de servicios que los creados por la 
ley en .-tro». por conceptuársele de «{tramar en los pri- 
nte-ro- y ¡e cabotaje m h •> último?, l'ág* 4_>|. 

Documento decisivo. — Véase "Recurso de revisión?-; 



listuNecintiettlo priiteifutl. — Kl concepto establecimiento princi- 
pal emplead- 1 - 1 r el artículo j.° de la ley y por el ar 
tietilo d-1 b&dtgb de comercio debe tomarse en senti- 
do lato y no estrictamente m el de una casa de comercio, 
fábrica, ingenio ü ofro iamtuh'c consagrado a determi- 
nados rtejgoeio's. Pág, ujo. 

ttrieción o saneamiento, — K! silencio o inacción del comprador 
durante el término Hjn \p p ( r A articulo 4023 del código 
civil, libera al primer enajenante de las re>p<msabilidade-; 
mu - íe corresponden por la eviectón o saneamiento. Pá- 
gina i*ft. 

¡Uhorto. — Xo es necesario ¡)ara darse cumplimiento a «n exhor- 
to librado de acuerdo con lo dispuesto en el artieu'o 11 
del reglam.nio de !< s juzgados de sección, el hecho de 
que no se acompañe el titn'o de la obligación o las cons 
ta netas del proceso en q«e se funda el auto o sentencia. 
]*ir no estar autorizado el juez exhortado para oponerse 
a su diligenciamiento por la ley ni por ios reglamentos a 
que se refiere el articulo 10 de la ley 4055. l'ág, z$2. 

Expropiación.— Wc^it\a ¡>or ley a una municipalidad !a facul- 
tad de ordenar la expropiación de bienes privados por 
causa de utilidad pública, con sujeción a la ley general do 
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la materia, y declarado por los tribunales locales que los 
trámites .«équidos l* ir 1™ municipalidad en la expropia- 
ción motivo ck-1 pleito, se lian ajustado a las disposiciones 
de su ley orgánica y a la referida ley general dé la mate- 
ria, queda satisfecha la exigencia del art. 17 de la consti- 
tución nacional en lo concerniente al requisito tic la ley 
que autorice la expropiación, 

Kl art. 17 de la constitución nacional no se opone a 
que previo depósito del precio ofrecido, pueda obtenerse 
la oeupaciú:i inmediata o posesión provisoria de los in- 
muebles. 

|) art. 2512 del código civil es inaplicable, en to refe- 
rente a la urgencia y necesidad de !a expropiación, a 
aquellos casos en fjnc *v siguen gestiones judiciales y ?-e 
hace el depósito del preciu calculado de las cosas cuya 
adquisición se pretende para una obra pública, l'ág. 108. 

rofi'mcnm. — No puede conceptuarse vio'ada la garantía del 
articulo 17 de la constitución nacional, en un caso en que 
antes de substanciarse el juicio de expropiación de unos 
terrenos declarados (le utilidad pública, con destino a un 
parque y calle, por tina ordenanza municipal (bajo cuyo 
imperio se iniciaron las gestionas judiciales y se dió la 
posesión provisoria de áqoéílos previo depósito de su va- 
lor calculado), se dicta por la legislatura una ley decla- 
rando la utilidad pública de las obras proyectadas y la 
consiguiente expropiación. (En realidad, no se impone al 
expropiado la venta forzosa fie su inmueble sin ley quo 
ordene la expropiación y las indemnizaciones correspon- 
dientes). 

l«i cuestión de si ha existido o no urgencia para ace- 
dar a! expropiante la posesión del terreno al promov _*r«se 
el juicio es de hecho, y como tal ajena al recurso extra- 
ordinario- (Véase el número uno del sumario de la causa 
anterior. '"Municipalidad de Desamparados contra doña 
Teles f ora lí. de Sánchez, sohre expropiación, por ser apli- 
cable a la presente Pág. 222. 
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Extradición, — Estando suficientemente probada la identidad del 
requerido, procede su extradición, aun cuando no exista 
tratado con la nación req Hiriente, siempre que se ofrezca 
reciprocidad cu casos análogos. I f ág. 19. 

Extradición. — El hecho de que el presidente del superior tribu- 
nal de justicia de un estado signatario del tratado de de- 
recho jieiinl internacional, firmado en Montevideo, pase 
ai juzgado del crimen respectivo |*ara la instrucción del 
sumario correspondiente, una denuncia del ministro de 
justicia, de haberse cometido ]x>r un ciudadano residente 
en otro estado signatario de dicho tratado, un detito pre- 
visto y castigado ]*>r el código penal, prueba suficiente- 
Otente la eom|>ctencÍa de ese juez, a los finos de lo estable- 
cido cil el inciso i.° de! artículo lu del referido tratado. 
I-a aludida denuncia del ministro de justicia es un docu 
n lento oficial comprendido dentro de los términos del ar 
ticilo it), inciso 3.* del mismo tratado, l'ág. 00. 

Extradición. — Llenado- los requisitos exigidos por el articulo 
651 del código de procedimientos en lo criminal, proccV 
la extrr^ción, aun cuando no exista tratado con la na- 
ción requiricntc, siempre que eíla se solkitc a titulo de 
reciprocidad. 

Correspondiendo al sujeto cuya extradición se solicita 
una pena menor, según las leyes de la N'ación rerjuirente 
que la establecida en la ley penal argentina, no es de apü 
eación, al ser concedida la extradición lo dispuesto en el 
articulo 667 del código de procedimientos criminales. 

El procedimiento de la extradición no es un proceso, 
pues nada resuelve respecto de la inocencia o culpabili- 
dad de! requerido, l'ág. 137. 

i.x tradición.- -K>tando llenado*, los requisitos que ex i jen !os 
artículos ic), 21 y ¿o del tratado de derecho penal, sancio- 
nado en el Congreso Internacional Sud Americano de 
Montevideo y acreditada suficientemente la identidad del 
detenido, procede su extradición. Pág. 154, 

Extradición.-— Estando acreditada la identidad de los reclama- 
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dos y siendo el delito incriminado, uno de los expresa- 
mente com prendidos en la convención con el Estado re- 
tírente, procede hicer jtágar a la extradición. l'ág. 440- 

r 

I-tilsa imtHifesltieión en un manifiesto* — Xo puede admitirse la 
rectificación en un manifiesto, por un despachante de 
aduana cuando el que primeramente se presentó y que 
contenía falsedades en la enunciación de la mercadería, 
ha sido puesto en conocimiento de la administración res- 
pectiva, l'ág. 29,3. 

Vuero Federal. — l<a jurisprudencia de la corte suprema ha es- 
tablecido que para que surta el fuero federal c:itre liti- 
gantes vecinos de distintas provincias, es necesario que 
éstos sean argentino,-;, l'ág. 186. 

H 

¡iabeas cor pus. —La. detención de unas ]>ersonas "en la ooati- 
nuación del viaje de las mismas" para "hacerlas regresar 
al país del cual acaban de llegar", constituye una legíti- 
ma restricción a la libertad individual no autorizada po. 
ley alguna y antes bien, viola toria de las garantías cívi 
les consagradas por el articulo 14 de la constitución na- 
cional. Pág. 1Ó6- 

Homicidto. — Corresponde aplicar el mínimum de la pena esta- 
blecida en el articulo 17, inciso i.° de la ley 4i8y t al au- 
tor de un homicidio, cuando concurren en su favor las 
atenuantes de ser su autor menor de dieciocho años y h 
de ebriedad incompleta, cuya pena deberá cumplirse en 
penitenciaria dado la edad del delincuente. Pág. 316. 

Homkidio.-—^ ju*ta la sentencia que condena a doce años de 
presidio y sus accesorios, al autor de un homicidio per- 
petrado con las circunstancias atenuantes de provocación 
de parte de la victima y la de ebriedad incompleta del 
victimario, l'ág. 401. 
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Igualdad romo base del impuesto— -FJ principio de igualdad— 
como base del impuesto— que establece el artículo iu de 
la constitución, sólo exige que, en condiciones análogas, 
se impongan gravámenes idénticos a los eoiuribiiventes.. 
Página 22, 

Impuesto ai ale o Ind. —El impuesto interno sobre Jos alcoholes 
es al expendio, y, en tal concepto, procede la devolución 
<k- lo pagado por alcoholes <jue no olieron tic la fábrica 
por haberse perdido a causa de filtraciones de los tan- 
fines (jtic lo contenían. IVig. 409. 

Impuesto ti las sucesiones. — El impuesto a las sucesiones o a los 
herederos, cualquiera que sea el momento en que se exija 
como carga pública, no importa ta institución de un nue- 
vo heredero ni somete la transmisión hereditaria y sus 
efectos a repté diversas de las establecidas en c' código 
civil, una vez pronunciada la declaratoria de herederos 
por tribunales competentes, Pág. 48. 

/ tuottstituciotmlidad del impuesto Municipal a la introducción 
de carnes al municipio.— Ji\ impuesto que cobra la muni- 
cipalidad de la capital por la introducción de carne de 
cerdo a !a ciudad, no debe considerarse establecido al 
tránsito o a !a im|x>rtac¡ón de valores de la provincia dt 
Buenos Aires, y en tal concepto, no es contrario a tos ar- 
tículo g.% 10 y n déla constitución nacional. Pág- 544. 

fhconstitnchnalidad de h ley sobre fabricación de alcoholes — 
La restricción contenida en el articulo 7. de la lev núme- 
ro 3761» con arreglo a ¡a cual "en las destilerías de alco- 
ho'es o locales próximos a ellas no se jwdrán elaborar li- 
cores ni otras bebidas o productos que tengan j>or base 
el alcohol'*, no es contraria a los artículos 14 y 28 de la 
constitución nacional. Dicha ley, al establecer lá referida 
prohibición, ha tenido en mira, principalmente, convc- 
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nienoias fiscales y ik> motivos de higiene, seguridad o 
moralidad. Mg. $± 
fiicoistilu.wnaHdad de ordenanzas municipales sobre parinten- 
íaniW,— Las ordenanzas municipales sobre pavimenta- 
ción v construcción de vereda* no son contrarias a *o dis- 
pue-to cu los artículos té y \" de la institución nacional, 
ptifs han sido dictadas en beneficio común y están natu- 
raímente encuadradas dentro del régimen municipal. Pá- 
gina 2S1. 

íneonstiineimmVuUid tic ta Ly or^njftt de ios tribunales dt 
Mendoza.— \. a disposición de la ley orgánica de los tri- 
bunales de la pr.-vinna de Mendoza que establece una 
fianza de q ai rice mi! pe -os para e! ejercicio de las profe- 
siones de ingeniero o agrimensor, no es contraria a los 
artículos 14. 1". 20 y 31 de la constitución nacional, ni al 
Tratado sobre el ejercicio de profesiones liberales, san- 
cionado en Montevideo en iSS(> l'ng. 433. 

Indemnización de daños por causo de cuat/macum.— Acreditada 
ki legalidad de u ia concesión de tierras conforme a las 
leyes que regían en !a época que ella se efectuó^ acordada 
o mp merced ¡>or los representantes de la corona de Es- 
paña v demostrada la enajenación de ellas por una pro 
vincia, corresponde condenar a ésta a !a devoíiiciña del 
precio que recibió |»«>r !a enajenación, 011 más los inte- 
reses legales desde la fecha de la notificación de la de- 
manfla y ampliación: cuya liquidación deberá hacerse por 
peritos, de acuerdo con el artículo 142 de la ley de pm 
cedímieiitos federa i es. IVtg. 2(&. 

indemnización. — 'Véase "Daños y perjuicios". 

Inmujraeión. — El artículo 3.® inciso 2." <lc la l«y 817. ^«e tiene 
en mira solamente proteger la entrada de "extranjeros 
Uegados por buques de vapor o a vela", es maplieab'c 
cuando se trata de personas llegadas espontáneamente 
por tierra, con recursos y medios propios, y detenidas 
dentro de! país a gran disLrvia de la frontera; y contiene 
únicamente, una autorización al departamento de tumi- 
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gración fiara ''protege* inmigración que fuese honesta 
y laboriosa y aconsejar medidas para contener la corrien- 
te de la que fuese viciosa o inútil". Pág. 166, 

Intereses- — I«os intereses de las sumas cuya redición se deman- 
den, deben computarse ciedle ta fecha de la notificación 
de la eterna ncl a de repetición, desde la cual incurre en 
mora e 1 deudor, salvo estipulación en contrario, Pág. rali. 

Intereses. — No- obedeciendo el retardo del pago de una obra con- 
tratada {>or tina provincia a reclamos infundados de tos 
contratistas se debe a éstos los intereses de las sumas 
adeudadas, de acuerdo con el art. 04 tic la ley nacional de 
obras públicas número 775. Pág. 304. 

Inviolabilidad de ¡a defensa en j nieta Hyil.~ -La defensa que el 
articulo iS de la constitución nacional declara inviolable, 
no dehe ser confundida con la presentación en juicio, y 
no puede decirse desconocida porque se niegue a los pro- 
curadores el derecho de hacer aquélla, Pág, S»L 

J 

Jurisdicción. — CorrcsiHvnde a la jurisdicción ordinaria seguir co- 
nociendo en un juicio en que tas partes han consentido 
un auto en que se declaraba la incompetencia de la justi- 
cia federal, aun cuando fuera de su competencia, en ra- 
zón de tener el actor su domicilio en una provincia y el 
demandado en otra. Pág. 35. 

Jurisdicción. — No corresponde al fuero federal el hurto come- 
tido en «na estación, de materiales destinados a ta ex- 
plotación de un ferrocarril perteneciente al gobierno na- 
cional. Pág. 39. 

Jurisdicción. — Estantío implícitamente determinado el lugar del 
cumplimiento de Jas obligaciones emergentes de un con- 
trato, corresponde al juez del mismo el conocimiento de 
las acciones que de él surjan. Pág, 54. 

Jurisdicción — Al establecer el artículo 38 del código de proce 
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dimk-ntos en lo criminal qiu en él caso tic que uno de los 
delitos iK-rtencciera al fuero federal y otro a la jurisdíe- 
cíúii provincial o a la ordinaria de la capital o territorio 
nacional, delicrá ser juzgado primero jx>r ta federal, no 
desconoce !a local en lo criminal y se limita a establecer 
cuál es el orden de prioridad d; una y t>tra jurisdicción, 
dando prelació;i a la de carácter federal, Pág. 69. 

Jurisdicción.— De acuerdo con lio dispuesto i«r el articulo 18 de 
la ley número 4307, sobre reformas: a la carta orgánica 
del Manco de la X ación Argentina, éste, en sus gestiones 
judiciales para la liquidación del ISanco Nacional . puede 
optar, cuando es demandante, por la jurisdicción ¡ocal. 
F.u su consecuencia, iniciado y proseguido un juicio por 
aquel líanco ante esta jurisdicción, es improcedente la 
excepción de incompetencia de la misma opuesta por el 
referido establecimiento. Pág. 73. 

Jurisdicción.— Los jueces federales no pueden conocer de un 
delito que no afecte la soberanía y seguridad de !a Na- 
ción o que no se liara cometido en un lugar que baga sur- 
gir su jurisdicción y competencia con arreglo a lo dispucs 
to en el artículo 3» de la ley número 48 y 23 del código de 
nrf»cedimicntoR en lo crimmal. 

Para que un delito castigado por la ley número 7020, 
corresponda al fuero federal, habrá que distinguir quie- 
nes son las instituciones o personas ofendidas o los luga- 
res de su ejecución, pues si así no fuera, s e les investiría 
en la capital y provincias de una jurisdicción más exten- 
sa de la que el congreso puede conferirles. Pág. 146. 

Jnrisdkc ion. —Corresponde a la justicia ordinaria el conoci- 
miento de mía demanda dirigida contra la dirección de 
Obras de Salubridad, por repetición de sumas pagadas 
por concepto de servicios sanitarios y multas. Pág. 162. 

Jurisdicción.^ Los juicios por cobro de pesos en bonos munici- 
pales de pavimentación son de la competencia de los tri- 
bunales locales, cualesquiera que sean las excepciones 
que se opongan en e'Ios. sin perjuicio del recurso extra- 
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ordinario tk-I articulo 14. ley 4*. o dé las acciones que 
pudieran deducirse por repetición de lo indebidamente 
pagado, Pág« 177. 
Jurisdicción. --La gestión judicial para hacer efectiyo el cobro 
de üa impuesto local para 'a capital y territorios nací, -na- 
|es 1 en el caso, el de patente a los representantes de casáis 
extranjeras, >¡n negocio abierto al pítMico, eslablectuti 
■por !a 'ev 4034) débe promoverle ante los tribiKiaies del 
fuero coniiai. Pá|f 
/«ri^rfífíftftt.-^El conocimiento de una querella por defrauda- 
ción caucada por el cobro de un seguro inarítimo sobre 
mercaderías que ya fueron Objeto de un seguro anterior, 
cuyo premio se cobró también, cor re >'p< rule a los tribina- 
jes ordinarios jK>r ser de carácter cohíun el -lelito que se 
hace derivar del hecho imputado. 1S7 
/ 11ri.il/f1Y/1i11 — A! j.iez í$el domicilio dé una sociedad anónima, 
en dónde fué aWorijsada a funcionar como tal. se matri 
etilo en el registro de comercio e inscribió sus estatuto^. 
se reunía ía asajnbleá y funcionaba su directorio, estaba 
su contabilidad y c* giro y gobierno de todos sus nego- 
cios, cor^fwnde el conocimiento de la convocatoria de 

acreedores. Pftgi 

fufisdkeUtu — Cor res jH.nde a3 juez de! domicilio del incapaz, 
aun admitiendo la habitación alternativa, el eoáociníien- 
lo del jmefc dé insania y de 'as medidas correspondientes 
al gobierno de la perso.ia y de su? bienes 1%. -M-' 

iiíí'/íi/i'r.-i^fL—CorrL-sp nde a la jurisdicción ópdtnaria conocer 
de una causa criminal, por circulación de un documento 
extranjero adulterado, eme f»inht facie. aparece emitido 
como obligación de plazo racierto y cute no puede eonsí- 
derarsc como moneda cuya falsificación o adulteración 
trata la ley número 397?, ni como título de deuda púdi- 
ca estra njera. Páj;, J47. 

Jurisdicción. — A lo-* efectos de la jurisdicción sobre la sucesión, 
atribuida al juez del higar de' último domicilio del di- 
funto, no lo e~ t l ilel lugar del tVkvimiento. si de autos 



m- ,l tISTJCIA m UA Sí ACION 



469 



resirta qtie e* causante se hállala eñ él, accidental y tran- 
sitorianiente, cuando falleció. Pág. ,vj' >. 

Jurisdicción. — Corresponde a la justicia federal el conocimiento 
cié una causa por defraudación de dineros manejados por 
una sal comisaria de !;i Defensa Agrieo!;!. t¿ii circunstan- 
cia de si el procesado era o «o empicado nacional en la 
época a que se refiere la imputación de" delito, 110 lia ce 
variar la jurisdicción. Pá¡*. 405. 

JurisíiicciótL — Corresponde ;¡ h justicia nacional el conoci- 
miento de una demanda contra un ferroca rri; de la Xa- 
ci;"ti. fundada en la ley especial mimero 2873* deducida 
con el objeto de <|ue se restablezca ni camino público 
clausurado por aquél. Pag. 417. 

Jurisdicción orUyinarUi. • — N'« i c^rre-ponie a la Corte Suprema 
es cer orijíinariaimute en una causa, en r[i<c estando ya 
trabado él pleito por demanda y contestación:, ante un 
juez civil. >e presenta una provincia espontánea mente, en 
representación di! filado de eviceión, V:\g. 33, 

Jurisdicción OFiginariti, — Deducida Oposición a una m.uisura 
ptir parte de una provincia y declarada la jurisdicción de 
los tribunales de la misma ix>r los iniciadores del juicio 
de desnude, corresponde a la Cork- Suprema emocer ori- 
-i ¡ariamente de la cau-a. l'ág. 

- 

M 

Moneda especial- — La -canuda parte del articulo 3»" de la ley 
[734. en las palabras moneda especia!, -e refirió sin duda 
a moneda metálica, o a billetes pagaderos en metálico, no 
comprendidos en dicha ley. y tuvo por objeto evitar a los 
acreedores el perjuicio de que reciliier^n menos de lo que 
se les debia. Tág. 1S2. 

P 

Percepción de impuestos. — I.os procedimientos irregulares o 
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viciosos en materia tic percepció:i tic impuestos y de eje- 
cihjión lie obras, pública,-, pueden ser ratificadas, cu gene- 
ral! jtor leyes posteriores, 'tjtte el pocíer legislativo esté 
fa<jiíta<lo para sancionar. I'ág. 222. 

Peritos, — En el procedimiento federal, el 1 ombranüento de pe* 
riu^ deberá hacerse por el tribuirá 1 !, tanto en el caso en 
r.j»e la pericia haya -ido ordenada de oficio (artículo 102 
(te la ley nacional de procedimientos), como en aquel en 
el en al las partes la hubieran solicitado y no se hayan 
puesto de acuerdo en su designación. Pág. 57, 

Pttserlpcién. — 1.a prescripción del articulo .4037 de! código ci- 
vil no prtheede cuándo se demanda el pago de daños y 
perjuicios que se dicen causados i*ir el cumplimiento de 
una ley Pág. 8+ 

Prescripción. — Ks suficiente para que ía pre-cripcíór no se 
o(»ere t el hecho de haW-r ejercido lo* herederos < y, pri- 
mer pruptetaro actos qn¿ hagan presumir la vo uitad 
bien explícita de continuar tiaimo do mhu* ¡a jxisesí»in y 
di 'minio pleno de la co>a. Pág. 

Prueba testitnottitil. — Corresponde admitir emo p'ena prueba 
de un tlc'ito la declaración de dos testigos hábiles, contes- 
tes en el hecho, lugar y tiempo, que sean de bu cía repu- 
tación y fama probadas. I'ág. 324. 

Puerto del Rosario (Sociedad Anónimo). — De acuerdo con el 
decreto del Poder Ejecutivo Xaci< na T . de 8 de Junio de 
n;o8 y articulo ó." de la ley numen» 3885, la sociedad 
anónima Puerto de! Rosario no es un simp'e ma.idatario 
o representante de ía Marión en el cobro de derechos 
[>ortuarii>s ¡ y, por consiguiente, asi como tiene persone- 
ría para demandar a sus deudores |x>r operaciones en 
aquel puerto, éstos pueden demandarla a su ve/ por repe 
tieión de las 'cantidades que haya cobrado ejercitando de- 
recho- propio*, emergentes del contrato de construcción 
ét\ mi-mo. Pág- 4-4* 
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Recurso de nulidad. — El rcrurso de nulidad no está autorizado 
por tí. articulo 6." de la ley 4055, sin perjuicio de que, por 
vía de apelación, puedan examinarse las violaciones de 
las garantías constitucionales que afectan la validez de 
los juicios. Pág. 179. 

Recurso de nulidad, — Xo procede el recurso de mrlídad para 
ante la Corte Suprema en c! articulo 6." de la ley 4055 
concordante con el artículo 22 del código de procedi- 
mientos en lo criminal, para todos los casos a que alude 
el articulo 14 de la ley número 48. Página 366. 

Recurso de nulidad. — Xo procede para ante la Corte Suprema 
el recurso de nulidad en el extraordinario del artículo 14, 
ley número 48 Pág. 399. 

Recurso de queja. - Xo procede el recurso de queja por apela- 
ción denegada, cuando él lia sido inteqniesto fuera del 
término acontado por los artículos 231 de la ley nacional 
y 235 del código de procedimientos de la capital Pág. 5, 

Recurso de revisión. — Xo autoriza el recurso de revisión de un 
fallo de la Corte Suprema el hecho de no haberse agre- 
gado al expediente sobre extradición un vokimen de la 
colecció.i de leyes de la nación requeriente, por cuanto, 
con 3rregloa lo dispuesto en el articulo 655 del código de 
procedimientos criminales no es permitido poner en cues- 
tión !a validez intrínseca d e los documentos acompañados 
al formular la petición. 1%. 137. 

Recurso de revisión. — El recurso de revisión no corresponde 
en las causas civiles que no sean de la jurisdicción origi- 
originaria de la Corte Suprema. Pág, 195. 

Recurso de revisión- — La simple manifestación del recurrente 
de que los titulos en que funda el recurso de revisión se 
hallaban extraviados, sin decir en qué fecha ios obtuvo, 
ni hacer otras especi f ieaciones. no basta a los fines de los 
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artículos 241, incido 3. , y 244 de la ley nacional de pro- 
cedimientos. 

L;i rci-otiuriiVn administrativa mandando otorgar mi ti 
tu'o de posesión en (Jlie deba constar que >e acuerda ai 
.recurrente prioridad a todo otro poblador para la eom 
pra de las tierras que había poblado, cuando se dispusie- 
ra mi venta, no es un ti ti. lo de dominio, ni tiene e! carác- 
ter de documento dectsho a los objetos de! recurso de re- 
visión. IVijí. 

Recurso rf.- misión. — No correan 11 de la revisión de tria sen- 
tencia en un recurso extraordinario cuando en^rimera y 
secunda instancia *r ha reconocido la existe teia de prtie 
bas suficiente para fundar !a condena del encausado, 

Recurso extraordinario, -- Hadada una resolución en la autori- 
dad de cosa juagada, o c'-i la interpretación de leyes que 
110 revisten un carácter general |«ira toda ia Nación, no 
procede contra ella e! recurrí autorizado jx>r ti artículo 
14, ley número 4H. l'ág. 5. 

Recurso extraordinario. — I<a Corte Suprema no puede interve- 
nir en una cuestión en que se discute la validez de un de- 
creto reglamentario de una ley, cuando no se ha imptig- 
nado la validez de ésta, dictada [x>r el honorable congre- 
so, en su carácter de legislatura loca! para ia capital y te- 
rritorios nacionales, Vivg. 7, 

Recurso extraordinario. — La aplicación c interpretación de las 
leyes de impuestos, dictadas i»or el honorab'e congreso, 
en sn carácter de legislatura local y en uso ri¿ las facul 
tades acordadas por el articulo 07. incisos ti y 12 de la 
Constitución Nacional no autorizan el recurso extraordi- 
nario establecido i»r el articulo 14 de la ley número 48 
Fág. 15. 

Recurso extraordinario, — Atento lo dispuesto en e! artículo 14 
de la ley 4S, ta Corte Suprem., no puede conocer en un 
recurso extraordinario en que se discuta la interpreta- 
ción dada al concepto "exteriorice" del articulo i.° de la 
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ley 88¡,k>, por SvT ella de carácter ¡ocal para e! gobierno y 
administración de la capital y territorios nacionales- 
Corresponde conocer a la Corte .Suprema en un reair 
so, en é ípte se ha discutido la validez de nna ley loe**. 1 , 
como contraria a las disposiciones del código civil y a lo 
dispuesto en el inciso ir dei artículo 67 de la Constitu- 
ción Nacional. 

I [ritiéndose hecho mérito del principio de igualdad es- 
tablecido por e! artículo 16 de !a Constitución, sólo al in- 
terponer c! recurso extraordinario, la Corte Suprema, no 
puccle tomarlo en consideración. Pág. 22. 
Recurso extraordinario. — I-a cuestión de si se Improbado o no 
la prórroga de jurisdicción por haberse aceptado tácita- 
mente el fuero provincial, es un punto de hecho ajeno al 
recurso extraordinario del articulo 14 de la ley 48, Pá- 
gina 72. 

Recurso extraordinario. — Procede e! recurso extraordinario del 
artículo Mt ley 48, en una causa en que ha sido materia 
de discusión el alcance e inteligencia de la ley número 
817, sobre inmigración, asi como la validez de una orden 
de la autoridad administrativa nacional, siendo contraria 
a ella la sentencia apelada. Pág. 165. 

Recurso extraordinario. — Contra sentencia denegatoria del fue- 
ro federal, procede el recurso extraordinario del artícu- 
lo 14, ky 48- Pág. 177. 

Recurso extraordinario. — I*a cuestión de si el comprador en- 
tregó al vendedor en pago de la cosa, pesos fuertes o pe- 
sos papeles moneda corriente inconvertible, es un punto 
de hecho, y por tanto, ajeno al recurso extraordinario, 
Pág. 182. 

Recurso extraordinario. — La cuestión de si se ha compf 

o no la calidad de argentinos de los litigantes, es un pun- 
to ck hecho ajeno al recurso extraordinario del artículo 
14, ley 48. Pág. tSO. 

Recurso extraordinario. — Fundado un recurso en la violación 
de! artículo 17 de la Constitución Nacional, que prescri- 
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be que ningún habitante de la Nación puede ser privedo 
de sti propiedad sino en virtud de sentencia fundada en 
ley, debe ser recita zado si resulta í|iie no existe en la re- 
solución apelada la twnisión de la cita de la ley de que se 
queja el recurrente. 

No entra en tas atribuciones de la Corte Suprema dada 
la naturaleza del recurso extraordinario, juzgar del acier- 
to, con que es invocada la ley común por los jueces lo- 
cales, 

t\\ cumplimiento en las sentencias de las formalidades 
prese ripias jx>r la ley procesal ordinaria, cuyo juzga- 
miento e< nipete exclusivamente a los tribun-Ves de esc 
Fuero, acerca de las cuales ninguna prescripción o garan- 
tía constitucional se refiere, no pueden ser objetadas ni 
remiradas sino ante esa misma jurisdicción mediante, lo?; 
reenrs»» que para dio acuerdan las leyes comunes. Pa- 
gina 19.5. 

Recurso extraordinario. — lia sido bien concedido el recurso 
extraordinario de! a'ticulo 14, ley 48 interpuesto contra 
una resolución de la Suprema Corte de Justicia de San 
Juan, que declara, en definitiva, ser procedente una ex 
pmpiación, fundado en que dicha resolución violaba e! 
articulo 1- de la Constitución Nacional, y artículos 2512 
y 3. del obligo civil, l Aquel superior tribunal nada ob- 
servó relativamente a la oportunidad en que se adujeron 
esas defensas, que fué a! ludirse revocatoria de la provi- 
dencia del juez de primera instancia que citaba a ¡as par- 
tes al contfjQ rétulo de ley y ordenaba se diera la posesión 
al expropiante ; siendo la resolución confirmatoria del 
auto <k'l juez de primera instancia que no hizo lugar ai 
pedido de reposición la que ha sido materia del presente 
recurso). IVig. 19.8, 
Recurso extraordinario. — Kn el recurso extraordinario autori- 
zado por el artículo 14, ley 48, la Corte Suprema no está 
llamad;: a decidir *i una expropiación se lia iniciado y se- 
guido de conformidad a la Constitución y leyes locales de 
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la provincia respectiva, debiendo limitarse al examen de 
las disposiciones de carácter nacional invocadas por las 
jwrtcs en amparo ele sus derecho?. Pag. 222. 

Recurso extraordinario. — Xo procede ei recurso extraordina- 
rio para arrie la Corte Suprema, cuando el incidente de! 
cual se recurre, ha sido resuelto teniendo en considera- 
ción disposiciones ti el código civil. l*ág. 257. 

Recurso extraordinario, — Xo procede el recurso extraordina- 
rio para ante la Corte Suprema de las resoluciones que se 
funden en la apreciación de !a pruelia .«obre puntos de he- 
cho, ajenos a la interpretación que pueda darse a alguna 
cláusula de la Constitución o ley del congreso. Pag. 261. 

Recurso extraordinario. — Ks improcedente el recurso extraor* 
dinario autorizado por el artículo 14 de la ley 48, y 6.* de 
la ley 4055 contra sentencia de una cámara de apelaciones 
de provincia en (pie se ha puesto en cuestión la validez de 
una ley provincial como repugnante a los artículos 108 y 
67, inciso ti de la Constitución Nacional. Pág. 264. 

Recurso extraordinario. — Son ajenas a! recurso extraordina- 
rio que acuerda e! artículo 22 del código de procedimien- 
tos criminales, las conclusiones a eme llega un fallo refe- 
rente a la interpretación y aplicación del procedimiento. 
Pág. 281. 

Recurso extraordinario. — Procede el recurso extraordinario 
autorizado por el artículo 14, inciso 3." de la ley número 48, 
para ante esta Corte Suprema, cuando se han puesto en 
cuestión tas disposiciones de las ordenanzas de aduana 
invocadas corno fundamento de! derecho ejercitado. Pá- 
gina 293. 

Recurso extraordinario. — Xo procede el recurso extraonlma 
rio para anl¿ la Corte Suprema cuando no se ha hecho 
cuestión de algún derecho, privilegio o exención ampara- 
do en alguna cláusula tíe la Constitución, ley especial del 
Congreso, tratado o comisión ejercida c:i nombre de ta 
Autoridad Nacional, i Artículos 14 y 15 de la ley 48, y 
ó.° de la número 4055). 
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Recurso extraordinario. — - Las cuestiones íle hecho y la aplica- 
ción de las disposiciones de! código parral y de la ley de, 
procedimientos que no han sido impugnadas como viola- 
lorias de la Constitución Nacional, iit> autorizan el recur- 
so extraordinario establecido en el articulo 14. inciso 3. 
de la ley número 48. Pág. 34.? ■ 

Recurso extraordinario,— En el recurro extraordinario, autori- 
zado por el articulo 14 de la ley número 48. la Corte Su- 
prema no plíedé rever los extremos de hecho debatidos. 
344 

Recurso extraordinario,— \"<> pre ved.' el re"ir-.i de queja cuan- 
do no aparezca fundado, por el recurre:! te en alguna dis- 
posición de ley especial de" Congrego, aun cuando la sen- 
tencia apelada la invoque, cutre otras di -posiciones de 
derecho comiMt, suficientes éstas para ítndar el rechazo 
de la acción. Pág, y>t. 

Recurso extraordinario. — Para que proceda el recurso extraor 
dinario pora ante la Corte Suprema, no l*a>ta hacer refe- 
rencias generales a una ley de congreso, pues se requiere 
citas concretas que determine; 1 con precisión el derecho 
federal cuestionado y desconocido. I'ág. 360. 

Recurso extraordinaria. — No es procede nt el recurso extraordi- 
nario autorizado en el articulo 14 déla ley número 48, 
contra una sentencia de trance y remate, por cuanto que- 
da siempre expedita a las partes la vía ordinaria y no pue- 
de considerarse, ¡tor lo tanto sentencia definitiva. Pági- 
na 370. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso de queja contra 
una resolución, que aplicando el articulo 534 del código 
de procedimientos de la capí* a! por un juez competente, 
inquine una detención al recurrente. Pág. 380. 

Recurso extraordinario. — No procede el recurso previsto jx>r el 
artículo 14 de la ley 48. co-itra una resolución que se con- 
trae a considerar y decidir cuestiones de mero procedi- 
miento resuenas i>or aplicación de 'as leyes procesales de 
una provincia. Pág. 384. 
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Recurso extraordinario — Con arreglo a lo dispuesto en c¡ ar- 
ticule» ij. de la ley 48 y 6.* de la 4055. no procede el recur- 
so extraordinaria contra una resolución por la un supe- 
rior tribunal de provincia se declara incompetente pa- 
ra conocer originariamente en una demanda contra el po- 
der ejecutivo do la misma. -obre inei;n>litueionaiidad de 
<un decreto, mies 110 se trata de uncí sentencia definitiva 
y ([tic sea contraria a una cláusula de la coi junción na- 
fi<»na!, ley del congreso o autoridad ejercida en nombre 
de la X ación. Pág. 386. 
Recurso extraordinario— Corrcsp ndieudo al jefe de policía tas 
resoluciones en materia de faltas, no debí considerarse 
como definitiva, la míe dicte un comisario de la reparti- 
ción, a e Tecto de autorizar él recurso extraordinario esta- 
blecido en tí articulo 14 de la ley 48, 6.» de la 4065 y & 
del código de procedimientos en lo criminal. Pág. 388. 
Recurso extraordinario,— Ij\ inviolabilidad de la defensa en jui 
ció no puede fundar el recurso de apelación articulo 
14. ley 4.S cuando no aparece haber sido discutida durante 
el pleito. Tampoco pueden fundarlo las condiciones de la 
cosa juzgada y su desconocimiento en supuesta violación 
de la ley orgánica de Sos tribunales y del código de proce- 
dimientos |>ara la capital. Pág 399. 
Recurso extraordinario.— procede el recurso extraordinario 
del articulo 14, ley 48, contra un acto denegatorio de t'tt 
pedido de levantamiento de embargo. Pág. 416. 
Recurso extraordinario.— Vroccúv el recurso extraordinario del 
artículo T4, ley 48. contra una sentencia de un superior 
tribunal de justicia de provincia basada en una disposi- 
ción de la ley orgánica de la misma, eme se s^tuvo por e! 
recurrente ser violatoria de la constitución nacional y del 
Tratado de Montevideo. Pág. 433- 
Recurso extraordinario.— F.n el recurso extraordinario autori- 
zado por el artículo 14 de ia ley número 48. no es permi- 
tido rever una declaración de hecho que no aparece en 
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oposición con alguna ley especial del congreso o decreto 
de! poder ejecutivo, I'ág. 443. 

£*vnrrf, ordinario de apelación. — \jo dispuesto en el articulo 4, 
de la lev 7055, se refiere a los recursos concedidos contra 
las sentencias pronunciadas en causas criminales, artícu- 
lo 3» de la ley número 4055 y no al extraordinario. Pá- 
gina 293. 

Recurso por inaplicabUidad de ley— No procede para ante la 
Corte Suprema d recurso autorizado por el artículo 281 
del código de procedimientos de ta capital. Pag. 207. 

Retroaetividad en leyes de impuestos. — La* leyes de carácter 
administrativo que dicte e! congreso nacional y las legis- 
laturas de provincia, en uso de las facultades que les 
acuerda la constitución nacional (artículos 105 y 67, inci- 
sos 1 1, 14 y 27), no están comprendidas en la disposición 
del articulo 3. . del código civil respecto de su rctroacti- 
vidad, pues ésta só!o rige en carácter de precepto consti- 
tucional y sin perjuicio de otras garantías a los derecho^ 
civiles regidos por leyes comunes para la ley pena!, por 
cuanto Jas nuevas disposiciones no deben nunca empeorar 
las condiciones de los procesados. Pág. 22. 

Retroaetividad en leyes de impuestos. — Las disposicio.ics del 
artículo 3.° de! código civil al establecer que las leyes dis- 
ponen para !o futuro, no tienen efecto retroactivo ni pue- 
den alterar los derechos ya adquiridos, se refieren sin du- 
da, a las relaciones de fk'recho privado y a las leyes jú- 
nales, sin comprender las leyes de orden administrativo 
que se den las provincias ejercitando facultades constitu- 
cionales. I*ág. 48. 

Retroaetividad en materia penaí.—El articulo 18 de la constitu- 
ción nacional sólo prohibe la retroaetividad de las leyes 
en materia penal y en tanto perjudique a los procesados- 
Página 222. 
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S¡íper¡nteiidcncta,^L^ decisiones pronunciadas por las cáma- 
ras federales en ejercicio de su jurisdicción de apelación, 
tío pueden ser traídas a la Corte Suprema a título de su- 
perintendencia sino por vía de los recursos correspon- 
dientes en los casos previstos en los artículos 3.°. 4,", 5." 
y 6' t de la ley número 4055. Pág. 159. 

Snperintendemia. — Corresponde a las cámaras federales, da 
acuerdo con lo dispuesto en el inciso 4." del artículo 2. a 
de ta ley 7099, modificatorio del articulo u de la ley 
4055, adoptar las medidas correspondientes respecto de 
un juez letrado que lia beclio abandono del juzgado sin 
su debida licencia Pág. 381. 

T 

■■ 

/ ítalo a la orden.— El derecho qu e se funda en el título a la or- 
den, es absolutamente independiente de la relación jurídi- 
ca en virtud de la cual el título se emite, y el que se obli- 
ga a tal forma, acepta de antemano por acreedores, no 
solo al tenedor primitivo del título, sino a todos los que, 
por endosos posteriores se hagan propietarios de él. 

El suscriptor o firmante de una letra está obligado a 
pagar su importe, aunque haya sido fraudulentamente 
transmitido por im intermediario cualquiera, si el porta- 
dor lo ha recibido de buena fe, de persona que tenía fa- 
cultad para transmitirlo. Pág. 390. 



Venia para demandar a la Nación—So es necesaria a un parti- 
cular la autorización legislativa para demandar a la Na- 
ción, sobre el cumplimiento de las obligaciones emergen- 
tes de un contrato de venta de tierras fiscales cuya acción 
es de Ja competencia de la justicia federal. (Artículo V* 
de la ley número 3952). Pág. 333. 
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CAUSA CLXl 

Sociedad de Beneficencia de la Capital en autos con don Juan 
B. Uavena {su testamentaría), sobre cobro de un impuesto, 
— Recurso de hecho. 

Sumario: i* Basada una resolución en !a autoridad <lc cosa juz- 
gada, o en la interpretación fie leyes que no revisten un ca- 
rácter general para toda la nación, no procede contra ella el 
recurso autorizado por el artículo 14, 1ey 48. 

z? Xo procede el recurso de queja por apelación denega- 
da, cuando él lia sido interpuesto fuera del término acor- 
dado por los artículos 231 de la ley nacional y 235 del códi- 
go de procedimientos de la capital. 

Caso : Kcsulta de las piezas siguientes : 



juctamex i>i:l sr. phuci kaijor ceni-hai. 

Buenas Airea, M«yo tf de 1413. 

Suprema corte: 

Interpuesto fuera de término el recurso de hecho que se 
deduce en contra de la sentencia de fs. 560 de los autos principa- 
les, corresponde que V. E, se sirva rechazarlo con arreglo a lo 
dispuesto en el art. 208 de la ley nacional de procedimientos. 

Con arreglo a lo resuelto por Y. E. en numerosos fallos, 
dicho término es fatal y corre» cualesquiera que sean las inciden- 
cias de procedimientos que se susciten. (Tomo 114» págs. I 
209 y 440). 

La notificación de la denegatoria del recurso hecha por el 
tribunal inferior no puede ser tampoco materia del recurso que 
se deduce. Ese punto está regido por las prescripciones de las 
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leyes procesales - en tal raso e: recurso del art. 14 de la ley 48 :io 
procede en virt * de lo dispuesto por el art. 15 de la misma. 
(Tomo 109, página 45 ; tomo 112. página 73). 

Todo to dicho es aparte de la consideración final de que en 
la sentencia recurrida no hay decisión que pueda ser objeto de 
recurso ante V*. E. 

Kl auto dé priitu-ra instancia que ha -ido confirmado por la 
excelentísima cámara >e limita a declarar que es cosa juzgada la 
>entencia cuya modificación pedia la parte que ha interpuesto el 
presente recurso. V. F.. tiene establecido a este respecto (tomo 
108. pág. 100) que basado un procedimiento judicial es la auto- 
ridad que revisten las resoluciones ejecutoriada*:, no es proce- 
dente el recurso extraordinario del art. 14 de la ley 48, 

Por todo lo expuesto pido a V. E. se sirva no hacer lugar al 
recurso interpuesto, mandando devolver los autos al tribunal de 
su procedencia. 

Julfo Botct. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires. Mayo 18 de Idl3. 

Autos y vistos: — el recurso de hecho por apelación dene- 
gada interpuesto por el representante de la Sociedad de Renefi- 
cencia de la Capital, contra sentencia de la cámara t* de apela- 
ciones en lo civil de la misma, en el incidente sobre cobro de im- 
puesto promovido por el consejo nacional de educación en e! 
juicio testamentario de don Juan B¿ Ra vena, 

Y considerando: 

Ouc aun prescindiendo de ?a inadmisibilidad «iel recurso ex- 
traordinario previsto en el articulo 14 de la ley núm. 48 y 6.° de 
la ley 4055 respeetn .1 ]o> fallos que se basan en la autoridad de la 
cosa juzgada. 1 Fallos tomo 108, página 1001 o en la interpreta- 
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ción ele leyes (|iic no revisten carácter general para toda la nación 
(Fáílos, tomo 115, página 342 K basta observar que. en el caso, 
el recurro de pjfeja. lia sido deducido fuera dé! tétano !egaí. 

Que. en efecto, el auto dé is. 567 denegatorio del recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 561 para ante esta corte, quedó 
notificado al recurrente por nota; con fecha 3 de manto del cu- 
rriente año. 

(Jue la resoluciónde fs. 575 que declaró procedente en el 
caso esa fotuta de notificación no es apelable para ante esta corte 
con arreglo al articulo 15 de 3a ley níun. 48 í Fallos, tomo 109, 
pagina 45). 

Que siendo esto así, la queja formulada en [5 de marzo por 
apelación denegada ha sido deducida fuera de término i articulo 
231, :ey nacional de procedimientos, y 235, código de procedi- 
mientos dé la capital ; Fallos, tomo 113, pág. 34). 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo expuesto y 
pedido por el señor procurador general, no ha lugar al recurso de 
queja deducido y archivese. Devuélvanse los autos remitidos por 
vía de informe, con testimonio de esta resolución. 

A. Bekmkj o, — Nicanor G. del 
Soi.au. — >L P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. I^óm-z 
C MIA NU las. 



CAL'SA CLXII 

Corneja nacional de educación contra el doctor Rufino Romero, 

Por cobro de una multa m 

Sumario : La corte suprema no puede intervenir en una cuestión 
en que se discute la validez de un decreto reglamentario de 
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una ley, cuando no se ha impugnado ia validez de ésta, dic- 
tada por el honorable congreso, en su carácter de legislatura 
local ¡>ara lu capital y territorios nacionales. 
Caso: Resulta de las .siguientes piezas: 

SENTENCIA DEL JVÚ UE 1.' INSTANCIA EN LO CIVIL 

Sueños Aire*. Septiembre 28 de 1912 

Autos y vistos : 

Estas actuaciones iniciadas por el consejo nacional de edu 
cación contra el escribano doctor Rufino Romero, por infracción 
a la ley mím. 4855. solicitando se condene al demandado al pago 
de la simia de 3.04a pe-os moneda nacional, importe del impuesto 
que debió abonar a! otorgarse la escritura de donación que men- 
ciona en su escrito de £s¿ 3 el representante del actor, más al 
pago de la multa que la misma ley establece, y 

Considerando : 

Que según el informe del actuario de fs. y vta.. resulta cons- 
tatado el hecho denunciado, en cnanto el escribano Romero no ha 
agregado al protocolo, al otorgarse !a referida escritura, ningún 
sello de! consejo nacional de educación por pago de impuesto 
por la donación efectuada; pero en cambio se ha comprobado 
que el impuesto correspondiente se entendió pagar con la agrega- 
ción de un sello por valor de ciento ratorec pesos moneda nacio- 
nal, en el que consta un certificado de la dirección general de 
rentas por pago del tri s j»or mil sobre la donación efectuada. 

Que es obligación de los escribanos dar estricto cumpli- 
miento a las leves de impuesto en cuanto se refiera a los actos en 
que intervienen como funcionarios públicos, siéndoles extraña 
como tales, !a discusión por su parte del alcance, vigencia y efec- 
tos de la ley aplicable al respecto. 

Que en cuanto al impuesto aplicable a los contratos de dona- 
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ción se ha producido la duda sobre su determinación, en virtud 
de que aparentemente resulta legislado por dos leyes distintas, 
ambas en vigencia. La ley núm. 4855 sujeta a las donaciones, en 
cuanto al impuesto, a una escala en relación al parentesco, y la 
ley núm. 4927 presen!*; que se abonará el tres pur mil del valor 
de la donación. 

¿Cuál de estas ¿fas leyes debe observarse a los efectos de! 
pago del impuesto correspondiente a los contratos de donación? 

La ley núm. 4855 sólo se refiere a las sucesiones, asi ¡o indi- 
ca su mismo titulo y cada una de sus disposiciones, desde que 
éste es su espíritu buscado en los antecedentes cjul* han servido 
para su redacción y formación. En cambio la ley núm. 4927 ha 
tenido y tiene otro proj>ósito muy distinto, pues solo se refiere a 
los actos, documentos, obligaciones y contratos entre vivos como 
io es el de donación de que instruye la escritura pública qué ex- 
presa el escrito de fs. 3. 

Tero suponiendo que ambas leyes legislaran sobre uit mis- 
mo impuesto aplicable a un acto, la duda sobre cuál de ellas debe 
observarse desaparece teniendo presente que es un principio ele- 
mental de derecho, que la ley posterior deroga las disposiciones 
incompatibles con la anterior. Lcx posterior tkrotjat priori. Y en 
este caso la derogación es en términos explícitos que nunca pue- 
den ofrecer dudas. El art. 8¿ de la ley 4927 establece que quedan 
derogadas todas las disposiciones que se opongan a ella. 

l J odria argumentarse en este caso, que ante el art. 35 del de- 
creto reglamentario de la le> de pa[>el sellado que suspende los 
efectos del art. 26 de dicha lev, no ha debido existir duda para el 
demandado en el sentido de que la ley aplicable era !a 4855 y no 
la de papel sellado. Tero mtnca el poder ejecutivo ha podido de- 
jar sin efecto una disposición legal en vigor, en la fecha del re- 
ferido acto, por un simple decreto, por el cual la reglamentación 
resulte con fuerza derogatoria de la ley misma o parte de ella, no 
respetándose, por otra parte, el principio de que en materia de 
impuestos la interpretación debe ser restrictiva. 

Los jueces, encargados de aplicar la ley en todos los casos 
sometidos a su resolución, no pueden ni deben resolver por lo 
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que disponga un decreto de! poder ejecutivo cuando el ca*o se 
encuentra resuelto y determinado expresamente por la íey i|ue 
rige ta cuestión f|tie se discute. 

Por otra parte, la misma ley 4927 prevee el caso de duda so- 
bre su interpretación en el art. 77, y el demandado en virtud de 
dicha disposición se sometió y cumplió en este caso, lo determi- 
nado por ia autoridad que debió resolver la duda. íil certificado 
de la dirección de renta.-* seria jior sí soto suficiente, atento 
prescripto por el citado art. 77, para eximir al demandado de 
toda responsabilidad, desde que ha repuesto el sello correspon- 
diente al tres por mil, como así se aconsejó en e! caso análogo a 
que se refiere el testimonio de fs. 21 y lo determinó asi en el cer- 
tificado expedido en ol sello por valor de ciento catorce pesos 
agregado por el escribano Romero a la escritura de donación 
referida. 

Siendo, por tanto, la ley de papel se : lado la que determina el 
impuesto que corresponde satisfacer en los contratos de dona- 
ción, porque a estos no se refiere la ley sobre impuestos a las su- 
cesiones y porque si así np fuera, la disposición (pie resultara in- 
compatible con la pertinente de la de papel sellado ha quedado 
der^ada por ésta, posteriora la nnm. 4855. e: escribano Romero 
ha cumplido la ley que debió observar para el pago del impuesto 
corregid ¡ente al contrato de donación expresado, no habiendo 
infringido ley a'guna y en consecuencia, procede el rechazo de 
esta acción en todas sus ¡wrtes. 

Por estas consideraciones y las pertinentes del escrito de 
fs. i 5, no obstante el dictamen fiscal que antecede, fallo; no ha- 
ciendo lugar a !o solicitado por el representante del consejo na- 
cional de educación en su escrito de fs. 3. sin costas, por no en- 
contrar mérito para imponerlas. 

Aureliano Gigena. 



Ante mi: M. Mari ni. 
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ACUKWX) IíR LA KXCitA; CAMAMA PRIMKKA DK APELACIONES 

ÉN LO CIVIL 

En Kttcno> A : re*. capital de !a República Argentina, a siete 
de noviembre de mil novecientos doce T reunidos los señores vo- 
cales de la Exorna, cámara i." de apelaciones en lo civil en su sala 
de acuerdos, para conocer del recurso interpuesto en los auto^ 
caratulados "Concejo Nacional de Educación contra Romero 
doctor Rufino, sobre cobro fie multa", respecto de la sentencia 
corriente a fs. 28. el tribunal estableció !a siguiente cuestión : 

l Es arreglada a derecho la sentencia apelada ? 

J Yactíeado el sorteo resultó que ja colación debía tener lugar 
en el orden siguiente: señores vocales doctores Arana. — Wi- 
lliams, — De la Torre, — Juárez Celman, — Rasuaido. 

El señor vocal doctor Arana, dijo : — Este juicio es análogo, 
a) seguido |x>r e! consejo nacional de educación contra el escri- 
bano Leandro Garcia. resuelto por este tribunal con fecha 17 de 
octubre del corriente año. Refiriéndome. pues, a tas considera- 
ciones aducidas en mi voto emitido en aquel juicio, voto porque 
se revoque la sentencia apelada, declarándose que en el caso de 
la denuncia, corresponde pagar el impuesto con arreglo a la ley 
núm. 4855. pero eximiendo al escribano demandado de la multa 
que le habria correspondido por la infracción. 

Los señores vocales doctores Williams, de la Torre, Juárez 
Celman y Basualdo, se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto quedando acordada ta siguiente 
sentencia. — Williams. — De h Torre. — Basualdo. — Arana. 
— Juárez Celman. — Ante mí : Jorge L. Diipuis. 

Es copia fiel del acuerdo original que redactado por mi exis- 
te en el libro respectivo, — Jorge L. Düfrnis. 

SENTENCIA 

Buenot Aires, Noviembre T de 1912. 

Y vistos : 

Por lo que resulta de la votación de que instruye el acuerdo 
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precedente se revoca la sentencia apelada de fs, 28. declarándose 
que corresponde pagar e! impuesto con arreglo a la ley número 
48S5i bebiendo eximirse al demandado de la multa que 1c habría 
correspondido. Devuélvase, reponiéndose los sellos. 

Benjamín U'iUiams, — Jorge de la 
Torre. — Benjamín Basuafdo 
— l : efipe si rana. — Tomás Juá- 
— reo Celman, 

Ante mi; — Jorge L. Dupuis. . * * 

DICTAMEN del sr. i'kncrRArx.R ce ser al 
Suprema corte: 

Ei recurso extraordinario deducido es procedente, en razón 
de haberse cuestionado !a validez de un decreto del poder ejecu- 
tivo, por ser repugnante a una cláusula constitucional y haberse 
debatido la inteligencia de una 'ey local, como contraria u una ley 
nacional <art. 14, ley 48 ; art. $ !ev 4055). 

Según el art. 67, inc. 2* de la constitución nacional e! poder 
ejecutivo tiene facultades para reglamentar las leyes cuidando de 
110 alterar su espíritu. B decreto dictado por dicho poder en 30 
de diciembre de 1905, suspendía por su art. 35 la aplicación del 
art, 26 de fa ley 4027 por considerar que los actos j (iridíeos que 
por dicho articulo se gravaban habían sido va objeto del impues- 
to sancionado por la ley 4855. Se basaba en la necesidad de evitar 
dificultades cu la aplicación de dichas leyes, estimando con per- 
fecta razón que dictadas ambas para entrar en vigencia el mismo 
dia era forzoso suspender los efectos de la primera de dichas le- 
yes a fin de no impedir el cumplimiento de la ley de impuesto a 
las herencias y donaciones, que !a de sellos no había entendido 
derogar. 

Kl citad.> decreto no ha hecho si no reglamentar las leyc* 
mencionadas dentro de la voluntad del congreso; tratándose de 
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régimen impositivo hay razón para considerar que el gravamen 
establecido por la ley 4855 es de preferente aplicación, por refe- 
rirse expresa y únicamente a una clase de actos, mientras que la 
ley 4927 se relaciona con actos de otra naturaleza que deben ex- 
tenderse en los sellos que ella determina. 

Por lo expuesto pido a V. E. se sirva confirmar la sentencia 
apelada. 

Julio Botet. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» AIííí. Muyo IT de 19*1 

Vistos ios del recurso deducido por el doctor Rufino Rome- 
ro contra sentencia de la Excma. cámara primera de apelaciones 
en lo civil de esta capital, pronunciada en los autos seguidos en- 
tre aquel y el consejo nacional de educación, sobre cobro de mul- 
ta, de los que. en lo pertinente resulta: 

Que el expresado consejo solicitó se aplicara al doctor Ru- 
fino Romero el art. 7." de la ley 4855, por haber autorizado como 
escribano público, a cargo del registro número 65. una escritura 
de donación, sin agregar los sellos requeridos por dicho artículo; 
que el demandado sostuvo en su defensa que la ley 4855 había 
sido derogada por la posterior 4927 en lo concerniente al ¡m 
to sobre contratos de donación y que el poder ejecutivo al sus 
pender los efectos del art. 26 de la última, por su decreto regla- 
mentario de 30 de diciembre de 1905, poniendo en vigor una 
disposición anterior derogada, extralimitó sus facultades y rea- 
lizó un acto inconstitucional; que la sentencia de fs. 45, revoca 
toria de la de fs. 28, no hizo lugar a las defensas opuestas, sí bi 
declaró que no procedía la multa. 

Considerando : 

Que es de inferirse que e! pago del impuesto ordenado por 
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la semencia efe fs. 45, debe hacerlo el recurrente, dada la circuns- 
tancia de habérsele concedido el recurso f fs, si ). 

Que los arts. jr, 67, me. j8 y 82, inc. 3* de la eonstitueúVi 
nacional, de que se hizo mérito a! afielar para ante esta corte su- 
prema (fS. 40), no fueron invocados ni en el escrito de deteheá, 
de fs. j 5, ni en e¡ presentado ante la Excma, cámara á fs, 40. o 
sea durante el juicio, como era necesario para Ea procedencia fie: 
recurso extraordinario, con arreglo a los términos de! art. 14. 
ley núm. 48 y a lo reñidamente resuelto. 

Que. por otra liarte, el impuesto de! art. 26 de la lev número 
4927 sólo se sancionó para los bienes nuces situados en la capital 
y territorios nacionales, al igual ( ¡ue el de la !cv 4855 (art. r.*). 
e importa así un gravamen local establecido por "¿ honorable 
congreso en uso de las faculta os que le coníiere el art, inci- 
sas 14 y 37 de la constitución raciona!, distinto de las contribu- 
ciones a que se refiere el art. 4 y correlativos de aquélla. 

Que, en consecuencia, al reglamentar el poder ejecutivo en 
esa paíte la ley 4027, no ha procedido como autoridad federal, 
sino local (art, 08. inc. 3.» constitución nacional), y es exclusi- 
vamente a los tribunales del mismo orden a quienes "íneumric de- 
cidir todas las cuestiones que se re'acionen con el alcance v vn 
lidez de la reglamentación aludida, en tanto no se baya cuestio- 
nado la constitucionalidad de la ley misma iart<=, 90, tu, im\ t. 8 
iey Í893; arts. 3.* 16 y 17, ley 4055), 

Que en el caso sub judice no está comprendido entre ios de! 
art. 90 de la ley núm. iNnj. en que !a corte suprema puede rever 
las sentencias de las cámaras de la capital, [jorque ios incisos i.» 
y y del art. 48. se refieren a leve*- nacionales o federa'es : y ¡ior- 
que aun cuando tas leyes, decretos y autoridades de provincia de 
que habla el inciso j del mismo artículo deban equipararse a las 
de la capital, esto es exacto en cuanto se trate del examen de la 
constitucional idad de aquellas, tomando como punto de partida la 
interpretación que se les de por as respectivas autoridades judi- 
ciales o administrativas i fallos, tomo 114. página 161 y otros), 
sin que con motivo de! recurso extraordinario deba irse más le 
jos. entrando en el examen de si una ley que se aplica en sentcn 
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cias o resoluciones administrativas locales se halla o no en vigen- 
cia, ha sido bien o nial sancionada, promulgada o interpretada, y 
de si los actos administrativos se han llevado a cabo en uso de 
facultades propias, pues de lo contrario se procedería del mismo 
muflo tjue en las apelaciones ordinarias y la jurisdicción federal 
sería mucho más amplia de lo que las leyes citadas han querido 
establecer, conforme a los arts. (tj t incisos n y 27; loo, 101 y 
105, constitución nacional 

l'or estos fundamentos, oído el señor procurador general, se 
declara no haber lugar al recurso. Las costas se alonarán en e! 
orden causado, atenta la naturaleza de la cuestión. Molifiqúese 
con el origina] y devuélvanse, debiendo reponerse el papel ante el 
inferior. 

A. BERMEJO. — Nicanor O. del 
Solar, — M. F. Daract. — 
I>. H. Palacio. — L, López 
C.ui.\niu,as. (1), 



CAUSA CLXIII 



Consejo National de Educación contra el escribano Carlos A, 
Wmuujot, sobre infracción a la ley 4855 

Sumario; La aplicación e interpretación de las leyes de impuev 
tos.dietadas por el honorable congreso» en su carácter de le- 
gislatura local y en upo de las facultades acordadas por el 
articulo 67. incisos 11 y 12 tlu la constitución nacional, no 

0) En la miama fechí Ji c*rtc npifmi dield Igual antaada an loa tato* otea- 
dos por el «nwja nacional de educación caatta ti mrlbiao do» Podra P. I >liaat, 

ubre InTncdón a la ter 4855. 




TáUM M LA COtTf SUntWA 



autorizan el recurso extraordinario establecido \*n el articu- 
b r4 de la ley número 48. 

Caso: Resulta de las siguientes pieza-i: 



DICTAMEN Día Sr. PBOC ÚRAiJOR <; K N K R a L 

Buenoi Álréi, Octubre 30 de t»12. 

Suprema corte : 

K! rccurM! extraordinario ej proceden h\ en razón de haber- 
se cuestionado la validez ele un decreto del poder ejecutivo, ]H>r 
ser repugnante a una cláusula constitucional, y haberse debatido 
la inteligencia de una fey local, cuno contraria a una lev nacional 
(art. 14, lev 48, art. 0, ley 4055 1. 

Elitro en las facultades del poder ejecutivo, ¡irt. 07, ínc. 2* 
de la constitución, c! reglamentar las leve* cuidando de no alterar 
su espíritu. Kl decreto dictado |H»r dtCho po¿fer en ,ío de dieiem- 
bre de 1905, cuyo art, gg suspende la aplicación dd art 2b de la 
ley 40-7, |wir considerar que los actos jurídicos que este artículo 
grava habían sido ya objeto del impuesto sancionado por la ley 
4855. se basa en la necesidad de evitar dificultades en la apüca- 
etón de dichas leyes, estimando con perfecta ra*ón que dictadas 
ambas pan. entrar en vigencia e! mismo día, era forzosu snspen 
rier los efectos de la primera, a fin de no impedir el cumplimiento 
de la ley de impuesto a las herencias y donaciones, que la de se- 
llos no bahía entendido derogar. 

Pío es dudoso que el decreto citado no ba hecho otra cosa 
que reglamentar !as leyes mencionadas, dentro de la voluntad del 
congreso, porque tratándose de redimen imjtositivo debe consif le- 
ra rse que el gravamen establecido por la ley 4855 es de prefe- 
rente aplicación, por referirse expresa y únicamente a una clase 
de actos, mientras que !a ley 4^.7 se relaciona con actos de di- 
versa naturales, que deben ser extendidos en tos sellos determi- 
nados a su respecto. 
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Por Jo expuesto y consideraciones de ta sentencia apelada, 
pido a V. E. se sirva confirmarla. 

Jfonnitt R. Larrctu. 



KAI.I.IP DÉ I.A CIIKTi: Sl l'HHMA 

Bueno* Alrc«, Mifo 17 de 1913 

Vistos y considerando: 

ÍJuc si bien la lev núm, 4927 es de carácter genera!, en el 
sentido que deben extenderse en papel sellado de la nación \ó¿ 
netos, contratos, documentos y obligaciones <]tic versaren sobre 
¿> -¡untos <> negocios sujetos a la jurisdicción nacional por razón 
tic! iugar o naturaleza del acto (art. L"), e! arl. 2(1 de la misrn?, 
.sólo se sancionó, como la ley núm. 4855» para la capital y territo- 
rios y no *»ara las provincias, que pueden gravar los contratos de 
donación en la forma que lo estimen conveniente. 

íjue, en tal concepto, la aplicación e interpretación de la ley 
4855 y artículo citado, no son susceptibles de dar tugar al recurso 
extraordinario (leí art. 14, ley núm. 48, conforme a lo reiterada- 
mente resuelto, desde que se trata de un impuesto local, cstable- 
sido por el honorable congreso en uso de las facultads que le 
confiere ei art. 67, ínc. 11 y 27 de la constitución nacional, dis- 
tinto de las contribuciones a que se refiere el art. 4 y correlativos 
de aquélla, siendo oportuno observar que fuera de la ley 4927 
existen otras, como las números 3313 y 3335 en que el honorable 
congreso ha procedido a la vez como legislatura nacional y de la 
capital y territorios nacionales, sin que por esta circunstancia 
sean de competencia federal o den lugar al recurso del art. 14, 
ley núm. 48, los casos en que corresponda aplicar dichas leyes, en 
cualquiera de sus disposiciones. ( Fallos, tomo 74, pág. 267 ; tomo 
78, pág. 440; tomo 97, pág. 214). 

Que el art. 70 de ta constitución nacional, que se cita en el 
fallo de fs. 46» no fué invocado por el recurrente en su defensa 
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de f(L 1 1 vta., ni en su expresión de agravios de fs. 23, o sea <iu- 
rante el juicio, corno era indispensable, para la procedencia del 
recurso extraordinario que acuerda ei citado artículo 14, 

Que, por otra parte, en el mismo fallo de fs. 46 (voto deí 
vocal doctor Pito, aceptado por los otros vocales), se dice a fojas 
4/ vta. ; "Ambas leyes { atedie a las 4855 y 4927), debían empezar 
a regir en la misma fecha y no se explicaría un acto legislativo 
especial, gravando determinada especie de actos jurídicos, sitio 
hubiera sido el propósito del legislador introducir una innovación 
en el régimen eti vigencia, consignado en una ley general, desti- 
nada a gravar todos los actos susceptibles de ser alcanzados por 
medio de! impuesto de sellos al destacarlos del conjunto, la ley, 
míe encara con exclusiva especialidad las transmisiones por causa 
de muerte y las donaciones, ha significado una voluntad intergí- 
versable que el poder ejecutivo ha interpretado sin violencia en 
«I decreto reglamentario de que se ha hecho mención" ; y esta in- 
teligencia de preceptos legales de carácter local, que no puede ser 
reexaminada por la corte suprema, según lo antes dicho, resuelve 
el punto con independencia del alcance que debe atribuirse al 
citado art. 70 y al 86, inc. 2. a de la constitución nacional, toda vez 
que el tribunal ordinario competente, con criterio propio y juz- 
gando en definitiva, llega a la conclusión de que no es el decreto 
reglamentario del |»oder ejecutivo de 30 de diciembre de 1905, el 
que ha derogado o suspendido el articulo 26 de la ley 4927. 

Por estos fundamentos, y oido el señor procurador general, 
se declara no haber lugar al recurso. Las costas se alionarán en ei 
orden causadas, atenta la naturaleza de la cuestión resuelta. No- 
tifíquese con el original y devuélvanse, debiendo el pa|»el repo- 
nerse ante el inferior, 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. p. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. Lópi-z 
Cahan illas. 
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CAUSA CLX1Y 

Iixtratttdihi tic Johan Knt f ctbert. solkihida p#r hfs autoridades 

de Alemania 

Sumario : Estando infidentemente probada la identidad del re- 
querido, procede su extradición, aun cuando no existe trata- 
do con la nación requeriente, siempre que Sip ofrezca recipro- 
cidad en casos análogos. 

C aso : Resulta de las siguiente* piezas. 



SKNTF,NCi \ DEL ST. .H'IÍZ FF.HKK.U. 

Bueno* Airet. Octubrt 17 de 1012. 

Y vistos: 

Esta causa seguida a Johann I Urina im Engclbcrt, por extra- 
dición solicitada por las autoridades de Alemania* y 

Considerando : 

i * Que a fs. i el señor ministro de Alemania solicitó por en- 
cargo de su gobierno y asegurando la reciprocidad para cafes 
anólogos, la prisión preventiva del subdito alemán Johann Her- 
mana Engelbert, acusado por hurto \ homicidi- calificado. 

2* Que a te. 47 se formula por el señor juez de primera ins- 
tancia de Essen ( Alemania) el pedido de extradición del nom- 
brado Engetbcrt ; a f s. 48, obra el testimonio de la sentencia dic- 
tada contra el mismo sujeto por el real tribunal de Essen, y a 
f s. 69 Tas disposiciones penales de la nación requirente que han 
sido aplicadas en diobo fallo; finalmente, a fs. 73 la orden de 
captura por nuevos delitos que se imputan a aquél y disposiciones 
penales pertinentes a los mismos. 
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3 * Que de ia> constancias del procedo queda demostrado 
el detenido es la misma persona requerida, por resultar así, 

de su declaración de fs. H, en la t|ue a firma llamarse Engelbert 
Johann Henrann y por el gran parecido que existen entre las 
fotografías de fs. 42, de los recaudos remitidos, y los tomados 
por la policía y que obran a fs. 97. 

4 " Que respecto del estado mental del requerido, tratándose 
de una cuestión de fondo, que se refiere a la responsabilidad del 
mismo, tí juzgado no debe pronunciarse sobre ella, puesto que, 
por la naturaleza de este juicio, sólo pueden discutirse en él los 
puntos enumerados en el art. 655 del código de procedimientos en 
lo criminal. 

5-* Q«e habiéndose cumplido en los recaudos traídos, todos 
los requisitos exigidos por el art. 651 de] citado código, procede 
en el caso la extradición no obstante la falta de tratatlo con la 
nación requirente, por haber sido etla solicitada a título de reci- 
procidad y por ser ésta la práctica uniforme de las naciones. Ar- 
ticulo 646, inciso 2.* del mismo código, 

Por estos fundamentos, fallo: haciendo lugar al presente 
pedido de extradición. 

En consecuencia, líbrense los oficios de estilo, poniéndose el 
requerido a disposición del señor ministro de relaciones exterio- 
res, y elévese al mismo el proceso original, dejándose constancia 
suficiente. 

Miguel f,. Juntas. 



FALLO DK LA EXCMA, CAM ARA 

Bwmt Alrt», himno 4 4* 1913, 

Y vistos : 

De acuerdo con to expuesto en ei precedente dictamen fiscal 
y por sus fundamentos, se confirma con costas, la sentencia ape- 
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lada de fojas 104. N T otifiquese, devuélvase, y repóngase el papel 
ante el inferior. 



Procede el recurso deducido, con arreglo a lo dispuesto poi 
la ley 4055. art. 3. . inc. 4A por tratarse de una causa que versa 
sobre extradición de un criminal reclamado por un país extran- 
jero. 

Estimo que la prueba reunida en autos acredita suficien- 
temente que el requerido es la misma persona que lia sido dete- 
nida en esta ciudad, no pudiendo dudarse de ello, en presencia de 
los dictámenes periciales de fojas 95 y 109. 

En virtud de ello y de la declaración prestada por el proce- 
sado, pido a V. E. se sirva confirmar ta sentencia apelada. 



Bu«*«# AJret. Mayo 80 4* mx 

Vistos para conocer del recurso deducido contra la senten- 
cia de fs. 1 iH. pronunciado |ior ta cámara federal de apelaciones 
de ta capital en ta presente causa. 

Y considerando: 

Que. de tos documentos traídos por la vía diplomática para 
instruir el pedido de extradición, formulado por la legación im* 



Angel ferreba Cortes. — Angel />. 
Rojas. — Agustín Urdmarrmn. 
— Juan A. García, 



DICTAMUN' IHÍL sr. PROCURADOR GENERAL 




Suprema corte : 



Julio Botet. 
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penal alemana, y que deben tenerse por auténticos, con arrezo 
a lo establecido por esta corte en cansas análogas, ( fallos, tomo 
102. página ¿¿A* > ' '4. pagina 265), resulta que el requerido téc- 
nico Engelbert Johann llennann, subdito del imperio, está proce 
sacio ante los tribunales de l'rusia, en E<sen, [>or hurto y asesina- 
to, habiéndose expedido contra dicho procesado u:ta orden ele 
captura por e! juez de instrucción ante los tribunales mencio- 
nados. 

Que estos antecedentes, reúnen los requisitos determinados 
por la ley (ait 642, inciso 2.*, y 631, obligo de procedimientos 
en lo criminal ) para la procedencia en el caso del pedido de ex- 
tradición, no obstante la taita de un tratado por haber sido for- 
mulado a titulo de reprocidad, como aparece de los documentos 
de fojas 2 y 18 a fojas 20. 

yue, por Jo (pie hace a ia identidad del requerido, está de- 
bidamente acreditada, como resulta especial mente de] examen 
pericial a que se refiere el infurme de fs, 100, ordeiado iw>r la 
cámara federal de apelaciones, en su resolución de fs, 108, como 
de Sos demás antecedentes y constancias de autos. 

Por ello, y de conformidad con !o expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se confirma la sentencia apelada de 
fs. 118. — Notifiquen original y devuélvanse. 

A. I'f.kmejo. — Nicanor G. dül 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. Lópkz 

CvllAMLLAS. 



CAUSA CLXV 

Pac, doctor José Cimente, su testamentaría. Recurso de hecho 

■ 

Sumario : 1/ Atento lo dispuesto en el artículo 14 de la ley 48, la 
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corte suprema no puede conocer en un recurso extraordina- 
rio en que se discuta la interpretación dada al concepto 
tertorier' del articulo i." de la ley 8890, por ser ella de ca- 
rácter local para el gobierno y administración de la capital 
y etrritorios nacionales. 

2." Corresponde conocer a la corte suprema en un recur- 
so, en el que se ha discutido la validez de una ley local, co- 
mo contraria a las disposiciones del código civil y a lo dis- 
puesto en el inciso 1 1 del artículo 67 de la constitución na- 
cional. 

3. Las leyes de carácter administrativo que dicte el con- 
greso nacional y las legislaturas de provincia, en uso de las 
facultades que les acuerda la constitución nacional fartícu 
los 105 y 67, incisos n t 14 y 27), no están comprendidas en 
la disposición del articulo 3." del código civil respecto de su 
retroactividad. pues ésta sólo ríje en carácter de precepto 
constitucional y sin perjuicio de otras garantías a los dere- 
chos civiles regidos pnr leyes comunes para la ley penal, por 
cuanto las nuevas disposiciones no deben nunca empeorar 
las condiciones de los procesados. 

4 ■ El principio de igualdad — como base del impuesto — 
que establece e! articulo 16 de la constitución, sólo exige, 
que en condiciones análogas, se impongan gravámenes a los 
contribuyentes. 

5." Habiéndose hecho mérito del principio de igualdad es- 
tablecido por el articulo 16 de la constitución, só!o al inter- 
poner er recurso extraordinario, la corte suprema, no puede 
tomarlo en consideración. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

StíXTKXCtA DKL Jl'KZ W 1XSTAXCIA EN LO CIVIL 

Biwms Airea, Noviembre 7 de 1912. 

Autos y vistos: Y considerando: 

Que el representante de la sucesión doctor Pedro Agote, 
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fundado en que e¡ fallecimiento del causante doctor José C. Paz, 
x produjo el 10 de Marzo de \<)\2, sostiene que el paga del im- 
puesto a las herencias debe verificarse de acuerdo con los térmi- 
nos de la ley 4H55 v n vigor en esa fecha. El representante de- 
consejo nacional de educación y el ministerio fiscal piensan en 
sentido contrarío, que habiéndose iniciado la sucesión testamen- 
taria del causante cun interioridad a la promulgación v publica- 
ción de la ley 8890. es ésta y no aquélla la que debe aplicarse, 
Que, el primero aduce como argumento en pro de su tesis: 
a í Que las leyes mencionada* gravan ¡a transmisión de la 
herencia y ella se verificó el 10 de Marzo de 1912, dia del falte- 
cimiento de! causante, de acuerdo y con arreglo a lo dispuesto 
por el artículo 34 lo del código civil, ya que la presente sucesión 
tiene lugar entre ascendientes y descendientes; la ley núm. 8800 
fué sancionada algunos meses después del dia en qué se operó la 
transmisión hereditaria, y por eso no es aplicable. 

b) Que el artículo y del titulo preliminar del código civil, 
establece que las leyes disponen para lo futuro, no tienen efecto 
retroactivo ni pueden alterar los derechos ya adquiridos. 

r) Que la constitución nacional en el inciso 11 del articulo 
67 fija, entre las atribuciones del honorable congreso, la de dic- 
r e! código civil, que debe regir en toda la república. Para mo- 
dificar los preceptos de ese código, es indispensable que otra lev 
general así lo reMielva. No puede tener e*e alcance una ley espe- 
cia*, que. como la número 8800. sólo rige en la capital y territo- 
rios nacionalfí. 



V considerando: 

Que el artículo 1." de !a ley número 8S90, dice textualmente : 
"Todo acto realizado ante la autoridad de los jueces o ante lo- 
escribanos de registro, que exteriorice la transmisión gratuita 
por causa de muerte, anticipo de herencia o donación de bienes, 
muebles e inmuebles, créditos, valores, etc., existentes en la ca- 
pital federal o territorios nacionales, estará sujeto desde la pro- 
mulgación de esta ley y cualquiera que sea la techa de la muerte 
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del causante eti casos de transmisión por fallecimiento a un im- 
puesto sobre el monto de cada tupíela, legado, anticipo o dona- 
ción". 

Que. como surge de la simple lectura del artículo transcrip- 
to, la ley número 8890, a diferencia de la número 4855, no hace 
gravitar el igipucsto por ella establecido sobre ta transmisión o 
derecho sucesorio en si, sino sobre los actos que exteriorizan an- 
te la autoridad de los jueces esa transmisión, buscando acaso cu- 
brir el espíritu fiscal» que la anima con el principio científico de 
que el impuesto es tan sólo la retribución del servicio prestado 
por el estado en ocasión de tales exteriorizaciones. Que el acto 
que exterioriza la transmisión por causa de muerte, no puede ser 
otro, dentro de la economía de la ley, que la iniciación del juicio 
sucesorio o testamentario con las salvedades del articulo 13. co- 
mo lo tiene establecido la excelentísima cámara 2.* en los juicios 
sucesorios de don Marcelino Bertolotti y Rudecindo Ferro, con 
fecha 19 de Octubre próximo pasado. Que, siendo así, ninguna 
influencia puede tener sobre ta solución de la cuestión debatida, 
el argumento de que los descendientes del causante adquirieron 
de pleno derecho la posesión hereditaria de los bienes que cons- 
tituyen el haber hereditario, el día mismo de ta muerte del de cu- 
jas, 10 de Marzo de 1912. con antelación a la publicación de la 
ley número 8890. No habiéndose referido ella ai momento en 
que el derecho hereditario se abre fart. 3282 del código civil), 
ni al momento en que la adquisición de ta herencia se hace irre- 
vocable por !a aceptación fart. 3344 del código civol), sino a los 
actos reveladores de esas situaciones, también legislados en el có- 
digo civil» art, 3284, ninguna importancia ^juede tener a ese efec- 
to la fecha de la muerte del causante. "como la misma ley se en- 
carga de decirlo en el recordado artículo 1 .". y en cualquiera que 
sea la fedia de la muerte del causante". Por lo demás, la pose* 
sión hereditaria aún la que se tiene de píeno derecho, no envuel- 
ve, no presupone necesariamente la adquisición de la herencia, 
es sólo un efecto legal de ta misma, subordinado a la aceptación 
posterior. El mismo articulo 13 de ta ley. poniéndose en el caso 
de que la posesión de la herencia se tenga de pleno derecho, pre- 
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viene, insistiendo en el criterio adoptado en el articulo i.', que 
en esc caso et impuesto st pague en el acto de hacer cualquier 
disposición de los bienes de la herencia ; vuelve, pues, al acto que 
exteriorice la transmisión. 

Que el articulo i." de la ley 8800 no lia modificado el 3410 
código civil, ni en su fondo ni en su forma. Kl hecho de que 
los ascendientes y descerní ¡entes entren en la posesión de la he- 
rencia el dia de! fallecimiento del causante, rn> obligaba al p<*der 
legislativo a tomar como base, al sancionar una ley de impuesto, 
ese efecto particular de las sucesiones entre cierta clase de here- 
deros. Entre la apertura de la sucesión con el efectr> de la plo- 
sión hereditaria o sin él, entre !a transmisión misma y los actos 
que la exterior «tan. ha optado por estos últimos, pensando, sin 
duda, que es mediante éstos que se impetra de la soberanía del 
estado la consagración efectiva de los derechos que supone la 
transmisión de los bienes por sucesión. 

El código civil ha sancionado el derecho hereditario en la 
forma establecida en el libro [V, F.l congreso, ejercitando su fa- 
cultad impositiva, puede elegir, sin afectar aquellas disposicio- 
nes, como lo ha hecho, el momento en que tales impuestos deben 
hacerse efectivos. 

Que el artículo 3." del titulo preliminar del código civH. no 
puede ser óbite I»ara que el impuesto correspondiente a esta su- 
cesión se abone de conformidad con la ley número 8890. Previe- 
nes* en él que las leyes disponen para lo futuro, no tienen efecto 
retroactivo ni pueden alterar los derechos adquiridos. En dere- 
cho nacional este precepto de !a no retroaetividad. encierra un 
principio que no es de derecho constitucional, sino meramente ci- 
vil. La carta fundamenta! argentina, a diferencia de la constitu* 
ción de los Estados t/nidos de Xortc América, que en el artícu- 
lo 1.", sección 10, párrafo 1.". expresó que "ningún estado podrá 
hacer por sí tratado. - . ni dejar pasar bilis of attawdcr, ni hacer 
leyes con efecto retroactivo, o que altere las obligaciones de Jos 
contratos o conceda títulos de nobleza ; sólo ha consagrado en ei 
artículo 18 el principio de ja no retroaetividad de la ley en mate- 
penal. Así pues, el principio de la no retroaetividad de la ley 
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sólo tiene el valor de una regla de interpretación para los jueces, 
que como tal desaparece en presencia de toda ley que consagre 
expresamente a aquel efecto. Ei¡ el silencio de )a constitución na- 
cional y sin contar con que la retroactividad de la ley ejercida 
con prudencia e inteligencia, puede ser legitima y conveniente a 
los intereses socia-lfs, es indudable que queda íucra de las atri- 
buciones de los jueces, oponerse a la ejecución de las resolucio- 
nes del piler legislativo en los casos do que éste lia atribuido 
efecto retroactivo a una ley de carácter civil. 

La jurisprudencia de la suprema corte nacional lia estable- 
cido en este sentido que: "Kn !a constitución nacional no se en- 
cuentra disposición alguna como la que contiene la de lo* Esta- 
dos Unidos de N'orte América ; prohibiendo expresamente a los 
estados dictar leyes retroactivas ni leyes que alteren las obliga- 
ciones nacidas de los contratos"'. (Fallos, tomo 10, pág. 437). Y 
que: "la regla que niega fuerza retroactiva a las leyes no estan- 
do escrita en la constitución sino en los códigos comunes, es una 
advertencia becha a los jueces, para la interpretación y aplica- 
ción de las leyes y no una limitación al poder de las legislaturas, 
ni una causa de nulidad para sus disposiciones. ( Fallos, tomo io ( 
pág- citada). 

Es esta misma doctrina la que ha prevalecido y rige en la 
hora presente en la legislación francesa, pues, si bien la conven- 
ción aleccionada por los extremos a que llegara con la ley de 
Moose, año II, hizo del principio de la no retroactividad una re- 
gla de derecho político, ninguna de las constituciones posterio- 
res reprodujo tal principio, que quedó sólo consagrado en el ar- 
ticulo 2* del código de Napoleón. 

Que así pues, aún en el hipotético supuesto de que el ]»der 
legislativo hubiera debido tomar como base para la aplicación del 
impuesto la transmisión misma de la herencia, el hecho de que 
el causante falleciera el 10 de Marzo de 1913 y la ley se publicase 
recién el 10 de Agosto de aquel año, no hará menos obligatoria 
la aplicación de la ley para el poder judicial si se recuerda que 
la voluntad legislativa de atribuirle efecto retroactivo surge sú- 
bita y claramente del referido artículo 1," que grava ' todo acto 
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lo i3, ley 41 28. — Roberto fopetto. — Ante mí. — Conidio J. 
Viera, 

realizado ante' la autoridad de los jueces", que exteriorice una 
transmisión gratuita por causa de muerte", "desde la promulga 
ckm de la ley y cualquiera que sea !a fecha do la muerte del cau- 
sante". 

Si la sucesión fué iniciada el r4 de Septiembre del corriente 
año, y es esa iniciación la que exterioriza la transmisión ella que- 
da gobernada por ¡os principios de la lev 8890 publicada el diez 
det mes anterior. 

Que el argumento de que el congreso no ha podido modifi- 
car con la ley 8890 el código civil, desde que al prestarle su san- 
ción procedía como legislatura local, ha quedado desvirtuado con 
la dcm isiradÓTt ya hecha de que Ta nueva ley no ha alterado en 
ningún sentido el régimen sucesorio establecido por el código ci- 
vil, y el congreso ha sustituido la transmisión hereditaria, punto 
ác partida de la ley 4855, por la exteriorización de la transmi- 
sión ante la atítaidad de los jueces, criterio informativo de la 
nueva ley. 

Que, por último, declarado, como ha sido por la jurispru- 
dencia que "la iniciación del juicio sucesorio o testamentario" es 
el acto que exterioriza la transmisión prv causa de muerte, no 
puede tomarse como tal el poder otorg? jo el 9 de Agosto, un día 
antes de su publicación, aun cuando ios herederos hayan decla- 
rado en ese acto que habian resuelto mantenerse en la indivisión. 

Por estas consideraciones y los fundamentos aducidos por 
el ministerio fiscal y por el representante del consejo nacional de 
educación, fallo esta incidencia, declarando de aplicación al caso 
snb judkc, la ley número 8890. y no haciendo lugar consiguieu 
temente a las medidas solicitadas en el escrito de fs. 41, en cuan- 
to ellas no se hallen de acuerdo con las prescripciones de la re- 
ferida ley. Repónganse las fojas, bajo aiwrcibimiento del artícu- 
lo 2,v ley 41 28. h'ohsrto Kcfrtto. — Ante mi: Cometió J. 
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Bucdoi Air«*. Didembre 96 de 1912, 



Y vistos: 



Por sus fundamentos y de conformidad con to díctami 
por el señor fiscal, se confirma !a resolución apelada de fs. 53.— 
Devuélvase, reponiendo los sellos, — Benjamín tVilliams. — Fe- 
lipe Arana. — Tomás Juárez Cclman. — Ante mi: Jorge L. Du- 
puis. 




DICTAMEN |>KL Sf. PROCURADOR GENERAL 



Baeno» Ai ru, Mano 1 de 



Suprema corte ; 



Procede el recurso deducido en estos autos con arreglo a lo 
dispuesto en el inciso 2." del artículo 14 de la ley 48, por haberse 
puesto en cuestión durante el pleito la valides de una ley locaj, 
como contraria al código civil, y a lo dispuesto en el articulo 67, 
inciso 11 de la constitución nacional ; siendo la decisión recurri- 
da de carácter definitivo, y favorable a la validez de la ley. 

Respecto al fondo del recurso, estimo que el fallo apelado 
debe ser confirmado, y pido a V. E. se sirva así declararlo. 

Si bien la ley 8890. grava la transmisión gratuita del dere- 
cho hereditario, que el código civil consagra, no hay ataque a lo 
que éste dispone por el hecho de que aquélla haya elegido, como 
momento el cobro del impuesto, el de la exteriorizacióii de esa 
transmisión, que se verifica ante los jueces por los actos adecúa* 
dos a ese obj eto. 

La época de la transmisión efectiva de la sucesión no puede 
decirse alterada, porque el pago del impuesto recaiga, no en «1 
momento en que ella tiene lugar, según lo dispuesto en el código 
civil, sino el tiempo de su exteriorizadón ante la autoridad com- 
petente, desde que se trata de dos situaciones distintas. 
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Respecto al efecto retroactivo de la ley, no siendo esa taclia 
de carácter constitucional, corno V. E, lo tiene declarado, no 
puede motivar la invalidez de la ley impugnada. 

Por lo expuesto y consideraciones concordantes del fallo de 
primera instancia, pido a V. E. se sirva resolver en definitiva, 
como lo tengo pedido al principio. 

Julio Botet. 



KALLO DE LA CORTE SUPREMA 

- 

Boe«» Airea, Mayo 30 de tm. 

Vistos y considerando : 

Que, como lo demuestra el señor procurador general en su 
dictamen de fs. 106, el actual recurso ha sido bien concedido, con 
arreglo al articulo 14, ley número 48. 

Que, conforme al articulo t." de la ley $890 "todo acto rea- 
lzado ante la autoridad de los jueces, o ante los escribanos de 
registro, que exteriorice la transmisión gratuita por causa de 
muerte, anticipo de herencia, o donación de bienes muebles e in* 
muebles, créditos, valores, etc., etc., existentes en la capital fede- 
ral o territorios nacionales, estará sujeto desde la promulgación 
de esta ley y cualquiera que sea la fecha de la muerte dd cau- 
sante en caso de transmisión por fallecimiento, aun impuesto so- 
bre el monto de cada hijuela, legado, anticipo o donación *. 

Que la interpretación dada al concepto exteriorice por el ac- 
to recurrido tle fs. 81, en el sentido de que él no comprende el 
poder otorgado por los recurrentes antes de la promulgación de 
dicha ley (fe, 59), y a otras disposiciones de la misma, no puede 
ser reexaminado en el presente recurso extraordinario, atento 
lo dispuesto en el artículo 14 de la ley número 48 y lo reiterada- 
mente resuelto, por ser la primera de carácter local |>ara el go- 
bierno y administración de la eapital y territorios nacionales. 
(Fallos, tomo 96, pág. 325; tomo 108. pág. 389; tomo 115. pági- 
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na 342 y otros), debiendo esta corte suprema limitarse a decidir 
si interpretada de la manera que lo ha sido t es contraria a Jas dis- 
posiciones de derecho común y constitucionales que se invocan, 
a causa de exigirse el impuesto actual, en vez del establecido por 
la ley 4855, vigente en la fecha o 1 ? Ja muerte del causante de los 
recurrentes. 

Que. desde Juego, el artículo 3.* del código civil, al estable- 
cer que las leyes disponen para lo futuro, t\o tienen efecto retro- 
activo, ni pueden aíterar los derechos ya adquiridos, ha entendi- 
do, sin duda, referirse a las relaciones de derecho privado sobre 
las que el congreso, como una de las ramas del gobierno federa!, 
puede legislar, en uso de las facultades que le confiere el artícu- 
lo 67, inciso 1 1 de la constitución nacional, sin comprender pro- 
piamente las leyes de orden administrativo que se den las pro- 
vincias o la capital y territorios nacionales, ejercitando también 
facultades reconocidas en la propia constitución ( artículos 105 y 
67, inciso 14 y 27, constitución nacional ; fallos, tomo 99. página 
355» considerandos 12 y 15: tomo 107, pág. 134). 

Que, si bien el impuesto de la ley 8890 se hace cxigible en 
la fecha y con ocasión de los actos que exterioricen Ja transmi- 
sión gratuita de bienes por causa de muerte, realizadas ante lo'* 
jueces o escribanos de registro, y no con motivo de la adquisi- 
ción de la posesión de la herencia en el momento establecido por 
el artículo 3410 del código civil, o sea, en el de la muerte del cau- 
sante, ello no altera lo establecido en dicho articulo, desde que 
tal adquisición es exclusivamente para los fines civiles previstos 
en el artículo 3417 y correlativos del mismo código. 

Que los fines aludidos pueden alcanzarse sin restricción al- 
guna de distinta naturaleza de las que crean las cargas públicas 
en general, cualquiera que sea el carácter y la fecha del grava- 
men de la ley 8890, puesto que ésta no suspende la transmisión 
hereditaria o requiere intervención de los jueces u otras forma* 
lidades, fuera de las exigidas por la ley común, ni aumenta \n 
presenptas por la última, en lo pertinente al caso. 

Que el impuesto creado por la ley 4855 vigente en la fecha 
de la muerte del autor de la sucesión doctor j. C. $15, to fue en 
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«jcrcic o de las mismas facultades con que se ha sancionado !a 
ley 8890, distintas e independientes de las conferidas al honora- 
ble congreso por el artículo 67, inciso 1 1 de la constitución na- 
cional, de tal suerte que la segunda no ha necesitado ajustarse 
al requisito de ser general, ni era posible que lo hiciera. 

Que, por otra parte, el principio de la no retroactividaj de 
las leyes, en carácter de precepto constitucional, y sin perjuicio 
de otras garantías a los derechos civiles regidos por tas leyes co- 
munes, sólo rige para ia iwnal, prohibiendo que las disposiciones 
nuevas empeoren las condiciones de los procesados. (Fallos, to- 
mo io, pág. 42;; tomo 31 , pág. 82; tomo 36, pág. 177, y tomo 
108. pág. 389). 

Que aún bajo e! imperio de cláusulas constitucionales de 
mayor ampütud que tas nuestras en lo relativo a la prohibición 
de la retroactividad, como son las consignadas en la constitución 
de los Estados Luidos de América, háse considerado que los im- 
puestos pueden ser retroactivos, porque en sus efectos prácticos, 
someten al gravamen propiedades sujetas a él. para responder 
a exigencias del estado, y es licito a ía legislatura hacer de unn 
manera indirecta lo que está facultada para hacer directamente. 
(17 Ilow. 456; 184, L*. $., 156; 219, Ü. S., 140). 

Que el articulo 33 de la constitución nacional, cuyos propó- 
sitos resultan cíe Jos antecedentes de su sanción (convención na- 
cional, pág. 924 a 927. 1079 y 1080 t, no ampara tampoco el re- 
curso, porque, atentas las consideraciones anteriormente aduci- 
das, la retroactivtdad en los impuestos es conciliable con la for- 
ma republicana de gobierno. 

Que, respecto al principio de igualdad como base de! im- 
puesto que establece el artículo 10 de la constitución, además de 
que, como lo ha hecho constar la jurisprudencia, ese principio 
sólo exige que en condiciones análogas se impongan gravámenes 
idénticos a los contribuyentes ( fallos, tomo 105, página 273, y 
otros), debe observarse que en el caso sólo se hizo mérito de é¡ t 
al interponer el recurso para ante esta corte (fojas 81 >. o sea. 
extem|x>ráneamente a los fines del recurso extraordinario de que 
se trata. (Fallos, tomo 83, pág. 323, y otros). 
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Por estos fundamentos, los concordantes del auto recurri- 
do, y de aaterdo con lo dictaminado por el señor procurador ge 
neral. se confirma aquél, en !a parte que ha piulido ser materia 
del recurro. — Xoti fúmese con el original y devuélvanse, debien- 
do reponerse el pape! ante e] inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — M. P, Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caua millas. 



CAl'jíA CI.XYI 



Pon Carhs Guerrero en autos con los herederos de doña Isabel 
Armstromj de Ehrtondo y otros, sobre indemnización ds 
daños v perjuicios. Incidente sobre competencia. 

Sumario : No corresponde a la corte suprema conocer origina- 
riamente en una causa, en que estando ya trabado el pleito 
por demanda y contestación, ante un juez civil, se presenta 
una provincia expontáneamente, en representación del cita- 
do de evicción. 

Caso: Resulta de las siguientes piezas: 



RESOLI CIOX DEL Jl'EZ DE PRIMERA INSTANCIA EN LO ClVJL 

Buenos Aires, Octubre 4 de 1912. 

Autos y vistos: 
Habiendo comparecido como parte en este juicio la provin- 
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cta de San Luis por intermedio de su procurador general, al fo- 
lio ciento ochenta y cuatro, de lo que resulta que la jurisdicción 
de este juicio corresponde a la corte suprema, como lo establece 
el articulo 101 de la constitución nacional, y de conformidad a 
lo manifestólo por los interesados a folio ciento ochenta y seis, 
ciento ochenta y ocho y ciento ochenta y nueve, y lo dictaminado 
por k» ministerios públicos a folios ciento noventa y uno y cien- 
to noventa y nueve vuelta, y de acuerdo a lo solicitado por e! 
mencionado representante de San Luis en e! referido escrito de 
folio ciento ochenta y cuatro, declárase el infrascripto incompe- 
tente para seguir entendiendo en esta causa, y en consecuencia, 
déjase sin efecto lo proveído a folio cirnto noventa y seis, y pá- 
sense estos autos a la corte suprema nacional con la nota de es- 
tilo. Repóngase !a foja. 

Baltasar S. Beltmu. 

Ante mí: Carlos Arrayagaray. 



FALLO DE LA COSTE; SUPREMA 

Buenos Aire*. Mi yo 23 4« 1013 

Autos y vistos : Considerando : 

Que a la fecha de la representación de la provincia de San 
Lnis (27 de Mayo de 1912), con motivo de la citación de sanea- 
miento de evicción que le fué heclia en 26 de Agosto de iojj 
(fojas 120 vuelta y 121) y 23 de Mayo de 1912 ($$, 129 vuelta), 
en el juicio promovido por don Carlos Guerrero contra los here- 
deros de doña Isabel Armstrong de Kíortondo y otros, sobre in- 
demnización de danos y perjuicios, se hallaba ya dicho juicio tra- 
bado por demanda y por respuesta ( 8 y 9 de Noviembre y 15 de 
Diciembre de 191 1 y 16 de Febrero de 1912, fs. 157, 166. t68 y 
174), y radicada, en consecuencia, definitivamente la jurisdic- 
ción del juez de primera instancia de esta capital 
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Que la participación espontánea tomada en esta causa por 
la provincia de San ÍM$ t asumiendo la representación del citan- 
te de saneamiento, sin abrir ni deducir nuevo litigio, ni poder 
anular el efecto ríe las actuaciones ya producidas, tu» entraña ni 
puede e itrañar !a cesación de la jurisdicción de! juez que previ- 
no en el juicio. 

Por estos fundamentos, y lo establecido por e*ta corte en 
casos análogos (fallos, tomo 39, póg. 183; tomo 97, pág. }oo; 
tomo 99, pág. 19 ; tomo 101, pág. 407), oído el señor procurado! 
general, se declara que el juez remitente debe continuar cono- 
ciendo en la presente causa. — Molifiqúese y devuélvase, reno- 
nkvidose el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. ~ 
D. E. Palacio. 
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Ancoátegui, José />. contra el ferrocarril Norte, sobre cumpli- 
miento de contrata. Competencia negativa 

Sumario : 1* Corresponde a la jurisdicción ordinaria seguir co- 
nociendo en un juicio en que las partes han consentido un 
auto en que se declaraba la incompetencia de la justicia fe- 
deral, aun cuando fuera de su competencia en razón de te- 
ner el actor su domicilio en una provincia v el demandado 
en otra. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



* fallo* *a la coste lunnc A 

FALLO I>E LA COBTe SUPREMA DE JISTICIA UK LA PROVINCIA 

DK SALTA 

En Salla, a veinte de Mayo de mil novecientos once, reuni- 
dos los señores vocales del superior tribuna! tle justicia en su sa- 
lón de acuerdos para fallar esta causa, el >eñor presidente decla- 
ró abierta la audiencia. 

Con objeto de establecer el orden en (|ue deben fundar su 
voto los señores vocales, se verificó un sorteo del cual resultó e; 
siguiente: Doctores Ovejero, Kigueroa, Arias, Cornejo y Tormo, 

El doctor Ovejero dijo: "Viene por el recurso de apelación 
¡a sentencia del señor juez doctor Vicente Artas, corriente a fo- 
jas 78, en el juicio seguido por don Jasé D. Anzoátegui contro 
d ferrocarril Norte, por cobro de valores de objetos porteados 
por la empresa. 

En este juicio, pienso que existe una cuestión previa a re- 
solver, la de jurisdicción. 

Desde luego, se ve que se tmta de cuestiones emergentes de 
«n contrato de transporte ejecutado por el ferrocarril Central 
Norte. 

En caso como este, creo que corresjx»nle. el fuero federal y 
la jurisdicción es improrrogable por razón de la materia y de la 
ley misma, y aunque no nos viene en grado este punto, tratándo- 
se de un asunto conceptuado de orden público, puede y es atribu- 
ción del tribunal conocer de oficio, y, en consecuencia, soy de 
ion que, declarándose improrrogable la referida jurisdicción, 
suelva que este juicio no es de competencia de la justicia 
rinciaJ (art. i.» ley nacional núm. 50. y art. t.° del código de 
procedimiento civil y comercial de la provincia), y de acuerdo 
también con lo expuesto por el señor fiscal general", 

Ix* demás vocales de! tribunal se adhirieron al voto ante- 
rior, habiendo quedado acordada la siguiente sentencia : 

Y vistos : 



Fin mérito de los fundamentos expuestos en la votación que 
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precede, y de acuerdo con lo dictaminado por el señor fiscal ge- 
neral, declárase, de oficio, improrrogable la jurisdicción, y por 
tanto, incompetente la justicia provincial para conocer en este 
juicio. 

Tomada razón y repuestos los sellos, devuélvase, 

./. .1/. Orejero. — f-iar¡o Arias,— Abra- 
¡tam Cor ne jo. —Arturo S. Torino.— 
Ricardo P. i'ujucroa. — Ante mi:— 
Xenón Arios. 



% FALLO DE LA CORTE Sl'PREMA 

, Bueno* Aire*, Miyo 24 <Se 19I3L 

V victos: 

Tara conocer de la contienda de competencia negativa sus- 
citada entre e! señor juez federal de Salta y los tribunales de la 
misma provincia en la presente causa, iniciada a instancia de don 
José D. Anzoátegui contra el Ferrocarril Centra! del Norte so- 
bre cumplimiento de un contrato de transporte. 

Y considerando : 

Que la demanda promovida en el escrito de fojas (\ es diri- 
gida a obtener el pago del valor <|ue <e determine por medio de 
peritos de los nueve mil doscientos setenta y cinco kilos de fierro 
galvanizado a que se refiere la carta de porte de fojas 5, carga 
<pie debió ser entregada al actor en la ciudad de Salta. 

Que si bien con arreglo a lo dispuesto por la ley número 48, 
art. «í.° ,nc. 2°, corresponde a la justicia nacional el conocimiento 
de las causas civiles en que sean parte vecinos de distintas pro- 
vincias, es de observarse que en el caso stib jitdkc ha sido acep- 
tada la jurisdicción de los tribunales de la misma provincia de 
Salta, a! consentir el auto de fs. 55 vta. por el que se declaró la 
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incompetencia de ia justicia federal, continuando después las 
partes sus gestiones ante c! juez de primera instancia local. 

Que en tal virtud y dado que esta cansa correspondiera a la 
jurisdicción nacional, en razón de tener el actor su domicilio en 
la provincia de Salta y la empresa demandada su administración 
en la ciudad de Tucumán, como aparece de la información de 
fs. 5 la jurisdicción de los tribunales locales ha quedado estable- 
cida y es ante ella por consiguiente que debe seguirse el juicio 
haáta su terminación con arreglo á lo dispuesto por e! art. 12, 
itic 4° y articulo 14 de la citada ley núm. 48. 

Por ello oído el señor procurador general y de conformidad 
con lo resuelto por esta corte en la causa que se registra en el 
tomo 108, pág. 90 de sus fallos, así se declara, en su consecuen- 
cia remítanse los autos a! tribunal de su procedencia, haciéndose 
saber por oficio esta resolución al señor juez federal. Xoti fique- 
sé original. 

Nicanor CJ, peí, Souar, — D.-E. 
Palacio, — L. l.óFi;z Caha- 

X I UL AS. 

A. Bermejo (en disidencia). 
M. P, Daract (en disidencia). 



Bunoi Aiftl. M*yo 24 *e 1913 

V istos: Por los fundamentos del voto de disidencia que se 
registra en el tomo 108. pág. 07, de la colección de los fallos de 
esta corte y no siendo prorogable la jurisdicción en los casos de 
fuero federal por razón de la materia, se declara que el juez com- 
petente para conocer de la presente causa es el de succión da 
Salta. Kn consecuencia remítansele los autos y avísese por oficio 
al juez de 1/ instancia de dicha provincia. 



A. Bermejo, — M. P. Daract. 
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Crimina}, contra Belipf Setiián y José Domingo Hanegas, 

f>or hurto 

Sumario : Xo corresponde al futro federal el hurto cometido en 
una estación, de materiales destinados a la expiación de un 
ferrocarril perteneciente al gobierno nacional. 

Caso: Lo explican las siguientes pie-tas: 



\rm dí excarcelación ¡mi. ju:z nídenai, 

Santiago. Enero í de 1912- 

Y viátos: Considerando: Que se procesa a Felipe Scvilán y 
José Domingo I ¡anegas por s« coparticipación en el daltN) de 
hurto de durmientes usados, de propiedad del ferrocarril Central 
Xorte de la X ación. 

Que a este delito no le es aplicable la sanción del artículo So 
de la ley núm. 3952 auno lo pretende el señor procurador fiscal 
para fundar su oiwsieión a la excarcelación solicitada sino la ley 
de reformas del código penal mun. 4189, de acuerdo con lo dis- 
puesto por el art. 93 de In ley núm. 49 de 14 de septiembre de 
1863 y artículo 16 de la ley núm. 3072 de noviembre 17 de 1900. 
como lo tiene resuelto este juzgado y la Excma. cámara federal 
fie Córdoba en un caso análogo recientemente resuelto de Ramón 
I. Tula. 

Que según el artículo 376 del código de procedimiento penal 
"cuando e! hecho que motiva la prisión del procesado tenga solo 
pena pecuniaria o corporal cuyo promedio no exceda de dos años 
de prisión o una y otra conjuntamente, |x>drá decretarse su liber- 
tad provisoria bajo caución. 

Que siendo así y estando el hecho que motiva la prisión de 
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los solicitante» a prima facie penados por el articulo 22, inciso a, 
de la ley núm. 4189, o sea con nn promedio que no excede de dos 
años, se declara procedente su excarcelación. 

Por esto, y no obstante to dictaminado por el señor procu- 
rador fiscal, lúcese lugar a la excarcelación solicitada, bajo cau- 
ción, debiendo el f iador propuesto acreditar previamente los ex- 
tremos del articulo 381 de! código de procedimiento penal, por la 
suma de mil pesos nacionales ($ 1.000) en que se ha fijado la 
responsabilidad de los solicitantes y por la cual se extenderá apttd 
acta la caución y hará la anotación de ley. 

Notifíquese. transcríbase y repóngase. 

+ 

B. Paiacto. 

T 

SKNTK.VUA IMÍL JL-EZ FEIJ^RM, 

Sutitfo, AftMla 2 de IM2. 

Y vistos: El proceso crimina! seguido contra Agustín Vi- 
ñayo, Felipe Síbilán y José D. Hanegas por hurto de maderas 
pertenecientes a la empresa de! T'\ C Central Xorte. existentes 
en el costado de la via férrea a inmediaciones de Ea estación 
Anatuya entre los kilómetros 468 y 473. 

-» 

m 

Y considerando: 

Que la acusación fiscal tiene por fundamento la desapari- 
ción de parte de los durmientes usados que la empresa poseía en 
el lugar mencionado y en el testimonio de Tomás Barragán a 
fs, 31, Carlas lícrsellino a fs. 34, José Domingo Hanegas a fs. 54, 
Felipe Sibilán a fs, [3 y de Joaquín Ocnoa a fs. 16. 

Que negado por la defensa de Viñayo la existencia del 
cuerpo del delito, corresponde su averiguación, en razón de que 
sin éljinp podría prosperar la acción criminal instaurada por el 
procurador fiscal conforme a lo dispuesto por el articulo 207 del 
código de procedimiento criminal. 
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Que los elementos de juicio que arroja esta causa son in 
f ¡cíente* y no comprueban ¿a existencia del cuerpo del delito. De 
que los testigos sin tacha Tomás Barragán, Carlos liarcellino, 
Joaquín Oclioa y Jesús Díaz hayan podido observar que Yiñayo 
empléala durmientes para calentar los hornos de su panadería, 
no se sigue que fueran éstos los que Ta empresa reclama que .e 
han sido substraídos. No habiéndose acreditado la existencia an- 
terior y desaparición de los efectos hurtados, como lo prescribe el 
articulo 22y del código citado, no es posible admitir la existencia 
del cuerpo del delito no obstante estos testimonios y los de I3a- 
negas liravo y Sí hilan por carecer los de los tres últimos de efi- 
cacia, atento lo dispuesto por el inciso /.° del articulo 276 del 
mismo código. 

Considerando por lo que respecta a ta confesión de Sibilán y 
José D. [{anegas de haber transportado de sobre la vía del F. C. 
Central Norte para Vinayo el uno dos carradas de durmientes y 
diez e! otro; Que su confesión, por sí sola no es prueba bastante, 
porque para su eficacia habría sido necesario que se hallara cons- 
tatado el cuerpo del delito, circunstancia (pie como queda dicho 
no resulta de autos. La confesión del reo no exime al juez de la 
constatación del cuerjío del delito, porque por sí solo no prueba 
plenamente el hecho, arts. 207 y 235 del citado código. 

One no resultando pruebas bastantes a justificar la existen- 
cia del cuerpo del delito, no obstante las vehementes y graves 
presunciones que contra los acusados existen desde que la juris- 
prudencia de la suprema corte de justicia y la ley requieren proe- 
les directas e indudables y no meras presunciones (inciso i.° del 
art. .Í58 del código de procedimientos) para el pronunciamiento 
de una condena necesariamente se impone la absolución, en e! 
caso sub judicc, de los acusados, por ser más ajustados a la razón 
y la ley y porque en la duda debe siempre estarse a lo que les sea 
más favorable (art. 13 y 49; del citado código de procedimientos 
criminal). 

En su mérito, definitivamente juzgando, fallo: absolviendo 
de culpa y cargo a los procesados Agustín Vinayo, Felipe Sibilán 
y José Domingo Hanegas. Hágase saber, transcríbase y en su 
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caso' líbrese orden <lc liliertad tlel detenido Ysñayo y eaiuv " enc- 
ías fianzas üíorgadas i>ara la excarcelación de los otros dos pro 
cesados. 

R. Püim Uh 

VAI.LO Olí L.\ gXCMA, CAMAUa I KhKRAI. 

Córdoba, Diciembre Si de 19)3. 

Vistos: Un el recurso de apelación interpuesto i>or el señor 
procurador fiscal contra !a sentencia de fecha agosto 2 de] pre- 
sente año corriente a fs. 139» dictada |x>r el señor juez federal de 
Santiago del Kstero, en el juicio seguido por el recurrente contra 
Agustín Viñayo. Felipe Sibiián y José l>omingo llaneras, por 
hurto de maderas, y en la que se resuelve absolver de culpa y 
cargo a los mencionados procesados : 

Y considerando: 

Que esta cámara en repetidos fallos confirmados por la su- 
prema corte, ha sentado la doctrina de que loé ferrocarriles de 
propiedad nacional por su naturales*, y en virtud determinante 
disposición de !a ley, están regidos por los mismos principios que 
los demás ferrocarriles nacionales de pertenencia privada, son 
entidades jurídicas capaces de adquirir derechos y contraer obli- 
gaciones esencialmente distintas del fisco de la nación y que sus 
te *%s no son rentas nacionales. < S. C, tomo 108, pág. <K» X 
Que este principio lleva a la forzosa conclusión de que tos em- 
pleados de la administración de. un ferrocarril de propiedad na- 
cional, no son empleados públicos y, en consecuencia, los delitos 
que ellos pudieran cometer contra sus bienes, no afectan directa- 
mente al fisco de la nación, ni están legislados por leyes especia- 
les y constituyen simples transgresiones al código penal. ('S. CL 
tomo 62, pág. 303, en nn caso análogo). 

Que siendo esto así ei delito de hurto de durmientes usados, 
pertenecientes al F, C. Central Norte, que motiva este juicio es 



o* jumciA Df LA HAZton 



43 



delito común y por lo tanto su conocimiento no compete a la jus- 
ticia federal, por razón de la materia. 

Qué contra esta conclusión podría argüírse que si bien el de- 
lito de que se trata no está especialmente penado por ley del con- 
ffresoy en consecuencia deten aplicarse al caso las prescripciones 
del código penal, no por ello su juzgamiento correspondería a la 
justicia ordinaria porque se trata de un ferrocarril de propiedad 
de la nación, obra de utilidad nacional que por los grandes intere- 
ses públicos y privados a que está vinculada debe estar en todo 
momento bajo la salvaguarda de la jurisdicción nacional sin de- 
pendencia alguna de las autoridades locales, como lo tiene decla- 
rado la suprema corte, respecto a ios bancos Nacional y de la 
Nación Argentina, en repetidos fallos. (S. C, tomo 18. páginas 

jW, 540 y 345). 

Que esta argumentación es, sin embargo, insubsistente por- 
que la suprema corte al resolver que la justicia federal es com- 
petente para entender en todas las causas que estuvieren directa- 
mente interesados los laucos referidos, lia tenido en cuenta 
razones qué atañen exclusivamente a la índole especial de esos 
establecimientos creados en virtud de una expresa y exclusiva 
facultad constitucional que por el conjunto de sus atributos, las 
exenciones y privilegios de que gozan, "no responde ciertamente 
" a la idea de un establecimiento privado, sino a la de una insti- 
tución pública creada exprofeso para fines de administración 
nacional y que han sido autorizados para negociar con particu- 
'* lares y hacer operaciones bancarias, no es sino como un medio 
de darles vida y habilitarlos para llenar cumplidamente sus 
" fines". (S. C. fallo citado, tomo 18, pág. 162)- 

Que e.*o no puede decirse de los ferrocarriles de propiedad 
nacional aun cuando su construcción responda a fines de interés 
público y se resuelva por el congreso de la nación en virtud de 
facultades constitucionales, ya que el gobierno central siemprt 
ejerce poderes delegados, porque ni la constitución ha sancionado 
el monopolio de los ferrocarriles por el estado, ni la ley general 
de ferrocarriles establece diferencia jurídica alguna entre los do 
propiedad nacional y los de pertenencia privada, sometiendo por 
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el contrario a uno* y otros a les mismos preceptos y colocándoles 
bajo el imperio de la ley comercial y de la jurisdicción ordinaria 
en sus relaciones con los particulares como empresas de trans- 
porte Lo que demuestra que el legislador mismo ha entendido que 
los ferrocarriles son personalidades del derecho privado. 

Que como emp^ sas mercantiles están sometidas a la legisla- 
ción común y ai inijwrio de las soberanías locales y que tan solo 
como vías de comunicación inter provinciales, como caminos na- 
cionales deben regirse por las disposiciones de carácter adminis 
trativo civil y penal, de «na ley de la nación que garantan Ja se- 
guridad y el tráfico con las mismas. 

Que siendo esto asi, conservando las provincias SU solieranía 
sobre el espacio ocupado por las vías férreas que atraviesan su 
territorio en cuanto no sea excluida por la jurisdicción limitada 
de la nación sobre 'as mismas, y no estando legislado el caso sab 
jttdice en la ley especial de ferrocarriles nacionales porque no se 
trata tle un delito contra la seguridad o e! tráfico de uno de estos, 
delie concluirse que el presente caso no corresponde a la jurisdic- 
ción federal, ni |*»r razón de la materia como ya se ha dicho, ni 
por razón del lugar en que se ha cometido. La corte suprema tie- 
ne declarado en repetidos casos que la nación no ejerce jurisdic- 
ción universal y exclusiva en el terri hirió de las provincias ocu- 
pados por las vías férreas nacionales. 

Que no constando de autos que el procesado goce de la pre- 
rrogativa del fuero federal, de acuerdo a lo dispuesto por el 
art. too y 101 de la constitución nacional, éste tam|>oco procede 
por razón de las personas. 

Que de acuerdo a lo dispuesto por los arts. 5. ley número 27, 
y i. p y á ", ley número 50, es deber de los tribunales federales que 
ejercen una jurisdicción excepcional, declarar de oficio su incom 
petencia en todo juicio cuyo conocimiento no le haya conferido la 
ley. 

Por estos fundamentos se declara que la presente causa ti» 
corresponde al fuero federal. Hágase saber, transcríbase y de- 
vuélvanse. 

Nemesio González. — A, G, Pose. — A, fierduc. 
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DICTAMEN DKI, Sr. PROCURADOR GENERAR 

Bnciot Airtt, Mina I tft 1912. 

Suprema corte: 

El recurso extraordinario deducido es procedente, pues la 
jurisdicción federal ha sido controvertida en el caso. Y el minis- 
terio fiícil parte ei proceso al apelar de la sentencia definitiva 
de fs. lo ha hecho con el objeto de t|tie tal jurisdicción sea 
mantenida. Por tanto el recurso debe ser abierto de acuerdo con 
lo dispuesto |x>r el art. 14 de la ley 48 y 6 de !a ley 4055 y juris- 
prudencia de V- E. 

Respecto al fundo del asunto resulta de autos que el delito 
cometido por los procesados es el de hurto de durmientes tn una 
estación de un ferrocarril de propiedad nacional. Considero que 
no procede en el caso la jurisdicción federal. Se trata de un delito 
común, no previsto en la ley general de ferrocarriles, y en el lu- 
gar en que ha sido cometido no puede decirse que el gobierno na- 
cional ejerza única y exclusiva jurisdicción siendo a est» a que « 
refiere el art. 30 de la ley 48. 

Por e!!o. y la invariable jitrisprmlencia de V. E. sobre el par- 
ticular (tomo 113, pág. 330), pido sea confirmada la sentencia 
apelada. 

Julio Botct 



Fallo de la corté supíu.ma 

BtitoM hit**, U 4t Mayo *» m\ 

V vistos : el recurso de apelación interpuesto por el procura- 
dor fiscal contra sentencia de la cámara federal de Córdoba, en 
el proceso seguido contra Agustín Viñayo, Felipe Sibilán y José 
D. Hanegas, por hurto de durmientes usados, en la estación Aña- 
tuya, del F. C, Central Norte, perteneciente al gobierno nacional. 
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Y considerando : 

(>ie el fallo recurrido Achira ta incompetencia de la justicia 
federal, para conocer del caso, jiur lo que. conforme ct>:i el articu- 
lo 14, ley níun. 48, y lo pedido ¡n>r el señor procurador general, 
se estima procedente el recurso extraordinario que acuerda dicho 
articulo. . 

(Jue cu cuanto al fondo, resulta de la sentencia api lada, que 
el delito que ha dailo margen a la formación de e*ta causa, se ha 
cometido en la estación Añatuya <lel ferrocarril Central Surte, 
perteneciente al gobierno nacional, y en bienes, de la empresa. 

tjue dicho detito no puede estimarse ejecutado en un litgar so- 
metido a la absoluta y exclusiva jurisdicción de la nación, según 
lo resuelto ]ior esta corte suprema en el fallo del tomo 1 13. página 
3,^0. y otros. 

yue tampoco se halla comprendido entre los previstos por la 
ley general de ferrocarriles, ni está expresado como de fuero fe- 
deral en el articulo 3°. inciso 3/', de la ley núm. 48. 

(Jue. por tara parte, no puede reputárseie llevado ;i cabo en 
rentas o bienes que afecten di recta e inmediatamente al fisco, por- 
que los ferrocarriles de propiedad de la nación, snn empresas de 
transporte regidas como las particulares por la ley núm. 2873 y 
eonrn tales, tieien i>ersyna:iriad juridica distinto de la del estado, 
con existencia y representación propias 

Por ello, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
imjcurador general y fundamentos concordantes de ta sentencia 
apelada, se la confirma. Notifiques*- origina' y devuélvase. 

NVwok (». dki. Sopfc — D, K. 
pAtÁcio, — L López C\;ia- 
xjuas. 

A. Bermejo; en disidencia. 



M. P. Daract : en disidencia. 
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Vistos y considerando: 

Que cualquiera que «a la inteligencia que corresponda dar 
al artículo 50 de ia ley 2873 en lo que concierne al fuero compe- 
tente para conocer de las causas de los ferrocarriles de I» nación 
con cargadores, por pérdidas, averías o retardo en la expedición 
o entrega de mercaderías, dicho articulo es inaplicable en el caso 
snb judicc, desdé que no se trata en él de relaciones de derecho 
emergentes de un contrato de transporte, sino de hacer efectivas 
responsabilidades criminales por substracción de valores de pro- 
piedad del estado general, bajo la dependencia inmediata de su 
linea férrea. F. C. Centra! Norte. 

Que en estas condiciones el presente proceso debe ventilarse 
ante los tribunales federales, puesto que hay un interés nacional 
lesionado, al igual que en otros delitos que afectan el tesoro pú- 
blico, expresamente sometido a la jurisdicción de aquellos, aun 
cuando el delito no se haya cometido por empleados públicos, ni 
en lugar sujeto a la absoluta y exclusiva jurisdicción de la na- 
ción. ( Art. 100, constitución nacional: art. 2. , inciso 5. , ley 48; 
Fallos, tomo 30, \úg. 590,; tomo 53, j>ag. 254; tomo 90, pág. 170, 
y otros ) . 

Que U circunstancia de que la nación, como propietaria de 
íerocarriles y ríe bancos oficiales, no sea el fisco a que se refiere 
el art. i." de la ley 3367. tiene importancia del punto de vista de 
su representación en juicio, y en asuntos civiles, mas no debe al- 
terar los principios generales sobre el fuero. 

Que no puede decirse que exi&a un delito de que haya sido 
victima el F. C. Central Xortc con independencia de la nación, 
toda vez que el primero no existe como entidad de derecho para 
otros fines que los determinados por la ley de su creación y la 
general núm. 2873. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada y 
vuelva a la cámara federal para el pronunciamiento del fallo que 
corresponda. Xotifíquesc con el original. 

A. BíRMEjo. — M. P. Daract. 





Nota : En la misma fecha se dicta igual resolución e idéntica 
disidencia en el juicio seguido a Marcos Calderón, por hurto de 
diversos materiales en Ja elación Alta Córdoba de! F. C Argen- 
tino del Norte, del cual era empleado. 



Escurra, doña Magdalena liiia de. e hijos, contra la provincia de 
Muchos Aires, sobre devolución de dinero por concepto de 
impuesto a la herencia. 

Sumario : i * La corte suprema nn puede entrar en el examen de 
las leyes locales de impuestos a* objeto de decidir sobre si 
han Sido o no bien interpretadas y aplicadas en su casa ¡xtr 
la administración o los tribuna:^, y si son ajustadas a las 
ctrtistituciones de la respectiva provincia» siempre que los 
bie:ies sobre que recaigan íalcs impuestos, estén radicados 
dentro del territorio de la misma. 

¿,* Las disposiciones del artículo ¿* de ! código civil al es- 
tablecer que las leyes disponen para lo futuro, no tienen eíec 
to reroactivo ni pueden alterar los derechos ya adquiridos, 
<e refieren sin duda. ;i las relaciones de derecho privado y a 
las leyes penales, sin comprender tas leyes de orden adminis- 
trativo que se den las provincias ejercitando facultades cons- 
titucionales. 

.V El impuesto a las Micesiones o a los heredero?, cual- 
quiera que sea et momento en que se exija como carga 
publica* no impona la institución de un nuevo heredero ni 
somete la transmisión hereditaria y sus efectos a rrglas di- 
versas de las estableólas en el código civil, una vez pronun- 
da !a declaratoria de herederos por tribunales competentes. 

Caso ; Lo explican ! as siguientes piezas: 
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DICTA MEA* DE!, Sr. PROCURADOR GEXERAI, 

Bumw Ajm, Pcbn» 24 di 1913. 

Suprema corte : 

Sostuve en mi anterior dictamen, la competencia originaria 
ríe V. h. jíara conocer de la acción instaurada, por tratarse de «na 
acción dirigida contra una provincia por vecinos de la capital fe- 
deral, y en virtud de lo dispuesto en el art. 101 de la constitución 
y art. i», inciso i* de la ley 48. Tócame ahora, después de lo ale 
gado f )or las |*artcs en apoyo de sus pretensiones, examinar la 
faz constitucional de la cuestión debatida. 

La acción que la jiartc actora promueve es de inconstitucio- 
nal ¡dad, por considerar que el impuesto sucesorio por ella pagado 
de acuerdo con el art. 31 de la ley de impuesto a las sucesiones 
de la provincia de Uuenos Aires, dictada con fecha 30 de enero 
de 1907. no es válido, por ser contraria esa disposición a las ga- 
rantías de los artículos 16 y 31 de la constitución nación*,. 

Restiré aquí lo que alegué et , dictamen de 15 de diciembre 
de 1909, en causa análoga a la presente, seguida por Juan Dhers 
contra la misma provincia. 

La disposición que se impugna de inconstitucional, establece 
una regla jputftl para el cobro del impuesto, en los casos <fc ex- 
pedientes en tramitación a la fecha de la vigencia de Ja ley. 

Siendo asi una regla general que rige para todos los" casos 
que se encuentren en la condición prevista, no hav ataque a la 
garantia del art. 16 de la constitución, que consagra la igualdad 
de los impuestos y de las cargas públicas, igualdad personal para 
todos los habitantes del país, que solo desaparece cuando los im- 
puestos gravan a una dase Je personas, v a otras no, cuando H- 
mjtan su percepción a una parte del territorio, con exclusión de 
los demás, o cuando imponen a un determinado número de habi- 
tantes, exonerando a otros : pero esa igualdad no puede decirse 
aherada. cuando en condiciones análogas se establecen graváme- 
nes idénticos para todos los contribuyentes. (Fallos, tomo io< 
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fía hay pues, en el artículo impugnado, violación al artículo 
1 6 de la constitución desde que la solución que por él se adopta 
es una misma para todos los casos análogos; y siendo así, todos 
los llamados a abonar el impuesto están en igualdad de condicio- 
nes, hecho í|ue la ley grava, y constituye el motivo generador 
del impuesto, es la transmisión efectiva de la herencia por decía* 
ración judicial o liquidación de hijuela; y cuando él se ha pro- 
ducido, como en el caso, durante el imperio de la ley, todos los 
que han requerido o sido motivo de esa declaración, deben satis- 
facer la cuota correspondiente. 

También se pretende (pie la ley de referencia, teniendo efec- 
to retroactivo, es contraria aJ art. ¿i de la constitución. Tal im- 
pugnación carece de valor a ini juicio; la no retroactívidad de las 
leyes no es una prescri|KÍó:i constitucional entre nosotros, sino 
un principio que p como V. E. !o tiene declarado, pertenece a la 
legislación ordinaria, y en consecuencia ta tacha de que una ley 
de !a provincia tiene efecto retroactivo no es una tacha constitu- 
cional, sino legal. ( Fallos, tomo 10. pág, 427). 

Por lo expuesto, y la jurisprudencia citada, pido a V. E. se 
sirva declarar que el art. 21 de la ley de impuestos a las sucesio- 
nes, sancionada por la legislatura de la provincia d<* liuenos Aires 
no atara ningún precepto de ¡a constitución nacional, ni desco- 
noce las garantías que ella consagra en los artículos invocados. 

Julio Botet. 
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Ruemos Aires. Mayo 24 de IMS. 

V vistos; 

Don L. Robledo (hijo), por doña Magdalena Elía de Escu- 
rra, sus hijos don Luis, don Mariano, don Isaías y doña María 
M. Escurra, entabla demanda contraía provincia de Iluenos Ai- 
res, exponiendo: 
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Que en los autos testamentarios de don fuan t. Ezcurra cine 
tramitan ante ios tribunales de esta capital, •« dictó declaratoria 
de herederos, en 20 de noviembre de , 88o a favor de sus mandan- 
tes, la f|uc fue protocolizada en 20 de febrero v 11 de agosto Út 
1 yoy, en La l'Iata, respecto de los bienes existentes en la provin 
cía de Buenos Aires. 

Que, a| hacerse la protocolización referida, se exigió a sus 
repr rutados el pago de la suma de doce mil quinientos quince 
pesos con diez centavos, ($ 12.515.jo» en dos partidas, por con- 
cepto de impuesto a la herencia, establecido por la lev local de 
9 de enero de 1907. 

Que efectuaron dicho pago reservándose el derecho de re- 
clamar su devolución, porque el art. 21 de la mencionada ley es 
inaplicable a sus mandantes, y ha sido, además, declarado incons- 
t.tucional, aun dentro de la misma provincia de Buenos Aires 
p»r la suprema corte de esa provincia, a causa de su carácter re- 
t-roaetno, en sentencia de 25 de septiembre de 1900. que en parte 
reproduce, ' F 

Que cuando se produjo el fallecimiento de don J. I Kzcurra 
la cuidad de Buenos Aires formaba parte del territorio de !a pro- 
vincia del mismo nombre, de manera que no se ]x>d¡a argumentar 
diciendo que la sucesión se abrió en un territorio no sometido a 
la jurisdicción de la provincia. 

Que la forma en que la provincia de Hítenos Aires pretende 
cobrar el impuesto a Jas sucesiones, importa un desojo de la pro- 
piedad, consagrado por la constitución nacional. 

Que. en su mérito, pide se condene a la provincia de Hílenos 
Aires a devolver a sus mandantes la suma antes expresada con 
sus intereses y las costas de! juicio. 

Que e! doctor Juan E . Sola, por la demandada, solicita el 
rechazo con costas de la acción, observando que. los actores no 
lian acompañado documento alguno justificativo de sus afirma- 
c.ones. y que en su oportunidad hará valer los derechos que asis- 
ten al gobierno que representa. 

Que oído el señor procurador general y recibida la causa a 
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prueba, se produjo la que expresa el certificado de fojas 79, y 
alegó la demandada a fs, 81. 

Y considerando: 

Que es innecesario analizar la prueba rendida, desde que ta 
demandada acepta en lo fundamental !a verdad de los hechos ex- 
puestos por el actor (fs. 81). 

Que con arreglo al art, 105 de la constitución nacional, 
art. 1.". inciso r." y 14, ley 48, y a lo reiteradamente resuelto, esta 
corte suprema, tanto en las causas de jurisdicción federal como 
las c|uc vienen a su conocimiento mediante el recurso extraordi- 
nario concedido por la ultima de las disposiciones citadas, no 
debe entrar en el examen de las leyes locales de impuestos, al 
objeto de decidir si ellas han sido o no bien interpretadas y apli- 
cadas en un caso, por la administración o los tribunales, y si son 
ajustadas a las constituciones de la respectiva provincia, siempre 
que los bienes sobre que recaigan tales impuestos, estén radicados 
dentro del territorio de la misma, C Fallos, tomo 31, pág. 103; 
tomo 76, pág. 144; tomo 04, pág. 4^' ; tomo 103, p¿ 297 y otros). 

Que en lo que respecta a ¡a oposición alegada entre la U*y de 
impuesto a las herencias, de 9 de enero de 1907 de la provincia 
de Huertos Aires y los preceptos legales de orden nacional de qué 
se ha hecho mérito, el art. 3.* fiel código civil al establecer, que 
las leyes disponen para lo futuro, no tienen efecto retroactivo ni 
pueden alterar ios derechos ya adquiridos, ha entendido sin duda 
referirse a las relaciones de derecho privado sobre los que el ho- 
norable congreso como una de las ramas del gobierno federal, 
puede legislar, en uso de las facultades que le confiere el art. 67, 
inc. ti. de !• constitución nacional, sin comprender propiamente 
las leyes de orden administrativo que se den las provincias ejer- 
citando también facultades reconocidas en la propia constitución 
(art, 105 constitución nacional; Fallos, tomo 99, pág. 355, consi- 
derandos u y 15; tomo 107, pág, 134). 

Que aun cuando asi no fuera, la ley provincial en cuestión 
no habría venido a desconocer o modificar el carácter de here- 
deros, adquirido por los actores conforme al código civil y a la 
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declaratoria pronunciada |H>r los tribunales, de la hoy capital de 
¡a república, étí 1S80, toda vez que el impuesto a las sucesiones 
o a los herederos, cualquiera que sea el momento en que se exija 
como eatga pública, ni importa la institución de un nuevo here- 
dero, ni Jinete ta transmisión hereditaria y sus efectos, a reglas 
diversas de las establecidas en el articulo 3410, siguientes y co- 
r relativos de dicho código. (Fallos, tomo 100, pág. 51 ; tomo 101, 
página 4_\v y otros). 

Que. i*>r otra parte, el principio de la no retroactividad de 
las leves, en concepto de precepto constitucional, y sin perjuicio 
de otras garantías a los derechos civiles, reglamentadas póf las 
leyes comunes, sólo rige para lo penal prohibiendo que las dis- 
]>os¡eionei nuevas empeoren las condicione* de los procesados. 
( Fallos, lomo 10, pág. 427; tomo 31. pág. 82; tomo 36, pág. 177, 
y tomo 108, pág. 389). 

Que aún bajo el imperio de cláusulas constitucionales de 
mayor amplitud que las nuestras, en lo relativo a la prohibición 
fie la retroactividad como son las consignadas en la constitución 
de los Estados Unidos, liase considerado que los impuestos pue- 
den ser retroactivos, por que cu sus efectos prácticos someten a 
gravamen propiedades sujetas a él, para responder a exigencia* 
del estado, y es lícito a la legislatura hacer de una manera indi- 
recta lo que está facultada para hacer directamente, ( 17 flow, 
45(1; 1S4, L\ S-, 156: 2(9. U. S. t 140). 

I'or estos fundamentos, y de acuerdo con lo dictaminado 
por el señor procurador general, no se hace lugar a la demanda. 
Las costas se alionarán en el orden causado, atenta la naturaleza 
de la cuestión debatida.— Xotifíquesc con el origina!, repóngase 
el papel y archívese. 

A. líCRMI-jO. — XlCANOR G. DEL 

Soi.ah. — M. J\ Da k.ut, — 
l). E. Pal Acto. — L. López 

G\ RANILLAS. 
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Kdwards, Tomás contra íhincñ Luis, sobre cobro de pesos. 
Contienda de competencia 

Sumarió'. Estando implícitamente determinad; 1 e! lugar del caja 
piimiento de las obligaciones emerjentc* de nn contrato, co* 
presponde al juez del mismo el conocimiento de las acciones 
que de él surjan. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 
Pallo osii .itkz uii i," instancia kn lo crvu, V oimi:kcial 

W, LA PLATA 

La Plata. Octubfe » i* 1912. 

Vistos y considerando: 

Que no habiéndose estipulado de una manera precisa el lu- 
, gar para el cumplimiento del contrato que en copia corre de fo- 
jas 28 a fs. 4<>. desde que el hecho de haberse convenido que el 
"propietario alonará al constructor por intermedio de la empre- 
sa y certificados del ingeniero?, no puede considerarse como lu- 
gar del cumplimiento del contrato, el que ocupa ta empresa de! 
ferrocarril del ¡>ur, en la capital federal, desde que esta empresa 
no inter cieñe en el contrato i>or sí, sino corno intermediaria des- 
de que el pago lo verifica por cuenta del propietario. 

<Jue. adema*, debe observarse que en la copia del contrato 
referida, ni aún se ha determinado por las partes, el lugar en que 
dicho contrata ha sido firmado, por consiguiente, debe conside- 
rarse como lugar establecido para el cumplimiento del contrato, 
aquel en (pie las obras se verifican, "pueblo de Temperlcy", par- 
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tkío de I .ornas de Zamora. jurisdicción del departamento de esta 
capital, que es a la vez el domicilio del demandado. (Artículos 
1212, 1213. 100 y 618 del código civil y 5° del código de proce- 
dimiento). 

Por esto, y consideraciones concordantes del escrito de fo- 
jas 49, contéstese por exhorto al señor juez de la capital fede- 
ral, doctor don Jerónimo Hala riño, haciéndole saí>er que el pro- 
veyente >e considera comitente para intervenir en el juicio, y 
no accede a la inhibitoria por él solicitada, en su exhorto dirigi- 
do a petición riel demandado, don Tomás D, Edwards; y que. 
dando por formada la contienda de competencia, se sirva elevar 
los autos a la suprema corte nacional lart. 436 del código de 
procedimientos), con costas lart. 71 del mismo código), regu- 
lando el honorario del doctor Sagas t time en la suma de ciento 
veinte pt-so- moneda nacional, y el del apoderado, señor Mora- 
les, en la de cincuenta pesos de igual moneda, y a sus efectos, 
elévense estos autos a la suprema corte nacional. Repóngase h 
foja. íArt. 72 del código de procedimientos). 

A. Mar venara. 

Ante mi: /-V/j>c A. González. 



DICTAMEN' DEL Sr. PROCURADO» CENERAX, 

Buenos Aire», Diciembre ll de 1912 

Excnío. señor: 

La presente contienda de competencia entre un juez de ll 
provincia de Buenos Aires y uno de esta capital, a V. E. corres- 
ponde dirimirla a mérito de lo dispuesto por el inciso d del ar- 
ticulo 9. de lo ley 4055. 

Se trata de una acción personal tendiente al cobro de un 
saldo de precio |x>r construcción de obras, habiendo estipulado 
las partes en el eoiftrato respectivo, que el pago se harta por in 
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termedio tic la empresa del ferrocarril del Sur sin determinación 
expresa del lugar de cumplimiento. Ahora bien, esta empresa se 
halla domiciliada en esta capital, habiendo efectuado ya diverso* 
pagos del mismo contrato en esta jurisdicción. Sil tales eoncep 
tos, es fuera de duda que el lugar designado implícitamente para 
el pago o cumplimiento del co ntrato en ese pumo, ha sido esta 
ciudad, lo que a su vez determina la jurisdicción del juca de la 
capital para entender en la ación personal que constituye este 
asunto. | Tomo 1 14, pág. 14 de los fallos). 

Sírvase. V. E. dirimir la contienda en tal sentido* 

Jnlh Batel. 



TALLO DE I.A COHTE SI* TREMA 

■ueno» Airei, M») a 31 de 1913 

Y victos: 

La contienda de competencia trabada entre un juea de t" 
instancia de la capital y otro de igual clase de ta Mata, provin- 
cia de Buenos Aires, para conocer de la causa promovida por 
don Luis Daneri contra don Tomás F.dwank sobre cobro de 
pesos; 

V* considerando: 

Que en el contrato celebrado entre Daneri y Edwards se es- 
tipuló que el pago del precio de la obra seria abonado al cons- 
tructor por intermedio de la empresa del ferrocarril del Sur, y 
en vista de los certificados del ingeniero de la misma y de lo ma- 
nifestado por el actor en su demanda con referencia a la carta 
fecha Diciembre dieciséis de mil novecientos once, «e infiere (j tu- 
tos pagos se verificaban en la gerencia de la empresa en esta ca- 
pital. 

Que en el caso existia asi un lugar implícitamente conveni- 
do para el cumplimiento de las obligaciones de Edwards, lo que 
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implica determinar la jurisdicción para el conocimiento de la 
causa. (Articulas lor. 102 y 747 del código civil). 

Por ello, y de conformidad con ¡o dictaminado por el señor 
procurador general, se declara que el juez de la capital es com 
pétente para et conocimiento de este juicio. Remítansele los au- 
tos dándose al juez de i." instancia de La Plata, et correspon- 
diente aviso. 

A. Iíkhmiíjo. — NicaKor G. del. 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caras illas. 
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Carlos Sarmiento contra la provincia de S^ii Juan, sobre indem- 
ilizoción de danos y perjuicios 

Sumario: F.n el procedimiento federal, et nombramiento de pe- 
ritos deberá hacerse por el tribunal, tanto en el caso en que 
la pericia haya sido ordenada de oficio ( artículo 102 de la 
ley nacional de procedimientos), como en aquel en el cual 
las partas la hubieran solicitado y no 9o hayan puesto de 
acuerdo en su designación. 



Caso : Lo e.\ plica el siguiente : 
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FALLO 1>K LA CORTE StPKKMA 

Bncnoi Airii. Miro 31 dt 1913 

V vi>tos: 

|! ¡acídente sob^e producción de prueba perici:il promovido 
por el actor a N. 4S áe sil cuaderno respectivo; 

y con -.¡(lera tu lo: 

Q^e el demandante pidió Se tuviera por nombrado al eo ma- 
dor publico don Pablo Pasqua!! (ftijo), y se intimara a su con- 
traparte designara otro pwito y el tribunal un tercero para el 
caso di- discordia, a fin de informar a cnanto ascienden los de 
pósitos de fondos provenientes del empréstito externo hecho por 
el doctor Victorino Ortega en el liaieo provincial de Srm Juan, 
y además, >i en la contaduría general de aquella provincia cons. 
taba míe el mismo doctor Ortega hubiera rendido cuentas tic los 
fondo* de! emprento que trasladó a aquel establecimiento desde 
el Banco Francés de líuenos Aires, repruduciendo toda la «loen- 
mentación relaciona <ia con esas cuentas y su aprobación. 

Que. atento lo dispuesto en el artículo 14J de la lev nacio- 
nal de pr. ^editmentos, no se hijto logar a esa petición por la pro- 
videncia, fecha veinticuatro de Abril, contra la (pie el actor de- 
dujo reeur-o de revocatoria, que ha sido debidamente substan- 
ciado. 

<Jm\ seguti ese articula . ¡42- ordenado mi reconocimiento, 
"las partes, de común acuerdo, nombrarán mío o tres perito* 
para que Jo practiquen, y no haciéndolo, el juez los desuñará en 
el (tinao número, limitándose a uno si se tratare de mi objeto de 
poco valor". 

íjue 110 puede admitirse míe ese artículo se refiera única- 
mente al reconocimiento |M?ricial ordenado de oficio en el caso 
prev isto en el articulo 103 de la ley de enjuiciamiento, porque 
*<tá comprendido en el título "De Ta prueba de peritos" en que 
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d actor mismo ha ajx>yado su petición y |iorque la ley no hace 
distinción, ya se trate de prueba pericial ordenada de oficio o a 
pctscuVi de alguno o de todos los litigantes. 

Que. con arreglo a esa ley. en todo caso, deben ;»er nombra- 
dos de común acuerdo en número de uno o tres, y a falta de 
acuerdo de partes, de oficio, por el juez, en el mismo número, a 
fin de que pueda ser mejor ilustrada la opinión de éste con el 
dictamen imparcial de técnicos que han merecido la confianza de 
todos lo* litigantes o la del magistrado, obviando las dilaciones 
y gastos derivados de la designación de un tercero en discordia. 

Por estas consideraciones, no ha lugar, con costas- a la re- 
vocatoria solicitada. — Repóngase el papel. 

A. BfinMKjo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract, — 
D. E. Palacio. — L. L,>kz 
Ca ranillas. 

NOTAS 

En Mayo 3 de 10.13, no >c hizo lugar al recurso de hecho in- 
terpuesto por don Andrés Martinellí P en autos con don Ensebio 
^lenegbine- sobre simulación y nulidad de documento público, 
por no hallarse planteado ni decidido en dicho pleito ninguna de 
las cuestiones que pudieran motivar el recurso extraordinario 
previsto en el articulo 14 de la ley número 48. 



é. 

En Mayo 8 de 1913. ¡a corte suprema no hace lugar al re- 
curso de hecho interpuesto por "Les fils de P. Tíardinet" en au- 
tos con don Américo Cánepa y otros, sobre falsificación de mar- 
ca, por tratarse del desconocimiento de la personería del recu- 
rrente y en la circunstancia de estar ejecutoriada la sentencia 
apelada, o sea en fundamentos de carácter procesal que no apa- 
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recen impugnados durante el juicio como contrarios a la consti- 
tución nacional. ( Art. 15, ley mim, 48). 



En Mayo 39 ile 1913, no se hace lugar al recurso inter- 
puesto por Abrahain Cohan contra tío-, Cckstiim Verdier. por 
daños y perjuicios, por fundarse el recurso en el desconocimien- 
to de ¡a autoridad de la en<a juzgada, y en consecuencia, ser aje- 
no a toda cuestión de carácter íedcral. 



CAUSA CLXXH 

7. limüüimt A'tipis, su extradición ti pedida de las autoridades 
de ht República </«■/ Paraguay 

Smmtrto : Kl hecho de que el presidente del superior tribunaí de 
justicia de un estado ¡donatario del tratado de derecho penal 
internacional, firmado en Montevideo, pase al juzgado de! 
crimen respectivo para la instrucción del sumario correspon- 
diente, una denuncia del ministro de justicia de haberse co- 
metido |)or un ciudadano residente en otro estado signatario 
de dicho tratado, un delito previsto y castigado por el código 
penal, prueba suficientemente la competencia de ese juez, a 
ios fines de lo establecido en el inciso i* del articulo jo del 
referido tratado. Ka aludida denuncia del ministro de justi- 
cia es 1111 documenta oficial comprendido dentro de los tér- 
mino, del articulo 19. inciso 3." del mismo tratado. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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FAF.Lü HKI. .1 ÜIÍZ ['KI>KKAL 

Butnot Aíki, Octubre 2 de 1912 

Victos y considerando: 

Primero: tjue la extradición de T. Kmiliano Rojas se soli- 
cita |Mir el gobierno del I 'araguay con los recaudos que corren de 
fs. i a nj f a saber : la denuneia del ministro de justicia de fs. i y 
_>. el auto decretando la instrucción del sumario y el de prisión 
preventiva de fs. j a o y la transcrqK'íñn de tas disjjosiciones le- 
«siles inminentes, la filiación del requerido y el exhorto de fojas 
9 a ig. 

Secundo: Que según la denuncia, el gobierno del Paraguay "en 
el mes fie enero de 19I2 encargó al señor T. Emiliano Rojas, en 
tonces jefe de policía de la Asunción, la misión de adquirir en 
las ciudades de Unenos Aires y Montevideo armamentos para el 
estado, entregándole para hacer fíente a los gastos que deman- 
dase ota misión la suma de tresciemos mi! pesos < 300.000 Sí 
oro sellada, que fué abonada por el Banco de la República, en 
virtud de los cheques números 42.860 y 42.864 librados por la te- 
sorería general de !a nación a la orden del ministerio tle guerra \ 
marina". 

Tercero: Que, según la misma denuncia, con motivo del 
cambio c:i la jwrsona que desempeñaba el poder ejecutivo, el nue- 
vo gobierno ordenó a su agente diplomático en Buenos Aires, 
doctor Federico Codas, solicitara del comisionado citado, señor 
Rojas, la entrega de los fondos que le habían sido confiados. E' 
agente doctor Codas, según se justifica por la copia del despacho 
radiográfico que se acompaña, comunica al poder ejecutivo que 
su ex encargado Rojas se niega a verificar la entrega ordenada 
pretextando que lo hará después de terminada la actual contienda 
civil. La denuncia termina pidiendo ta formación de causa, por 
cuanto esa negativa imjx>rta un delito previsto y penado por el 
art. 164 del código peaa! del Paraguay. 



FAINOS DK LA CORTK Sl/i'KK.M A 



Cuarto: Que aún cuando de los términos de la propia denun 
cia resulta que el delito que se imputa a Rojas se habría cometido, 
en realidad en esta ciudad de Buenos Aires, pues habria sido aquí 
donde se formuló la negativa a devolver la cantidad recibida. 
(Haus, tomo L% pág, a pesar de esta circunstancia, como el 
hecho imputado sólo daña derechos y afecta intereses garantidos 
por la ley del Paraguay, es a los tribunales de ese estado a quie- 
nes corresponde conocer en la causa en virtud del art. 2. a de! 
tratado de derecho pena! internacional, según el cual "tos hechos 
de carácter delictuoso perorados en un estaado, que serian jus- 
tificables por las autoridades de éste, si en él produjeran sus 
efectos, pero que sólo dañan derechos é intereses garantidos ínu- 
las leyes de otro estado, serán juzgados por los tribunales v pe- 
nados según las leyes de este último *. 

(Jubito: Que. como se expresa en la vista fiscal de fs. 50 la 
documentación que acompaña al pedido de extradición se ajusta 
a los términos de los arts. 19. 21 y 30 del tratado, por cuanto el 
auto de prisión preventiva se funda cu una denuncia fie carácter 
oficial que constituye un documento de la naturaleza de los re- 
queridos en «I inciso 3.* art. 19 citado. 

Sexto: CJue la defensa alega que se trata de un delito poli- 
tico, y al efecto ofrece la prueba que corre de fs. 54 a 67. 

El art. 2\ del tratado establece la improcedencia de la extra- 
dición en los casos de delitos políticos o comunes en conexión con 
ellos, agregando que, "la clasificación de estos delitos se hará por 
la nación requerida, con arreglo a la ley que sea más favorable al 
reclamado". 

Se da el nombre de delito |x>litico, dice Calvo, a cualquier 
delito, y aun a cualquier crimen, en el cual la [>oIitica es el fin y el 
móvil. (Ditionnaire de Droit International Public et [Vivé, tomo 
i. n . página 235), 

A jugándonos a este principio» correspondería al requerido 
ta prueba de que el hecho en que se funda el auto de prisión de- 
cretado contra él ha tenido, como móvil o fin, propósitos políti- 
cos; y decimos que le corresponde la prucl>a, |»orque tratándose 
de un hecho que prima facic constituye un delito común, el ca- 
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ráeter pOp|Ó que le atribuye la defensa es una excepción, y las 
excepciones se prueban por quien las alega. 

Séptimo: ijue admitida la valides? del auto de prisión y de- 
más documentos, la prueba no puede versar sobre la existencia 
del liecho que motiva ese auto, pues ello implicaría conocer en el 
fondo de la causa, sino únicamente sobre la existencia de circuns- 
tancias que en el presente caso califiquen al hecho en cuestión 
como de carácter político haciendo, por ese motivo, improcedente 
!a extradición. 

Octavo; Que. en consecuencia, aplicando la doctrina de Cal- 
vo al caso sttbjudicc, lo que ha debido probarse es que Rojas al 
recibir la suma de dinero antedicha, o al negarse a devolverla 
cuando le fué requerida, incurriendo en el delito definido en e! 
art, 164 del código penal del Paraguay, procedió obedeciendo a 
móviles de carácter exclusivamente político; y es tanto más evi- 
dente que la prueba debe colocarse en estos términos si se tiene 
en cuenta (pie por el hecho de alegarse como defensa la natura- 
leza del delito imputado se reconoce implícitamente la existencia 
de ese delito. 

Noveno: íjue la prueba testimonial que corre de fs. 5<> vta. 
adelante en nada se refiere a los extremos enunciados. Los testi- 
gos contestando el interrogatorio de fs. 52, no concretan hechos 
que demuestren los motivos que haya podido tener Rojas al ne- 
garse a restituir o a disponer de los dineros tpie el gobierno del 
Paraguay le entregó con propósitos determinados. Esas declara- 
ciones se refieren únicamente al estado de guerra civil en que se 
encontraba el Paraguay cuando Rojas recibió la comisión y los 
fondos ; pero la constatación de ese estado no basta para estable- 
cer los móviles que impulsaron al requerido, ni, en términos ge- 
nerales, es suficiente para que se considere como políticos los 
delitos comunes que hayan podido cometerse durante el período 

de la agitación interna. 

Por estas consideraciones, de conformidad con lo determi- 
nado por el señor procurador fiscal y con lo dispuesto en el 
art. 10 del tratado de derecho penal internacional, resuelvo con- 
ceder la extradición del requerido T. Emiliano Rojas, con las 
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limitaciones que establece d artículo >6 del mismo trata ¡lo. Xoti- 
ftquese con el origina! y ejecutoriada (¡ir* sea llágale saber a! 
poder ejecutivo a T os efectos que correspondan. 

Uiífiic! (.. Amtujt. 



skntencia i>k la camama i-kih-xal 

Bueno» Alies, Dicicmbie I át 1912 

V vi>ti»s y consideran lo: 

i." íjnc s 4 -gún los recaudos que instruyen ei pedido de extra- 
dición de ís, ida t>. jo, e! hecho criminoso imputado al reque 
rido. se habia cometido en Buenos Aires, no obstante ;o cua! 
Correspondería ser juzgado |M>r los tribunales y penado según las 
leyes de la República del Paraguay, de acuerdo cmi el articulo j. a 
del tratado de derecho penal internacional de -Montevideo. 

Kl defensor del requerido acepta (pie en la hipótesis de que 
se hubiera consumado él delito imputado a su defendido, los tri- 
bu ríales paraguayo serian competentes para su juzgamiento: 
peto sostiene que no procede la extradición porque no >e ba acre- 
ditado legalmente que el juez (pie lo ha reclamado tenga en reali- 
dad jurisdicción para conocer y decidir de la causa criminal que 
pudiera iniciarse contra el señor Lvmiliano Rojas. Tal defensa es 
inconsistente, porque de los recaudos presentadas consta que es 
competente el juez del crimen que lia dictado el auto de prií-ám 
contra el requerido K.»jas y que ha solicitado sil extradición. 

La denuncia contra dicha persona ha sido dirigida al ¡(resi- 
dente del superior tribunal de justicia de la Asunción. [*>r el mi- 
nistro de justicia, culto é instrucción pública del Caraguay. Kn 
dicho documento <e afirma que el señor Rojas se había negado a 
entregar en Kucuos Aires los fondos que el gobierno de aquella 
nación le había confiado; y que importando esa negativa un delito 
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previsto y castigado en la disposición del artículo 167 del código 
pena!, m; permitía solicitar del señor presidente, se sirviera poner 
esa denuncia en conocimiento del juez del crimen correspondiente 
a los efectos de instruir el sumario criminal, que a objeto de sal- 
vaguardar im|x>rtantes intereses fiscales, ese ministerio solicitaba 
que el juez c místente pronunciara e! auto de prisión y ordenara 
la extradición, fs. 1 vta. y fs. 2. Si el presidente del superior 
tribuna! de justicia de la Asunción del Paraguay, lia pasado la 
denuncia a un juez del crimen para la instrucción del correspon- 
diente sumario, con esto solo se encuentra suficientemente com- 
probado ijtte dicho juez del crimen es el competente. 

Kl defensor del señor Rojas, sostiene que su defendido no ha 
estado procesado cuando se solicitó su extradición por !o cual no 
seria esta procedente, en virtud de que e! tratado de Montevideo 
Büptite que el individuo requerido ha de ser o un condenado o 
un procesado. 

Kl inciso 3.* art. 19 del referido tratado de Montevideo, ha- 
bla del enjuiciamiento del reo t y el art. 30, inciso í. rt de! mismo 
tratado se refiere a presuntos delincuentes.. 

Si esos reos, si esos presuntos delincuentes, deben hallarse 
procesados por los tribunales de la nación requirente, resulta que 
el señor Rojas, se encuentra sumariado ante el juez del crimen 
competente del Paraguay. 

I"n la renuncia del ministro de justicia antes referida, se es- 
tablece, que ella debe pasarse a! juez del crimen competente para 
que instruya el correspondiente sumario y esto es lo (pie se ha 
hecho, desde que se ha dictado auto de prisión contra el presunto 
delincuente. Luego, el señor Rujas tiene en su contra proceso 
abierto en el Paraguay. 

Ü defensor del requerido afirma que el pedido de extradi- 
ción no se ha acompañado con los documentos que exijen el 
art. 30, inciso 1.". y el art. ir», inciso 3° del citado tratado de 
Montevideo. Con dicho pedido se han presentado copias legali- 
zadas de la ley penal aplicable a la infracción que lo motiva y del 
auto de detención con lo cual se cumple con parte de lo dispuesto 
en el art. 30. inciso l.% del tratado de referencia. 
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Con respecto a lo* demás tinti'Lcdcnifs a que 5e refiere e! 
inciso 3. ilel art. U). del»e te:ier»e presente que esos antecedentes 
consisten en documentos qué según la> leyes de la nación recla- 
mante, autorizan la prisión y el enjuiciamiento de", reo. 

Lps documentos de que trata el inciso y. artículo H), citado 
no mkí tínicamente aqueHi* que pueden emanar del imputailo. 
sino que comprende cualquier di cimiento (pie. según las leyes de 
la nación reclamniaitte, autoricen la detención y el enjuiciamiento 
del presunto delincuente. 

Desde este punto de vista, la denuncia de: ministro de justi- 
cia de! Paraguay, sobre cuya veracidad los tribunales argentino* 
no tii-iieu j«»r (pie pronunciarse, es un documento oficia*, y dado 
su contenido y su origen, el tribunal encuentra que se lia! enm- 
premlido dentro de los términos del articulo k> inciso j.° de! 
tratado de Montevideo. 

Luego la solicitud de extradición se ha presentado instruida 
con los reeau ios de ley. 

3° One el defensor de: requerido alega (pie el hecho impu- 
tado no puede dar lugar a extradición por su naturaleza, en vtr 
tud de tener conexión exlricta con delitos políticos. 

Kn el caso de que se trata en esta causa, no aparece desde 
luego haberse consumado un delito político, ni uno común conexo 
con uno político. Se ha denunciado la comisió:i de un delito ordi- 
nario, reprimido |>or los artículos 1O4 a 107 del código pena! del 
Paraguay v como lo establece el inferior, el requerido no ha com- 
probado (pie tal delito común sea conexo con un delito político. 

1W estos fundamentos. ]>» del fa'ío apelado y de conformi- 
dad con lo dictaminado ¡>or el -eñor procurador de esta cámara» 
se confirma la sentencia recurrida de fs. 78. Xotifíqucse y de- 
vuélvase. 

. ÍJiyc/ f). Hojas. — Agustín Urdimi- 
rram. — Anací Fernyru Cortés. 
— y na 11 A. Gátcíá. 
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DICTA 31 KN l»Kl. Sr. rWiLL HAIXiR GENKRAL 



Buenos Aitís. Abril 2 de 1913 

Kxcmu. señor: 

El rectítm (Mcido es procedente a mérito de lo que dispone 
el urt. inciso 4°, de la ley 4055. 

Las sentencias de i." y 2: instancia han examinado las di- 
VSfsa? cuestiones propuestas por el defensor del procesado Rojas, 
arribando a conclusiones que estimo perfectamente ajustadas a 
las prescripciones legales pertinentes, por lo que me limitaré a 
agregar mía breve consideración, dando por reproducidos en 
todo !o demás los fundamentos de las expresadas sentencia*. 

Pretende el defensor de! procesado, <|ue éste no se encuentra 
en ninguna de las dos situaciones que prevé e! tratado de derecho 
penal aprobado en el congreso de Montevideo, es decir que <e 
halle procesado o sentenciado, y para llegar a esto, sostiene que 
la simple denuncia fornmlada por el ministro de justicia del Pa- 
raguay ante el presidente del supremo tribunal de justicia, no 
puede motivar el auto de prisión que sirve de base al pedido de 
extradición. Para refutar esta defensa me hasta observar que los 
tribunales argentinos no tienen facultad para juzgar de la proce- 
dencia del auto de prisión dictado, y es suficiente gafe' hava sido 
dictado por juez competente, lo cual no ha sido cuestionado para 
que se repute llenado el requisito exigido por el a«. 2 j del tratado 
mencionado, por cnanto, de otra manera, seria forzoso entrar al 
estudio del fondo del proceso, para saber si es o no legal el auto 
de prisión dictado. 

Por esta consideración y los fundamentos de las sentencias 
de i." y 2/ instancia» pido la confirmación del fallo recurrido. 
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i-wu.o dk i.a o tR'iv. srrHKsr a i»k > t*s rit t \ 

Buenos Aires, junio 3 de 1913 

\ Utos el recurso deducido contra la sentencia *le t's. i*-) j>n>- 
nuueiada en ta présenle causa pir la cámara federal de apeiacio 
lies de ta capital. 

V éonsi lerantto : 

Une de los documentos acompañados ¡xir la legación del 
bariu. del Paraguay, a i|iic se reitere la nota que original corre a 
fs. ¿o, resulta que el detenido Knu'íano Rojas cuya extradición 
se solicita, se encuentra enjuiciado ante los tribunales de aquella 
república, por el delito de distracción o retención indebida de 
fondos públicos, habiéndose decretado contra el mismo, auto de 
prisión preventiva, como también el secuestro de SUS bienes p*r 
la cantidad de trescientos d-ez y Mete mi! pesos oro sellado, ]>o<- 
e* juez de primera instancia en fo crimina! de segundo turno gtte 
conoce en la causa, 

<Jue estos recaudo-, en los ( |nc se funda el pedido de extra- 
dición formulado pir las autoridad!,.- de! Paraguay y t|iie corren 
de foja- i a fojas to. reúnen U >s requisito- exigidos, por el articu- 
lo inci-o [." de! tratado de derecho- penal internacional, san- 
cionado por el congreso -udamei tcano en la ciudad de Montevi- 
deo t-n 2$ de enero <k- |SH-. \kh cnanto c-u-ta en ellos debida- 
mente legalizado,- todos los antecedentes del caso establecido pi»r 
diclia convención jura que la extradición pueda concederse, tra- 
tándose, como aparece, de mi delito c mitin previ sin y penado por 
las lew- de dicha nación ante cuyos fibunales se encuentra pro- 
cesado el requerido. 

Que |>or lo que hace a la naturaleza dil delito que la defensa 
sostiene debe considerarse comprendido euti™ los determinados 
por el articulo de! tratado, es de observarse que ¡as constan- 
cias ilc auto> no demuestra:! que el delito denunciado tenga el 
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carácter ¡Kiütioi (fin- se le atribuye para -obtener ¡a improcedencia 
de la extradición. 

Ouc es hsíiiimiio ínadmUihíe lo alegado en cuanto a la falla 
•le transcripción de !a ley que establece la competencia territorial 
(leí juez exhortante entre los recaudos de !a extradición, por 
cuanto cuino consta de autos y se demuestra en el fallo apelado, 
entre los referidos recaudas aparece la forma en que filé denun- 
ciado el delito de que se trata, como previsto y castigado por el 
art. 107 del código penal del Paraguay , fojas i y j. como resulta 
igualmente, que esa denuncia fué pasada por el presidente del 
Mipmor tribunal de justicia a un juez del crimen para la instruc- 
ción de la causa corres|Hindicnte. circunstancias suficientes para 
dejar establecida que se ha licitado el requisito del articulo nj del 
tratarlo referido. 

Por ello y de conformidad con !o pedido por el señor procu- 
rador genera! y su< fundamentos, se confirma la .«enfeuda ape- 
lada de fojas So.. Xotiíiquesc original y devuélvanse, 

A. liKkM Jtjti, — XlCANOH (i. DFX 

¿>oi..\k. __ [). E. Palacio. — 

L l.iU'KZ CaHAX ILLAS. 



CAUSA CLXXIIÍ 

Criminal, contra Jacinto Ballesteros, por infracción a la ley 
míutcro ¡*r ¿9. y desacato y atentado a la autoridad. Contien- 
da de competencia. 

Sumario: Al establecer el articulo 38 del código de procedhnien 
tos en lo criminal que en el caso de que tino de Jos delitos 
perteneciera al fuero federal y otro a la jurisdicción provin- 
cial o a la ordinaria de la capital o territorio naciona', deberá 
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ser juzgado primero por la federal, no desconoce la local en 
lo criminal y se limita a establecer cuál es el orden de priori- 
dad de una y otra jurisdicción, dando prelaeión a la de ca- 
rácter federa!. 

Cuso: Lo explican la- piezas siguientes: 



oic íam v.s nri, sr. rKociK.vnoR clvi-ral 

Bueno» Aires, Mijo 20 de 1913 

Suprema corte: 

HÍ séfior juez federal de liahia Blanca reclama del >cñor juez 
del crimen de la misma ciudad, !a prioridad que se atribuye para 
juzgar al sujeto Jacinto ! '.a Heleros, infractor n h lev de enrola- 
miento, antes de que se sustancie ante el expresado juez del 
crimen, la causa <|ue se sigue al minino sujeto por desacato y 
atentado a la autoridad. Desconocida la prioridad que reclama e! 
señor juez federal, los antecedentes han sido remitidos a V. K. a 
efecto de dirimir la contienda de competencia trabada, con arre- 
glo a lo qué prescribe eJ articulo <j inciso b ) de la ley 4055. 

Mi opinión es que la razón está de parte de! señor juez fe- 
deral, por cuanto en los casos de concurrencia de delitos que 
deben >er juzgados por i ucees de distinta naturaleza, se acuerda 
la preferencia a aquel que emana de la autoridad suprema de la 
nación, y que del* conocer de delitos previstos i>or leyes especia- 
les del congrego, a las cuales ¡as provincias están obligadas a 
conformarse. (Art. 31 de la constitución nacional). Kste criterio 
estableciendo la prelación que debe regir en materia jurisdiccio- 
nal, ha sido consagrado por los artículos 38 y 39, de! código de 
procedimientos en lo eriminal para los tribunales nacionales, y 
esta corte suprema lo lia aceptado en el fallo contenido en el tomo 
r>8. pág. ¿83. 

l'or ello, pido a V. P„ >c sirva declarar que corresponde !a 



DE JUSTICIA DE LA X ACION 



71 



prioridad para d juzgamiento de los delitos a que se refieren es- 
tas actuaciones, al señor Jíoei federa! de Había I llanca. 

Julio Bolet. 

IAI,U> DH¡ LA CORTE SUPREMA 

Sucnoi Altet, Junio 5 1913 

Y visto?. :q 

Iai contienda de competencia entre el señor juez federal de 
Bahía Blanca y el del crimen "leí departamento de la Costa Sitd 
de la provincia de Buenos Aires, para conocer con preferencia 
en las causas respectivamente formadas contra Jacinto Balleste- 
ros, por infracción al artículo 2," de la ley nacional número 8i2<), 
denunciado ante el primero de los jueces nombrados, y por des- 
acata y atentado a la autoridad, que se sigue por el segundo; 

V considerando : 

<Jue, con arreglo a lo dispuesto |x>r el artículo ¿8 del código 
de procedimientos en lo criminal "en el caso de que uno de los 
delitos perteneciera al fuero federal y otro a la jurisdicción pro 
vineial o a la ordinaria de la capital o territorio nacional, deberá 
ser juzgado ¡minero por la jurisdicción federal". 

(Juc esa disposición no desconoce la jurisdicción local en 'o 
criminal y se limita a establecer cuál es el orden de prioridad en 
el ejercicio de una y otra jurisdicción, dando prelación a la de 
carácter federa!, con arreglo al espíritu que informa el articulo 
¡}I de la constitución. 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general y lo resuelto por esta corte suprema en 
casos análogos t fallos, tomo fy, pág. 84 ; tomo 74, pág. 439, y 
tomo 98, pág. 283). sc declara que corresponde la prelación para 
conocer riel delito denunciado sobre violación de la ley 8129. al 
¡señor juez federal de Babia Blanca, a cuya disposición será pues- 
to e! detenido, sin perjuicio de pasarlo en oportunidad al señor 
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juez de la provincia, a U» efectos del proceso radicado en su ju- 
risdicción. 

En su consecuencia, devuélvanse estos autos al pez federal 
de Bahía Blanca, haciéndose saber por oficio esta resolución al 
juez en !o criminal de la provincia, 

A. Bermejo. — Xkwnor O, del 

SuLAR. — D. E. PALACUL — 

L. López C.\ han* illas. 



CAUSA CLXXIV 

Municipalidad de La Plata en autos con don Carlos Pcdemonte, 
por cobro de pesos. Recurso de hecho 

Sumario: La cuestión de si se ha probado o no la prórroga de ju- 
risdicción por hatwrse aceptado tácitamente el fuero provin- 
cial, es un punto de hecho ajeno al recurso extraordinario 
del articulo 14 de la ley 48. 

Caso: Resulta de! siguiente: 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bieaoi Aires, Junio, jo de I91B 

Autos y vistos: 

El recurso de hecho por apelación denegada, interpuesto por 
el representante de la municipalidad de La Plata contra senten- 
cia de la cámara federal de ablación de amielta circunscripción 
en los autos seguidos contra la misma j>o. don Carlos Pcdemon- 
te, sobre devolución de impuestos. 
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Y considerando : 

One en el recurso tic hecho que se menciona a foja» 2, vuelta 
v 3» resucito |H>r esta corte con fecha 5 fie marzo de 1912. en esta 
misma en usa, se adujeron en contra del auto tic esa cámara que 
acéptala la competencia de la justicia federal los mismos funda- 
mentos qué se reproducen en el actual. 

One en cuanto a si se ha probado o no la prorroga de juris- 
dicción |Kir haberse aceptado tácitamente el fuero provincial, 
como se pretende ahora, constituye un punto de hecho ajeno al 
recurso extraordinario previsto en e! artículo 14 de la ley núme- 
ro 48 y (k" de la ley número 4053. con arreglo a lo reiteradamente 
resuelto» y en todo raso no afectarla el fundamento de la resolu- 
ción de esta corte a que se ha hecho referencia. 

Por ello, no ha lugar a la queja que se deduce y archívese 
reponiéndose el papel. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar, — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. Lopm 

C.\ MANILLAS. 



CAUSA CLXXV ' 

Banco Xacional, eii liquidación, contra don OdUon U, Núñcs, 
por reivindicación; sobre competencia 

Sumario : De acuerdo coa lo dispuesto por el artículo 18 de la ley 
número 4307. sobre reformas a la carta orgánica del Ilanco 
de la Nación Argentina, éste, en sus gestiones judiciales 
para ta liquidación del Banco Nacional, puede optar, citando 
es demandante, por la jurisdicción local. En su consecuen 
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cia, iniciad" y proseguido un juicio por aque! Banco ante 
esta jurisdicción, es improcedente la excepción de incompe- 
tencia de la misma opuesta por e! referido establecimiento. 

Caso: Ix> explican las piezas siguientes: 

ACUERDO DE LA SI'l'RKM A niRTK f>g j I STiClA Dí LA müVtMlÁ 

PE BUENOS MS%S 

En ¡a ciudad de La líala, a veintitrés de Noviembre de mi! 
novecientos doce, remuda la suprema corte de justicia, en acuer- 
do ordinario para pronunciar sentencia definitiva en el juicio se- 
guido por el Banco Nacional, en liquidación, contra don odilóji 
l\ Núñex. sobre reivindicación, se procedió a practicar la insacu- 
lación proscripta |>or los artículos 173 de la constitución de la 
provincia y 3$5 del código de procedimientos en lo civil y comer- 
cial, resultando de ella, que en la votación debía observarse el or- 
den siguiente: Doctores: R ¡varóla. — Ueot. — Maticnzo. 

AXTHCKUKNTIÍS 

Don José p, César, en representación del I 1 . ano Xaciona', 
en liquidación, se presentó ante el juzgado de l,* instancia en lo 
civil, del departamento del Norte, entablando dcninn la contra 
don Odilóii r. Núiíez. por reivindicación de un terreno ubicado 
en la ciudad de San Nicolás. Pidió se le condenara a entregar e' 
terreno con más los frutos y costas de! juicio. 

Corrido traslado de la demanda la contestó el demandado 
pidiendo no se hiciera lugar a ella, con costas al actor: negó los 
liedlos expuestos en la demanda, alegando que el actor nunca 
tuvo la i*>sesión del bien que pretende reivindicar, ni nunca mo 
lestó en !a posesión que a titulo de dueño ejerció el demandado 
y sus tradentes. 

Abierto el juicio a pntelw y agregada la producida, el juz- 
gado dictó sentencia absolviendo al demandado de la demanda 
instaurada y condenando al actor al pago de las costas. 
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Apelada la sentencia por el actor y al expresar agravios ante 
la cámara, propuso aquél que se resolviera en primer término la 
cuestión de incompetencia de las tribunales de ta provincia para 
entender en el asunto, alegando que sólo por error, pudo iniciar 
su acción ante los tribunales de la provincia, porque el Manco 
Nacional, en liquidación, goza del fuero federa!, de acuerdo con 
el artículo too de la constitución nacional y ley fie 5 de Noviem- 
bre de Í872. 

El demandado, por su parte, pretendió que la cámara decla- 
rase desierto el recurso, por entender que el actor presentó su 
expresión de agravios fuera de! término legal. 

í,a cámara dictó sentencia declarándose incompetente para 
conocer en el juicio in>taurado. ordenando a las partes ocurrie- 
ran donde corresponde, e imponiendo Jas costas al actor. 

Contra este fallo interpuso el demandado el recurso de in- 
aplicabilidad de ley, alegando que la cámara había violado los ar 
ticulos 2H7. 280, $Óo\ 432, 97, 421. 420, 51 y 81 del código de pro- 
cedimientos, al ñu haber declarado la deserción de! recurso del 
actor, y al pronunciarse sobre la incompetencia opuesta después 
de estar trabado el pleito por demanda y contestación, cuando el 
artículo 432 del código de procedimientos determina, que dichas 
cuestiones de competencia sólo podrán promoverse antes de estar 
trabado el pleito. 

Llamado autos y hallándose ta causa en estado de dictar 
sentencia, la suprema corte resolvió plantear y votar la siguiente: 

CVKSTIÓX 

¿Es aplicable al ea>o la ley en que la cámara funda su de- 
cisión ? 

E! doctor Kivarola. dijo: "AI declarar la incompetencia de 
los tribunales de provincia para conocer de esta causa, la cámara 
se furnia: en el articulo 100 de la constitución nacional, en el ar- 
ticulo 2." de !a ley número 48. sobre jurisdicción y competencia 
de los tribunales federales y en la ley de 5 de Noviembre de 18-2, 
que creó el Maneo Nacional. 
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"El articulo 100 de la constitucuni nacional establece las ba- 
ses que fijan las atribuciones del poder judicial. Aun cuando él 
voto de los señores camaristas no precisa el inciso del artículo en 
que apoya su decisión, entiendo que lia querido aludir al i|ue se 
refiere a "los asuntos en que la nación sea parte*', porque no hav 
otro que |>ueda tener alguna relacen con el punto decidido. Ki 
Manco Nacional no es ¡a nación. 

"Son, jurídicamente, dos personas distinta:*: de existencia 
necesaria la una. de existencia posible la otra. 1.a misma ley de 
creación de 1872 funda ci Banco como sociedad anónima. Uiego¿ 
en mi opinión, el artículo 100 citado no acuerda a la justicia fe- 
dera' ta jurisdicción exclusiva en los asuntos en que el Üaneo \\v 
eicnal sea parte, 

"Tampoco encuentro en el articulo 2." de ta ley numero 48, 
citado en su conjunto, a jiesar de contener diez incisos, autorice 
e! pronunciamiento de la cámara. Por otra |>arte, la materia del 
caso no se encuentra regida por ley especial, sancionada por el 
congreso: es un ea<o ordinario de reivindicación, regido por ei 
código civil. 

"Finalmente. la ley de 5 de Noviembre, que he consultado 
en el registro oficial y que la cámara cita sin determinar cuál es, 
a su juicio, el articulo pertienente, hó contiene la disposición in- 
vocada. 

"Ademán el articulo 18 de la ley de 30 de Septiembre de 
HJ04, ley de creación del I Saneo de ia Nación Argentina, que es 
Siempre el nii>nio l'atico a que >e refiere e: articulo 67, inciso 5." 
de la eon>titueión nacional, declara en su articulo 18 que en los 
casos en que el Báneo sea actor, la jurisdicción federal será con- 
currente con la de la justicia ordinaria de ia capital y de las pro 
vincias. 

"\ habiéndose radicado el juicio ante los tribunales de pro- 
vincia, en el caso sui> jmiu c en que el Banco es actor, debe ese 
juicio ser sentenciado y fenecido en la jurisdicción provincial. 
(Artículo 14 de !a ley número 48 1, 

"A la cuestión propuesta voto. pues, negativamente, debien- 
do volverse los autos a ta cámara del departamento del Norte, 
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jiara que se pronuncie en los demás puntos (jite te están .some- 
tidos". 

Los doctores Lecot y .Maticnzo, por idénticas consideracio- 
nes a las aducidas por ei señor juez <loctor Kivarota, dieron el 
suyo en igual sentido. 

G»n lo que terminó el acto, f i miando los señores jueces de 
la suprema corte. 

Matucnzo. — Ukcot. — Rivarola. 
Ante mi: Royelw A. Casco. 

I**s conforme con su original corriente a fojas 204 del libro 
quiiiciiagé>inu> cuarto de acuerdos y sentencias de esta suprema 
corte. 

h'of/cfio Á. Cusco. 



ENCIA 

La PJott, Noviembre 23 de 1912 

Vistos y considerando: 

1." — Que los artículos roo de la constitución nacional y 
2. a de ia ley número 48, no acuerdan a la justicia federal la ju- 
risdicción exclusiva en los asuntos en que el Banco Nacional e* 
parte. 

2¡* — Que, jior otra fiarte, la materia del caso sitb jttdicc no 
se encuentra regida jx>r ley especia! sancionada por el congreso, 
es un caso ordinario de reivindicación, regido j>or el código civil, 
— Que, además, la ley de creación del 1 lauco de la Xa- 
eión Argentina, que es siempre el mismo f Sanco Nacional, a que 
se refiere el inciso 5, del artículo 67 de la constitución nacional» 
declara en su articulo 18 que cu los casos en que el Hanco sea 
actor, la jurisdicción federal será concurrente con la justicia or- 
dinaria de la capital y de las provincias. 

4. <>ue habiéndose radicado el juicio ante los tribunales de 
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la provincia, en el caso sub /WiYc en que e! lia neo es actor, del te 
ese juicio ser sentenciado y fenecido en la jurisdicción provincia'. 

IW etilos y demás fundamentos expuestos en el acuerdo que 
antecede, se declara que la cámara a qno e< competente para 
entender en este juicio, debiendo en Consecuencia devolvérsele 
los autos para que se pronuncie en lo> demás pumos que le están 
sometidos. 

Remítase a ta cámara de origen, donde repondrá las fojas el 
recurrente. 

Jasé Skotás Maticnso. — * (iretfori '» 
t.ecot. — E. /;. Kk-ttroh. 

Ante mi: - Rüffflto é. t'irjr*'. 



IIK TAMKN I1K1. Sr. fKOi IKAliON R.SX«ftÁt 

Huenoi Alrt«, Mifi* 5 de 1013 

Suprema corte : 

Procede el recurro deducido contra la sentencia de ts, 
|*jr tratarse de una resolución definitiva que deniega el fuero 
federa!, y m* líal a ¡:<>r tanto comprendida según la jurisprudeir 
cia de V. K. en lo dispuesto por la ley 48, art. 14. ine. 3. a . 

Kl I lauco Nacional lia sido creado por ley del congreso en 
cumplimiento de un mandato constitucional ( art. 07. ine. 5." de la 
constitución naeiona! i. Loa actos y operaciones que realiza tienen 
l>or tanto su origen en disposiciones de una ley de la nación, la 
Que Íia establecido su gobierno, su organización y funciona- 
miento. De ahi que la jurisdicción federal le >ea exclusivamente 
aplicable dentro de los términos del art. 2. ine. 2, de la ley 48. 

l'ero si hien es cierto (pie la jurisdicción federal en los casos 
de ese articulo. e> privativa y excluyeme de la ordinaria de las 
provincias, no es menos cierto que la lev le 30 de septiembre de 
1004. al declarar que en U>< casos en que e! citado Banco sea 
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actor, concurrirá la justicia federal con la ordinaria, ha dejado 
sin efecto esa exclusividad, poniendo al Banco en libertad de 
actuar en uno a otro fuero. 

Ahora bien, hecha por el Banco ta elección de la jurisdicción 
provincial, de acuerdo con la facultad que le asiste, no puede pre- 
tender acogerse al lucro renunciado cuando el pleito está ya 
radicado ante la justicia elegida (la provincia) y más aun cuan- 
do ya hay una sentencia dictada. El art. 14 de la ley 48 establece 
terminantemente t|tie un pleito iniciado ante los tribunales de 
provincia será fenecido y sentenciado por ellos a menos que con* 
curran las circunstancias a que esa disposición se refiere, !o que 
no sucede en el caso sub judice. 

I'or lo expuesto procede y asi lo pido a V. E. confirmar la 
sentencia recurriría, mandando devolver los ñutos a) tribunal de 
su procedencia. 

, Julio ttoti-t. 



l* \U.i> PE Ui CORTE SUPREMA 

Buenoi Ai reí, junio 17 de I9t3 

Vistos y considerando: 

(¿uc por el articulo 18 de la ley 4507. sobre reformas a la 
carta orgánica de! I Janeo de la Xación Argentina, *e ha sancio- 
nado en favor del mismo la concurrencia de la jurisdicción fede- 
ral ci;n las locales de la capital y provincias. 

One a! encargarse a dicho establecimiento por 3a ley 5124, 
posterior a aquélla, de la liquidación del I Sanco Nacional, no se 
hizo reserva o restricción alguna resjwcto de la jurisdicción a que 
e! liquidador debiera ocurrir como actor, según las necesidades 
de esa gestión, de modo que, no aparece motivo suficiente para 
I vivar a una y otra institución de aquel beneficio, y ligar al 
Manco de la Nación en asuntos de esa representación con la ex- 
clusividad del fuero federal, expresamente suprimida por dicha 
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ley 4507, con el fin de facilitarle el concurso a las justicias loca- 
Ies, cuando así ¡o creyere conveniente al más expedito ejercicio 
de las acciones de cualquier clase que hubiere de intentar. 

Que no existe, pues, razón para hacer sobre este particular 
distinciones que impliquen diferencias de fuero, máxime si se 
tiene en cuenta que la interpretación extensiva del citado articulo 
18 no perjudica, antes bien beneficia al IJanco Nacional; y en 
cuanto al de la Nación, le asegura la plenitud de las facultades 
que con el propósito antes enunciado, tuvo en vista el honorable 
congreso, al sancionar].» según claramente se desprende de la 
discusión habida sobre este punto en la cámara de diputados. 
(Diario de sesiones de tck>4, tomo 2*, página 155). 

Que a mayor abundamiento corrcsjjonde tener presente que 
las leyes 5124, sobre liquidación del Banco Nacional, y la lev 
5139 sobre aumento del capital del Manco de la Nación, cu sus 
artículos 7. y 4.» respectivamente, contienen disposiciones rela- 
tivas al empleo que debe darse al remanente del producido t'c* 
dicha liquidación, que *e destina a aumentar el capital del Hamo 
liquidador, demostrándose asi que amt>os establecimientos que- 
daban ligados con cierta comunidad final de intereses, lo cual 
rclacif nado con la unidad de representación en las causas JuiU- 
dales, contribuye a roltustccer e>a misma interpretación. 

Y considerando, finalmente, que en contra de lo que queda 
exptti to, no calie argüir con lo resuelto por esta curte en el fallo 
que se registra en el tomo 108, página 45. desde que ese pronun- 
ciamiento tomó en cuenta la litis tal como se había planteado y 
resucito en las instancias inferiores, en que la demanda se dedujo 
y continuó por el mismo Itanco Nacional en liquidación; mien- 
tras que el litigio snh judxce ha sido iniciado y proseguido jK>r el 
Itanco de la Nación Argentina, con posterioridad a dicha ley 
4°57< >" en uso de las atribuciones que Je ha conferido !a ley de 
liquidación del líanco Nacional, según puede verse en las procu- 
raciones certificadas a fs. 35 vta. y fojas 356. 

Que en mérito de estas consideraciones, corresponde dccWr 
que la jurisdicción provincial ante la cua! fü« iniciada b presente 
causa es competente para conocer de ella. 



Dt JUSTICIA DE LA NACIÓ* 



SI 



[W ello, y atento lo dictaminarlo por el señor procurador 
general, asi se declara, confirmándose en esta parte la sentencia 
apelada de fs. 341 vta. Xotifícjuese con el original, «pénase el 
pape! y ríe vuelvan se. 

A. 1 iI'kmkjo. — Nicanor 0. i»kl 
Solar. — M. I». Daract. - 
IX E. I*A LACIO. - L. Loi'EZ 
CAtl.\N ILLAS, 



CAUSA CLXXVI 

Ppil l'iwtnsco Phrayosthü cu autos con don T. Toncili, sobre 
amsiitiit iihi de tribuna! arbitral, Recurso de hecho 

Sumario; La defensa que el artículo 18 de la constitución nacio- 
nal declara inviolable, no dehe ser ronfttndida con la repre- 
sentación en juicio, y no puede decirse desconocida porque 
se niegue a los procuradores el derecho de hacer aquélla. 

luso; í.o explican las piezas siguientes: 

ItlCTAMK.V Dj&t ir. PROCURADOR CKXKKAI* 

Bueno» Aire*, Abrí) 30 át 1H3 

Suprema corte : 

El recurso cNtraordinario que se trae ante V. E. en estos 
autos, no encuadra en las prescripciones en que viene fundado, 
ni en ninguna otra de las leyes 48 y 4055. 

V. E. no puede conocer de éf en virtud de que por disposi- 



82 



FALLOS CE LA CORTE SUPREMA 



i 



ción ild art. (5 de la ley 48, según la jurisprudencia fie V. E., la 
ap'ieaeión e interpretación de las leyes procesales está resent ía 
a los tribunales de provincia (en el presente caso los ordinario* 
de ¡a capital ). *in míe pueda recurrirse ante V. K. de un pronun- 
ciamiento de tai naturaleza. 

Se ha invocado, es cierto, a estar a lo manifestado p<>r el 
propio interesado en el escrito precedente, una cláusula eonstitu- 
rional, so-tcniendo «pie ella ha -ido violada, dc c dc rpie declara 
libre !a defensa en juicio, de la persona y de los derechos 1 art. 18 
de la constitución I. si» la limitación tpte íe ha -ido impuesta por 
la decisión recurrida, respecto a la misma de letrado en un escrito 
que presentara en mi carácter de mandatario de don francisco 
I 'ieragosHiu, 

Tal innovación no es suficiente para abrir el rectir-o. pne- 
la cuestión planteada ha -ido resuelta y considerada dentro de 
las prescripciones de la ley pn»ee-ai i|ue se le han aplicado, v n«> 
hay tugar a con -i* k ra r míe la cuestión sometida a decisión de los 
jueces haya sido 'a de inconslinieionalidad de la ley procesal. 

l'or otra liarte, el articulo 18 de la constitución reitérese,— 
-i-gñn V, l\. In ha declarado en el tallo del tomo página 78.— 
a la libre defensa de lo< que obran personalmente por si. y no a 
los mandatarios o procuradores judiciales, pudiendo las leyes de 
procedimiento exigir las condiciones cstahleeidas para el ejerci- 
cio tte sus funciones. 

InUTp-eiada en e-ta forma "a libertad de defensa dentro de 
las leyes reglamentarias que le -ean aplicables. — en el pre-ente. 
las de procedimiento. — no hay lugar a! recurso deducido y pido 
a \ . H. un pronunciamiento en este sentidu. 

julio Bofct. 

PALLO 1>K LA CokTK Sll'KK-MA 

Buenos Aires, Junio 1\ Út 191:*. 

AnJ-.- y ei-to^: t -l recur-o de hecho por apelación denegada 
interpuesto P*>r don j. A. l'errer. en representación de don l r ran- 
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cisco Pieragostini contra sentencia Je la cámara segunda de ape- 
laciones en lo civil de la capital en el juicio promovido ¡w>r aquél 
eomra don I-:, Tonclli. sobre constitución de tribuna! arbitral. 

V considerando: 

ÍJue para fundar el recurso extraordinario previsto en el 
artunKo 14, de la ley numero 48, sostiene el apelante qtfe e\ Ü0Q 
que le ordenó presentar con firma de letrado la demanda qué 
interpuso como apoderado de l'ieragostini, es violalorio de los 
articulo* 18 y U) de la constitución nacional. 

Que con arreglo a la constante jurisprudencia de esta corte, 
la defensa que el artículo 18 de la constitución declara inviolable, 
no debe slt confundida con la representación en juicio, y no 
pneíle decirse desconocida porque se niegue a los procuradores 
el derecho tjé bacer aquélla. ( Fallo*, tomo ;j, página 78). 

guc tajotpORO puede eslimarse violado el articulo 19 de la 
constittictón. desde que se reconoce un los «párrafos V \- VI de' 
escrito de interposición del recurso que el tribunal ha basado su 
resolución "en una interpretación de la ley procesal hecha en 
reiterados casos por las cámaras civiles", interpretación que, por 
-i iniMiin. no puede autorizar el recurso extraordinario deducido 
(articulo 15. ley número 48). 

Por ello, y de .-.informidad con lo dictaminado por el señor 
procurador general, no se hace lugar al recurro de queja y re- 
puesto el pape', arctiive*e. 

A. JIfiKMK.lO. — M. I\ Daract. — 
í>. E. Palacio. — L. Lón-z 
Caüax illas. 
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CAUSA CLXXVII 



uViiíi destilería Buenos Aires contra el Go&ierw .Yac tona!, por 

daños v perjuicios 

Sumario: í* lia proscripción del articulo 4037 del código civil 
no procede cuando se demanda el pago de daños y perjui- 
que se dicen causado* i>or el cumplimiento de una ley. 
_\ n La restricción contenida en e] artículo 7." de la ley 
número 3701, con arreglo a la cual "en las de -ti 1 cria-; de 
alcohole* o locales próximos a ellas, no .se podrán elaborar 
licores ni otras bebidas o productos que tengan por ba>e el 
alcohol", no es contraria a los artículos r4 y -iS de la consti- 
tución nacional. Dicha ley, al establecer la referida prohibi- 
ción, ha tenido en mira, principal mente, conveniencias fis 
cales y no motivos de higiene, seguridad o moralidad. 

J¡.° Xa obligación de indemnizar dentro de tos motivo- que 
informan el artículo 17 de la constitución^ que sirvieron de 
base a la ley número 1K9, y en el silencio a! respecto de la 
ley 3701, ni» puede ir más a'lá del valor de los derechos exis- 
tentes o adquiridos en el momento en que entró en vigor 
dicha ley, y cuyo goce i> ejercicio fué restringido o imposibi- 
litado por ella, 

4. '' Los articulos o/U y 904, y sus correlativos, del código 
civil invocado- domo f mi' lamentos de tina demanda pi>r da- 
ños y perjuicios, son inaplicables en Jos casos que están fuera 
de la esfera propia del derecho privado, por no mediar con- 
vención o contrato. 

5. " Aun en ca*os de veri bul eras expropiaciones, no pro* 
cede indemnización jior ventajas o ganancias hipotéticas. Kn 
el derecho común no son "as utilidades inciertas y lejanas, 
que no eo:i-iituyen derecho* adquiridos, las que la ley man- 
da abonar por la falta de cumplimiento de la obligación. 

( aso: tuQ explican las piezas siguientes: 
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Bueno? Aires ¡Septiemim: C de 160». 

\ vistas, estos a mu- seguido., por la suciedad au.Vnima 
"Oran Destilería de Buenos Aires* eontra ei Gobierno de la Xa 
Mil, por indemnización de llanos y perjuicios. ,1c M1 estudio, 

KIvSl I.T \ ¡ 

Qw a i v _• se prescita don Kduardo Rocha en mi carácter 
de director presidente de la mencionada sociedad, y expone : (hte 
lm] njü(i se fundó la suciedad que representa y la gran fábrica . 
correspundienle- al amparo de prescripciones constitucionales y 
■le las leyes y decreto., yfyéám a esa época, habiendo el poder 
ejecutivo nacional aprobado los esfabfos ríe la misma, en jo de 
lebrero dé 1806. los ( , U e establecen, comoobjetu principal, explo- 
tar durante treinta años en toda la república la fabricación om 
junta y comercio de licores y aleonóles. Que la coexistencia en 
el mismo local de la fábrica de alcoholes y licores fué autorizada 
por leyes y decretos muy anteriores a la ley numero 3761, ¡me en 
mi articulo 7," lo prohibe, habiendo la Piedad calvecido la 
explotación e:i la forma mte lo autorizaban las prescripción.-* 
vientes a la fecha de s» instalación, forma en (pie trabajó >in 
interrit]>ción durante e! año i*>S, sin so#éehar que leyes poste- 
riores desconocieran derechos adquiridos y atacaran ej patrimo- 
nio _v en su consecuencia la propiedad individual. Que en virtud 
de la ley 0$i el poder ejecutivo nacional, dictó el decreto regla- 
mentario cor respondiente, y a ]>esar de las protestas del recu- 
rrente, se obligó a la sociedad a suspender la fabricación de 
alcoholes, clausurando.**: la fábrica desde el 5 de enero de iHgy 
basta el 8 de diciembre dde! mismo año, en que se volvió a tra- 
bajar en virtud de un convenio especial y atentos los j>erju icios 
que el articulo 7.° de la referida ley ocasionaba, habiéndose 
signado 1111 convenio con fecha 8 de noviembre de (8q</. y su 
complementario de agosto 4 fie tooo. que establecían un Imite 
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máximo de producción sobre el gije pesaría en torios tos casos 
la lasa impositiva, y con e! fin de alcanzar el espíritu de la ley 
376r, cual era la cierta percepción del impuesto. O uc en marzo 2 
de ujoo. reclamó del car^o de 21.271. N peso* monería nacional 
une > e quena cobrar .ín derecho, prosperando las razones que 
en e^e sentirlo se adujeron, pem el |wder ejecutivo al declarar 
que procédw la exóher^ídrt- volvió a prohibir la coexistencia 
de la> dos fábricas en su trabajo conjunto, 110 obstante las perti 
tK-nte> consideraciones- informativas del administrador de im 
puestos. Que pidió reconsideración del decreto de \ de jmóo ríe 
1012. de-de cuya fecha existe la prohibición absoluta de trabajar 
con las dos fábricas conjuntamente, habiendo el poder ejecutivo 
confirmado definitivamente ese decreto en ü| de diciembre de 
1903, reír. «trayendo las cosas al año jKoo, !o que" iui|)or^ los per- 
pitidos varios que más adelante se expresan. Que en 29 de rhayo 
f'e ejoo. propu>o al poder ejecutivo nacional someter el caso a 
arbitraje a fin de evitar mayores perjuicios, y no obstante la opi- 
nión favorable de los asesores legales del gobierno, en cuanto a : 
derecho de la indemnización, la resolución futí negativa. Que los 
daños 3 perjuicios ocasionados y que cn>Men en la pérdida •»»« 
trida y en la utilidad que se ha dejad-, de percibir con motixo de 
la clausura < ordenada en cumplimiento de la lev que se ¡hlpugna, 
son los simientes: t." Aumento ríe personal para atender las d^i 
fabricas funcionando separarlas y pérdida del beneficio de ooder 
usar los carros de la íicoreria para el transporte del maíz, lo que 
(tace necesario el empleo de dos carros diarios, importando am- 
bas partidas en 24 años que f a ] tan ,,ara ta terminación del con 
trato la suma de 475.200 pesos moneda nacional. 

2* Desmontar y volver a montar el nuevo local que *e cons- 
truya, la maquinaria exigente. ¿8000 pesos moneda nacional. 

,í." Abandono de! edificio ile la destilería, pues esa construc- 
ción quedaría inutilizada. 140.000 pesos moneda nacional. 

4. " Construcción o reconstrucción en un nuevo terreno, o 
alquiler de un nuevo edificio para la instalación de la destilería. 
140.000 pesos moneda nacional. 

5, " Sueldos de dos peones ocupados ¡,ara la conservación de 
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la< máquinas durante el tiempo que ja fábrica ha permanecido 
claiiMirnda Ü.j^o pesos moneda nacional. 

6. " Pérdidas de beneficios que produce la diferencia entre 
el precio de costo y el de venta dei alcohol en 55 mese*, á razón 
de 103.000 litros c|iie Sa fábrica producía por mes 534.1S7.5n pe- 
sos moneda nacional, 

7. " I Vrjiiiciiis sufrido* por la reventa del maíz y otras mate- 
rias primas (pie fué necesario vender en virtud de la prohibición 
de seguir trabajando, j _>oo pesos moneda nacional. 

S." (ía-t<«s ocasionados en volver a poner en marcha la ma- 
quinaria, j .500 posos moneda nacional, todo lo cual forma un 
total de i.iorM37-5 l ,Cfi o> moneda nacional. |ior cuya suma, con 
mus su> intereses se fornida la presente demanda. Funda mi dere- 
cho en los artículos tg, 14. 17 \ jS de la constitución nacional y 
en los artíeaíos 5 1 tj. 5 jo. 903 y 904 del código civil. Qtte aun en 
la hipótesis de que la lev 37! m. fuera de orden públieo, ipte im ],, 
es. no se deduciría de ello que no baya por parte del ¡wder pú- 
h'íeo, la obligación de indemnizar, pues .-i bien es cierto que Ci ul- 
tra esa clase <Ie leve.-, no hay derechos irrevocablemente adquirí- 
dos. esos derechos >e indemnizan : peru que la ley te reglamen- 
tación contra el fraude del contribuyente, de simple defensa a 
favor de: recaudador del impuesto y de previsión en cuanto a la 
misma renta, lo que 110 puede darle el carácter de ley de 1 rdeu 
publico. Ku mérito de las o ;ii>i leí ¡acií .ne> expuestáSj pide tjüe en 
definitiva se condene al Gobierno de la Nación al pago de la 
suma, expresada de un millón ciento noventa y nueve mi! tre>- 
eientos treinta y Mete pesos con cincuenta centavos mi moda na- 
cional, con más sus intereses y las costas del juicio en razón de 
íós daños y perjuicios ocasionados con la aplicación de la ley 3701 
que impugna de inconstitucional. 

Que corrido traslado de la demanda lo evacúa a ís. 17 el 
señor procurador fiscal, quien dice: tjue la lev 37(11. -pie el actor 
impugna, es perfectamente constitucional, pues el art. 14 de la 
carta fundamental tiene una limitación bien expresa al decir que 
las Itljcrtades se ejercitan conforme a la,> leyes que reglamenten 
su ejercicio, corres] tundiendo esa facultad reglamentaria al ho- 
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norable congreso como lo expresa c! inciso 28 del articulo 67 de 
ta constitución. Que el articulo -." de la impugnada 110 desconoce 
ni ataca la litwrtad de industria, sino que determina la forma de 
ejercerla, siendo una medida de mter¿> público» para separar dos 
industrias por razones de higiene' y control de !a renta. Que ¡xu 
otra parte la ley 3761, es de orden público por concurrir en ella 
ln- eireim-taneia- que dan (al carácter a !a- leyes citando la opi- 
nión de haurent y Mercadé. quienes dicen, que es necesario haya 
de por medio un interés genera! liten evidente y de un estado de 
eosfts que e! legislador tiende a mantener como útil o aun nece- 
sario para la sociedad. lo que en el presente caso ocurre, pues» 
00 solo >e trata del interés general de buscar mayores garantía^ 
para la pcreqición de la renta, sino también facilitar la policía 
<|Ue debe controlar y asegurar la condición del producto. Que los 
derecho -, que dice el actor tenia antes de la >a lición de la ley 3761 . 
no eran derechos irrevocablemente adquiridos en virtud del ca- 
rácter de t -a !e\. y no pudian constituir e! derecho de propiedad 
que ampara el an. 17 de la constitución y que define el art. 2500 
del código civil l>or tratarse de simple- facultado para e! ejerci- 
cio de una industria que la constitución confiere con la* limita- 
ei< -lie- ante- expresada-, 

One las disposiciones del código civil que el actor invoca en 
su favor, no son aplicables en el presente caso, pues la nación no 
ha contraído con la parte aetora, obligación de ninguna clase de 
las eme trata el art. 533 del código citado. \mr lo (pie tu » hay con- 
trato ni cuasi contrato, ni ninguna otra causa productora de una 
obligación civil. Que para e! caso muy improbable de que «ilgún 
derecho o indemnización se reconociera, protesta del monto exa 
gerado en grado extremo, en que e! actor estima los perjuicios. V 
finalmente, que el derecho míe el actor pudiera tener se hallaría 
prescripto con arreglo a i» dispuesto en el art. 4071 del código 
civil, defensa que opone en favor de la nación. Mide que en mé- 
rito de las razones expuestas >e rechace la demanda con especial 
condenaeJón en costas. 

Abierta ia caii>a a prueba -o produjo la que expresa el cer- 
tificado del actuario, corriente a fs. qa sobre cuyo mérito han 
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alegado la?; partes sus escritos de f*>. 0,4 a fs. 1 1 1 y de K 1 1 ^ 
a fs. J17, con lo que se Hamo aulos para sentene ; -i, habiéndose 
decretado para mejor proveer la providencia de fs. 139. 

Y considerando : 

Que la primera cuestión a resolver en el presente caso, es la 
relativa a la prescripción opuesta como defensa por el señor pro- 
curador fiscal en sn escrito de fs. , prescripción que se encuen- 
tra recula jior el art. 4037 de! código civil, dada la naturaleza de 
la acción que se ejercita en el caso sttli judia-, y los términos en 
que está concebida la demanda, 

CJue de las constancias de autos resulta comprobada la cir- 
cunstancia de no haber corrido d plazo de un año que establece 
como término de la prescripción el articulo citado en el conside- 
rando anterior, a causa de haber sido interrumpido en diversas 
ocasiones por actos directos del actor, demostrativos de su deci- 
sión de hacer valer en todo momento sus derechos, no habiendo 
incurrido por tanto en el olvido y abandono, que es fundamento 
de la institución de la preserijH'ión. Así, el señor procurador fis- 
cal en su escrito de contestación a la demanda, reconoce tácita- 
mente lo aseverado por el actor respecto a Jas gestiones hechas 
POT el mismo ante el ¡xider ejecutivo nacional, con motivo de la 
ultimación hecha por el señor administrador de impuestos ínter- 
in >s sobre separación de fábricas de licores y de alcoholes de pro- 
piedad de la sociedad Gran Destilería de 1 Sueños Aires, como asi 
también e! arreglo celebrado posteriormente entre la misma y el 
poder ejecutivo, en virtud del cual ambas fábricas continuaron 
funcionando conjuntamente, siguiéndose las gestiones ante el in- 
dicado poder que por decreto de diciembre de 1903 se resolvió 
definitivamente la separación de las mismas. 

Que i>or otra parte, con el informe corriente a fs. . solici- 
tad" para mejor proveer queda justificado que el actor interpuso 
demanda contra el ]>oder ejecutivo en virtud de los hechos reali- 
zados con fecha 19 de diciembre de upo ante el juzgado federal 
a cargo, entonces, del doctor Gaspar Kerrer, y s¡ bien ese tribunal 
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se declaró incompetente por no haber el actor solicitado venia 
<lel honorable congreso para demandar a la nación, la demanda 
interpuesta en tales condiciones era cansa bastante para inte- 
rrumpir la prescripción, de acuerdo con lo dispuesto en c; artícu- 
lo 4020 de¡ código civil y según lo tiene resuelto la jurispruden- 
cia ile la Kxeina. suprema corte, concordante con e! mismo. 

Une declarada la incom|>etcncia en el juicio primeramente 
iniciado y a <|iie se refiere el considerando anterior, e! actor no 
podía accionarse hasta tanto no obtuviera la venia necesaria pa- 
ra demandar a la nación, encontrándose por otra parte interrum- 
pida la prescripción como anteriormente *c c.-tabiccc. y r»:ci- ; n 
pudo hacerlo como efectivamente lo hi/o. interponiendo la píe 
H*nte demanda, cuando se le otorgó e-a venia, sin que desde la 
fecha en que ella le fué cunee lida hasta que se inició este juicio 
haya corrido el término de un año exigido ]*>r el artículo 40^7 
del código civil ¡tutes citado. 

Por estas consideraciones el juzgado rechaza ta prescripción 
opuesta pir el señor procurador fiscal, en su escrito de contes- 
tación a la demanda, corre-q* ndieudo en consecuencia pronun- 
ciarse sobre el buido de la reclamación deducida. 

One estudiado con tal fin el caso sub judkc, rcm'ta que el 
actor funda su derecho para reclamar de' gobierno nacional, in- 
demnización de daños y perjuicios, en la ineon-titueíonaUdad de 
la lev 3761 que prohibe en mi artículo 7» la elaboración conjunta 
en ln< mismas fábricas de alcoholes y tieore.-. lo que importa res- 
tringí la libertad de industria amparada por nuestra carta fun- 
damenta', y que ataca la expresada ley, sin inspirarse en razones 
de higiene o seguridad pública, que pudieran darle Ikisc c mstitu- 
. eional . 

(Jue en virtud de lo alegado, corrcsiwnde examinar sí la 
citada ley está en contradicción con principios de nuestra consti- 
tución y menoscaba derechos que ella reconoce o ampara, en cuyo 
caso seria procedente la reclamación de perjuicios intentada por 
el actor y correspondería en consecuencia la apreciación de lu- 
da ños sufridos, 

Que es indiscutible la facultad que el congreso de la nación 
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tiene. ;tl legislar, fie reglamentar el ejercicio de los derechos que 
la constitución consagra, peto también es indiscutible míe dicha 
facultad nq puede ser ¡¡imitada, porque si asi lo fuera se llegaría 
a anular o hacer imposible el ejercicio de eso* derechos, en con- 
tra de lo expresamente establecido en el art. 28 de la constitución. 

One del estudio de la ley número 3761 surge evidente í|ite 
e: espíritu de la misma es asegurar la mejor percepción déla reñ- 
ía ]>or parte del poder administrador, ti 11 que ptido alcanzarse 
por otros medios» sin atacar derechos adquiridos que la ley ilebia 
respetar. , 

(Jue si bien, como lo establece el art. 5." del código civil, 
nadie puede tener derechos irrevocablemente adquiridos contra 
una ley de orden público, tal precepto legal no es de aplicación 
en el caso sub judie e, pues la que se impugna de inconstitucional 
no reviste aquel carácter. En efecto, no estantío la disposición 
une se impugna encaminada claramente a proteger un interés de 
sal 11 bridar! general u otro de Índole análoga que sea de interés 
social, no puede ser considerada como disposición de orden pú- 
blico y sería solo una ley de reglamentación contra el fraude del 
contribuyente y de previsión en cuanto a la renta misma, una ley 
en fin de interés general, como se supone que deben ser todas las 
leyes, pues en realidad delie entenderse siempre que toda dispo- 
sición legislativa es inspirada y se dicta con nn objeto más ó me- 
nos útil a la sociedad en la cual debe ser aplicada. 

(Jue sentado, pues, que !a disposición legal que se impugna 
no reviste carácter de orden público, es evidente que el congreso 
nacional al dictarla no ha podido desconocer los derechos adqui* 
ridos y ejercitados ya por terceros, máxime cuando como se sos- 
tiene en la demanda, al plantearse el establecimiento de la socie- 
dad adora se confió en disposiciones expresas de leyes preexis- 
tentes y decretos reglamentarios del ]>oder ejecutivo: no se ha 
podido mies restringir el derecho de trabajar y de ejercer una 
industria lícita y aun el de propiedad mismo, en el cual según el 
articulo 2513 deJ código civil está incluida la facultad de servirse 
de !a cosa, usarla y gozarla conforme a la voluntad del propie- 
tario. 
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(Jue no obstante la* consideraciones precedentes que j istifi- 
can eJ derecho que et actor ejercita en el presente caso, y aun 
partiendo ríe la base que el honorable congreso tuviera facultades 
constitucionales para dictar leve* retroactivas, c.r ^oj/ fmto t 
toda vez que ¡a prohibición (pie existe no emana de Ja constitu- 
ción y -\ de los códigos comunes, es indudable que tal facultad 
no podría ser ejercitada sin limitación alguna; sino, por el con- 
trario, exeepeionalmentc y sólo cuando un verdadero interés so- 
cial y ile orden público a-» i lo exigiera, i extremo é«le no compro- 
bado en el caso presente), y esto por los perjuicios que a raíz de 
?a sanción de tal ley se ocasionaría a los intereses sociales en 
genera 1. 

tjue >i con cesión de esa ley r.r post /««*/<>, se lesiona un 
derecho ya adquirido que constituye un ver ladero derecho de 
propiedad, del cual nadie puede ser privado, y que Se ejercitaba 
tle acuerdo y protegido por leyes especiales como cu el presente 
caso, es justo y de alta equidad se indemnice a la parte actora 
de! perjuicio realmente sufrido, puesto que al ejercer su indus- 
tria en la forma en que 16 bacía Usala de derechos reconocidos y 
garantizado^ por nuestra carta fundamental. 

Que. en consecuencia- el juzgad» conceptúa procedente .! 
derecho de la parte actora para exigir la indemnización reclama- 
da, en virtud de lo> principios constitucionales invocados, de los 
que consagra los artículos 1 too. y iiij del código civil y pur 
analogía lo dispuesto en el articulo jí i i del mismo código. dis- 
posiciones ¿s-tíH últimas que no stm sino ja reglamentación de 
aquellas. 

One en cuanto a la existencia y monto de ios perjuicios su- 
fridos, dado que el señor procurador fiscal desconoce expresa- 
mente los que se reclaman en la demanda i>or conceptuarlos 
excesivos, es menester examinar la prueba producida a! respecto 
por la parte neto ra. 

Qué con este fin lo único que el juzgado puede tomar en 
consideración, es c' informe pericial corriente de fs. a y 
ello re-ipecto a las partirlas reclamadas en la demanda que sean 
susceptibles de prueba pericial debiendo rechazarle las justifica- 
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ciónos que pudieran resultar ele las actuaciones producidas en e! 
juicio anteriormente iniciado y que corren testimoniados de 
f& 33 a fs. 67. ¡K>r cuanto lo fueron ante juez incompetente, 
careciendo en consecuencia de toda eficacia y valor legal, de 
acuerdo con lo establecido constantemente por la jurisprudencia 
de !a Excnia. suprema corte, entre otros casos en los fallos que 
se registran en los lomos pág. 175; 7*, pág. 312; to, pág. 177; 
2 'o : 3^ pág. +20 í 4^- I>ág. 102, y 49, pág. 501 . 

<¿ue examinando el informe pericial antes citado, el juzgado 
acepta las conclusiones a que llega, únicamente en loque se refie- 
re a fes partidas ¿\ 4." j r,.\ qiIC se reclaman en la demanda, 
aceptando la última referida, porque si bien no se ha comprobado 
en aulos en debida forma el empleo de peones para conservación 
de la maquinaria, ni el sueldo que los mismos ganaban, es lógico 
suponer que esos peones se emplearon por ser imprescindibles 
sus servicios, juzgándose por otra parte equitativo el monto a que 
se hacen ascender los sueldos devengados. 

Qm en to referente a la pérdida de utilidades que se recla- 
man en la demanda y a la ocasionada por !a diferencia en la re- 
venta del maíz existente en la fábrica clausurada, no se ha com- 
probado en autos en forma alguna la pérdida que se alega, no 
pudíendo tomarse en consideración a este respecto el informe 
pericial, por cnanto ello no es materia de prueba de peritos, desde 
que se t ra tal»a únicamente de la justificación de hechos que se 
decían producidos, habiendo además el señor perito nombrado 
tomado como base ]>ara las conclusiones a que arriba, las propias 
mani íestanones de la parte actora. razones j>or las cuales el juz- 
gado rechaza las partidas mencionadas; como así también U 
primera, segunda, quinta y novena a que se refiere el informe 
pericial, por las razones que en el mismo se expresan y que c l 
juzgado hace suyas. 

Por estos fundamentos definitivamente juzgando, fallo: 
haciendo lugar a la demanda interpuesta contra el gobierno d: !a 
nación por don Eduardo Rocha en su carácter de presidente de 
la sociedad Oran Destilería de Buenos Aires, sobre indemniza- 
ción de daños y perjuicios, y en consecuencia declarando que el 
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gobierno nacional está obligado a jiagar a la sociedad actora la 
suma de ciento cuarenta y seis mil doscientos cincuenta pesos 
moneda nacional, con más sus intereses a estilo de flanco desde 
la feclia de la inteqjosición de ta demanda, sin especial condena- 
ción en costas dadas las conclusiones de !a presente sentencia. 
Xotifiquese original y repónganse las fojas. 

Asi lo pronuncio, mando y firmo en la sala del despacho de! 
juzgado, en !a capital de !a república techa tií snpra. 

Agustín i r rdmárram. 



SKNTR.WIA I»K LA t\UI.\fc\ FEDERAL 

Buenos Aires, Febrero 24 de 1811, 

V vi>tos y considerando: 

i." (Jue se ha opuesto por la parte demandada la excepción 
de prescripción fu ndada en el articulo 4037 ,óihgo civil, según el 
cual se prescribe ¡kt un año la resjxinsabilidad civil por daños 
cnu>ados por delitos o ouasi delitos. Dicha excepción es im[iro 
«denle, pi>r cuanto no se trata en el caso sttb jttdkc de una ac- 
ción por indemnización de perjuicios ¡impedentes de :a ejecución 
de un delito o cuasi delito. 

I>csde luego, y f>riimi facic, íip puede reputarse como delito 
o cuasi delito el himple cumplimiento Je una ley:. un debito es 
un acto ilícito y este sólo eáisté cuando se consuma un acto vo- 
luntario expresamente prohibido por las leyes ordínp.; ¡as. Muni- 
cipales o reglamentos de policía, articulo loíifi código civil. 

Dar cumplimiento a la ley de que se trata en el presante 
juicio, no puede implicar por definición, la comisión de un delito, 
desde (pie. en maiem civil. e¡ delito es el acto ilícito ejecutado a 
sabiendas y con intención de dañar la persona o los derechos de 
otro. art. lo;.?, código civil. 

Kn el caso sttb fitdkt', no se trata tampoco <U* im cuasi delito. 
— f\>ncr en ejecución una ley, por la autoridad correspondiente, 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



no significa consumar un acto por culpa, imprudencia, temeridad 
o negligencia ; no puede imputarse entonces al jxíder ejecutivo 
que haya consumado un cuasi delito, art. noy. 

Si en los presentes autos se tratara de hacer efectiva una 
responsabilidad civil emergente de un delito o cuasi deliro, al 
reclamarse la indemnización, se habría pedido y debería acor- 
darse que se restituyeran las cosas al estado anterior al perjuicio. 

Si fuera un acto ilícito el haber hecho separar la destilería 
■de la licorem? hatoía- derecho de hacer cesar-dicha separación, 
por cuanto la forma primaria de reparar un daño, es hacer cesar 
el hecho que lo produce, sin perjuicio de indemnizar los daños 
<iue por lucro cesante o daño emergente hubiere producido. Sin 
embargo, en la presente causa, no se trata de impedir el cumpli- 
miento de la ley: se procura sólo que el estado indemnice las 
pérdidas e intereses (pie su aplicación ha causado a la parte 
demandante. 

Xo hay lugar, pues, a la aplicación del art. 4037, código civil, 
y [x>r esto no se hace lugar a la excepción de prescrijKrión opuesta 
en la contestación de la demanda. 

2.* Que la parte actora manifiesta en su escrito de demanda, 
que habiendo instalado en un mismo local una fábrica de destila- 
ción de alcoholes y otra de licores, de acuerdo con las leyes y 
decretos vigentes en la época de la instalación, se dictó con mu- 
cha posterioridad la ley número 3671. que en su artículo 7* dís- 
ix>ne que, en las destilerías de alcoholes, no se puede elaborar 
licores ni otras bebidas que tengan por base el alcohol ; que esa 
ley es inconstitucional, en virtud de lo dispuesto en los artículos 
14. 1 7 y 28 de la constitución nacional. 

La disposición contenida en el articulo 7.0 citado, conside- 
rada en sí misma, no es inconstitucional. 

Si por el articulo 14 de la constitución nacional, todo habitante 
del país tiene derecho de ejercer cualquiera industria licita, tam- 
bién es cierto que en su ejercicio deben observarse las leyes que 
lo reglamenten. Establecer que no pueden existir en un mismo 
local una fábrica de licores y una destilería fie alcoholes importa 
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simplemente reglamentar el ejercicio de e-as industrias para e:r 
adelante, sin que con ello se desnaturalice o altere el derecho. 

La ley número 3671 tiene el carácter de tma ley de impues- 
tos y encierra disposiciones reglamentarias encaminadas a ase- 
gurar su más exacta fiscalización y control y la percepción más 
fiel; ella emana de la facultad legislativa de formar la renta riel 
estado, dictando las leyes y reglamento- del caso, art. 4. art. 67. 
incido _>8. constitución nacional. Esa ley no puede considerar-e 
inconstitucional, desde que en su aplicación no lia de herir ningún 
derecho legítimamente adquirido, ni ha de afectar ninguna de la> 
decoraciones, derechos y garantías aseguradas por la constitu- 
ción rie la nación 

y KJ demandante afirma que la aplicación del articulo ;■ 
cita-'o. te ha causado perjuicios de consideración, que la méáii 
ptk ol>l ; gada a re-arcirie. 

Kl ministerio fiscal, sostiene que la ley número 3671. es rie 
orden publico > que. por consiguiente, ha procedido su aplica- 
ción inmediata, sin que de ello pueda resultar a la nación, ¿Miga 
ción a'.guna de indemnizar, en virtud dé] articulo 5." del código 
civil. 

Kl inferior, desestima con raz.'sn esta defensa y da al articu- 
lo 7." -u verdadero carácter de disposición reglamentaría, cen- 
tra el fraude poMhlc del contribuyente y de previsión, e i cuanto 
a la renta misma, desde que tiende a asegurar la mejor percep- 
ción de la renta rie alcoholes. 

IVir más dificultades que se ofrezcan para dar una noción 
segura y comprensiva, respecto a lo que hay qué entender por 
leyes rie orrien público, se puede afirmar desde luego que el ar 
ricuio 7." no se hallaría comprendido en la noción jurkliea : t ne 
se diera al efecto. 

En cualquier caso puede presentarse una noción más exacta 
que ¡a que ha formulado el ministerio fiscal en estos autos y que 
¡e ha >ervido especialmente jiara clasificar e! artículo 7» de la 
ley número 3671 entre las disposiciones de orden público— Afir- 
mar, como lo hace el ministerio fiscal, que lo que dispone dicho 
articulo, tiene carácter rie ley rie orden público porque mira el 
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"interés general", es aducir una consideración elemental y de 
orden común a toda clase de leyes, y no especial a las que pue- 
den considerarse de orden público. 

Ya sea que se tome el concepto sintético de Dnvergier y se- 
gún el cual son leyes de orden público, las que tienen por objeto 
garantir la seguridad de los ciudadanos y míe están destinadas 
a conservar la paz del estado; ya sea que siga la enseñanza de 
liaudry-Laeaiitmeric, sobre esta materia, lo cierto es que el ar- 
ticulo j." no presenta la fisonomía propia de una ley de orden 
público. "Entre la ley que interesan el orden público", dice Uau- 
dry-Laeantincric, se deben colocar las eme reposan sobre con 
eeptos reputados por el legislador, como esenciales al manteni- 
miento de la existencia de la sociedad, «al como él la quiere. 

Se necesita investigar, agrega, si cuando se infringe Kfuí 
disposición legal, se sigue de la infracción una alteración más 
o menos grave de la organización general, de la estructura so- 
cial, y en caso de que esto ocurra, debe considerarse que la ley 
violada es de orden público. ( Derecho civil, tomo J, núm, 268). 

Aplicando a la presente cuestión los principios anteriores, 
se encontrarú que lo dispuesto en el articulo 7. , no implica una 
ley de orden púMico. 

Si !o dispuesto en dicho articulo no se llevara a cabo, esto 
es, si omíinuaran coexistiendo en un mismo loca!» las licorería* 
y destilerías, no resultaría una agresión a los principios funda- 
mentales de la organización social. 

Y tan cierto es esto, que el mismo poder ejecutivo, lia per- 
mitido la existencia de la licorerta y destilería en el edificio de 
propiedad del demandante, sin que esa coexistencia haya afee 
tado ningún principio relativo a la estructura social, sin que por 
ello se haya sentido herido directa ni indirectamente el derecho 
de la comunidad a su propia conservación. Si el articulo 7° no 
trata de impedir la continuación de un estado de cosas contra- 
rio a la seguridad de los ciudadanos, a ¡a paz del estado, a prin- 
cipios de organización i>olítica. de organización social, de orga- 
nización económica, a principios de orden moral, en cuya obser 
vancia la sociedad está radicalmente interesada, porque entien 
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de que el mantenimiento de esos principios es !a base de su pro- 
pia existencia (Raudrv-I^caminerie, obra citada, núm. 260), si 
dicho artículo sólo tiene por objeto procurar el establecimiento 
de un nuevo sistema de fiscalización y de control, a fin de ob- 
tener por ese medio el aumento de la renta dificultando o ha- 
ciendo imposible e! fraute; si ese artículo busca una utilidad fis 
cal, mayor que la que se obtenía, bajo e! régimen de la coexis- 
tencia de las ticorerías y destilerías en el mismo local, se com- 
prende que esa ventaja no debe procurarse i»erjitd ¡cando a in- 
dustriales que han fundado sus industrias y las han explotado 
de a cuerdo con las leyes en vigor en la época en que las estable- 
cieron, y que si continuaron explotándolas bajo esas mismas: le- 
yes, no llevarían un ataque al orden, a la paz, a la conservación 
de la suciedad. 

Si el estado procura el aumento de sus rentas, por nuevos 
regímenes de fiscalización, no puede hacerlo en perjuicio de de- 
rechos legítimamente adquiridos; si hace cesar esos derechos, 
debe indemnizar los perjuicios que canse, porque esa cesación 
importa la perdida de una propiedad. í A.ts. 002 a 904, U-12 v 
251 1 del código civil ). 

Por consiguiente, en el raso sub jitdíic t la nación está obü 
gada a reparar los perjuicios que la aplicación del artículo 7» de 
la ley número ,167!, ha>, 4 causad" a !a Oran Destilería Ruenr>> 
Aires, 

4* l Jiw entre los daños y perjuicios reclamados, figuran los 
de que se hace mérito en los números 3.°, 4." y del párrafo [I. 
del escrito de demanda. El inferior, ha aceptado e! reclamo en 
— términos que *e consigna en las partidas 3.*. 4." y (V del in- 
forme pericial, de fs. 80 y por los fundamentos que en él se ex* 
presan, Este tribunal encuentra admisible dichas partidas, jwr 
los fundamentos establecidos en el considerando respectivo del 
fallo apelado. 

5> Que en cuanto a las partidas 1.', 2/. 5." y 9/ del párra- 
fo ÍI del escrito de demanda, este tribunal encuentra que han 
sido desestimadas con fundamento por el fallo apelado. 

6.° Que el demandante en su esfrito de fs. 28. ofreció como 
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parte de su prueba, entre otros testimonios, los siguientes que 
obraban en el expediente seguido ante el señor juez federal doc- 
tor Gaspar Ferrer, c&raí$|íb "Gran Destilería de Buenos Ai- 
res\ contra el "Gobierno nacional", |>or daños y perjuicio-; de 
elaración de los testigos señores: Eugenio Mattaldi, Francisco 
Orí fiero, Pedro Gritfero y Emilio A, Pellet, compulsa de libros 
Ii eolia [K)r el escribano Dalmiro Magan. 

El inferior proveyó de conformidad, en virtud de lo cual st 
agregaron los testimonios de fk 33 a fs. 07. 

Sin embargo, en !a sentencia definitiva de fs. 148, se resuel- 
ve no tomar en cuenta dichas diligencias de prueba, por cuanto, 
según en ella se establece, se han practicado ante juez incompe- 
tente y son. por consiguiente, nulas y sin ningún valor. 

Desde luego hay í|iie tener presente que esas diligencias de 
prueba, se rindieron en un juicio sostenido entre ¡as mismas par- 
tes que signen el presente; (pie aquel juicio y el actual, han ver- 
sado sobre la misma é idéntica materia: y que la causa, en uno 
y otro expediente, es exclusivamente de competencia federal, ha- 
biendo en ambos casos tramitádese ante la justicia federa!. So- 
bre todo, lo que procede tener en cuenta en este caso, es. :pie la 
prueba consistente en los testimonios agregados, no ha sido en 
momento alguno observada, ni desconocida por la parte deman- 
dada. li\ ministerio fiscal, pudo impugnarla después de ofrecida 
y con mayor ra*>n, en el alegato sobre ía prueba ; y sin embargo, 
no ha formulado a su respecto la más mínima objeción. Los do- 
cumentos presentados como prueba, cuando no son desconocidos 
por la parte contra quien se presentan, no corresponde que el 
juez los desestime de oficio y sin examen. 

Por consiguiente, procede que se aprecien los testimonios 
de fs. 33 a fs. 67. 

La partida más importante de las reclamadas por !a pane 
actora es la relacionada en el número 7 del párrafo II, del e-crito 
de demanda y a que se refiere la partida j.\ del informe pericial 
de fs. 8o. y que se estudia en el número 7 de dicho informe. 

Allí se hace mérito de los daños y perjuicios que la Gran 
Destilería Buenos Aires afirma haber sufrido, como consecnen* 
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cia inmediata de la clausura del establecimiento. La parte actora 
afirma que tuvo clausurada la destilería durante 55 meses ; que 
ct término medio de producción mensual de alcohol, es ciento 
cinco mil litros; que durante el término de la clausura forzada, 
debieron destilarse cinco millones, setecientos cincuenta y cinco 
mil litros, qtie el precio medio de costo en la época de la clausura 
deducido el impuesto, fué de dieciséis y tres cuartos de centavos 
por litro y el precio de venta, veintiséis centavos, lo que debí,» 
dejarle tin beneficio de nueve centavos y un cuarto por litro; que 
entonces, ha sufrido un perjuicio efectivo de quinientos treinta 
y cuatro mit ciento ochenta y siete pesos cincuenta centavos, du- 
rante los 55 meses. 

Corresponde examinar si este cargo es procedente en prin- 
cipio y, si siéndolo, ta parte actora ha probado el monto del daño. 

La clausura forzosa de la destilería, ha privado sin duda a! 
interesado del derecho ejercido en virtud de un derecho creado 
y protegido por la ley. La etalio ración y venta del al eolio!, le 
daba una utilidad pecuniaria de la cual se le privó; hay pues un 
lucro de que se encuentra desleído, artículos 518, 520, ioí&, 
1069 ódigo civil. 

Admitida la procedencia del cargo, es del caso examinar si 
se ha probado el monto de! perjuicio. Si las declaraciones de ¿os 
testaos Mattaldi. Cri fiero y t'cllet. se refieren a este punto, el 
tribuna!, no se halla en situación de resolverlo, por cuanto los 
testimonios agregados, son incompletos y nada prueban en ta 
furnia en que se han testimoniado. Kn cuanto al tiempo en que la 
destilería ha estado clausurada, la cámara admite que ha sido de 
55 meses, por cuanto esta afirmación rio ha sido desconocida poí 
la parte demandada. 

Respecto a que el término medio de elaboración mensual ha 
debido >er de 105.000 litros, se admite cotilo probada esa canti- 
dad, por cuanto et perito en su informe de foja- 80, dice que así 
:o ha comprobado en los diferentes establecimientos que ha visi- 
tado, y porque de la compulsa practicada por el escribano d<m 
Dalmiro Magán. resulta la siguiente fabricación en la destilería 
Bueno* Aires: en los meses de abril, mayo y junio, iofu/í<o !i(r.i>. 
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loS.ySo litros y 105.125 litros, respectivamente, lo que da 1111 pro- 
medio de 105.000 litros por mes. 

En cuanto al costo de elaboración y precio de venta fiel litro 
de alcohol, afirma el perito que ha ocurrido a diferentes puntos 
de información y que lia llegado a establecer por los libros y 
facturas que ba revisado, que durante el período de la clausura, 
el término medio de costo de producción fie: alcohol y el término 
medio del precio de venta, son los calculados en la demanda, de 
mudo que la utilidad que debió obtener la destilería y de que se 
ha visto privada, es de 534. 187 pesos con 50 centavos. Kl perito 
reduce sin embargo esa suma a ta de 490.7 \2 pesos con 50 centa- 
vos, en razón de los (lias que necesariamente debió estar parada 
la fábrica, jxir causa de limpieza general y reparaciones. 

El tribunal encuentra procedentes las conclusiones a que 
^ bre este punto llega el dictamen pericial. 

Con respecto a la diferencia |«>r reventa de maíz, de que 
Trata la partida 8.' del dictamen pericial, el tribunal no lo admite 
jK*r no encentrarla suficientemente comprobada. 

I'or. estos fundamentos y los enneordantes del fallo apelado, 
>e resuelve: Hacer lugar a la demanda interpuesta contra el go- 
bierno de Ja nación por don Eduardo Rocha, en su calidad de 
presidente de la "(Irán Destilería Buenos Aires ', sobre indemni- 
zación de daños y perjuicios, y en consecuencia se declara (pie el 
gobierno nacional está obligado a pagar a la sociedad actora: 
i.* La suma de "ciento cuarenta y seis mil doscientos cincuenta 
pesos moneda nacional", por los conceptos expresados cu el fallo 
apelado. 2° La suma de 'cuatrocientos noventa mil setecientos 
doce pesos con cincuenta centavos moneda nacional por los con- 
ceptos expresados en el considerando (»• del presente fallo. 3, 
Los intereses de las sumas expresadas en los números anteriores, 
*egún estilo de banco, desde la fecha de la interposición de la 
demanda, quedando en estos términos reformada la sentencia 
apelada. Abónenle las coalas de ambas instancias en el orden 
causado. Xotifiquese. devuélvase y repónganse los sellos ante el 
inferior. 

Angel D. Hojas. — Angel I-cncira 
Cortés. — Juan li. García. — 
Daniel Coytía (en disidencia). 
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Buenos Aun, junio 2H de I9IX 

Vistos y considerando: 

U' Oue. según lo establece acertadamente la sentencia ape- 
lada de U. l;,,. es improcedente en el caso sub jtidke, la encell- 
en m de iire.cripei.rn. <Arts. ,066, io 7 * y 4037, coligo civil». 

J." Q«e la restricción contenida en el articulo 7." de la lev 
número con arreglo a] cual, "en las destilerías de alcoholes 

en loóles próximos a ellas, no se podrán elaborar licores ni 
otras bebidas o productos que tengan por base el alcohol" ih> es 
contrana a los artículos 14 y 28 de !a constitución nacional, de 
que hace mentó la actora. pues, prescindiendo de la naturaleza 
especia! de esas industrias, el honorable congreso lia estado fa- 
cultarlo para adoptar las más rigurosas medidas tendientes a im- 
pedir el mude en el pago del impuesto establecido sobre ellas, 

1 rallos, tomo 1 15, pág. 4J1 

3." (Jne en lo que respecta a las indemnizaciones reclamadas 
ellas ,on procedentes en principio porque la lev 3761, como lo 
demuestra dicha sentencia, y puede además inferirse de los ante- 
cedentes de su discusión parlamentaria, (Diario- de Sesiones de 
la cámara de diputados. i8y8. ||. paginas 169, 364. 368. _| lo y 
ntras). al prohibir el íuncionamiento en el mismo local de fábri 
cas ^ alcohol y de licores, que hasta esa fecha era permitido 
urticu.o ty. constitució i nacional ; articulo s| del decreto regla 
memariu de febrero ,. «■ de y otros), ha tenido en mira prin- 
cipalmente conveniencias fisca:es y no mo:i.os de higiene, segu- 
ndad o moralidad públicas, (articulo 17, constitución nacional: 
Falln^ tumo 7 .\ |«igina 150: tomo 31. página 273: tomo 98, pá- 
gina 52; tomo 115. página 421 : tomo 1 16. página 1 16 . 

4 ° ptK¡ 'a obligación de indemnizar dentro de los motivos 
que informan el art. 17, de la constitución nacional, que sirvieron 
ríe base a ta ley número i&j, y en el silencio al respeet.. de la ley 
m,nwo ¿" 0| > <í Ut I»»«ío, sin du.L, establecer bajo otras lase, 
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las relaciones entre el fisco y los industriales perjudicados 
no puede ir más aüá del valor de los derechos existentes 
o adquiridos en el momento en que entró en vigor dicha 
ley, y cuyo goce o ejercicio fué restringido o imposibilitado por 
ella, porque solo en relación a esos derechos o intereses creados 
al amparo de leyes anteriores, o reconocidos por ellas, hay per- 
juicios que tienen su origen inmediata en el cambio de la legisla- 
ción sobre destilerías y fabricación de licores. 

5. " One (al ha sido, |K>r otra^parte, ej criterio de otras leyes 
nacionales qtjje han afectado la propiedad privada, sin destruirla, 
con motivo de obras de interés general y cuya ejecución se haria 
imposible o en extremo onerosa si hubiera el deber constitucio- 
nal de resarcir a los propietarios toda clase de restricciones ü 
ejercicio amplio de los derechos que el dominio comporta» (Ley 
ntim. 5$i, arts. *)."> io, n, 13; ley 2873. arts. 56, 57, 58, 60: fa- 
llos, tomo 28, pág. 456; tomo 38, pág. 350; tomo 69, pág. 101 ). 

6. ° Que los artículos 903 y 904 del código civil, que se invo 
carón en la demanda, y sus correlativos, son inaplicables en el ca- 
so, que está fuera ele la esfera propia del derecho privado, desde 
que 110 media convención o contrato y los jueces, con la sal veda. I 
consignada en eí considerando precedente, no están llamados a 
examinar los actos y procedimientos de los otros poderes reali- 
zarlos dentro de sus atribuciones constitucionales y declararlos 
convenientes o perjudiciales a los intereses de los particulares y 
al desenvolvimiento de los factores económicos del país. 

7. " Que esto sentado, las partidas de ( 1.650 mjn.) mil seis- 
cientos cincuenta pesos mensuales, durante 24 anos (fojas 4 y 
vuelta ). por aumento de personal y empleo «le dos carros diario-; 
para transporte de maíz. ($ 475.200) cuatrocientos setenta y 
vinco mil doscientos pesos; la correspondiente ( fs. 5), a utilida- 
des de once meses transcurridos de Enero 5 de 1899 basta Di- 
ciembre 8 de! mismo año y a 44 meses desde Junio de 1902 a Fe- 
brero de 1906, (S 534.187.50). quinientos treinta y cuatro mil 
ciento ochenta y siete pesos con cincuenta centavos; los gastos 
de conservación de las maquinarias durante 55 meses (fojas 4 
vuelta), y para volver a hacer funcionar éstas (fs, 5). no se en- 
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cucntran en las condicione* prdndicadas, dado que ellas se relie- 
retí ya a la elaboración de alcohol y licores con posterioridad a 
la ley 3761, que pudo ordenar la separación de esas industrias 
f considerando 2." . ya a ganancias simplemente posibles, ya a 
gastos en cierto sentido voluntarios, 

8." tjue aún en caso de verdaderas expropiaciones, im pnr 
cede indemnización por ventajas, "ganancia:* hipotéticas' (ar- 
tículo 16. ley iHy: fallos, tomo 31. pág. 407 ; tomo 56,-pag. 2^.* 
ti «no 82. pág. 55): pttdiendo agregarse iptc en el derecho común, 
no son las utilidades inciertas y lejanas, que no constituyen de 
recho* adquiridos, las míe la ley manda abonar por la falta de 
cumplimiento de la obligación. (Artículos 519 y 520 >. 

o* (Jue es legítimo el cobro del valor de las construcciones 
inutiü/ailas en el local calle Salta número 1827: de lo invertido 
en desmontar todas las mamullarías y material incluyendo aca- 
rreo, desgastes y demás accesorios del transporte y del perjuicio 
de la reventa de materias primas. 

10. Que no existiendo prueba completa acerca tle las suma- 
c se ascienden las partidas precedentes, es de aplicación e! 
articulo 220 del código de procedimientos de la capital, (artículo 
374. ley 50). para lo cual debe tomarse como base las conclusio- 
nes del informe pericial de ís. 80. < 

I W estos fundamentos y !o> concordantes de la sentencia re- 
currida, se la confirma en cuanto hace lugar, con sus interese^ 
respectivos, a daños y perjuicios, tjue se determinarán n«>r el 
juramento supletorio de la parte aetora. dentro de la suma de 
ciento cuarenta mil doscientos pesos moneda nacional (pesos 
140.200 m{n.). míe al efecto se fija. Las costas se abonarán en el 
orden causado, atenta la naturaleza de la causa. Notifíquese con 
e¡ original, debiendo re^merse los sellos ante el inferior. 

A. Bermejo — M. P. D.vwact. ~- 
D¿ E. ^alacio, — L. Lópkz 
Cah.\mi.i.as. 
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CAISA CLXXVIIJ 

Sepf* hermanos y Cía. contm el Gobierno Xm ional* por daños 

y perjuicios 

Sumario: A esta causa le es aplicable el sumario de la anterior, 
"tiran Destilería Unenos Aires contra el Gobierno Xaeiona!, 
pitr daños y perjuicios", salvo el punto referente a la pres- 
cripción, que no fué repuesta. 

Coso: Ia> explican las piezas siguientes: 



SKXTKXflA I1KL Jl'KZ FKHKKAI. 

Bu too* Aire*, 28 FebretD de 1912 

■ 

Vistos estos autos seguidos por Sepp I [no*, y Cía., contra e! 
poder ejecutivo de la nación, \\ir daños y perjuicios, de su estudio 
resulta ; 

Qüe la sociedad en liquidación Sepp Unos, y Cia., sy presen- 
tó en octubre de iqoo, instaurando el presente juicio contra el 
pnder ejecutivo de la nación, sobre indemnización de daño* / 
perjuicios basada en los siguientes hechos: Que el año njoi 
promovió demanda contra el l*. E. por la misma causa, aduciendo 
qtte aquellos daños y perjuicios provenían de la ley 3761. que 
resolvió la separación de las industrias de destilerías de alcoholes, 
de la de licores, so pretexto de facilidades en la percepción del 
impuesto respectivo; que ese juicio fué seguido por sus trámites 
ordinarios, obteniéndose sentencia favorable para la sociedad, 
que fué confirmada por la Excnia. cámara, ta cual fijó la suma a 
que ascendían los ¡«.-rju icios que dijo se habían justificado. 

Recurrida la sentencia por el representante del fisco, la su- 
prema corte dejó sin efecto todo lo actuado, fundándose para ello 
en que el caso tio entraba en los términos de la ley niun. 3952* 
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sin detenerse, ñor tanto a otiiparse de lo principal j que ante eS a 
resolución y sin discutir *us fundamentos, nenrrió la compama 
ante c! honorable eoágreso, ¡citando !a venia consilíudo^al, la 
qtíe le fué concedía por ley promülj&da por el \\ £. bajo el 
número 55^. 

Qué en virtud Je los antecedente, relacionados. Ja sociedad 
promueve nuevamente la mjsina ácctóiii repiódiidendo c* escrito 
co i (j tte fué iniciada aquella y que es coníó sigue: 
- Que bajo la mMin social ,] L . Sepp linos, y Cía.. gJr a en esta 
p.aza mía sociedad en comandita. !a «pie se encuentra inscripta en 
ei registro publico de comercio, como se acredita en !a escritura 
acompafíat^. halándose observado al constituirse todos los re- 
quisitos legales establecidos por ia ley. 

Oik e! objeto de esa sociedad es el de la fabricación de aleo- 
feotes y licores y a fin de llevarlo a efecto, la sociedad arrendó la 
destuerta "Tranco Argentina de Unenos Aires", establecida en 
a proximidad de la estación Conchitas del R C. Sud, |*>r el ter- 
mino de uchrr años. | basta el 1." de abrí! de U)Q$). 

.Que confía los en las levo y decretos reglaméntanos, fechas 
14 de lel.rcm «le 1*03, , 4 de enero do 1800, f artículo _ M de 
enero de 1807, (articulo 26), 26 & febrero de íjfe (artículo 
23>. 33 de jumo de t*.)», (articulo ^.-j, v principalmente en 
presenpetoneá constitucionales, que autorizan a todo habitante 
de ta república a implantar v explotar cualquiera industria licita 
como asimismo amparan el derecho de propiedad, la soeie l:.d 
hizo todo. Jos gastos que eran necesarios para el trabajo simu' 
tan*, y en grande escala, de la destilación de alcoholes v de la 
«oneacjón tle licores en el mismo local, donde desde septiembre 
de t% 7 ya se efectuaban e:, pequeña escala estas mismas ope- 
raciones, 1 

(Jue euamlo e! grado de adelanto de su in.lustria. !e permith 
ya seguir descansadamente la lalior empezada, fueron sorprendi- 
dos el año íHrjy con !a sanción de la lev ¿;6t, dictada por el ho- 
n- .rabie congreso, con motivo de la percepción del impuesto a ¡os 
alcohol y por cuyo artículo 7." se manda separar las Üeorcrias 
ile las destilerías. 
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<¿uc el perjuicio que debía sufrir llevándose a efecto atpieila 
separación, era inmenso, y creyendo poder evitarlo, dando una 
equitativa interpretación a la disposición legal citada, ocurrieron 
ante el J\ E. : pero éste no consideró atendible la reclamación / 
reglamentando aquel ta le,,, fijó el término de treinta dias para 
que se operara la separación: que habiendo por ese hecho ocu- 
rrido al l\ K. reclamando una indemnización |H>r el perjuicio *u 
írido. obtuvieron un resultado negativo, (decreto de 20 de abril 
le i8gy. Uolctin Oficial de 22 de! mismo). 

(Jue de acuerdo con esos antecedentes vienen a formular d¿~ 
manda contra la nación, por intermedio del l\ E. i>or indemni- 
zación de daños y perjuicios (pie les ha causado la separación de 
la fábrica de licores, de !a destilería de alcoholes. 

K11 cuanto a la faz legal, sostienen que la ley húmero 3761, 
no es. de orden público, y si solamente de interés administrativo, 
sobre percepción de un impuesto, no siendo ni aun ley de Interés 
público. Sostiene además, que esa ley es inconstitucional, put* 
está en desacuerdo con los artículos 14. 17 y de la carta fun- 
damental "Dicen que los perjuicios que han sufrido, son la con- 
secuencia del cumplimiento de la misma y que |H»r consiguiente la 
nación está obligada a reparar el daño causado, articulo ijo.í d.*l 
código civil. 

Tratando en concreto de los daños y perjuicios sufridos, 
hacen !a enumeración que se íee a fs. ¡o y 11. en dos planillas, de 
las cuales una arroja la suma de pesos 175.074.77 moneda muño- 
ña!, y la otra la cantidad de pesos 3.010 moneda nacional men- 
suales. 

A ¡O que precede debe agregarse, dicen, el importe di.-! ma- 
yor tralia jo personal que les exige la atención de dos locales dis- 
tinto* y el valor de los transportes y la pérdida sufrida por la 
paralización del trabajo. Esta cíase de pfi*j uicios. dicen, podrí 
valuarse por peritos. 

Concluyen pidiendo se condene en o|>i>rtunidad a la nación 
al pago de las sumas expresadas y las que se determinen por pe- 
ritos sobre las pérdidas mencionadas al final del último capitulo, 
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sin perjuicio de ser determinadas jjor ellos, si el representante 
fie' fisco no acepta ese temperamento. 

Corriíío el traslado de orden, el señor procurador fiscal con- 
testa la demanda en el extenso memorial que corre de fs. 17a 
t=. 2*>. sosteniendo en resumen, que la ley ,1701 es una ley de or- 
den público; que los señores Sepp Unos, y Cía., no tienen y 110 
pueden tener derechos irrevocablemente adquiridos contra esa 
ley Que el derecho de los actores para ejercer su industria esta 
Mij-;o a las leyes que reglamentan su ejercicio. Que la ley ¿701, 
por más que modifique la manera de ejercer las industrias de 
destilería y licorerias, no da lugar a cobrar al gobierno daños y 
perjuicios. Que la expresada ley es perfectamente constitucional 
bajo los diversos aspectos que se la estudie. Que el derecho de 
ejercer una industria, no es una propiedad sino una facultad sus- 
ceptible de reglamentarse por la ley y por ende de modificarse, 
sin que se entienda que haya de pagarse el perjuicio que cada 
uno crea tener con tal modificación. 

Concluye pidiendo se rechace la demanda instaurada contra 
el gobierno, con expresa condenación en costas al actor como 
cumple, dada la temeridad de sus pretensiones. 

Recibida la causa a pruclia por el auto de fs. 30 para la jus- 
tificación de los hechos controvertidos, se produjo solamente por 
la parte actora la que expresa el certificado del actuario, corriente 
a fs. t fo vta., y presentados los aSegatos respectiv os, se llamó 
autos para sentencia ]*>r el señor juez antecesor del proveyentr, 
con fecha junio ¿ de 1900. fs. 130 y i$t. 

Y considerando ; 

Primero: La disposición de la ley número 3761, que el acto- 
encuentra inconstitucional, no viola ninguno de ¡os derechos re- 
conocidos ni suprime ninguna de las garantías aseguradas jwr !a 
constitución, a todos los habitantes de la recibí iea. — Medida de 
carácter fiscal, se propone solamente la mejor percepción de una 
de las rentas que forman el tesoro del estado. — La separación 
de dos industrian como tas de que se trata, verosímil es. pueda 
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damnificar mayor o menormente a quienes las ejercitan. Pero 
de eso a que por el sólo hecho haya de considerarse afectado o 
herido algún principio constitucional, existe una gran distancia. 

No procede por tanto la declaración de inconstitucionaüdad 
que se solicitaba. 

Segundo: Lo anterior no implica asentir a la clasificación de 
ley de orden público, que de la aludida, ha hecho en estos autos 
el señor procurador fiscal. Siendo el objeto del artículo y." de la 
ley número 3761, el que se ha enunciado, tal clasificación no le 
corresponde. 

El establecimiento de un nuevo sistema para los ingresos fis- 
cales, susceptible de modificarse y hasta (le abandonarse, según 
las circunstancias y las épocas» está muy lejos de constituir nin- 
guna de las múltiples liases necesarias al orden general, ni su 
ausencia representaría un peligro para la sociedad. 

El propio impuesto interno que ha motivado esta cuestión, 
fué creado con posterioridad secular al aduanero y al territorial* 
como es notorio. Y con referencia al punto discutido, consta en 
autos que el mismo P. E. ha permitido la coexistencia de las dos 
industrias en un establecimiento "Gran Destilería de Dueños 
Aires*', lo que demuestra que no atribuía al articulo 7." de la ley 
3671 el carácter de ley de orden público. 

Tercero : Si pues la ley que ordenó la secación de las m- 
industrjas de destilería de alcoholes y de licorería, no es de aque- 
llas a que alude el artículo 5" del código civil, incuestionable e- 
que los daños y perjuicios (pie fuesen consecuencia directa de 
su aplicación |x>r el poder administrador, deben ser indemniza- 
dos ; con tanta más razón, cuanto que bajo el régimen anterior 
autorizábase el funcionamiento de las mencionadas industrias en 
un mismo local. 

Si la nación busca una ventaja en el aumento de su rema, 
no debe producirse ese aumento perjudicando a los industríales 
que no han hecho sino usar un derecho a] establecer una indus- 
tria y explotarla, de acuerdo con las leyes en vigor en la época de 
su establecimiento- y que si continuasen ejerciéndola bajo esa» 
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misma, leyes, no llevarían un ataque al orden o a la condenación 
de la sociedad. 

Se expresaba así la Exenta, cámara en el juicio anterior a 
«|»e se ha hecho referencia. 

Aparte pues de las justificaciones de hecho necesarias rletic 
concluirse que la acción instaurada y fundada en los artteu'os 
fFrtoi m y ' m m mm «Vfb no es improcedente como se 
lia alegado* |wr la ¡jarte de! fisco. 

Cuarto: Con tales antecedentes relativos a las cuestiones de 
derecho promovidas, corresponde establecer si se encuentra con, 
probada la verdad de los daños y perjuicio., .sobre que versa la 
demanda, y en caso afirmativo, determinar su monto en la forma 
que autorizan tas leyes, asi eouio la jurisprudencia v práctica de 
míe -tros tribunales. 

Kn cuanto a lo primero, o sea la producción de daños, etc., 
el hedió se encuentra suficientemente acreditado en auto. i>or la 
prueba rendida, pericial y de testigos (testimonio de is v y 
siguientes: declaraciones prestadas al tenor del interrogatorio de 
fs. mj. etc.í Salvo alguna ampliación de esa prueba, es la misma 
que laminen sobre dicho punto encontró Estante la F.xcma cá- 
mara en el fallo aludido. La defensa de la demar Ja no ha hecho 
ninguna impugnación de ella, ni ha desconocido, expresa ni care 
goncamente los hechos afirmados en la demanda, por b une e> 
de aleación el artículo 86 .le la ley de procedimientos que 
autoriza al juzgado a haberla por confesa al tenor de los hechos 
a que >e refiere. 

Aun prescmdeneia hecha de la prueba positiva, es por lo me- 
nos presumible >i no evidente, c,ue la separado,, imprevista de 
dos mdustna*. como las expresadas, deben en cualquier caso oca 
s-omr erogac.ones extraordinarias de mayor o menor considera- 
<*Hin. 

U nota de fs. 44 autenticada a fs. 45, instruve del breve e 
improrrogable plazo que se señal/, a los actores para la separación 
de mis establecí miemos contiguos de üeorcria y destilería. 

QítíPfr: Respecto al siguiente punto o sea el monto de lod 
danos y perjuicios, debe tenerse presente que éstos eom]>rem!en 
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el valor de Jas pérdidas que se hayan sufrido, y el de la utilidad 
que hayan dejado de percibirse, por causa de la ejecución d¿ 
hecho productor del daño. Por otra parte, el resarcimiento de 
pérdidas e intereses, comprende los que fuesen consecuencia in- 
mediata y necesaria del acto de que emana la obligación de in- 
demnizar, artículos 519 y 520. código civil. Sup. corte. Fallos: 
tomo 67, pág. 106. 

Kn el caso sub judicc, en que son de aplicación las deposicio- 
nes legales y jurisprudencia recordadas, tos actores demandan a 
la Nación por el pago de la suma de $ i/5.«7'-7* moneda nacio- 
nal, con más 3.010 pesos mensuales j>or daños y perjuicios, según 
se detalla en los cuadros de fs. 10 y 11. 

Pretenden también se agregue el im|>ortc deí mayor trabajo 
personal que dicen les exige la atención de dos locales distintos, 
incluyendo el valor de los transportes y la pérdida sufrida por la 
paralización del trate jo, de acuerdo con el término medio de la 
producción en los níeses de trabajo. Dicen que esta clase de per 
juicios podrá avaluarse por peritos. Sin embargo no han solici- 
tado la designación de éstos, durante el término probatoria para 
esa avaluación especial. 

Ahora bien : como ya queda establecido, es un hecho acredi- 
tado la existencia de daños y perjuicios inferidos a t«>s actores 
con motivo de la separación de las dos industrias a que se dedi- 
caban ; j>ero no sucede igual cosa respecto al monto a i|iie pudie- 
sen ellos ascender, aunque en el alegato de la parte se dice es de 
$ 392.591 m|n. y 77 centavos, fs. 130. 

Es tanto menos fácil en el caso la fijación de una cifra 
exacta en definitiva, cuanto que la materia que se tiene ]>or de- 
lante, es de suyo abstrnsa y de múltiples detalles, algunos de los 
que requerirían un análisis más o menos técnico. Resalta esa difi- 
cultad en el mismo fallo de la F.xcma. Cámara ya recordado, 
cuando en prolijos considerandos procuraba determinar ha «es 
equitativas para la liquidación de los reclamos formulados por 
los actores. 

Situaciones como ésta, han sido previstas por la ley. autori- 
zándose para definirlas, como prueba supletoria, el juramento m 
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Item o eslimatorio, deferido al demándame, articulo eó» 
de procedimientos de la capital. Es el temperamento qtie adopta 
el juzgado en este caso, teniendo a la vez tmiv en cuenta el enf- 
rio de la Excnia. Cámara, exteriorizado en los considerandos ak> 
rtfdos. con excepción de lo referente a la partida de $ 73 i 4 r> ^ 
moneda nacional, cuya prueba se lia adelantado en este inicio 
estableciéndose qué esa suma había sido desembolsada, no como 
precio de un edificio destinado a la lícoreria sino en concepto de 
arrendamiento de un local adecuado para instalación de aquélla 
Cor estos fundamentos, falto; no haciendo lugar a la ineonsti- 
tueionaodad alegada, y declarando que el gobierno de la Nación 
esta obligado a abonar a los Sres. Sepp Unos, v Cía,, ta cantidad 
(pie dentro de la suma de ciento ochenta mil pesos, moneda nacio- 
nal de curso legal, juren dichos añores ser el valor de lo. daño* 
y perjuicios soportados por ellos, como consecuencia directa t 
necesaria de !a aplicación del articulo 7." de ta lev número í7 6i 
al establecimiento de destilería de alcoholes v de íieoreria de míe 
se trata en la demanda. 

Sin especial condenación en costas por no existir mérito 
jrara im|x,!ierias. \Y>tÍ f rquesC en el original y repóngame los 

iimUio ntfafañe. 

SI-.VTKNCIA Dl< L.\ EXOIA. CAMA Ra 

Humo» Aire», Diciembre 3 Út 1912 

Vistos y considerando: 

i-" Que interpuesta apelación de ambas partes sobre la sen- 
tencia de fs. 137. debe resolverse en primer término, si por efecto 
de ta ley número 3761, que ordenó se fabricaran en edificios <e- 
jKirados los alcoholes y licores, procede la indemnissación que co- 
bran los señores Sepp I [*os. y Cia.. que por tal causa se vieron 
obligados a hacer cesar ta fabricación conjunta que de estos pro- 
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(Juctos hacían cu el establecimiento que fundaron en la proximi- 
dad de la Estación Conchitas, del ferrocarril del Sud. de acuerdo 
con las leyes y decretos vigentes en la época de su fundación. 

2. " La sentencia de i." instancia resuelve que procede la in- 
demnización, y el tribunal declara hallarse conforme con tos fun- 
damentos legales que invoca, y establece que es aplicable al caso 
el articulo 17 de la constitución, que prescribe la inviolabilidad 
de la propiedad, si no mediare sentencia o no se dé la compensa- 
ción correspondiente. Debe tenerse presente que de la ley número 
3761, no se sigue que la separación de las fábricas antedichas, se 
haga sin indemnización, y antes bien, de las circunstancias de su 
discusión resulta lo contrario, según lo expresa el actor a fs. 9 en 
su demanda. 

3. " Por propiedad no salo debe entenderse lo que constituye 
un bien raiz, sino todo lo que forma parte de un patrimonio. 
Cooley, traducido por Carrié. fs. 306. dice, que es propiedad, en 
el sentido de la constitución, todo aquello <nie el hombre produce 
por el trabajo de sus manos o de su inteligencia, todo lo que 
obtiene en cambio de algo que es suyo o que se le da, y que la ley 
debe proteger en su uso, en su goce y en la manera de disponer 
de ella. 

4. " Kl principio de la inviolabilidad de la propiedad no puede 
ser destruí*!. ■ por ninguna ley reglamentaría, como lo declara el 
artículo 28 de la misma constitución. Por consiguiente, es de todo 
punto ineficaz el expresar, que por ser de orden público la ley 
número 3761. delien soportar su perjuicio sin indemnización, 
Sepp linos, y Cía. 

En sentido general, todas las leyes son de orden público, por- 
que teniendo en mira el bien común, se legisla; pero, en el con 
cepto jurídico, las leyes particulares de impuestos, o los regla- 
mentos parciales para su percepción, no tienen tal carácter. Bou- 
drv-Lacanttnerie dice, que deben considerarse como leyes de 
orden público. las que son necesarias para la conservación social, 
de tal modo, que si no se cumpliesen traerían un trastorno; y la- 
crímente se advierte que no producirían tal efecto las que pueden 
ser reemplazadas por otras leyes, y por su naturaleza están suje- 
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las a una modificación indefinida. El caso actual demuestra esto 
claramente: si fuera de orden público ]a ley número 3761 , no 
habrían permitido las leyes anteriores inmediata* que funciona- 
ran las fábricas de alcoholes y licores en condiciones contrarias a 
las que ella prescribe, siendo tle todo punto lógico a este respecto 
el razonamiento del segundo considerando de la sentencia 
apelada. 

5.* Debe establecerse, que cuando en virtud de una autori- 
zación legal se ha instalado un comercio o una industria licita, y 
que no produce ningún ataque a la salud pública, hay el hecho 
indestructible de un derecho adquirido, esto es. de un derecho de 
propiedad. 

Kn Francia se dividen los establecimientos industriales: t* 
fábricas de explosivos y mataderos ; 2." fraguas y fábricas de 
cloro; 3." fábricas de bujías y destilerías, que es nuestro caso. 

El derecho francés, determina que el permiso para el fun- 
cionamiento de estas industrias, sólo puede retirarse para las de 
1/ clase, es decir, a las que son peligrosas para la vida o la saino 
pública. Herthelciny; Tratado de Derecho Administrativo, pági 
na* y 340- Repertorio General de Derecho Francés, de Car- 
pentier y Frcrejonan. tomo 20. pág. 807. ntmi. 508. 

Uatbte, en el tomo 5, número 500. expresa : que los estable 
cimientos industriales de 2/ y 3.* clase una vez fundados, son 
inviolables, a mentís que se enyleen a su respecto la expropiación 
por una causa de utilidad pública con una justa indemnización. 

En Alemania, se acuerda indemnización en los casos que 
hayan daños causados por la administración pública ; Otto Ma- 
yer, en su Derecho Administrativo Alemán, tomo 4, pág, 221, ex- 
pone ampliamente la doctrina ; y en la 238, reglando el monto de 
las indemnizaciones, dice : que para las heridas, las prohibiciones 
de construir, las supresiones de industrias y la revocación de con- 
cesiones* ta estimación del perjuicio, debe también tomar en 
cuenta. la posibilidad de la ganancia. 

Entre nosotros ha establecido el mismo principio de derecho 
y equidad la cámara de lo civil de la capital resolviendo que la 
municipalidad, nu obstante el derecho que tiene a dar los nivele^ 
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■«ira las ca'iles, debe indemnizar a los propietarios, por el perjui- 
cio filie les canse, el cambio de nivel y si ya hubiesen hedió sus 
construcciones por el que anteriormente se les haya darlo. Fallos: 
tomo 129. pág. 43; tomo 141, p% 341 ; tomo 142, |*ág. 34; tomo 
U.l. pag. 281 : tomo 146, pág. 329. 

6." En cuanto a! |>er juicio que dicen los señores Sepp Hnos. 
y compañía, haber sufrido, debe declararse que es indudable la 
existencia de él, pero que no hay pruebas suficientes ]>ara fijar 
su monto. La misma parte actora dice en su demanda, que es 
difícil el cálculo de las ventajas de que ha sido privada. 

En taí situación, el tribunal cree justa y equitativa la forma 
en que ha fallado el señor jtiex de primera instancia, si bien de- 
lien agregarse las costas, como parte de! perjuicio. 

Por esto, y fundamentos de la sentencia apelada de fojas 
137, se confirma, con costas. Xottfíquese. devuélvase y repóngase 
el sellado ante ei inferior, 

Angel D. Hojas. — Angel Pcrreira 
Cortés, — Juan A. García. — 
Agustín Urdinarrain. 

FAU.O DK UA CORTE SUPREMA 

•«tao* Airo, JhI» 31 di 1913 

Vistos y considerando : 

i." Qite la restricción contenida en el articulo j' de la ley 
número 1761, con arreglo al cual "en las destilerías de alcohole'* 
o en locales próximos a ellas, no se podrán elaborar licores ni 
otras bebidas o productos que tengan por base el alcohol", no es 
contrario* a los artículos 14 y 28. de la constitución nacional, de 
que hacen mérito los actores, pues prescindiendo de la natura- 
leza especial de esas industrias, el -honorable congreso ha estado 
facultado para adoptar Jas más rigurosas medidas tendientes a 
impedir el fraude en el pago del impuesto establecido sobre ellas. 
( Fallos, tomo 115, página 421 ) . 
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2.' Que en lo que respecta a las indemnizaciones reclama- 
das, ellas son procedentes en principio, porque la ley 3761, 
conio lo demuestra el fallo apelado y puede además inferirle de 
los antecedentes de su discusión parlamentaría (Diario de Sesio- 
nes de la cámara de diputados, 1898, II, ingina* 169. 364, 3(18, 
410 y otras), al prohibir el funcionamiento en el mismo local de 
fábricas de alcohol, y de licores, que hasta esa fecha era permi- 
tido (artículo 10, constitución nacional; articulo 25 del decreto 
reglamentario de febrero i." de 1895 y otros), lia tenido en mira 
principalmente conveniencias fiscales, y no motivos de higiene 
seguridad o moralidad públicas, (articulo 17, constitución nacio- 
; Fallos : tomo 7.", página 1 50 ; tomo 31, página 273 ; tomo 98, 
¡ína 52; tomo 115, página 421 ; tomo, 11 6, página 116). 
3,.' Que la obligación de indemnizar, deutro de los motivos 
que informan el artículo 17 de la constitución nacional, que sir- 
vieron de base a la ley mim. 189, y en el silencio, al respecto, de 
la tey 3761, (pie pudo, sin duda, establecer bajo otras bases las re- 
laciones entre el fisco y los industriales perjudicados, no puede ir 
más allá del valor de los derechos existentes o adquiridos en el 
momento en que entró en vigor dicha ley. y cuyo goce o ejercicio 
fué restringido o imposibilitado por ella, porque solo en relación 
á esos derechos o intereses creados al amparo de leyes anteriores, 
o reconocidos por ellas, hay perjuicios que tienen su origen inme- 
diato en el cambio <le la legislación Sobre destilerías y fábricas de 
licores, 

4. * Que tal ha sido, por otra parte, el criterio de otras leyes 
nacionales que han afectado la propiedad privada, sin destruirla, 
con motivo de obras de interés general y cuya ejecución se haría 
imposible o en extremo onerosa si hubiera el deber constitucional 
de resarcir a los propietarios toda clase de restricciones al ejer- 
cicio amplio de los derechos que el dominio comporta ( ley nú- 
mero 531, artículos 9.', 10, 11. 13: ley 2873, artículos 56, 57, 58, 
óo; Fallos: tomo 28, página 456; tomo 38, página 350; toma 69, 
página 101 ). 

5. " Que los artículos 902 y 903. de! código civil, que se invo- 
caron en la demanda y sus correlativos, son inaplicables en el 
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caso» que está fuera de ¡a esfera propia del derecho privarlo, 
desde que no media convencí ún o contrato, y los jueces, con la sal- 
vedad consignada e¡i el considerando precedente, no están llama- 
dos a examinar las actos y procedimientos de los otros poderes 
realizados dentro de sus atribuciones constitucionales y declarar- 
los convenientes o jíerjiuliciales a los intereses de los particulares 
y al desenvolvimiento de los factores económicos del país. 

<jue esto sentado, es de notarse, desde luego, que la partida 
de pesos setenta y tres mil ciento cuarenta y seis con veintitrés 
centavos ($ 73,146.231. por la |>érdida de un local destinado a la 
licorería (fs, 10 ), no se halla en las condiciones preíndicadas, 
dado que ella, según el inionne del contador publico A. Zuker, 
presentado como prueba por los actores (fs, 51 a lOij. figura 
como un "asiento inscripto a fs. 14. del Diario, número 3. de 
fecha 31 de marzo de iSrjy y corroborado por el inventario a 
fs, 184" y "acredita que los señores Sejm Unos, y Cía., han abo- 
nado a la Destilería Franco Argentina por cesión del local desti- 
nado a la licorería, compuesto de un cuerpo de edificio de 3$ 
metros por 35, en dos departamentos de dos pisos de Portland, 
muros de 60 centímetros de espesor y 10 metros de alto, techos 
y tirantería de fierro sobre 54 columnas de fierro fundido- la 
suma de setenta y tres mil ciento cuarenta y seis con veintitrés 
centavos" { fs. 88 vta. ), resulta mío así que ese local se adquirió o 
alquiló después de sancionada la ley 3761 (enero de 181)9), 
extremo que se confirma con lo dicho a fs. 1 16, y aun después de 
habérsele notificado a Sepp f inos, y Cia., (marzo 11 de 1899), 
que debían proceder a la separación de los establecimientos de 
destilería y licorería (fs. 44) ; lo que vale decir que se trataría 
de una ampliación a ¡sa fábricas de los actores, llevada a cabo 
bajo el imperio de preceptos legales que les imponían el deber de 
suspender la explotación de las mismas en la forma en que lo 
habían venido haciendo, máxime si no tenían el propósito de 
optar por la fabricación de licores en Conchitas (fs. 69 vata. \. 

Que análogos reparos son de hacerse a las indemnizaciones 
reclamadas por adquisición de calderas y motor nuevo, y demás 
partidas que se detallan en la demanda (fs. 10 a 12), con pérdi- 
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tía o deterioro en ta* instalaciones en Conchitas, maquinaria, 
productos fabricados y a los gasto* de traslación que fueron, en 
cierto sentido, con secuencia forzosa de la ley 376 1. 

Que no son tampoco de legitimo cobro la diminución de uti- 
lidades (Htr la adquisición de nuevos elementos de trabajo, au- 
mento de gastos de adiiiinist ración, y paralización momentánea 
de la fábrica- atento lo dicho en ti primer considerando y a que 
aún tratándose de casos de verdadera expropiación, no procede 
indemnización jx>r ventajas o ganancias bioéticas, (articulo 16. 
ley 189). como serían las que se cobran en concepto de la elabo- 
ración conjunta durante varios años del alcohol y de licores, con 
el misino personal y menores desembolsos, o sea desde abril de 
1891. al 31 de marzo de 1905 ( fs. 1 21 vta. ), que se hacen llegar a 
la simia de 210.720 pesos moneda nacional (arg. Fallos: tomo 31, 
página 407 : tomo 56. página 27 ; tomo 82. página 55 ) ; pudiendo 
agregarse que en el derecho común no son las utilidades incierta* 
y lejanas las que ordena alionar el articulo 519 del código civil, 
que también invoca la demanda, con arreglo di articulo siguiente 
del mismo código, ni hay rctroactividad cuando las leyes nuevas 
priven a los particulares de derechos en expectativa sin destruir 
o cambiar derechos ya adquiridos (articulo 4044, id.). 

Que no existiendo prueba completa acerca del monto real 
del daño sufrido en sus biei.es por los actores, según lo reconocen 
éstos ( fs. 1 15 >, es de aplicación al caso e! articulo 220 del código 
de ¡molimientos de ta capital, (artículo 374, ley número 50), 
para lo cual debe tomarse como base ( fs. 89 y vta. ) las conclu- 
siones de la compulsa mencionada de Zuker- en lo referente ai 
valor de las instalaciones interiores no reinovibcs «leí estableci- 
miento de Conchitas, inutilizadas, ( S 48.0" 19.43 \ . cuarenta y ocho 
mil noventa y nueve pesos con cuarenta y tres centavos; gastos 
de remoción, desmontaje y traslación de las instalaciones «movi- 
bles del mismo local ($ 5.432), cinco mi! cuatrocientos treinta y 
dos pesos ; pérdida de liquido, ($ 1.282.40), mil doscientos ochen- 
ta y dos pesos con cuarenta centavos ; quebranto de precios sol»re 
toda !a instalación por efecto de la remoción de las maquinaras, 
($ 1 [.200). once mil doscientos pesos. 
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IJuc no emergiendo las relacione* de derecho, entre la nación 
y los actores ¿le culpa o negligencia, no procede imponer las cos- 
tas a tituio de parte de los daños y perjuicios causados, desde que 
íia habido exceso en la petición de los mismos. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
recurrida, se la confirma, con la modificación de que se fija para 
tos fines del juramento supletorio, la cantidad de sesenta y seis 
mil trece pesos con ochenta y tres centavos, ($ 66.013.83). 

Las costas se abonarán en el orden causado, Notifítpiese con 
el original y devuélvase, debiendo reponerse el paj*! ante el 
inferior, 

A, Beímkjo. — M, V. Daralx— 
D. E, Palacio. — L. ]«oPKZ 

CaüA.N ILI.AS. 



NOTAS 

l>o:i Pedro María Xoailles, escribano nacional de marina do 
la capital tetlera!, se presentó a la corte suprema, manifestando 
que un dependiente de su oficina había substraído dos fojas fie! 
cuaderno de escrituras número cuatro del corriente año y. solici- 
tando se le permita rehacerlas. 

Observalia que ea redan de importancia y que se re ferian a 
ampliaciones de detalles de averias que hacen los agentes mari 
timos cuyos originales conservan archivados. 

Amplió su pedido con respecto a otras fojas, que decía tam- 
Iiién le habían substraído el mismo empicado y <pie corres; ion 
dian a los folios 461 y 462 del cuaderno número 47. 

Después de levantado mi sumario por el inspector de justi- 
cia, doctor Argericli, sobre los mencionados hechos, ¡a corte su- 
prema en junio 7 de i$V& autorizó a! mencionado escribano, para 
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ijue reemplazara en la forma prescripta |wr el artículo ioi i fie' 
código civil, las fojas substraídas de su protocolo, ya referidas : 
para lo cual se remitieron la* actuaciones al señor juez federal en 
b civil y comercial en turno de la capital, todo sin perjuicio de 
las responsabilidades que pudieran pesar sobre el referido escri- 
bano, como resultado del proceso que se signe contra el expresado 
empleado. 



En junio cinco de 1913. la corte suprema se declara compe- 
tente para conocer en ia causa seguida a don Adolfo Flores por 
el lianco de Italia y Rio de la Plata» sobre cobro de jiesos, por ha- 
ber renunciado aquél a las inmunidades diplomáticas que lo am- 
paran en su carácter de secretario de la legación v cónsilj general 
de Bolivia. 



En la misma fecha el tribunal se declaró incompetente para 
conocer de la acción posesoria entablada por la Sociedad Crédito 
Territorial de Santa Fe contra don Juan Francisco I Jorges, por 
haberse hecho parte la provincia de Santiago del Estero, a mé- 
rito de baber sido citada de evicción. 



En junio 7 de 19(3. la corte suprema no h\zo lugar al recurso 
de hecho deducido por el ferrocarril Central Argentino, en los 
autos que le sigue ta comisión de fomento de Ceres. sobre cobro 
de impuestos de alumbrado, por haberse deducido dicho recurso 
después de vencido el término señalado por el artículo 208 de la 
ley número 50. 



En la misma fecha se declaró bien denegado un recurso ex- 
traordinario de apelación deducido por don Miguel I Harte en los 
autos seguidos contra la sucesión de doña Celina Alagón. sobre 
reivindicación, en mérito de tratarse de cuestiones de hecho, y de 
haber sido invocadas al interponerse el recurso, es decir extem- 
poráneamente, la> disposiciones constitucionales que lo fundan. 
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CAUSA CLXXIX 

Devoto Rocha y otro contra el gobierno de ta noción, 
sobre devolución de dinero 

Sumario ; t. Los intereses de las sumas cuya repetición se deman- 
den, deben computarse desde la fecha de !a notificación de 
la demanda de repetición, desde la cual incurre en inora el 
i deudor, salvo e. tipulación en contra rio. 

2.* En los juicios de apremio el fisco no puede ser conde- 
nado en costas, por cuanto los apremiados no están obliga- 
dos a seguirlos, desde tjue pueden abonar las sumas requeri- 
das y formular la protesta correspondiente iniciando la ac- 
ción de repetición que les compete. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 
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Bueno! Aire», 28 de Agosto de 1910 

Vistos : 

é 

Estos autos a Tos efectos del pronunciamiento ordenado en 
la sentencia de la excelentísima cámara federal de apelaciones 
corriente de fs. 95 a fs. 98. 

Y considerando : 

i.° Que tas sumas de diecisiete mil setenta y siete pesos con 
treinta y seis centavos moneda nacional, y cinco mil seiscientos 
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veinticinco pesos con sesenta y un centavos <le igual moneda re- 
damada» en el escrito de iniciación de fs, 5 y siguientes corres- 
ponde sean pagadas a los actores, por cuanto está debidamente 
justificado el abono que de ellas hicieron at superior gobierno de 
la nación. 

En efecto, a fs. 60 del juicio de apremio caratulado -Fisco 
nacional contra destilería Devoto Rc>cha, sobre cobro de pe sos \ 
seguidos por el juzgado a cargo entonces «leí doctor Gaspar Fe- 
rrer, secretoria del doctor C. O. Bungc, y que por cuerda sepa- 
rada corre agregado a estos autos como prueba de los actore», 
consta tjne la expresada suma fué oblada i*>r tos ejecutados vn 
virtud de la sentencia condenatoria dictada en esc juicio. 

Se encuentra, asimismo, comprobado el pago de la cantidad 
de cinco mil seiscientos veinticinco |>csos con sesenta y un centa- 
vos ; que en el escrito de demanda se dice fué abonada por don 
Aqmles Pouyssegnr. y corresjionde. por lo tanto, sea oblada a 
los actores. A fs. 48 del expediente seguido, en vía de apremio, 
por la administración de impuestos internos contra los setiore 
Pouyssegur y Giffoni. sobre cobro de pesos, ante el señor juez 
federal de la ciudad de Ka Plata, doctor Marcelino Escalada, se- 
cretaria Guabello, que por cuerda reparada corre también agre 
gado a estos autos como pruel>a de tos autores consta e! pago 
efectuado por el señor Pouyssegur. como sucesor de la expresa- 
da razón social, y en mérito de la sentencia dictada en el referido 
juicio ríe apremio. 

2," Que, en cuanto a la suma de seis mil seiscientos vein- 
tíoeho pesos con sesenta y tres centavos que se reclama en ei es- 
crito de ampliación a la demanda, de fs. 12 corresponde también 
sea pagada a los actores por encontrarse comprobado el abono 
que de ellas hicieron al fisco los señores Devoto Rocha, con e! 
certificado de depósito corriente a fs. 75 del juicio de apremio a 
que ya se ha hecho referencia, 

Oue en cuanto a tlis intereses de las simias anteriormente 
indicada* que se reclaman en el escrito de demanda, su cobro es 
procedente y el fisco está obligado a satisfacerlos dado tpic la 
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sentencia de la excelentísima cámara ha declarado la faka de de- 
recho del fisco para exigir el pago de las cantidades míe deman- 
dó en juicio de apremio contra los actores. 

Dichos intereses deberán computarse desde la fecha en que 
se efectuaron los respectivos depósitos a cuyo fin se practicará 
en oportunidad la liquidación correspondiente. 

4.° Que está igualmente obligado el fisco de la nación a sa- 
tisfacer a los actores el importe de las costas cansadas en los dos 
referidos juicios de apremio, tanto las míe en ellos se les origi- 
naron a los actores, como las que se vieron obligados a satisfacer 
a la parte contraria, sumas que deberán incluirse en ta liquida- 
ción que se ordena en el considerando anterior. 

$.* Que en lo referente a las costas del presente juicio que 
también se exigen en el escrito de demanda, no procede su pago 
\hjt no existir imposición de ellas en la sentencia de la excelentí- 
sima cámara. 

Por estas consideraciones, fallo: declarando que el superior 
gobierno de la nación está obligado a pagar a los actores señores 
l>evoto Rocha y Aquiles Pouyssegur las sumas de veintitrés mil 
setecientos cinco pesos con noventa y nueve centavos moneda na- 
cional, y cinco mil seiscientos veinticinco pesos con sesenta centa- 
vos de igual moneda, respectivamente, con más los intereses de 
esas sumas computados en la forma que se establece en el consi- 
derando 3.* y a estilo de Danco, y las costas causídicas a que se 
refiere el considerando 4. debiendo, a sus efectos, practicarse la 
liquidación correspondiente. — NotHfrquese y repónganse las 'fo- 
jas. Asi lo pronuncio, mando y firmo en la capitart de la Repúbli- 
ca, fecha ttt snftra. 

Agustín Urdimtrraht. 
SENTENCIA DKt, JUKZ FEDEBAI, 

Bwni Aires, Septiembre 4» de 1*1. 

Y vistos : 

Por sus fundamentos, se confirma, con las costas de esta 
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instancia, la sentencia apelada (le foja uó. — Noti f íquese, tle- 
vuélvase y repóngase el papel ante e! inferior. 

Angel l : ct reirá Cortés. — Juan . L Guí- 
ete. — llrnesto daros, 

FALL» OK LA CORTE SUi'JtKMA 

Buhoi Airen. Julio 1 d# 1015, 

Vistos y considerando : 

Otie la semencia del señor juez federal que absolvía a ia na 
cíófl de la demanda interpuesta jx>r los señores Devoto. Rocha y 
f*onysscgur fué revocada ]>or la támara federal de apelación de 
la capital» ordenando ésta Unja sen los autos para que el inferior 
se pronunciara sol>rc tas sumas expresadas en la demanda (fo- 
jas 95 >• 

Que* ajelada esta sentencia ]>or el fiscal y denegado el re- 
curso, volvió la cansa al inferior para que se pronunciara sobre 
los puntos que liabia omitido resolver, o sean las simias a que 
aseendian eso* impuestos y las íreekmae iones respecto a los inte- 
reses de los mismos y a las cosí;i- de los juicios de apremio se- 
guidos anteriormente por el fisco contra los actores, formulado* 
en la demanda de fojas 5. 

One en - t r semencia de ís. tiíi el juez de sección decía ró 
probada- las sumas que se decían pagadas j)or impuesto al al 
cobo! y además declaró procedente- el cobro de los intereses de 
esas -unías computados desde !a fedia en que se efectuaron lo- 
respectivos depósitos e igualmente obligado e! fisco de la nación 
a satisfacer a los actores el iui]>orte de las costas causadas en lo* 
juicios de apremio, {Considerandos 3* y 4,"). 

< jue estas do* últimas condenaciones impuestas a ta nación 
por la sentencia de fojas 1 16 confirmada ]*>r sus fundamento-: 
por la de fojas 131. son las que esta corte está llamada a rever 
porque e!las son las única - que motivaron la apelación interpues- 
ta [¡i-r el procurador fiscal a ís. 121. 
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Que, a falta de estipulación, los intereses de un crédito son 
efecto de la mora en el cumplimiento de una obligación y para 
que el deudor incurra en ésta debe mediar, salvo casos de ex- 
cepción- un requerimiento judicial o extrajudicial (arts. 508. 509 
y 622 del código civil). 

Que. por consiguiente. lo< intereses de las sumas cuya re- 
petición ha sido decretada no pueden ser computados >;;::> des- 
líe que sv: verificó el requerimiento, o sea, desde ta notificación 
de la dem inda de fs. 5. 

Que en cuanto a las costas en los juicios de apremio segui- 
dos por el fi>co contra los actores, no puede admitirse que sean 
declaradas a cargo del fisco de la nación porque las resoluciones 
judiciales que pusieron término a esos procedimientos los decla- 
raron a cargo de aquéllos y jiorque nada los obligaba a seguir 
esos juicios desde que, requeridos extrajudicialmente para et pa- 
go de esos impuestos pudieron verificarlo con la corrcsjjondiente 
pn atesta y promover enseguida el presente juicio de repetición. 
(Expediente seguido por. el fisco contra [Revoto, Rocha, fojas 
_»i y 3$ y c< mtra don Aquües Pouyssegnr, fojas 26 y 44. 

Por estos fundamentos, se declara que a las sumas míe la 
nación ha sido condenada a restituir a los señores Devoto, Ro- 
cha, y Aquües Pouyssegnr, o sea veintitrés mil setecientos cinco 
pesos con noventa y nueve centavos a los primeros ( ? 237°5-99 
moneda nacional), y cinco mil seiscientos veinticinco pesos con 
sesenta centavos al último (.$ 5-te5¿*> m|n.). deben agregarse 
los intereses respectivos a estilo de llanco. computados desde la 
notificación de la demanda de fojas 5, revocándose la sentencia 
fie fojas 131, respecto a las demás con den ación es que ella con- 
tiene. Lzs costas se abonarán en el orden causado. — Notifique- 
se con el original y devuélvanse, debiendo reponerse los sellos 
ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. % Palacio. 
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CAUSA CLXXX 

Keyttera t MaiMel C, contra d poder ejecutivo nacional 
sobre integración de un área ie campo 

Sumario: K) silencio o inacción del comprador durante el térmi- 
no fijado |H)r el artículo 4023 de! código civil, libera al pri 
mer enajenante de las responsabilidades que le correspon- 
den \ntr la eviccion o saneamiento, 

Caso : Ln explican la- piezas siguientes: 

SKN'TEXt'IA t>I*í. JUKJE FKDKRAL 

Bueno* AJtt*. Agosto 24 de 13»', 

V vistos estos "aiio<. de cuy. estudio resulta: 

Que en j8 de Febrero de 1907. don Ismael T. Diaz, en re- 
presentación <le don Manuel C. Reguera, se presento al juzgado 
instaurando demanda contra el pixler ejecutivo nacional, mani- 
f estantío: 

Que su mandante había adquirí lo |>or venta del Uanco lli 
potecario nacional, e! jo 1 le noviembre de 1 8:>5- diecisiete mil se- 
tecientas veintidós hectáreas, setenta áreas y veinticuatro centi- 
áreas de campo en el Ki<> Negro, totes <j y 12. fracción IX. sec- 
ción ift, 

IJiu- este canillo bahía -ido hipotecado al I lauco |mr don I .fi- 
za rn Ivortondo. quien lo htilm en < >ctnbre de de don San- 
tíagQ Rodríguez, éste a <ti vez lo había adquirido del general d ¿n 
Amaro Arias, en Julio de 1880,, a quien le bahía sido adjudicado 
por c! fisco naüonaí. en -7 de Abril de lS86, 

Oue en e! año ifjoo, su mandante comisión:'» al ingeniero don 
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Pedro Vinent para que practicara una mensura del campo indi- 
cado, solicitando judicialmente ta diligencia, habiéndola practi- 
cado el mismo año. sometiéndola a ía aprobación del departamen- 
to de ingenieros. 

Ijne de esa o|>eración |>erfectamente ajustada a los títulos y 
mensura* anteriores, resultó un sobrante en favor de su repre- 
sentado. Ya en esa é|>oca, se había producido una seria dificul- 
tad en todas las mensuras de campos del territorio, pues por un 
error de fijar el meridiano, toda» las mediciones del año 1884 
fueron equivocadas, y recién ese error fué notado en las mensu- 
ras parciales. La oficina de ingenieros, única autoridad pericial, 
se resistió a aproltar la mensura practicada por Vinent. para su 
representado, de la que resultaba sobrante. 

Oue evidenciado en el terreno el error cometido en la men- 
sura de 1884 y resultando que la sección ló tenía menor longi- 
tud de este a oeste que la consignada en los planos, no se encon- 
tró otro medio de salvar la dificultad que medir en cada caso del 
oeste hacia el este, integrando a los primeros y dejando que lo* 
últimos buscaran por otros medios, las indemnizaciones del caso, 
ya que terreno no había para otros, 

tjue en tales circunstancias, a su representado no le quedó 
más camino que aceptar lo que se le proponía, para la aproba- 
ción de la mensura, cambiar sn situación primera que !c dalia ex- 
ceso respetando los primeros planos oficiales, por la nueva que 
producía déficit*, pues de otro modo la mensura no se aprobaba. 

Oue la situación legal de su representado, aprobaba la men- 
sura con intervención fiscal, era clara a su entender, y ejercitan- 
do mis derechos ocurrió al poder ejecutivo con relación de los 
hechos y antecedentes referidos, reclamando el pago del terreno 
que te fáltala j>ara cubrir su ti*aS ya fuera en dinero o en tie- 
rras, conforme al valor actual de lo que se le quitaba, pero el po- 
der ejecutivo no hizo hjggr ú reclamo. 

Por esta causal ocurría al juzgado entablando demanda am- 
parado en la ley 3*152, para que sean reconocidos los derechos de 
sn mandante y s L * declare que la nación está obligada a entregar 
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o alionar a su representado et valor que tenga a la fecha del pago 
de las 3.600 hectáreas, 78 áreas, 63 centiárcas que resnltalian co- 
mo déficit en !a mensura ya citada, cuyo precio se fijaría |wr ar- 
bitros, intereses, costas y costos, 

Que si, coino lo dijo Reguera at presentarse at poder ejecu- 
tivo, -el vendedor debe, por otra parte, sanear ¡a casa vendida 1 ar- 
tículo 1414 del código civi!, y d comprador puede reclamar di- 
rectainente del primer enajenante (artículo 2io:j). esta demanda 
debía prosperar también aún dejando de lado la causa origina 
ría del hecho que la motivaba. 

Que aí bien la evicción se produce por demanda que alguien 
entabla contra el poseedor, no se debe tomar este término en sen- 
tido restrictivo y formulista, pues que una operación de mensu- 
ra, si bien no es una demanda, tiende a establecer co:i precisión 
y claridad los derechos de propiedad de los colindantes confor- 
me a sus respectivos títulos, de tal modo que aprobada judicial- 
mente, cada interesado, 110 es propietario más que de a.pK-üo que 
le da la mensura- y concluía reproduciendo los antecedentes y 
fundamento* de derecho invocados en las peticiones formuladas 
ante el poder ejecutivo, que han sido desestimadas. 

La demanda fué contestada jwr el señor procurador del te- 
són», en representación del j>o<ier ejecutivo, manifestando: 

Que las ventas de las 17.72J hectáreas. ;o áreas y 24 cen- 
tiáreas de campo en el Río \egro. fueron hechas en la forma v 
fechas c|ue >c indican en el escrito de demanda; siendo, por con- 
siguiente, el demandante comprador al flanco Hipotecario Na 
cional, el que le otorgó ía respectiva escritura a fines del año 1*13 

Que algunos años después, considerando el señor Reguera 
conveniente a sos intereses, mandó practicar una mensura del re- 
ferido campo, y como resultara de la operación practicada, que 
fué aprobada ]>or e! señor juez del territorio, que faltahan j.íioü 
hectáreas, ;H áreas y §j eemiáreas. se presentó al i*)der ejecuti- 
vo nacional en 15 de Septiembre de 1905. pretendiendo te mau- 
llare abonar el déficit al precio que é: había vendido el resto, o 
en su defecto. >e le integrase cm cam¡io de i rt 'ua! valor: reclamo 
qué el poder ejecutivo desestimó. 
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Que fu miaba su acción, el señor Reguera, en las disposicio- 
nes óV los artículos 1414 y 2109 del código civil, que imponen al 
vendedor la obligación tic sanear la cosa vendida haciéndole res- 
]x>nsable de la evicción, cuando fuese vencido en juicio por una 
acción real dándole el derecho de citar por la evicción al primer 
enajenante, aún en el caso de haber otros intermedias. 

Que la negociación realizada por el general Arias con el po- 
der ejecutivo nacional, fué una venta de tierras a razón de cua- 
trocientos pesos las dos mil quinientas hectáreas. 

Que establecida la naturaleza jurídica del acto, fácil es esta- 
blecer también las responsabilidades del gobierno por la entrega 
de menos extensión de tierra de la que se había obligado a dar. 
El articulo i 4 U5 del código civil resolvía el punto. 

Que recibida la cosa sin observación por parte del compra- 
dor, su acción para pedir la devolución proporcional del precio, 
por lo que faltalra. se extinguía si pasados diez años no la ejercí- 
taita, desde que esa acción era personal. 

Iniciado el reclamo como a los veinte años el gobierno usó 
de un derecho legitimo al negarse a esa devolución, tanto ma- 
que no se ¡e pedía simplemente la devolución, sino el pago del 
déficit ai precio actual de las tierras ; estando prescripta la ac- 
eita, de acuerdo con !o dispuesto en el articulo 4023 del citado 
código, fundamentos por los que pedia el rechazo de la demanda 
cun costas. 

Que recibida ta causa a pruelia con el resultado que indica 
el certificado del señor secretario de fs. 35. sustanciándose la 
prescripción y agregarse los alegatos de las lurtes, ella se en- 
cuentra en estado de ese pronunciamiento. 

» 

Y consideran ilo: 

Sobre la prescripción opuesta por el representante del 1»- 
der ejecutivo nacional: 

Que, rlado su carácter perentorio, debe ser estudiada y re- 
suelta preferentemente a todo otro pronunciamiento toda vea qué 




si fuera aceptada, excusaría toda otra resolución como que aque- 
lla pondría fin al litigio. 

Que la prescripción opuesta se funda, en que habiendo trans- 
currido más de veinte años desde ta fecha en que el poder ejecu- 
tivo escrituró el campo que motiva 3a acción sub jndkc, hasta la 
época de la interposición de la demanda la acción se encontraría 
prescripta con sujeción a lo dispuesto en el articulo 4057 n¡n, de! 
código civil. 

Pero, es de observar, que el demandante fuñía su acción en 
las disposiciones de los artículos 1448 y 2143 del citado código, 
y en la obligación por parte del vendedor de responder por h 
evicción y saneamiento de la cosa objeto del contrato y en que el 
comprador puede ir contra cualquiera de los vendedores inter- 
mediarios hasta el primitivo, Y. como el actor, recién por la men- 
sura practicada por el ingeniero don Pedro A. Yinent, aprobada 
en Mayo 5 de 1905 < ís. 99, autos agregados), fundó legalmente 
tener conocimiento que no existía la extensión de tierra que le 
daban sus títulos, es recién desde esa éj>oca, de ese preciso mo- 
mento que pudo intentar su reclamo de quien correspondiera. 
Y habiendo Reguera deducido su demanda judicial en Febrero 
de 1907, resulta que no existe entre ambas fechas el término de 
diez años requerido por el artíouto 4057 del código civil, para la 
prescripción de toda acción personal, de donde surge la improce- 
dencia de la defensa opuesta por el ministerio público. 

Considerando, en cuanto al fondo del asunto, o sea sobre la 
procedencia o improcedencia de la acción sub jndkc t 

Que el reclamo hecho por don Manuel C. Reguera contra ei 
gobierno de la nación se funda en que éste, como vendedor ori- 
ginar» k debe responderle de la evicción y saneamiento del campo 
sito en Río Negro que fué adquirido del Ilanco Hipotecario Xa 
cional. en 20 de Noviembre de 1895. 

Que. al respecto, es de observar que, según antecedentes de 
autos, el poder ejecutivo nacional vendió al general Amaro Arias 
17.722 hectáreas, 70 áreas y 24 centiáreas de campo en el terri- 
torio nacional del Río Negro, sección 16, fracción D, lotes 9 y 12. 
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otorgándole la respetiva escritura de dominio en 1 1 de Diciem- 
bre de 1886, Arias, a su vez, vendió esas tierras a don Santiago 
Rodríguez, y éste a don Lázaro Elortondo. quien las hipotecó al 
llanca Hipotecario Nacional, y este establecimiento realizó su 
enajenación en remate público, siendo su adjudica torio el actúa! 
demandante señor Reguera. 

tjue, con sujeción a la doctrina de los artículos 2125 y 2127 
u |n. del código civil y a la constante jurisprudencia federal, la 
responsabilidad del vendedor por causa o razón de la evicción. 
necesita como antecedente, que el adquirente haya sido privado 
del derecho transmitido, o haya sufrido una turbación de dere 
chi i, en la propiedad, goce, o en la posesión de ta cosa por causa 
.interior o contcm|>oránea a la adquisición, y en virtud de sen- 
tencia ejecutoriada pronunciada en el pleito en que se practicase 
!a citación de evicción, (Tomo 21, pág. 5Ó3; tomo 75. pág. 4,16; 
tomo 8a pág, 118; fallos de la corte suprema nacional, y tomo 
3?> i>ág. 129; 37, pag. 397, y 4, |>ág. 494, de la jurisprudencia ci- 
vil de ta capital ). 

t¿wt, de acuerdo con lo prevenido en la ley l.", titulo 14. par- 
te 3.*. el actor ha debido probar los hechos fundamentales de su 
acción y demás extremo- de ley. para que pudiera prosperar su 
demanda, y no obstante tan elemental de1>er. no lo ha hecho, 
pues, ni siquiera ha justificado que él ni sus sucesores particu- 
lares hayan sido puestos en posesión real y efectiva del campo 
comprado, y mucho menos, que haya sido en momento alguno 
turba.ln en esa |>osesÍón o privado del derecho adquirido, en vir- 
tud de sentencia dictada en pleito alguno, o que se encontrase 
comprendido en el caso del artículo 2145 del código civil, por 
ser im'Ki! toda defensa, por no haber oposición justa que hacer 
a !a demanda del tercero que hubiese reclamado del derecho que 
se ve privado. 

Que el juicio de mensura que invoca el actor, no reúne tal 
carácter, pues, no es juicio contradictorio ni tiene fuerza de defi- 
nitivo, conio tampoco tiene la intervención del agente fiscal la 
amplitud que erróneamente le atribuye. 
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Por otra parte,, en esc mismo juicio el demandante ha pres- 
tado conformidades por su «ola voluntad tendientes a la aproba- 
ción de esa mensura, renunciando con ello implícitamente a de- 
rechos en espectativa y que pudieran corresponderle, pidiendo 
Unicamente que se le dejase a salvo su derecho para reclamar 
de quien correspondiera el déficit que resultaba en el terreno 
comprado (escrito de fs. 70 expediente agregado). 

Do los informes del departamento de ingenieros existentes 
en ese expediente resulta, que en los lotes 9 y 12, fracción D, de 
la sección 16, nunca existió la extensión de tierra vendida, por- 
que las mensuras que invadían otras secciones tenian que ser anu- 
ladas, pues esas diligencias no dan ni quitan títulos a los propie- 
tario*. 

De donde resulta que ninguna relación de derecho existe en 
el caso sub judie t entre el actor y el demandado» tío bastando la 
voluntad de aquél para cambiar su acción, dirigiéndola contra el 
poder ejecutivo nacional, toda vez que las relaciones de derecho 
4e éste con su comprador el general Arias, pueden ser fundamen- 
talmente diversas a las del demandante y su vendedor el Naneo 
Hipotecario. 

Por estos fundamentos, fallo: 1." Rechazando ta excej>ción 
de prescripción liberatoria opuesta |wr el ministerio público. 2." 
Rechazando la demanda instaurad;» ¡»>r don Manuel C. Reguera 
contra el gobierno de la nación, a quien absuelvo de sus conse- 
cuencias, y 3. Declarando que las costas del juicio deben abo- 
narse en el orden causadas y las comunes por mitad, en atención 
a la naturaleza del juicio y, a su resultado, 

Xotifíquesc con el original, repóngase el sellado y oportuna- 
mente archívese esta causa. 

AgmtUx Urditiamñn. 
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Bwnoi Aires, Julkt 28 de 1010 

Vistos y considerando: 

i.° Que el poder ejecutivo de la nación, por escritura otor- 
gada en 1 1 de Noviembre de i886, transfirió al general don Ama* 
ro Arias el dominio de diecisiete mil setecientas veintidós hectá- 
reas' setenta áreas y veinticuatro centiáreas (17.722 hectáreas, 
70 áreas, 24 centiáreas} de campo ubicadas en los lotes 9 y 12 de 
la fracción D, sección 16 del territorio del Río Negro, cuyas tie- 
rras, después de varias transmisiones, fueron hipotecadas al lían 
co Hipotecario de la Nación, el que las hizo vender en remate pú- 
blico, siendo adquirida* en ese acto por el demandante señor Ma- 
nuel C. Reguera, según consta de la escritura de 20 de Noviem- 
bre de 1895. 

Estando en posesión de los referidos campos el señor Re* 
g ue ra hizo se practicara una mensura judicial de ellos, lo cual 
riió un sobrante en relación a la superficie determinada en los ti- 
tutos de adquisición. La dirección de tierras y colonias de la na- 
ción, división de geodesia, observó dicha mensura (fs. 45, expe- 
diente-agregado, sin acumular) y como consecuencia de dicha 
observaciones, se practicó una nueva mensura, la cual dió el si- 
guiente resultado, según el informe de la oficina de geodesia 
ts, 8;. expediente agregado. 

El lote vendido a Reguera tenia, según su título, una super- 
ficie de 1 7,722 hectáreas. 70 áreas, 24 centiáreas. 

La nueva mensura de fs, 68. expediente agregado, dió la si- 
guiente superficie: dieciséis mil doscientas setenta y dos hectá- 
reas, cuarenta y siete áreas y dieciocho centiáreas ( 16,272 hec- 
táreas, 47 áreas. l8 centiáreas), la que arrojaba un déficit con- 
tra Reguera de mil cuatrocientas cincuenta hectáreas, veintitrés 



KM rxuoa m la com tvmuA 

áreas y seis ccntiáreas ( 1.45a hectáreas, 23 áreas, 6 ccntiáreas . 
Además, dicha mensura se superponía, en parte, sobre el lote co- 
lindante de los señores llickey y Moyano en una extensión de 
mil ciento cincuenta hectáreas cincuenta y cinco áreas y cincuen- 
ta y ocho ccntiáreas (1.150 hectáreas. 55 áreas, 58 ccntiáreas >. 
de modo que sí se aceptase para los señores I liekey y Moyano la 
integridad del lote poseído por ellos,* el déficit de tierras contra 
eí señor Reguera vendría a alcanzar a dos mil seiscientas hectá- 
reas, setenta y ocho área* y sesenta y cuatro ccntiáreas íí/kío 
hectáreas, 78 áreas, O4 ccntiáreas). 

2." Que el señor Reguera, después de los reclamos adminis- 
trativos de ley, demanda a la nación para que se declare judicial- 
mente que está obligada a entregarle y abonarle el valor que ten* 
gan a la fecha de! pago las 2.000 hectáreas, 78 áreas y 63 centi- 
áreas que han resultado coino déficit en ta última mensura- cuyo 
precio debería fijarse por arbitros, a más de los intereses mora 
torios, costas y coitos ; míe funda su acción en la obligación que 
como vendedor tiene la nación de responder por la eviceión y 
saneamiento, conforme :i los artículos 1414 y 210;) del código 
cívi!. 

3. Que el representante de la nación pidió el rechazo de la 
acción deducida, alegando t|itc era improcedente y que en todo 
caso, como acción |>crsonal, estar i a prescripta. 

El inferior ha 'lesestimado fundadamente la excepción de 
preseri]>ción, Kn efecto: si e! demandante hubiera ocupado, se- 
gún ta primera mensun. mayor superficie de campo que la ven- 
dida, no habría acción a prescribirse. Si la primera mensura se 
ha rectificado |>or ta segunda y de ella aparece un déficit, es de> 
de entonces recién que >urge ta acción que puede tener en razón 
de dicho déficit : y como desde la aproliación de la mensura hasta 
la fecha de la demanda no han transcurrido diez años, resulta 
que la acción iht^oií.iI que pudiera eorres|x>nder al actor 110 está 
prescripta. 

En cuanto al fondo de la cuestión, -la acción ha sido recha- 
zada igualmente con arreglo a derecho. 
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Se lia entablado una acción por evicción y saneamiento, fun- 
dándola en los artículos 1414 y 2iog del código civil y sobre esa 
liase no se ha trabado Ja Ktts. La sentencia debe dictarse confor- 
me a las acciones deducidas. Es indudable que la acción entabla- 
da es improcedente, porque no hay nada que sanear desde que 
el demandante en estos autos no ha sitio vencido en otro juicio, 
ni se le ha privado por sentencia, en todo o en parte, del derecho 
que adquirió, ni se le ha hecho sufrir una turbación de derecho 
cu ta propiedad, g£ce o ixwesíón de la cosa. ( Art. 2091» código 
civil h 

Si. después de la segunda mensura, ha resultado que el de- 
mandante nu tiene la extensión de terreno que compró, hay so- 
lamente una diferencia en su contra y uo una privación en la po- 
sesión, o una turbación de derecho en la propiedad. Por esa di- 
ferencia, el demandante tendrá las acciones que le acuerde Ja ley, 
pero sobre ese punto nada hay que resolver en estos autos, por 
cuanto la litis se ha tratado sobre la acción de evicción. 

Por estos fundamentos, y los de la sentencia apelada, se 
culi firma, dejando a salvo al actor la acción que le corresponda 
para deducirla en la forma y contra quien proceda.— Xotifíquese 
y devuélvase. 

Juan .•!. Careta. — Angel O. Rojas. — 
Angel h'crrcira Cortes. 
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Bu*ut Aiflt, jutlo 5 á* 1913. 

Vist<* v considerando: 

Que según se reconoce en la demanda, el fisco nacional ad- 
judicó o enajenó al general Amaro Arias, en 27 de Abril de i88fi, 
los lotes 9 y 12. fracción D. sección 16, territorio del Río Xcgro, 
donde se pretende que existe la falta del terreno a que se refiere 
el presente juicio (te. 2). 
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Que «Helia demanda ha sido entablada en 28 de Febrero do 
1907 ( fs. 4 vuelta ) , vale decir, después de más de veinte año* de 
la enajenación aludida, tiempo suficiente para la prescripción de 
las acciones personales (articulo 4023, código civil), como es U 
presente. 

Que las ventas hechas de los propios Jotes ]x>r d genera! 
Arias a Rodríguez, por éste a Klortondo y ]K»r el JJanco Hipote- 
cario Nacional a! actor, en iH8o y 1895, resistivamente, no al- 
terarían, aún en la hipótesis de que de ellas emergieran acciones- 
directas contra Ja nación, las condiciones jurídicas de la misma, 
en concepto de primera enajenante, sometiéndola a distintas res- 
ponsabilidades que las eme contrajo rcs)>ecto al primer enajenan- 
te o a prescripciones de mayor término (articulo 3270, código 
civil ), 

(J lie siendo inaplicables al caso snb judtee las disrx>sicíone^ 
legales relativas a la evicción, como se demuestra en la sentencia 
recurrida de fs. 91. es inadmisible que deba excluirse, a los efec- 
tos de la prescripción, el tiempo transcurrido desde Abril tle |8S<» 
hasta j 1 de Marzo de 1905, fecha en que se aprobó la tercera 
mensura del terreno (fs, 99, expediente ad. agregado), porque 
la duración de ¡a acción acordada por la ley a los compradores 
contra los vendedores, en caso de falta de superficie de los in- 
muebles enajenados, está regida por el principio general que es- 
tablece el articulo 4017, dado que no hay disposición expresa ew 
contrario. 

<Jue la circunstancia de haber intervenido la oficina de geo- 
desia en las nuevas mensuras de los expresados lutes. practicadas 
en 1900 y en 1004 ( fs. 23, 43. 56 y 72, cxp. ad. agregado \ y la 
de haberse notificado al agente fiscal el auto aprobatorio de la 
última mensura 1 fs. y 100 vuelta del citado expediente , no 
importan tampoco reconocimiento tie derechos a favor de Re- 
guera o interrupción de la prescripción, pues que esa oficina y 
el agente fiscal 110 eran los representantes legítimos de la nación, 
en tales actos, con arreglo a lo dispuesto en el articulo t.° de la 
loy número 3367, teniéndose en cuenta, en lo que hace al fiscal 
(me no había sido flesignado al efecto por el poder ejecutivo. 




DE JUSTICIA Dt LA PACION 



13f 



Por estos fundamentos, se confirma la sentencia de fs. 91, 
debiendo las costas alonarse en el orden causado, atenta la na- 
turaleza de la excepción admitida. Xottfíqucse con el origina] y 
devuélvanle, debiendo los sellos rqroiicrse ante el inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solak. — M, P. Daract. — 
IX E. Palacio. — L. López 
Gabán illas. 



CAUSA CLXXX1 



Criminal, Salí Thafmcssimjcr ; su extradición 

Sumario:, i,° Llenados los requisitos exigidos |»or el artículo 65 r 
del código de procedimientos en lo criminal, procede la ex- 
tradición, aun cuando no exista tratado con la nación requi- 
rente, siempre que ella se solicite a título de reciprocidad. 

2. Correspondiendo al sujeto cuya extradición se solicita 
una ]>ena menor, según las leyes de la nación requirente, que 
la establecida en la ley penal argentina, no es de aplicación, 
at ser concedida la extradición, lo dispuesto en el articulo 
607 del código de procedimientos criminailes. 

3, El procedimiento de la extradición no es un proceso, 
pues nada resuelve respecto de la inocencia o cul|>abilidad 
del requerido. 
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4-° No autoriza el recurso de revisión de un fallo tic la 
corte stíprenia el lieeho de no haberse agregado al evadien- 
te sobre extradición tin volumen de la colección de leyes de 
la nación requirente. por cuanto, con arreglo a lo dispuesto 
en el artículo 655 del código de procedimientos crimínale* 
no es permitido poner en cuestión la validez intrínseca lit- 
ios documentos acomj*afuu!os al formular la petición. 

Casa: Lo explican las -.¡guíenles piezas: 



KAU.O OKI. JI KZ FEDGRAI. 

Bnnoa Alio, Abril 17 d< 1013. 

Vista esta causa sobre extradición fiel sujeto Salí Thaliues- 
singer. solicitada jtor las autoridades de Alemania, 

V considerando: 

1. " One et documento cuya traducción corre a fs. 41 llena 
las exigencias del artículo 651 del código de procedimientos en 
!o criminal, según lo ha resuelto la corte suprema en un caso 
idéntico at s»b judtrc. i Tomo 46. pág. 228 \. 

2. " Que las deficiencias de forma (pie la defensa observa en 
las traducciones de fs. rft a 49 en nada afecta» su validez ni !a 
de los recaudos de la extradición, desde que ninguna objeción se 
formula a la fidelidad de la versión de la trad' ción referida. 

3. Que la legalización, o mejor dielio. certificado de exis- 
tencia de las leyes alemanas invocadas por la autorida:! requi- 
rente, se ajusta a la práctica observada en ios tribunales argén* 
tinos, según la cual es el mismo juez que formula el |>edido ífe 
extradición. quien, conjuntamente con las demás recaudos, re- 
mite tatnlúén la transeri|>e¡ón de las leyes aplicables al caso. 

4° Que en cuanto a la competencia de! tribuna] reo u¡ rente, 
la presunción es que la tiene desde míe el pedido que formula 
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>e ha tramitado i*>r e! gobierno de ese tribunal. Por lo tanto, ob- 
servada dicha competencia, correspondía a la defensa la prueba 
que iu> se ha producido, 

5 * (Jue tampoco se ha probado que el gobierno alemas es- 
tuviera legalmente inhabilitado para ofrecer la reciprocidad que 
ofrece. Según la misma defensa, loque prohiben las leyes alema- 
nas es la entrega de un alemán para ser juzgado por tribunales 
extranjeros. La reciprocidad ofrecida consistiría, pites, en la pro- 
mesa de entregar a un ciudadano argentino a las autoridades ar- 
gentinas. 

íi." Que. en consecuencia, están llenados los requisitos que 
exige c! articulo 651 del código de procedimientos en lo crimi- 
na!. 

Por estas consideraciones, resuelvo conceder la extradición 
del sujeto Sa!i 'Phalmessinger. En consecuencia, póngase la per- 
sona del requerido a disposición del seítor ministro de relacione* 
exteriores, juntamente con los objetos que le han sido secuestra- 
dos, remitiéndosele asimismo los autos origínales, dejándose 
constancia. Oficíese en la forma de estilo. 

Mit/ucl L, J 'antas. 

f.UUl OK LA CAMARA FKDGKAL IIP. l.-N CAPI TAI, 

Bu-ros Aires, Majo. 15 de 1913. 

Y vistos y considerando: 

One la solicitud de extradición formulada por la legación de' 
imperio alemán contra el subdito del imperio, Sali Tlialmessin- 
ger. se ha instruido con los documentos requeridos por el articu- 
lo 651 del código de procedimientos criminales de la República. 

Desde luego se encuentra copia legalizada del auto de pri- 
sión librado por el restrictivo juez de instrucción de L'lnt ( fojas 
16 a fs. 27 ). Este mandato de prisión está extendido en forma 
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análoga al transcripto en el tomo pág. 414 de los fallos ite ta 
corte suprema de ta nación, y el cual fué considerado suficiente 
por aquel supremo tribunal al resolver, en e: lomo 46. pág. 228. 
el caso de extradición de que se trata en el fallo inserto en el to- 
mo y páginas citados. Se ha presentado igualmente por la lega- 
ción alemana, la copia autentica de las disposiciones legales apli- 
cables al hecho acusado <art. 651, inciso ,V n . código de procedí 
mientos criminales). Los tractos |>ertiiit-ntes del código penal ale- 
mán se lian acompañado con la a>pia del auto de prisión, por e' 
juez de instrucción de L'lm, viniendo legalizados en forma, lias 
ta <|tte la copia de las leyes penales aplicables al caso se hayan 
presentado f*>r el juez de la causa. I Véase tomo 42, pág. 409, y 
tomo 40, pág. 220. fallos de la corte suprema naciona: ). 

Kl defensor de! requerido sostiene que se ha solicitado la 
extradición de Tlialmessinger sin halarse adjuntado el testitno- 
nio literal fiel auto que decrete la extradición cu el proceso ins- 
taurado en su contra en Alemania. 

En el caso de extra ilición resuelto en el tomo 42. pág. 40» >. 
fallos de la corte suprema, nt> se hizo lugar cu 1111 principio al pe- 
dido de extradición, porque entre los documentos con que la le- 
gación alemana lo hatña formalizado no existia ninguna qiie 
emanara del juez de la causa y en el que dicho juez pidiera o de* 
creta ra la extradición. 

Esa deficiencia fue salvada posteriormente en el modo v 
forma que se ve en la página 429 a 435 del tomo 42 de los fallo- 
de la corte suprema. 

El señor ministro alemán, al reiterar el pedido de extradi- 
ción dc que trata el caso resuelto en el tomo 4J que acaba de ci- 
tarle, tlecia en su nota ai señor ministro de relaciones exteriores 
de la República que le remitía: i.a carta de requisición. . . diri- 
gida i»or el juez competente de instrucción del tribunal rea! de 
Sajorna en Leipzig, al señor juez federal en ésta o a! juzgado 
que corresponda". I Tomo 42. pág. 434, fallos de la corte suprc 
ma >. Esta carta dc requisición de la extradición es análoga al 
documento dc fs. 41 de estos autos. vn el que se pide jwir el jue>. 
dc rim fa extradición de Thalmessinger. 
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Esa requisición judicial de extradición es bastante para 
cumplir con lo dispuesto en el encabezamiento del articulo 651 
de! código de procedimientos criminales de la nación. (Véase a 
este respecto especialmente el considerando tercero del fallo in- 
serto en el tomo 46. pág. 22S de la sentencia de la corte suprema). 

Por estos fundamentos, los del fallo apelado de fs. 73, y de 
acuerdo con lo diotaminatto ]>or el señor procurador fiscal de 
esta cámara, se confirma diclio fallo bajo el concepto de íjtie las 
autoridades alemanas observarán la reciprocidad en casos aná- 
logos, y de que no se le jiodrá aplicar al requerido Thaímessin- 
ger una ]xma mayor que la que prescribe el código penal argen- 
tino para los delitos por cuya comisión se ha sol ¡citado y ha acor- 
dado la extradición. ( Art. 646, inciso 2 • y art. 667 def código de 
procedimientos criminales). Notifíquese y devuélvase. 

Angel ferreira Cortés. — Angel D. Ra- 
¡as. — Juan A. Garda, — Atjustin 
Ürdinarraut. 



VISTA nía PROCURADOS GENERAL 

Bu«B<rt Alies, jmio 25 ét Wi. 

Suprema corte: 

■ 

Los documentos presentados por la legación de Alemania 
satisfacen plenamente los requisitos del artículo 651 del código 
de procedimientos, a efecto de conceder la extradición solicitada. 

El mandato de prisión ex-gido por el inciso 1° del citado ar- 
ticulo, consta del documento traducido a fs. 41, que. con arreglo 
a la jurisprudencia de la corte suprema ( fallos, tomo 46. pagi- 
na 228 h debe considerarse suficiente para llenar el requisito 
mencionado, por cuanto constituye la orden de captura indispen- 
sable ]*ara acordar la extradición. La identidad de la persona de- 
tenida no ha sido puesta en discusión. La copia de las disposicio- 
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nes legales aplicables al .hedió acusado, según !a legislación ali- 
maña, Ka sido remitida por el señor ministro requirente, y ota 
circunstancia es bastante para establecer su identidad. 
Pido a Y. E. la confirmación del fallo apelado. 

Julio fíntct. 



FALLO DE LA COKTK SUPREMA 

Buenos Aire», julio IT dt 1913. 

Y vistos: l'ara resolver soíire la apelación concedida a fs. 91 
vuelta. 

Y considerando : 

Oue et ]iedÍdo de extradición del subdito alemán Sal i Thal- 
uieshinger- liecho jior el juex de instrucción de la causa que se le 
sigue en L'lin. Alemania, por los delitos de prevaricato, defrau- 
dación y estafa, lia sido introducido |>or la vía diplomática, 
acompañándose juntamente con el exhorto de requisición, copia 
del auto de prisión preventiva y de las disposiciones del código 
¡Hrtial del imperio germánico, que castigan dichos delitos <fs. ¿o 
a 39. 43 a 44. y traducciones de fs. 15 a 29. 40 a 42). 

One tales recaudos satisfacen suficientemente los requisitos 
previstos en e! articulo 651 del código de procedimientos crimi- 
nales que fija las reglas a que debe someterse todo pedido de ex- 
tradición de reos, hecho por los jueces de la República o a ellos 
formulada por autoridades judiciales extranjeras, fuera de tra- 
tados y a titulo de reciprocidad, como la que en el caso, ha sido 
ofrecida por el señor ministro del Estado requireute. a nombre 
del gobierno imperial respectivo ( fs. 15 y 30. 

Que en el exhorto del juez de instrucción de l/lm, cuya ver- 
sión castellana corre a fs. 41. se expresa con toda claridad y pre* 
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cisión que **se resuelve solicitar de quien corresponda, la extra- 
dición del perseguido, contra el que ha sido expedida orden de 
captura con fecha 13 de Enero de 1912" ; lo cual, en caso análogo 
al presente, en que, también el pedido de extradición, aunque in- 
troducido por la vía diplomática, se hizo por exhorto de juez a 
juez, fué considerado por esta corte que el recaudo así acompa- 
ñado bastaba para dar por cumplida la formalidad que menciona 
el articulo 651 citado. (Fallos: tomo 42. pág. 434, y tomo 4(1, pá- 
gina 228). 

Que acreditada la identidad del requerido y 110 concurrien- 
do, por otra parte, ninguna de las circunstancias que. según el 
artículo 655 del misino código, puedan obstar a la entrega solici- 
tada, es deber de cortesía internacional deferir a ella. 

Que tratándose, según aparece de las referencias contenidas 
en el auto motivado de prisión y captura (fs. 16 y 30), de de- 
fraudaciones y estafas por sumas que exceden de quinientos pe- 
sos, por lo que debería infligirse al requerido pena de penitencia- 
ría, de tres a diez años, con arreglo a lo dispuesto en los artícu- 
los 202 y 20J, inciso 6.\ código penal argentino, y articulo 23, 
inciso 2." de !a ley 4189, no es de aplicación, en el caso, la condi- 
ción impuesta por el fallo recurriib a mérito de to dispuesto en 
e! articulo 667 del código de procedimientos criminales, pues, el 
mayor rigor de dicha penalidad resulta evidente en su compara- 
ción con las penas sancionadas por el código ademán, en los ar- 
tículos pertinentes, testimoniados a fs. 37, y debidamente tradu- 
cidos a fs, 27 , razón por la cual es de eliminarse tal condición 
del pronunciamiento que concede la extradición. (Fallos, tomo 
103. pág. 213). 

Por ello, y lo expuesto jx>r el señor procurador general, se 
continua la resolución apelada de fs. 87, en cuanto acuerda a tí- 
tulo de reciprocidad, la extradición del subdito alemán Saíi Thal- 
messinger. — Xotiííqtiese y devuéívanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 

C ADAN ILLAS. 

I 
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ESCRITO ]>£ REVISIÓN 

I 

■ 

Suprema corle: 

Kl defensor del señar Sali Ttialmessiiigcr. en los autos sid»re 
ex .adición, a V*. 1\. dice ¡ 

Con todo el resjieto debido, denuncio a V. l£. nuevamente el 
hecho (no tenido en cuenta en la Exenia. cámara íederal, 
ni ai te V, E, > de que está en el cajún del juzgarlo de primera ins- 
tancia todavía, el volumen de la colección de leyes del imperio 
alemán, que opuse a los llamados textos de los ctfhortos. cuya 
presentación es obligatoria, según ley. 

Hasta ahora nadie se ha pronunciado sobre mis defensas y 
el tallo de V. E. es nulo y. al am|)aro de la ley J t título 22 parti- 
da 3¿"j yo pido se declare esa nulidad, cumpliendo con elementa- 
deberes de mi carácter de defensor. 

Me sostenido: 1.' IJuv tos documentos presentados no tienen 
las formas extrínsecas (pie la ley exige, 

j. " Que las leyes presentadas no son exactas, 111 han sido tra- 
ducidas. 

3. (Juc 110 hay auto de prisión, 

4. " tjue no ha siik> expedido jxir autoridad competente. 

5. " Qite no ha venido copia literal del auto de extradición. 
Lo he sostenido asi. desde el primer momento, siendo grave 

este hecho : V. K. no ha |*>dido decidir esta causa- sin que le fue- 
ran (y fueron reclamados por mi) todos los elementos de la 
causa. 

Es una grave incidencia, sobre la cual llamo la atención del 
alto tribunal. 

Lo único que corresponde y puede corresponder es la anula- 
ción de todo lo actuado. 

En medio de sus recargadas atenciones. Y. j£„ ha descuidado 
decidir la mayor fiarte de esos puntos. 

Hay un hecho decisivo; Yo he defendido con textos legales. 
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que no han salido de los cajones del juzgado de primera instan- 
cia y V. E. no esta en condiciones de resaíver un proceso jamás, 
sin que se encuentren, en su mesa, todos los elementos constitu- 
tivos det mismo. 

Remitiéndome, en todo, a mis escritos anteriores, recuerdo 
a V. E. que e.*os códigos fueron presentados i»r mí a fs. 78, y 
que es violar los derechos de la defensa en juicio no atender los 
reclamos que, entre otras ocasiones, formulé a fs. 78 y de lo que 
hablé en la página 7 del impreso acompañado. 

Corres|x>nde anular todos los fallos, en salvaguardia de los 
derechos de amparo de mayor importancia que la extradición de 
un hombre. Será justicia, etc. 

Juan A. Argerich. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aiftt, Julio Ü2 de 1913. 

Vistos y considerando : 

Que el procedimiento de la extradición no es un proceso, se- 
gún la jurisprudencia establecida, pues nada resuelve respecto a 
la inocencia o culpabilidad del requerido. (Fallos, tomo til. pá- 
gina 35, y otros). 

Que el requisito establecido en el artículo 651, inciso 3/ del 
código de procedimientos en ío criminal ha sido llenado con los 
documentos de fs. 27 y 37, o sea, la copia de las disposiciones 
legales aplicables al hecho acusado. 

Que "el volumen de la colección de leyes del imperio ale- 
mán" a que se hace referencia, en ningún caso podría influir en 
la extradición solicitada, porque, con arregJo al artículo 655 del 
mismo código, no es permitido poner en cuestión la validez in- 
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trimeca de lo* documentos producidos |H>r el gobierno reque- 
riente. 

Por ello, estése a lo resuelto. 

V Ut;k.Mtjo. — Nicanor íí. ma 
Solar. — M. p. Daract. — 
U. i-:. Palacio. — L. I.ñi'Ks? 
C.\ han illas. 



CAUSA CLXXXll 

Criminal Sumario instruido á t'rtun hco laf>tie;ila /»<>r inf me- 
llón é itt ¡ey tte Defensa Soeiaí número ?o*i 

Sumario : i," J„ns jueces federales no pueden conocer de un delito 
que no afecte la soberanía y seguridad de la Nación ú pie no 
se haya cometido en un lugar que haga surgir sti jurisdicción 
y competencia eo.t arreglo á lo dispuesto en oí articulo 3 de 
la ley número y 23 del código | e procedimientos en lo 
criminal. 

2." Para que un delito ca «ligado iM»r la ley núm. 7029, 
corres ponda a>! fuero federa!, habrá que distinguir quienes 
son las instituciones ó |*>rsona> ofendidas, ó los lugares de 
>n ejecución, pues si asi no fuera, se les investiría en la ca- 
pital y provincias de una jurisdicción más extensa tic la que 
el congreso puede conferirles. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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.SEN TE Ni l.\ DEL J U V,7. FEDERAL 

Rourio, Mirto t 1913. 

V vistos: El presente proceso seguido contra Francisco Cap- 
ttevila- cuya instrucción fué originada por la denuncia de fs. i y a 
hecha ante la comisaría general del departamento Constitución de 
esta provincia, |x>r do:i Ricardo Larramendi. Resultando: 

i * Que el nombrado larramendi denunció ser victima de la 
persecución de Capdevila por no entrar a formar parte de una 
sociedad premia; míe produjo una huelga en el mes de agosto o 
septiembre del año próximo pasado; que entre las amenazas for- 
muladas por Capdevila señalaba la de quemarle la cosecha de 
Larrámendi. 

z* Que con posterioridad a didia denuncia y dispuesta la 
instrucción del sumario correspondiente deciararon como testigos 
José Turuguet ( fs. 3 >, Sal vio Germes ( f. 5), Carmelo Ruiz ( ís. 
íí>, Jusé Roca { fs. 10. Luis Martin Gutiérrez ( fs. 13), Feliciano 
Vjclva { fs. ló>, Mateo Otonelo ( fs. u)|, José Quei rolo ( fs. 22), 
todos tos que según ha de señalarse más adelante, especialmente, 
afirman haber sido amenazados |x>r Capdevila ó haber presencia- 
do u ordo amenazas a terceros, por no adherirse a ta sociedad 
gremial que Capdevila presidia o dirigia. no entrando en 1« 
huelga. 

3." Que a fs. 28 y #) corre un informe policía! sobre Fran- 
cisco Capdevila en el que aparece denunciado en distintas oportu- 
nidades por don Manuel Rodeiro, Juan Povicídi y por José Roca. 
Pablo de la Vega y José Tumgiiet, conjuntamente, imputándosele 
hedios contrarios al orden social, y particularmente amenazas o 
violencias para obligar a los colonos a tomar parte en la huelga. 
Dicho informe termina afirmando que el mencionado Francisco 
Capdevila es considerada como un agitador que tiene toma Ja 
iwrtc activa en el movimiento agrario siendo el promotor de t j /dos 
ios desordenes que entre los colonos se han producido. 
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4. " Que llegados los auto» a este tribunal y ratificado a fs. 35 
el procesado en su declaración anterior, habiéntlose asimismo lla- 
mado a declarar nuevamente a los testigos del sumario ele preven- 
ción, según consta de fs. 48 a 56, oportunamente y dentro del trá- 
mite correccional el defensor del encausado ofreció como prueba 
de descargo el testimonio di- José Nadal. Antonio Nadal. Lialdo- 
mero Pueyrredón, José Torres y José Vür.dricb. cuyos respecti- 
vos testimonios obran de fs. 69 a 75. 

5. " Que señalada audiencia i>ara acusación y defensa y verifi- 
cada ella según consta a fs. 76 y 77 el señor fiscal formulando 
acusación e invocando lo establecido en el articulo ¿5 de la ley 
número 7029 pidió que en definitiva se condenara a Francisco 
Gapílevila a sufrir una pena correspondiente al promedio de uno 
a tres años míe e! misino señala. E\ defensor del procesado a si 
vez sosteniendo que Ca|>devila no había infringido ninguna dé las 
disposiciones de la ley social, solicitó la absolución, tachando a los 
testigo* Kmz. Roca y Gutiérrez. 

o." Que según consta a fs. 78 y 79 para probar las tacbaí 
opuestas i*ir la defensa, presentó a los testigos Ramón Viladrieh 
y Antonio Aleu, quienes dedararon al tenor de las pregunta 
formuladas en el mismo acto, 

7." Que con las actuaciones así relacionadas quedó la causa 
conclusa para definitiva, llamándose autos para sentencia, 

Y considerando : 

1." Que el hecho denunciado e-*tá comprobado por pruelia te<ti 
monial y <1c indicios. En efecto, se halla acreditado que Capdcvih 
tuvo un altercado con Larramendi en la época que éste señala en 
su denuncia. Así lo constatan las declaraciones de Luis Martín 
(«utiérrez. Feliciano Vielva y José Oueirolo. Los dos primeros 
afirman babet dicho que en la discusión habida en frente de la 
panadería de Oueirolo, que Capdevila amenazó a l^arramendí con 
incendiarle su cosecha por no adherirse a la sociedad gremial que. 
siguiendo su- inspiraciones, dirigió ia huelga. Por último. lo> ait- 
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tecedentes de Capdevila señalados en el informe policial de fs. 28 
y 20 v asi como las declaraciones de Turuguet | fs. 3), Cerones 
( fs. 5 K Rniz ( fs. 7 vta. h y Roca ( fs, io}, refiriéndose a hechos 
distintos pero de la misma naturaleza <|iic e- denunciado por La- 
rramemli> hacen verosímil !a denuncia. 

2. " tj ue fuera del hecho denunciado y que originó este pro- 
ceso se halla plenamente constatado en autos que Francisco Cap 
devilá es un agitador, que podría considerarse profesional, dada 
!a repetición en distintas oportunidades y formas de los insultos, 
amenazas o violencias que prevé y castiga e! artículo 25 de ta ley 
número 7021J. Así Turuguet asegura haber sido amenazado de 
muerte y de incendiarle la cosecha ¡ Silvio Cerones declara haber 
sido amenazado de incendio ; Carmelo Ruiz, de que !e pasaría 
algo muy grave y de que le quemaría la cosecha, agregando Josí 
Roca de que Francisco Capdevila incitaba y obligaba a entrar en 
la huelga citya duración y e.\cesos le atribuye. Luis Martin (¡u- 
tiérrez, con firma la declaración de Turuguet y asegura que Cap- 
devila trataba de obligar a formar parte de una sociedad de colo- 
nos, la que declaró y sostuvo ta huelga, bajo amenazas de incendio 
de sementeras o cosechas, a quiénes no ingresaran. Mateo t Kone- 
llo¿ en fin. confirma las declaraciones precedentes, declarando 
haber oído que Capdevila pmvoealia con amenazas graves a Ce- 
rones, Roca y Turuguet. produciendo una serie de desiVrdeues en 
la huelga. V finalmente, bueno es notar, que Carmelo Ruiz y José 
Turuguet al ratificarse I fs. 50 y 52) declararon que las amena- 
zan de Capdevila a que antes se habían referido fueron product- 
das durante la huelga. José Roca concordanteniente, t-n su ratifi- 
cación de té, 54. declaró que Capdevila se emj>eñaba en prolongar 
ta huelga. 

3. * Que ante declaraciones 'm concordantes y fehaciente* 
!*>r su precisión, no pueden Nevar a la absolución, pretendida por 
ía defensa, las de tos testigos de descargo presentados y quienes 
se refieren, en términos muy generales, ai concepto persona] que 
les mereciera Capdevila. sin poder referirse a Sos hechos precisos 
— no presenciadas por eJlos y no preguntados — a que se refie* 
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ren larramcndí. Turuguet. Gerones. Roca. Gutiérrez. Vielva, y 
Otoncllo, Asi Antonio Nadal, respondiendo a la segunda pregun- 
ta ( fs, J2 . contestó, que es cierto que Francisco Capdevila "como 
miembro <le fa Federación Agraria, intervino solicitando a algu- 
nos alónos su agremiación voluntaria sin hacer presión efe ningu- 
na naturaleza. One ai deponente no lo ha amenazado, que le pidió 
su concurso voluntario". Se vé. pues míe tanto la pregunta como 
la respuesta están concebidas en términos generales, refiriéndose 
aquélla a algunos cotonas y concretándose ésta a un hecho mera- 
mente personal, 

4" Qiw la* tachas opuestas a tos testigos Carmelo fíuiz. José 
Roca y Martin Gutiérrez, son inadmisibles. En efecto. Ramón Vi- 
ladrídia fs. 78 vta. refiriéndose a Luis Martin Gutiérrez, afinm 
simplemente "que no le conoce profesión, pues, siempre que lo 
ha visto ha sido paseando'". La razón de la respuesta evidente- 
mente no ia funda y la afirmación de que no le conoce profusión 
no equivale a que no la tenga- es pues una declaración imprecisa 
y que no equivale a que no se hasa en mía razón suficiente. Kl 
otro testigo. Antonio Alen, declaró no conocer a Martin Gutié- 
rrez, ignorando en qué se iwupa y si tiene profesión. Asi, pues, 
aun admitiendo con fuerza proditoria Ja declaración de Vilarlrieh. 
resultaría un testimonio singular. 

Kn cuanto a Carmelo R uiz, \ iladrioh, declara: ignorar si es 
ebrio consuetudinario- habiéndolo visto sitio una vez en ese estado 
y Aleu manifiesta que él lo ha visto varias veces ebrio. 

Estaríamos, pues, en el mejor de los easos. en presencia otra 
vez, de un testimonio singular, ya que, la declaración de \ iladrieh 
por sus propios términos carece de valor prol»atorio. I'or !o de- 
más, el testigo Aleu no afirma que la ebriedad sea consuetndina 
ria en Carmelo Ruiz. debiendo sobre todo observarse que. la inha- 
bilidad crearla por el artículo J76, inciso 5," de! código de proec- 
dimientos en lo criminal se refiere a los testigos que se encontra- 
sen en estado de completa ebriedad en el momento de verificarse 
el hecho *>bre el qué dejíonen io que ni siquiera se ha intentado 
acreditar en este proceso. 

Que, por último, en cuanto se refiere a !a tacha de José Roca 
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el único testigo que declara es Antonio Alen, careciendo de con- 
siguiente ele fuerza probatoria su declaración. 

5" Que de lo expuesto y demás constancias del proceso, í-í 
desprende claramente, como lo afirma la acusación, que nos ha- 
- lamos en presencia de un caso previsto y ]>enado por el articulo 
25 de la ley 7029, hallándose demostrado que P'ranciseo Capde- 
vila en distintas y repetidas oportunidades lia insultado, amcn\- 
zado o violentado a diversas personas a fin de obligarlas a entrar 
ett una huelga o a formar parte de una sociedad gremial con ella 
vinculado. 

Por lo tanto, definitivamente juzgando, fallo: condenando a 
Francisco Capdevila como reo de! delito previsto por el artículo 
-5 ta ley 7029 a sufrir la pena de prisión por el término de dos 
años (término medio) que el misino señala, mas las costas del 
proceso. Hágase saber e insértese. 

P. Artas. 
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Rourio. Abril 30 d« 1913 

Vistos y considerando : 

Que siendo ile excepción la justicia federal e improrrogable 
su jurisdicción, corresponde establecer en primer término si el 
caso es o no de la competencia de lo* tribunales federales. 

¡gite i-I delito imputado u Francisco Capdevila y por el que 
ha sido condenado en primera instancia, es de carácter común 
desde que está previsto y castigado por la ley común, articulo 30. 
inciso 1 ." de ta ley número 4189. 

Que sí bien la ley número 7029 lia podido modificar el código 
penal con respecto a las penas fijadas para tales hechos, no ha 
podido cambiar su carácter convirtiéndolos en delitos contra la 
nación, como no ha podido cambiar la jurisdicción, con arreglo 
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añ texto y espíritu de los artículos 67» incisos 1 1 y 100 de la cons 
tittición nacional. 

Que los hechos imputados al procesado no sólo no afectan a 
la soberanía ni a! orden nacional, sino que tampoco afectan a 
personas, ni aparecen cometidos en lugares que hagan surgir la 
jurisdicción y com]>etencía de la justicia federal, ley numero 48, 
artículo 3 * ; código de procedimientos en lo criminal, art. 23. 

Que la suprema corte ha establecido, interpretando el art. 32 
de la ley 7020, que si hubiera de darse a éste el alcance amplio de 
que todos los delitos reprimidos ]w dicha tey, sin distinción de 
instituciones o de personas ofendidas ni de lugares de ejecución, 
son de competencia de los jueces federales, se investiría a estos 
de una jurisdicción no más restringida* sino al contrario, más 
extensa, de la que el honorable congreso puede conferirles, de** 
naturaliróndose su misión por el mismo hecho de quedar conver- 
tidos en jueces de fuero común ( Jurisprudencia de los tribunales 
nacionales, pág. 97c;. correspondiente al mes de agosto de 1910). 

Por esto, y no obstante lo dictaminado ppr el señor fiscal, se 
declara incompetente a la justicia federal para conocer en esta 
causa, y de consiguiente nula ta sentencia apelada de fs. 81 a 87 
vuelta* debiendo pasarse los antecedentes at juez que corresponde, 
poniendo a su disposición el preso. Insértese, hágase saber y de- 
vuélvase a sus efectos. 

Nicolás l'cra Barros. — José del 
Barco. — /. l\ Luna, en disi- 
dencia. 



DICTA M EX DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Bfltttt» AJm. Junio 5 de 101$. 

Suprema corte : 

Habiéndose negado el fuero federal que el Ministerio l'ú- 
blico en i.a y 2.a Instancia ha sostenido en el presente asunto al 
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amparo de una ley de la Nación, el recurso ha sido bien conce- 
dido, por lo cual pido se confirme la provulenda de fs. no. que 
asi lo establece. 

En cuanto al fondo del recurso, debo hacer notar que la ju- 
risprudencia sentada por V. E. en repetidos y recientes casos 
análogos al presente, excluyó la jurisdicción federal por tratarse 
de delitos comunes regidos por las leyes de ese carácter que 
aunque dictadas por el Congreso son de aplicación por las auto- 
ridades judiciales ordinarias o locales de los Estados (inciso n, 
art. 67 de la Constitución), no pndiendo alterarse sus respecti- 
vas jurisdicciones, con aplicaciones o restricciones de la federal. 

V, E. de acuerdo con el que suscribe, en los casos del fallo 
del tomo 113, pág. 363, en los de Karatvhine, Radowisky y otros, 
ha establecido lo dicho, consagrando la jurisprudencia aludida, 
¡o que me exime de mayores desenvolvimientos para pedir la 
confirmación de la sentencia de fojas 101, en el sentido de de- 
clarar la incompetencia que alU se declara. 

Julio Botet. 

FAIXO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Airo» Julio W de 10(3. 

* » 

Visto* para conocer el recurso extraordinario deducido en 
la presente causa seguida contra Francisco Capdevila por infrac- 
ción a la ley n.o 7029. 

Y considerando ; 

Que según resulta de las constancias de autos, los hechos 
imputados al procesado en la denuncia de .foja primera y que ha 
dado margen al sumario instruido por las autoridades de policía 
del Departamento Constitución, Provincia de Santa Fe, cons- 
tituyen un delito de carácter común, pues está comprendido entre 
los previstos y castigados en el artículo 30 de la Ley no. 4189 de 
Reformas al Código Penal. 

Que no aparece de autos que el delito de que se trata afecte 
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á la soberanía y seguridad déla Nación, ni mciu>3 que se lia va eo* 
metido en un lugar que baga surgir la jurisdicción y competencia 
de la justicia federal con arreglo á lo dispuesto en el art. 30. de la 
n.' 4S y 2,1 <lel Código ik- Procedimientos en lo Criminal. 

Que esta Corte tiene declarado que no puede darse a! articu- 
lo ¿2 de la ley 7-029, el alcance amplio de que todos \o$ delito* 
reprimidos ¡x>r ella, sin distinciones o personas ofendidas, ni de 
lugares de ejecución, son de cominMcncia de !o> jueves federales 
[mes. en tal caso, se les haliria investido en la capital y provincias, 
de una jurisdicción no más restringida, sino por e! contrario más 
extensa de la que el Congreso pueble conferirles, desnaturalizan- 
do su misión por e! mismo hecho de convertirlos en jueces del 
fuero común. Fallos tomo 99, pág. 383 y 113. pág. ¡jfife 

IV ello y de conformidad con lo pedidt> |wr el sefór Procit? 
railor General, y sus fundamenti», se confirma la sentencia ape- 
lada ile tujas 101. Notificase original y devuélvanse. 

A. liiCKMK.ro. — Nicanor G. pul 
Solar. — M, p. DARACt, — 
t>. E. Palacio. — L. López 

CA11.WfUI.AS. 
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Criminal: Extradición del sujeto Antonio Silva ó Horros ti Ho- 
rnos i a ) "til Chileno", solicitada por las autoridades de la 
República Oriental del Uruguay. 

Sumario: Kstamlo llenados ios requisitos que exijen los artículos 
19. 21 y .ío dei tratado de derecho penal, sancionado en e! 



DE JUSTICIA DE LA NACION 1» 

Congreso Inter nacuma: Sud Americano de Montevideo y 
acreditada -ulicientememe la identidad del detenido, proce- 
de su extradición. 

{ \tso ■ t¡o explican las siguientes piezas: 



KI.Mii riluN mi t .li tó iROKKAF, 

* 

Buenos Aire», Mayo II de 1912, 

Y visto-,: lísía cansa por extradición seguida al sujeto An- 
tonio Silva ó Barrios [n \ "El Chileno", á solicitud de las auto- 
ridades de !a República Oriental del L'ruguay, y 

Considerando: 

(Jue el presente pedido de ex tradición se ajusta á las forma- 
lidades y requisitos que exigen los arts. 30, ines. 1 y tu del Tra- 
tado de Derecho Penal Internacional, celebrado en Montevideo 
el 2¿ tle Knero de iSS*) y aproado por la ley mim. 3092 de Di- 
ciembre ti de 1804. 

One aun cuando la deten>a sostiene en su escrito de is. 18 
que la persona detenida no es la misma requerida j>or las anto- 
dade> uruguayas, la identidad alegada resulta perfectamente de- 
mostrada con la prueba rendida. 

(Jue en efecto el informe del señor jefe de jioJieia de fs. 2? 
vuelta, es decisivo al respecto, por cuanto habiéndose indicado 
a! requerid^ en la solicitud de extradición de fs. 6* bajo lo* 
nombres de Amonio Silva o I Jarros o liarnos (a) "El Chileno", 
y como pruntuariado en la jxdicia de investigaciones de esta ciu 
dad con el número 30:857 (sección fe. H.), estos mismos dato* 
resultan aplicables al detenido según dicho informe. e.\ el que 
también se expresa que el prontuariado llevaba los nombres de 
Alberto Arteaga y julio López que coinciden con los que dió c 1 
requerido en su declaración indagatoria tle fojas 12 vuelta. 
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Por estos fundamentos, fallo; haciendo lugar a la extradi- 
ción solicitada. Kn consecuencia líbrense los oficios de estilo po? 
niéndo-e a disposición del señor ministro de relaciones exteriore 
la persona del requerido, juntamente cotí el proceso original, de- 
jando-e constancia suficiente. 

Mujuci J tintas. 



KKÜOLrCIIIN ni! CAA! A HA IrKUtiNAJ. 

Buenos Aircf. Mayo 29 de 1919. 

Y vi-'i^ y eon-ideranih; : 

Que e! defensor del requerido sostiene que no procede la cs- 
tradi-ión ]hir !io haberse identificado la jwrsona fiel rt'|uerid* 
llurrioí y que usa también el nombre de Ail»erto Alteaba y J.rlto 

líii el pedido de extradición se expresa que la persona reque 
rida es e! prófugo Antonio Silva o Barros o I Sarrios, que se en* 
cuentra pmmuariarin en la |x»licía de ¡masticaciones de la ciudad 
de Buenos Aires i Sec. K. N. > con el número 30.857. Ahora bien- 
la persona requerida y prontuariada en la división de invesiiíjv 
ciones de la policía de esta capital l>ajo el número 30.857 es el 
individuo -Antonio ISarros o liarnos o Allierto Artcaga o Julu 
J.ó|)ez. según el informe de la policía de fojas 27 de estos autos: 
y como el mismo requerido ha declarado que se llama Antonio 
I Sarrio-., y que también usa los nombres de Allierto Arteaga y 
julio López, re-ulta de ese modo completamente identificada su 
individualidad. No habiendo duda al respecto, procede la extra- 
dición de! requerido Antoitio llarrios, de acuerdo con k)& artículos 
\o, incisos 1." y uj del tratado de derecho penal internacional ce- 
lebrado en Montevideo el 2$ de enero de tSSg, aprobado pi>r !: t 
ley número 3002. 

Por esto y fundamentos de !a sentencia apelada de fs. oj ia 
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confirma con costas. Xotifí míese, devuélvase y repóngase el se- 
llado ante e! inferior. 

Jmjct l'erreira Cortés. — Angel D. 
Rojas. — AíjHstíif Urdiitarrain, 
— Juan A. Carchi. — Daniel 
Coytki. 



ORTAMEX DIÍL Sr. fROCXRADOR GENERA!, 

Buenos Alrei. Julio 13 de 1»I3. 

Suprema cofá¿ 

Lti procedencia del recurso de apelación interpuesto está le- 
íía!mente justificada, en virtud de lo establecido por el art. 3.", 
lm 4." de la ley 4055. 

En cnanto a lo principal, consta de autos la identidad de la 
persona requerida, no < ilutante los asertos de la defensa, que pug- 
nan |»or contrariar las resultas de las actuaciones pertinentes. 

E\ sujeto e n cuestión, lia confesado su nombre, que coincide 
con el de la persona cuya extradición se peticiona, y en el mismo 
-cutido concurren, efectivamente, el prontuario y demás diligen- 
cias judiciales. 

Por tanto, y babiendosc llenado los requisitos contenidos en 
fos incisos 1 y ly del articulo 30 del tratado de derecho penal in- 
ternacional celebrado en Montevideo el 23 de enero de 1889, pido 
a Y. Iv. se sirva confirmar la sentencia del inferior, acordando la 
extradición solicitada y mandando devolver los autos al tribunal 
de su origen. 



Julio Botet, 
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ni,i.i' i'i: i.a comí; sU-kema 



Buenos Air«i, hilio 2S de mi 

\' i-t« y considerando: 

Qm la extradición spii^taáá a fe. 6 ]>or exfíortó de: Juez de 
la causa que en Montevideo se sig^ic a Antonio Silva q Uarro* o 
liarnos ia) "Kt Chileno" y otros. |*>r hurto, ha sido instruida 
coi) ^ testimonio del auto de prisión preventiva y de las disposi 
eitww* del cotligii penal uruguayo míe reprimen v! delito incrimi- 
na K>. 

el testimonio del auto de prisión preventiva y de las disposiciones 
de! onli^o ¡lena! uruguayo que re]ir¡nien el delit.. incriminado. 

Oite tales recaudos asi corno la naturaleza y penalidad ile! 
expresado delito, comprenden lo> requisitos que exigen los ar- 
tículos icj, ji y ¿o de: tratado de derecho jn'nal sancionado en e! 
c^greso internacional sudamericano de Montevideo. • ib: Ratono 
para ias repúblicas Argentina y del tírt^üáy por leyes de sus res- 
pectivos congresos, para re^ir los procedimiento relativos a Ja 
entrega de delincuente'- entre ambos países, 

One, además hállase suficientemente acreditada la identidad 
persona] del detenido en esta ciudad y conocido en los -registros 
de po'icia como Antonio Barros Barrios o Alberto Arteaga o 
J'antaleún Cárdenas o Cardia o Julio tfopfá (ai "Chileno" con 
el requerido por L >: citado extiortf» de fs ó con los nombres de 
Antonio Silva o Harros o liarnos <ai "VA Chileno", pites, por !o 
que resulta de lo* informes de fs: - J 7 vta.. y 37. aparece indudable 
que unas y otras denominaciones corresponden a la misma perso- 
na a que se a mt rae v\ pedido. 
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Por ello y to expuesto jxir el señor procurador general, se 
confirma la resolución apelada de fs. S,v Xoti ligúese y devuél- 
vanse, 

A. liKRMi:j(». — X II A ÑOR G, l»KL 

Solar. -- M. P- Da rao- . — 
1). E. Palacio. — L. Lói»kz 
Ca han illas. 



CAUSA CLXXX1V 



Ühmmia presentada a fa Corte Suprema de Justicia de la faetón 
por el señor juez federal de la Rio ja, doctor Atuje! M. de ta 
i otiita. 

tfliMario: Las decisiones pronunciadas |H>r las cámara* federales 
en ejercicio de su jurisdicción de apelación, no pueden ser 
traídas ;i ia corte suprema :i titulo de superintendencia sino 
pt»r via de los recursos correspondientes en los caso* previs- 
tos en los articulas y. 4.". 5. y ó., de la ley número 4055. 

i aso : Lo eNplica el siguiente: 



FALLO ni- LA OiKTK SI TKKM A 

Bueno* Aires, Julio 24 de 1913. 

Vista en el acuerdo ia denuncia presentada por el señor juez 
naciopal de la Rioja para que la suprema corte según expresa, 
ejerciendo la sujierintcndencia que la ley le confiere tome las me- 
didas conducentes a corregir los hechos siguientes: 



mum m la eotn lomMi 



i," Que con motivo de tas denuncias de! señor juez y procu- 
rador fiscal de aquella sección, la cámara federal de apelaciones 
de Córdoba por acuerdo de 24 de abril último, {fojas 17), resol- 
vió apercibir seriamente a ambos funcionarios, declarando que 
respecto a ta incapacidad atribuida al señor fiscal de la Fuente 
para ejercer su ministerio no era sitsce|>tiblc. aun comprobada, 
de substanciarse- por simples medidas de superintendencia sino 
por separación del puesto, 

2. Que por resolución que transcribe, fecha 26 de abril f frv 
jas 28), la misma cámara de acuerdo con el dictamen de SU fiscal 
que expresó hallarse demostrada una vea más la animadversión 
que existía entre el señor juez y el procurador fiscal de ta sección 
de la Rioja. revocó nn auto en que el primero había apercibido al 
segundo en la causa seguida ¡x>r don Miguel Gómez contra el fe- 
rrocarril Argentino del Norte. 

Y considerando: 

Ouc al pronunciar la primera resolución a que se hace refe- 
rencia en vista del sumario instruido |x>r un inspector de justicia, 
la cámara federal de apelaciones de Córdoba ha ejercitado las 
facultades que le atribuye el articulo %? de la ley número 709») 
con arreglo a lo reiteradamente resuelto por esta corte interpre- 
tando esa ley, (Fallos, tomo 114, página iqo; tomo 115, páginas 
17 y ftj ; tomo 1 16, página 173 K 

One respecto a la segunda testimoniada a fs. 28, en que ta 
cámara federal revoca un auto dé apercibimiento dictado por el 
señor juez ríe sección contra el procurador fiscal de su juzgado, 
no es susceptible de instancia ante esta corte, por no hallarse com- 
prendida en ninguno de los casos previstos en ios artículos y, 4.*. 
5 • y ó." de la ley número 4055 que determinan el alcance de su 
jurisdicción apelada. 

Que las decisiones pronunciadas j>or las cámaras federales 
en ejercicio de su jurisdicción de apelación, no pueden ser traídas 
a esta corte a título de superintendencia sino por via de los recur- 
sos correspondientes en los casos previstos eu los artículos citados 
de la ley número 4055. 
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Que los testimonios agregados a la denuncia hacen innecesa- 
rio el pedido de informe indicado por el señor procurador gene- 
ral en su dictamen. 

Por ello, no se hace lugar a la denuncia formulada y archí- 
vese, haciéndose saber. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — U. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. Lún-z 
Caüanillas. 



NOTAS 

Enjtiiio 5 de 1913 la Corte Suprema no hizo lugar al recurso 
de hecho interpuesto por don Juan Morelli por retardo de justicia 
en la causa que se le sigue por infracción a la ley núm. 7029, por 
no ser el caso uno de los previstos en los artículos 3 y 4 de la ley 
número 4055 a que se refiere el artículo 5 de la misma. 



En la misma fecha se dictó igual resolución por idéntica cau- 
sa en el recurso interpuesto por don Emilio Franchi, 



En julio 8 de 1913 la Corte Suprema no hace lugar al recurso 
de hecho interpuesto por don Augusto Ferraris sobre ilegalidad 
del procedimiento por 110 constar que el solicitante haya inter- 
puesto en la cámara de apelaciones de lo criminal y para ante esta 
Corte recurso alguno que le haya sido denegado. 



183 fallos le la corte suprema 

En cinco de julio de mi! novecientos trece la Corte Suprema 
no hace lugar a! recurso <le queja deducido por don Guillermo 
Andrade. en autos sobre desalojo tpic por ante e! juzgado de 
paz cíe la sección ¿o. fe signe don Jo-é Kaviola en virtud de exis- 
tir un convenio entre las partes, tute. pu ? o termino al juicio, de 
lecha interior a la apelación interpuesta p;ira ante esta Curte. 



En ocho del inisnio mes y año, se ordena la remisión a la cá- 
mara federal de La Plata de las actuaciones seguidas por la muni- 
cipalidad de Santa Rosa de Toay contra don Tomás Masón, por 
cobro de pesos, para que dirima Ja cuestión de competencia nega- 
tiva trabada entre los señores jueces letrados de] territorio nacio- 
nal de la rampa Central íart it>, ley 4055). 



CAUSA CLXXXV 



Pon I 'ícente Setjoí-ia contra ta Pirección de las Obras de Saltr 
hridtni t por devolución dé dinero. Contienda de compe* 
t encía. 

Sumario : Corresponde a Ja justicia ordinaria el conocimiento de 
una demanda dirigida contra la dirección de obras de saín 
bridad. |ior repetición de sumas pagadas por concepto de 
cervinos sanitarios y multas. 

Caso : Le» explican !a* pieza*- siguientes : 
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SENTENCIA Di: I.A CAMARA DR APELACIONES EN LO CIVIL 

Buenos Alies, Dicltmbr* 3 de 1912. 

Y vistos: Considerando: 

Que en el presente caso se trata de una demanda dirigida 
contra la dirección de obras de salubridad por repetición de su- 
mas pagadas e:i concepto de servicios sanitarios y multas que el 
actor asegura 'e cobró indebidamente aquella repartición, cobro 
que se habia fundado L*n lo dispuesto por la ley número T917. 

Que habiéndose dictado dicha ley exclusivamente para el te- 
rritorio fie !a capital, no es de aplicación el precepto general que 
contiene el articulo t il, incido 1." de la ley orgánica de los tribu- 
nales, sino la excepción que el mismo inciso consagra, y por lo 
tanto, c! conocimiento del presente juicio corresponde a la justi- 
cia ordinaria y no a la federal. 

Que ésta es. por lo demás, la jurisprudencia de la Excnia. 
Suprema Corte, resolviendo casos análogos, entre los cuales pue- 
de citarse como más reciente el de José liernabé Font contra ei 
gobierno de la nación. 

Por esto, se revoca e! auto apelado de fs. 24. Devuélvase y 
repóngase la foja. 

Héíynera. — .1. Rtiirrs. -■ Giménez Zo- 
piola. 

Ante mi. — Ricardo F. Olmedo, 



DICTAMEN DEL Sr. PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire*. JUkyo 26 de 1913. 

Suprema Corte: 

La disposición contenida en el articuTo 1 1 1 , inciso 1 ." de la 
ley de organización de los tribunales de la capital federal, resuel- 
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ve de manera evidente la cuestión de comprenda trabada en es- 
Us actuaciones, desde que excluye útí conocimiento de los jue- 
ces federales las causas regidas por leyes relativas al gobierno y 
administración de la capital. Es indudable que la demanda enta- 
blada debe juzgarse con arreglo a las prescripciones de la ley nú- 
mero It>i7, la que ha sido dictada para el territorio de esta capi- 
tal, y por consiguiente, compete entender en la misma a la justi- 
cia local, conforme al precepto citado y al que establece el artícu- 
lo 6o de la mi.-ma ley. 

Pido a V, E. se sirva declarar que el conocimiento de este 
juicio corresponde a] señor juez de lo civil de la capital. 

Julio Bofet. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire», AfOltO 2 de 1913 

Y vistos : 

La contienda fie competencia suscitada entre el señor juez 
federal de la capital, doctor E. YWafañe y el de i.* instancia en 
lo civil, doctor Padilla, de la misma jurisdicción, para conocer 
en la presente causa promovida por don Vicente Segovta contra 
•la dirección de las obras de salubridad. 

Y considerando : 

Que !a demanda deducida y que ha motivado la contienda 
de competencia de que se trata, es dirigida a objeto dé obtener 
de la dirección de las obras de salubridad, la devolución de las 
sumas de dinero que el actor sostiene habérsele cobrado y obli- 
gado a pagar indebidamente por las razones que expresa en su 
escrito de ÍS. 3. 

Que esta demanda está comprendida en la excepción que 
consagra el artículo nr, inciso t." de la ley número 1803, sobre 
organización de los tribunales de la capital, en concordancia con 
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lo dispuesto en los incisos 14 y 37, artículo 67 de la constitución 
nacional» con respecto a los asuntos que se refieren al gobierno 
y administración de la capital. 

Que procede, además, tener presente que el fuero federa! 
tampoco correspondería por lo que hace a la persona demandada 
porque ésta tiene carácter de institución local. 

Por ello, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general y lo establecido en casos análogos (fa- 
llos, tomo lia pág. 148). se declara que e¡ conocimiento de esta 
causa corresponde al señor juez de 1/ instancia en lo civil de la 
capital a quien se remitirán los autos, haciéndose saber esta re- 
-olución ai señor juez federal en la forma de estilo, Xotifíquese 
original y repónganse los sellos ante el inferior. 

Nicanor G. del Solar. — M. P. 
Daract. — D. E. Palacio. — 
L. López Caüax illas. 



CAUSA CLXXXVI 

Don Pedro MUjuél, Esteban Juan y otros, deduciendo recurso 

de amparo en la libertad 

■ « 

Sumario : 1/ Procede el recurso extraordinario de' artículo 14, 
ley 48, en una causa en que ha sido materia de discusión ei 
alcance e inteligencia de la ley número 817. sobre inmigra- 
ción, asi cerno la validez de una orden de la autoridad ad- 
ministrativa nacional, siendo contraria a ella la sentencia 
apelada. 

2." La detención de unas persogas "en la continuación del 
viaje de las mismas" para "hacerlas regresar al país de', 
cual acaban de llegar" constituye ún¿ ilegítima restricción 
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a la libertad individual no autorizada por ley alguna y ante* 
bien, violatoria de las garantías civiles consagrada* por el 
artículo 14 de la constitución nacional. 

3." El articulo 3.", inciso 2," de ta ley 817. tiene en mira 
solamente protejer !a entrada de "extranjen» llegados por 
buques a vapor o a vela", es inaplicable cuando se trata de 
personas Negadas espontáneamente por tierra, con reeurso> 
y medios propios, y detenidas dentro del país a gran distan- 
cia de la frontera; y contiene, únicamente, una autoriza- 
ción al departamento de inmigración para "protejer ta in* 
migración que fuese honesta y latariosa y aconsejar medi- 
das |iara contener la corriente de la tjue fílese viciosa o in- 
útil". 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



KESOUTIoX OKL JIÍEZ UvTHAlí». 

Ncuqucii. Abril 2 de IW2 

Autos y vistos: 

Este recurso de amparo de la libertad de lucido por don E, 
fiarrieníos en nombre de Pedro Miguel- Esteban Miguel, Este- 
ban Juan, Jorge Juan. Pedro Juan, Emilio Gianeovidi, Elias Mi- 
guel y Juan Miguel, quienes manifiestan que 'as autoridades de 
este territorio les impiden continuar su viaje basta la provincia 
de Córdoba y les ordena abandonar el territorio de la república. 
Solicitado informe del señor gotwniador dol territorio, manifies- 
ta este funcionario que los recurrente* se encuentran alojados en 
el local de la comisaria de policía de esta capital, basta tanto fo 
gotternación pueda dar cumplimiento a la orden que lia recibido 
del mmi>teri<i de! interior de hacerles regresar a! país del cual 
vienen (Chile), ejerciendo la policía una discreta vigilancia has- 
ta ta tito se pueda cumplir ta orden superior recibida. 

Solicitada informe igualmente do! señor ministro de? inte- 
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rior, sobre los motivos en que se funda la orden invocada, se ex- 
pide en el telegrama de fs. 10 en que se dÍL-e- míe la oficina de in- 
migración en cumplimiento de los deberes que le impone e! inci- 
so 2.' del artigo 3.* de la ley respetiva, lia pedido la inmediata 
expulsión del territorio dé la república de los sujetos recu- 
rrentes. 

Y considerando : 

(Jtie contra toda orden o procedimiento de un funcionario 
publico, tendiente a restringir sin derecho la libertad de una per- 
mita, procede un recurro de amparo de la libertad para ante el 
juez competente (art. 617. código de procedimientos en !o cri- 
minal 1. 

Que, por !o tanto, el caso sub jndkc se encuentra perfecta- 
mente encuadrado en las condiciones de la ley, por tratarse de 
una orden emanada de un funcionario público, como es el jefe 
de la oficina de inmigración, en virtud de la cual se ha restrin 
gido a los recurrentes el dercclio de transitar por el territorio 
argentino, quienes se han presen-lado ante el infrascripto, que es 
el juez competente para entender en este recurso, conforme a ' 
la prescripción del articulo 6j8 del código citado, 

Que planteado en tales términos tí caso snb judicc y consi- 
derándose competente el infrascripto para resolver el recurso, 
corresjionde examinar las condiciones personales de los peticio- 
nantes y las circunstancias que rodean el hecho para poder de- 
terminar si ¿a orden de detención y expulsión ha sido expedida 
con derecho y por autoridad competente, requisitos exigidos por 
la ley para su validez. 

La constitución nacional, contiene principios de libertad in- 
dividual que deben servir de norma a los magistrados para re- 
solver los casos en que esa libertad se halle en discusión. Ella es 
la ley suprema de la nación y a la cua! deben los tribunales de ta 
república conformar sus fallo-. Lqs extranjeros, ha dicho, go- 
zan en el territorio de la nación de todos los derechos civiles del 
ciudadano, pueden ejercer su industria, comercio y profesión, 
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poseer bienes raices, comprarlos y enajenarlos, navegar sus ríos 
y costas (art, 20), pueden entrar, permanecer, transitar y salir 
del terrkorio argentino íart. 14). 

Solamente las leyes fie excepción, que en au consecuencia 
dicte e! honorable congreso, pueden reglamentar estos principios 
fundamentales de la constitución nacional. Ahora bien, hasta la 
fecha, la única ley que el honorable congreso ha dictado relativa 
a los extranjeros es la que lleva el número 4144, de Noviembre 
de 1902' pero no es del easo estudiar si los peticionantes se en- 
cuentran comprendidos en sns prescripciones, puesto (pie la or- 
den de detención y expulsión de los mismos no se ha fundado 
en v'.ln : no se les considera a los peticionantes que puedan eom> 
prometer con su conducta la seguridad nacional, ni perturbar e! 
orden pulí! ico. 

Ka orden sé funda, según el telegrama do' señor ministro 
del interior ( fs, to), en el inciso 2." del artículo 3." de ta ley de 
inmigración y colonización, que faculta at! deinirt amento respec- 
tivo para "protejer la inmigración (pie fuere honorable y labo- 
riosa y aconsejar medidas para contener !a corriente de la que 
fuese viciosa o inútil". F.sta ley no puede invocarse en el caso 
sub judtee para impedir a los peticionantes penetrar y transitar 
por el territorio argentino, iwrqtic no son ellos inmigrantes. En 
efecto: de la información recibida por este juzgado y consisten 
te e;t las declaraciones corrientes de fs. 12 a 19, resulta que los 
recurrentes son en su mayor parte individuos que han arribado 
a la república hace más de veinte años; que han residido en e'li 
casi lodo ese lapso de tiempo; que han comerciado en diversos 
ramos; se han domiciliado en diferentes puntos de la nación: 
lian contraído matrimonio en ella ; poseen bienes y han tenido 
hijo< nacidos en territorio argentino. Más aún: este juzgado se 
ha visto obligado a dictar orden de detención contra uno de los 
peticionantes (véase auto de fs. 19 vuelta), i>or resultar infrac- 
tor a la ley 8129. sobre enrolamiento militar. 

Luego, pues, si no son inmigrantes en la acepción legal fie 
ta pa'abra. no puede aplicárseles la prescri|K*ión de la lev invo- 
cada. Regresan a! país donde estaban domiciliados antes ;!e par- 
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tir a Chile, se costean sus gastos de viaje, y los acompañan sus 
hijos, nacidos en esta república. ¿ Puede invocarse, en tales con- 
diciones, la ley de inmigración? Indudablemente que no, Xo exis- 
te ley que les prohiba volver al territorio nacional, permanecer 
y transitar por vi libremente. Sus condk Iones de vida, sus actos 
públicos* están sujetos a la* ordenanzas y leyes generales, como 
las de cualquier otro habitante de la república. 

Tampoco puede emanar su expulsión de un funcionario ad- 
ministrativo como el señor director de la oficina de inmigración. 
La ley de la materia autoriza a este funcionario a aconsejar me- 
didas, pero no está facultado legalmente para dictar órdenes He 
expulsión de extranjeros, <jue la ley 4144 acuerda en casos ex- 
cepcionales al peder ejecutivo. 

El procedimiento seguido con los peticionantes es. desde 
todo punto de vista, improcedente e ilegal. Ordenes de expulsión 
no pueden ser dictadas por funcionarios administrativos como 
los beñores director de inmigración y director de la oficina de 
territorios nacionales del ministerio del interior. 

Y el infrascripto no cita al señor ministro del interior como 
autor de la orden de que se trata, puesto que este funcionario 
la hace nacer de la oficina de inmigración (ís, tok 

Xo demostrándose. pues f que la orden de detención y ex- 
pulsión dictada contra los reciu rentes, lo haya sido fundada en 
ley ni expedida por autoridad competente, y habiéndose com- 
probado por el contrario, que aquéllos han residido por largo* 
años en la república, donde han observado buena conducta, como 
se comprueba por la cédula de identidad de Pedro Miguel trans- 
cripta «1 su declaración de fs, 15 y expedida por la policía de 
la provincia de Córdoba, se impone declarar la procedencia del 
presente recurso de amparo de la libertad, 

Por otra parte, ha sido este el criterio con que los tribuna- 
les argentinos han resuelto casos más o menos análogos al pre- 
sente y entre ellos, el contenido en el tomo III, pág. 245 de lo<t 
fallos de la Excma, cámara federad de la capital. 

Por estas consideraciones, y no obstante lo dictaminado 
por el señor procurador fiscal, fallo : declarando procedente e? 
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recurso interpuesto por los peticionantes. Líbrese oficio at se- 
ñor gohcrnador del territorio y al señor director de inmigración, 
transcribiéndoles la presente sentencia. Con costas a cargo del 
funcionario autor de la orden de detención, i Art. (144, código 
de procedimientos en lo criminal). 

Burique X. Zinnyt 

Ante mí : Alberto C. Eyurcn, 

SENTENCIA HE J.A CA AJARA DÉ APELACIONES DK líÁ IT,ATA 

L* Ptati, Miyo 1 át 1913 

Vistos: Reinita de las presentes actuaciones: 

Primero : Con fecha veintiocho de Febrero de mil nove 
ciento- trece, el gobernador del X cuquen recibió un telegrama 
urgente del director de territorios nacionales concebido en e ; tos 
términos: "Estimaré proceda V. S. a expulsar del territorio a 
"los bohemios di* que ( ' a cuenta <u telegrama de fecha". (Pá- 
ginas ocho y treinta y tres). 

En veintisiete de Marzo, el gobernador se dirige al jefe tU 
policía de! territorio, por la comunicación de fojas nueve, di- 
riéndole: "No obstante los amplios informes que esta goberna- 
'* ción ha suministrado respecto a 'as condiciones en que han Ue- 
" gado y se encuentran en esta capital los bohemios venidos de 
" Chile, 1 superior gobierno nacional insiste en que sean expul- 
" sados del país. En tal virtud, sírvase el señor jefe disponer *e 
" dé inmediato cumplimiento a di cha resolución superior, ha- 
*' riéndolos conducir por la ]K>ticia a sus órdenes, hasta que tras- 
" pasen las fronteras del pais de! cual han venido". 

Segundo: F.n virtud de estas órdenes, es que la policía pro- 
cede a "detener en la continuación de su viaje a Tos bohemios 
* recurrentes, alojándolos convenientemente en el local de la co- 
*' misaría de la capital", (Informe de fojas siete), 
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Tercero: El señor ministro del interior en su telegrama de 
fojas die¿, hace saber al señor juez que es él ministerio de agri- 
cultura el que ha solicitado la expulsión por intermedio de la di- 
rección de inmigración, "en cumplimiento de los deberes que le 
*' impone el inciso segundo del artículo tercero de la ley respec- 
tiva". 

Cuarto: Las victimas de este procedimiento extraordinario 
se presentan a fojas uno, entablando recurso de amparo ante el 
juez competente y este magistrado, después de requeridos los in- 
formes del caso y llenadas las diligencias de fojas doce a fojas 
veinticuatro, dicta sentencia a fojas veinticinco, haciendo lugar 
al amparo en la libertad solicitado, y su fallo es "inmediatamen- 
te acatado", según oficio de fojas treinta y tres. 

Concedido el recurso de apelación para ante este tribunal, 
se corre vista al señor procurador fiscal, quien se expide a fojas 
cuarenta y ocho solicitando revocatoria. 

Y considerando: 

Primero: Contra toda orden o procedimiento de nn funcio- 
nario público, tendiente a restringir, sin derecho, la libertad de 
una persona, procede un recurso de amparo en la misma para 
ante el juez competente. ( Articulo 617 del código de procedi- 
mientos). 

Como se ve. ha desaparecido el concepto antiguo de la ley 
nacional número 48. (pie en su articulo 20 limitaba el recurso a 
los casos en que un individuo se hallase detenido o preso. 

Basta, por la legislación vigente, que una persona se en- 
cuentre amenazada por una orden o que exista contra ella un 
procedimiento que pueda tener por resultado la restricción de 
su libertad. 

Ta! es el espíritu del artículo citado, sabiamente vaciarlo en 
un molde claro y preciso* que no puede dar lugar a dudas ni va- 
cilaciones en su interpretación, ni aún remontándose a las fuen- 
tes de donde fuera tomado por el codificador. (Ley de Nueva 
York — Livingston — Sistema de legislación criminal. — Fallo 
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de la cámara federal de apelación tle la capital en el caso del te 
nietite retirado Ka uro Lagos). 

Segundo: De los antecedentes expuestas que obran en au- 
tos, resulta cpie, efectivamente, los actores se hallaban "deteni- 
das en su viaje, por la policía y aojados en !a comisaría": y !o 
míe e- más aún- fulminados por una orden de ex pulsión del te 
rntoriu, que no puede ser más restrictiva de la libertad indivi- 
dual consagrada por la constitución nacional, (Api. 14). 

Tercero: Ya sea que dichas órdenes emanen del ministerio 
del interior, o del departamento de inmigración, ellas son abso- 
lutamente ilegales, porque no existe en el territorio argenti.no 
una autoridad que, dentro de la normalidad constitucional, esto 
investida del poder suficiente para desterrar extranjeros, sin 
sujeción a juicio o formalidad legal alguna, fuera de los casos 
es|>ecia luiente previstos en las leyes de defensa social, en los cua 
les sólo ejerce la facultad excepcional el ]>oder ejecutivo de la 
nación. 

El articulo tercero, inciso segundo, ley och >cientos diecisie- 
te de inmigración, que según el ministerio /M interior í fojas 
diez) invoca el departamento de inmigración para solicitar la 
expulsión de los bohemios, no le concede semejante atribución 
discrecional, limitándose «óio a autorizarlo para "proieger la 
" inmigración (pie fuese honorable y laboriosa y aconsejar medi- 
" das para contener la corriente de la que fuese viciosa o inútil". 

Aconsejar medidas, en el caso de la mencionada ley, quierr 
decir influir para que se incorporen en la legislación de la mate- 
ria, deposiciones de carácter general y ] permanente, en el sentido 
indicado en el articulo transcripto. 

Pero es absurdo arrancar, de semejante disposición, facul- 
tades para desterrar extranjeros mamt militari. bajo el pretexto 
de que 110 son honestos o laboriosos y ser recién llegados al paK 
Con semejante interpretación, todos los extranjeros que arriba* 
sen al país, estarían, a su llegada, bajo el imperio omnímodo del 
departamento de inmigración. Felizmente, esto no es admisib'e 
a la luz de nuestras leyes y. por el contrario, todos tos hombre;- 
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<le la tierra g.^'an en la república de los derechos fundamentales 
que garante ¡a consunción. 

La ley de inmigración y colonización, califica en su artículo 
doce lo que debe entenderse por inmigrante, refiriéndose a "los 
extranjeros llegados a la república en 'ñique a vapor o vela*', y 
si bien dicha calificación es anticuada, ih es dado a los juece- 
extenderla en menoscabo de otras personas, mucho más si se 
tiene en cuenta que las venidas por tierra, fueron expresamente 
excluidas, según se desprende de la discusión de la ley. (Diario 
de Sesiones del Senado, página quinientos setenra y tres, año 
mil ochocientos setenta y seis). 

Los individuos que han interpuesto este recurso de amparo, 
no siendo inmigrantes en el concepto legal de la palabra, no han 
podido estar en momento alguno, bajo la jurisdicción del minis- 
terio de agricultura o sus dependencias. 

El señor ministro del interior, al discutirse en el senado la 
ley de inmigración, decía : "Hasta ahora no ha habido sino un 
" sistema para fomentar la inmigración en nuestro país : la inmi- 
" gración espontánea". 

"Esta queda libre, esta no se legisla, porque según nuestra 
" constitución, todos los habitantes de! mundo tienen derecho de 
" venir a habitar en nuestro país, Esto, pues, no se legisla. El 
"proyecto sólo «rata de aquella inmigración que se traiga". 
( Diario de Sesiones, año -mil ochocientos setenta y seis, página 
quinientos treinta y uno). * 

Cuarto : No cabe estudiar el presente caso desde el punto dt 
vista de las leyes de defensa social, como lo pretende el señor 
procurador fiscal, por cuanto no son ellas las que se han aplica- 
do, ni es el poder ejecutivo de la nación quien ha decretado 1 
medidas que dan lugar a la presente acción. Así lo reconoce 
ministerio del interior en el telegrama agregado a fojas cuaren- 
ta y cuatro. 

Quinto: De las constancias de autos, resultan probados los 
requisitos necesarios para que proceda el recurso de amparo en 
la libertad interpuesto por los actores: Estos se encontraban ba- 
jo órdenes y procedimientos emanados de funcionarios públicos, 
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tendientes a refringir, sin derecho, la libertad de sus personas, 
((Artículos setecientos diecisiete y seiscientos veintidós de) có- 
digo He procedimientos. convs|K>ndiendo. ¡«ir lo tanto. la con- 
firmación de al sentencia de primera instancia. 

Sexto: Quí se ha procedido a la expulsión de los individuos 
amparadas por el í*al!o del señor juez letrado, mientras el señor 
gobernador interina de! Xeii:|iitn comunicaba en oficio de fojas 
trp'-::. ¡ tres, haber "impartido las ordene* del ea¿o para que se 
"deje sin efecto inmediatamente la orden de expulsión de los 
-bohemios de referencia", hechos sobre lo> cuales se llama Ja 
atención del señor juez letrado, a fin de que haga efectivas las 
responsabilidades del caso. 

Por estos fundamentos y concorda rifes del Jalo apelado de 
fojas veinticinco, se confirma é>ta en todas sus partes. Devni: 
vase. 

A*. Cuido LaraUc. — Marcelino Escalada. 
— Antonn, L. Marcetiaro. í Ivi disí 
delicia en los fundamentos). 



DICTAMEN DEL Sr. PROLl KAUOk GENERAL 

Buenos Aires, Julia T de 1913. 

Suprema Corte: 

Si bien al discutirse el recurso de babeas carpas materia de 
e¡*tc expediente, y al resolvérsele. ¡=e ha traído al debate la ley de 
inmigración y !a defensa -acial, es fuera de cuestión que tanto 
la sentencia de I." instancia, así como la recurrida de 2.* de fo- 
jas vuelta. >e han pronunciado favorablemente al recurso in- 
terpuesto dentro de la ley procesa!, y reconociendo, y no desco- 
nociendo, el derecho y garantía míe fundamenta el expresado re- 
curro de amparo de libertad, 

Eíi tal concepto, no encuadra el casn dentro de los que go- 
bierna el artículo 14 de la ley 48 y su correlativo el 6." de la ley 
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4055. que- según el artículo 18 de la mismn, sería la única razón 
del recurso extraordinario ante Y. E., siendo de notar que lo re- 
lativo a la aplicación de las leyes especiales de inmigración y de* 
fensa social, se ha tenido presente dentro de lo federal, y en las 
únicas instancias cjiie con arreglo al caso competía. 

Pido, pues, que teniendo presente lo tliclio. asi como la ju- 
risprudencia constante de V. E,, se sirva resolver declarando 
mal concedido este recurso y manJando que los autos vuelvan 
al tribunal de su origen. 

Julio Botet. 
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Buenos Aires. Agoito 1 d* 1*113. 

Vistos y considerando: 

Que. según aparece de los autos ( fojas 10, 20, 3.9, 44 y 5 1 
vuelta), la medida qué lia motivado el presente interdicto, ha 
sido fundada en lo dispuesto por el articulo 3.*, inciso 2,* de la 
ley Si 7, sosteniéndose que tal disposición facultaba a la autori- 
dad administrativa que la dicto para expulsar del pais a los re- 
currentes, conduciéndolos por la fuerza hasta la frontera de 
Chile por donde habían entrado al territorio nacional. 

Que en tal concepto ha sitio materia de la discusión en la 
causa, el alcance e inteligencia de aquella disposición lega!, asi 
tomo la validez de tal orden de las autoridades nacionales q 
la expidieron y ejecutaron siendo contraria a ella la senté™ 
apelada, fí 54 vuelta; la cual da procedencia al recurso extra- 
ordinario que para ante esta Corte Suprema acuerda el artículo 
14, inciso t.* de ta ley 48. concedido a fs, 63. 

Que por lo que hace al fondo de! mismo, corresponde ob- 
servar, que la detención de los redamantes en la policía del Xeu- 
quén, por mandato de su jefe y en virtud de órdenes superiores 
dd ministerio respectivo, aun cuando esa detención haya súlo.. 
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como se expresa en el informe de fs. 7, "en la continuación de 
su viaje" para "hacerlos regresar al pah de! cual acaban de lle- 
gar" ( fs. 5), constituye una ilegitima restricción a la libertad iti 
dividna', no autorwáda por ley alguna y ante* bisn, violatoria de 
las garantías civiles consagradas por e] articulo 14 de la consti- 
tución nacional el cual prescribe que "todos los habitantes de la 
nación, guzan ríe ¡os .-ignieiitcs derechos con forme a las leyes que 
reglamenten su ejercicio: a saber. . . de entrar, permanecer, 
transitar y salir del territorio argentino". 

Que no se ha invocado eficazmente ley reglamentaria de' 
ejercicio de estos derechos, que pueda fundar la privación del 
uso y goce de ios mismos a que explícitamente sujetó a los recu-, 
rrentes ía orden impugnada, bastando para demostrarlo recorda*- 
que lo dispuesto en el ya citadlo articulo inciso 2.* de la ley 
817, es inaplicable al caso, desde luego |>orque sus disposiciones, 
coníeme a su propio texto íar-t. t¿), y según la exposición de 
sus motivos y propósitos claramente manifestados durante su 
discusión en el honorable senado de la nación (Diario de sesio 
nes de 1876. páginas (130 y 650 ), el' a fué dictada tenien.lo en mi- 
ra solamente proteger la entrada de extranjeros llegados por bu- 
ques a vapor o a vela ; lo cual uo ocurre con las personas de que 
al prestnte se trata, 'legadas espontáneamente por tierra, con re* 
cursos y medios de movilidad propios, y no habiendo sido dete- 
nidas a su entrada al |iais, sino a gran distancia de la frontera, 
en la capital ¡fe] territorio del Xeuquén. 

Que a estas circunstancias que por sí solas excluyen !a apli- 
cación qtte se ha hecho de las disposiciones referidas, debe agre 
garse que el propio articulo j.\ inHso 2.". sólo contiene una au- 
torización a! departamento fie inmigración para "proteger Ja in- 
migración que fuese honesta y laboriosa, y aconsejar medidas 
para contener la corriente de la que fuese viciosa o inútil". 

Que, sea que el director de inmigración haya ordenado por 
si la restricción a la lilwrta:! de los recurrentes, o que simplemen- 
te se hubiere limitado a aconsejar o pedir a otras autoridades 
administrativas el cumplimiento de tal medida, ella no ha debido- 
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ser efectuada por constituir una notoria extra limitación de sus 
facultades legales. 

Que no habiéndose fundado la restricción a la libertad en 
las facultades que la ley 4144 acuerda al poder ejecutivo (fs. 10) 
sino en el ya recordado precepto de la ley 817* no es aplicable al 
caso la invocación hecha por c! procurador fiscal de la cámara 
11 t¡no t de dicha ley 4144. 

Que, en mérito de lo expuesto, el auto de amparo en la li- 
bertad se ajusta a ias prescripciones legales de la materia. ( Ar- 
tículos 617 y 634. código de procedimientos e» lo criminal). 

Por ello, y fundamentos de la sentencia apelada de fs. 54 
vuelta, oído el señor procurador general, se confirma dicha reso- 
lución, con costas. — Xotifíquese y devuélvase. 

NICANOR G. DEL SOLAR. — M. P. 

Daralt. — D. E. Palacio. — 
L. López Cabanillas. 



CAUSA CLXXXVM 

í : crrocarrit Buenas Aires al Pacifico en autos con f'. Michclí 
y compañía, por cobro de pesos; sobre competencia 

Sumario; 1," Contra sentencia denegatoria del fuero federal* 
procede el recurso extraordinario del articu'o 14, ley 48. 

2.' Los juicios por cobro de peros en bonos municipales 
de pavimentación son de la competencia de tos tribunales 
locales, cualesquiera que sean las excepciones que opon- 
gan en ellos, sin perjuicio del recurso extraordinario del ar- 
tículo 14. ley 48, o de las acciones que pudieran deducirse 
por repetición de lo indebidamente pagado. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 
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DICTAMEN PEI, Sr. PROCURADOR ÜENERAL 

Bueno* Airei. Noviembre 18 de 1012. 

Suprema Curte: 

El recurso extraordinario es procedente, en atención qne se 
ha alegado ante el juez inferior la competencia de ta justicia fe- 
dera!, y la resolución es contraria a dicho priviVgio, que am- 
paró en una lev nacional (art. 14, inc. ley 48). 

Por ello, y jurisprudencia de V. lv> pido se declare mal de- 
negada la apelación interpuesta, 

En cuanto al fondo del recurso, pienso que debe confirmar- 
se la sentencia apelada, en atención a (pie la competencia de !•»> 
tribunales federales, por razón de la materia, no resulta funda- 
da, desde el momento que el juicio versa sobre un derecho cstn- 
blecido en la lev Uval de afirmados, lo que incluye ta demanda 
interpuesta dentro de las que prevé la excepción contenida, en 
el articulo m. inciso 1,' fie la ley 1893. 

Pido a V. K. ta confirmación del fallo recurrido. 

Horacio K. I. uncía. 



EW.I.o Olí i, v ounT si trema 

Unenos Aires, Aposto 7 de 191». 

Yí-toi- y o moderando : 

fjue el recurso deducid.) contra e! fallo le fs, 37 es proce- 
dente, ciui arrvtfo a ¡o dispuesto por el articulo 14, inciso 3." de 
la ley número 48, desde que se ha puesto en cuestión y deseono- 
cida en dicho falto la jurisdicción y competencia de la justicia 
federa! para conocer de la presente causa. 

Que, por lo que hace al fondo de la cuestión debatida y ma- 
teria del recurso, resulta de autos Que la empresa del ferrocarril 
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Unenos Aires a! Pacifico es demandada por cobro de la suma de 
cuarenta y tres mil ciento veintiún pesos con treinta y dos centa- 
vos en bonos municipales de pavimentación, eorrespon diente al 
adoquinado construido en 3a calle Godoy Cruz entre Soler y Cos- 
ta Rica, en cuyo perímetro se encuentra una /inca de propieda \ 
de la empresa^ ( Escrito de demanda de fojas 3). 

Que los juicios por cobros, como los de que se trata, estable- 
cidos por ordenanzas municipales, son de la competencia de los 
tribunales locales, cualesquiera que sean las excepciones (pie se 
opongan en ellos, todo sin perjuicio del recurso extraordinario 
que acuerda el citado artículo 14 de la ley número 48. o de las 
acciones epte pudieran deducirse por repetición de lo indebida 
mente pagado, como se ha resucito por esta Corte, entre otros ca- 
sns análogos, en los que se registran en los tomos 04, pág. 353 ; 
108. pág. 5, y 1 14, l>ág, 208. 

Por eübj y de conformidad con lo expuesto y pedido por e) 
señor procurador general, se confirma el fallo apelado de fojas 
37. — Xotifiqnese original y repue.-to el pape] archívese, devo! 
viéndose los autos principales con testimonio de esta resolución. 

A. ükkmkjo. — Nicanor G. oía 
Solar, — D. E. Palacio. — 
L. Lópkz Caranillas. 



CAUSA CLXXXVIII 

Do» Ir/navio Stcm en autos con él fisco nacional, 
por cobro de f>esos: sobre compciétmü 

Sumario: i* El recurso fie nulidad no está autorizado por el ar- 
tículo 6," de la ley 4055. sin perjuicio de que, por vía de ape- 
lación, puedan examinarse las violaciones de las garantía* 
constitucionales que afecten la validez de los juicios. 
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2." La gestión judicial para hacer efectivo él cobro de un 
impuesto local para !a capital y territorios nacionales (en 
c! caso, el de patente a los representantes de casas extran- 
jeras, sin negocio abierto al público, establecido por la ley 
4934), debe promoverse ante los tribunales del fuero común 

Caso: Lo explican Sas piezas siguientes: 



DICTAMEN' PEI. SX. rKOCTK ADOR C1KXEKAI. 



Bocnoi Aires, Oclubr* 10 de t&i2. 

Suprema Corte; 

El recurrente opuso en primera instancia la excepción de in- 
competencia de jurisdicción, por entender t|ue corres|>ondía a la 
justicia federal conocer en la ejecución promovida. — Rechaza- 
da esa excepción ¡>or la sentencia definitiva dictada por la cáma- 
ra civil de la capital, el recurso extraordinario es procedente, en 
atención a ipie el apelante amparó su derecho en lo prescripto en 
las leyes nacionales relativas a los tribunales del orden federa! 
Urt. 14, inc. y, ley 48; art. 6.\ lev 40SS). 

Pido a V. E. se sirva declarar mal denegado el recurso in- 
terpuesto. 

Kn cuanto al fondo del asunto, me limitaré a citar la juris- 
prudencia uniforme de Y. K que ha establecido la exclusión de 
!n justicia federal en todas aquellas causas |K>r cobro de ren- 
tas fiscales* que lo sean exclusivamente para la capital federa' 
y territorios nacionales, como lo dispone el artículo mi. inciso 
5." de la ley de organización de los tribunales de la capital. ( Fa- 
1 1. »s. tomo 45, pág. 1 íj45 ; tomo 95, pág. 71). 

Pido a V. E. se sirva confirmar la sentencia apelada. 

Horacio A*. /. anchi. 
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Bueno» Aire», Agosto 14 de ID13 

Autos y vistos: Con videra n;lo: 

tjue el recurso de nulidad ño esta autorizado por el artículo 
6." dé !a ley 4055. con arreglo a lo reiteradamente resuelto, sin 
perjuicio de que, por vía del de apelación, puedan examinarse 
las violaciones de las garantías constitucionales, que afecten la 
validez de los juicios. ( l'allos. tomo 108, pág. 59. y otros). 

Que, a este respecto, nada se ha alegado en los escritos de 
fojas 52, autos principales y de fojas 2 del recurso de hecho. 

One si bien la apelación ha sido mal denegada, como lo ób 
serva el señor procurador general, en su dictamen precedente, 
no hay en e! caso objeto práctico en substanciar el recurso, des- 
de que se trata de cobro de impuesto local, para la capital y te- 
rritorios nacionales, y es manifiesto que la gestión judicial a los 
fines de hacerlo efectivo ha debido promoverse ante los tribuna- 
les del fuero comím (articulo 67. incisos 14 y 27, constitución 
nacional; articulo ni. inciso 5.", ley número 180,3; arg., art. 3.", 
inciso 2." ley 4055; fallos, tomo 05, pág. 71, y otros). 

Que, por otra parte, esta Corte Suprema no está llamada a 
pronunciarse sobre la interpretación y aplicación de las leyes de 
procedimientos, en la instancia extraordinaria ipie acuerda el ar- 
ticulo 14. ley 48. 

En su mérito, de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
procurador general, se confirma la sentencia apelada, en la par- 
te que ha podido ser materia del recurso. — Xotifiquese con el 
origina! y repuesto el papel, archívese, debiendo devolverse \o> 
autos principales, con testimonio de esta resolución. 

A. BERMEJO. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P, Dakact. — 
D. E. Palacio. — L. Lópkjí— 
Caban illas. 
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CAUSA CLXXXIX 

fhm Use Ramón So jo en autos con la sucesión de don Ahtonh 
Bacán, pw nulidad de una :euta; incidente sobre liquida- 
ción. 

Sumario: i? La cuestión de *i el comprador entregó al vendedor 
cu pago de la cosa, pesos inertes o peso? papeles morulla 
corriente iiKviiveHÍl>Ie, e* U n punto de hecho, y por tanto 
ajeno al rettirso extraordinario, 

2. La segunda parte del articulo y de la ley 1734. en las 
palabra, moneda especial, < v refirió sin duda a mbiieda me- 
tálica, o a bÜ'ete- pagadero- en metálico, no comprendidos 
en <l:dia ley. y tnvn por objeto evitar a los acreedores el 
perjuieio fie que recibieran lítenos de lo que ese 'es tlehia. 

Caso: - E\ juez de primera instancia doctor Angel F.. Casares- 
otorgó en 1877 a m imbre de la sucesión de don Antonio Ho- 
zan a favor de don José Ramón So jo escritura de venta de 
un campo en el Saladillo, provincia de líuenos Aires, por la 
suma de 2S7.000 pesos de la antigua moneda, venta que fué 
anillada por la támara de apelaciones en 1886. La liquida- 
ción (fue con tal motivo formuló el actuario fué observada 
por S<»jo en lo* siguientes términos: "Yo compré el campo, 
" Situado en él Saladillo. perteneciente a la sucesión de Ijo- 
"zán. en el año 1S77. — El precio fué convenido y pagado 
"en moneda ele la antigua de la provincia de Hítenos Aire*. 
" y ascendía, como se sabe, a 287.000 pesos de esa moneda. 
" La sentencia (pte anuló la compra dispuso que se devolvie- 
ra el mismo precio alionado. Para que esto suceda es pre- 
" éiso que <e me entregue una cantidad igual ;le dicha mone- 
" da o su equivalente. Pero la moneda antigua de Unenos 
" Aires no. tiene eur-o. ni existe ya, de manera que en ella 
" no mé puede hacer la devolución. Ésa moneda era v es tria 
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'" moneda especial, y en este concepto se ha'la estrictamente 
"comprendida en la disposición de la secunda parte del ar- 
" líenlo 3 " de la ley de 14 ¡je Octubre de 1885. sobre curso 
" le&aí. Esta disposición establece que las obligaciones con* 
" traídas con designación de moneda especio! podrán ser can- 
" celadas en hületes di curso legal pút su z-uior corriente en 
M plaza el dio de su vencimiento",— 'Tara que no se me cau- 
" se daño elevo! viéndome varias ví.'t- menos de lo que pa- 
" gué, es necesario se haga la conversión de la moneda de 
" Itucnos Aires que yo desembolse" a pesos nacionales oro, 
" v que luego se me entregue la cantidad que resulte en oro 
" o su equivalente en billetes, con arreglo al cambio del dia 
" de la entrega". 

El juez no hizo lugar a la exigencia del señor Sojo de que 
se le devolviera el precio de compra en moneda nacional, 
pero sí a razón de su conversión a oro. y aprobó la liquida- 
ción hecha en pesos moneda corriente. Confirmada esta re- 
solución por la cámara. Sojo interpuso para ante la Supre- 
ma Corte de Justicia de la provincia de líuenos Aires, el re* 
curso de inaplicahilidad de ley fundado en la violación de 
la ley nacional de 14 de Octubre de 1885, articulo 3W Con- 
firmada a <u ve¡í la sentencia de la cámara se dedujo para 
ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación el recurso 
extraordinario del articulo 14, ley -|8. 

CAUSA CLXXXIX 

im TAMKN DKt Sr. J>U.oCrHA]>oj- f.KXKRAÍ. 

Buenos Air», Junio 10 de 1912. 

Suprema Corte; 

K1 recurso deducido es procedente en razón de haberse 
cuestionado la inteligencia de una cláusula de la ley nacional de 
inconversión. de fecha 14 de octubre de 1885. y ser la decisión 
recaída contraria al derecho que -e amparaba en la cita. la cláu- 
sula. 1 Art, 8.". ley 4055; art. 14. mei-o 3.", ley 48V 
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Kl fundamento aducirlo ¡sor c! apelante < basa en que la 
sentencia del tribuna! >uperior de la provincia le I Sueno* Aires, 
ce i si aera ;i! pe.*o moneda corriente cómo sujeto a i ne< inversión. 
*egúu ¡a primera parte de! articulo 3." ríe la mencionada ley j;^, 
cuando dicha moneda, en bu opinión, debe ser considerad^ espe 
cia! comprendida en la se^iindii parte del referido artículo 3. '. 

['■>r mi parte, encuentro perfectamente justa la resolución 
a que Uega la se itcncra apelada, en atención a que el pago hecho 
por la pane de Sojo al comprar el campo de la sucesión de 13o- 
jián, lo fué en la moneda corriente eii c>c momento eti el lugar 
en que se efectuó el pago, por lo que es insostenible que se tra- 
tara de una moneda especial da lo que este vocablo, como tttuj 
bit- ti se ha dicho en estos autos, '¿i' emplea en nposicióa a mone- 
da corriente, y ninguna otra significación puede tener fuera Je 
la expresa la distinción, Esa moneda corriente de la Provincia 
de tíñenos Aires sujeta ya a ¡^conversión por la ley de 17 de 
mayo de iK;o, h;i -eguidó las tran<fonnaeiotie* establecidas eti 
a- &uceMv,i- Ira- k 111. iiL-<ía dictada- j»or clcongroo de la na 
cion, en ejercicio de la facultad atribuida por el articulo 07, iu- 
eó.. 10 de la constitución, y por tanto, no puede pretenderse que 
Sfi V equipare á la* monedas especiíieameite convenidas, que 
ÍUVO cu v ; -ta la simula parte de! articulo 3/ de la ley 17^4. 

Nt'Q puede dé^COnocer^e que la -uina de $ JK7.:»*) -alisi'eclia 
pi r Sojo en el año 1X77, cayó Ijajo la prescripción de la ley 1110- 
netaria número rrjq que ordenó a ios liárteos de emisión reno- 
varlaen billetes le monedn nacional, por lo que al -er Obligada 
la »nc*«i<Vi le liarán a .levo! ver aquella -unía, no pudendo res- 
tituir 'a misma especie de moneda en que -e hizo el pago, cuín- 
pie con -n - bligación entregando 'a moneda nacional establecida 
p^ír aquella ley, con la diferencia correspondiente al ti¡>o fijado 
en !a relación ríe esas monedas 

Por ta expuesto y consideraciones de la sentencia apelada, 
pido a Y. E. <e sirva o infirmarla. 



Julio fiotet. 
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PALLO DE LA CORTE SL'PKEM A 

Buenos Aire*, Agosto 14 de 1013 

Vistos y considerando: 

One el recurso ha sido bien concedido, de-de que el apelante 
invocó (Jurante e! juicio la ley especial número 1734, en concep- 
to de f|uc ésta amparaba sus derechos y la decisión ie ha sido 
contraria, í Art. 14. inciso 3.", ley 48: fallos, tomo 76, pág, 399. 
y otros). 

Que al expresar la sentencia apelada de foja* 1302 que "la 
solución del caso depende, como lo ha entendido la cámara y lo* 
recurrentes. míanos, de que !a antigua moneda corriente era es* 
pecial o no", ha resucito implícitamente, interpretando precep- 
tos de! derecho común, que la obligación de la testamentaría Ho- 
zan de devolver a Sojo el precio de 'a venta anulada, es de los 
comprendidos en el articulo 3." de la ley 1734, en cuanto a la te- 
dia en que debía conceptuarse contraída. 

Que- según la misma sentencia, lo entregado por el compra- 
dor Sojo en mil ochocientos setenta y siete 110 fueron pesos fuer- 
tes, sino papeles moneda corriente inconvertibles, en virtud de 
la ley de ta provincia de ttuenos Aires de diecisiete de Mayo de 
mil ochocientos setenta y seis ( fojas 1307 vuelta). 

Que 3a decisión de este punto de hecho, como la basada en 
el derecho común a que se refiere el segundo considerando, son 
ajenas al recurso extraordinario interpuesto; y. partiendo de 
ellas, no puede pretenderse míe la devolución se haga en peHO^ 
nacionales oro o billetes de curso legal por su valor corriente es 
plaza, pues la segunda parte del articulo 3°, ley 1734 en las pa 
labras moneda especial, se refirió sin duda a moneda metálica o 
a bihetes pagaderos en metálico- no comprendidos en dicha ley. 
y tuvo por objeto evitar a los acreedores el perjuicio de que re- 
cibieran menos de lo que se les debía. 
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Por eAo* fundamento», y de acuerdo con lo dictaminada 
jáor el señor procarador general, se confirma la sentencia apela 
da. — Notifique-e con el original y repuesto ci papel, de vuel- 
va nse. 

A. Bermejo. — Nicanor o. dki. 

Soi.AH. — M. p¿ l>\HA t T. — 
\). E. I'At. itin, _ |„ \ tt \ n:A 
C\\HAN ILLAS. 



CAUSA CLXL 

Baña Sahiw ih-tfliantom th> $á?di, en autos con don Jpsé fHoit- 
ctíii fohre reivindicación ''; recurso de hecho 

Sunmrhi \ " jurisprudencia de la Corte Suprema híi e^abíc 
rido (fue para que -una el fuer., federal entre litigantes ve- 
cinos de distinta- provincias, e- necesario que éstos seati ar- 
gentínos. 

2." La cuestión de si »e ha comprobado n no la calidad de 
argentino» de :<>s litigante-, v - un punto de hedió ajeno al 
recurso extraordinario de! ¡irticulo r j.. iey 48. 

Coso: Reinita del -luiente: 

I M.J.o Jili LA CORTE SUPREMA 

Buenot Airei. Agosto 23 de 1015. 

Autos y vi-u-r Gousíderando : 

1, jie, como ci n«ta en Ibs aitíOs remitidos a esta Corte por vía 
de informe, la resolución de la cámara federal de. La Rata de 
ciara que no se ha comprobado la procedencia leí fuero federal 
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por no haberse establecido, como estaba ordenado por el tribu - 
nal, la calidad de argentinos de los litigante* vecinos de iistintas 
provincias. 

íjiie la exigencia de esas calidades lia sido admitida por la 
parte recurrente y consagrada por la jurisprudencia de esta Cor- 
te, r Tallos, temo Uj, pág, 384 ; tomo 80, pág. 358. y otros). 

Que, si la calidad de argentinos de los litigantes ha sido" o 
no compro-hada en anuís, es un ¡junto de helio ajeno a* recurso 
extraordinario previsto en c! articulo 14 de la ley número 4S. y 
6," de la ley mimen 1 4055- con arreglo a la jurisprudencia de este 
tribunal. 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general se declara improcedente la tfticja deducida y re- 
puesto i'l pagel, archívese. Devuélvanse los autos principales con 
testimonio de esta reso'ución. 

A. Hkkmk.io. — Nicanor G. Ul-L 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E, Palacio. 



CAUSA CLXL1 

Compañía de seguros "X itera Zelandia" contra Cieyra y \'cn- 
man, por defraudación; contienda de competencia 

Sumario: El conocimiento de una íjitcrella por defraudación cau- 
sada por el cobro de un seguro marítimo sobre mercaderías 
que ya fueron objeto de un .-figuro anterior, cuyo premio se 
cobró también, corresponde a los tribunales ordinarios, por 
ser de carácter común el delito que se hace derivar de! he- 
cho imputado. 

Caso: Lo explican las piezas jignientes: 
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DICTAMEN DEL Sr. l'ROCLRADOK OKX£K.\i, 



Bueno» Aires, Muzo 13 út ¡915 



Suprema Corte: 

A V. F\. corresponde dirimir la presente contienda de com- 
pete icia negativa, de acuerdo con el artículo íj.\ inciso b de 'a 

ley 4055. 

Se trata de la iniciación de un sumario con motivo de la de- 
nuncia de la compañía de seguros Nueva Zelandia, de esta capí 
ta;, contra los señorea Vicyra y Xeuniann. comerciantes también 
de ola p!:tüa, como defraudadores contra ¿lia por la suma de 
J0.000 S oro, y en violación de los artículos 409 del código de 
comercio y ¿oj del código penal; 

El delito imputado es el de estafa, perfectamente caracteri 
zadn o mo delito común, resultando que ta suma a que ¿ se re- 
fiere ha sido cobrada y percibid,-* en esta capital. Estas circuns- 
tancias determinan claramente quo, ni por razón de la materia, ni 
del lugar, ni de la calidad de ias |>ersonas. cae á delito bajo la 
jurisdicción federal, siendo evidente |>or el contrario que é! está 
comprendido en la local ordinaria. 

BttSta tener presente, para mayor abundamiento, que el delito 
que constituye Sa acusación no esté comprendido dentro del ar- 
ticula 1* de la ley 48, ni va contra una ley de la nación 

Estas consideraciones son las que me determinan a pí;:lir, que 
la presente enmienda sea resuelta en el sentido de que el conoci- 
mtento de este asunto corresponde al señor juez local, siendo 
incompetente el señor juez federal. 



J utiü Boiet, 
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Buenoi Aires. Agosto 23 de 1913 



Y vistos Id oyiiticiida de competencia negativa suscitada 
entre el señor juez federa] de la capital y el de instrucción en lo 
criminal de la misma |>ara conocer en la presente causa seguida 
contra Manuel Vicyra y Eduardo Xeumann, sobre defrauda- 
ción, 

Y considerando : 

Que corresponde a esta Corte Suprema la decisión úv la ex- 
presada contienda con arreglo a lo dispuesto en el artículo 9, 
inciso b, de la ley número 4055. 

Que para ello, procede tenerse presente, que en c! escrito 
presentado ante e! juez de instrucción en lo criminal por el repre- 
sentante de la compañía de seguros "La Xucva Zelandia" y qm. 
lia motivado la formación de este proceso, se denuncia un deli- 
to común de defraudación, previsto por el artículo 202 y siguien- 
tes del código penal, como lo expone el denunciante, por quién se 
sostiene también que- este delito se ha cometido al asegurarse en 
la compañía que representa, parte de un cargamento que condu- 
cía el vapor Ipiranga, en viaje desde I'aranaguá y cobrado su 
importe, no obstante estar asegurado en otra compañía del Brasil, 
de la que también se cobró por los acusados el valor del seguro. 

Que a mérito de esta denuncia y de conformidad con lo soli- 
citado por el denunciante, se ha procedido a instruir el sumario 
correspondiente con la intervención del ministerio fiscal confor- 
me a lo dispuesto por la resolución de fojas 24 a 2$. 

Que tratándose así- como resulta de lo expuesto, tan solo de 
un delito común, claramente determinado en el escrito de fs. 22 
y habiéndose cometido este delito en esta capital, en la que resi- 
den las personas a quienes se imputa como también la Sociedad 
que se dice damnificada y en cuya representación se ha formu- 
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lado la expresada denuncia, no es a la justicia federa! a la qué 
corresponde conc-eer de la causa desde que esta no se encuentra 
comprendida en ninguno de los casos determinados ¡>or el articulo 
3 de ía ley nüm 48 y el 23 del código de procedimientos en lo eri 
mina! que pudiera autorizarlo y justificar su i inervación. 

QÚe, por consiguiente, y da lo el carácter de' delito de (pu- 
se trata y e! lugar en «pie s e dice cometido, c l juez de instrucción 
en lo criminal de la capital tiene jurisdicción para conocer de este 
juicio válidamente promovido ante cl mismo por la parte denun- 
ciante, como damnificada. 

IW ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por e! 
señor procurador general, se declara que esta causa es de la com- 
petencia del señor juez de instrucción, haciéndose saber esta resu- 
tariofl al señor juez federal, 

A. Jl KN.Ml-jo, — XkWXOR (V del 

Solar. — |>. K. Palacio. 



CAUSA CLXLII 

Sociedad Anónimo Azucarera "Pj Paraíso", solicita convocatoria 
de acreedores. Contienda de competencia 

Sumario : 1." A! juez del lugar de! domicilio de una sociedad *nt-'»- 
ninta. en donde fué autorizada a funcionar como tal. s.- ma- 
triculó en el registro de comercio e inscribió sus estatutos, se 
reimi;i (a a-amblo y funcionaba su directorio estaba ¡m 
contabilidad y el giro y gobierno de todos sus negocios, eo* 
rres|N)iulc e! conocimiento de la convocatoria de acreedores. 

2/ Kl concepto establecimiento principal empleado por el 
articulo 2." de la ley 92; y iMjr e! articulo 1384 del código de 
comercio debe tomarse en sentido lato y no estrictamente en 
cl de una casa de comercio, fábrica, ingenio u otro inmueble 
consagra loa determinados negocios. 

<í».f(>: Lo explican las piezas siguientes: 
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RESOLUCION' Dth sr. ¿UKZ UE COMERCIO 

Buenos Aires, Aflústo Ui ée 1BÍ2, 

Autos y vistos: Tara rcso'ver la cuestión de competencia 
pendiente con tas autoridades judiciales de Tucumán. 

Y considerando : 

Que si bien el presidente del directorio de "El Paraíso" ma- 
nifiesta su conformidad con la competencia del señor jue2 exhor- 
tante ello no puede consentirse por el juzgado, ya por ser la juris- 
dicción de orden público, cuanto porque e! contador, lo* ínterven- 
Uires y agente fiscal partes legítimas en el juicio han expresado 
terminantemente mi oposición fundada. Que el presi.lenu- del 
directorio no puede eludir por simple voluntad el cumplimiento 
de los estatutos sociales y prescripciones de las leyes tle quiebras 
y código civil, referentes al domicilio social en Buenos Aires. 
Aquí mismo está situada y ha funcionado hasta el presente su di- 
rección y administración ; aquí ha sido autorizado el funciona- 
miento y acordada y ruiradn la personería jurídica; aqui ha rea- 
lizado todas sus asambleas; registrado e inscripto «fus estatutos y 
a<jui ha realizado toda la gestión de sus negocios. Asi, pues, en 
tales condiciones, aunque no estuviera fijado expresamente e! 
domicilio, !a reunión deesas circunstancias lo habrían fijado aquí 
también de acuerdo con los artículos 89 y 90 del código civil, Ha- 
liiendo fijado especialmente su domicilio los estatutos de "El Pa- 
raíso" de acuerdo con el articulo 101 código civil, no puede dis- 
cutirse la jurisdicción, artículos 100 y 102 del código civil. 

En cuanto a la disposición de! articulo 6.° de la ley de quie- 
bras no altera en nada las disposiciones citadas. Pudíendo ele* 
girse domicilio para la ejecución de contratos y obligaciones y 
habiendo fijado uno. ía sociedad no puede eludir la prescripción, 
puesto que .como persona jurídica goxa del mismo derecho de la 
persona común. Además el establecimiento principa! no es el ta- 
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11er o centro de trabajos materiales como parece interpretarlo el 
$eñor juez exhortante, sino la verdadera sede r-ucia', el centro de 
los negocios y operaciones, su dirección y administración, donde 
converge toda la gestión comercia! de la sociedad o institución. Él 
establecimiento principal n«> e> el taller sino el centro o cerebro 
del negocio de donde emanan ti -das las operaciones y emergen 
tudas las obligaciones, es el sitio en ojie se practica y rea' iza todi 
la gestión de negocios, 

l'or ta:ito no se hace lugar a la eompetenciaa solicitada, de- 
clarando míe corresponde a e-ta jurisdicción el conocimientn del 
presente juicio y contéstese a* señor juez exhortante requ i rién- 
dote para que en caso de insistencia de p<>r traída la cuestión y 
eleve e!«'s antecedentes a la Suprema Corte, | Art. 410, código de 
procedimientos Refáganselas fojas. 

ftian /í. Estrada. 

Ante nú : — Martin J. ( ostiarena, 



WCTAMI'.V IU-1. >r. I-Koi l'KAI'OH f.KN'KkAL 

Bueno* A\tn, Julio I de 11)13 

Suprema Corte: 

Corresponde a V. K. dirimir la presente contienda de eOíh * 
petencia. a mérito de !o <|í"" dispone el artículo 9.". inciso c) de 
la ley 4055. 

1.a jurisdicción competente para entender en !a convocato- 
ria de acreedores s^Heitáda |xir la «ociedad anónima "E\ Paraí- 
so", es la (|tte determina el articulo 6." de la ley de quiebras, cuan- 
do dice <|ue las convocatorias de acreedores de tas sociedades 
comerciales, deben pre-entarse ante ei juez del lugar. donde exis- 
la el principal establecimiento* Ahora bien, no és dudoso, en mi 
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sentir, que la sociedad ren.rrer.te ha demostrado tener su prh- 
c¡¡ al establecimiento cfn la capital federa!, dad.. *$v*t 

a i !**n esta ciuttae) lian sido aprobados sn* e-tatutos por e¡ 
g^tfernp nacional, i# que se hallan inscriptos en el registro pú- 
lüo» de en ni ere io ' 

b) En la mi -nía funciona su escritorio principal, celebran 
- ¡- -ejiones sus accionistas^ y «e reúne su directorio; 

<m Luí estatuto* lijan expresamente el domicilio social en 
5a ciudad de Buenos Aire*. 

Nada importa que eí negocio a que se dedica !a sneieda l t 
>ea explotado en Tucumán. ni aún que allí se encuentre el inye- 
ni-, que constíttiye el capital más Valioso di: la sociedad, porquej 
en ivali lad. el centro de sus operaciones ha sitio esta ciudad, y, 
por tanto, debe entenderse míe aquí está su principal establecí- 
miento. 

Por ello, pido a Y. H. >e «irva 'kvlarar (pie corresponde el 
o locimieittn de c*te juicio, at juez de comercio <le la capital, 

f tilia Boiét 



Buenos Aires, Agosto 23 de 1013. 

Y vistos : 

Los de contienda de competencia entre el juez de \." instan- 
cia y 2.' nominación de la provincia de Tucumán y el de igita! 
c'a-e lo comercia: de "»a capital de Ja república, para conocer de 
la convocatoria de acreedores de la Sociedad Anónima "El Pa- 

lafeo" ; 

V considerando : 

Que el articulo 2." de los estatutos de la Sociedad Anónima 
"El Paraíso" i fojas 63) determina esta ciudad como domicilio ; 
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y es aquí donde fué autorizada a funcionar mino tal sociedad 
anónima ; aquí se matriculó en el registro de comercio e inscribió 
aquéllo*, donde se reunía ¡a asamblea gen ira] y funcionaba el 
directorio, estaba su contabilidad y el giro y gobierno de todo* 
sus negocios. 

Oue, pof otra pane el concepto otabledmieito principal, 
empleado |Kir la ley i articulo ley número 927 y 1384 código 
de comercio 1 es de tomarse eri .-entido lato, de acuerdo con las 
fuentes de é>ta y nn ovtrietamcnte en el de una casa de comercio, 
fábrica, ingenio u otro inmueble consagrado a determinados ne- 
gocios, 1 Vn l¡,, fino 105. pág. J51 y otros .1. y en tal virtud debe 
decide que en el caso la Sociedad "El Paraíso" tiene en esta ca- 
j>ita! sh centro comercial, porque en la misma realiza el giro do 
sus operaciones, es decir, su principal establecimiento. 

Por ello, de acuerdo con lo espnesto y pedido por el señor 
procurador general, se declara competente al juez de la capital, a 
quien se le remitirán losamos, avisándose por oficio al señor 
juez de Tttcumán. Repóngase el pape! ante el inferior. 

A, Bermejo. — Nicanor G. oel 
Solar. — M. p. Dahact. — 
D. E. Palacio. 
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CAUSA CLXUJT. 

Pon Leopoldo del Campo en autos con don Guillermo Arnimj, 
por cobro de pesos. Recurso de hcehos y de revisión. 

Sumario: í." Fundado un recurso en la violación del artículo 17 
de la constitución nacional, 02 preseril>e que ningún habi- 
tante de la nación puede ser privado de su propiedad sinó 
c-i virtud de sentencia fundada en ley, debe ser rechazado 
si resulta que no existe en la resolución apelada la omisión 
de la cita de la ley de que se queja el recurrente. 

2." No entra en las atril iliciones de la Corte Suprema da- 
da la naturaleza del recurso extraordinario, juzgar del 
acierto, con que e* invocada la ley común por los jueces lo- 
va ¡es. 

y El cumplimiento en las sentencias de las formalidades 
proscriptas ]>or la ley procesal ordinaria, cuyo juzgamiento 
compete exclusivamente a los tribunales de ese fuero, acer- 
ca de las Citóles ninguna prescripción o garantía constitu- 
cional se refiere, pueden ser objetadas ni reparadas sinó 
ante esa misma jurisdicción, mediante los recursos que para 
ello acuerdan las leyes comunes. 

4." El recurso de revisión no corresponde en las causas ci- 
viles que no sean de la jurisdicción originaria de la Corte 
Suprema. 

Casa : Resulta de los «¡guicntcs: 

fallo de la corte suprema 

Buenos Mrtt, Aíorto 28 de 1WS. 

^ " i stos y co n s i de ra n do ; 
Que citado de remate el recurrente, en la ejecución de sen- 
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tcncia que se le signe ante los Tribunales del fuero común de es- 
ta capital, opuso a fojas 310, h excepción <le falsedad </<< ta 
ejecutoria, sostétrieiidó que esta no cs ta! sentencia en el sentido 
de la Constitución Nacional, cuyo articulo j; prescribe que "nin- 
gñn habitante de la Ración puede ser privado de su propiedad 
sino en virtud de sentencia fundada en !ey"; habiéndose violado 
tal garantía, porque en los pronunciamientos de ambas instan- 
cias se oniotieron diversos requisitos de lo^eseneiálmente pres- 
critos por los artículos zié. 217 y _m8 del mtligo de procedi- 
mientos en lo civil y comercial, entre ellos c! fundamento legal, 
por !u cual no son en Mandad stíttentías 4:1c causen ejecutóa 
las de fojas 223 y .275 ; 

Oue esta misma objeción de iueonstitudouahdad. por igua" 
motivo, fué ya opuesta a dichas sentencias a fs. ¿¿ 7 e interpuesto 
recurso extraordinario ante esta Corte, el tribunal no se creyó 
habditado [jara tomarla en consideración a mérito de la oportmii- 
dad en que fué deducida, según sé expresa en la resolución res- 
pectiva, fojas ( 1 ) 

Que, aun cua ido, este nuevo nmtso fiié judkc, ta! cuestión 
ha sido planteada en tiemj>o y la decisión final sobre ella recaída 
le es contraria, loque daría procedencia al recurso es iraordinario 
denegado. e> de observara, oue por lo que hace a la cita de h 
ley e 1 que se fundó !a resolución ejecutada, no existe ta! omisión 
como ya se hizo constar por ésta Corte en su recordado auto de 
fojas 293í y & eorrofjora con la simple lectura de aquélla, que- 
dando asi cumplida en esta parte la exigencia respetiva de! ar- 
tículo 17 de la constitución, sin que entre en las atribuciones de 
este tribuna!, dada la naturaleza del presente recurso, juzgar dei 
acierto con qué tal ftmdauunto del derecho común fué invocado 
l»or Jos jueces locales. 

CJne por lo que atañe al incumplimiento de otras formalida- 
des de la sentencia, también alegada ¡w>r el exeepcionanle. tratán- 
dose de la aplicación de disposiciones de la ley procesal ordinaria 
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ciiyp juz^aimeuto compete exclusivamente a los tribuhaCes de es£ 
tuero y acerca de la¿ cuales ninguna prescripción o garantía cons- 
titucional se refiere, tales omisiones, si las hubo, no [Hieden ser 
objetadas ui reparadas sino ante esa misma jurisdicaón, median- 
te los recursos t¡ue para dio acuerdan las íeye- comunes y tjiie. 
en ei casó, habiendo sido oportunamente empleadas por ésta parte 
dieron ocasión ai pronunciamiento fina! de la cántara de apela- 
ción., foja- _ f 75. 

Por estos fundamentos y de con í. trinidad con ío pedido por 
e] -efmr procurador genera!, se decía a no Mnhcr lugar al recurro 
interpuesto. Xotifúpnse original. rejK'»nga>c v-1 pape! y archívese, 
devolviéndose los autos principales con testimonio de e^ta reso- 

lucién, 

A. ¡ÍI.KMK.JO. — Xr'AV'ik G. OEt 
S'H.Alí. -- .\¡. T, DaK.UT. — 

I). K. PALAClé. — L. fcoi*iy3 
Caji.\mu..\s, 

Entablado recurso ríe revi-i mi del fallo precedente la Corte 
Suprema dictó el -guíente: 

Buena* Alies, Septiembre de 1913. 

Xo irritan lose de una causa en (pie esta Curte haya conocido 
ei primera instancia como jo requiere el artículo %* de la ley 
nun. 2/. ni de algunos de íes :asos comprendidos en el articulo 
J41 de la ley número 50, dee!úr:i-e improcedente c' recurso de 
revisión inierpuc-i- • y en consecuencia estése a lo resuelto y de- 
vuélvanle como está mandado. 

A. ÜKWMKJO, — XlCAXoR G. DKí. 
SuLAR. — M. ]\ DAKACT. — 
D. It. I* ALACIO. — L. l$V$Z 

Caiíaxiu.as. 
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CUSA CLXUV 

Municipalidad de Desamparados contra doña Ttféifjtira B, de 
Sánchez, sobre expropiación 

Sumario: f .* I Ja sirio bien concedido el recurso extraordinario de! 
art. 14, ey 48 interpuesto contra una resohuión de la Su- 
prema Corle de Justicia de San Juan, que decía ra. en de» i 
ni ti va, f*er proeedentií una expropiación, fundado en q«e 
dicha resolución violaba el nrt. 17 de la constitución ííacidetal 
y artículos _s 1 ¿ y 3 del código civil ( Aquel superior tribu- 
nal nada observó relativamente a la t>¡>ortnnidad en que se 
adujeron esas defensas, que fué al pedirse rcv»h.-atoria de la 
providencia de! juey, de primera instancia que citaba a las 
pane- al comparendo de ley y ordenaba se diera 'a po-c-i.'m 
al expropiante: siendo la resolución confirmatoria del auto 
del juez de primera instancia que 110 hizo lugar al pedido tfe 
re|K>sición- la que ha sido materia ilcl presenté recurstn. 

j.' Delegada por K-y a una municipalidad la facultad de 
orde iar la expropiación de bienes privado,- por causa de 
utilidad pública, con sujeción a la ley general de la materia, 
y deparado por los tribunales: locales (pie los trámites 
guidos |K>r ia municipalidad en la expropiación motivo de: 
pleito, se han ajustado a las disposiciones de su ley orgánica 
y a la referida ley general de la materia, queda satisfecha !a 
exigencia de! art 17 de la constitución nacional en 1n con- 
cerniente a! requisito de la !ey que autorice la expropiación 
ji ? Kt art, 17 de la constitución nacional no se opone a que 
previo depósito del precio ofrecido, pueda obtenerse la ocu- 
pación inmediata o posesión provisoria de los inmuebles. 

4." Iv arf. del código civi! es inaplicable, en lo refe- 
rente a Ea urgencia y necesidad de la expropiación, a aquello-; 
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casos en que se siguen gestiones judiciales y se hace el depó 
sito del pn-cio calculado de !¡b cojáis cuya adquisición se pre- 
tende para una obra pública. 

i Véase los número HíiO. cuatro y seis del sumari. de la can- 
>a que si^ue. Municipalidad de Desamparada centra doña ICglaiv 
lina S. de Qturoga. sobre expropiación. que son aplicables a la 
presente. ) 

Cuso* Lo explican tós piezas siguientes: 

wro del DE tí insiaxcia 

San Juan, Mayo 16 de 1*10. 

I>e acuerdo con la demanda interpuesta, concurran las par- 
tes a comparendo en la audiencia del día veinte y tres del co- 
rriente, a las dos p. ni. 

I falwndnse consignado el precio del inmueble que se expro- 
pia y encontrándose llenados los es Iremos de ley, désele sin más 
trámite la posesión que se solicita del terreno a que se refiere el 
plano adjunto, por intermedio del oficial de justicia a quien fa- 
cúltase para cpie haga uso de ta fuerza publica en caso necesario. 

Josc Ma, Pas. 



resolución m:i. ipÉz rus i.* instancia 

San Juan, Septiembre !3 de 1910- 

V vistos: el pedido de reposición formulado a fs. 28 por 
doña Teles fora lí. de Sánchez, del auto de fs. 22 y contestación 
de fs. 35 del traslado decretado tic los que residía que doña Te- 
les fora li. de Sánchez opone excepción ele falta de personalidad 
del demandante señor Luis S. Robledo y su ajtfulerado señoj 
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„rúa para litigar en m mhre de :a municipalida 1 de Desampa- 
rados, fundada en !a inconstitueionalidad de su nombramiento, y 
n cuanto al derecho de! (demandante, se 1c» desconoce también 
por inconstitueionalidad y falta de derecho a !a cosa que se trata 
de expropiar y el demandante alega su personalidad fundado en 
el decreto de f. ¿4 y en cuanto a su derecho la ley de régimen mu 
nicipal y ley del 22 de mayo de U)(X), y considerando que la cues- 
tión debatida, si bien ella sale d juicio de expropiación y proce- 
dimientos señalados por la Ley tie! 22 de agosto de 1^04 es esen- 
cial el punto a resolver por cuanto es de imperiosa necesidad de- 
terminar la |>ersonalidad de los litigantes previamente a los que 
determina la ley de expropiación en su art 7 y j>or lo tanto e:i el 
silencio de dicha ley el juzgado sujetándose a ia ley general de 
procedimientos debe pronunciarse sobre la excepción de persona- 
lidad opuesta por el demandado. Oue la primera cuestión, lo es 
la de falta de per -maulad en el demandante fundada en las dís- 
pos iones de los artículos tóo, 153, Incisos 3 y 40. de la constitu- 
ción provincial y los artículos 17. 54 y 73 de la ley del régimen 
mun. -¡pal, las que se alegan, hacen nulo el decreto de fs. 1 y 2 
t>or toque es de considerarse en primer término el rol del funcio- 
nario que se piperita en autos jx>r intermedio de apoderado y su 
capacidad para intervenir en el presente juicio en representación 
del municipio de Desamparados, Que basta leer e! decreto de fo- 
ja-. 34 para convencerse míe t-s mi fnndonarin nombrado por e! 
P, E. y de conformidad al articulo 17 de ta ley de! régimen muni- 
cipal qúe puede presentarse en autos en representación de! muni- 
cipio míe cae bajo su gobierno y administración aunque proviso* 
ría y temporariamente, de lo cual y en mérito del poder de fojas 
1 resulta la personería de! señor Murúa que el decreto de fs. 3 + 
se encuo.ntra ajustado a la disposición del art. 17 de la ley del ré- 
gimen municipal y no cabe su inconstitucionalidad desde que *i 
bien l'1 art. lób cstahlece la forma en que pueden ser destituidos 
los miembros de tas municipalidades, no determina quién delie go- 
bernar e' municipio mientras no fueren elegidos y de ahí «pie el 
articulo de la ley citada se encuadra dentro del art. 153 de !a 
constitución en oí principio genera! que e*ta disposición sustenta 
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en cnanto la honorable legislatura ha dictado y determinado im- 
plícitamente (jue iu comisionado especial nombrado por el 
P. E. esté al frente del municipio hasta tamo no sean elegidos lo* 
señores municipales con lo que la dicha icy del régimen municipal 
ha resuelto una situación de hecho como en el presente caso en 
que el municipio tle Desamparados no tiene municipalidad : que 
el hecho de que la municipalidad de Desamparados haya sido 
disuelta y destituidos los miembros que la componían sin llenar 
los recpiisitos del art. tfitj de la constitución, no desnaturaliza la 
representación de la persona que gobierna el municipio por lo ya 
considerado y no entra el juzgado a declarar la procedencia o im- 
procedencia de la destitución de los municipales por no ser mate- 
ria que deba decidirse en este juicio, fjue los arts. 153. incisos 
3 y 4 l J de la constitución combinados con los arts. 54 y 74 de la 
ley orgánica municipal no son de aplicación a la persona de un 
comisionado por ?o que éste ;io va como municipal sino en carác- 
ter de funcionario especia!, que asume el gobierno de la comuna 
y a efectos de restablecer el imperto de sus instituciones; v en 
cuanto sé alega que la ley no distingue si es provisoria o perma- 
nente es indudable, pero el señor Luis Robledo no ha sido nom- 
brado intendente y por lo tanto inaplicable a! comisionado las 
prescripciones constitucionales citadas, referentes a las personas 
que :io pueden ser municipales. .Mas si se sostuviera que el comi- 
sionado es en el hecho intendente y ¡ior tal aplicable no sería ad- 
misible dentro de la práctica nacional y aún de la provincia por- 
que el comisionado desempeña autoridad emanada del í\ E. que 
asume el gobierno de la comuna en estado anómalo. Que el do- 
cumento de ís. 124 del expediente: " Municipalidad de Desam- 
parados contra Eglantina S. de Quiroga. — Erpropiación" que se 
ha tenido a la vista que cita el excepcionante referente a la trans- 
ferencia de los derechos que acuerda la ordenanza de 20 de fe- 
brero de 19,10, del honorable -oncejo deliberante de Desampara 
dos no prueba ta transferencia del Exemo. gobierno de la pro- 
vincia cpie se alega ni qtte haya tenido lugar la transferencia por 
lo que no puede entrarse a considerar las consecuencias jurídicas 
de! acto; por otra parte el documento citado se refiere a :ma 
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resolución del concejo de Desamparados de fec'ia quince de mayo 
de 1910 por su texto y la presentación de fs. 18 lo es con fecha 
36 de abril de 1910 jwr lo cual aun suponiendo comprobarla la 
existencia legal de una cesión a! 15 de mayo, sin considerarla en 
si la presentación sería con personería legal. Ahora bien, en cuan- 
to a referencias, e! documento de fs. 1 1 hace mención a cesión de 
ios terrenos a expropiarse pero no a los derechos qtte acuerda la 
ordenanza fie 20 de febrero de 1910 y no resulta entonces proba- 
do en forma alguna que el municipio de Desamparado» no pueda 
presentarse en juicio ejercitando derecho de expropiación de' 
terreno, can» sttb jttdu-c, por lo que queda encuadrado dentro de 
las disposiciones pertinentes de la constitución de la provincia ; 
que el articulo 104 de la ley orgánica municipal en su seguud;. 
parte, última reforma, preceptúa que la expropiación se hará 
con sujeción a la ley genera! ele la materia y esta es ta de 22 de 
agosto de 1894 de conformidad a la Cual se ha dictado el auto 
de fs. 22 dándose la posesión pedida ]>or caso de urgencia con 
consignación de precio no siendo de considerar la disposición del 
an. 2512 por analogía ¡mr cuanto >e refiere a la toma inmediata 
de posesión de ¡a propiedad privada por ¡a autoridad pública sin 
ninguna forma de procedimiento; que en cuanto a la disposición 
del articulo 17 de la constitución nacional relativa a expropiación 
ba sido respetada por !a constitución de la provincia, por la lev- 
de expropiación de 1804 y ley del régimen municipal y se ha dic- 
tado la ley especial de expropiación de terrenos para c! parque 
Centenario lo que hace rompletamente ajando 3 dérecbo !a ac- 
ción ejercitarla y lo referente a indemnización previa debe con-i 
iterarse el verdadero espíritu constitucional y estado de 1 presente 
juicio de expropiación. Desde luego el auto recurrido no es defi- 
nitivo, no resuelve la litis no fenece él pleito y por k» tanto no ha 
llegado el momento de aceptar que el demandado ha sjdo privado 
de su propiedad sin previa indemnización. Eí art. 3." de la lév- 
ele expropiación de la provincia, de 1894, garante y salva al pro- 
pietario mi derecho y só!n otorga al expropiante la posesión del 
inmucb'e. la que indudablemente |)or derecho, es provisorio y por 
lo tanto dicha disposición ri't es contraria a la del artículo 17 de 
la constitución nacional. 
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Por estas consideraciones no se hace lugar a la reposición 
del auto ele f s. 22. y se concede el retrurso de apelación en relación 
y al solo efecto devolutivo. 

Elévense ¡os autos a !a Excma. Curte de Justicia. Lo que se 
resuelve sin costas a mérito de haberse dictado la ley especia] de 
expropiación con posterioridad a la acción instaurada. — Firma- 
do: Félix L. Gómez. — Ante mí : li. P. Gómez, secretario. 

Con ai r da con la sentencia original de su tenor que obra a 
ik 5 de] libro de sentencias de este juzgado. 

K. P. Gómez, secretario. 

SKNTKNC1A DE UA Sl'PRHMA CORTE UK SAN JtWX 

Stn Jan. Julio 15 dt 1912. 

Vistos resultando* Que a fojas 18 se presentó don Aristó- 
huio Alurúa por la municipalidad de Desamparados, exponiendo; 

Que, según el poder que acompaña, es representante de la 
municipalidad nombrada para intervenir en los juicios objeto del 
mandato. 

Que de los documentos acompañados, resulta que dicha mu* 
nicipalidad. según ordenanza sancionada por su concejo delibera- 
tivo e! veinte de febrero de mil novecientos diez, y previo los trá- 
mites legales, y aproliaeií'm del poder ejecutivo de la provincia, 
de' once de marzo de mil novecientos diez, se resolvió la expro- 
piación de unos terrenos ubicados en el departamento de Desam- 
parados destinados a la formación df un parque que a la vez que 
significa un adelanto está destinado a formar uno de los .números 
del programa de fiestas conmemorativas de la Revolución de 
Mayo. 

Entre las zonas de terrenos a expropiarse figura una propie- 
dad de pertenencia y posesión de doña Te!e*fora Henavidez do 
Sánchez a la cual se refiere el plano que acompaña. 
Que su superficie total es de cuarenta y cinco mil ciento veinte 
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metros con sesenta y >c¡> centímetro-, cuadrados comprendiendo 
terrenos baldíos y plantado-, edificaciones, etc. 

(Jue mí ta -ación- ^«íin deiaüe- expre-ados a r.*, ]i) es diez v 
nueve mil sesenta y siete pesos con ochenta y *ei> centavos, coro* 
prendiendo c*-te vaW la indemnización que ]>i t> ^ h> concento 
debe recibir la propietaria en ccmipensación de <i\ terreno. 

Qtie la señora de Sánchez ha hecho sáber a la municipalidad 
según nota acompañada, que no e^tá conforme con el avalúo prac- 
ticado p<»r el ingeniero Besoin, nombrado al efecto ]>or la muni- 
cipalidad, no obstante que el precio asignado al inmueble se ajus- 
ta a la> transacciones eíe^iíadas y ei aún mucho mas alto flue 
ellas. 

Pide a! juzgado tenga por entablada la demanda fie expro 
piación fundado en el articulo primero de a íéy de la materia a 
virtud de haber sido deparado de utilidad púbüea el terreno de>- 
tinado a! I Virque de Mayo y en definitiva confirme ta oferta de 
su mandante con cortas a !ms deman lados, Oi te habiendo depoó- 
tado c? precio, pidt* se le dé posesión inmediata de: terreno. 

Otte |H»r decreta ile & 30 vta„ se confirió vista al a-rente 
fiscal la que fué evacuada a K ¿i. aconsejando al juzgado pro- 
veer de conformidad a lo principa!, y otro si. 

gue pot auto dt' fojas -'- se citó a comparendo a !a> partes;, 
y se ordenó dar la ^Sesión de) terreno, la que se dio a !a muni- 
cipalidad expropiante el 17 y ift de mayo de toro, según actas 
de fs, ¿4 vta. a 27, 

Q«e a :' ^e presentó !a «cñnra Teles fura lí. de Sánchez, 
maniíe>tan lo: que ha Pegado a su conocimiento !a demanda 
promovida por don Aristi'díji'o Muriia. como apoderado de don 
l-uix Rr.líledo. éste en carácter de coium* nado -|ei poder ejecu- 
tivo de la provincia, para atender interinamente los servidos mu- 
nicipales de Desamparados, habiéndose dad*, trámite a la deman- 
da y procedido a la ocupación de; terreno. Que por la* razones 
(¡ue expresa viene a oponerse a dicha re^o'ución. 

Primero: E! p d t ríante, señor Robledo, no tiene legalmente 
la representa ridn de ta municipalidad le Desamparado, epe c " 
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atribuye, faitán lole. en consecuencia, personería al señor Murúa 
su apoderado. 

(Jue según el decreto del poder ejecutivo, que en apoyo de 
su carácter invoca el señor Robledo, no se trata tic los dos pri- 
meros enunciados en el articulo 17, párrafo 2," de !a ley orgánica 
del régimen municipal, ni de ía falta de intendente y más de la 
mitad ilc tos miembros del concejo de'il^rativó, y |x>r consi- 
guiente según el prt-cepto del párrafo 4." del referido articulo, e 1 
jnnler ejecutivo no lia ¡xidido nombrar comisionado alguno que 
suplante a ¡as autoridades Incales, pues sn intervención se ha de- 
bido reducir a examinar los antecedentes del conflicto suscitado, 
o la constitución. o funcionamiento de los podere§ municipales y 
enviar al honorable senado e! informe respectivo, de donde re 
sulla que e] mencionado decreto nombrando comisionado a! señor 
Robledo es nulo, por importar una violación de la ley, y esto en 
el Supuesto de que la intervención atribuida al poder ejecutivo 
fuese constitucional en presencia de! articulo 170 de la constitu- 
ción y de la autonomía municipal que está consagrada. 

tjue asimismo es nulo el nombramiento ¡jorque c' señor 
k'obiede de -empeña el cargo de jefe político de Desamparada* 
lo (me le impii'e ser representante del municipio en ninguna fot- 
111:1. articuki 153. inciso 3/ de la constitución combinados con 2'. 
art. 4*;; y artículos 54 y 73 de la íey orgánica de! régimen muni- 
cipal, no admitiendo la ley excepciones ni pudiendo la interinidad 
alterar sus mandatos, por existir siempre el mismo motivo fun- 
damenta', de la prohibición. 

Segundo: Que no existe ley que autorice la expropiación. 
One la ordenanza que se invoca no tiene carácter ni fuerza de 
ley, la cual sólo puede ser dictarla por la honorable legislatura de 
la provincia, resultando así la ordenanza repugna ute al an\ 17 de 
*a constitución nacional- y a los artículos 21 y 71, inciso 12 de la 
constitución provincial, Se requiere ley genera! o especial que de- 
termine las causas de utilidad publica, y la ley general de 22 de 
agosto de mi! ochocientos noventa y cuatro no declara caso de 
utilidad pública la erección de parques. 

Terevro: Que si no existieran los defectos substanciales apun- 
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lados, tampoco corréenmele c! procedimiento judicial para la 
expropiación que establece la ley general. Que el art. 105 de la 
ley orgánica del régimen municipal prescribe que. la indemni/a- 
ción »e determinará l>or peritos arbitradores que nombren las 
partes interesadas, y este precepto 110 ha sido derogado por la ley 
de". 20 de septiembre de mil novecientos nueve, porque en materia 
tle expropiación la reíonna se limitó al articulo 104. Que en con- 
secuencia no es posible dar la posesión de! inmueble a la munici- 
palidad ni a nadie. Que tampoco procede por los siguiente* umti- 
vi»-: primero: que tanto la constitución nacional como la provin- 
cial exigen la previa indemnización ; .segundo: míe lo mismo esta- 
blece e* citad" articulo 105 de 'a ley orgánica (leí régimen muni- 
cipal; tercero: que la excepción de urgencia establecida en e! 
urt. 3,* de la ley general ele expropiación debe entenderse sul* «Mi- 
nada al concepto de! art. 2512 del código civil. 

Cuarto: Que el concejo deülierativo le Desamparados ha 
transferido j>or una ordenanza vigente los derechos de la expro- 
piación al gobierno de la provincia y por consiguiente carece de 
personería para el ejercicio de tales derechos. (Jue no impon i 
esto reconocer la legalidad de la transferencia que no está en te'.a 
de juicio. 

Que- en mérito de lo expuesto, pide se revoque con costa? 
el auto que «la curso al juicio tjé expropiación, y que ordena dar 
la posesión ítél inmueble, apelando en subsidio. Pide asimismo se 
suspenda el cumplimiento de la orden de posesión. 

Que conferido traslado a fs. 33 vta. lo evacuó, a fs. 35. d 
representante del señor comisionado municipal de Desamparado 4, 
exponiendo: One pide el rechazo de lo solicitado con costas, (Jue 
ta excepción correspondería sino hubiera recibido mandato algu- 
no del comisionado municipal o si el j>oder fuera deficiente ]wir 
carecer de "as formalidades necesarias. I'ero es el caso que él 
revi-te las formas legales. 

Que falta de personería sigiiríiea falta de represecit ación y 
no ausencia de derecho, o de facní'.a I. en quien lo otorga. Que 
si !a recurrente ha querido referirse a la persona de! comisionarlo 
de -conociéndole el carácter de que está inve-tido y la legalidad 
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cíe su nombramiento, no hay en ello una cuestión de personería, 
sino una cuestión distinta que tampoco corresponde resolver en 
el presente juicio. 

Que la expropiación ¡>or causa tle utilidad pública de los te- 
rrrenos tle la demandada, con destino al Parque de Mayo fué 
ordenada por la municipalidad de Desamparados, mediante la 
ordenanza del i j de marzo de mil novecientos diez en virtud de 
facultades expresas, por cuyo motivo la recurrente carece de in- 
icies ié^fmro para observar los procedimientos de! jwder ejecu- 
tivo de la provincia, con motivo de la intervención en aquel imi- 
iiicipin, c<¡mo asimismó si don I.ui< Robledo puede desempeñar o 
no constitucional o legalmente el cargo de municipa! que nadie le 
lia con i crido. 

ÍJue es un hecho reconocido que los poderes municipales del 
municipio de Desamparados no funcionan en la actualidad, y que 
en defecto de e*lo el poder ejecutivo de la provincia, es quien 
atiende a la administración de los servicios locales interinamente, 
hasta tanto el honorable senario resuelva lo que corresponda 
como lo lia hecho ya, declarando caducos los poderes de ios 
miembros de ambos departamentos deliberativo y ejecutivo. 

Ouc si el poder ejecutivo procedió más allá de sus atribucio- 
nes suspendiendo indebidamente los poderes municipales, es a 
é-tn- a quienes incumbe reclamar formando cuestión de compe- 
tencia, art. f$| de la constitución. 

Que si no lo hicieron, y aceptaron aquel temperamento, el 
poder ejecutivo ha debido proceder como lo ha hecho de confor- 
midad con el art. 17 de la ley orgánica municipal, párrafo 
ridministrando los servicios municipales interinamente. 

Que e! comisionado señor Robledo es en este caso el inter- 
mediario del poder ejecutivo para la atención de esos servicios y 
solo como tal representa a la municipalidad de Desamjiaradoí 
Qtie no es. pites, una persona investida de poderes municipales, 
sino e! agente del ejecutivo que es por !a ley en quien radica U 
fr cuitad esencialmente. 

Ota- el mandato conferido al exponente no es un heto -\c 
poder pt Miro, sino simplemente de administración, y que en con- 
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secuencia tute acto no guarda relación alguna con la lesión del 
derecho que reclama :a recurrente. 

Que siendo el señor Robledo tin simple comisionado ü agente 
del poder ejecutivo de !a provincia, en cuyo nombre administra 
intereso municipales, y no estando investido de ios ¡unieres mu- 
nícrpales deliberativo y ejecutivo no existe incompatibilidad entre 
-n empleo de jefe político y las fuaciunes de agente a que se ha 
referido, y no wn de aplicación los articu r os 153 y 49. inciso 2. 
de la constitución de la provincia. 

(Jnc respecte* a 'a cesión de derechos a ta provincia el decre- 
to de i a. 15 a qué se hace referencia, se refiere a la cesión tic los 
terrenos una vi* expropiado-, se entiende, para que ta provincia 
rea! ice la obra del Parque de Mayo, y al respecte* la señora de 
Sá ichez carece de intereses. 

Que en cuanto a la procedencia «le "a expropiación, e! art, 71. 
Inciso 17 fie la ley orgánica de! régimen municipal, autoriza a los 
concejo- deliberativo-; para decretar la apertura de p!a/,as v pa- 
seo-; públicos y en general todo lo que contribuya al ornato e hi- 
giene de la población: y el 104. antes de su modificació n dispo- 
nía que las municipalidades debían solicitar del pódét ejecutivo, 
que recabara de la honorable legislatura las leyes necesarias de 
expropiación de las propiedades príva las, para la apertura de 
calles, caminos, plazas y paseos públicos. 

Que poster'orinente fe reforma del ¿3 de septiembre de mi! 
nevecientu-s nueve, estableció que las municipalidades podrán or- 
denar en cada caso la expropiación de las propiedades privadas 
por causas de utilidad pública, con sujeción á T a lev genera! ele 
la materia. 

Que Uh cansas de ntilielail pública a que esa disposición se 
refiere, son aquellos epic tienen relación con las materias y obje- 
tos que las municipalidades administran y reglamentan exclusiva- 
mente, y entre ellas la apertura <le plazas y paseos públicos con- 
forme al articulo 71. inciso 17 citados." 

Que es inexacto que el art. 104. reformado por la íey de 
septiembre de mi! novecientos nueve, al conceder a las immi:ipa- 
lidades la facultad de ordenar expropiaciones, | bni¡a remitién- 



Dli JUSTICIA ÜÉ I. A NACIOX 



dose a los casos previstos por la ley genera: de expropiación del 
■22 i]e agosto fie mii ochocientos noventa y cuatro, puesto que. de 
ser así. estañan demás aquella facultad de expropiación ¡xir 
causa de utilidad pública y las facultadas conferidas a los mu- 
nicipios para ordenar apertura de plazas, paseos públicos y toda 
lo f|tie <e refiere a ornato, higiene irrigación y obras públicas en 
genera!, que remitieren la ocupación de la propiedad privada, sí 
en cada caso fuera menester uaa ley especial de expropiación. 

(Jtie la ley genera! de expropiación, dictada en virtud de lo 
dispuesto por la primera parte del art. 71. inciso 12, de la consti- 
tución, establece los casos en que se puede proceder a la expro- 
piaeión de las propiedades privadas administrativamente, pero es 
distinto el caso cuando la expropiación es ordenada ]>or mi poder 
di-tinto al iMjder ejecutivo en lo que es materia de su resorte ex- 
clusivo como ocurre con las municipalidades, las cuales, en virtud 
de lo dispuesto por e! art. 150 de la constitución de la provincia, 
concordante con el 71 de su ley orgánica, y fie lo establecido por 
el i iciso 5." de e-te articulo, están facultadas para dr»icrmin:ir 
en rada c::so la necesidad de expropiar una pr,}pie;lad particu.ar 
por causa de utilidad (mírica. 

Que la última ¡jarte del art. 104. reformado, a! expresar con 
sujeción ti la l#y general de ía malcría, se ha referido a la forma 
y procedimiento y no a la facultad en si minina, por cuanto esa 
facultad les está acordada a las municipalidades, no sólo en ia 
primera parte del mismo artículo, sino también en los incisos 5."" 
y 17 (leí articulo 71 de la ley orgánica <¡ue no han sido derogado*. 

One en consecuencia con sujeción a la ley general de la ma- 
teria dignifica que. en caso de urgencia habrá derecho a la ocupa- 
ción desde que se o insigne el precio ofrecido y no aceptado, y 
¡>ara -ometer la diferencia en e^te último caso a ia decisión del 
juez letrado. 

Que el art. 105 es concordante con el j. a . 

Que e.-to no impide que en los cn<«v urgentes se proceda a 
la ocupación, n sea a la posesión en el sentido legal art. 3,* de 'a 
ley genera!. fn<r cuanto la posesión en su sentido estricto, no se 
toma sino en virtud del titulo traslativo. «'» sea después de la escri- 
turación y pago del precio. 
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Que en cuanto a la urgencia, no es a la contraria a quien 
incumbe establecerla sino más bien a] eme tiente el ejercicio de.' 
derecho de ocupar la propiedad, a estar a los términos de la ley 
que dice míe habrá e! derecho de ocupar. 

Que la honorable legislatura de la provincia, ratificando en 
cuanto a ta provincia se refiere como encargada de realizar la 
obra de! I 'arque de Mayo, ha declarado ¡>or lev promulgada el 
22 de mayo de mil novecientos diez, la necesidad de expropiar los 
terrenos en cuestión por causa de utilidad pública. 

Que asimismo el honorable senado de la provincia ha decla- 
rado la caducidad de los poderes municipales de Desamparados, 
y el poder ejecutivo lia ratificado la designación del señor Roble- 
do como comisionado especial a los efectos del párrafo 3/ del 
an. 17 ile la ley orgánica de: régimen municipal, s^gúu copia 
acompañada. 

Que tanto la constitución nacional como la provincial, en !o 
referente a la previa indemnización, deben aplicarse conforme a 
!as leyes <¡uc regtamenten su ejercicio. 

Que nuestras leyes de expropiación provincial han dispuesto 
que, previo de|>ós¡to del importe de lo que el estado o e! municipio 
estime como valor de la cosa a expropiarse, procede su ocupación 
sujetándose ambas partes al resultado del juicio correspondiente. 

Que a fs, 50 obra la sentencia del inferior rceaida en es- 
tos autos y por la cual, no haciéndose lugar a ta redición se con- 
cedió la apelación en relación y al solo efecto devolutivo. 

Que a fs. Ó7 se presentó el procurador genera! exponiendo : 
que por escritura |>úbliea de 5 de octubre de mil novecientos diez 
la municipalidad de desamparados transfirió al gobierno de la 
provincia los derechos de la expropiación que motiva este juicio, 
y en virtud de la representación lega! que ejerce de los intereses 
fiscales, pide se le dé la intervención que le corresponda. 

•fregada a fs. 74 vta.. copia de la escritura mencionada, se 
le dió al procurador general la intervención correspondiente por 
decreto de marzo i_» del corriente año que obra a fs. 75 vue'ta. 
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Que según el decreto inserto en la escritura pública cuya 
capia obra a fs. 3, el poder ejecutivo, el siete de abril de mil no- 
vecientos diez* en atención a los antecedentes e informes elevados 
por el comisionado especia!, nombrada |>or el gobierno de la pro- 
vincia en el conflicto suscitado entre el concejo deliberativo y el 
intendente municipal de Desamparados, cuyo municipio se encon- 
traba intervenida a requisición del primero, y de conformidad at 
art. 17 de la ley orgánica del régimen municipal, resolvió enviar 
a! senado de la provincia el informe del señor comisionado y de- 
más antecedentes, a los efectos de los párrafos cuarto y quinto del 
articulo 17 de ¡a dicha ley, y que hasta tanto se resolviese por ese 
cuer|>o lo que correspondía, el poder ejecutivo proveería interi- 
namente las medidas indispensables al restablecimiento del impe- 
rio de las instituciones ¡ocales, quedando en suspenso el ejercicio 
de las funciones del intendente municipal y de! concejo delibera- 
tiva, y nombró a don Lnis Robledo para que atendiese y adminis- 
trase los servicios locales indispensables, interinamente. 

Que en ese carácter el señor Robledo, según resulta de la 
misma escritura, confirió ¡>oder especial al procurador don A 
A ri lóbulo Murúa para que. en nombre y representación de la 
municipalidad del citado departamento, iniciase ante los tribuna- 
les de la provincia, juicio de expropiación contra las señoras Te- 
les f ora líenavidez de Sánchez. Eglantina Sánchez de Quiroga. 
Carolina Doncel de Kchegaray y don Antonio Maradona, de los 
terrenos de propiedad de éstos, ubicados en el referido departa- 
mento de Desamparados con frente a las estaciones de los ferro- 
carriles Buenos Aires al Pacífico y Serrezuela. cuyos terrenos o 
lo que sea necesarios, son destinados para el Parque le Mayo, 

Que por el art. i" ya citado, se establece que, el gobierno di' 
la provincia mantendrá en los municipios el ejercicio de los pode- 
re-: de sus representantes, de conformidad a dicha ley. 

Que en uso de esta disposición legal, y en especial a la que se 
refieren las cláusulas tercera y cuarta, intervino en el nombrado 
municipio para restablecer en él el imperio de sus instituciones 
¿oca" es. 

Que si bien en estos casos dice la ley. que su intervención se 
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reducirá a examinar los antecedentes de! conflicto de poderes 
que se hubieren suscitado o !a eonstitiíején o funcionamiento de 
los mismos, y enviará al senado un informe detallado para ia re- 
solución que corresponde, el poder ejecutivo eonio encargado de 
mantener en los municipios el ejercicio de los poderes, implícita- 
mente y por razón de orden público, debe tener facultades para 
adoptar interinamente aquellas medidas de carácter urgente, que 
*iu ¡«novar en lo que se refiere a la constitución y funcionamiento 
!o * frieres sirvan para atender las necesidades del municipio 
entre cuyas facultades debe figurar la de nombrar un represen- 
tante que atienda esas necesidades, mientras >e soluciona por el 
honorable senado el conflicto que motivó la intervención, Ksta 
es una facultad implícita que corresponde a todo jxuler que den- 
tro del régimen republicano pueda intervenir en los organismos 
que constituyen e! estado. Sobre todo en presencia de lo dispuesto 
por el inciso 2." del art 1 16 de la constitución de la provincia. |>ur 
el que se faculta al poder ejecutivo para expedir las instrucciones, 
decretos y reglamentos necesarios para poner en ejercicio las le- 
yes de la provincia. 

Que teniendo este carácter el nombramiento de! señor Ro- 
bledo, ha sido hecho dentro de las facultades de! poder ejecutivo 
y de acuerdo con el espíritu de la constitución y de ta ley de la 
materia, y este representante debe tener todas aquellas atribucio- 
nes que. sin importar el ejercicio de facultades que correspondan 
al concejo deliberativo, sean de administración o importen el 
cumplimiento de resoluciones dictadas por aquel cuerpo. Que en 
este orden de ideas el mandato conferido al señor Murúa para los 
objetos indicados, loba sido en ejercicio de facultades inherentes 
al cargo que desempeña ba. 

Que la disposicóin del inciso y del art. : 53 de la constitución 
de la provincia, combinado con el art. 49 de la* misma y el art. 54 
y 73 de la ley orgánica de: régimen municipal no es !c aplicación 
al sub juilkú. pues ellos se refieren a las calidades que delicn te- 
ner los ciudadanos para ser elegidos miembros de los municipios 
y de ninguna manera puede referirse a los comisionados especia- 
les, nombrados excepcional mente por el poder ejecutivo para des- 
empeñar funciones limitadas y con carácter interino. 
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One por otra parte el honorable ,>e:ia-.to de la provincia por 
resolución fie mayo 17 de mi! novecientos diez, declaró caducos 
los poderes que invertían Jos miembros del concejo deliberativo y 
el intendente municipal de Desamparados, aprobando así implíci- 
tamente los procedimientos adoptados ]>or el ¡wder ejecutivo, y 
éste, pnr decreto :íe 19 de mayo del mismo año. ratificó e! nom- 
bramiento (fecho en la persona de don Luis Robledo ]>ara la ad- 
ministración de los servicios municipales indispensables c interi- 
namente en el municipio de Desamparados. 

(Jue las disjxisiciones de ios artículos 159 y 160 de la consti- 
tución de la provincia, deben entenderse sin perjuicio de lo que 
disponga la ley orgánica municipal, dictada en cumplimiento de! 
art. 153 de !a misma constitución, relativos a la intervención que 
debe tener l-! poder ejecutivo y que fs una consecuencia del régi- 
men republicano federal, por córrela ión de ideas en cuanto a la 
atribución que debe residir en el isoder central respecto de los or- 
ganismos políticos eomjjonentes de los estados argentinos, y que 
es una necesidad para mantener la cohesión administrativa, así 
como reside en el poder federal la facultad de intervenir en las 
provincias para mantener la unidad de !a nación. 

Que la constitución nacional en su art. ij declara que la pro- 
piedad es inviolable, y ningún habitante de la nación puede ser 
privado de ella, sino en virtud de sentencia fundada en ley. La 
expropiación por causa de utilidad pública debe ser calificada por 
ley y previamente indemnizada. 

Y la constitución provincia! en su artículo 21 establece que. 
ningún habitante de la provincia podrá ser privado de su propie- 
dad, sino en virtiid de sentencia fundada en ley. o cuando la uti- 
lidad pública Jo exija ; debiendo, en este último caso, ser previa- 
:n-nte indemnizada. Las causas -de utilidad pública que autoricen 
la expropiación deberán ser especificadas por ley. 

Y el articulo 71 fie la misma, al determinar las atribuciones 
de ta legislatura en el inciso 12 establece que. corresponde a la 
legislatura declarar las causas de utilidad pública para expropia- 
ción por leyes generales o especiales, en los casos no previstos por 
aquéllas, determinando los fondos con que ha de hacerse la pre- 
via indemnización. 
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Que es indudable que nuestra constitución provincial respec- 
to de las disposiciones transcriptas, se ha ajustado a la disposi- 
ción del articulo quinto .le la constitución nacional legislando so- 
bre materia propia, pues lo que la constitución nacional exige e¿ 
que se proceda a la expropiación fundada en ley que la califique, 
pudiendo esta ley ser de carácter general o especial para el caso, 

Lo que la constitución se propone es que el derecho a expro- 
piar exista en la corporación o entidad jurídica, en virtud de una 
ley. o en otr^s términos, que no se proceda arbitrariamente. 

(Jue e>t L - mismo principio es el que consagra el art. 324. in- 
ciso 1.", del código civil cuando establece que, nadie puede ser 
«Migado a vender, sino cuando se encuentre sometido a una ne- 
cesidad jurídica a hacerlo, lo c.ial tiene lugar entre otros casos, 
cuando hay derecho en e! comprador, de comprar !a cosa por ex- 
propiaeíón. |K>r causa de utilidad pública. 

ijtw en cumplimiento del art. 21 de la constitución provincial, 
se ha dictado la !ey «obre expropiaciones sancionada el 22 de 
agosto de mil ochocientas noventa y cuatro, determinando en su 
articulo 5. que en el caso de expropiación que esta ley autoriza, 
por utilidad de un departamento o distrito, ta comisión departa- 
menta!, o quien haga sus veces, !a decretará bajo la misma forma 
prescripta en e^ta ley; pero no surtirá electo, mientras esa reso- 
lución no sea aprobaba por el poder ejecutivo, previo informe del 
inspector genera! de agricultura. 

ÍV>r consiguiente esta ley cuya conMitucionaüdad no se dis- 
cute, reconoce en U-> líderes departamentales « municipales la 
facultad de expropiar, >i bien !a subordina a formalidades que 
ella determina, facultad que los municipios la necesitan para lle- 
nar -tts fines de organismos autónomos. 

One el articulo 5. de la constitución nacional establece que., 
ca la provincia dictará para si una constitución tajo el sistema 
representa ti vii republicano le acuerdo con los principios declara- 
dones y garantías de la constitución nacional y que asegure s i 
administración de justicia, su régimen municipal, etc. 

Por consiguiente, pues, la eitidad municipio, «pie entra como 
combínente *l* nuestro organismo politico, está reconocióla com¡> 
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entidad jurídica con los atributos propios de esta ciase de institu- 
ciones; y es consagraba jior nuestro código civil como persoaa 
jurídica en el art 33. inciso 3.". 

Que por su parte, ¡a constitución de la provincia, cumpliendo 
'os propósitos de la constitución nacional, dedica la sección sépti- 
ma al régimen municipal, y e:i el articulo [48 se establece que. la 
legislatura dividirá cu distritos c! territorio de la provincia pada 
el e,-tah!ccimteiitn del gobierno municipal representativo de ma- 
nera itue ea:la una pueda constituir un municipio que, ¡>or su po- 
1i! ación, por la comunidad de intereses dé esta y por su impurta;i- 
cíá industrial, reúna las condiciones necesarias para tener vida 
pKofia, X el art. 149 que, los poderes (pie esta constitución con- 
fiere exclusivamente a los municipios, no ¡KKlrán *er limitado^ 
por autoridad algmia del estado. Y el 140 que. !os municipios ten- 
drán exclusivamente el poder de reglamentar y administrar todo 
lo relativo a! ornato, higiene, etc., dentro de sus distritos. Asimis- 
nn ► el art: 1 52 establece (jue. los municipios se darán sus propios 
g-iliit-rmis y arbitrarán los recursos necesarios para la administra- 
ción cinmmal. -;i jetándose a e-ta constitución y a ias leyes de la 
materia. Y el art. 153 que, !as municipalidades representantes de 
los municipios, se organizarán como lo determine la ley especia! 
ipic la legislatura dictará, sujetándose a los principios estableci- 
dos en la constitución y a las bases que el mismo articulo deter- 
mina. 

Que de conformidad con los citados artículos 148 y 153 de ,a 
constitución, la legislatura de ¡a provincia ha dictado la ley orgá- 
nica í\q[ régimen municipal, sancionada el _'5 de agosto de mil no- 
vecientos nrho. dividiendo el territorio de la provincia en diez y 
ochó flistritos o municipios entre los que figura el de Desampa- 
rados que. por encontrarse comprendido en el art, 5." ríe dicha ley, 
tiene para su propio gobierno el régimen municipal que prescribe 
la constitución de la provincia. 

Que entre las atribuciones del concejo deliberativo, que enu- 
mera el art. 71 de dicha ley, está el inciso 17. por "el cual se le au- 
toriza para decretar la apertura de plazas y paseos públicos y en 
genera" torio lo (pie contribuya a! ornato e higiene de las pohlacio- 
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nes, atribución consagrada por el art. 150 de ta constitución pro- 
vincial. Demás está decir (¡ne lo relativo al ornato y a la higiene, 
a la cual responde la formación de los paseos públicos, entre los 
cuales se encuentran los parques, es causa (le alta utilidad pública, 
puesto que, contribuyen a la higigene. salud y cultura de las po- 
blaciones. Est*>*n cuanto al derecho que tienen las corporaciones 
municipales para decretar tos casos de utilidad pública jH.r el con- 
cepto que motiva la expropiación en el caso snb judicc, llenando 
esta ley tas exigencias del art, 17 de la constitución nacii-nat en 
cnanto a la expropiación de la propiedad privada porque deter- 
mina los casos fie utilidad publica. 

Que en cuanto a los trámites, el art. 104 de la mencionada 
ley establecía que. las municipalidades solicitarán del pq k-r eje- 
cutivo recabe de !a honorable legislatura las leyes necesarias de 
apropiación de las propiedades privadas, para apertura de calle-, 
caminos, plazas y paseos públicos, Pero el art. 4." de las reformas 
a la mencionada !ey, sancionada el 20 de septiembre de mil nove- 
cientas nueve, melificó a dicho artículo, usan lo al efecto tos si- 
guientes termino-: "mollificase el articulo ciento cuatro. Las mu- 
nicipalidades podran ordenar en cada caso la expropiación de *a* 
propiedades privadas por causa de utilidad pública, coi sujeción 
a la ley genera! de la materia". 

<Jue es indu lab e que este articulo hay que interpretarlo 
combinado con el art. 5." de la ley general de expropiaciones en 
cuanto al trámite que debe seguirse respecto de la ordenanza re- 
lativa, y en cuanto a la aprobación de: poder ejecutivo, como asi- 
mismo las dcniá< disposiciones pertinentes de dicha ley relativas 
a los trámites de la expropiación. 

One en enante al articulo 105 de la ley orgánica del régimen 
municipal, que es una consecuencia del art. 104 y (¡ne se refiere a 
lo- trámites que liben seguir-e en caso de expropiación, con la 
ntonii f icaciVn introducida por el articulo 4." de las reformas en 
que >e determinan el trámite que delje observarse en estos casos, 
de heelui ha quedado derogado, pues dicho artículo de reforma - 
no hace excepción alguna de parte dei trámite que deba seguirse 
en las expropiaciones antes ix»r el contrarío, establece que las 
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municipalidades, modificando el articulo 104 relativo a trámites. 
Harán las expropiaciones 0011 sujeción a ta ley general de la ma- 
teria. Que los trámites seguidos por la municipalidad en el caso 
presente se han ajustado a las disposiciones legales citadas, y en 
cuanto a !a estimación provisoria, a la disposición del articulo ó ( ° 
de la ley de expropiaciones: y respecto del perito, como se trata 
ile una estimación provisoria, la ley no lia determinado casos de 
incompatibilidades. 

Que por otra parte, por ley de la honorable legislatura de *a 
provincia, promulgada el 18 de mayo de mi! novecientos diez, se 
declaró de utilidad pública con destino a tai parque que se deno- 
minará Parqtte de Mayo, la expropiación y ocupación de los te- 
rrenos situados en el municipio de los Desamparados y compren- 
dido-: dentro de los -siguientes limite-: por el Norte la prolonga- 
ción al Oeste de la Avenida 25 de Mayo de esta capital; ¡xtr el 
Sud la calle une pasa por el fronte al Sud de las propiedades de 
ia señora Teles fura ] Sen avidez de Sánchez y Kglantína Sánchez 
de Quíroga; ¡«ir el líste la Avenida L,as i leras : y por el Oeste, el 
límite Este de la -piedad del establecimiento La Gemianía y su 
prolongación al . le. 

Decía ra udo-*e por el art. 3.* <pie el ¡noder ejecutivo procederá 
á la ocupación tle terrenos comprendidos dentro de los limites 
expresa-dos, de conformidad á la ley genera! de expropiación. V 
la ocupación dé tos terrenos, según acta :le f-. 2$ y 20 tuvo lugar 
en os días 17 y 18 de mayo de mil novecientos diez. 

Que suponiendo defectuosos los trámites de la expropiación 
en cuanto se relaciona con la municipalidad de Desamparados ¡>or 
no haberse dictado previamente la ley respectiva, habiéndose dic- 
tarlo c-sta <[ue declaró de utilidad pública ¡a expropiación, y con 
signado ti precio provisorio, el derecho de: propietario que la 
con-titución nacional y provincial y leve--, d-. <t materia le acuer- 
dan, no es oír*) <pie el de reclamar la -usía indemnización* tomán- 
dose cuino base el presto (pie la propiedad tenía en la época en 
qtie la municipalidad, y por transferencia de derecho el Kxcelen- 
ti-imo gobierno de !a provincia, según resolución de! honorable 
concejo deliberativo de Desamparados de mars-.o 17 de mil nove- 
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cientos diez, — véase copia de escritura pública que obra a fs, 70,. 
—se posesionó de el; debiendo considerarse que, estando dictada 
la ley, la posesión que tomó la municipalidad y trámites ulteriores 
seguidos, han sido a los efectos de Ja transferencia que había sidu 
decretada por el municipio con anterioridad a la ocupación, en 
.cuyo easo la municipalidad ha tenido personería suficiente para 
intervenir, en iguales condiciones que el concesionario que lia 
enajenado lu concesión, puede intervenir mientras el adquircme 
no asuma la intervención que le corresponde, por ser el primero 
amor úc los derechos del segundo. 

Que en cuanto a las costas en atención a :a naturaleza de ta 
Cuestión debatida, ¡eh.n pagarse in <á orden causado. 

Por estas consideraciones y las concordantes del auto de sep- 
tiembre ii. de mi! novecientos diez que obra a fs, 50, se confirma 
tí de K 22. de mayo in del año i w licado, sin especial condenación 
en ciclas. l)cvU&yanse previa tran>.TÍpció n en el libro respectivo, 
Reténganse los seKos. — Cé¿á* A. Lnzsetti. — J. }\ Txcrney. — 
f 4. i astmn'da. — S&lüno ¡ 'aryas, «cereta rio. 
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Butilo* Afrci, Aicoilo 28 de 1913. 

VístOS los de! recurso deducido para ante esta Corte p«>r 
doña Textora B. de Sánchez en los autos que le inicio Ja muni- 
cipalidad ,lt- ]>e>am¡.aradus < San Juan, M.bre expropiación, de 
lo* que l ii lu pertinente, resulta : 

yue en febrero jo de n>to t el concejo deliberativo de Des- 
amparados declaró de utilidad pública con destino a un pan pie y 
a la prolongación de una calle, terrenos de 'a recurrente y otros 
contiguos. f>. 4 y y; que aproltado este acto |mr el poder ejecutivo 
en 1 1 de marzo del mismo año. fs. 8. iniciáronse las gestiones de! 
caso, fs. 18. de abril 2C1 de tono, y se mandó dar la posesiói jndi 
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cía! tle dichos terrenos previo depósito de la .suma cíe diez y nueve 
mil setenta y siete pesos con ochenta y seis centavos moneda na- 
cional, en calidad de precio provisorio, fs. 17 y 22, mayo 16 de 
1910; que el mismo concejo deliberativo había resuelto transferir 
ai gobierno de la provincia los derechos de expropiación que acor- 
daban la ordenanza de 20 de febrero, fs. 72, 16 de marzo de J910. 
(J ue !a legislatura de San Juan en 18 de mayo :le [910 distó una 
ley de expropiación He los terrenos de que se trata, fs. 71. y ei 
poder ejecutivo de la misma en 5 de octubre de 191 1 aceptó la 
transferencia de derechos antes indicada, fs. ;o. y tomó interven 
ción en el juicio, fs. 67 y 75 vta., que doña Telésíora B. de Sán- 
chez se opuso al procedimiento seguido, pi>r conceptuarlo viola- 
torio ríe la constitución y leyes 'ocales, del artículo 17 de la cons- 
titución nacional, y de ios artículos 25. 1 2 y 3 del código civil, 
foja-; 28 y í>o. 

Y considerando: 

One la sentencia de la Exenta. Corte de Justicia de San 
Juan, de fojas 77. sin observar nada relativamente a la o]>ortu- 
nidad en que se dedujeron las defensas aludidas, no hizo lugar 
a ellas, de suerte que existe pronunciamiento definitivo sobre la 
procedencia de la expropiación, y ha sido bien concedido el re- 
curso, no obstante !<» dictaminada en contrario por el señor pro- 
curador general. í Art. 14. incisos 2." y ley número 48: ar- 
ticulo i».". !ey 4055 ). 

íjue, en cuanto al fondo, esta Corte Suprema, con motivo 
ríe: actual recurso extraordinario, no está llamada a decidir si 
la expropiación impugnada se ha iniciado y Seguido de confor- 
midad a la constitución y leyes locales, debiendo limitarse al exa- 
parte en amparo de sus derechos. (Art. 14. ley número 4$; ar- 
ticulo 6.°, ley 4055: fallos, tomo 93. pág. 219, y otros K 

Que en la referida sentencia de fojas 77, se establece que 
"entre las atribuciones del consejo deliberativo que enumera el 
articulo 71 de dicha ley (la orgánica de! régimen numicipalj, 
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e<tá el inciso 17 por el cual se le autoriza para decretar !a aper- 
tura de plazas y paseos públicos > en general todo to que i-on 
tribuya al ornato e higiene de las poblaciones, atribución consa- 
grada por el artículo 150 de ia constitución provincial, 

One, en citíinto a io> trámite-, el articulo 104 de la menei- .- 
nada U-y, establecía qi« las hnmicipáíiíiítíjes soacítarau del poder 
ejecutivo recabe de la honorable legislatura las leve- necesaria? 
de expropiación ile las propieda les privadas para !a apertura de 
¿Élks, caminos, plazas y paseos pÍWicos¡ pero el articulo 4." ¿le 
las reforma-; a la menei* >:iada ley, sancionada el veinte de >cp- 
tiembre de mil novecientos nueve, modificó dicho articulo u%an 
do &1 efecto lós siguientes tvrniiw ■ moriifíca.-c e' artículo 104— * 
"La*. nnmieipa'tlade- podrán ordenar en cada casjo la expropia- 
ción de !a< propiedades privadas por cansa? de utilidad púb ica- 
con sujeción a ta ley general de la m*teria". One los trámite- 
seguid* - por la mmueípaHdád n él caso présente se lian ajiis^ 
tado a las dispqsick; íes legales cuida-, 1 Finjas 87 vuelta a 8 1). 

One esta delegación de facultades liedlas a !:t municipal 
da ! de desamparad-»- y en ejercido de la cual sanciónase la or- 
denanza preindícada di- ¡ta de Febrero de njio. a e-tar a la in- 
terpretación de la- Seves 'ocales por la Corte tíe Justicia de San 
Juan, (pie ílébe ser aceptada en recurso de ia naturaleza del pr,- 
se He. i Í&ÜOS, tomo 104. pá-, ¿47. y otros K taita a K> ¡-¡ne> del 
artículo 17 de la constitución nacional, en lo concerniente a !a 
exigencia de ía ley aje autorice la expropiación. 

Qné lo propio bizii la ley nacional número al autor;- 
zar a !a municipalidad de c*a capital para expropiar las propie- 
dad^- particulares nue se encontraron fnera de la línea adopta- 
da para la delincación de las calles, siempre que lo considerara 
de necesidad urgente, y las <pe resultaran afectadas por el en- 
-am-he <i pir a nueva traza y apertura que !a tnisina municipa- 
lidad ordenara, 1 Ar:-. 1," y j.-; fallo*, tomo 4?, pás;. 143». 

Qtjé aún en la hipótesis de (pie la delegación aludida no 
existiera o fuera ineficaz, la ley local de Mayo lí* de tgip que 
autorizó la expropiación de los terrenos en cuestión, liahría ve- 
nid" a regularizar el procedimiento, < Fallos, tomo ri_>. párj. r;o ; 
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L. R. A., i : 431 t X. S.) y nota; 23 Wall 108; 7 Otto 68^; 125 
U S.345). 

Que e! recordado artículo 17 ele la constitución nacional no 
se o¡x*:iu a que, previo depósito <lcl precio ofrecido, pueda ob- 
tenerse la ocupación inmediata ti posesión provisoria de los in- 
muebles. 1 Art. 4.". f ey núm. 1817; fallos, tomo 108. pág. 240). 

One e] artieu'o 2512. código civil, se refiere a casos en que 
sea itnf>tisibts ninguna forma de (>rócMÍttnento, y es inaplicable, 
en lo concerniente a la urgencia y necesidad de la expropiación, 
a aquéllos en que >e siguen gestiones judictaíes y se hace el de- 
pósito del precio calculado de !as cosas cuya adquisición >e pre- 
tende para una obra pública; debiendo agregarse que en los úl- 
timos, la cuestión de unten ritt no es una cuestión de ley sino de 
hecho; que no puede dar lugar a la apelación concedida por el 
artículo 14 de la ley número 4S, i Fallos, citad*; tomo ioít. pá- 
gina J40. eon-iilerando \. 

Por clin, se confirma la sentencia ape'ada. en la parte que 
ha podido ser materia de! recurso. — Xotifí:juese con el origi- 
nal y, repuesto el papel, devuélvanse. 

A. I'iiHMKjo. — Xtcaxor G. dkl 
Polar. — M. E Daract. — 
D. E. Palacio. -- L, LóHvZ 

Ca II ANILLAS. 
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Municipalidad de Desamparados eoMm doña Eglantina $, de 
Qüiroija, sobre expropiación 

Sumario: i." Kn el recurro extraordinario autorizado ]x>r el ar- 
ticulo 14, !ey 4K. !a Corte Suprema no está llamada a deci- 
dir m una expropiación s e ha iniciado y seguido de confor- 
midad a la constitución y leyes locales de la provincia res- 
pectiva, debiendo limitarse al examen de las disposiciones 
de carácter nacional invocadas por las partes en amparo de 
sus derechos, 

2." l\l congreso al establecer e! principio contenido en el 
artículo 4044 del código civil, ha proscripto una regla de in- 
terpretación de! derecho común en uso de las facultades 
conferida* l«ir e! artieuío 67. inciso 11. constitución nacio- 
nal, -it\ proponerse restringir al respecto los poderes tpie s¿- 
han reservado las provincias en la esfera de! derecho admi- 
nistrativo. 

3> K1 articulo 18 de la constitución nacional sólo prohibe 
la retmaetividad de las leyes en materia penal y en tanto 
perjudique a los procesados. 

4. " I/js procedimientos irregulares o viciosos en materia 
de percepción de impuestos y de ejecución de obras públi- 
cas pueden *er ratificados, en general, por leyes posteriore; 
que el i>oder legislativo e^té facultado para sancionar. 

5. " Xo puede conceptuarse violarla la garantía del artícu- 
lo 17 ile r a constitución nacional, en un caso en;qtie„ antes 
de -uh-tatu'iar-e e* j tiici*> de expropiación de unos terrenos 
declarados de utilidad pública- con destino a un parque y 
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calle. por una ordenanza municipal (bajo cuyo imperio se 
iniciaron las gestiones judiciales y se ilió la posesión provi- 
soria de aquéllos previo depósito de su valor calculado), 
se dicta por la legislatura una ley declarando la utilidad pú- 
blica de las obras proyectadas y la consiguiente expropiar 
ción. I ftn realidad, no se impone al expropiado !a venta 
forzosa de su inmueble mu ley que ordene la expropiación 
y las indemnizaciones eorrcsi>ondientes). 

fi." í.a cuestión de si lia existido o no urgencia para acor- 
fiar al expropiante la jxjsesión del terreno al promoverse 
el juicio es de hecho, y como ta! ajena al recurso extraordi- 
nario. (Véaise el número uno del sumario de la causa ante- 
rior. "Municipalidad de Desamparados contra doña Telés- 
íora B. de Sánchez, sobre expropiación, por ser aplicable 
a la presente J. 

1 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

auto mi. jiim dk u m instancia 

San ¡uta, Muyo H¡ de 1910. 

* 

De acuerdo con la demanda interpuesta, concurran las par- 
tes a comparendo en la audiencia del día veintiuno del corriente 
a las 2 p, m. 

Habiendo sido consignado el precio del inmueble [pie se ex- 
propia y encontrándose llenados los extremos de ley, désele la 
posesión sin más trámite, de! terreno a que se refiere el plano 
adjunto, por intermedio del oficial de justicia, (piten podrá hacer 

uso de la fuerza pública en caso necesario. 

- «. 

José M.' Paz, 
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San fu»n, Septiembre 22 de 1910 

V visto*; Ki ]>edído de repoMciói del auto de ís, dieciocho 
vuelta, formulado a ís. veinticinco y contestación tic fs. irciiit . 
y nueve (le Jos c|ue resulta q¡ue el demandado ¡*>r exprophei ón. 
señora Kglantina Sánchez de Quiroga pide la reposición ,ior 
falta de pePÉÓMriá tic don A. AíistpButd Mitrúa por nulidad de 
nombramiento del señor kms & Kohiedo pi>r estar en contradi- 
eíiíii a !os artículos 17. 54 y 73 ríe la ley orgánica del raimen 
municipal y por ser inconstitucional al contrariar la constitu- 
ción de la provincia en lo 'prevista en ios artículos 153. inciso 3¿* 
y art. inc. 2.". y m:i j>ersonerÍa el señor Mu rúa íanilüén \wr 
í|uc oí concejo deliberativo de Desampara foü en sesión dei 15 de 
Marzo del corriente año transfirió al gobierno fie la provincia 
los derechos fie expropiación de los terreno* destinados a! par- 
que, de Mayo; que la posesión fiel bien a expropiarse se lia otor- 
gado sin ley especia)! que la autorice contraviniendo las disposi- 
ciones de los articulo- 21 y fl, inciso 12 de la eonstituei ón pro- 
vincial y 105 fie la ley del régimen municipal y sin pago previo. 
Kl expropiante manifiesta a Í-. treinta y ocho que el poder ipie 
tut recibido del comisionado ( ís. 1 a 41. reviste las formas léga- 
le, y t,uc el poder ejecutivo de la provincia atíe ule a la admirn*. 
t ración de íos servieio> locales y el señor don l.uis S. lit «hiedo 
como iiitennediario fie! poder ejecutivo representa a la munici- 
palidad de desamparado-; (pie la inconstitueiunalidad del nom- 
bramiento del comisionado fal'a por mi base desde que no es 
miembro del consejo deliberativo ni intendente municipal ; que 
el decreto de ís. seis se refiere a la cesión de lo* terrenos un í 
vez expropiarlos para tjue la provincia rea 'ice la obra del "Par 
que de Mavfí "; que la honorable legislatura de la provincia ha 
declarado por medió de ley la necesidad fie expropiar tos terre- 
nos destinados al Parque de Mayo ¡x*r causa de utilidad pttbli- 
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ca, y que tanto las disposiciones de la constitución nacional co- 
mo de la provincia referente a previa indemnización, deben apli- 
carse conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio, por 
todo lo cual se opone a la reposición pedida. 

Y considerando: 

Que el procurador señor A, Aristóbulo Murúa lo es de !a 
matricula y tiene presentado el poder de fs. una. por lo que pue- 
de presentarse en juicio y no se ha justificado su inhabilidad, 
pero ,no oblante, debe considerarse el carácter de la represen- 
tación que invoca en relación a la facultad de su mandante cuan- 
do obra también por representación por lo que su personería 
surgirá de la que tenga su mandante; que el señor Luis S. Ro- 
bledo da poder al Señor Murúa { f s. i ) en su carácter de comi- 
sionado municipal de la comuna de Desamorados como comi- 
sionado .nombrado por el poder ejecutivo de la provincia, por 
lo que debe considerarse el rol del funcionario que se presenta 
en autos |>or intermedio de apoderado y su capacidad para in- 
tervenir en el presente juicio en representación del municipio 
de Desampa ra<los; que basta leer las constancias de fs. t a 4 y 
decreto que en copia corre agregado a fs. treinta y siete para 
determinar que don Luis S. Robledo es un funcionario nombra- 
do por el poder ejecutivo, de conformidad al articulo 17 del ré- 
gimen municipal que puede representar al municipio que cae 
lia jo su gobierno aunque sea provisoria y tem pora ri amen te^de 
lo cpie resulta su personería y a la vez la del señor Muriía ; que 
el decreto de fs. 37 y al que se refiere, se encuentra ajustado a 
la disposición del artículo 17 de la ley sobre régimen municipal 
y no es inconstitucional |*>rque 110 se opone á las disposiciones 
de los art. 153. inciso 3°, y 49, inciso 2.°, de la constitución de ta 
provincia por cuanto el art. 17 de la ley orgánica municipal se 
encuadra dentro del art. 153 de la constitución en el principio 
general que esta di>])os¡ción sustenta en cuanto la honorable le- 
gislatura lia determinado implícitamente que un comisionado es- 
pecial nombrado por el É |. esté al frente del municipio hasta 
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tanto no sean elegidos ¡os señores municipales ; que los artículos 
constitucionales citados 54 y 73 de la ley orgánica municipal no 
son ele aplicación a la persona de un comisionado, por que éste 
va en carácter de funcionario especial que asume el gobierno <U 
ta comuna y no ha sido nombrado intendente, ni concejal, y lo 
es más admisible dentro de la práctica nacional y provincial por 
que el comisionado desempeña autoridad emanada del P. E. que 
asume el gobierno de la comuna en estado anómalo ; que del do- 
cumento de fs. 24 y de la manifestación del actor de que el decre- 
to de fs. 6, se refiere á la cesión de los terrenos una vez expro- 
piados» no resulta justificado que el actor carezca de derecho a 
expropiar e! terreno del caso sub judice; que la honorable legis- 
latura de la provincia por ley del mes de mayo de 1910 ha decla- 
rado de utilidad pública la expropiación de terreno destinado a 
la creación del Parque de Mayo y el que se expropia queda in- 
cluido y lo comprende la ley citada diciada de conformidad a los 
artieulos 21 y 17, inciso 12, de la constitución de la provincia; 
que el procedimiento seguido es el ajustado a derecho por lo dis- 
puesto en la ley le expropiación de agosto de en vigencia en 
cuanto procede la ocupación de la cosa a expropiarse en caso dé 
urgi-neia cuya calificación queda librado al criterio judicial des- 
de que no se determina por la ley. como el juzgado lia resuelto en 
caso análogo autos caratulados "Municqwüdad de Desamparados 
contra Tetésfora 1'». de Sánchez, sobre expropiación''. 

Por estas consideraciones y fundamentos legales aducidos 
no se hace lugar a la reposición pedida, sin costas por haberse 
dictado ta ley especia! de expropiación con posterioridad á la ac- 
ción ¡n-taurada. Concédese en relación la apelación interpuesta 
subsidiariamente. En consecuencia, elévense los autos a la Kxce- 
lentísima Corte de Justicia. — Firmado: Felfa- L. Gómez, — 
Ante mí : C. B. Moreno, secretario interino. 

Concuerda con la sentencia original de su tenor que obra al 
folio jo del libro respectivo. — C. B. Moreno, secretario interino. 
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VALLO DK LA SUPREMA CORTE DE LA PROVINCIA DE SAN JUAN 

San juifl. julio 15 4» 1912. 

* 

Y vistos y considerando : 

Que suponiendo defectuosos los trámites de la expropiación 
en cuanto se relaciona con la municipalidad de Desamparados, 
por no haberse dictado previamente la ley respectiva, habiéndose 
dictado esta que declaró de utilidad pública la expropiación, y 
consignado el precio provisorio, el derecho del propietario que la 
constitución nacional y provincial y leyes de la materia le acuer- 
dan, no es otro cpie el de reclamar la justa indemnización, to- 
mándose como. base el precio que la propiedad tenia en ta época 
en que la municipalidad, y por transferencia de derecho el exce- 
lentísimo gobier.no de la provincia, según resolución del honora- 
ble concejo deliberativo de Desamparados de marzo 17 de mil 
novecientos diez, véase copia de escritura pública que obra a 
ís. 60, se posesionó de él. debiendo considerarse que, estando dic- 
tada ta lev, la posesión que tomó la municipalidad y trámites ulte- 
riores seguidos, han sido a los efectos de la transferencia que 
había sido decretada por el municipio con anterioridad a la ocu- 
pación ; en cuyo caso !a municipalidad ha tenido personería suf i* 
t iente para intervenir, en iguales condiciones que el concesiona- 
rio que ba enajenado la concesión puede intervenir mientras e) 
adquirente -no asume la intervención que le corresponde por ser 
el primer autor de los derechos del segundo. 

Que en cuanto a las costas en atención a la naturaleza de la 
cuestión debatida, deben pagarse en el orden causado. 

Por estas consideraciones y las pertinentes aducidas por este 
tribunal en resolución recaída en lo* autos caratulados. "Munici- 
palidad de Desamorados contra Tetésfora B. de Sánchez. Ex- 
propiación"- y concordantes del auto de septiembre 22 de mil no- 
vecientos diez, que obra a fs. 50, se confirma el de mayo 16 de 
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mil novecientos dios, que obra á fs. iS vta.. sin especial condena- 
ción en costa>. Devuélvanse previa transcripción en el íibro res- 
pectivo. — Juan I\ Ticntcy. — Cesar A. Lucutti. — J. Cas- 
tañeda, 
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Butnos Air*». Aioilo -8 de 1913. 

\ i>lo«, los del recurro deducido para ante c*ta Corte ¡>or 
doña Plglamina S. de ÍJuiroga en los autos pté ie inició la miuii- 
cipalidad de Desamparados (San Juan), sobre expropiación de 
los que. en lo iiertíueutc. resulta; 

Oue cu febrero ¿o de mil novecientos diez, et concejo delibe- 
rativo de Desamparados declaró de utilidad pública con destino a 
un parque y a la prolongación de una calle, terrenos de ta recu- 
rrente y Otros contiguo», fs. 13; que aprobado este acto por el 
poder ejecutivo en 1 1 de marzo del mismo año, iniciáronse las 
gestiones judiciales del ca¡o ( ¿8 de abril de 1910, fs. 9). y se 
mandó dar la jxisesión de dichas tierras ( 10 de mayo de 1910» 
fs. 18 vta.), previo depósito de la suma de treinta y siete mil 
ochocientos, siete |>esos. veinticinco centavos., en calidad de precio 
provisorio, f>. H y 8_ J ; que el mismo concejo deliberativo habia 
resuello a ule- transferir al gobierno de la provincia los derechos 
de expropiación que acordaba ia ordenanza de ¿o de lebrero, 
(marzo 15 de n>io, fs. 24) ; que en 18 de mayo de mil novecien- 
tos die/. la legislatura de San Juan dictó una ley de expropiación 
de los Ierren. •> de que se trata. ís. 74. y el poder ejecutivo de hi 
tóiSttia en 5 de octubre de mil novecientos once, aceptó la trans- 
ferencia de derechos antes indicada. í. 73, y tomó ínter vención en 
el jui -io, fs. 70 y 79 vta. ; que doña Eglantina S. de (Juiroga s*. 
opuso al procedimiento seguido jKtr conceptuarlo viotatorio de la 
constitución y levo locales, y de los artículos 17 y 18 de la cons- 
títttción nadonaí, y de articulo 4044 del código civil fs. 25 y 59 



■ 



DE JUSTICIA DK I.A NACION 



Y considerando ; 

Que la sentencia de te. 82 de la Kxcelontisima Corte de Jus- 
ticia de la provincia de San Juan- sin observar nada relativamente 
a la oportunidad en (jue se adujeron las defensas aludidas, no 
hizo lugar a «Mas, dé suerte que existe pronunciamiento defini- 
tivo sobre la procedencia de ja expropiación, y lia sido bien con- 
cedido c! recurso, no obstante *o dictaminado en contrario por el 
señor procurador general (art. 14, inciso 2."-y 3"*, ley 48; articulo 

ley 4055). 

Que cuanto al fondo, esta Corte Suprema, coi motivo de! 
actual recurso extraordinario, no está llamada a decidir si la ex- 
propiación que se impugna se ha iniciado y seguido de conformi- 
dad a la constitución y leyes ¡ocales, debiendo limitarse al examen 
de [as éiffy Aciones de carácter nacional invocada? por la parle 
e:i amparo de Süí derechos (art. 14. ley mim. 48; art 6." ley 
4055 ; Fallos, tomo 93, pág. 219 y otros). 

Que el honorable congreso al establecer en el art. 4044 del 
código civil el principio de que las leves nuevas no pueden apli- 
carse a los hecho* anteriores cuando destruyan o cambien dere- 
chos adquiridos, ha prescripto una regla de interpretación del 
derecho común en uso de las facultades conferidas por eí art. 67, 
inciso 1 1, constitución nacional, sin proponerse restringir al res- 
pecto los poderes que se han reservado las provincia en Ja esfera 
del derecho administrativo (artículos 104 y 105, constitución na- 
ción Fallos, tomo 99. página 355; tomo 107. página 134; tomo 
108, página 389). 

Que el articulo 18 de Ja constitución nacional, con arreglo a 
sus términos y a lo reiteradamente resuelto, sólo prohibe la retro- 
actividad de las leyes en materia penal y en tanto perjudiquen 
a los procesados. ( Fallos, tomo 10. página 427; tomo 31. página 
82: tomo 36. página 177; tomo 108, página 389 y otros). 

Que conforme a !a doctrina y la jurisprudencia y por aplica- 
ción de la conocida regla según la cual oumis rctrihabit'w retro* 
trahilur et imuidato prior exquiparatnr, los procedimientos irre- 
gulares o viciosos en materia de percepción de impuestos y de 
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ejecución de obras públicas, pueden ser ratificados, en general, 
por leyes posteriores (|iie el poder ejecutivo esté facultado para 
sancionar. ( galios, tomo 112, página 176; I.. R. A. 1 1431 (U. S.) 
>• nota; 23 Wall 108; ; Otto (187 j 125 U. S. 345). 

Que siendo e^to asi, y dictada la ley ¡ocal de 18 de mayo de 
mil novecientos diez, declarando la utilidad pública de las obras 
proyectadas y la consiguiente expropiación, antes de (pie se hu- 
biera substanciado él juicio, mi es fie conceptuarse (pie se encuen- 
tre violada la garantia del art. 17 de la constitución nacional 
desde Qtge en realidad no se va a imponer a dona Kglamina S. de 
Quiroga, la venta forzosa de su inmueble sin ley que ordene la 
expropiación y las indemnizaciones corrcsj>ondientes. 

tjue los articulo* 251 1 y 25J 2 de! código civil de que se hace 
mérito a U, 127 de la memoria presentada ante esta Corte, no 
fuérc») invocados durante el juicio, y no son, por lo tanto de to- 
mar-e en cuenta en ta proeute instancia extraordinaria. { Fallos, 
ti uno 75. página 1S3 y otros.). 

(Jue la cuestión de si ha existido o no urgencia para acordar 
a la expropiante la posesión del terreno al promoverse el juicio, 
es de hecho y mino tal ajena al actual recurso. (Fallos, tomo 108. 
página 240. considerando 19). 

Por élloy se confirma el auto de fs, 82. en la parte que ha 
podido >er materia de !a apelación, \oti fúmese con el original y 
repuesto el pape) devuélvanse, 

A. I'.i:kmi:.io, — Xkwxor G. di:l 
Sot.AR. — M. 1', Dahact, — 
l>. K, Palacio. ^ L. Üfam 

C\«tAXIl.!,\S. 
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CAISACLXLVI 

Municipalidad de Desamparados contra doña Carolina Doncel 
de Hcheijartiy, sobre expropiación 

Sumario: A esta causa te es aplicable e! de la anterior, "Munici- 
pal idatl tic Desamparados contra doña Eglantina S. de Qui- 
roga, sobre expropiación". 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

AUTO l»Hf, JUKZ Olí IV INSTANCIA 

5id Jmti, Mayo « *« IBID. 

En mérito de la demanda entablada, vengan las partes a com- 
parendo a la audiencia del día 20 del corriente a las 3 p. in., al 
local de este juzgado. 

Co solicitado en el párrafo III del escrito de presentación, 
dése la [>osesión inmediata del terreno a quien se refiere la de- 
manda, de acuerdo con el plano acompañado» a cuyo efecto pa- 
sen los autos al oficial de justicia, facultándosele para allanar 
domicilio y hacer uso de la fuerza pública en caso necesario, y en 
cuanto a la citación del demandado, cítesele para que. al segundo 
día, después de ser notificado comparezca a estar a derecho en el 
presente juicio, y constituya domicilio legal, bajo apercibimiento 
de ley. 

■ 

José Ma. Pac. 
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timmm WLjvmz ira. instancia 

p 

Copia. — "San Juan, noviembre dos de mil novecientos 
once. — Y vistos los autos seguidos por ía municipalidad ile Des- 
amparados contra doña Carolina Doncel de Kchegaray ¡x,r ex- 
propiación para construcción de! "Parque de Mavn"; pééfáa de 
rejx)sición formulado a fs. 22 de! auto que otorga la ¡«sesión al 
actor, corriente a fs. 18 vta., y contestación de fs. 37. de los que 
resulta: Que la demandada pide !a reposición oponiendo falta de. 
personería del procurador señor A. Aristóbuto Murria por mili 
dad del nombramiento de! señor Luis S. Robledo |>odcrdante, 
por haber sido nombrado en contradicción a 'os artículos 54 y 75 
de la ley orgánica de! régimen municipal y por .ser inconstitucio- 
nal al contrariar !a constitución de la provincia en lo previsto y 
dispuesto en los artículos ciento cincuenta y tres, inciso tercero, y 
noventa y nueve, inciso segundo, y sin personería también e! se- 
ñor Murúa, porque el concejo deliberante de ia municipalidad de 
Desamparados en sesión del 15 de marzo del año mil novecientos 
diez, transfirió al excelentísimo gobierno de la provincia los dere- 
chos d« expropiación de los terrenos destinados al Parque dé 
Mayo, transferencia que tiene entendido lia sido aceptada por el 
gobierno; que la expropiación se ha sancionado sin !ev especial 
que la autorice contrariando tas disposiciones de los artículos 21 
V ;j. inciso 12 de la constitución provincial y lev especial que rile 
la matena: que no procede la posesión inmediata porque se opo- 
ne al mandato expreso del art. 105 de la ley de! régimen munici- 
pal que no ha sido modificado por la ley 20 de septiembre de mil 
novecientos nueve, y no existir caso de urgencia jara dar la po- 
sesión y finalmente egresa que viene al juicio por la parte que 
pueda corresponderá por cuanto el bien demandado por expro- 
pian^ ^rtenece a la sucesión indivisa de su finado esposo ef 
doctor Luis Kchegaray. El actor contesta a fs. 37: q„ c e I poder 
que ha recilmlo del comisionado fs. 1 y 4 , reviste las formas l c - 
ga-es y que el poder ejecutivo de la provincia atiende a la admi- 
nistración de los servicios locales y el señor I.uis S. Robledo 
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como intermediario del poder ejecutivo representa a ia municipa- 
lidad de Desamparados; (fue la inconstitucionalidad del nombra- 
miento de! comisionado falla ¡>or su liase desde que no es miéittl 
bro de! concejo deliberativo, ni intendente municipal ; que el de- 
creto de fs. 6 se refiere a la cesión de los terrenos una vez ex- 
propiados para que la provincia realice la obra del "I 'arque de 
Mayo"; que la honorable legislatura de la provincia ha declarado 
por medio de ley la necesidad fie expropiar los terrenos destina- 
dos a! "Parque de Mayo" por causa de utilidad púbüca y que tan- 
to las disposiciones de la constitución nacional como de la pro- 
vincia referente a previa indemnización deben aplicarse eonfor 
me a las leyes que reglamentan su ejercicio, i>or todo lo cual se 
ofxmc a la reposición pedida. 

Y considerando; 

t>ue e) procurador señor A. Arisfóbulo Muñía lo es de la 
matricula y tiene presentado el poder de fs. i, por lo que puede 
presentarse en juicio y no se ha justificado su inhabilidad, pero 
no obstante debe representarse el carácter de la representación 
que invoca en relación a la facultad de su mandante cuando obra 
también por representación, por lo que su personería surgirá de 
la que tenga su mandante ; que el seiior Luis S. Robledo da poder 
al señor Muñía en stt carácter de comisionado municipal de la 
comuna de Desamparados nombrado por el poder ejecutivo de la 
provincia, \h>t lo que debe considerarse el rol del funcionario que 
se presenta en autos por intennedio de ajHxIerado y su capacidad 
para intervenir en el presente juicio en representación del muni- 
cipio de Desamparados; Que basta leer las constancias de fs. i 
a 4, y decreto que en copia corre agregado a fs, 37 de los autos 
"Municipalidad de Desamparados contra Eglantina S. de Qui- 
roga. Expropiación", que se han tenido a la vista, para determi- 
nar que don Luis S. Robledo es un funcionario nombrado por el 
jMHler ejecutivo de confonnidad al art. 17 de la ley orgánica del 
régimen municipal, que puede representar al municipio que cae 
bajo su gobierno aunque sea provisoriamente, de lo que resulta 
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su personería y a la vez la tlel señor Mu rúa ; Que el decreto de 
fs. 37 referido se encuentra ajustado a la disposición del art. 17 
de !a ley sobre régimen municipal y no es inconstitucional porque 
no se opone a las disposiciones de los artículos 153. inciso 3.', y 
49, inciso 2.°, de la constitución de la provincia por cuanto el 
art, 17 tle la ley orgánica municipal se encuadra dentro del ar- 
ticulo 153 de la constitución en el principio genera! que esta dis- 
posición sustenta en cuanto la honorable legislatura ha determi- 
nado implícitamente que un con* sionado especial nombrado por 
el ppeter ejecutivo esté al frente riel municipio hasta tanto no 
sean elegirlos los señores municipales Que los artículos consti- 
tucionales citados 54 y 73 de la ley orgánica municipal no son tle 
aplicación a !a persona de un comisionado, porque éste va cu 
carácter de funcionario especial que asume el gobierno de la co- 
muna y no ha sido nombrado intendente ni concejal, y lo es más 
admisible dentro de la práctica nacional y provincial porque 
el comisionado desempeña autoridad emanada del poder ejecu- 
tivo que asume el gobierno fie la comuna en estado anómalo; Que 
ile lo alegado referente a la cesión de los derechos de expropiar 
a las terrenos destinados al "Parque de Mayo", de lo contestado 
y det documento de ís. ó no resulta justificado que el actor ca- 
rezca de derecho a expropiar el terreno del caso sub judkc; Que 
la honorable legislatura de la provincia por ley del mes de mayo 
Mel mil novecientos diez ha declarado de utilidad pública la expro- 
piación de terreno destinado a la creación del "Parque de Mayo" 
y el que se expropia queda incluido y lo comprende la ley citada 
ür conformidad a los artículos ¿t y 17, inciso 12 de la constitu- 
ción de la provincia ; Ouc el procedimiento seguido es el ajustado 
a derecho |>or lo dispuesto en ¡a ley de expropiación de agosto de 
mil oeiiocicmo< noventa y cuatro en vigencia en cuanto procede 
la ocupación de la cosá a expropiarse en caso de urgencia cuya 
calificación queda librado al criterio judicial desde que 110 se de- 
termina ]>or ta ley, como el juzgado ha resuelto en casos análogo* 
autos caratulados "Municipalidad de Desamparados contra Te- 
les fora lí. de Sánchez. Expropiación" y "Municipalidad de Des- 
amparados contra Kglaulina 8. de Quiroga. Expropiación". 
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Por estas consideraciones y fundamentos legales aducidos 
no se hace tugar a la reposición pedida, sin costas por no encon- 
trar mérito para imponerlas. Concédese en relación ta apelación 
interpuesta subsidiariamente. En consecuencia elévense tos autos 
a la Excelentísima Corte de Justicia. — Firmado: l-'éllx L. Gó- 
mez. — Ante mi : M. R. López (hijo), secretario. 

Concuerda con la resolución original de su tenor que obra 
al folio trescientos quince al trescientos diez y ocho del libro de 
sentencias (le este juzgado. — E. Lopes (hijo), secretario. 

SKXTKXCIA DE UA CORTK DK J L*STiCiA DK SAN JUAN 

S*n |«*n. julio 19 de IM2. 

V istos y considerando; „ 

Que, sii]>oniendo defectuosos los trámites de expropiación 
en cuanto se relaciona con la municipalidad de Desamparados 
pí^r no halierse dictado previamente la ley respectiva, habiéndose 
dictado esta que declaró de utilidad pública Ja expropiación, y 
consignado el precio provisorio, el derecho del propietario que 
la constitución nacional y provincial y leyes de la materia le 
acuerdan, no es otro que el de reclamar la justa indemnización, 
tomándose como base e! precio que la propiedad tenia en la épo- 
ca en que la municipalidad y por transferencia de derecho, el 
Excmo. gobierno de la provincia, según resolución del honora- 
ble concejo deliberativo de Desamparados de marzo diecisiete 
de mil novecientos diez (véase copia de escritura pública que 
obra a fs. setenta)' se posesionó de él; debiendo considerare, 
estando dictada la ley. (pie la posesión que tomó la municipalidad 
y trámites ulteriores seguidos, han sido a los efectos de la trans- 
ferencia que había sido decretada por et municipio con anterio- 
ridad a la ocupación, en cuyo caso la municipalidad ha tenido 
personería suficiente para intervenir, en iguales condiciones, que 
el concesionario que ha enajenado la concesión puede intervenir 



*°° ruidos os la goiti iupuma 

mientras el adquircnte no asume la intervención que le corres- 
ponde, por ser el primero autor de los derechos del segundo. 

Que en cuanto a las costas, en atención a la naturaleza de 
la cuestión debatida, deben pagarse en el orden causado. 

Por estas consideraciones y las pertinentes aducidas por 
este tribunal en rc>oliíe¡ón recaída en los autos caratulados: 
"Municipalidad de Desamparados contra Telésfora B. de Sáu- 
che/ — Kxpropiación", y concordantes del auto de Noviembre 
2 de igil, c|ue obra a fojas sesenta, se confirma e! de Mayo doce 
de mil novecientos diez que corre a fojas dieciocho vuelta, sin 
cecial condenación en costas. Devuélvanse previa transcrip- 
ción en el libro respectivo, 

César J, Luszctto. — /. Ticrncy. — 
d. Castañeda. 

Aiite mí : Solano S. í'an/as, secretario. 



I ; At,T.o Dt CORTtí SUPREMA 

Sucnoi AIici, Agoito 28 de 1913 

Visto- los del recurso deducido para ante esta Corte inir 
doña Carolina Doncel de Kchegaray, doña Elena Kehcga ra y de 
Morón y doña Maria Carolina Kchegaray en los autos seguidos 
por ellas con !a municipalidad de Desamparados i San Juan), so 
bre expropiación, de los que, en lo pertinente, resulta: 

fjtie en febrero 20 de ifjto, el concejo deliberativo de Des- 
amparados decían» de utilidad pública ron destino a un parque 
y a la prolongación de una callo, terrenos de las recurrentes y 
otros contiguos ( fojas 6, 8. 13 y vuelta) ; que aprobado este acto 
]>or el jmder ejecutivo de Sai. Juan en M de Marzo del mismo 
año (fojas 14) ; iniciáronse las gestiones del caso ( Mayo 2 de 
ioio. tojas 9) y se mandó dar la posesión de dichos terrenos, 
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previo depósito de la suma de diecisiete mi! seiscientos cincuenta 
y dos pesos con veintisiete centavos moneda nacional, en calidad 
de precio provisorio (Mayo 12 de 1910. fojas 7 y 18 vuelta); 
que el mismo concejo deliberativo habia resuelto antes transfe- 
rir al gobierno de la provincia los derechos de expropiación cjue 
acordaba la ordenanza de 20 de Febrero ( Mayo 16 de 1910. fo- 
jas 83 ; que en 18 de Mayo de 1910 la legislatura de San Juan 
dictó una ley de expropiación de los terrenos de míe se trata 
( fojas 82 ), y el |»der ejecutivo de la misma, en 5 de < Jetubre de 
191 1 aceptó la transferencia y tomó intervención en el juicio (fo- 
jas 81. 78 y 87 vuelta ) ; qué la mencionada doña CaroUna, pri- 
mero, y después sus condóminos doña Elena Ediegaray de Mo- 
rón y doña Maria Carolina Echegaray se opusieron al procedi- 
miento seguido por conceptuarlo viola torio de la constitución y 
leyes locales, de los artículos 17. 18 de la constitución nacional y 
del artículo 4044 del código civil ( fojas 22 y 89). 

Y considerando : 

Que la sentencia de fojas 97 de la Excma. Corte de Justicia 
de la provincia de San Juan, sin observar nada relativamente a 
la oportunidad en que se adujeron las defensas aludidas, no hizo 
lugar a ellas, de suerte que existe pronunciamiento definitivo 
sobre la procedencia de la expropiación, y ha sido bien concedido 
el recurso, no obstante lo dictaminado en contrario |x>r el señor 
procurador general, ( Art. 14. incisos 2." y 3 " toy art - <*■*» 
ley 4055). 

Que. en cuanto al fondo, esta Corte Suprema, con motivo 
del actual recurso extraordinario, no está llamada a decidir si 
la expropiación que se impugna se ha iniciado y seguido de con- 
formidad a la constitución y leyes locales, debiendo limitarse al 
examen de las disposiciones de carácter nacional, invocadas por 
las eondóminas en amparo de sus derechos, (Art, 1+ ley núme- 
ro 48; art. 6". ley 4055 ; fallos, tomo 93, pág. 219. y otros). 

Que el bonorabte congreso a! establecer en el artículo 4044 
del código civil el principio de que las leyes nuevas no pueden 
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aplicarse a los hechos anteriores cuando destruyan o cambien de- 
rechos adquiridos, lia prescribo una regla <lc interpretación del 
derecho común, en uso de las facultades conferidas por el ar- 
tículo 67, inciso 11. constitución nacional, sin proponerse res- 
tringir al resjiccto los pulcros que se han reservado las provin- 
cias en la esfera de! derecho administrativo. (Artículos 104 y 
105, constitución nacional; fallos, tomo 99, pág. 355; tomo 107, 
pág. 134; tomo 108. pág. 389). 

Que el articulo 18 de la constitución nacional, con arreglo 
a sus términos y a lo reiteradamente resuelto, sólo prohibe la re- 
troaciividad de las leyes en materia penal y en tanto perjudiquen 
a ios procesados, (Fallos, tomo io. pág. 427; tomo 31, pág. 82; 
tomo 36, pág. 177; lomo 108, pág. 389, y otros). 

Que, conforme a la doctrina y a la jurisprudencia y por 
aplicación de la conocida regla según la cual oninis ratihabith 
rttrotmhitur ct mandato frU>r exi/uiparatur, los procedimientos 
irregulares o vicioso* en materia de ¡>crce|>ción ele impue<los y 
de ejecución de obras públicas pueden ser calificadas, en gene- 
ral, |x>r leyes posteriores que e! i»oder legislativo esté facultado 
para sancionar. (Fallos, tomo 112, pág. 176; L. R. A-, 1 431 
(N. S.) y nota; 23 Wall 108; 7 Otto 687; 125 l". T. 345). 

Que siendo esto así, y dictada la ley local de 18 de Mayo de 
lo 10. declarando la utilidad pública de las obras proyectadas y 
la consiguiente expropiación, antes de que se hubiera substan- 
ciado el juicio, no es de conceptuarse que se encuentre violada 
la garantía del articulo 17 de la constitución nacional, desde que 
en realidad no se va a imjwm * a las demandadas la venta for- 
zosa de su inmueble sin lev que ordene la expropiación y las in- 
demnizaciones correspondientes. 

Que los artículos 25 11 y 2512 del código civil, de que se ha 
ce mérito a fojas 130, de la memoria presentada ante esta Corte, 
no fueron invitados durante el juicio y no son ]>or lo tanto de 
tomarse en cuenta en la pre-ente instancia extraordinaria. (Fa- 
llos, tomo 75, pág, 183, y otros). 

Que la cuestión de si ha existido o no urgencia para acordar 
a !a expropiante la posesión de! terreno al promoverse el juicio» 
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es de hecho y como tal ajena al actual recurso. (Fallos, tomo 
108, pág. 240, considerando 19). 

Por ello, se confirma el auto de fojas 97 en la parte que ha 
podido ser materia de la apelación. — Notifíquese con el origi- 
nal y, repuesto ti papel, devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. Lórez 
Caban illas. 



CAUSA CLXLVII «» 

Doña Aurelia &, de Lcvallc y otros en autos con la provincia 
de Buenas Aires, sobre reiiñndieación. Recurso de revisión 

Sumario . i.° La simple manifestación del recurrente de que lo-s 
títulos en que funda el recurso de revisión se hallaban ex- 
traviados, sin decir en que fecha tos obtuvo, ni hacer otras 
especificaciones, no basta a los fines de los artículos 241. 
inciso 3, y 244 de la ley nacional de procedimientos. 

2. La resolución administrativa mandando otorgar un 
título de [x>sesión en que deba constar que se acuerda al 
recurrente prioridad a todo otro poblador para la compra 
de las tierras r|ue había poblado, cuando se dispusiera su 



<J> Via» la ciuu publtctd* «n «I tema 113 página 204. 
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venta, no es un titulo de dominio, ni tiene el carácter de 
documento decisivo a lo* objetos del recurso de revisión. 
Caso: l<os documentos invocados son los decretos siguientes: 

Julio 8 de 1882. No pidiendo e! general Leva lie sino el 
título posesorio de las chacras que ocupa, el P. K. resuelve 
concedérselo, quedando a las resultas de las leyes que se 
dicten en lo sucesivo determinando los derechos de lo* 
poseedores. Dése por secretaria copia autorizada de este 
decreto y hágase saber al Dej Kirt amento de Ingenieros. 

Rocha. — Carlos D' A mico. 

Octubre 16 de 1882. — Habiéndose ordenado ya dar 
titulo provisorio al general Le valle, expídase título defi- 
nitivo de posesión de las chacras que ocupa en Carbué, ha- 
ciendo constar que tendrá prioridad a todo otro poblador 
para la compra de cHas cuando se disponga su venta. 

Hacha. — Carlos f>\ tínico. 



KAU.O III- LA COKtK SUPREMA HE .U STU IA 

Bumoi Afret, Agallo 36 di 1913, 

Yi-t.ts los del recurso de revisión promovido por los here- 
dero-, del general don Nicolás Levaüe. en los autos seguidos 
contra eübs por la provincia de Buenos Aires, sobre reivindi- 
cación . 

Y considerando: 

QtW con arreglo a lo dispuesto en el artículo 244 de la ley 
número 50, en los casos expresados en e! inciso y del art. 241, 
e! término p:ira la ¡nter|x>sición del recurso de que se trata em- 
pezó a correr desde el día que los nuevos documentos se reco- 
bran m. en la hipótesis de que fueran de los previstos en la ley; 
y a e*te respecto los recurrentes se limitan a manifestar que 
aquél la 1 fojas _>i 1 vuelta. 212 vuelta y 213 ) estaban extravia- 
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dos, sin decir en qué fecha los obtuvieron ni hacer otras espe- 
cificaciones. 

Que por otra parte, los documentos aludido*, no constitu- 
yen titulo de dominio (artículo 1184, código civil), pues el que 
se mandó otorgar al general Levalle fue un titulo de posesión, 
etl que debia constar que se le acordaba prioridad a todo otro 
poblador para la compra de las chacras que había poblado en 
Carhué, cuando se dispusiera su venta; y ni ese título aparece 
otorgado. 

Que conforme a lo dispuesto en el inciso 3° del artículo 
241 citado, los documentos en que se apoye el recurso de revi- 
sión deben ser decisivos; y en las condiciones antes apuntadas 
no tienen tal carácter los que se invocan en el escrito de fs. 21 1, 
desde que contra una demanda de reivindicación como fué la 
promovida a fs. 1, no podía oponerse con éxito Ja excepción 
emergente de una promesa condiciona] de venta, sin perjuicio 
de las acciones personales a que pudiera dar lugar la última, y 
que han sido ya ejercitadas por la vía administrativa, según lo 
dicen los interesados a fs. 212 vta. 

En su mérito, se declara no haber lugar al recurso inter- 
puesto. Xotifíquese con e! original, y repóngase el papeJ. 

A. Bermejo. — Xicamor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — % López 

CA DAN ILLAS. 

NOTA 

Con fecha doce de agosto la Corte Suprema declaró no 
haber lugar al recurso de nulidad que interpuso don Jacinto 
Alvarez, acusado por defraudación, por no proceder aquél con- 
tra sentencias pronunciadas por los tribunales del fuero común 
de la capital' y al de hecho, por no aparecer que se hubiera de- 
ducido y negado el de apelación contra la sentencia del inferior. 

En veintitrés del mismo se declaró improcedente el re- 
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curso de hecho interpuesto por la Compañía licores Goldnes. 
Laurent Fréres en autos con J. B. C. Sieiert e hijos, sobre opo- 
sición al registro de una marca, por no haber sitio fundado en 
disposición alguna legal que lo autoriza, ni haberse determina- 
do con precisión cláusula alguna de carácter federal en que se 
haya fundado el derecho desconocido, 

En veintiséis del mismo se declaró bien denegado el recur- 
so interpuesto por don Victorio Sarracán en autos can el Ban- 
co Hipotecario Nacional, sobre indemnización de daños y per- 
juicios, por tratarse de cuestiones de hecho y de aplicación del 
derecho común. 



CAUSA CLXLVM 

Anido, don Eduardo; su insania. C o m petun ia por inhibitoria 

Sumario : Corresponde al juez del domicilio del incapaz aún ad- 
mitiemlo la habitación alternativa, el conocimiento de! jui- 
cio de insania y de las medidas correspondientes al gobierno 
de la persona y de sus bienes, * 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



RKSOU'aÓN- DEL 3 VEZ m I." INSTANCIA KN I.O CIVIL 

t 

U Pial». Dkltmbrt 27 <St 191 1 

Y vistos : 

Para resolver la petición de inhibitoria promovida por el 
doctor Manuel Gascón (hijo) a nombre de don Eduardo Anido. 
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ton motivo del juicio de insania iniciado por el hijo de éste, don 
Eduardo Anido, ante el señor juez de la capital federal doctor 
Juan Carlos Lagos; 

Considerando: 

Que de las cartas, documentos públicos y declaraciones de 
los testigos señores Ramón VideJa Dorna, Juan A. Arroguigaray 
e Ignacio López, corrientes a fs. 19, 27 y 28, resulta que don 
Eduardo Anido — a que se refiere el juicio de insania promovi- 
do ante el señor juez doctor Lagos — tiene su domicilio real en 
el partido del Monte, jurisdicción de este departamento judicial. 

Por estas consideraciones, tas del escrito de fs. % lo dicta- 
minado por los ministerios pupHar y fiscal a f s. 33 vuelta, y de 
acuerdo con lo establecido por el artículo 8.* del código de proce- 
dimientos, el infrascripto se declara competente para conocer del 
juicio de insania promovido por don Eduardo Anido contra su 
señor padre don Eduardo Anido, ante el juez doctor Lagos, y 
Hbróse el exhorto de inhibitoria pedido, con testimonio del escri 
to de fs. 9, de los dictámenes de fs. 33 vuelta y de esta resolu- 
ción, haciéndosele saber al señor juez citado que, para el caso que 
mantenga su jurisdicción, se sirva elevar los autos a la Suprema 
Corte Nacional para la resolución correspondiente — Repóngan- 
se las fojas. 

Maximiliano Ayudar. 

Ante mí. — Cirilo P. Romero. 



RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE I.' INSTANCIA EN fo CIVIL 

Bmmm AIim, NovlMbn » de ¡912 

Y vistos : 

El incidente de competencia promovido por inhibitoria á 
fojas 52 ; 
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PALLO* Ut LA CORTE fUFBSMA 

Y considerando: 



Que, según el informe recibido del Banco de la Nación Ar- 
gentina, el presunto insano ha tenido durante vario* años cuenta 
corriente con dicho establecimiento, habiendo hecho un descuen- 
to con fecha 22 de Mayo de 1908 y denunciado su domicilio en 
la calle Lavalle número 2546. 

Que el señor Eduardo Anido con interioridad, ha girado 
letras en el Banco de la Provincia siendo la última fa del 4 de 
Enero de 191 1 y ha dado como domicilio su casa en la calle ha- 
valle número 2546. 

Que los testigos ofrecidos acreditan igualmente míe la fami- 
lia ha vivido habituahnente en la misma casa de la calle Lavalle. 

El vocal de la Excma. cámara de apelaciones eu lo crimina!, 
doctor Ernesto Madero, declara que conoce a la familia del se- 
ñor Anido desde hace más de treinta años y le consta que ha re- 
sidido en la casa denunciada. Igual afirmación hacen los testigos 
Cassinelli, Lozada y Maello, agregando el doctor Cassinelli que 
allí asistió al señor Anido a principios de 19(0 donde vivía con 
su familia. 

Que, aparte de estas comprobaciones, existe un hecho ema- 
nado del mismo presunto insano que demuestra encontrarse do- 
miciliado en esta ciudad, y lo constituye su propia manifestación 
ante ta caja de pensiones y jubilaciones donde ha denunciado su 
domicilio en !a misma casa ya citada- 

Que las anteriores circunstancias y hechos acreditan sufi- 
cientemente que el señor Eduardo Anido ha habitado en la calle 
Lavalle 254Ó, y habiéndose justificado que allí ha residido conti- 
nuamente su familia, debe tenerse como su domicilio real el de- 
nunciado en este juicio, pues aún en el caso que se hubiere com- 
probado habitación alternativa, la ley establece que se tendrá co- 
mo domicilio el lugar donde se tenga la familia. 

Por estas consideraciones, se resuelve : declarar que el cono- 
cimiento del presente juicio es de la competencia del proveyente. 
En su consecuencia, y de acuerdo con lo prescripto en el artículo 
419 de! código de procedimientos, dando por formada la contien- 
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da tle competencia, elévense estos autos a la Suprema Corte |*ara 
su dirimición, comunicándose esta resolución al señor juez re- 
quirente del departamento de la capital de la provincia de Ilue- 
nos Aires, doctor Maximiliano Aguila r. — Repónganse los sellos.* 

Juan C\ Lagos. 

Ante mí. — Juan H, Pagano. 



DICTA M líN I1KL sr. PKOCURAIKIR GtiXKRAI, 

Bueno» Airea, Mayo 20 de 1613. 

Suprema Corte : 

Con arreglo a lo dispuesto en los arts. 400 y 475 del códi- 
go civil, corresponde substanciar el juicio de insania, al juez del 
domicilio del presunto insano. (Fallos, tomo 114, pág. 40 >■ Con- 
forme a esta prescripción, que rige para los dos jueces que han 
trabado la presente contienda» debe averiguarse cuál era el lugar 
donde el denunciarlo tenia establecido el asiento principal de su 
residencia ( articulo 8tj, código citado). 

Del examen de las actuaciones que obran en los ex*>ed ¡en- 
tes elevados, resulta con evidencia que el denunciado tiene su do- 
micilio en esta capital, no sólo por las manifestaciones propias 
que así lo establecen, sino también por las declaraciones de testi- 
gos que han depuesto con respecto a la habitación de la familia, 
y las demás pruebas que justifican que aquí tenía su residencia. 

Por ello, pido a V. E. se sirva dirimir la contienda tratada 
declarando la competencia del juez de la capital federal. 

Julio Botct. 



W FALLOS DC LA CORTE SUPRIMA 

■ 

Fallo de la corte suprema 

Birtno» Aire», Septiembre 2 de 1913. 

Y visto* : 

La contienda de competencia suscitada entre e¡ señor jíiéi 
de i." instancia en lo civil de esta capital y el de igual dase de La 
Plata para conocer del juicio de insania de don Eduardo Anido 
promovido ante el primero de los jueces nombrados; 

Y considerando: 

Que corresponde a esta Corte Suprema dirimir la expresada 
contienda, de conformidad con lo dispuesto en el articulo o,°. in- 
ciso d de ta ley número 4055. 

Qm <le las diligencias de prueba que se han producido re- 
sulta. (|iie la familia del presunto insano se encuentra domicilia- 
da en esta capital, en la que reside de un modo habitual y no in- 
terrumpido desde algunos años, como Jo declaran los testigos 
Luis R. Cassinelli. Luis R Lozada, Mariano Maielto y el vocal 
de la cámara de apelaciones en lo criminal doctor Ernesto Ma- 
dero (f*. 8j vuelta a fs. 88), siendo de «otarse, que este mismo 
domicilio se ha fijado por Anido en diversas ocasiones, según re 
sulta de los informes de fojas 34. 46 y 47. 

Que estos antecedentes deciden la cuestión de eme se trata, 
con arreglo a lo dispuesto en e! articulo 93 del código civil, y lo 
establecido en su mérito por esta Corte, aún admitiendo la habi- 
tación alternativa y la existencia de negocios o establecimiento* 
en otro lugar que el de la capital. (Tallos, tomo 64. pág, 149. y 
75, pág. 259, considerando 4 *), 

Que el juez competente |>ara conocer del juicio de insania y 
de las medidas correspondientes al gobierno de la persona y bie 
nos ílel incapaz es el de su domicilio, según está establecido tam- 
bién por esta Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 
loo y 140 del código civil citado. ( Tomo 1 14, pág. 40). 
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I'or ello, y fie conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor procurador general, se resuelve que corresponde al juez de 
instancia en lo civil de e>ta capital, conocer del juicio mencio- 
nado, a quien, en su consecuencia, se le remitirán tos autos, avi- 
lándose por oficio esta resolución al señor juez de i." instancia 
de Ka Mata. — Xoti fique-e original y repónganse los sellos ante 
el inferior, 

A-, líERMHjo. — NrCAXott G. wx 
Solar, — AI. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — U LórKz 
Caiiaxili.as. 



CAUSA CLXLXiX 



Criminal, Serviliano Sitares, por presunto eireníador de billetes 
adulterados extranjeros. Competencia negativa 

Sumario : Corresponde a la jurisdicción ordinaria conocer de una 
causa criminal, por circulación de un documento extranjero 
adulterado, que prima'facie aparece emitido como obliga- 
ción de plazo incierto y que no puede considerarse como mo- 
neda cuya falsificación o adulteración trata la ley número 
397-. "> como titulo de deuda pública extranjera. 



í aso : Lo explican las piezas siguientes : 
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■ESoLfCIÓX mi JI KZ ÜK I.' INSTANCIA EN LO CRIMINAL 
V CORRECCIONAL DEL DEPARTA M KNTo COSTA SUC — DA 111 A BLANCA 

Bihfg Blanca, Febrero 26 dt 1913. 

Correspondiendo el hecho i le n iniciarlo ¡>er juzgado |x>r lu 
justicia federad jx>r estar comprendido en la disposición del ar- 
ticulo 5. de la ley nacional número 3972, de acuerdo a lo dis- 
puesto en el articulo 10 del código de procedimientos en lo pe- 
nal, remítase esta denuncia al señor juez de seceió;t doctor Ma- 
reneo, en la forma de práctica. 

Sjiu/uhnii. 

Ante mí. — Enrique l\ Cania, 

RESOLL'CTÓN DEL Sr- Jt'KZ FEDERAL 

Bahía Blanca, Abril 12 dt 1913 

Autns y victos: Considerando: 

1. ° (Jtie la jurisdicción federal es restrictiva por su natura- 
leza, y, en materia criminal, sólo puede ejercerse aplicando las 
leyes del congreso, excepto en los casos previstos por el articulo 
03 de ¡a ley número 49 í jurisprudencia de la Suprema Corte Na- 
cional, tomo pág. 170). 

2. a Que, además, la jurisdicción criminal ha sido declarad?, 
improrrogable, por el articulo ir) del código de procedimientos 
de ta materia, mandado tener como ley de la nación j>or el artícu- 
lo i.° de la ley 257a. 

3. " Que, en el en so, los billetes o papel moneda que se dicen 
falsificados no son de los eqiii|>arados a ta moneda por el artícu- 
lo 7." de ta !ey número 3972. Tampoco procede la aplicación de 
su artículo 5. porque no se trata de moneda falsa extranjera de 
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curso legal en la república o con valor comercial en la misma, de- 
biendo entenderse que este último lo tiene toda pieza metálica 
que no sea libra esterlina, moneda de 20 francos, doblón español, 
cóndor chile:io, águila de los Estados L'nidos. onza hispano ame- 
ricana, moneda brasileña de 20.000 reís, peruana de 5 soles, es- 
pañola de 25 pesetas, peso de plata chileno, peruano y boliviano, 
única s monedas extranjeras registradas en la primera categoría. 

4. Que descartado el caso como no comprendido en los tér- 
minos de la ley número 397-3, resultaría de los hechos a que se 
refiere la nota de fojas 2 y de los billetes adjuntos, o un delito 
genérico de falsedad o una tentativa de estafa, delitos comunes 
ambos que no aparecen cometidos en lugar sujeto a la jurisdic- 
ción nacional. 

Por estos fundamentos, de conformidad con el dictamen fis- 
cal de fs. 3 vuelta y con la jurisprudencia establecida por la 
Excma. cámara federal de La Plata en la causa instruida a Uri- 
barri. Alberti, Fcrreri y otros, por falsificación de billetes de 
Kanco brasileños (tomo corre spond i ente a Agosto de 1911, pá- 
gina 73 1 , declárase incompetente este juzgado para entender en 
el presente juicio. En consecuencia, devuélvase el expediente al 
señor juez del crimen doctor Singulany, e invítesele a dar por 
trabada la contienda de competencia negativa en el caso de insis- 
tencia de su parte. 

H. J, Mamico. 



DICTAMEN DKL Sr. PROCl'KAnOR OKXKRAL 

Buenos Aires, Junio 27 de 1918, 

Suprema Corte : 

A Y. E. corresponde dirimir la presente contienda de com 
peteneia, a múrito de lo que prescribe el articulo fj- 9 , inciso c) de 
la ley 4055. 



290 



FAUU» DI LA COm SUPREMA 



E¡ hecho que ha originado la contienda negativa suscitada 
entre el juez federal y el del crimen de la ciudad de liahía Blan- 
ca, no puede considerarse incluí do en lo* previstos por la lev 
3972. dado que e! billete de cuya circulación se trata, no tiene 
curso legal en la república, con arreglo a la ley 1 130. 

En atención a tal circunstancia, y dado que la justicia fede- 
ral es ]K>r su naturaleza restrictiva y sóSo se ejerce en los casos 
que expresamente estén deferidos a su jurisdicción, pido a V. E. 
se sirva declarar que el conocimiento de este sumario correspon- 
de a! señor juez del crimen de Bahía Cianea, 

Julio Hotel. 



FAU.O DK LA CORTE SÜtRttlÁ 

Botnoi Al*«, SepUffnbra 9 di 1913. 

Y vistos r 

Im contienda de competencia negativa suscitada entre el se- 
ñor juez federal de Bahía Blanca y el del crimen de la misma ju- 
risdicción, provincia de Buenos Aires, para conocer del delito 
que se dice cometido sobre adulteración de los documentos de fo- 
jas 1 ; 

Y considerando: 

(Jite, según se expresa en la nota de la alcaldia de la circe' 
publica dirigida al juez del crimen, fs. 2, el procesado Serviliam» 
Suárez entregó a Domingo Orlandi un billete de los Estados rui- 
dos por un valor de cincuenta dólares para cambiarlo por mone- 
da de curso legal y que "al presentarse Orlandi a la casa de cam- 
bio del señor José M. Cons. de la calle Ch¡e!ana número 141, con 
el fin de cambiar el billete, el señor Cons manifestó que no le era 
leíble cambiarlo jsorque se trataba de un billete adulterado". 
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Que los documentos con que se instruye el proceso aparecen 
prima facie como obligaciones de plazo incierto emitidos en mil 
ochocientos sesenta y tres por los Estados Confederados de Amé- 
rica, que no pueden considerarse como titulo de deuda pública 
extranjera y menos como moneda de cuya falsificación o adulte- 
ración trata la ley nacional número 3972, 

Que, siendo esto así, los hechos a que se refiere la denuncia 
de í>. 2 no presentan los caracteres de delincuencia que, por ra- 
zón de la materia, pudieran clasificarse entre los sometidos a la 
jurisdicción y competencia de la justicia federal, que es restric- 
tiva y no puede intervenir en otros casos que los que expresamen., 
te le están señalados por derecho. (Ley número 48, inciso 3.*, có- 
digo de procedimientos en k> criminal, artículos 19 y 23). 

Que, por otra parte, de los antecedentes relacionados se desa- 
prende también, que no concurre circunstancia alguna por la que 
la justicia nacional deba intervenir por razón de las personas o 
del lugar en que se suponen cometidos tos hechos delictuosos de 
que se trata, debiendo en tal caso considerarse de la jurisdicción 
de los tribunales del higar en que se han producido. 

Por ello, y de conformidad con tos fundamentos concordan- 
tes det auto de fojas 4. y lo expuesto y pedido por el señor pro- 
curador general, se declara que el conocimiento de la presente 
causa no corresponde a la justicia federal, y, eit su consecuencia, 
remítanse los autos al señor juez local de Bahía Blanca, dándose 
aviso de esta resolución al señor juez federal, — Notifiques* 
original. 

A. Bermejo. — Nicanor G. pel 
Solas. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cabaxiixas. 
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CAUSA CC 



Exhorto del juez de sección de Cardaba al de igual clase de Ba- 
hía Manca, solicitando se Ubre mandamiento de intimación 
y embargo contra José A* ttlanch, vecino de Secochea. 

Sumario ; Xo es necesario para darse cumplimiento a un exhorto 
librado tic acuerdo con lo dispuesto en el artículo n del re- 
glamento de los juzga dos de sección, ei hecho de que no se 
acompañe el titulo de la obligación o las constancias dd pro- 
ceso en que se funda el auto o sentencia, por no estar autori- 
zado el juez exhortado para oponerse a su dtlígcnciamiento, 
por la ley ni por los reglamentos a que se refiere el artículo 
lo de la ley 4055. 



EXHORTO DEL JCEZ DE SECCIÓN DE CÓRDOBA 

CAfdrtl. Abril 1 é* 1013. 

Señor Juez Federal de Babia Blanca ; 

En el juicio que por cobro ejecutivo de pesos sigue el señor 
Eduardo I tucano y otros contra José A. Blanch, se Ha resuello 
exhortar a U. S. a fin de que se sirva ordenar se oficie al juez de 
paz de Xecodiea para que requiera de pago al demandado, do- 
miciliado en esa localidad, por la suma adeudada de veintiséis 
mil catorce pesos siete centavos moneda nacional ($ 26.014.07 
moneda nacional ) más sus intereses y costas que provisoriamen- 
se estiman en mil pesos de igual moneda ($ 1.000.— cjl ). y en 
defecto, que se trabe embargo en bienes de su propiedad, su- 
ficientes rara cubrir las sumas 
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Se ordenará asimismo que se cite al señor Blanch a estar a 
derecho dentro de sexto día, bajo los apercibimientos de Jey. 

Saluda a U. S. muy atentamente. 

/. César. 



AUTO DFX JUEZ FEDERAL DK BAHIA ltLANCA 

labt* BIucj Atril » dt %m 

Careciendo el exhorto precedente de los recaudos necesa- 
rios para proceder a su diligenciamiento. no obstante lo dictami- 
nado por el señor procurador fiscal, devuélvase, con oficio, al 
juzgado de su procedencia. 

Marcnco, 



RESOLUCIÓN »EL JI E7- FEDERAL 

■ttfa Uuct, jallo 14 IMS. 

Tan respetable como el derecho de libertad es el de propie- 
dad, y tanto afecta al último la traba de un embargo como al pri- 
mero una extradición. Si, pues, para la concesión de ésta se re- 
quiere el envío de copia legalizada de la orden de captura o de la 
sentencia, para que el infrascripto pueda licitamente libnn* eí 
mandamiento pedido, necesita saber si el título de la obligación 
en virtud de la cual se le solicita la diligencia, es de tos que dan 
lugar a esa medida excepcional, por ser de su incumbencia hacer 
efectivas todas las garandas constitucionales y legales a los ha- 
bitantes de su jurisdicción territorial. Sostener lo contrario con- 
duce al absurdo de que, procediendo por incitación, pueda hacer 
lo que por imperio propio y en causa originaria sólo le es dado 
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previo cuidadoso examen del documento (Véase articulo 253, 
ley número 50). 

En cuanto a la citación para estar a derecho dentro del tér- 
mino de $eis días, pedida también por el señor juez exhortante, 
no k es Hcito al infrascripto decretarla por estar día en pugna 
con d término legal de emplazamiento a razón de un dia por cada 
siete leguas de distanda. ( Artículos 92, 211 y 231 de la ley de 
procedimientos y jurisprudencia de la Suprema Corte Nacional, 
tomo 12, pág. 380), Es de pública notoriedad que Necochea dis- 
ta de Córdoba bastante más de cuarenta y dos teguas. 

La negativa a proveer de conformidad al exhorto en esU 
parte no se produciría si d señor juez exhortante se limitara a 
pedir la notificación de la providencia suya que fijó el término 
observado, en cuyo caso debería ella transcribirse. Pero de los 
deberes de cooperar a la administración de justicia entiende el 
infrascripto que no le autorizan — ni a título de reciprocidad — 
para dictar, por incitación, resoluciones manifiestamente viola- 
torias de las disposiciones legales. 

Por estos fundamentos, y no obstante d dictamen fiscal de 
fs. 1 vutíta, devuélvase, sin diligenciar el exhorto, en la forma 
de estilo. 

£, Marenco. 



AUTO DEL JUEZ FEDERA!. 

Ctrdoti, Agott* í m mi. 

Y vistos : 

Como se pide en d escrito que precede, cítese al demandado 
a estar a derecho, fijándose un día por cada siete leguas de dis- 
tancia para d comparendo, bajo apercibimiento de rebeldía y lí- 
brese d erfjorto que se solicita ; 

Y considerando: 
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En cuanto al segundo punto, o sea el requerimiento de pago 
y orden de embargo en defecto del mismo que el señor juez ex- 
hortado se niega a cumplimentar por no habérsele acompañado 
el título de ta obligación en virtud del cual se le solicitaba la dili- 
gencia, a fin de saber si es de las que dan lugar a esa medida, lo 
que, fuera de duda, es improcedente, porque, tanto en el exhorto 
de fe, 22 como en el últimamente reiterado, no se invade la ju- 
risdicción de aquél, siéndole lícito tan sólo examinar si reúne los 
requisitos de autenticidad Jegal mente exigidos, y a este respecto, 
los oficios de la referencia están de acuerdo con los artículos 7- 
y i 1 de) reglamento de los juzgados federales dictado por la Su- 
prcma Corte Nacional. 

Que el señor juez de Bahía Blanca carece de facultad para 
abrir juicio sobre ta legalidad de los actos y procedimientos del 
que suscribe, debiendo limitarse únicamente al mantenimiento 
de su jurisdicción, pues de lo contrario, la validez de las resolu- 
ciones judiciales quedarían supeditadas al criterio de un juez de 
igual grado y extraño a la causa, que no asume la responsabilidad 
de las diligencias ordenadas. 

Que no tratándose en este caso de una cuestión de compe- 
tencia cuyo trámite está fijado por la ley, sino de la negativa al 
<ü licénciamiento de un exhorto, con lo que se perturba la asis- 
tencia que los jueces deben prestarse para el desempeño de sus 
funciones, corresponde sean elevados estos autos a la Suprema 
Corte Nacional, para que. de conformidad a la superintendencia 
que ejerce, los resuelva {artículo n, inciso i.«\ ley número 4055), 
debiendo, al efecto, desglosarse los exhorte* aludidos ya y remi- 
tirse con la nota de estilo. — llágase saber y repóngase oportu- 
namente. (S. C. X.. tomo 113, pág. 170). 

Luis J. Posse. 

DICTAMEN DEL SP PROCURADOR GftXERAL 

Buenos Aires, Agosto O de lfi|3. 

Suprema Corte : 
De acuerdo con lo proscripto por los artículos 7. y 1 1 de! 



r«uos m la con* «ursina 



* L rÍb,n,ales ,edera,es - y * ««formidad a 1, Su- 
nsprmlencia por V. E. en diversos eso», la „ue í ablc- 

*• ' OS rMl,dos terminados por „ d- 

federa de Bah,a Blanca no caá justificada legalmente al no ha- 
ber Wvm>*> el t***u> librado por el jneTde Córdoba 

cabe %mr l HT* " ,os ***** 

ZT. ,™ r * V E - tn e J" ei «o * «as facultades conferidas 

por ¡os artículos 10 v ii de I» l*i .in-- , 

¡saftass » * : asei 



/itíio Boict. 
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Bwnw Aire*, Scptlcabn 4 de 1913. 

V istos y considerando: 

tas Ém,$££& *" 0r ÍU " * * :cci,in * <»•**■ -'e f»- 
"afiia Blanca, x sirva of>c,ar al juez de paz de Xecochca nara 
m »n«» de pago a. demandado domiciliado cu esa loca.il,. 

w™ q TTV ™ s " d<tf ' rto - * trabe " nbi "-8° « 

bra.k> de o« «mudad a lo dispuesto en el artículo 1 1 del reá- 
menlo de tos j llagados de sección. 



sección de llahu, Blanca, no está autorizada por la lev ni por Z 
eglamentos a ,,„c se refiere el articulo ,o de % lev n.iu,"™ 
( Fallos, tomo 1 13. pá g . I?0) . * 
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Que ni aún en los pedidos de extradició:i a que se hace refe- 
rencia por el señor juez exhortado, se requiere otra cosa que !a 
copia legalizada del auto de prisión o de la sentencia, y en caso 
alguno las constancias del proceso en que se hubiera fundado ese 
auto o sentencia. 

Por ello, y de conformidad co:i lo expuesto y pedido por e! 
señor procurador gmeral, se declara que el señor juez de sección 
de Bahía Blanca debe dar cumplimiento al exhorto de fojas [ y 4 
en la parte indicada. A sus efectos, remítasele estas actuaciones 
dándose aviso al juez de sección de Córdoba. — Repóngase el 
papel ante el juzgado del último. 

A. Bermejo. — Nicanor G. i>EL 
Solar. — 1>. E. Palacio.— L. 

LÓPEZ CAI1AXJU.AS. 



CAUSA CCI 



Ferrocarril Central Argentino con Lafoni de I : crráit Rosalía, 
sobre expropiación; incidente entrega de precio 

Sumario : Xo procede el recurso extraordinario para ante la Cor- 
te Suprema, cuando el incidente, del cua! se recurre, ha sido 
resuelto teniendo en consideraciones disposiciones del có- 
digo civil. 



Caso: Lo explican las piezas siguientes; 



■ ■ 



PAULOS Dt LA COlTt SVPtXUA 

RKSUlXCtÓN DK LA HXCMA. CAMARA 

Rotarle, Oetutaic l*d* 1913. 

Vistos y considerando: 

Que. la observación de la empresa expropiante en que furnia 
su oposición a la entrega ele ta indemnización fijada por la sen- 
tencia, no se limita a un simple defecto del título cuya subsana- 
ción pida y dependa de la expropiada, sino que importa negarle 
a ésta el dominio, pretendiendo cpie pertenece a un tercero- 

Que consta de autos y no lia sido negado el carácter de po- 
seedora con ánimo de dueña de la señora Lafont de Ferraud, en 
relación al terreno expropiado, en cuyo carácter ha sido deman- 
dada y ha seguido el juicio hasta su terminación, sin observación 
de la empresa ni de nadie. 

Que la expropiación debe entenderse con el poseedor animo 
mirn, que es el propietario visible y presumido por la le}-. De 
otra manera Ja expropiación se haría imposible porque el expro- 
piante no podría, sin violar el derecho del poseedor, obtener la 
posesión de un tercero no poseedor, aunque tenga un título en 
que fundar una pretensión al dominio. 

Decidir lo contrario importaría, en efecto, quitar al poseedor 
las ventajas de su situación, obligándolo, para recobrar la cosa 
poseída, a una prueba a que no está obligado y que corresponde 
al que pretende tener mejor derecho que él {artículos 2363 y 2758 
código civil), 

Que un título válido no dá sinó mi derecho- a la posesión de 
la cosa y no la posesión misma. El que no tiene sino un derecho 
a la posesión, no puede, en caso de oposición, tomar la posesión 
de la cosa : debe demandarla por las vías legales. (Artículo 2468 
código civil). 

Que según el articulo 14 de la ley sobre expropiación ningu- 
na acción de tercero podría impedir la expropiación ni sus efec- 
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tos ; considerándose transferidos de la cosa a su precio o a la in- 
demnización de los derechos del reclamante 

no se ha producido ningún acto de tercero que exterio- 
rice una pretensión a) dominio de la cosa. Por lo tanto, no podría 
tampoco fundarse la oposición a la entrega de la indemnización 
en el temor de ser molestado por la reivindicación, o por otra ac- 
ción real. (Artícolo 1425 código civil). 

Por esto y los fundamentos concordantes de la resolución 
apelada corriente de fs. 87 a 89 se la confirma, con costas, en 
ambas instancias. 

Insértese, notifiquen y devuélvase, debiendo reponerse el 
sellado ante el inferior. 

/. T, Luna — Nicolás Vera Barros 
^Jos£ del Barco, 

VISTA DEL PROCL'RADOR GENERAL 

Bueno* Aire», Fcbfiro 19 de 1013. 

Suprema Corte : 

El informe elevado por la excelentísima cámara contiene 
antecedentes suficientes para establecer la improcedencia del re- 
curso extraordinario, y pido á V, E. asi se sirva declararlo. 

La resolución dictada por la excelentísima cántara en el inci- 
dente sobre entrega del precio de la expropiación, ha aplicado 
exclusivamente disposiciones de la ley civil, con atingencia a la 
observación formulada para el expropiante referente a la valides 
de los titulo* exhibidos por la parte demandada, sin que se haya 
puesto en cuestión cláusula alguna de la ley 180, la que, por otra 
parte, no contiene ninguna regla que pudiera servir para dimi- 
nuir la controversia planteada. 

Por lo expuesto, y en atención a lo que prescribe el articulo 
15 de la ley 48, pido a V. E. se declare bien denegado el recurso, 

Julio Botet. 



WO 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Rumoj AIpm, Stptft nbn 4 dt IM J. 

Autos y vistos: 

El recurso de queja por apelación denegada, interpuesto |>or 
la Empresa del Ferrocarrü Central Argentino, contra sentencia 
le la cámara federal del Rosario, que 1c manda escriturar la finca 
expropiada a la señora Rosalía Lafont de Ferrán, dentro de tres 
dias, bajo apercibimiento de otorgarla [>or el juez, librándose en 
oportunidad la orden de |>ago que se solicita por dicha señora ; y 

Considerando : 

Que al interponer su queja el recurrente, expresa a fs. i 
que la empresa ha seguido ante el señor juez federal del Rosario, 
doctor Eugenio Puccio y Densa, juicio de expropiación contra la 
señora Rosalía Lafont de Ferrán 

Que terminado este por sentencia de la excelentísima cáma- 
ra, se promovió un incidente con motivo de la observación hecha 
por e! escribano de la empresa a los títulos presentados por dicha 
señora, de los cuates resultaba que no era propietaria del terreno, 
porque dicho bien se le había adjudicado a su antecesor, en una 
testamentaria que, según los antecedentes de la misma, el can- 
sante había vendido con anterioridad. 

Que como lo demuestra la sentencia apelada de fs. 17 vía. y 
18, eJ incidente promovido por la empresa, fué resuelto teniendo 
en consideración hechos y disposiciones del código civil, lo que 
no autoriza el recurso extraordinario de que se trata; (Fallos, 
tomo 62. páginas 274 y 279 y otros), pitdiendo notarse, además, 
que loa artículos 5 ■ y 8.° de la ley número 189 invocados, no coa* 
sagran un derecho á favor del expropiante, que haya sido discu- 
tido, ni menos desconocido por la sentencia denegatoria. 

*■ ■ 
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asi 



Por el!o, fundamentos del auto de £s. i¿ -fra., y lo expuesto 
y pedido por el señor procurador general se declara no haber lu 
gar al recurso. Xotifíquese origina!, repóngase el papel y írchi- 
vese. mandando copia autorizada de esta resolución a la cámara 
federal del Rosario 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
D. E. Palacio. — L. López 

C ABA SILLAS. 



CAUSA CCII 



Cobaltos Rodolfo contra Mariano Valle jefe de policio de J tijuy, 
por violación a ta ley electora!. Recurso de hecho 

Sint:tí> w : No procede el «curso extraordinario para ante la Cor- 
te Suprema de las resoluciones que se funden en la aprecia- 
ción de la prueba sobre puntos de hecho, ajenos a la inter- 
pretación que pueda darse a alguna cláusula de la consti- 
tución o ley del congreso. 

VISTA DEL PROCI R DOR GE ERAL 

Bmooa Mtt* 21 de Junio tft 1913. 

Suprema Corte : 

El recurso extraordinario traído ante V- E. en estos autos 
debe ser rechazado por las siguientes consideraciones : 



rALLOf Bt LA CORTE SUftlHA 

t.» Que la ley electoral que se invoca no lo autoriza en forma 
alguna, 

2 * Q"* n° encuadra dentro de loü casos enumerados por los 
diferentes incisos det articulo 3 de la ley 4055: tratándose de un 
asunto de índole criminal no encaja dentro de la enumeración de 
su inciso 5.°, ni por la naturaleza del ddilo imputado ni |>or Ja 
ínfima importancia de la penalidad a aplicarse. 

3.° Que tampoco puede reputarse que el didio recurso esté 
comprendido dentro det artículo 14 de la ley 48, y 6 de la citada 
I«y 4055- No se ha puesto en cuestión ni la interpretación, espíritu 
ni texto de prescripción alguna de ley de la Nación, ni de la cons- 
titución ni de un tratado con Nación extranjera : se han discutido 
cuestiones de hecho, se ha producido prueba y la sentencia de que 
se recurre se ha limitado a examinar esa prueba dentro de su 
criterio legal, y dentro del procedimiento, lo que como es notorio 
está fuera del conocimiento de V. E. en el recurso extraordinario 
del artículo 14 de la citada ley 48 (art. 15). 

Basta lo expuesto para justificar el pedido que hago de que 
se rechace el recurso interpuesto bien denegado por la cámara 
federal de la provincia de Córdoba, 

Julio Botet, 



PAI.Lt) DB Iü\ COKTK SUPREMA DE JCSTICíA 

I 

■MMt Alrtf, Stptttmfart 4 «t l«3. 

Autos y vistos : el recurso de hecho por apelación denegada 
interpuesto por el representante de don Rodolfo Cebados en la 
acusación contra el jefe de policía de Jujuy don Mariano Valle 
por infracción a la ley electoral. 

Y considerando ; 

Que la queja se funda en que ha sido denegado el recurso 
rio previsto en el artículo 14 de la ley número 48, y 
de la ley número 4055. 
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Que con arreglo a lo reiteradamente resuelto por esta Corte, 
ese recurso no procede cuando la sentencia de que se recurre se 
funda en la apreciación de la prueba ¿¡obre puntos de hecho, aje- 
nos a la interpretación que pueda darse a alguna cláusula de 1% 
Constitución, tratado o ley especial del Congreso. ( Patios, tomo 
48. jwgina 480; tomo 97, páginas 319 y 403. y otros). 

Que es ese el caso actual, puesto que la sentencia recurrida 
de la cámara federal de Córdoba absuelve de culpa y cargo al 
acusado Valle, por no haber probado el querellante los hechos im- 
putados en que basaba su acusación. 

Que asi consta en ftj informe de fs. 19, en que se manifiesta 
une apelada la sentencia condenatoria del señor juez federal de 
J tijuy, la cámara federal de Córdoba "la revocó por conceptuar 
improbado el delito que motivó ta acusación y sin entrar a estu- 
diar el alcance de la disposición legal invocada, la que por otn 
parte no fué tampoco materia del fa*Io de primera instancia", lo 
que consta igualmente en la sentencia corriente a fs- 201 del ex- 
pediente principal remitido a esta Corte a solicitud del ministerio 
fiscal. 

í'or ello, y de conformidad con lo pedido por el señor procu- 
rador general, se declara bien denegado el recurso, Xottftquese 
original y archívese, devolviéndose los auto principales con tes- 
timonio de esta resolución. 

A. Ukhmkjíi. — Nicanor G. per. 
Solar. — D. E. Palacio — 
L. López Ca DAN" illas. 
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Dcmntco Diaz Raque Juegos prohibidos. Recurso de hecho 

Sumario : Es procedente el recurso extraordinario amormado por 
el articulo 14 de la ley 48, y 6* de la 4055, contra sentencia 
de una cámara de apelaciones de provincia en que se ha pues- 
to en cuestión la validez de una ley provincial como repug- 
nante a !os artículos 108 y 67, inciso 1 1 de la constitución 
nacional. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DKI. *r. rKOCL'ltADOR CENERAt 



Bucnot A Ir», Octubre I! 4* 



Suprema Corte : 



El recurso extraordinario interpuesto en este juicio ha sido 
mal denegado, en razón de hallarse reunidos los requisitos previs- 
tos por el arr. 14, inc. 2*, ley 48 y art. 6, ley 4055 para su proce- 
dencia. En efecto, se trata de una sentencia definitiva dictada por 
un tribunal superior, de la cual no existe recurso para otro tri- 
buna! local dentro del orden jurisdiccional de la provincia ; se ha 
puesto en cuestión oportunamente la validez de una ley provin- 
cial, impugnada |wr ser contraria a cláusulas de la Constitución 
Nacional; la sentencia recaída se pronuncia en favor de la vali- 
i de dicha ley. 

Uento lo anterior, pido a V. E. se sirva declarar procedente eí 
extraordinario deducido. 
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En cuanto al fondo del asunto, me limitaré a citar tas resolu- 
ci' nes de V. E- dictadas en casos análogos, pues que ellas forman 
una jurisprudencia uniforme y repetida que nada aconseja modi- 
ficar. (Fallos, tomo 101, pág. 126). 

Con arreglo a esa jurisprudencia, la ley de represión de! 
juego dictada por la legislatura de Buenos Aires, no es inconsti- 
tucional, desde que emana del poder conservado por las provin- 
cias para sancionar leyes que tiendan a mantener el bienestar 
genera!, como *>n las que se refieren a los abusos de la libertad 
de imprenta, ofensas a la moral pública y buenas costumbres, va- 
gancia, embriaguez, materias rurales, etc., todas las que compor- 
tan consecuentemente la facultad de establecer las penas en que 
incurren los infractores. No es exacto, como arguye el recurrente, 
que el derecho de castigar pertenezca exclusivamente al congreso, 
con arreglo al artículo 67, inc. 1 1 de la Constitución, pues esta 
cláusula sólo prescribe que el congreso (I tetará el código penal, 
que regirá en todo el territorio de la república, siendo evidente 
que en todo lo que no disponga el citado código, las provincias 
tienen facultad para sancionar las medidas que el orden público 
aconseje. 

Por otra parte, al sancionar el código civil, (artículos 3055 y 
2069) el congreso ha reconocido a las provincias el derecho de 
reglamentar el juego, en forma de leyes, ordenanzas municipales 
o reglamentos de policía, sin que posteriormente las leyes penales 
de la nación, se hayan ocupado de la materia. De esta facultad 
ha hecho uso la provincia de Buenos Aires al sancionar la ley im- 
pugnada, lo mismo que ha realizado el congreso al dictar como 
legislatura local de la capital la .ley 4097, cuya constitución acidad 
ha sido reconocida por esta Suprema Corte. 

Por lo expuesto y jurisprudencia citada, pido a V. E. se sirva 
confirmar la sentencia apelada- 



Horado F. Larreta. 
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l'AU.O lig l,A CORTE Si rttKMA 



Buenos Airet, Septiembre *í de jgix 

Autos y victos: 

Kl recurso ilc queja j*>r apelación denegada, Interpuesto por 
et deíen-or del procesado Roque Día- Demarco, contra semencia 
fie la cámara segunda de apelación, deparu miento del Centro, pro- 
vincia de Bue»os Aire-, que lo contiena al pago de una multa de 
cinco mil pesos moneda nacional o en su defecto a nueve' meses 
de arresto, por infracción de la ley provincial de 28 de mayo de 
hjo2, sobre juegos prohibidos : y 

Considerando; 

(Jue se lia pueblo en cuestión ta valide/, de dicha ley. como 
repugnante a !<* articula 108 y 67, iuei>o 1 1 de la Constitución 
Nacional y la resolución ha sido favorable a aijitéüa. 

Que tal sentencia puede j tugarse como dictada por un tribu- 
nal ordinario de última instancia a los fines del recurso autori- 
zad por los artículos í>." de la ley 4055 y 14 de la número 48, 
según lo resuelto en casos análogos, i Faltos, tomo 98, página 
355: tomo 100. pág. 224). e n vista de ta jurisprudencia estable- 
cida ]K>r !a Suprema Corle de la provincia de Unenos Aires, res- 
pecto al alcance de! recurso extraordinario de inennstitucionatt- 
dad autorizado para ante ella por sus leyes procesales. ( Fallos, 
tomo n i. página 274). 

Por ello, y de acuerdo con lo pedido por e! señor procurador 
general, se lo declara procedente, y encontrándose ante esta Corte 
el expediente principal, autos. 

I'óngase en secretaría |*>r el término de diez días comunes e 
improrrogables, a los efectos del artículo 8 de la ley 4055. dán 
dose intervención al señor procurador general. 

A. Bermíjo. — Nicanor 0. ni:r. 
Solar. — M. I\ Dahact, — 
P. E. Palacio. — % pP¿Z 
Cahami.i^s. 
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CAUSA CCIY 



Barbieri Elvira con Sierra de QuadH Carmen y González 



Sumario: \o procede para ante !a Corte Suprema ú recurso au- 
torizado por el articulo 281 del código de procedimientos de 
la capital. 

Coso: Lo explica c! siguiente: 



FALLO TJE LA CORTE SUPREMA 

Bocnm Aliti, Septiembre 9 de 1913. 

Resultando de la exj»osición precedente que el recurso que 
se entabla es el previsto en el artículo 281 del código de procedi- 
mientos de la capital que no procede jiara ante esta Corte y que 
no aparece promovida ante el inferior cuestión alguna de compe- 
tencia que este tribunal esté llamado a resolver, no ha lugar a la 
queja que se deduce, y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G, del 



4; Juan; sobre tercería 



Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caramelas. 



1 
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CAUSA CCV 



liurraspe, don Bernarda /'. de y otros contra ¡a provincia de 
Santa f?e t sobre indemnización de danos y perjuicios 

Sumario : i.* Ks suficiente |>ara *|ue la prescripción no se opere, 
el hecho ile haber ejercido los herederos del primer propie- 
tario actos que hagan presumir la voluntad bien explícita 
(le continuar animo domine ta posesión y dominio pleno de 
la cosa. 

2 ° Acreditada la legalidad de tina concesión de tierras, 
conforme a las leyes que regían en la época cjtte ella se efec- 
tuó, acordada como merced por loa representantes de la co- 
rona de España y demostrada la enajenación fie ellas bpr 
una provincia, corresponde condenar a ésta a la devolución 
del precio que recibió por la enajenación con más los inte- 
reses legales desde ta fecha de la notificación de la deman- 
da y ampliación; cuya liquidación defiera hacerse por írri- 
tos, de acuerdo con el articulo 1+2 de la ley de procedimien- 
tos federales. 

Caso: Lo explican ¡as siguiente- piezas: 



FALLO DK LA CORTE SI" TREMA 

Bu«0| Aires, Septiembre 9 dé IBIS. 

Y visto-;: 



Los promovidos ante esta Suprema Corte por don fiema rrlo 
P. de Iturriaspe, por si y en representación de sus hermanos don 
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llartolomé, doña Dolores Irurraspe de Crovetto y doña Flena, 
Itnrraspe de Monsegur; de los herederas del doctor Bernardo 
de Jrigoyen, de tlon liernardo Laeasse; de los herederos de don 
Lucrecio y don Inocencio Vázquez; de don Leandro Lynch, do- 
ña Victoria Pueyrredón de Lynch ; tle don Rafael Pueyrredón y 
don Manuel Lynch ; de los herederos de don Guillermo Corte- 
rant; de don Anastasio Castro, de don Juan I. Roco, de doña 
Juana Casas de Lcdesma y don Alberto Casas; de los heredero; 
de don Luis de Chapeaur rouge ; de doña Adelina l^ea y doña 
Filomena Páez de Oliva; de doña Aurora Llouquet de Mendoza; 
de los herederos del doctor Ramón F. Figueroa ; de don Zenón 
López ; del doctor Pedro W. Garzón ; del doctor Roque C. Fti 
nes y herederos de don Pedro Antonio Peñaloza ; todos en su ca- 
lidad de comuneros de la Merced de Arrascaeta, a cuyo nombre 
entabla demanda contra la provincia de Santa Fe, por indemni- 
zación de daños y perjuicios. 

Fundando su acción expone : 

Que en quince de Noviembre de mil setecientos cincuenta y 
siete, el gobernador y capitán general de la provincia de Tucu- 
nián, don Joaquín de Espinosa, hizo merced al maestre de cam- 
po don Miguel de Arrascaeta. de unas tierras baldías situadas 
en la Punta del Sauce, jurisdicción de Córdoba, con límites, al 
oriente, hasta Mctincué. 

Que el general Arrascaeta, dentro de cuyo comando militar 
hallábanse aquellas tierras, produjo la información correspon- 
diente, pagó los derechos de la real hacienda llamados de la "me- 
dia anata", y tomó para sí la posesión a que le autoriza han e! 
propio titulo y la legislación vigente entonces, posesión e¡i que 
permaneció hasta su fallecimiento ocurrido en los mismos cam- 
pos, en guerra con los indios de la Pampa, quienes mataron, jun- 
tamente con él, a treinta y siete vecinos más. en mil setecientos 
setenta y dos. 

Que a dicho general Arrascaeta, sucedieron en la posesión 
y dominio de la merced sus tres hijos legítimos doña Mana del 
Carmen, doña María Bárbara y don Justo Arrascaeta ; según lo 
comprueba la declaratoria de herederos hecha en Córdooa en 
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quince de Mayo de mil ochocientos ochenta y tres ( fojas 22) ; 
hallándose individualizados en el árbol genealógico de la familia 
de Arrásese ta ( fojas 94), que se levantó entre todos los comune- 
ros de esa merced, tas diversas trasmisiones de derechos por su- 
cesión y otros títulos, que correspondían a dichos herederos y a 
sus causa J habíentes. entre los cuales se cuentan los actores por 
la parte y porción allí designados. 

Que habiéndose mensurado judicialmente !os campos de la 
expresada merced, en mil ochocientos setenta y cuatro, resultó 
tener una área de doscientas ochenta y siete leguas, mil quinien- 
tas (punce cuadras cuadradas, seis mil doscientas setenta y do> 
varas y cincuenta centivaras, de las cuates quedaron ubicadas en 
Santa Fe, jh>r el laudo arbitral de esta Corte, ciento cuarenta y 
ocho leguas cuadradas. 

Que en mil ochocientos setenta y tres, el comunero don Is- 
mael Galindez pidíó y obtuvo del juez competente de la ciudad 
de Córdoba, con asentimiento del fiscal de tierras públicas, que 
le pusieran en posesión de las acciones de dicha merced que él 
había comprado. 

Que la validez de esa concesión, con arreglo a la legislación 
española que regia en la é])oca de su otorgamiento, resulta de las 
mismas disposiciones legales aludidas y del cumplimiento de los 
requisitos pertinentes a las mercedes remuneratorias. 

Que Santa Fe había enajenado a diversas |>ersotias ciento 
treinta leguas de las comprendidas en aquélla, pero que por el 
laudo de esta Corte, quedaron dentro de sus límites jurisdiccio 
nales. por lo cual, fundados en lo dispuesto por los artículos 2670 
y 2770, código civil y doctrina de esta Corte que invocan, enta- 
blan contra Santa Fe acción subsidiaria de indemnización de da- 
ños y perjuicios, para que sea condenada a indemnizarles del va- 
lor actual de sus partes ciertas c indivisas en la referida merced, 
según las extensiones que dan los títulos presentados y cuya es- 
timación se hará por peritos ( fojas 173. 403, 430, 450 y 45*1. 

Acreditada Ta jurisdicción originaria de la Corte, y corrido 
traslado de la demanda, el rqiresentante de Santa Fe, sin con- 
testarla, formó articulo de predio y especia! pronunciamiento 
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sobre las excepciones dé defecto legal en e! modo de i»r* >;>oncr 
fa demandé y de falta tle personalidad en el procurador de los 
actores, articulo que se resolví» a fojas 244. desestimando in to- 
titm la primera, y aceptando !a segunda solamente en cuanto a 
la representación de los herederos de don Arturo de JturrasjM?, 
por q 11 ¡enes se habia ofrecido, caución de rato ct grata. 

Santa Fe dejó transcurrir los términos acor da< los para con- 
testar el traslado de la demanda, sin evacuarlo, y habiéndosele 
acusado rebeldía por los actores a fojas 455, fué ésta declarada 
y confirmada a fojas 456 y 477. 

Abierta la causa a prueba y oídas las partes sobre el mérito 
<lc ta producida, opuso la demandada a fojas 02a la excepción 
de presrripción. 

Y considerando: 

i." Ouc alegada en tiempo la prescripción (artículo 31)62, 
código civil), ella debe ser preferentemente resuelta, tanto por 
ser la única excepción de fondo en oportunidad articulada, como 
porque si elfa fuere admitttla, sena innecesario tratar otros pun- 
tos que puedan influir en el pronunciamiento del tribunal. 

2. Que a este respecto, debe desde luego tenerse presente 
que el representante de Santa Fe. al oponer la prescripción, lo 
hizo en términos tan vagos, que fué menester intimarle que pre 
cisara si alegaba o no tal excepción (fojas 606) t manifestando 
entonces que era esa su intención, sin agregar, empero, funda 
mentó alguno de hecho o de derecho, en su apoyo { fojas 620). 

.V o Q»e esto no obstante, y ya se trate de la prescripción ad- 
quisitiva legislada en los artículos 3999, 4015 y 4016, código ci- 
vil, o de la ertintiva de la acción instaurada, conforme al articulo 
4023, corrcs|x>nde observar que en el presente juicio no se ha 
producido por Santa Fe, ni antes ni después de alegada la pres- 
cripción, prueba alguna eficaz tendiente a demostrar actos pose- 
sorios que pudieran servir de base a tal defensa, como resulta de 
sus dos únicos escritos proponiendo pruebas, presentadas en la 
causa ( fojas 561 y 50Ó. 
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|.° Que !a invocación hecha en el alegato de foja* Ó05, de 
'as «instancias del expediente sonido por Galindez contra ta 
mi^na demandada, también por indemnización de daños y per- 
itíicibSi procedentes de 'as ventas de tierras de la propia merecí 
de Arrascaeta, de que era aquél comunero, es ineficaz, en e! casp¿ 
pt*cs elía no lo ^i^ícit/f en tiempo, ni es racional suponer que los 
actores, al pedir a fojas 5+t vuelta, que se ttuie/a como parte de 
sti prueba !a producida en aque! juicio, entendieron referirse a 
otra-; diligencias o piteas proditorias que a tas suministradas |>or 
su comunero GaJindcz en apoyo del derecho romún a los deman 
dantes en uno y otro litigio; pero de ninguna manera que se hi- 
cieran valer en perjuicio suyo las probanzas de la contraria. 

5 o One. aun cuando asi no fuese y debiera examinarse y lia- 
¡M?r como justificación valedera en e! presente juicio toda la prue- 
ba, tanto de cargo como de descargo, producida en aquella ins- 
tancia judicial, eorres|>onderia tener en cuenta que la prueba 
má« favorable a Santa Fe. no acreditó actos posesorios suyos 
anteriores a mil ochocientos cincuenta y seis; y que. por el con- 
trario, el título de dominio invocado por los demandantes, arran 
ca de mi! setecientos cincuenta y siete, sosteniendo ellos que su 
causante común, señor Arrascaeta. entró en jjosesión de los cam- 
pos que formaban la merced desde la fecha del otorgamiento (fe 
¿-ta y que cu ella j>ermaneció hasta su muerte en mil seteeiento- 
setcnta y dos. 

n.° Que en esc dominio y posesión le sucedieron i nmod i ata- 
mente loa tres hijos legitimos de Arrascaeta. a saber: fea Ma- 
ría Carmen, don Justo y doña María ííárbara. con forme a lo 
preceptuado en la ley 43. título 3?, libro 2. recopilación de In- 
dias, que hjzo sobre este particular una excepción a !a legislación 
común, en términos análogo- a los de! articulo 3410 de nuestro 
código civil. 

7. Que en tal concepto del>e decirse que la muerte de! gene- 
ral Arrascaeta por los salvaje-, no importó la desposesión de sus 
hijos legítimos, de las tierras de dicha merced: sobre todo si se 
recuerda que las invasiones y ataques de los indios de la Pampa 
Argentina, no tuvieron nunca otro propósito que el del pillaje de 
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la?i H' 1 ™"'^ ^««^ <"« ^ «««na* fWi, ffi oue lo8 in . 
va,uvs donaran v I(ll cdaran eíí las tfeíras porros uto- 
mentalmente domadas; de modo , |He , (( , , a muerte I* ,(.,„ 
»5f«l de A-rasoaeta en el «echo ,1, arma, en mte ¡*reei.. con 
otros vecnos. a man,, de !,,s >alvaje S) no puede ¡ndMrse que 

atitiel híGiepa» ahamUo voluntario ,1c día. 

Q"e este abandon,. es menos presunii&e. -i , e tiene pre- 
sente míe, según aparece <tel testimonio de fojas r*. desde c< año 
tnn ochocientos veintiuno, varios ,le lo. heredero, directos de 
rfmi Mtgiiel í^erot, tran-ferencia-. de % derecho, a ( |on \m 

bt °T ,M,m " : s,,!,rL * * a! ^e e importan™ de e>a. tranMV 
reneja, s, sp,ó „„ , ili¡fío antc , (H , rililI(Kiles (|c , a e¡nM ({q 

^mm> diferencia une fué transada en mil setecientos cincuen- 
ta y s.ete t tojas ,04 | ; siendo ios derechos allí reconocida \> 
jet" de nuevas m en m ..dioeicntos setenta y cuatro < fo- 
jas 10- 1. 

-i." íjue ne-oeiaeione. aná-.^s s.hre las mismas tierras, j*. 
: an.e aered.tadas en autos j> or ¡ a , escrituras de f^as 7© 82 v 
.\- "tobadas en mil odiocientos cincuenta v uueve por otro. 
ue.e.rdK-ntes de doña Alaria líárhara Arrascaetn. vendiendo de- 
■ echo, a la merced a favor de don Victorino ( írdÓiie^ quien for- 
mo ^tancas en |... ean,]»,. de la referencia, lo mismo f „ Ie suce- 
sores suyos transfirieron mas tarde a otros de los actuales co- 
números y demandantes 1 f a ¡ m f I j v 

10. (Jue otros actos jurídicos de" i-nal carácter poseería 
chra.los m los causa haluentcs de do„ Mj^ei, p^fa ¡ n m ^ 

de ja, diligencias de meiwira y convenio de divinó» corrien- 
te* a toja- iiirt v ut. 

n. Que tales antecedentes y otros postenores de i-'ttal -i- 
"■íu-acon ¡wrfclfefc; eoíno venta-, protestas v demanda, formu- 
lada, contra enajenaciones de ampiimitcs de Santa Fe o dirigi- 
das contra ella misma, hacen presumir la voluntad bien é^Min 
de lo* cansadLahiemes de Arraseaeta. de continuar. Mima tíomi- 
m. !a ¡hiscmum y dominio pleno heredados de aquél- (Artículos 
2445, 3448. 3440 y U - IX Cu d¡g0 ¿}y||; 
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12. Que corresponde, asimismo, recordar c juc en la instan- 
cia judicial ya mencionada, Galíñdez versus Sania Fe, esta Corte 
ha tenido oportunidad de examinar y apreciar tocia !a prueba 
má» ampliamente rundida allí jxtr la demandada, pronunciándose 
por el rechazo de la presen ]«.- i ón nuevamente hecha valer en la 
presente cansa. (Fallos, tomo 107. pág. Oj). Y siendo idénticas 
una y otra litis, según lo reconocen ambas partes ( fojas 173, 578 
y (»5), no podría arriUirse a mía conclusión distinta de aquélla, 
mayormente cuando, como se ha dicho, la prueba de Santa Fe 
es en la presente notabl emente más restringida, o mejor dicho, 
nula. 

l .V i) l,e desestimada como queda la única excepción o de 
íensa deducida en tiempo, a nombre de la demandada, corres- 
ponde examinar ahora los antecedentes y fundamentos de la de- 
manda: pues, no obstante la rebeldía declarada, de aquélla, los 
actores sólo Jeberám obtener lo que piden si fuera esto justo, 
f Articulo 185. ley 50). 

14. @«e para este fin, del»e, desde luego, observarse que la 
demanda hace derivar en primer término el derecho en ella ejer- 
citado, de la merced de tierra* concedida en quince de Xoviem- 
bre de mil setecientos cincuenta y siete, al maestre de campo don 
Miguel de Arrascaeta por el gobernador y capitán general de Tu- 
cumún. don Joaquín de Espinosa, en remuneración de servicios 
prestados por aquél a la causa del rey. 

15. Que ía validez y eficacia de esta merced como titulo de! 
dominio por ella transferido al general Arrascaeta sobre las tie- 
rras a que se refiere, resulta del carácter remuneratorio que in- 
vestía, tle las facultades a este fin concedidas por las leyes en vi- 
gor a tos representantes de la corona de España, así como de ha- 
larse cumplido las diversas condiciones que en tal sentido fíja- 
Iwn dichas leyes; según resulta del testimonio respectivo, corrien- 
te a fojas 142 vuelta y siguientes- 

ió. Que ta doctrina y declaraciones que esta Corte hizo en 
su ya citado fallo de! tomo 107, pág. 63, decidiendo el caso de 
(lalindez- con Santa Fe. es de perfecta aplicación al de estos au- 
tos, desde (pie en aquél se hizo el análisis de los antecedentes le 
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Sf:^ C 1,ed, ° q " e r ^ iat) * *** entice, v que 

MÍ V ,m : mf f l ]" e C * ■"»«"*> considera* y aplicar en la ore 

" 7 f 1!l *Ü dicha merced no tenía vicio alguno 

m nulidad que la invalidara. 

tte «™«*lo asi el dominio de Arrascaeta sobre la, 

tur a> Je que s c trata, ¡H>r W muerte, lo transfirió a sns Itéréfc. 

ií*. Que co.no otros títulos o documentos de interés común 
-ara todos los atores, se han alegado a estos autos, la declara- 
ba de herederos de fojas d árbol genealógico k foj.« « 
judicial de fojas 160, v división ¡gj los 

19- Qi« de !a prueba resultante de tales instrumentos y de 
1 <|t«. parfeular y especialmente, interesa a los derechos pre 
twfáte ,>or los herederos de Iturraspe e Irigoyen. corrienie a 
toja* 24, 28. m 36, 43> gi, 55 , 6 4t 6o, 76, 91 , oíi v fe de . 
nu,cs,ra que por transferencias, por sucesión v venta, que V, fue- 

m ,7 T r (IÍ "™ 5UCCSOres y — Habienles de don 
M.gue de Arrascaeta. expresadas en esos títulos, les correspon- 
de en la cosa común un derecho equivalente a sesenta y dos fe 
¿ra g&*^ttifti frW,,/,, v «tf, »,,Vc JÍWf()J de otra, de la cual áe- 
ucra d,duc.rse la arción c,u e correspondiere a los herederos de 
don Arturo de Iturraspe. 

Las titubs particulares agregados a fojas 98. 107 y 181 
acred.tan que los señores don Inocencio y don Lucrecio Vázquez 
adquineron por compras hechas a causa-habientes de Arrascae- 
ta. una extensión de cuarenta y dos leguas y quinientos milésimos 
de otra. 

Las acciones y derechos que don Bernardo Lacassa. hnlio 
]>or compra hecha a don Deogracias Silva y éste )>or igual titulo 
de adquisición que efectuó a doña Constancia Ordóñez, sucesora 
de don \ .ctoriano Ordóñez. están igualmente probado* por las 
escrituras públicas de fojas 1,3 y ,,9: siendo la i>arte de La- 
ca>sa Igual a veintidós teguas y ciento atarenta y cinco miiésiino* 
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.\ don Toma* Thoma>. c» mis hereden k. i-orre-i» >ndcve> un 
área de nueve leguas y trestient<>s treinta milé$imós¡ en virtud 
tíe la compra de derechos que exproa el testimonio de cintura 
pública de fojas J54 y siguientes- 

Los derechos pretendidos \*>r «Ion Leandro Lynch y doña 
Victoria l'ueyrredón de Lynch, -obre siete leguas y trescientos 
óchenla y tres milésimos de la merced, háilanse acreditados |n>r 
las escritura-; acompañadas a fojas ¿0,5 y ^ j j ; como lo está tam- 
bién el reclamo de igual área, hecho a nombre ele don Kafa¿i 
l'ueyrredó-Ti y don Manuel M. Lynch con el título de tojas 32*1. 

E] derecho a una legua y trescientos ochenta y tres milési- 
ma pretendido |>or los herederos de don Guiltermo Casteram, 
resulta demostrado la escritura pública de compra corriente 
a fojas .141. 

bon Atanasio Castro ha justificado mediante la escrituri 
pública de fojas 349, mi derecho a siete leguas trescientos ochen- 
ta y tres milésimos de otra. 

IViélianse los derechos que reclaman doña Juana Casas d« 
Ledesma y doti Alberto I'. LVas. sobre cuatro SegUás y quinien- 
tas setenta milésimos, por los testimonias de escritura de fojas 
354 >' 3% 

Los herederos de don Luis de Chapeaurouge han justifica- 
do su derecho a quince leguas y sesenta y cuatro milésimos, por 
los títulos corrientes a fojas 350. y 370. 

Los herederos del doctor Ramón T. Kigueroa tiene acredi- 
tado derechos a tres leguas y seiscientos noventa y seis milési- 
mo';, según escritura de fojas 543. 

El doctor l'edro X. Garzón ha justificado derechos a tik 
área igual 1 tre^. leguas seiscientos noventa y seis milésimos), por 
la escritura pública de fojas 53R 

1\1 doctor rítKjue C. Funes ha acreditado derechos a una le- 
gua y novecientos noventa y ocho milésimos, jior la escritura pú- 
blica de fojas 5^5. 

Mediante la escritura testimoniada a fojas 544. dnn Xenón 
López ha justificado que le corres|)onde tres leguas y seiscientos 
noventa y Ita milésimos. 
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Kl derecho reílamjidp por don IVdro A. Peñalosa a tres le 
gyp y seiscientos noventa y un milésimos, está acreditado p>ir el 
l ¡mío de fojas 547, 

20, gnc lió aparecen justificado, los ácrechipís que particu 
lamiente se lian redámalo a nombre de doña Adelina Páez y 
dofla Filomena ['. de Oliva, ni el de don Juan J. Koco o de su su- 
cesor particular Aineloug, ni los reclamados por doña Aurora 
l!(»in|uet de Mendoza. 

21, Que, como aparece de la tíili^ehda de la mensura judi- 
cial practicada en mil ochocientos setenta y cuatro por el agri 
mensor señor Echeniquc 1 fojas i6o>, la sttperficie total de la 
merced de Arra^eaeta era de doscientas ochenta y siete legua s, 
mil quinientas quince cuadras y seis mil doscientas setenta y dos 
varas cuadradas. 

22, Que, según *e estableció en la ya recordada sentencia 
•pie definió el litigio Gaümfói versus Santa Fe. esta últi:na ha- 
bía vendido a diversas personas, cú itío treinta leguas de las com- 
prendidas en la merced y que por el latido a ites aludido, queda- 
ron dentro de su jurisdicción, como se acredita \tar e! informe 
(L- fojas 390 de dichos autos. (Ver considerando 30 de ese fallo), 

J 3 Q»e los demandantes, en vez de ejercitar, directamente 
contra Jos compradores de Santa Fe la acción de reivindicación 
que como a dueños ]e< competiría, han optado por intentar la 
subsidiaria que les acuerda e! articulo 2770 de! código civil, para 
obtener de ía provincia enajenante la indemnización del daño 
que les ha causado ta! enajenación. 

24. One, por consiguiente, corresponde hacer Jugar en parte, 
a la demanda, condenando a Santa Fe a efectuar dicha indemni- 
zación, la qit? del>e comprender, además de la devolución de las 
sumas por ella percibidas como precio de las ventas que realizó 
dentro tfe las expresadas ciento treinta leguas de la merced, los 
intereses de las respectivas cantidades, determinadas según el 
tipo de los que cobra el Manco de la Nación, a contar desde la 
notificación de ia demanda y sus ampliaciones t fojas 207 y 454. 

25. Que esta liquidación, así como !a manera de determinar 
la parte proporcional que corres|wmda a cada uno de los deman- 
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ilame< <|ue han justificado derechos a las rfespcctivái áreas in li- 
cadas en el considerando r& dt'ie ser hecha por peritos que nom- 
brarán las partes en la forma ^hleeida jn>r el articulo 142 de 
ia iey número 50, teniendo para ello en cuenta, como ya sé esta- 
bleció en el recordado caso de Galindez. míe dividida la total ¡1 la il 
de ¡a merced de Arrascaeta en cien partes iguales, el equivalente 
de cada una de estas partes e- de dos leguas y oelux-ientos sesen- 
ta y nueve milésimos, debiendo proporc tonar >e la parte de cada 
condomino con el total de la merced y la porción de ésta que ven- 
diñ Santa l ; c. según queda dicho, 

l'or estas consideraciones, y los concordante- del expresado 
fallo de esta Corte (tomo 107, pág. 63'). asi se resuelve, conde- 
nándose a la provincia de Santa Fe a abonar a ¡os adores e! pre- 
cio de las tierras enajenadas por ella dentro de las ciento treinta 
leguas referidas, en la proporción antes mencionada, acé los in- 
tereses respectivos a estilo de los que cobra el Banco de la Na- 
ción, a contar desde las notificaciones de la demanda y amplia- 
ción; debiendo hacerse la correspondiente liquidación ]H>r |*erito-, 
que nombrarán las partes con arreglo a ¡o depuesto en el articu- 
lo 142 de la ley de procedimientos fedérale-, cuyo pagu será efec- 
tuado dentro ríe los treinta días de notificada tal liquidación.— 
Satisfáganse las costas en el orden causado, en atención a la na- 
turaleza de las cuestione- resueltas. — Xot¡fiqiu-e origina!, re- 
póngara el papel y archívese; 

XlCWoR 0. OKI. S"!.\tf. — I). I*- 

Palacio. — L. l/ii*Kz Caka- 
nitj.as. — M, I'. IVvkAcr <en 
disideacia). 
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f vistos: 

Estando hecha eil la sentencia dé la mayoría, la relación de 
!a causa, eá innecesario agregar nada al respecto, 

f c*iii*idernnd": 

Que ta demanda de fojas 173. no se ha fundado en la auto- 
rulad de la owi juzgada, o importa el ejercicio de la artio judi- 
ón 1, y tío corresponde. c:i contenencia, tomar en cuenta lo di- 
cho un el alegato de bien probarlo i fojas 593, 5 t/, vuelta v otras \, 
en cuanto a la influencia que debe tener, en el presente juicio, la 
sentencia dictada jwr esta Corte Suprema en el juicio iniciado 
m devn Ismael Calmdez contra la provincia de Santa Fe ( fojas 
436 del cediente presentado como prueba). 

Que. en el escrito de fojas 541 se pidió por los actores, mil 
se tuy:«ra "como parte de prueba en este juicio la producá en 
el juicio >eguido por nuestro condomino don Ismael Galimlez 
contra la provincia ele Santa Fe, por sus derechos indivisos en 
fas nusmas tierras de la comunidad", solicitándose enseguida que 
se mmm e'. e.t#*dmté al fin indicado 1 fojas 541 vuelta, 6* y 
54'. 2 v- también fojas 503 i, 

QtK- no hallándose a-i excluida de la (»meba que obra en e T 
citad., expediente, la parte que pueda favorecer a Ja provincia 
de Santa Fe. y dada la análoga existente entre los dos juicios, 
ast como la tedia en que se ha promovido éste. 25 de Septiembre 
de 1H07 1 fojü J04 ). son aplicables al último en el sentir de la 
nunnria, lo. fundamentos del voto de disidencia de fojas 4S8 
del mismo expediente í fallos, tomo 107, pág. 84)- máxime ¿«añ- 
ilo a foja* 1*0 vuelta de la actual demanda se reconoce que la 
provincia de Santa Fe hizo ejecutar una mensura al rededor de 
Mehncue en 1856 y vendió algunas tierras (ver adema* foja<í 
Ai! vuelta. 234 vuelta. 2^) - y a fojas 620 y siguiente se impug- 
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na e-e voto y ->e citan otro? fallos de la Curte. para aeréd i tar ac- 
tos posesorios de Córdoba o de sus sucesores : pudiendo agregar- 
se: que I"- documentos acompañado- p* n- lo» aet<<n> n<i consti- 
tuyen prueba de que ellos p sus causantes hayan tenido la pose- 
sión de las tierras de que se trata (artículos ¿37^ y correlativo- 
del código civil) : que la rebeldía en que lia incurrido la provin- 
cia de Santa I : e no basta para tener i*or eternos los hechos ex- 
puesto:, vn !a demanda 1 fojas 479 vuelta y 4*' ; articulo- 183 v 
if>i. ley número 50. y ley yfii í : que e! considerando 5." del voto 
de disidencia mencionado, al decir que no había constancia de 
que entre los terrenos vendidos ;x>r Sania Fe y la linea actúa' 
que señala los limites entre aquélla y Córdoba, existieran pro- 
pietarios poseedores. se ha referido a ¡a época en que se practic'* 
!a mensura tic que habla el considerando de! propio voto; y. 
finalmente, que cualquiera que sea la autoridad de los concep- 
tos que se invocan a fojas 590 vuelta, esta Corte en su laúd.» de 
18 de Marzo de 1882 { fallo*, tomo 24. pág. 62 1, después de es- 
tudiar todos los antecedentes suministrados por las provincias 
cuyos limile> debia fijar la ley nacional que invoca, y "las opíb 
niones sobre la materia de escritores argentinos bien caracteri- 
zados", estableció explícitamente "que sobreponiéndose como 
queda notado, los términos primitivos de Córdoba y de Sama l ? e. 
los límites actuales deben determinarse por la fase$$átt /vrjifii- 
nents, tic hr¡fo tiempo y consentida y no contradicha por las par- 
te* interesadas", lo que vale decir, en vista de la linea traza* h 
por dicho lando, que es inexacto que la demandada no hubiera 
poseído tierras al oeste de Melincuó. ames de 1SS2 < fallos, tomo 
ioS, nag, 310 ) ; y con ello privado ó excluido a lo* comuneros de 
la merced de Arrancada de la [Hisesión que pretenden haber te- 
nido en la misma zona (articulo 2401. código civil), ^in que a 
esto se oponga lo expuesto en el considerando =í. n y en la página 
69 de aquel, aludiendo <in iluda a la linea al oeste de los pueblo* 
de Villa María y Villa Nueva t foja- 66) sostenida por Santa 
Fe como -u límite occidental. 

Por ello, se absuelve tic la demanda a la provincia de Sania 
Fe. Lias costas *e alunarán en el or leu causado, en atención a la 
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naturaleza de! juicio. — NTotifiquese con el ori^nai; repóngase 
él pape: y archívese, 

M. Ps Daract. 
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Corred Manuel, infracción municipal; incidente de recusación 

Sumario: r. ü Pon ajenas al recurso extraordinario que acuerda 
el articu'o 22 éC cúdígo de procedimientos criminales, las 
conclusiones a que llega un fallo referente a !a interpreta- 
ción y aplicación riel procedimiento. 

2.» La Corte Suprema no está llamada a decidir si un caso 
es de ¡a competencia ríe los jueces correccionales o del cri- 
men, de la capital. 

3° La existencia y alcance de una ley debe ser resuelta 
por e! tribunal que conozca legítimamente del pleito o pro- 
ceso que deba aplicarla, sin recurso para ante la Corte Su- 
prema, salvo los casos extraordinarios previmos en é) ar- 
ticulo 14 íle la ley 48. 3.* y 6. a de !a número 4055 y artículo 
del código de procedimientos en lo criminal. 

4." Las ordenanzas municipales sobre pavimentación y 
con -micción de veredas no son contrarias a lo dispuesto en 
■los articulo* 16 y 17 de la Constitución Xaciona!, pues han 
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sido dictadas en Iteneíieio común y están naturalmente en* 
cuadradas dentro del régimen municipal. 

5* Las costas en un récursó extraordinario deben de ser 
satisfechas en el orden causado, cuando no se trate de un 
caso de los previstos en el artículo 274 del código de proce- 
dimientos de la capital. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



sr.vi v.Nt i v ih:i. .111/ LnkKiwmxAi. 

Bueno» Airet. Octubre B de 1912. 

Y vistos : 

Para resolver esta querella seguida por los representantes 
de la municipalidad, don Juan S. tíríé entra doti Xlaiiltéi t. Oí 
rrea, por infracción al artículo jcz de! reglamento general de 
construcciones, de lo que 

Resulta : 

í hic a ís. 8 e' referido procurador I -rió se presenta al juz- 
gado solicitando se aplique a Correa echo multas de cuatrocien- 
tos pesos moneda nacional cada una, o sea un total de tres mil 
doscientos pesos moneda nacional, más las costas del juicio, en 
virtud de ser Correa dueño de las siguientes propiedades que ca- 
recen de las veredas reglamentarias en toda su extensión: 

a) I íernanderias. de Australia a Alvarado, una cuadra: 

b) 1 Iernanderias, de Alvarado a C. Salvadores, una cuadra; 

c) Australia, de 1 Iernanderias a lrala, una cuadra; d) Alvara- 
do, de 1 Iernanderias a lrala frente sur, una cuadra; e) Alvara- 
do, de I Iernanderias a lrala frente norte, una cuadra; f C. Sá!< 
vadores. de I Iernanderias a lrala. dos cuadras; g) lrala» de C. 
Salvadores a Alvarado, dos cuadras; h I lrala. de Alvarado a 
Australia, dos cua lars. 
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Que ordenada su construcción dentro del p!azo de treinta 
días y notificado el propietario el seis de Mayo de mil novecien- 
tos once, no ha realizado !a construcción de dichas veredas hasta 
la fecha de la denuncia f Enero 10 del corriente año). 

Que. convocadas las partes al juicio proscripto por la ley. 
tuvo lugar éste en veinte y cinco de Abril, cuya acta corre a fo- 
ja* 12 y en la cual el señor Correa, por intermedio de su letrado 
el doctor Vülafaííe, expuso: Que solicitaba la absolución de su 
patrocinado con costas a la municipalidad, fundado en las si- 
guientes consideraciones: a) Que la intendencia no le ha dado 
los niveles definitivos para la construcción de las veredas ; b) 
Que ninguna ley le obliga a hacer dichas veredas por ser de. uso 
público y que en consecuencia la ordenanza respectiva es incons- 
titucional; c) Que en todo caso el máximum de la multa no po- 
dría exceder de quinientos pesos moneda nacional; d) Y. final- 
mente, que de los expedientes administrativos agregados se de- 
duce la improcedencia de la querella. 

Después de resolverse la recusación del proveyonte, no ha 
ciendo lugar a ella y producida la prueba se han presentado en 
alegatos de fs. 42 y siguiente?, por lo que el pronunciamiento 
debe recaer : 

1. " Sobre la legalidad de la ordenanza en que se funda Ja 

multa. 

2. » Sobre la constitucionalidad de la ley orgánica municipal 
en esa parte. 

3. " Sobre no haber cometido ninguna infracción porque la 
municipalidad no ha despachado las solicitudes de Correa ni le 
ha dado los niveles definitivos, 

4. " Que aún suponiendo cometida la infracción, la multa no 
podría exceder de cuatrocientos pesos moneda nacional. 

Considerando: 

1 * a) Que la ley orgánica municipal, entre otras atribucio- 
nes, le dá a la municipalidad la de dictar ordenanzas referentes 
a pavimentación, cercos y eredas. estableciendo la sanción pe- 
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na! para los infractores. Ksta ley se encuentra en torio su vigor, 
en cuanto confiere esa facultad a ¡a parte querellante 

b> Que en virtud de la facultad citarla, ha sido sancionada 
la ordenanza, en cuyo articulo 202 se hace obligatorio a los pro- 
pietarios la construcción de cercos y veredas, estableciendo las 
multas en que incurren ios infractores. (Véase art. 13. cap. 15. 
sección 3". titulo 3 del Digesto municipal . 

c) Que, además de la ley citada, están la* anteriores que hO 
han sido derogadas, por cnanto no lo dice expresamente !a ley 
citada, ni se oponen a ella. 

2. a Que !a inconstitucional idad alegarla no puede pro>perar, 
porque tío encuadra dentro de nuestra ley orgánica. La partv 
querellada funda la inconstittieionalidad en que la base de los 
impuestos es la igualdad, y la ley y la ordenanza no establecen 
ninguna igualdad. Tal argumento no es serio, porque el artieulu 
202 de las ordenanzas agregado a fs. 7 con el escrito de qu^reVa. 
al imjwmer a los propietarios de tincas o terrenos la obligación 
de construir cercos y veredas, castiga a los infractores con una 
multa de cinco pesos por metro lineal, y por consiguiente, es bien 
proporcional y es igual la unidad para todo propietario. 

t V Que el hecho de no darle la municipalidad los 11 i w í'e- 
definitivos, no lo exonera del cumplimiento de las ordenanza- 
que son de orden público. 

a) Que de la prueba producid? no resulta que la municipalidad 
haya negado los niveles y *i, que el querellado haya denu ararlo la 
construcción de las veredas durante varios años. Consta tam- 
bién a fs. 3 que Correa nunca ha construido veredas en las pro- 
piedades a que se refiere ota querella. 

b) Que !a pretensión del infractor de la ordenanza de cer- 
cos y veredas es contra el orden público. Si se !e obliga a esa- 
construcciones, es para henefieio de la comunidad, para benefi- 
cio de él mismo porque sus terrenos se valorizan- Las misma'; 
razones que se tuvieron para rellenos de terrenos bajos, para la 
pavimentación de las calles, obras de saneamiento, etc., se han 
ten; do para ordenar las construcciones de cercos y veredas, y a 
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ningún propietario, se Je ha ocurrido que debia ser definitivo el 
nivel de !a calle. 

Que e! querellado pretende hacer primar su interés particu- 
lar sobre el interés general. Las construcciones ordenadas son 
de orden publico, y con respecto a las disposiciones que revisten 
ese carácter, no hay derecho* adquiridos, porque así lo disponen 
nuestras leyes. 

4 o Que e! cómputo de las multas debe hacerse con arreglo 
a la ordenanza impugnada por Correa. 

a) Que al final del artículo 202 se dice que las multas no 
podrán exceder de cuatrocientos pesos moneda nacional, aun 
cuando por la extensión del cerco y vereda, correspondiera ma- 
yor cantidad. Esta disposición se refiere a propiedades que no 
tengan solución de continuidad. Desde el momento que la corte 
una calle o un edificio de otro propietario, que la separa de las 
demás, deja de ser una sola, y entonces debe considerarse, por- 
que asi es un predio diferente. 

b) Que la igualdad qu C tanto invoca el querellado no exis- 
tí na, pues lo mismo pagarla el propietario de cien metros de 
frente, que el poseedor de varias manzanas. 

Para ia percepción de los impuestos se considera diferente 
propiedad cuando hay separación por calle o por predio de otro 
propietario, luego para la imposición de multas debe regir la 
misma regla. 

Por estos fundamentos, y los de! alegato de fs. 42 en lo per- 
tinente, condeno a don Manuel J. Correa a pagar ta multa por 
infracción al articulo 202 de la ordenanza de cercos y veredas, 
haciéndose el cómputo con arreglo a la última parte del cuarto 
considerando, condenándolo también al pago de las costas. Eje- 
■:utoriada que sea esta sentencia, archívense los autos reponién- 
dose los sellos. 



P. Argcr 'u h. 



Ante mí. — /, Pnt- Romero. 
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FALI.o I>i: LA l "AMARA EX f.n CRIMINAL V 1KRKCCJOX AL 

Bueno» Airet, Dicitmhrt 14 dt 1812. 

Y vistos: Considerando: 

Respecto del recurso de !a nulidad de la sentencia : 
I.* Que en el acto del informe iit í pronunciado ante este 
tribunal, se han invocado como causas generadoras de la nuli- 
dad de! fallo recurrido, las sigilantes Pirnnmancms: * - 

a) Haberse dictado sentencia sin realizar la inspección ocu- 
lar solicitada por el querellado a fs. 16 \ íy. 

b) Haber incurrido el señor juez en un error al determinar 
las facultades que la ley orgánica municipal atribuye a la rama 
deliberativa del poder comunal, relacionadas con la materia de 
obras públicas. 

c) Haberse determinado en la parte dispositiva que el mon- 
to de la multa a cuyo pago es condenado el querellado, debe fi- 
jarse mediante una liquidación practicada de acuerdo con las 
liases que el mismo pronunciamiento fija a tales efectos, sin de- 
terminar !a suma precisa de la condenación como correspondía 
en razón de existir una fracción de vereda. 

2 o Que la simple enunciación de los motivos alegados como 
fundamentos del recurso, basta para demostrar la improceden- 
cia del mismo. 

|:' Que, en efecto, es evidente que ninguno importa viola- 
ción de las formas substanciales proscriptas por la ley para el 
pronunciamiento de resoluciones judiciales, pues el primero, só- 
lo podría referirse a ¡as del procedimiento, lo que no se ha ale- 
gado y lo que no sucede ya que la realización de esa medida de 
prueba, por su índole queda librada al criterio discresiona! del 
iuez de la cansa y desde que el recurrente consintió expresamen- 
te la omisión a! permitir que los autos se pusieran en estado de 
sentencia ( fs. 5;) ¡ porque el segundo, sólo podría considerarse 
cr>mo fuente de agravios, reparables en absoluto ]>or vía de ape- 
lación ; y finalmente, porque el tercero revestiría idéntico carie- 
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tcr, fiada !a naturaleza especial del presente juicio- y puesto que 
las conclusiones de los considerandos 3;' a > y 4 " fijan e! alcance 
del fallo con toda claridad. 

Acerca de! recurso de apelación : 

1. ° Que de los expedientes e informes administrativos agre- 
gados y de la actitud del querellante al contestar la querella re- 
sulta suficientemente establecido que es dueño de las diversas 
fracciones de tierra que se le atribuyen en ella y que ha resistido 
las resoluciones administrativas en cuya virtud se le ordenaba 
la construcción de veredas en las mismas, exceptuando la parte 
que da a las calles de Alvarado c Irala, dentro de la cual, y se- 
gún se deduce de la respuesta al punto noveno del cuestionario 
de fs. 30. fs, 31 vuelta, se ha construido en una extensión de 
cuarenta y cinco metros, sin que los antecedentes de la causa 
permitan afirmar que ello se hiciera después de haber vencido 
los plazos acordados al efecto. 

2. a Que los propósitos de interés público a que responde el 
inciso 3. del artículo 46 de la ley orgánica de la municipalidad 
y que fijan el espíritu indudable del precepto de la legislación 
anterior de la materia, minuciosamente expuesta en el memo- 
ria! de fs. 42 y la extensión que lógicamente debe atribuirse al 
vocab!o "calzada", usado en él t ponen de manifiesto las atribu- 
ciones indiscutibles del concejo deliberante para dictar la orde- 
nanza, en cuyo mérito se ha deducido esta querella. 

3. Que !a ordenanza de la referencia no está en manera 
alguna en pugna con los principios fundamentales que consagra 
la constitución nacional para asegurar la igualdad como base del 
impuesto y de las cargas públicas ( fs. 57 vuelta), o para garan- 
tir el derecho de propiedad ffs. 14). circunstancias ambas que 
se han alegado como fundamento de la acción de inconstitucio- 
nalidad opuesta, desde que respeta a éste toda su integridad le- 
gal limitándose a imponer una obligación de carácter general en 
mira de razones de orden superior, que beneficia a los mismos 
afectados por la carga y puesto que ésta pesa proporcional mente 
y por i^ual sobre todos los propietarios dentro del municipio. 

4.* Que la circunstancia de que !a municipalidad haya nega- 
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tío al querellado un nivel definitivo, no le faculta para resistí i 
la orden administrativa, que traduce prácticamente el pensa- 
miento de una ordenanza invocando ta posibilidad de perjuicios 
postbles, emergentes de cambios de niveles, ya que por motivos 
bien fundados es esa autoridad la que juzga exclusivamente de 
la oportunidad y conveniencia de las construcciones de veredas 
y desde que las vías para perseguir la reparación de los daños 
que pudiesen producirse, quedarían abiertas al recurrente desde 
el momento en que su patrimonio se viera realmente afectada 
por dicho concepto. 

5. * Que desestimadas como quedan las excepciones deduci- 
das a la querella y justificado el hecho material que le dió ori- 
gen, es indudable que el querellado ha incurrido en la multa que 
sanciona el articulo 202 del reglamento general de construc- 
ciones. 

6. ° Que dada la extensión de los terrenos que comprende la 
infracción, no es posible determinar el monto de dicha multa to 
mando como base la establecida para metro lineal, por exceder 
el cómputo realizado en dicha forma del máximum que establece 
el artículo citado. 

7 m Que es, por consiguiente, el caso de aplicar la multa de- 
terminada de cuatrocientos pesos por cada cuadra o frente de 
que es propietario el infractor, pues es esa la inteligencia que co- 
rresponde dar a los términos del precepto del reglamento por ta* 
consideraciones incontrarrestables de justicia y de equidad que 
se aducen en la sentencia recurrida y en el escrito de fs. 42 y 
desde que no es dable considerar como una sota propiedad, que 
es el punto de vista que legisla dicho precepto, los terrenos que 
se encuentran divididos por calles o. a los efectos de esta orde- 
nanza, los que dan frente a varias de éstas, lo primero porque 
tienen distinta ubicación y lo segundo, porque la acción del in- 
fractor afecta a la vez a varias vías ¡mblicas del municipio. 

8.* Que, en consecuencia, dado el numero de frentes que 
abarca la infracción (fs. 6 y 8). y no alterando la parte de ve- 
reda que existe en la esquina de las calles de Al varado e Irala 
(sur), la suma reclamada en la querella, pues el recurrente ha- 
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bia incurrido siempre en el máximum por razón de los mese* de 
retardo en la ejecución de las obras, la multa que debe abonar 
alcanza a la suma de tres mil doscientos pesos. 

Por ello, se declara improcedente el recurso de nulidad, y 
se confirma en lo principal la sentencia apelada de fs. 61, conde- 
nándose a Manuel Correa a pagar la multa establecida en el con 
stderando anterior y las costas del juicio. (Articulo [44 del có- 
digo de procedimientos en lo criminal ). A cuyo efecto se regu- 
lan en ochenta pesos los honorarios del doctor lieccar Várela, 
por su informe in roce ante este tribunal. Devuélvanse. 

Ramón S. Castillo. — Angel M- Casares. 
— 0. González Rottra. 

Ante mi. — / ; . /. Oribe. 



VISTA DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Airtl, Abril 1 <U M13. 

Suprema Corte; 

El recurso de apelación interpuesto es procedente, a mérito 
de lo que dispone el artículo 14 inciso 3. de la ley 48. y su corre- 
lativo el artículo 6* de la ley 4055, por haberse discutido la inte- 
ligencia de una cláusula constitucional, y ser la decisión dictada 
por el tribunal superior, contraria al derecho amparado de !a 
mencionada cláusula, 

■ 

En cuanto al fondo del recurso, pido la confirmación del 
fallo apelado. La jurisprudencia reiterada de V. E. ha interpre- 
tado ta disposición del articulo 16 de la Constitución, que esta- 
blece que la igualdad es la base de los impuestos y de las cargas 
públicas, — en el sentido de que ella prohibe crear excepciones 
a favor de determinadas personas o cosas, y que las contribucio- 
nes públicas deben recaer sobre todos los habitantes de la Re- 
pública sin atender a las prerrogativas de clase o de lugar. Sa- 
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tísfecha esta condición, la facultad acordada al congreso j»ara 
sancionar impuestos es amplia, y puede ejercerse en la forma y 
sobre la materia que puede ser su objeto. 

En el caso de autos, la alegación de inconstitucionalidad 
que aduce et recurrente, está destituida de todo fundamento, en 
atención a que ta ley de pavimentación para la capital, y las or- 
denanzas y reglamentos municipales que como consecuencia de 
aquélla se han dictado, imponen obligaciones de que serán pa- 
sibles todos los habitantes del municipio que se encuentren su- 
jetos a sus prescripciones, y no resulta ni se ha sostenido que 
alguno de ellos este exonerado de cumplir !o que -está dispuesto 
en ellos. 

Por estas consideraciones, pido la confirmación de la sen- 
tencia apelada, en la parte que ha podido ser materia del recur- 
so extraordinario. 

Julio Botct, 



FALLO 1>K LA Sll'RKMA CORTE 

Bueno* Aiíes. Septiembtc II de 1913. 

Vistos y considerando: 

Que en la memoria de fojas 101 presentada ante esta Corte, 
alégase en primer término que en el sub jitdice *c encuentra 
afectado el principio de la inviolabilidad de la defensa, por ha- 
berse privado al recurrente de una prueba de suma importancia 
para su descargo. 

Que. según puede inferirse de los antecedentes de autos, la 
prueba aludida es la de inspección ocular; y a este respecto ob- 
serva la cámara de apelaciones en lo criminal y correccional que 
aquélla, por su índole, queda librada al criterio del juez de la 
causa y que la parte de Correa consintió expresamente en su 
omisión ai permitir que los autos se pusieran en estado de sen- 
tencia (fojas 88 vuelta y siguientes). 
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Que estas conclusiones de derecho procesal son ajenas a! 
recurso extraordinario que acuerda el articulo 22 del código de 
procedimientos en lo crimina! ; a lo que es de agregarse que no 
aparece que se haya invocado durante el juicio el artículo 18 di. 
la constitución nacional, como lo requiere el citado artículo 22. 

Que esto último es también aplicable a la aseveración i ín- 
jas 101 vue!ta) de que se ha sacado al apelante de sus jueces na 
tu rales. 

Que. por otra parte, la Corte Suprema no está llamada a 
decidir si el caso era de la competencia de los jueces correccio- 
nales o de! crimen dentro de la capital (artículo 44, código de 
procedimientos citado). 

Que el articulo 19 de la Constitución Nacional no acuerda 
título, derecho, privilegio, o exención especiales, pues se limita 
a prescribir que ningún habitante de la Nación Argentina será 
obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que 
ella no prohibe, y es manifiesto que toda cuestión acerca de la 
existencia y alcance de esa ley debe ser resuelta por los tribuna- 
les que conozcan legítimamente del pleito o proceso, sin recurso 
ulterior para ante esta Corte, fuera de los casos extraordinarios 
previstos en el artículo 14 de la ley 48, 3 o y de la ley 4055. 
y articulo 22 del código de procedimientos en lo criminal* por* 
que de lo contrario, la jurisdicción federal sería mucho más am- 
plia que la establecida por los artículos 67, inciso 11 ; 100 y 101 
de la misma constitución. {Fallos, tomo ice, pág. 17; tomo 108, 
pág. 3^ y otros). 

Que la sentencia de fojas 88 se ajusta al citado artículo 19. 
o no importa un acto arbitrario desde que, interpretando y apli- 
cando el inciso 3." del articulo 46 ley orgánica de la municipali- 
dad y la ordenanza qne sirve de base a la querella, ha decidido 
que el querellado debt abonar la multa que establece el articulo 
202 del reglamento general de construcciones. 

Que la sentencia mencionada no está tampoco en pugna con 
el articulo 16 de la constitución nacional, en la parte que esta- 
blece que la igualdad es la base de impuesto y de las cargas pú- 
blicas, pues, como lo sostiene el señor procurador general en su 
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dictamen precedente, no resulta que la exigida de construc- 
ción de veredas carezca de carácter general, o íjue, en condicio- 
nes análogas, se haya requerido al apelante un desembolso ma- 
yor que a otros habitantes del municipio. (Fallos, tomo ioi, pá 
gina 425, y otros. 

ue en lo que hace a las garantías a la propiedad, ni se ha 
invocado especialmente la Cláusula constitucional que a juicio de 
la parte amparara sus derechos en el caso í fallos, tomo 112, pá- 
gina 70). ni cabe estimar como contrarios a! artículo 17 de ¡a ley 
fundamental, medidas administrativas que, como la pavimenta 
ción y veredas, son de beneficio común y están naturalmente 
encuadrarlas dentro de! régimen municipal, al que la propia ley 
atribuye tanta importancia ( artículo 5. , constitución citada; fa- 
llos, tomo 102, página 370, ). 

Por ello, se confirma la sentencia de fojas 88 en la parte 
que ha podido ser materia del recurso. — Notifiquen con el ori- 
ginal y devuélvanse, debiendo los sellos reponerse ante el in- 
ferior- 

♦ 

A. Ukkmkjo, — Nicanor G. DEL 
Solar. — M, l\ Dakact. — 
D. E. Palacio. 



aclaratoria 

Buenos Aires, Septiembre 18 da 1913 

I fágase saber que tas costas del recurso extraordinario para 
ante esta Corte, deben ser satisfechas en el orden causado, aten- 
ta la naturaleza de aquél y la de las cuestiones debatida-, no tra* 
tú iu lose de un caso de los previstos en ti articulo 274, del código 
de procedimientos de !a capital. 

A. [ÍURMKio- — Nicanor G. del 
Solar. — M, P. Dak.^t. — 
D. E, Palacio. 



DE JUSTICIA DE LA NACION 



2)3 



CAl'SA CC Vil 



Gúulttcr h'cli.v, contra Aduana de !a Capital. Sohty mt'oitjttitu- 
r. totalidad. Recurso de lu cho 

Sumario i Procede c! recurso extraordinario autorizado por el 
articulo 14. inciso 3. de la ley número 48. para ante esta 
Corte Suprema, cuando se han puesto en cuestión las dispo- 
siciones de las ordenanzas de aduana invocadas como fun- 
damento del derecho ejercitado. 

2. Lo dispuesto en el articulo 4." de la ley 7055 se re- 
fiere a los recursos concedidos contra las sentencias pro- 
nunciadas en causas criminales, artículo 3* de la ley nú- 
mero 4055 y no al extraordinario. 

3 ° Xo puede admitirse la rcctificacíóu en un manifies- 
to, por un despachante de aduana, cuando el que primera- 
mente se presentó y que contenía falsedades en la enuncia- 
ción de la mercadería, ha sido puesto en conocimiento de la 
a d ruin i stración res pecti va. 



RESOLUCIÓN DÉ LA ADUANA DR LA CAPITAL 

Bueno» Air», Octubre 12 dt 1909. 

Vistos : 

Que está suficientemente comprobado la falsa manifesta- 
ción en que ha incurrido el interesado; que lo alegado por e! de- 
nunciado es en un todo improcedente, por cuanto no modifica 
en lo más mínimo el hecho delictuoso; que e! autor del parte 
está autorizado por la ley, la administración y el decreto 1 1 de 
Septiembre de! año ppdo. para formular denuncias que perjudi- 
quen a la renta, como ha sucedido con el caso presente; y de 
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acuerdo con los articulo* i j8, 930. 1025 y 10 jó de las ordena-i- 
zas de aduana ; 

Se resuelve: 

Declarar caído, en comiso los treinta relojes a beneficio de! 
autor de! parte, previo pago de los derechos; y ordenar se testen 
las palabras "airadus" y 'desobedientes" por ser irrespetuosas. 

Xotiftqucse y repónganse los sellos. 

J. C. Rodrigues. 



VISTA DEL -K.ENTE FISCAL ' 
■ tffc * 

- i '* * 

Señor Juez: 

Toda la argumentación del apelante en su escrito de expre- 
sión dé agravios de Í3; se basa en que el empleado de adua- 
na señor Méndez Chavarria. míe denunció y verificó el conte- 
nido del cajón declarado por Güntber como muestras sin valor, 
no tenia funciones de Vista do Aduana, por lo cual él podia rec- 
tificar su manifestación 

Admitiendo sólo por vía de discusión, que ese empleado no 
hubiese podido verificar por sí mismo el contenido, como jefe 
de la oficina de encomiendas postales, no creo pueda discutirse 
sus facultades para denunciar un hecho delictuoso que despa- 
chado en confianza pudo perjudicar la renta fiscal. 

Entonces, no es el caso de traer a colación las disposiciones 
sobre enmiendas de manifiestos que. además de no ser de apli- 
cación ni encuadrar en el caso presente, quedan de hecho exclui- 
das por las que se mencionan en seguida : Está fuera de discu- 
sión, probado y reconocido por el mismo Günther que él hizo la 
manifestación del bulto de que se trata, declarando que eran 
"muestras sin valor", eí cual resultó tener un verdadero conte- 
nido de relojes de oro que se detallan a f>. t. 

Es t pues, un caso sencillo de falsa manifestación regido por 



DE JUSTICIA DI LA NACION 



295 



los artículos 128, 930, 1025 y 1026 de las ordenanzas de aduana, 
en el cual no puede en manera alguna admitirse la pretendida fa- 
cultad del apelante para rectificar aquella manifestación, por- 
que suponiendo, como he dicho, que la intervención del emplea- 
do Méndez Chavarria no fuese eficaz legalmente como Vista de 
Aduana, siempre lo sería como denunciante. 

Y esa denuncia ya estaba formulada cuando el recurrente 
presentó la solicitud de rectificación a fojas 3. como puede verse 
comparando la fecha y hora de presentación de ésta. Xo es ne- 
cesario extenderse en mayores consideraciones para demostrar 
que no es posible aceptar 3a doctrina del apelante de que una vez 
descubiertos y denunciados los fraudes y falsas manifestaciones 
podían los autores de ellos rectificarlos, pues ello importaría 
hacer ilusorias e inútiles las disposiciones penales que rigen la 
materia. 

Por estas breves consideraciones y las contenidas en el in- 
forme de fs. 5 vuelta, y resolución administrativa de fs. 7 vuel- 
ta, delie V. S. confirmar esta última, con costas. 

/. C. Irigoyen. 



SKXT KXCIA DEL Jt'KZ PKDipt, 

Buenos Aire». Noviembre 9 de IBIo 

Y vistos: 

Por las consideraciones aducidas por el señor procurador 
fiscaJ en su vista de fs. 26 y por los fundamentos de la resolu- 
ción recurrida de fs. 7, se confirma ésta» con costas. 

Hágase saber, repóngase el papel y en oportunidad devuél- 
vase este expediente a la aduana. 



florado R. Larrcta. 



2M 



FALLOS DE LA CURTE SUPREMA 



SENTENCIA. DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES DE LA CAPITAL 

Bueno* Air», Mayo 72 de 101 1 

Y vistos y considerando: 

Que el jefe de la oficina de encomiendas postales está fa* 
cuitado para controlar los despachos sin previa autorización en 
cada caso t como resulta de la siguiente comunicación que te fué 
dtrijida por el administrador de la Aduana y que dice: Comuni- 
co a usted, que por resolución de la superioridad está usted au- 
torizado para verificar los despachos que se efectúan por esa 
oficina, como medida de mejor control y para asegurar el co- 
rrecto funcionamiento de esa oficina. — Saluda a usted. — Ale- 
jandra Cairo. < Fojas 6 vuelta). 

Luego, el jefe de la oficina de encomiendas postales ha po- 
dido practicar la verificación de la encomienda postal de que se 
trata, sin estar obligado a observar las formalidades establecí* 
das para el caso en que se trate de mercaderías depositadas en 
!a aduana- 

Por esto, y fundamentos de la sentencia apelada de fs. 47, 
se confirma, con costas. — Xotifíquese y devuélvase. 

Agustín ürdinarra'm. — Angel D. Rojas. 
— Angel Perrcira Corles* — Juan . í. 
Garda. 



FALLO DE LA CORTE SUTOEMA 

Bueno» Aire*. Septiembre 13 de 1M1 

Auto?, y vistos: el recurso de hecho por apelación denegado 
deducido por don Félix Gunther contra sentencia de la cámara 
federal de apelaciones de la capital, en la causa sobre introduc- 
ción de mercaderías como encomienda postal. 
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Y considerando: 

Que según consta de autos, han sido materia de cuestión en 
la presente causa las disposiciones de las ordenanzas de aduana 
invocadas por el recurrente como fundamento del derecho que ha 
ejercitado, las que se sostiene haber sido desconocidas en la sen- 
tencia apelada. 

Que en tal virtud, y con arreglo a lo dispuesto por el artículo 
14, inciso 3. de la ley número 48. y lo reiteradamente resuelto, 
procede eJ recurso extraordinario interpuesto para ante esta 
corte 

Que lo establecido en el artículo 4 de la ley número 7055. 
no es de aplicación, por cuanto se refiere a los recursos concedi- 
dos contra las sentencias pronunciadas en causas criminales, ar- 
tículo 3.* ley 4055, y no al extraordinario de que se trata en el 
caso snb judicc. 

Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador genera!, se declara mal denegado dicho recurso. 

Y considerando en cuanto al fondo, por ser innecesario ma- 
yor substanciación después de la amplitud con que se ha discutido 
el punto. 

Que como se hace constar en la sentencia apelada por su 
referencia a la de! inferior y vista fiscal de fs, 26, el recurrente 
solicitó el despacho de una encomienda bajo el número 107. 118, 
manifestando contener "muestras sin valor", y de la verificación 
practicada resultó que dicha encomienda contenía en ve* de 
muestras sin valor, seis relojes de oro con piedras, para señora 
y veinticinco de oro también, para hombre, lo que fué denunciado 
en él parte del jefe de la oficina de encomiendas postales, y 
determinó el sumario que se mandó instruir con tal motivo. 

Que el artículo 934 de las ordenanzas de aduana que auto- 
riza a tos despachantes para hacer rectificaciones en los mani- 
fiestos antes de que haya habido algún principio de verificación. 
110 ! S . a P !icable cn Ias condiciones del presente caso, desde que 
al dirigirse la nota de fojas 3 al administrador y no al vista, ya 
la administración tenía conocimiento de la falsedad de las enmv 
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daciones de la solicitud del despacho; siendo de observarse, pur 
otra parte, que la intervención do los vistas no es estrictamente 
requerida tn las verificaciones de los manifiestos, como lo com- 
prueba el artículo 931 de las mismas ordenanzas. 

Por ello, y sus fundamentos, se confirma la sentencia apela- 
da de fs. 55 en la parte que ha sido materia del recurso. Notifi- 
ques* con el original y archívese reponiéndose las fojas; debien- 
do devolverse los autos principales, con testimonio de esta reso- 
lución. 

A. Ükrmkjo — Nicanor G. 
ih:l Solar — M. R D \- 
r.\ct, — D. E. Palacio. 



CAUSA ccvnr 



Ferrando don Angel H. contra doña María B. M. de Vrrerepón t 
sobre servidumbre de tránsito 

Sumario : No procede el recurso extraordinario para ante ta 
Corte Suprema cuando no se ha hecho cuestión de algún 
derecho, privilegio ó exención amparado en alguna cláusula 
de la Constitución, lev especial de! Congreso, trtado o comi* 
sión ejercida en nombre de la Autoridad Nacional, f Artícu- 
los 14 y 15 de la ley 48, y ó." de la número 4055). 

Casa : Lo explican !as siguientes piezas : 
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U Pltt», Scptitmbr* 4% (Olí 

Y vistos: 

Lo resuelto por la Suprema Corte en su fallo de fs. 220, 
y reasumiendo en consecuencia esta cámara la jurisdicción apela- 
da para pronunciarse ¿obre el fondo ele esta demanda: 

Y considerando : 

1. a E: señor Angel R. Ferrando en su carácter de propietario 
de dos predios rústicos situados situados sobre la margen dere- 
cha del rio l*ay*Carabi que sirve para la comunicación por agua, 
demanda a doña Juana B. M. de Urrerepóu, propietaria a su 
vez de otro predio interpuesto entre aquellos, la servidumbre de 
tránsito libre que está obligada a sufrir y pide se le condene a 
dejar un camino público de quince metros sobre Ja ribera, de 
acuerdo con el articulo 2639 del código civil. 

Desde luego, es evidente que dicho articulo impone a los pro 
pietarios limítrofes con Jos ríos o con canales que sirven a la 
comunicación por agua, la obligación de dejar una calle o camino 
público de treinta y cinco metros hasta la orilla del rio o del ca- 
nal, sin ninguna indemnización, y es también un hecho probado 
en autos que tanto el actor como la demandada son propietarios 
ribereños sobre el arroyo o rio Pay^Carabi ; que sirve de via de 
comunicación. Pero de estas circunstancias no se deduce, necesa- 
riamente, que el artículo mencionado cree, por sí, una relación 
de derecho entre los propietarios ribereños, por el solo hecho de 
serlo, ni mucho menos que uno esté obligado respecto de otro a 
sufrir menoscabo en su propiedad o restricción de su dominio 
para comodidad de un vecino. Debe averiguarse, pues, cuál es la 
naturaleza de la obligación impuesta por la ley a los propietarios 
ribereños, para saber. luego, si el señor Ferrando tiene acción 
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directa contra la demandada, e:i el sentido y por los medios íjüe 
se ha establecido la presente. 

2." Kl actor ha cometida grave error «le derecho, al suponer que 
la ley establece, i*>r el art. 2639. una servidumbre, que él califica 
de transito libre, porque aparte de que las servidumbres ¿alo se 
crean por nuestro código civil por contrato, actos de última vo- 
luntad o destino del padre de familia, es evidente que ellas están 
excluidas expresamente por el codificador del título VI, como 
puede verse por !a unta al articulo 2íín, donde se dice que, ¡as 
restricciones al dominio allí comprendidas, no suponen una here- 
dad dominante ni una heredad sirviente, como fuera necesario 
para hacer electivo e! derecho de Ferrando, en la forma que lo 
reclama. Es cierto que este pide el tránsito libre, pero es también 
cierto que no puede atribuirse la representación pública o de to- 
dos, y que este juicio debe resolverse, exclusivamente, con rela- 
ción al derecho de Ferrando, versus la Urrerepón, en su respec- 
tivo carácter de propietario de dos heredades. 

No hay, en consecuencia, tal servidumbre legal porque no pue- 
de haberla dentro del sistema del código. 

3. Esta cámara ha establecido claramente en el fallo pronun- 
ciado en un caso análogo (Ferrando v Sansouletl, el verdadero 
alcance y fundamento de la disposición que se interpreta : *'Xo 
" basta, ha dicho este tribuna!, que el articulo 2Ó39 se eneicntrt 
entre las disposiciones de derecho común para que se admita, 
como que establece, desde luego, tina relación de derecho entre 
'* los particulares, y que, por tanto, surja de dicho articulo, des- 
de el momento de su vigencia, una acción civil que los particu- 
'* lares puedan deducir ante Jos tribunales: es necesario igual- 
mente, examinarlo en su fundamento y en su alcance para ver 
si es asi. 

Es indudable que el articulo obliga a los ribereños a dejar 
para camino público, sobre los ríos, la zona de treinta y cinco 
metros, sin ninguna indemnización. ¿Pero esta obligación es 
correlativa a un derecho de tos particulares? o en otros términos 
surge de esa obligación el derecho de los particulares a exigir su 
cumplimiento por la via indicia!?... Desde luego todas la; re-- 
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fricciones a! dominio privado están fundadas en el ínteres partí* 
tillar y recíproco de las heredades contiguas, como que son oca- 
sionados a conflictos o a choques estos intereses particulares, por 
la razón de ia contigüidad de las heredades, y es para prevenir 
estos conflictos que el código ha impuesto aquellas restricciones/' 

. . . "Pero el artículo 2639 reconoce por fundamento el in- 
terés particular y reciproco de los ribereños? El artículo no to 
dice y desde que manda que ios ribereños dejen para camino pú- 
dico una parte de sus tierras, basta el concepto que se tiene de lo 
que es camino público, para demostrar que no es el interés parti- 
cular el fundamento del artículo, sino el interés publico, el hie- 
res común de todos, inclusive los ribereños." 

"Entonces la restricción que él impone está fundada en el 
interés de! común, o más propiamente, en el interés del estado 
general o particular." 

"|A quién pertenecen los ríos? Ellos son bienes públicos del 
estado genera! o de los estados particulares. 

"Bien. pues, se tiene entonces que los propietarios ribere- 
ños tienen sus propiedades lindando o contiguas a esos bienes 
públicos de los estados, y bajo este aspecto es indudable que el 
articulo crea una relación de derecho entre los ribereños y esas 
personas jurídicas. Por eso es que el gobierno del estado general 
o particular puede reclamar y ejecutar la coligación que impone 
el artículo, porque de esa obligación surge el derecho correlativo 
del estado para el establecimiento del camino público, es decir 
para el servicio de todos, 

4* D¿ modo que es necesario que la autoridad administrativa 
del estado, como representante del interés general, haya hecho 
efectivo eí camino público practicando su construcción, para que 
los particulares tengan acción para reclamar contra quien impida 
stt uso, pues de -otro modo, e interpretando a la letra el artículo 
2639, cualquiera del pueblo tendrá acción judicial contra todos 
los propietarios ribereños en todos los ríos que sirven para la 
comunicación por agua, para obligarlos a dejar el camino público 
de treinta y cinco metros, para pasear libremente, aun cuando 
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él no tuviere heredad alguna, ya que esto no es una condición 
indispensable para usar del camino público. 

El actor no ha probado que el camino público cuyo uso libre 
reclama esté construido por et estado, y por el contrario, obra en 
autos los testimonios de f s. 77 y 8¿ ( que demuestran dos cosas : 
1 que el camino que pretende el señor Ferrando, no existe, y 2," 
que el mismo Ferrando ha acudido a la jurisdicción administra- 
tiva para gestionar sus derechos. 

5. * A mayor abundanñeiito. el ihímiio código dá intervención a 
la autoridad administrativa en la fijación y reglamentación de 
estos caminos, en determinados casos, circunstancia que de- 
muestra !a mente del legislador al dictar e! articulo 2639: estable 
cer alli el principio, en tanto, la autoridad correspondiente, le 
da vida, con una reglamentación adecuada que no destruya su 
espíritu y más aun, con una ejecución eficaz y adaptable e:i cada 
caso especial. 

Por eso el articulo 2640. acuerda a ia municipalidad respec- 
tiva la facultad de modificar el ancho <lc la calle o camino públi- 
co, cuando éste atraviesa una ciudad o población, facultad que 
supone la obligación de construir aquel camino o calle. 

Ahora bien, cuando éstos no atraviesan ciudades ni pobla- 
ciones, será el gobierno del estado general o particular a quien 
corresponda el establecimiento fie aquellos caminos, haciendo así 
efectiva la obligación que impone el artículo 2639, en beneficio 
de todos y no solamente de los propietarios ribereños. 

6. " Hay otra circunstancia que demuestra que la disposición del 
articulo 2639 establece una restricción en mira del interés públi- 
co. En efecto, por ella se impone al propietario una verdadera 
expropiación, porque si bien el ribereño puede conservar la nuda 
propiedad en los treinta y cinco metros de camino público, es 
evidente que es despojado de su uso exclusivo, y asi, privado de 
uno de los caracteres más salientes del dominio; la exclusividad. 

¿Cómo pues, pensar que es un menoscabo tan grande, se 
imponga tan solo |>or el interés privado? Si así fuera, el articulo 
2639 de! código civil seria inconstitucional por c*tar en abierta 
pugna con el articulo 17 de la constitución nacional, en cuanto 
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establece la inviolabilidad de ta propiedad, y la expropiación por 
causa de utilidad pública, 

I* lo expuesto se deduce, que Ferrando carece de acción ju- 
dicial contra la demandada en contienda civil, supone un derecho 
privado vulnerado y en ei caso sub judiec no existe en la forma 
que se pretende. 

Por estos fundamentos, y todos los concordantes del citado 
fallo de esta cámara en asuntos de idéntica naturaleza, se con- 
firma la sentencia apelada que no hace lugar a la demanda, sin 
costas en atención a la naturaleza de la cuestión debatida. 

revuélvase y repóngase. — Leónidas Zavalla. — A. Cuido 
Lavalic. — En disidencia: Isaac Godo y. 



FALLO 'M- LA SL'l'kKMA CORTE 

Bueno* Airee. Septiembre 16 de 1915. 

Vistos y considerando: 

Que la demanda de fs. 8 se fundó en los artículos 2039 y 
2640 del código civil y tuvo por objeto principal que se conde- 
nara a doña Juana B- de L'rrérepón a dejar un camino público 
de 15 metros, contados desde e! borde de la ribera, en toda la 
extensión del frente de su propiedad, ubicada en la margen de- 
recha del río Pay Carabí, territorio del Delta del Paraná. 

Que si bien en el escrito de fojas 156 la parte de Ferrando 
hizo mérito de los artículos 11, \z % 26, 28. 67, incisos 9. y 12; 
y 108 de la Constitución Xaetoiiai. ello fué, prescindiendo de la 
oportunidad en que dichos artículos se invocaron, para demos- 
trar las diferencias entre nuestra constitución y Ja de Estados 
Unidos en lo relativo a los ríos y su navegación. 

Que la sentencia recurrida (fojas 267) ha rechazado la ac- 
ción porque el camino que pretende el actor no ha sido aúk 
construido o mandado construir por el poder administrativo v 
por entender que el articulo 2639, código civil no crea i-lacione« 
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de derecho entre el actor y la demandada, pues sólo las estable- 
ce entre la última y el estado, o sea fundándose en razones de 
carácter general e independientes de la ubicación del Pay Cara- 
t*t. y :le las facilidades que éste ofrezca para la comunicación 
por agua- 

Que tales conclusiones de hecho y de derecho común están 
fuera de lo que constituye la materia propia de esta instancia 
extraordinaria, desde que ellas no desconocen derecho* privile- 
gio o exención que se hubiera amparado por el demandante ei< 
cláusulas de la Constitución, ley especial del Congreso, tratado 
o comisión ejercida en nombre de ta Autoridad Xacional (ar- 
tículos 14 y 15, ley número 48; articulo 6. n , ley 4055; fallos, to- 
mo 100, pág. 261, y otros). 

Por ello, se declara no haber lugar al recurso. — Xotifi- 
qnese con el original y devuélvase, debiendo reponerse el papel 
ante el inferior. 

A. Bermejo. — Xjcanor G. del 
Solar. — M. P, Daract. — 
D. E. Palacio. 



CAUSA CCX 

Strantandinoli c hijo contra el t/obieruo de lo provincia de /"/»>', 

sobre cobro de pesos 

Sumario : 1." L*n contrato sobre construcción de obras firmado 
por un ministro de! poder ejecutivo de una provincia es vá- 
lido si aquel ha sirio aprobado previamente por éste y ratifi- 
cado posteriormente |x>r actos sucesivos, como ser nombra 
miento de un inspector, pago de algunos certificados |k>r 
trabajos realizados y otros. 



a * La adjudicación de una obra por el poder ejecutivo de 
una provincia será válida, aun cuando hubiere ultrapasado 
los límites acordados por la legislatura local, siempre que 
ésta con posterioridad haya sancionado partidas en d presu- 
puesto con destino al pago de trabajos efectuados teniendo 
en su poder y a la vista todos loe antecedentes respectivos. 

3.* No obedeciendo d retardo del pago de una obra con 
tratada por una provincia a redamos infundados de los con- 
tratistas, se deben a éstos los intereses de las sumas adeuda- 
das, de acuerdo con d artículo 64 de la ley nacional de obras 
públicas numero 775. 

Coso: Lo explica el siguiente: 
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■' ■ . • •) 

BMMt Alptt, Stpttt mbn ll i* HM3. 

Y vistos : 

La sociedad de constructores Stramamiinoli e hijo, se pre- 
sentó demandando a la provincia de Jujny, por cobro de la suma 
de ciento diez y ocho mil quinientos veintisiete pesos cúñ sesenta 
y Tiiete centavos, moneda de curso legal (? 1 18.527.67), intereses, 
depósito de garantía, multas y descuentos estipulados, en mérito 
de los hechos y fundamentos que se expresan a continuación: 

En Agosto veintinueve de mil novecientos siete, la legisla- 
tura de Jujuy sancionó una ley, la 144, promulgada el treinta y 
uno del mismo, autorizando a! poder ejecutivo para contratar la 
edificación de la casa de gobierno. 

Llamada a licitación pública la construcción de dicha obra 
í*>r decreto gubernativo de Enero dieciséis de mil novecientos 
ocho, se presentaron, entre otros, los demandantes, y examinadas 
las varias propuestas por los ingenieros I turbe y Correa, aseso- 
res de gobierno en este asunto, se les adjudicó a aquéllos por de- 
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creto de Junio nueve de mil novecientos odio, firmándose el con- 
trato respectivo, el doce de! mismo, 

_Qm en e! articulo 2$ de dicho contrato, se establece que e! 
gobierno está obligado a alonar a los constructores, al contad,., 
los trabajos hechos antes del quince de cada mes. medíante cer- 
tificados del valor de las obras ejecutadas en el mes anterior. 

One esta cláusula se cumplió ron regularidad hasta el me* 
de Abril de mil novecientos diez, época en que e! gobierno de 
J tijuy resolvió subtender et pago de su deuda, no obstante haber 
presentado los correspondientes certificados con el yíMo bueno 
del ingeniero ín-pector señor Correa, funcionario oficial que. 
por e ; contrato, debía visarlos, sin conseguir que se expidieran 
las órdenes de pago, 

Une esto no obstante, y a mérito de instrucciones regi- 
das del señor gobernador, las obras se prosiguieron hasta el cin- 
co de Julio de mil novecientos diez, fecha en que fueron susjkii- 
tüdas por decreto, según consta en el expediente respectivo, ejer- 
citando e' derecho que le acuerdan los artículos ¿o v ¡$1 del refe- 
rido aun rato, lo que fué comunicado en el día a !o> demandantes, 
que !o acataron sin ningún género de observaciones. 

One. pr. elucida la stispeasión de la obra, insistieron t>or es- 
crito en el cobro de !a fuerte -urna míe les adeudaba la provincia, 
presentado ante el gobierno, con fecha veintiséis de Agosto de 
mi: novecientos diez, el reclamo une en copia auténtica se acom- 
unara o]>ortmimnente. diligencia que fracasó; por lo cual y ago- 
tados todo-» los recurstis conciliatorios, resolvieron recurrir a los 
ri medio* judiciales, único camino míe les quedaba. 

Otie la suma reclamada -e de-compone en la forma y deta- 
lle que se indica en ¡a demanda, a !a que delw agregarse los inte- 
reses estipulados en el articulo 33 del contrato, y de acuerdo con 
el articulo 04 de la ley nacional de obras públicas; las multas es- 
peciales estipuladas en el mismo, en cuanto se refiere al depósito 
de garantía, y los descuentos convenidos en los artículos ji y *2„ 

<Jue no hay en este ea*> {lereehos en dimensión, pues la pro- 
vincia de Jujuy debe a los señores Stramandinoli la suma de pe- 
sos 1 1^.5,7.0;, segi'm resu'ta de documentos, y según lo tiene ex- 
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presamente reconocido en «.tros que exhibirán oportunamente, 
reduciéndose su defensa a no payar, no optante ías facilidades 
de tuda dase ffiie se le han ofrecido. 

Oue la existencia .leí contrato bilateral, así como .su cumpli- 
miento [H >r parte de In- demandantes, c^tá plenamente compro- 
bada en los documentos y te-timonios oficíales de las respectivas 
leyes y decretos, constituyendo |x>r lo demás un hecho de toda 
notoriedad. 

Acreditada la competencia del tribuna] y corrido traslado de 
¡a demanda, la parte de la provincia expuso: 

<Jue no resiste al pago de las obras realizadas por los seño- 
ra Stramandinoli, que desea abonarlas de inmediato, dentro de 
límites correctos y no estimándolos en sumas ilegales- 

(Jue en el mismo instante en que quede determinada la ex- 
tetisiei e imiK>rtancia reales del trabajo hecho, lo abonará sin 
demoras, plazos ni litigios; y que es lásfcún* que los actores, a 
quienes se hizo llegar estos projx'isitos de justicia y de buen go- 
bierno, hayan preferirlo el debate judicial tusado ni certificados 
ron/usos, en lugar de aceptar un peritaje amplio y sincero que 
fijara con nitidez el mentó de su crédito. 

(Jue dentro de estos y otros propósitos, de buen g. .bienio 
que se enuncian, se concreta en el caso a desconocer como obli- 
gatorias las cuentas que presentan la demanda, hasta que sean 
comprobados j>or la medición de los trabajos efectuados, de 
acuerdo con la ley (jue autorizó la obra y aún del mismo contrato 
celebrado con la empresa constructora. 

<>e la ley 144 sancionada ]K>r la legislatura de la provincia 
de Jujuy, el veintinueve de Agosto de mil novecientos siete y rio 
diíieada después por la número [49 de veintisiete de Mavo de 
mil novecientos ocho, autorizó al poder ejecutivo para contratar 
la edificación de la casa de gobierno pm la cantidad máxima de 
trescientos sesenta mil pesos, determinada en su articulo 3 - 

t la obra, y todas las propuestas 
la suma señalada ñor la lev, no obstante 
lo cual, *e hizo !a adjudicación a lo* 
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cientos ochenta y siete mi: novecientos sesenta y odio pesos tres 
centavos, que ellos indicaban. 

Que dicha adjudicación era, por lo tanto, ilegal en cuanto 
salvaba los limites de la facultad acordada jior la legislatura, 

Que fué también ilegal el contrato de Junio siete de mil no- 
vecientos t>cho, celebrado entre el señor ministro general de go- 
bierno y la empresa constructora, puesto que en esc acto dicho 
funcionario carecía de la ¿¿presentación del jxxlcr ejecutivo en 
la extensión bastante para obligar a la provincia. 

Que deben también reputarse ilegales las ampliaciones a! 
plan primitivo de la obra, autorizadas por e! poder ejecutivo de 
la provincia, -fri conocimiento de la legislatura local, sin atribu- 
ciones para disponer de mayores sumas, sin licitación, no obs- 
tante los preceptos constitucionales de Jujuy. y sólo f»or sucesi- 
vos decretos, como los de Junio ocho y l >ctubre veintiuno de mil 
novecientos nueve, referente al decorado y sustitución de relto- 
ques etc. 

Que la contaduría de la provincia, a! presentar su i » forme 
con motivo del certificado parcial número 17. hizo presente que 
110 era posible alamar su importe ¡*>rque excedería la suma de 
trescientos sesenta mil pesos autorizados [>or la ley 144: v que, 
a|Ksar de c>to, el jnnler ejecutivo ordenó el pago de dicho eerii* 
fiendo. por decreto rio quince de Abril de mil novecientos diez. 

Que. cuando se presentó e! certificado número rH. había to- 
mado posesión de su cargo el actual gobernador ( Mayo de mil 
novecientos diez», quien, en vista de los antecedentes relatados 
y de !as justificadas censuras hechas a actos que importaban una 
desviación de lo dispuesto por la ley que autorizó la ennstmo ión 
de la casa de gobierno, manifestó a la legislatura en el mensaje 
leído al inaugurar 'as sesiones ordinaria-, en primero de Mayo 
de mil novecientos once, que ante-; que todo debía proceder se a 
regularizar, mediante una ley especial, la legalidad del pago de 
esa deuda en cuanto excedía de la suma autorizada a invertir en 
la realización de la obra, y a arbitrar después los recursos ucee* 
naríps para -a' dar el exceso que resulte y proseguir las obras has- 
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ta su terminación y habilitación del palacio para que sirva a Ioí 
fines a que se lo destinara. 

Que el jxxler ejecutivo de la provincia, entendía entonce;», 
como entiende ahora, que. no obstante !a falta de cumplimiento 
de la ley número 144, aquélla no ¡mía el derecho de enriquecerse 
con lo ajeno y que, en consecuencia, debía pagar todas las obras 
realizadas; |«ro nada más que su valor, y de ahí que exija como 
acto previo a cualquier reconocimiento de deuda, la medición y 
estimación de ios ira lia jos realizados, porque sólo eüos pueden 
serle reclamados. 

Que el pago de certificados de obras, hecho por el goberna- 
dor anterior, nb importa para la provincia, Ja conformidad con 
sus constancias, pues dichos pagos han sido ilegaíes como el con 
trato y los decretos que les sirven de fundamento, y, en conse- 
cuencia, si pueden crear algún derecho a favor de la empresa 
constructora, nanea sería contra la provincia, a la cual sus man- 
datarios sólo obligan cuando actúan dentro de sus facultades. 

tjue el articulo 1," de la ley 1+4. artículos i * y 2." del pliego 
de condiciones decreto de fecha dieciséis de Enero de mil nove- 
cientos ocho llamando a licitación, propuesta de los señores Stra- 
mandinolt y articulo 1," del contrato, lo autorizan a reputar erró- 
neas las mediciones parciales verificadas al formularse los cer- 
tificados presentados hasta la susjwnsión de los trabajos, sospe- 
cha corroborada ])or el informe del ingeniero Cira mondo, que e! 
gobierno nombró en Septiembre de mi! novecientos diez para 
que lo asesorase en las dificultades pendientes, y (pie hizo notar 
la gran diferencia existente entre lo presupuestado y contratado 
y lo gastado, por !o que corresponde la medición de la obra antes 
de pagar tas sumas que pretende la demanda. 

Que la medición de todo el tralwjo es una imposición del 
contrato, en los artículos 13, J7 y 29, y a mayor abundamiento, 
el 4(1 de la !cy nacional de obras públicas que debe servir de (Mu- 
ta para !a resolución de todos los casos no previstos, según lo 
dispone e! articulo de aqué!. 

Que el poder ejecutivo aún dentro del criterio que le seña- 
lan las conclusiones precedentes, ha estado largo tiempo tü la 
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im|>osÍhH:dad de (lar, como deseaba, solución a las dificultades. 
I*e faltaba ei¿ primer término autorización legislativa para obli- 
gar al tesoro de la provincia, más allá del límite señalado por la 
le >' * 44- y le faltaban también medios pecuniarios j>ara bacer 
frente a ¡as erogaciones. 

Que ambas cosas gestionó constantemente, hasta (pie des- 
pués de algunas tramitaciones la legislatura sancionó la ley nú 
mero 191 de Octubre veinticuatro de mil novecientos once, au- 
torizando al poder ejecutivo para efectuar la liquidación de cuen- 
tas con los señores José Stramandinoü c hijo, por construcción 
del palacio tic gobierno, pudiendo a este efecto celebrar arreglos 
directamente, transar o comprometer en arbitros arbitradores. 
Se le autorizó también a pagar los saldos que resulten de esos 
arreglos, imputando el gasto a !a lev número 187 de fecha diez 
y ocho de Octubre del mismo año. 

Que e>te tribuna! determinará el monto de la deuda en pre- 
sencia de la prueba que se produzca y de los hechos cuya existen- 
cia se demuestre. 

Que. para mayor facilidad, niega todos ¡os enunciados en la 
demanda, en cuanto no resulten confesados en la contestación. 

Que no consigna desde luego el importe de ta deuda, porqué 
la suma no está Jiijuidada; pero lo hará inmediatamente que se li- 
quide, sin plazo ni espera», para lo cual cuenta en tesorería con 
ta cantidad necesaria, 

Oue los intereses y inultas ito proceden, como accesorios de 
la obligación principal, mientras e-üa no sea liquida y exigible. 

Oue. en consecuencia. dcl>c rechazarse !a acción en la íorma 
que ha sido instaurada, con especial condenación en costaSr 

Que, abierta la causa a prueba y producida !a que actores 
y demandada han creído convenir a su derecho, y presentados los 
alegatos sobre e! mérito de la misma, quedó la causa en estado 
de ser resuelta ; 

Y considerando: 
Que el victo de haber*.» firmado el contrato de construcción 
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de la casa de gobierno por solo el ministro general, después de 
aceptada por el poder ejecutivo la propuesta, quedó subsanado 
por repetidos actos de éste, en ejecución de aquél, tales como el 
decreto de fojas 62 del expediente administrativo, nombrando 
inspector de los trabajos al ingeniero don Gonzalo A. Correa, los 
de fojas 70 y 73, las órdenes de pago en diez y siete certificados, 
fojas 75 a 202 de! mismo, y muchos otros actos que importan 
confirmación del celebrado en esa forma, ya fuese por error o 
]xir ser ello de práctica administrativa, como se dice en la decla- 
ración de fojas 169, autos principales, prestada por don Danie! 
Obcjero, gobernador, bajo cuya administración fué concluido 
dicho contrato, 

2.° Que la ilegalidad de la adjudicación del trabajo en cuan- 
to sobraba los límites de la facultad acordada al poder ejecutivo 
en la ley 144, quedó asimismo subsanada, desde el momento en 
que la legislatura, con todos los antecedentes a la vista, poste- 
riormente al contrato y agotados los recursos que autorizó a gas- 
tar, sancionó partidas en el presupuesto general para el año mi: 
novecientos diez, no ían sólo con destino al pago de los excesos, 
hasta el treinta y uno dt Diciembre de mil novecientos nueve, si- 
no también para la prosecución de la obra (informes de fojas 85 
vuelta. 205 vuelta, autos principales, y 209, expediente adminis- 
trativo, y otros) : partida, esta última, que fué reproducida para 
el año mil novecientos once, en virtud del decreto de Enero diez 
del mismo, corriente a fojas 207, antos principales. 

3. Que a mayor abundamiento, es de tenerse en cuenta que 
la ley 187, autorizando la negociación del empréstito de un mi- 
llón de ¡>esos para diversos objetos, consigna entre ellos, como lo 
espresa la parte demandada a fojas 58 vuelta, el de abonar las 
sumas que se adeuden, y la ley 191, autorizando al poder ejecu- 
tivo a pagar a los constructores del palacio de gobierno, los sal- 
dos que resulten de la liquidación de cuentas pendientes, con 
imputación a la del empréstito (fojas 209), confirman una vez 
más la ampliación de la partida que votó la ley 144. 

4." Que los artículos 1 1, 12 y 14 del contrato y 10 del pliego 
de condiciones a que se refiere la citada ley 144, autorizan al po- 
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der ejecutivo para introducir modificaciones eii la obra y aún 
ejecutar trabajos no previstos en aquél, sin que la empresa pU- 
diese rehusarlos, so pena, en el primer caso* de incurrir en las 



responsabilidades previstas. 



5.° Que son de tal carácter, entre otros, los que se mencio- 
nan en los decretos de fecha ocho de Junio y veintiuno de í )c- 
tubre de mil novecientos nueve, fojas 70 y 73, expediente admi- 
nistrativo, sin que la naturaleza de la misma fuera susceptible 
de nuevas licitaciones. por referirse a detalles de un conjunto 
qne, con excepción de la autorizada por decreto de Agosto tres 
de mil novecientos diez, autos principales, fojas 254, estaban con- 
tratados previa licitación, pero de clase inferior, que se creyó 
deber cambiar para mayor duración y belleza del edificio, siendo 
asimismo de notarse que la cláusula final del pliego de especifi- 
caciones (flojas 19, expediente administrativo}, expresa los que 
debian ser materias de licitaciones especiales, entre los que no <c 
encuentran los antedichos. 

(\ a One en virtud de lo expuesto, las diferencias entre acto 
res y demandada, deben resolverse con arreglo al contrato de fu* 
ja 1, convenios suplementarios y disjiosiciones, en lo pertinente, 
de la ley nacional de obras públicas, según está consignado en 
el articulo 33 de dicho contrato. 

P* Que el trabajo debía abonarse mensualmentc, mediante 
certificados provisionaJes, exi»edidos j>or el inspector del gobier- 
no, con citación de la empresa; y tales certificados tendrían el 
carácter de documentos provisorios para |*agos a cuenta, sujetos 
a las rectificaciones que produzca !a medición y liquidación fi 
nales. ( Artículos 27 y ¿y). 

8." (Juc en esta forma se abonaron diecisiete certificados 
dándole asi en esta parte a! contrato su inteligencia, clara por 
lo demás. 

Que presentado eí certificado número 18 y tramitado, 
consta que no fuera abonado, como no lo fueron los sucesivos 
números 10, jo y Jt, |x>rque la provincia resolvió suspender el 
pago de su* deudas en \í>rr! de mi! novecientos diez, no obstante 
lo cual. ]a obra siguió con ítmyén fióse hasta el ñus de Jnüo de 
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dicho año. obedeciendo a instrucciones regidas del señor ¿ro- 
be mador, «cgún se expresa en la demanda. 

lo. Que por haberse excedido en la autorización de la lev 
144» y [>or insuficiencia de los recursos ordinarios y aún de los 
extraordinarios que se tuvieron en vista, el I'oder Ejecutivo, por 
decreto de feclta cinco de! mes y ano antedichos (fs, 218 expe- 
diente administrativo» ordenó suspenderla sin término y mandó 
notificar a los constructores y a! ingeniero inspector, a ios efec- 
tos determinados en los artículos 30 y 31 del contrato; es decir, 
para que este, (el inspector) advirtiese a aquéllos que no había 
tral»ajos que ejecutar, ni materiales que acopiar en adelante, y 
liara que procediese a !a liquidación de lo hecho. 

11. Que demandada la provincia por el pago de lo adeudado, 
desconoció, al contestar la demanda en 26 de febrero de mil 
novecientos doce, ja legalidad de t<*lo Jo obrado por el gobierno, 
y la verdad de los hechos afirmados por los actores, insistiendo 
en lo que dice les propuso administrativamente, sin míe haya de 
ello constancia, de someter la liquidación de todo a un peritaje 
amplio <pie fijase con verdad el monto de lo adeudado. 

12. Que establecida como ha quedado Ja legalidad de los 
actos producidos con motivo de la construcción de que se trata, 
y votados los fotutos necesarios en la ley i$j v demás autoriza- 
ciones de la nj[, si 110 bastaban los del presupuesto general, la 
pretensión del peritaje amplio o arbitraje era inace]rtaWe. por 'ser 
contraría a las estipulaciones claramente determinadas en el con- 
trato, pues que, según los artículos 24, 27, 28 y 31, era el gobier- 
no, jxir medio de su inspector o asesor quien debía practicar las 
mediciones parciales y las definitivas de la obra, determinando su 

qusto con arreglo a lo convenido, y con la conformidad de 1* 
empresa, caso este último previsto únicamente para ella en la se- 
cunda parte del articulo 2fc ya citado. 

r¿ Que debe además decirse que no se trataba de ninguno 
de los casos señalados en los artículos 14, 15, ió y 17 del contra- 
to, únicos de arbitraje previstos. 

M- Que a los fines del presente juicio carece de imi>ortancia 
■entrar a apreciar si los certificados que se cobran son o no 
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parciales o provisionales para pagos a cuenta, puesto que lo que 
se demanda es el saldo de lo adeudado, con arreglo a !a liquida- 
ción practicada por el inspector Correa y devolución del depósito 
de garantía con sus accesorios. 

15. Que a tal efecto, la pericia que solicitó ( fs. 247) la de- 
mandada y que esta Corte mandó practicar i>or intermedio de! 
ingeniero don Carlos E. Martínez ( f s. 260 , debe conceptuarle 
pertinente, desde (pie no aparece que se hubiera llevado a cal» en 
la oportunidad y en debi 'i forma la medición y liquidación ge- 
neral y definitiva prevista en el contrato, que debió ser hedía 
por el gobierno de la provincai, según queda antes expresado. 

16. Que verificado por dicho perito el trabajo, tomando co- 
mo base el certificado número 22, resumen de tolos los expedidos 
presentó el informe de fs. 323 a fs. 330, con las planillas y planos 
de fs. 263 á 320, consignando la medición y justiprecio de !a 
obra ejecutada con arreglo al contrato, y ampliaciones con tos 
precios de éste; y tral>ajos y precios no previstos en el primitivo, 
ejecutados por órdenes del ingeniero inspector y certificados jxvr 
el mismo. 

17. Que en dicho informe, no impugnado [>or !a demandada, 
se consignan las siguientes rectificaciones al contenido del refe- 
rido certificado número 22. 

(a) Supresión de la partida de quinientos i»esos del eertifi 
cado número 1. en concepto de devolución, porque no habiéndo- 
la presenciado, no puede estimarla : y además, por reputarla 
improcedente ateniéndose a los términos del contrato. 

(¡b) Rectificación de la partida \*>t terraplenan! iento de los 
recintos (certificado número 41 que no estaba prevista ni tenia 
precio convenido, nue fué certificada en 1. 990.84 cúbicos, asig- 
nándosele $ 1,60 ei . rtro, siendo así que sólo se trata de 1.440 
metros, con precio que se estima en 0.80. lo que arroja una dife- 
rencia de 2.04774 l>esos entre lo pagado y lo dictaminado. 

I f ) En las mismas condiciones de ta anterior, asigna la 
suma de 9 2,000 para pintura de minio del fierro empleado en ia 
ebra, relajando así la de $ 5.642.39 certificada. 

id) Las columnas de acero, certificadas al precio ele $ 1 20 
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cada una, las estima la pericia en $ 1 18.50, lo que proporciona 
una rebaja de $114. 

(<?) La partida certificada i>or el techo a la Mansard, ha 
sido disminuida en $ 362.18 por rectificaciones en la medida. 

(/) De !a correspondiente a esculturas se rebajan $ 450, en 
concepto de la mano de obra, ¡x>r las no colocadas en e! edificio. 

I$¡ (¿ue los demandantes impugnan las rectificaciones al 
certificado número 22, expresadas antes, por considerar que se 
trata de precios convenidos con el inspector, que no pueden ser 
alterados, y varias de los que han sido reconocidos v jugados por 
el gobierno- 

ty. íjut en cuanto a la primera, aun siendo verdad ío ex- 
puesto por los demandantes para mantenerla, debe decirse que 
ella ¡xj lria ser materia de reclamaciones de otro género al go- 
bierno de la provincia; |>ero no como emanada dd contrato, que 
la excluía expresamente (articulo 2,*, pliego de especificaciones, 
informe de fs. 78 vta. f expediente administrativo). 

20. (¿lie son también de aceptarse las demás rectificaciones 
tlol dictamen pericial, en la medida del terraplenamiento y techo 
a la Mansard. por los motivos indicados en el mismo. 



22. Que tanto el depósito de garantía, como los descuentos 
del cinco por ciento en los pagos a cuenta para reforzarío, consta 
en oi articulo 2 del contrato y certificado fs, ni y documentos 
de fs. 1 12 a fs. 123, ( Declaración de fs. 110 vuelta y otros). 

23. Que los intereses de lo adeudado, con exclusión de los 
del depósito de garantía y sus refuerzos, a que se refiere ci con- 
siderando anterior, deben abonarse con arreglo a lo dispuesto 
por el artículo 64. ley nacional de obras pública-, pues debe te 
nerse en cuenta que lo que !a empresa cobra es lo determinado 
por e! inspector del gobierno, que no fué administrativamente 
desconocido, y no le es imputable la diferencia resultante entre 
el dictamen pericial y lo certificado por dicho inspector, 1» 
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tratándose dd caso previsto en la segunda parte del citado ar- 
ticulo 64. 

24 — Que tí derecho a ¡os interese* surge además de dicho 
artículo, por cnanto el gobierno de Jujny retardó los pagos por 
más del tiempo autorizado, sin i|iie e! expresado retardo fuese 
motivado |>or redamos infundados de los contratistas. 

25. (JtK 1 en cuanto a las multas ijue se cobran por 110 devol- 
verse el depósito de garantía, delie dt^rse que no es tí caso del 
articulo 5 del contrato, por cuanto no estaba la obra concluida, 

Por lo expuesto, se resuelve que la provincia fie Jujuy debe 
abonar dentro de diez días, con sus intereses hasta eí día del pa- 
go, como queda dicho en el considerando 23. a ios señores ¡Stra- 
mandinoli e hijo, el saldo que les adeuda jnir la construcción de 
Ja casa de gobierno, y que se liquidará ¡xir peritos, tomando co- 
mo base la suma consignada cotim precio de !a obra por el inge- 
niero don Caros E. Martínez, y devolución del depósito de ga- 
rantía con sus ampliaciones, dejando a salvo las acciones que 
pretenden corrcsponderles por materiales acopiados y no compu- 
tados en el dictamen |>ericial, jo mismo que por tran<q»>rte* y 
cuidado del edificio. Las costas se pagarán en el orden causado, 
atenta la naturaleza de las cuestiones debatidas. Notifiquen: ori- 
ginal, repónganse los sellos, y archívese. 

A. BgteMK.ro. — Xican-or O- DKL 
Solar. — M. Dakact. --- 
D. K. Palacio. 



CAUSA CCX 

Criminal, contra Cipriano Cerda, ¡<ar homicidio 

Sumario: Corresponde aplicar el mínimum de la pena estable 
ctda en el articulo i?, inciso i. u de la ley 4189. al autor de 
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un homicidio, cuando concurren en su favor las atenuantes 
de ser su autor menor de dieciocho años y la de ebriedad 
incompleta, cuya pena deberá cumplirse en penitenciaría 
dado la edad del delincuente. 

Caso ; Lo explican las siguientes piezas: 



RESOLUCIÓN DEL, JL'KZ LETK.mk, 

Neuquen, Octubre 28 de 1912- 

$ vistos: 

Esta causa, de carácter criminal, seguida de oficio a Cipria- 
no Cerda, argentino, de 18 años de edad, soltero, jornalero con 
instrucción, domiciliado en Trieao Malal. en este territorio, acu- 
sado de homicidio en la lamosa de Pedro Xolasco González, el 
día 16 de Febrero de ion, de la que resulta: 

Que en la fecha mencionada se encontraron en la trilla de 
Antonio Casanova. sita en el ' Lineo", el procesado Cipriano 
Cerda y la victima Pedro Xolasco González; que después de un 
rato de conversado:, entre ellos, se retiró Cerda montando en 
su caballo y cacando desde allí su revólver llamó a González a 
que se acercase, lo que verificó éste en tono adesivo, visto lo 
cual Cerda le descerrajó un tiro, que no dio en el blanco, y se 
marchó al trote seguido [ior González, quien al alcanzarlo puso 
una mano sobre el anca del caballo e hizo ademán de bajarlo, en 
cuyo momento Corda disparó otro tiro sobre González qué le 
produjo la muerte. (Véase declaraciones de -Miguel Tilleria, fo- 
jas 2; Ezequie! Retamal, fs. 3; Sinesio González, fs. 4 vuelta: 
Antonio Casanova» fs. jo; partida de defunción de fs. 12. 

El procesado presta declaración indagatoria a fs. 8. ratifi- 
caba a fs. 15 y manifiesta que el dia j6 de Febrero de 1911 lle- 
gó a casa de Antonio Casanova en circunstancia que se veri f i- 
caha ia trilla, buscando a Pedro Cisterna con el objeto de j>edirle 
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un carro prestado para emparvar un pasto; cjue no encontrán- 
dolo se quedó todo el día bebiendo itna cantidad de copas de 
vino, que le hicieron perder el juicio, quedando en completo es- 
tado de ebriedad; entre {os asistentes se encontraba Pedro Xo- 
1a seo González, quien le debía una suma de dinero, la que le co- 
bró, contestándote éste que "todos los clientes que tenia en la 
casa de negocio habían sido estafados", refiriéndose a que el de- 
clarante había tenido un año antes negocio; que González ha 
tratado siempre de poner en discordia al declarante con su pa 
dre. con calumnias y cuentos; que el día del hecho, González se 
mofó del declárame, dicíéndole a otros vecinos que era un 
"tramposo", que al oir tales ofensas salió para afuera con el ob- 
jeto de pedirle explicaciones a González, el que se negó a dárse- 
las, tomándolo de un brazo le asestó varias trompadas que lo de- 
rribaron en tierra : que en vista de esto el declarante montó a 
caballo y trató de retirarse, y como González lo siguiera con in* 
tenciones de estropearlo sacó el revólver y le disparó un tiro pot 
alto para intimidarlo y como continuara siguiéndolo le disparó 
un segundo tiro, hiriéndolo en el pecho. 

A fs. 22 se expide el señor fiscal ad hoc solicitando la pena 
de diecisiete años y medio de presidio, dictamen que es impug- 
nado por la defensa, a fs 34. pidiendo la absolución; no habién- 
dose producido prueba alguna, se llamó autos para sentencia. 

Y considerando: 

I" Que se encuentra probado el delito y la persona de su 
autor, por !as declaraciones de que se ha hecho mérito y partida 
de defunción citada. 

2. a Que el hecho delictuoso y la? circunstancias en que e¡ 
mismo se produjo, según la indagatoria del procesado, no se en- 
cuentra contradicha con las declaraciones de los testigos, reco- 
nociéndose de que si es cierto que no existe conformidad com- 
pleta, tampoco hay una deposición de testigos que niegue en ab- 
soluto, ni en ninguna forma, lo aseverado por el reo, estando 
por ej contrario, los testigos y el procesado contestes en mucho* 
puntos, 
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Que, en tal caso, es de estricta aplicación el articulo 318 
ílel código ile procedimientos, admitiéndose la indivisibilidad 
de la confesión del reo, puíSto que no median presunciones gra- 
ves en su contra. 

4* Admitidos los hechos en la forma relatada por él proce- 
sado, hay fpie convenir en que el homicidio fué provocado por 
la victima; profiriendo injurias ilícitas y grave*, y en tal caso, 
el delito encuadra en !a prescripción legal del articulo 17, inciso 
4.*, sttb inciso a) de !a ley 4189. mediando las atenuantes de em- 
briaguez relativa y menor edad del procesado, corresponde gra- 
dea- ta j>cna de conformidad con el articulo 6* de la citada ley. 

Por estos fundamentos, no obstante lo dictaminado por el 
fiscal mi fiáis, fallo : Condenando a Cipriano Cerda a ta pena de 
cuatro anos de penitenciaría, accesorios y costas procesales, 

Xotitií píese origina!, inscríbase y sí no fuera apelada, elé- 
vese en consulta a la Exenta- cámara. 

Enrique A r . Zimiy, 

Ante mi. — Alberto C. Jujure 11, 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

Li Plata, M»yo 7 de 1913, 

Vistos y considerando: 

Que está plenamente probado por las diversas constancias 
sumariales ( partida de defunción corriente a t*s. 20, declaracio- 
nes de los testigos Miguel Tillcria, Ezequiel Retamar, Sínesio 
González y confesión del procesado K la existencia del delito de 
homicidio perpetrado en la persona de Pedro Xolasco González, 
e identificado su autor en el sujeto Cipriano Cerda. 

Que corresponde, entonces, establecer si la calificación del 
de!i*o hecha por el a quo es legal, en consideración a las circuns- 
tancias particulares de la causa. 
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ijw: los testigos presencíales del hecho lo relatan de la si- 
guiente manera (resumidas sus declaraciones): Que «I día 10 
de Febrero de 191 [ como a las siete de la tarde, más o peños, 
se encontraban los exponentes en ta trilla de don Antonio Casa- 
nova, sita en el "Lineo" y que vieron al procesado Cerda y a la 
victima Xolasco González (|tie conversaban entre sí y que, pa- 
sado un rato, e! procesado montó a caballo y sacando tm revólver 
llamó a González Ha víctima) a que se acercara hacia él. a lo 
que accedió éste, acometiéndolo; Que Cerda, entonces, le dispa- 
ró un tiro que no dió en el blanco, saliendo enseguida al trote de 
su caballo, siendo seguido por la victima, que al alcanzarlo, puso 
una mano sobre el anca del caballo haciendo ademán de agarrar- 
lo; que en estas circunstancias el procesado le disparó el segun- 
do tiro a boca de jarro, que fué a herirlo en el pecho ocasionán- 
dole una muerte instantánea. 

El procesado, en cambio, manifiesta i t'-. Sp, que llegó más 
o menos a la una y media de la larde a lo ele Casanova. quedán- 
dose allí todo el día y siendo "invitado |»or et dueño de ca>a y 
varios vecinos (pie allí .-c encontraban con una cantidad de copas 
de vino que le hiciero-i perder el juicio quedando en completo 
estado de ebriedad ' y que habiéndose encontrado al! i con la vic 
tima intentó cobrarle una cuenta que aquélla le debía, lo .|ue ilíó 
motivo a que lo instara ai declarante, visto lo cual salió él 
para afuera con el objeto de pedirle explicaciones a González 
(la victima ). pero que ésta se negó a dárselas, y tomándolo |ior 
un brazo le a-e*tó varia*, trompadas <|ite !o dieron en tierra. ÍJue 
ocurrido esto, el dicen te montó a caballo y procuró retirarse, 
pero que viendo que su agresor lo seguia con intenciones de es- 
tropearlo. ..acó su revólver y 1c hizo un tiro i>or lo alto con la 
intención de intimidarlo, pero como no lograra su intento le dis- 
paró mi nuevo tiro que fué a herirlo en el pecho. 

Que la confesión del procesado concuerda con las declara- 
ciones de lo< testigo-; ya nombradla en lo que hace a! hecho prin- 
cipal, c-to es. en que Cenia i e! profeesadte) dió muerte a su víc- 
tima en circunstancias que é-ta lo agredía *in armas- 

Pcn» difiere en lo que rc-pecta a la- circunstancias en que 
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ocurrí.', el -;tce-o. pues mientra- e' ¡ir. cesado so-tkne que antes 
de montar a caballo había sido insultado y estropeadlo par la vic- 
tima, aquéllos nafta dicen en ese sentido, sino que por el contra- 
rio manifiestan que Cenia, después dé foafeer conversado un rato 
con tionzá'eJ!, *e retín") montando a caballo y empuñando un re 
volver, llamó a éste hacia -i, ocurriendo dc-pués la e-cena ya 
rclata<la. 

Que no obstante !;l importante diferencia que existe entre 
una y ,>tra versión, el inferior, en el considerando tercero de mi 
fallo, dice: "(Jue el hecho delictuoso y \ m circunstancias en que 
el misino <c produjo, según la indagatoria del procesado, no se 
encuentra contradicho om las declaraciones de lo* testigos, re- 
conociéndose que si es cierto. <|ue im existe conformidad comple- 
ta. tauq>oco hay una deposición de testigos, que niegue en ab- 
soluto, ni en ninguna forma. lo aseverado por el reo, estando por 
el contrario, los testigos y el procesado contestes en muchos pun- 
tos", y por e-te razonamiento llega el 1/ </»<> a la conclusión (le 
que no existiendo presunciones grave- en contra de! reo. <u con- 
tVión debe teñera por indivisible. 

Per.» ..curre observar, que si e < cierto que -o- te-ligo> no 
han manifestado expresamente que sean inexactas las afimif 
cíones del reo, también es cierto, que no han tenido oja.rtunidad 
de hacer e-e desmentido, pues sits deposiciones son anteriores 
a la de estf. y posteriormente no han -ido interrogarlos orn res- 
pecto a e-as circunstancias. 

Aparte de oto. estudiando prolijamente la declaración del 
procesado, se nota en ella un marcado propósito de engañar a 
k Í«st¡cta ocultando la realidad de lo ocurrido e invernando eir- 
cnnstancias que resultan inverosímiles, 

1," Así. mientras en s U declaración prestada ante la policía 
dice que fué insultado y estropeado ¡mr la victima, al declarar 
ante el ó¡jho a í-, 15, y ratificarse en su anterior, agrega, que 
tiene que hacer constar que no sólo la víctima lo estropeó, sino 
también cuatro o cinco sujeto- más cuyos nombres no recuerda: 
pero es inadmisible que en su primer relato hubiera olvidado una 
ciretnst.wia t;in importante, circunstancia que por otra parte. 
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carece de explicación, desde que el procesado, según su misma 
exposición, ninguna cuestión habia renido, con otro (pie no fuera 
la victima, y desde que los ya nombrados testigos (únicas perso- 
nas que estuvieron en el tugar del hecho | no revelan en la forma 
de sn-i dichos ningún encimo o propósito de empeorar la situa- 
ción del procesado. 

2.* Manifiesta que llegó a la trilia de Casanova como a la 
una y media de ¡a t;trde; perú tasanova dice que el procesado 
¡legó a eso de las siete 

,1." Dice que la victima "siempre ha tratado de poner la di*- 
o trilia e itre el declarante y SU padre con calumnias y cuentos", 
y no optante e-ta afirmación, se contradice luego, al >er interro- 
gado si ha tenido disputa o han sido enemigos con ta víctima, 
pues manifiesta "que nunca han tenido disputa ni lian sido ene 
migo*". 

4. Afirma que cataba completamente ebrio cuando cometió 
eí hecho. ]kto a pesar de esa afirmación relata detalles y repite 
palabras que dice cambiadas entre él y la victima: palabras y de- 
talle-i im[K*sibles de recordar por quien se encuentra trastornado 
por los va|>orcs de: alcohol a! extremo (Je hallarse como lo pre- 
tende en completo estado de ebriedad- 
Las circunstancias enumeradas demuestran la falta dé sin- 
ceridad de: procesado, y \Ktr si solos autorizan a dividir su con 
fesión. cosa que por otra parte tiene poca importancia en este 
caso en tpie el delito y la i. [entidad de su autor resultan proha- 
dos por el testimonio de los testigos ya nombrados, no teniendo 
entonces la importancia capital tpie reviste este punto, cuando 
esa prueba surge únicamente de la confesión del prevenido. 

I'or otra parte, a circunstancia afirmada por el procesado,, 
de que fué maltratado por la victima antes del hecho, de ser 
cierto (cosa que no resulta probada de autos), tal cual como 
surge de su mi Mita exposición, no reviste los requisitos necesa- 
rios para hacer encuadrar su responsabilidad dentro de la pres 
criiK-ión del articulo 17. inciso 4* de la ley de reformas. El refe- 
rido inci^t prevé el caso en que sin cdpa alguna deí autor del 
delito, la injuria le !ui Ve! 10 perder el dominio de si mismo, y 
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la contesta hiriendo o matando; pero la reacción ¡lebe ser inme- 
diata a !os hechos míe la provocaron y no puede invocarse por 
quien se retira tranquilamente, monta a caballo, y recién enton- 
ces desnuda su revólver para reprimir pretendidas injurias. 
Esas injuria* podrán servir para graduar la pena de acuerdo con 
el inciso 4." del artículo 83, pero nunca para determinar una sa- 
lificación especial dentro del homicidio simple. 

Las consideraciones expuestas llevan al ánimo del tribuna? 
el convencimiento de que el procesado Cerda, dio muerte a su 
victima en las circunstancias expresadas por los testigos ya cita- 
dos, y que la responsabilidad del mismo encuadra dentro de la 
prescripción del inciso 1 .* artículo 17 de la ley 4189. concurrien- 
do a su favor las atenuantes de menor de dieciocho años y la de 
ebriedad incompleta que resulta del dicho del testigo Telleria 
fs. 2 vuelta . por lo que considera justo reducir a su mínimum 
la penalidad establecida en la prescripción citada. 

Por estos fundamentos, no obstante lo solicitado por el se* 
ñor procurador fiscal, se modifica la sentencia apelada de fojas 
46. condenando a Cipriano Cerda a la pena de diex anos y me 
dio de presidio, accesorios y costas, debiendo sufrir esta pena en 
penitenciaria, dada su menor edad y lo dispuesto en el artículo 
f*2 de! código pena!. Devuélvase para su cumplimiento. 

Marcelino Bscoíadct, — ./. Guido Lava* 
Vé. — fsaac Codo\\ 



FALLO m UA CORTE £L'I'KKMA 

Buuot Alrn, Septiembre 18 d* 1913. 

Vistos y considerando: 

Que la existencia del delito de homicidio perpetrado en la 
persona de Pedro Xoiasco González que ha motivado la forma- 
ción de este proceso, resulta plenamente comprobada por las de 
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claraeiones de los testigos, corrientes a fs. 2. 3, 4 vuelta, iníur- 
me |>cricial de fs. O y partida de defunción ríe fs. 12, 

Que la responsabilidad del procesado como autor de este 
homicidio, resulta igualmente comprobada de los antecedentes 
mencionados, y de su propia confesión ante la autoridad policial 
ríe Chos-Malal. fs. 8, ratificada ante el juez de la causa a fs. 15. 

Ouc riada la circunstancia en que aparece cometido el deli- 
to, según la relación ríe los testigos que lo presenciaron, procede 
y debe clasificarse eotno un homicidio comprendido dentro de 
la prescripción riel artículo 17, inciso i.° de la ley de reformas 
al código penal número 4189, atenta ta atenuante de embriaguen 
que no resulta haber sido completa y su menor edad, 

l'or ello y sus fundamentos, se confirma, coa costas, la sen- 
tencia apelarla de fs. 58. — Xotifiquese origina! y devuélvanse. 

Nicanor (V hkl Solar. — M. P. 
I>\ract. — D. E. Palacio,— 
L. Uópkz Ca HAN* ILLAS, 



CUSACCXI 



Criminal, contra Bartolo i illanttcva. por homicidio 

Sumario: Corresponde admitir como plena prueba de un delito 
la declaración de dos testigos hábiles, contestes en el hecho, 
lugar y tiempo, que sean fie buena reputación y fama pro- 
liadas. 

Caso : Lo explican [as siguientes piezas: 
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Vledmi, Junio 13 4c Cttl2. 

Y vi -tos: 

Estos amos seguido» de oficio a Hartólo VUlanueva, sin 
apodo, argentino. soltero, de 26 áiíbá do edad; jornalero, por ho- 
micidio, perpetrado en la persona de Flore icio Soria, y 

Corisiderando : 

Que de autos reinita constatado el cuerpo del delito por I,i 
propia confesión de", procesado, fs. 16, ratificada a ís. j.j, reco- 
nocimiento médico de ¿5, 13 y parüda de defunción de fs. 14. 

Qué no surgiendo del proceso otra prueba que la confesión 
del procesado, por considerar a los testigos presenciales com- 
prendidos en la> generales de la ley, por sor Nicasio Ferraz peón 
de la victima, lulia l'alavecino. menor de edad v concubina deí 
procesado, Unsa .Maidana, madre de ésta, y los testigos Fran- 
cisco Casales y Lasarte declaran ser amigos de las panes y cons- 
ta que han recibido beneficios de importancia de la víctima (ar- 
tic.il» 2jí* de! código de procedimientos en lo criminal;. 

Que dicha confesión, qité p;>r ser calificada no puede di vi 
dirse en eottra del procesado, resulta que ¡a victima estando 
ebria provocó v \ ivto homicida injuriando al procesado, quien 
i a y 10 hace" ademan de sacar armas, razón por !a cual cor re s- 
jx-ride aplicar en él sitb jüdicé la pena establecida en el articuló 
1;, capítulo I. inciso 4." a) de la ley de reformas del código 
penal. 

Que dadas las circunstancias en que se ha cometido el deli- 
to, teniendo en enema las condiciones del procesa. lo. quien se 
encontraba ebrio, que éste no acostumbraba a llevar armas, ha- 
biéntlole sacado a un amigo ese día, para evitar tía incidente, la 
que hizo uso para cometer el delito, resultando qué Sé encuentra 
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favorecido por tas atenuante < i." y 4 - de! artículo 83 cid código 
ya citado, 

IW estos fundamentos, fallo: condenando ai procer]., 
liartolo \ t'lanueva a !a peía de cuatro año* de penitenciaría, ac- 
cesorios legales y pago de las costas procesales, con deducción 
del tiempo de prisión que lleva sufrida. — ^otifiquese original 
y regUtre-e y en i.¡H>rtunidad archívele, 

& S. . tgittktr. 



sí-vtknvia'íií: i.a cámara ri:UKR.M, 

Li Pian, Mayo 7 de 1913 

Vistos y i*.. ii -iderando: 

Fstá plenamente probado en e! proceso, qué e! prevenido 
Bartolo Vülanneva hirió de un ijro de revólver a Florencio So- 
ria, en el topacio intereo-tal izquierdo. c l (üa 7 de Marzo del año 
1010, herida que le ocasionó a muerte cinco dias rnás tarde- 
certificado médico de fe. 13 vuelta, partida de defunción de fo- 
jas M. confesión de! prevenido, fs. ift vuelta y declaraciones de 
los testigos presenciales: Xicasb Ferraz. f-. 2 vuelta. Francisco 
Casales, fs. ; vuelta, Andrés Lasarle, i< S vuelta. R.., a Maida 
na. fs. 20 y Julia Pala vecino, fs. 21, 

Los tres testigos primeros relatan la escena sangrienta ú-x 
tractadn- sus dichos! de la siguiente manera: 

One encontrándose los declarantes en casa de uno de ellos 
(Lasarte» reunidos L n emnpama de Rosa Maidana, Jalla Pala 
vecino, la mujer de Ca-a'cs y la víctima, este lítímg se puso a 
dictarle a N* ¡casto Ferraz una carta dirigida al comisario en ta 
que le pedia ti miara intervención, porque ese mismo día. en e! 
almacén de su propiedad, un sujeto llama U» Martin ¡a no Rodri 
guez había hecho un disparo de revólver contra Florencio So- 
ria: que la víctima se encontraba sentada a! lado de mi .-ajón 
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que ¡es servia dé escritorio, y frente a él. de pie. se hallaba el 
procesado, quien al enterarse del contenido de la carta, le dijo : 
'XVtcd ito pasa de ser un sinvergüenza" y al contestarle éste 
"con usted no tengo nada", sáeo un revólver que llevaba en un 
bolsillo interior del saco y le hizo un di-paro que fué a herirlo, 
dándolo en tierra { f s. 2 vuelta. 7 y 8). 

Los dos otros testigos, Rosa Maídana y la menor Julia IV 
ktfectíio, relatan l-1 hecho más o menos en los mismos términos 
que los anteriores, con la única variante de que atribuyen al pre- 
venido las palabras "el hombre no debe ser tan falso", en vez 
úv las transcriptas más arriba, que dicen aquéllos Haber oido. 
rumo se ve. no hay Contradicción entre unos y otros testimonios, 
pues !a variante indicada a parte de que tiene poco im|>ortancia t 
se explica hasta cierto punto, si se tiene en cuenta que estos dos 
testigos declararon recién un mes y dias después de ocurrido el 
hecho, y los otros, inmediatamente de ocurrido. 

Ahora bien, planteada la cuestión tal como resulta de la ex- 
posiciótl de los testigos, la calificación lega! del delito surge cla- 
ramente, y no podria ser otra que la de homicidio simple con 
las agravantes o atenuantes que revelaron las demás circunstan- 
cias de autos, pero ocurre que los testigos han sido tacharlos de 
inhábiles por la defensa, y que la confesión del procesado en 
este caso, e- calificada, pues no se declara lisa y llanamente au- 
tor del homicidio, sino que por el contrario, pretende disminuir 
-u responsabilidad afirmando que hirió a su víctima en circuns- 
tancias que ella lo agredía a mano armada. 

Es el caso. pues, tle investigar si las aludidas tachas han sido 
probadas en forma por la defensa, y en esta hipótesis, si ellas re* 
visten caracteres tales que vengan a anular por completo el di- 
cho de los testigos, at extremo de dejar e-i pie, únicamente como 
elementos de prueba que deba formar la conciencia judicial, la 
confesión del procesado, F-sta la opinión del a quo que en su sen- 
tencia de fs. 65. prescinde en absoluto de la prueba testifical pa- 
ra apreciar únicamente la confesión del victimario. 

No obstante esta apreciación del inferior, no todos los tes- 
tigos resultan tachados legalmente, y respecto de otros, las que 
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se le han opuesto -t>n meramente relativa- y no "legan por tanto 
a invalidar por completo -us testimonia i artículos ¿77. 305 y 
489 dél código de procedimientos en lo criminal). 

f'ratu isco Casales t ha sido tachado jxir hallarse onnp rendi- 
do en la inhabilidad de] inciso articuló 2jd. código citado, 
esto es. por no tener industria o proferí"* 11 conocida, pero Ins ! Lá- 
tigos presentados jwr !a defensa para probar ese extremo mani- 
fiestan lo contrario. Kn efecto. Toribto Chaparro, dice: Que Ca- 
sales no tiene industria ni profesión conocida y qué trabaja Je 
0én o sea de jornalero i i s. 48); Domingo Rosales: "Que no 
sabe ni le consta si trabaja o no. ni si tiene industria o profesión 
conocida" 1 ís. 40^ ; Juan Arroyo: Que sabe que Casales vive en 
un islote donde tiene uno-; cien chivos y que de ello vive aparte 
de algunos trabajos que hace como jornalero < fs. 501 ; José Co- 
ria: ''Que no le conoce industria, que sabe y le consta que vive 
en tina i-!a donde tiene una pequeña cantidad de chivos y que de 
ello vive" ( fs. jjj vuelta). 

N"o resulta, pues, de la prueba producida al respecto, que 
Casales sea un vago An ocupación alguna- 

Otro de los testigos tachados es Rosa MaiJana, y a inhabi- 
lidad que -;e le imputa es la de haber recibido beneficios de parte 
de la victima. ív>ta causal ha -ido justificada, pero es de notar 
que e^ta testigo resulta ser madre de Julia l'ala vecino, concubina 
del prevenido, que habitaba con éste en una misma casa, y que. 
por consiguiente. se hallaba vinculada a aquél. ]>or el afecto que 
despierta trato diario que trae fa vida en común, circunstan- 
cias estas, que vienen a neutralizar la parcialidad que en ella pu- 
diera suponer a favor de la víctima, en mira de los beneficios 
qUe aquélla le había dispensado. 

Los otros testigos que deponen en autos. Nica-do Perras 
y Andrés Lasarte, han sido tacharlos también, el primero |>or -¡er 
peón de la víctima y el segundo por haber recibido beneficio* 
de ella. 

Desde luego hay que tener presente que estas inhabilidades 
no son absolutas (articulo 277, código de procedimientos 1. má- 
xime cuando el dicho de los testigos Cachados coincide exacta- 
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mente en c* de otro testigo < Cabales) perfectamente hábil, v con 
tí de Julia Paláveckio concubina de! procesado, que aunque nulo 
su testimonio por la corta edad de ella i lü aftos), viene a servir, 
en eí ca*o. de comparación interesante, por la vinculación íntima 
existente entre ella y el victimario. 

De lo expuesto resulta, que la prueba testimonia! acumulada 
en estos autos, contra el procesado es suficiente para fundamen- 
tar sn condena, y qnc su re^ionsabilidad debe ser encuadrada 
(teatro d c la prescripción del inciso r.°, articulo 17 de la ley 4189. 

Xo existiendo, a juicio del tribunal, circunstancias agravan- 
tes ni atenuantes, desde que. la de ebriedad computada por e! in- 
ferior no aparece justificada, ni mucho menos, pues que el mis- 
mo procesado manifiesta que no estaba ebrio, encuentra justo 
aricar a! caso el término medio de la pena señalada en la pres- 
cripción legal ya citada. 

Por estns fundamentos, se modifica la sentencia apelada de 
fs. 65 y se condena a Hartólo Yiltanueva a diecisiete años y me- 
dio de presidio y accesorios legales. 

Devuélvale para su cumplimiento. 

Marcelino Escalada. — A. Guido Lata- 
Hct Isaac Godo y. 



DICTAS! EX DEL ST. PROCt'RADOR ÜEXERAL 

■ 

Bucnoi Airea, 25 de Junio 4* 1SI3. 

Suprema Corte: 

La sentencia de la Excma. cámara examina con detenimien- 
to y exactitud las constancias del proceso, v llega a la conclusión 
que, en mi sentir, corresponde legalmente. 

Probado e: cuerpo del delito por la partida de fs. 14, la ;ul- 
pabiíidad de Villanueva resulta indudable después de las decla- 
raciones que prestan los testigos presenciales del hecho, quienes 
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lian relatado ¡3 c-tena que precedió a la muerte tic Soria, vii luí > 
forma precisa y concordante. Salvo diferencia*: in>ijjnií ¡carne- 
en las expresiones que refieren, las deposiciones de Kerraz. fo- 
ja- de Cacalos. f>. 75 de Lasarte, ís. 8 vuelta: de Rusa Mai 
daña, fs. 20 vuelta, y de Julia Pala vecino, í>. _u vuelta, coinci- 
den a! referir la interpelación hecha ñor VÜIamteva a Soria, con 
motivo «le la carta que e-te dictaba, y en que e' primero descerra- 
jo un tiro de revólver al segundo, encontrándose éste sentado. 
< Articulo- ^06 y 307, enligo de procedimiento- )■ 

l.a defensa en 1." instancia ha intentado anular e&ajg declara- 
ciones, tachando ptr diver-as causas a los expresadas testigo-; 
pero fácilmente se ve que las tachas alegadas no son - uf i cien te- 
para destruir !us dichos de 1«>- testáis, aparto de que ii" rev.t! 
tan probada-. Kn efecto, por lo que re.sjwcta a la tacha de ló- len- 
tigo- Casales y [.asarle. e-tá destruida por las declaraciones 
prestadas éti el plenario 1 Í-. 48 y 51 vuelta 1, de las que s^ de-* 
prenden que tienen un modo de vivir conocido. La tacha a'egada 
contra Ferraz. por -er peón de la victima, no tiene el alcance que 
le atribuye la defensa, en razón de lo que prescribe el artieu'o 
-77 de! código de procedimientos, Kn cuanto a Rosa Maidana, 
si bien recil)ió l*enef icios de la victima, estaba ligada t amblé ) 
con el procesado, en razón de ser éste concubino de Julia Pala 
vecino, hija de aquélla. La deposición de ta Palaveeino, no abi- 
tante su edad, debe Lunar-e en cuenta, til ateneíólt a -ti vincula 
cióii con el reí*, y jorque lo permite el inciso i." de! articulo 27'» 
del mt-uio código. 

Kn cnanto a la calificación legal, creo que es ju-ta, por no 
existir circunstancias agravante- ni atenuantes, en razón de lo 
que preceptúa el articulo 17. inciso 1." de la ley 41S t. 

Pido a V. E. la confirmación del fallo apelado. 
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vm.io m: La coktk suprema 

Bueno* Airet, Septiembre 18 de 1913. 

\ i>u>s y considerando: 

Que está plenamente compro Im do en esta causa que c! día 
sleísj de Marzo del ano mil novecientos diez, en la casa de Fran- 
cisco Casales, situada en "tlajo Juárez"', jurisdicción del territo- 
rio nacional de! Kio Negro, siendo próximamente las cuatro pa- 
-aríu meridiano, el procesado ftarto'o Yillanueva hirió de un tíro 
de revólver a Florencio Soria, herida que ha sido clasifica la en- 
tre la< mortales de necesidad por haher interesado órganos esen- 
ciales de la vida, y que !e causó la muerte el día doce de! mismo 
mes. (Informe medico de fojas 13. partida de defunción de fo- 
ja-; 14 y confesión de! procesado, fojas 16 vuelta). 

tjue, >egún resulta de lo expuesto por los testigos c¡ue pre- 
senciaron el hecho. \Tla*uieva cometió este delito sin haber me- 
diado provocación ni agresión alguna, pues en el momento de 
*tr herido. Soria se encontraba sentado dictando una carta que 
hacía escribir co i Xica-io Fcrraz, dirigida al comisario de po- 
licía de Chot-le Choe!. y en la que le hacia Saber que Martiniano 
Rodríguez había hecho un tti f contra Francisco Casales; que en 
estas circunstancias, y al llegar a la parte en que pedia Soria al 
comisario que tomara medidas, YiHanueva. que se encontraba 
'\í- pie. «acó 11:1 revólver que tenia en el bol sillo interior de su 
saco, y dando un paso hacia Soria que cominualra sentado, hizo 
fuego, cayendo éste de espaldas a consecuencia del balazo que 
recibió. < Declaraciones de Xieasio Ferraz. fojas 2 vuelta a fo- 
ja- ó; de Francisco Casales, fojas 7; de Andrés Uisarte, fojas 
S vuelta, y Rosa Maidana. fojas 20 vuelta), 

Que con arreglo a !o dispuesto por el articulo 306 del códi- 
go de procedimientos en lo criminal y lo declarado por esta Cor- 
te Suprema al re>pt*cto, tomo 91. pág. 94, puede invocarse como 
plena prueba la afirmación de dos testigos hábiles, contestes en 



332 



l'AU.US UK LA i'ítkü: stTKKMA 



el hecho, lugar y tiernfft, que fueron efe bUjema reputación y fama, 

Qik estas condicione* reúnen las declaraciones de los te*t ; - 
gns Kerraz. Casales y Lasarte, las que coneuerdan entre si en l.i 
narración de los liedlos, y en el lugar y tiempo en que se come 
tío el delito, desde que, las inhabilidades que la deíen-a ha o] nie- 
to contra estos testimonios no se lian justificado. IJiie por e! con 
trario, ¡as diligencias de prueba ofrecidas ¡*>r la defensa demues- 
tran que el segundo de !o> testigos nombrados, lejos de no tener 
industria o profesión conocida, tiene algunos bienes, de los que 
vive, aparte de los trabajos en i|iie se ocupa como jornalero, 

(Jue por !o que hace a las inhabilidades alegadas contra Ke- 
rraz y Lasarte, además de no ser absolutas como lo establece la 
sentencia de fojas 77, los hechos a que estol trigos se refiere - 
aparecen c< «firmados. 

Que jK>r lo une hace a !a calificación Jtgal de e*te delito, co 
rresponde considerarlo como un homicidio comprendido entre 
los previstos y penados por el articulo 17, inciso 1." de la ley nú 
mero 4180, siti que concurran en el caso circunstancias agravan- 
tes n¡ atenuantes- 

Por ello y >u,s fundamento* concordantes, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de fojas 77. — Notifiquen origina! 
) devuélvanse. 

A. Hkhm tin, — X r a sor G. m*;r. 
S<m.ar. — M. P. Daragt. — 
1 >. It. Palacio. — I,. I.óitü 
Cahaniu.as. 
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.Vííí("//f Alejandro contra eí Fq$& Ejecutivo Nacional, sobre 

enlucimiento de contrato 

Sumario: i.™ Xo es nuce-aria a un particular la autorización le- 
gislativa para demandar a ja \ ación, subre el cumplimiento 
de las obligaciones cine r juntes de un contrato de venta de 
tierras fiscales; cuya acción es de la competencia de la jus 
ficta federal. (Articulo i.' de la ley número 3y5.it. 

2," l íbtenida una concesión de tierras fiscales lia jo el im- 
perio de una ley que sólo uxijia |)or parte del concesionario 
las obligaciones de población y tuitivo, no corresponde de- 
ctararla caduca |x>r haberse dictado irtra ¡josterior que de- 
termina otros requisitos esenciales para obtenerla y disfru- 
tarla. 

Caío: Lo explican las piezas siguiente?: 

SKNTKXftA HKI, JL"KJ£ l'KDKKAl, 

Bueno* Airo, Mano 17. de 1911 

Y vistos: 

En estos autos caratulados: Alejandro Stnith contra el IV 
der Ejecutivo, sobre cumplimiento de contrato, de los que re- 
sulta : 

El actor presunta la demanda en ¿1 de Marzo de iyo8, ex- 
poniendo que con sujeción a la ley de M) de Octubre de 1K7ÍÍ y 
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según consta del boícto de concesión que adjunta, el año 1809 
compró al gobierno de la nación los tétes rurales números 9. 12 
y 29 de la colonia San Meütón. provincia de Córdolja y i>or d 
precio de venta f irmó diez letras anuales ; que tomó posesión de 
íos Jotes comprados, levantó una sólida y costosa edificación en 
d determinado con el número 29, procedió inmediatamente a 
efectuar las plantaciones y cultivos adecuados y pagó religiosa- 
mente las letras subscriptas a la orden de la dirección de tierra* 
y colonias hasta el año 190;. en (pie dejó de abonarlas porque *e 
impuso por la publicación de un diario que el poder ejecutivo 
había declarado caduca ia concesión de los lotes 9 y 12. por no 
haberle dado cumplimiento en ellos a las obligaciones de la ley. 
El actor constató luego que dicha resolución había recaido en 
una solicitud de compra de los mencionados lotes, iniciada por 
don Julio Juü, "por encontrarse hasta la fecha completamente 
"incultos y aliandonados por stt adquirente que nunca hizo acto 
"de presencia ni inició trabajo de ninguna clase'*; no obstante 
que los ins|>ectores oficiales V illamieva y Margueirot informa- 
run que en ambos lotes existian en 1906, ¡fio hectáreas cultiva 
das, y que el inspector Uñares constatara en 1907 el cultivo de 
1 jo hectáreas y la existencia de 45 plantas de paraíso como de 
7 años de edad. Fundado en estos hechos que constan de los ex- 
pedientes administrativos, según relación del señor Smith, re- 
clamó en 2 de Abril de 1907 del poder ejecutivo por intermedio 
del ministerio de agricultura fe dejase sin efecto el decreto de 
caducidad, sosteniendo que su único fundamento consistía en d 
hecho de que Smith no habitaba sus concesiones y que eMo no 
era requerido por la ley de t8;o. bajo cuyo imperio se realizó la 
compra; pues solamente el espíritu de la ley número 4167, de X 
de Enero de 190$ era favorab'e al cultivo personal del colono. 
La dirección de tierras y colonias mantuvo su opinión anterior 
y el señor procurador del tesoro apoyó la mencionada reclama- 
ción en todas sus partes, pero el poder ejecutivo la rechazó fun- 
dada en que no existian poblaciones en los lotes 9 y 12, como lo 
prescribe la ley de lo de Octubre de 1876. El derecho se futí «la 
en el articulo [197 del código civil, mi* concordantes, articu'o* 
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\)2 y (>,í tic la ley de jg de Octubre de 1876 y i *' a 4." de Ja rut- 
inero 3952. 

Se corriú traslado de la demanda en la fu mía de ley y Ii 
contestó el señor procurador fiscal oponiendo la excepción de 
ineonq>eteneia de! juzgado para entender en el juicio, mientras 
ei actor tío obtuviera !a venia de! honorable congreso; por cuan- 
to el poder ejecutivo había procedido en el éasó en cuestión, no 
como representante de !a i»cr-ona jurídica constituida por el esta- 
do, sino como |Kx1cr administrador que cumple y hace cumplir las 
leyes y expide instrucciones y reglamentos pura la ejecución de 
las mismas. Respecto de la demanda expon? que el actor no ha 
cumplido éoifl la obligación (|ue coatrajo de |*>blar los lotes com- 
prados, pues, como él mismo lo manifiesta, solamente edificó .en 
el número 29 y se limitó a cultivar los otros dos 1 números y > 
12 I y esto, jkir medio de una tercera persona, don Juan li, 1'i:- 
cione. fftiiéri fundado en ello lia licitado para si la concesión 
correspondiente; que el decreto de 5 de Abril de 18117 ya regla- 
mentó la ley de 1K7Ó estableciendo que la toma de posesión, cul- 
tivo y población debía de ser (>ersonal. de acuerdo con el propó- 
sito del legislador, que no es otro que radicar a los concesiona- 
rios en el terreno; que de conformidad con los artículos Ó25 y 
1107 de! código civil procedía el rechazo de la demanda con 
costas. 

( >¡do c! actor sobre la excepción propuesta, sostiene que de- 
be rechazarse porque se trata de un caso indiscutible de deman- 
da contra la nación en su carácter de persona jurídica. |x>r falta 
de cumplimiento de un contrato. 

Se abrió a prueba el juicio. 

Y considerando ; 

En cuanto a la excepción de incompetencia, que si el ]x>dcr 
ejecutivo, procede como ejecutor de las leyes y administrador de 
los intereses del estado cuando dis)>one la formación de una co- 
lonia y ordena la venta de la tierra pública que la constituye, es 
evidente que desde el momento en que contrata con u:t partieu- 
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lar la transferencia de la jx^ión y propiedad de dicha tierra 
melante el pago de un precio y el cumplimiento de la, obli- ¿ 
Clones que ambas partes estipulen, realiza, respecto riel co .tr, ■ 
tante particular, un neto del derecho civil en su carácter de per- 
sona jurídica y queda sujeto a la dis| K >sición del articulo i " ,|e 
a ley numen. *i n otro requisito que la c.Mnpmhacinn de 

halarse reclamado el derecho controvertido y ,u derogación ad- 
ministrativa, extremo que está acreditado c:t este caso — J.'„ 
consecuencia, este juzgado está habilitado para conocer de! 
asunta. 

Considerando : 
Respecto del íorvlo del asunto: 

i." (Jue es evidente que el espíritu de la lev de 1876 llama 
jla de; litigar, fue raJiear al inmigrante en las colomas naeiona 
Ies; por lo que la ley se denomina de inmigración v colonización 
temimos que comprenden los dos procesos necesarios , mra Ja , H) - 
biacion efectiva y útil de la tierra. 

a? Que en tal virtud, las ventas de tierras hechas de confor- 
midad a las prescripciones de dicha ley. como la que motiva e*C 
Ji.icio, envolvían !a ligación de ¡.oblarlas |*rso;iahnente "por 
(los a„os desde la toma de i^esión". como lo manda el artículo 
02 de la misma y el decreto de 5 de Abril de 180;. 

y (Jue el poífer ejecutivo declaró en 1007 la caducidad de 
la concesión a Smith porque éste no residía en el terreno cjOlíi- 
prado. seinin las constancias de fs. a .8 de! expediente admi- 
n.strativo iniciado por Julio Juli; y m hizo lunar a la reconside- 
ración solicitada por el interesado, por 110 existir poblaciones ei 
.os lotes o y ,2 "como lo prescribe la lev de 19 de Octubre de 
r8;h, que rige su v errta'\ conforme reza el decreto de 5 de Junio 
tic tgpp, corriente a fs. 28 del expediente agregado. 

4" Que en parte alguna de los expedientes administrativos 
existe la ce istancía .le! día en (jue el comprador Smith fué pro* 
to en j tl fe*„ m iL- la tierra y por tanto ninguna autoridad ni per- 
dona esta en aptitud de determinar en tales antece lentes, gj aquél 
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Ciimplíó O :w con la obligación de poblar personalmente " por 
los úos años" contados "desde la toma de |w>sesión" que prescri- 
be el articulo 2," de la ley de 5 de Abril de J897. Véase los in- 
forme?; de los inspectores de la dirección de tierras a fe. 12 y ti 
vuelta a 15, como los dictámenes de fs. 13 y ió (Expediente Ju- 
lio Juli ) del señor director genera! en los que se constata sim- 
plemente los cultivos existentes en 1896 y 189- e ., | os ] atcs {) y 
í2 liedlos por J nan i 1. I'iecione residente en e' lote *o v "me- 
diero" de Smith. 

5* Que la concesión comprendía tres lotes, los números % 
12 y 29. de conformidad con el articulo 87 de la ley de 1876 riue 
faculta a cada co!o:io para adquirir hasta cuatro lotes. — Por 
consiguiente, los dichos tres totes bnn debido considerarse «Spíttó 
una sola concesión, al objeto tle averiguar el cumplimiento de 
fas obligaciones de población y cultivo, conforme con la regla 
fijada para ello por el decreto de 10 de Febrero de 1893; por- 
que es absurdo admitir que una perso:ia tenga la obligación de 
poblar personalmente !a tierra tpie compra y que estando com- 
puesta esa tierra por tres fracciones, el comprador deba fraccio- 
narse también para ejercitar nna población personal distinta en 
cada lote. Y bien, es ese el criterio con que la dirección ríe tie- 
rras lia tramitado y dictaminado este asunto, como se comprueba 
por e! hecho de que ^e ha declarado caduca la concesión de los 
lotes 9 y 12 y si ha respetado la del 29 adyacente, donde tenia su 
casa el concesionario. 

6° Que no solamente se trata de un caso, que está e:i pugna 
con la ley y decreto antes citados. La cuestión asume aún mayor 
gravedad si se retrotrae e! análisis a todos los antecedentes que 
constan de los expedientes administrativos agregados. En efecto, 
de los antecedentes de ta concesión de 1899 consta que Smith 
1 cupaba desde 1892 los mismos tres lotes mencionados, por com- 
pra que hizo a don Eduardo Kasilistes, primitivo concesionario 
de la colonia San M el ¡ton y cuyos derechos declaró caducos e! 
IHider ejecutivo. — El decreto de i| de .Marzo de 1899, salvó la 
situación creada a tas persenas que poblaron esa colonia, acor- 
dándoles un derecho de preferencia para !a compra de los lotes 
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que podían. Ivn virtud de tales antecedentes fué que se recono- 
ció en i8oy el derecho de comprar al señor Smith previa consta- 
tación fíe que "ocupaba la> chacras.., tenia en la u una casa 
quinchada, alambrados J.500 metros lineales y cultivadas con 
trigo j(K> hectárea-*, 10 con maíz y 20 i'on alfalfa*', informe de 
fs, t vuelta y j del expediente de concesióx Además corren a 
f*. 4, 5 y f» lo> lioletos de la compra hecha a Kasili>te> en rS&a. 
Se ve, pues, que el presente can» no sólo está regido jwr la lev 
de y decretos reglamentar»» respectivos, sino también y 
muy especiahncnte \mr el de 13 de Mayo de 18*/), que ha sido 
Olvidado en los trámites administrativos. 

7." (Jue de lo expuesto resulta ampliamente constatado que 
Smith tuvo la posesión de su concesión con anterioridad a iSt/i 
é]>oca en la que era ocupante de la misma. Kstns antecedente*, 
los cultivos comprobados [>or los inspectores oficiales la exis- 
tencia de un edificio en el loie número 29, la de 45 plantas de 
"paraíso como de siete año»... y cuatro quices de igual edad" 
en el número i_> < f>. 14 vuelta del existiente de Julio Julí y la 
ausencia de tinla eomproliaeión en contrario, con relación a los 
requisitos enumerados en el considerando 2:,*, demuestran igual- 
mente que la caducidad de !o> derecho- del reclamante no ha po- 
dido pronunciarse con sujeción a la -ey. 

I'tir lo expuesto: 

De conformidad om lo dispuesto en el artículo 1 107 y 132$ 
tic! código civil y sus concordantes, fallo: declarando (pie el po* 
der ejecutivo está obligado a cumplir el contrato por el cual ven- 
dió a don Alejandro Smith los lotes rurales números 9. \2 y jt) 
de la colonia San MeliuVi de la provincia de Cñrdoba. debiendo 
otorgar la respectiva escritura de venta una vez que el compra- 
dor dejwjsíte el saldo que adeuda del precio, con costa-. llágale 
-aber rrigina! y rqióijgan-e '-i> -d!i>-. 
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I I- AI'KLACIÓX ZS |.u FKI>HKAI. DK LA CAI'IT.U, 

Butaca Airea, Octubrt 23 de 19! v. 

\ istos y considerando : 

íjue. como tá establece la sentencia apelad?,, e! poder ejecu- 
tivo ha obrado en su carácter de persona jurídica en la enajena- 
ción de la tierra fiscal de que se trata. Ha sido ya repetidas ve- 
ces resuelto por este tribunal al que. cuando el poder ejecutivo 
vende tierra?, no hace un acto de gobierno, sino un acto de ad- 
ministración, semejante al de cualquier persona jurídica. 

Oue en cuanto a la apelación sobre la anulación de los lotes 
9 y 12 concedidos en la colonia San Melitón, provincia de Cór- 
doba, debe establecerse que es evidente y que se ha cometido 
él error de aplicar la ley vigente, que exige la obligación de po- 
blar personalmente, que no exigía la ley de 1876 bajo la cual fué 
hecha la concesión. 

Por esto y los fundamentos de la sentencia de fs, 62, se con- 
firma, con costas. 

Notifiquen devuélvase y repóngase el pape! ante el infe- 
rior. 

Agustín UrdinarraUt. — Angel D. Rojas. 
—Angel J'erreira Cortés. — Juan A. 
(tarda, 



PALCO DE I.A COKTK SCPRKM A 

Buena» Airci Septiembre 20 de |»13* 

Vistos y considerando: 

Que la demanda se propone obtener el cumplimiento de las 
«ni:] ¡galones emerjente* de un coitrato de venta celebrado en 
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trc la Nación y don Alejandro Smith. ¡>or lo que es tic aplicación 
io dispuesto en el articulo i." de la !ev número 3952 sóbtfe de* 
mandan contra aquélla y !a exigencia de autorización legislativa 
alegada por el ministerio fiscal es inadmisible. | Fa!k». tomo 
toy, pág. 

0_ne esa venta relativa a los lotes números y, ra y 29 de la 
colonia San Melitón situada en e! departamento l'nión de ia 
provincia de Córdoba, fué celebrada Uijo las condiciones esta- 
blecida- i>or la ley mimen » Si 7 de 10 tic i íetubre de iHjU y por 
el precio y forma de pago de! decreto de 13 de May.» de i*» 
I fojas 3 y 7 de! espediente administrativo número 1475. : «tra S, 
y tojas K> de estos autos). 

One esa ley en -it articulo oj imponía a! adquirviitc de lotes 
rurale-. las obligaciones cíe población y cultivo continuado jx>r 
el termino de dos años. 

One rcsiKVto a ia obligación del cultivo de los lote* y y .2 
cuya venta al señor Siuirh lia -ido dejada sin efecto J*>r los de- 
creto- de 5 de febrero y 5 de Junio de 1007, que motivan esta 
can -a. ella corista haberse cumplido desde la concesión en 189/), 
hasta la declaración de caducidad en HJ07, en los mismos infor- 
me- de la oficina ¡ns]>cetora de !a dirección de tierras (fójas t2 
y 13 vuelta del expediente administrativo citado 1. 

One en cnanto a la población tle esos ¡otes y la ocupación 
personal de! comprador requerida por el decreto de 5 de Abril 
de 1807, delie teaersc presente que la venta Itecha al señor Smith 
se ha-aba en el decreto tle 13 de Mayo de itfjq, qne reconoció a 
V- ocupante- «le !«- chacras de la caduca concesión de don 
I-Mua^do Ka>ili-ier. él derecho preferente |>ara adquirirlas en 
compra y entre esos f>eupame- >e encontraba el actor en e.-te 
juicio. 

Oue k en efecto, la concesión a don Alejandro Smith es de 
fecha 10 de Agosto de 1899 y ¡mk-os días antes de e'la, con fe- 
cha jo de Julio, ta inspección genera: hace constar que "cuando 
sé hizo la inspección do la colonia, el recurrente 1 señor Smith) 
Ocupaba las chacras o. 12 y 2t). cuya superficie es de cien hectá 
rea* cada una. teniendo en la 12 una ca-a quinchada, alambra' 
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cÍds 2.500 metros lineales y cultivadas con trigo 200 hectáreas; 
10 con maíz y 20 con alfalfa" < foja* 1 vuelta. 3 y siguientes, ex 
pediente administrativo citado t, 

íjne las constancias de autos no autorizan ¡a aseveración 
de que e! comprador Smith 110 ocupara y cultivara esos Jote* 
números 9 y 1 2 durante los tíos años siguientes a su compra en 
i8<*>. desde míe no se desconoce míe fueran cumplidas esas con- 
dicione-; re^Hvto al lote número 29 parte integrante de ía con- 
cesión y de los informes de fojas 12 y 13 vuelta del expediente 
administrativo agregado como prueba por ambas panes, sólo 
consta (pie siete u ocho años después de la compra, en Octubre 
de 1906 y Enero de 1907, el comprador se encontraba ausente 
de !a colonia "y ocupaba y cultivaba esos lotes por intermedio de 
su socio don Juan Piectone. habiendo alionado todas las letras 
vencidas ba<ta entonces i fojas 12 vuelta ) y reconocí dose en el 
último informe de iuoS (¡ue don Alejandro Smiih, -egún infor- 
me, trabajó un tiempo en la colonia dejando a Piceione conio 
socio en los lote-í' 1 foja-i -o, 9 sea. foja- 2 del expe líente le- 
tra P, número 20401- 

t>uc. respeto a la condenación en costas impuesta a !a Na- 
ción, no aparece justificada desde que la venta fue celebrada 
bajo la vigencia del decreto de | de Abril de 1807 ijtté requería 
la ocupación personal durante dos años, y la ausencia de! com- 
prador reconocida e:i las inspecciones de iqou y IÍJ07 pudo mo- 
tivar la sospecha de que se hubiera faltado al cumplimiento de 
la obligación contraída. 

Por esto- fundamentos, se confirma la sentencia apelada 
de is, So. con declaración de que las costas de las diversas ins- 
tancias deben ser satisfechas en el orden causado. — Xotiííque- 
-e con el origina! y devuélvanse reponiéndose los seMos ante el 
inferior. 

A, P.i:rmi:.io. — Nicanor G. Wh 
Solar. — M. P. Daract. — 
D % Palacio. 
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Crimina!, contra f'edro ÚftitWo- por defmudación ; recurso 

de flecho 

Sumario: i." I.as cuestionen tic hecho y !a aplicación de las dis- 
posiciones del coligo penal y de ia ley de procedimiento? 
que no han sido impugnadas cumo violatorta* de la Consti- 
tución Nacional no autoriza :t e! recurso extraordinario es- 
tablecido en el articulo 14, inciso 3 * de la ley número 48. 

j. u Xo corresponde la revisión de una sentencia en nn 
recurso extraordinario cuando en 1/ v j," instancia se ha 
reconocido la existencia de pruebas suficientes para fundar 
la condena del encausado. 

L aso'. Lo explica el «¡guíente 



KAU.n DE LA OiRTK Sf l'fil'MA 

Bnenoi Air», Septiembre 23 dt 1 vi 3 

Amo* y victos: 

El recurso de queja pof apelación denegada entabladla ¡v»r 
el defensor del procesado Pedro Artttndo. contra sentencia de 
la Exema, cámara de apelaciones en lo crimina! y correccional 
de la capital, que lo condena a un año de pri-ión ¡ior defrauda- 
ción de energía eléctrica a la compañía alemana: y 

Considerando : 



Que, segiin lo expresa v ] recurrente, su defen-a ha consté 
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titjp en afirmar que el i frisen tle la causa fue la denuncia íor 
mulada por unos de los ingeniero* a! servicio ile dicha compa- 
ñía; y míe sin otro antecedente la policía ]x>r autoridad propia 
hizo uso de la fuerza púl/iea para ¡íenetrar al domicilio del pre- 
venido, acto que constituye la única prueba a Uisc de la cual ha 
sínó cundí .lado en ambas instancia*. 

IJuc a las circunstancias mencionadas, las considera viola* 
torias de ta garantía acordada por el articulo 18 de la Constitu- 
ción Nacional. 

Oue la* cuestiones a inte se bace referencia son de hecho y 
ajehás, j>or lo tanto, al recüiíso extraordinario del articulo 22, 
incido j.", parágrafo 3." del código de procedimientos en !o cri- 
mina!, igual a! 14. inciso 3." de la ley numero 48. según lo reite- 
radamente resuelto. { Fallos, tomo O 2, págs. 274 y 279, y otros). 

Qite la sentencia de fojas 144. solo aplica disposiciones de! 
código pena! y de la ley de procedimientos que no han sido im- 
pugnadas cuno violan *rias de la Constitución. 

Oue puede agregarse, además, qtie dicha sentencia, por su 
referencia a lo de tojas 123 y dictamen fiscal de fojas 85. reco- 
noce la existencia de pruebas bastantes para fundar la condena- 
ción del encausado, independientes de la une se ha impugnado 
por la defensa y que no pueden ser revisados en el recurso ex- 
traordinario que se ha interpuesto. 

Tor ello, y de acuerdo coa lo pedido por el señor procurador 
genera!, se declara bien denegado el recurso. 

N'otifiquese origina! y archívese, devolviéndole los autos 
principales con testimonio de esta resolución. 



A. DkHMK.Io. — XlCANoR 0, I>KL 

Solar. — M. P. Daract. — 
D- E. Palacio, 
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"Las Palmas Produce" Compañía Limitada contra la Munich 
palidad de (a Ca¡ ¡tal. sohre devolución de dinero 

Sumario : Ba el recurso extraordinario, autorizado por e! artícu- 
lo 14 de !a !cy número 48, la Corte Suprema no pqftde revej- 
ios extremos tle hechos debatidos. 

3-° El impuesto úui cobra la municipalidad de la capital 
por Sa introducción de carne de cerdo a la ciudad, no debe 
considerarse eMableeido ai tránsito o a la importación de 
valore* de la provincia de ttuenos Aire-, y en tal concepto, 
110 C s contrario a los artículos 9», to y n de la Concitación 
Nacional . 



ÍEXTKXCIA 1UX ¿jftSfe FEDERAL 

Bueno» Aires, Septiembre 23 de 1913. 

Y vistos: 

Ku el juicio seguido por la "Compañía Limitada L::s Pal- 
mas Produce" contra la numicipalída 1 de 'a capital. p**r devolu- 
ción de impuestos cobrados» 

Resulta: 

La sociedad aetora faena cerdos en su frigorífico de Zara- 
te, bajo la inspección de peritos nombrados por el poder ejecu 
tivo nacional, y remite parte de sus productos a esta eanitai, abo- 
nando a su introducción e! impuesto por inspección veterinaria 
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que estáUlécc el articulo 1 1, ificiso >,", párrafo g tte ta ordenanza 
general de impuesto? de iqoO. para la carne de cerdo en trozos 
o picada, embutido*, etc. Dicho impuesto se ha hedió efectivo 
en la< proximidades de la estación del ferrocarril, sobre la base 
dél peso establecido i>ara el transarte, sin otro trámite, diligen- 
cia, requisito ni examen. La empresa conduce las mercaderías a 
su depósito, donde se conservan en los mismos envases o cajones 
y de dónde se reexpiden. Kl impuesto, dice la demanda, es in- 
constitucional, [>or estar en pugna con las disposiciones de los 
artículos <>.". io. 1 1 y \(\ de la Constitución Xacional, cuyos pre- 
ceptos analiza con relación a! caso que motiva el juicio para es- 
tablecer estas conclusiones: el impuesto municipal e-; diferen- 
cia!, porque no es el mismo para el cerdo originario del munici- 
pio, que para el que se introduce, y porque no se grava la carne 
de cerdo en trozos, picada, o en embutidos, de los porcinos del 
municipio, mientras que se establece diez centavos |ior kilogra- 
mo para el mi<mo articulo proveniente de fuera de! municipio, 
ta! dereebo. llamado de inspección veterinaria, es una simulación 
bajo la eua! se encubre e! derecho a ¡a introducción de la merca- 
dería al municipio; la mercadería sufre el impuesto en el mo- 
mento de su im¡hirtaeión. no siendo ella íuijtonible mientras no 
se incorpore a la riqueza local, finalmente, la importación simi- 
lar extranjera no paga impuesto. 

Se cita en apoyo de !a tesis sustentada, la jurisprudencia 
nacional, y especialmente, la sentencia recaída en un juicio aná- 
logo. >eguido jM>r la compañía San si nena contra la municipali- 
dad de la capital, formulándose la petición de que sea declarada 
la inconstitucronalidad de la ordenanza mencionada v decretos 
conexos y condenada la municipalidad a la devolución de 2.175 
pesos, sus intereses y costas del juicio. 

La parte demandada contestó: que el derecho cobrado a la 
compañía reclamante, es un impuesto de abasto autorizado por 
la ley orgánica de la municipalidad; que los derechos de abasto 
no contrarían ninguna cláusula consthucio:ial y son inherentes 
a la facultad de imponer de las comunas; que carece de base la 
acción ¡jorque ¡a demanda no niega que sus productos son des- 
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lina lo- al eois-un--: tjitc !a ordenanza de inquietos no distingue 
ceñios introducidos n nacida en el miintcipio, refiriéndose a 
todos ¡os destinados al consumo, porque éStá prohibida su crian- 
xa dentro de los limite* de su jurís dicción, como también <\i ma- 
tanza o faena fuera de los mataderos: míe la municipalidad que 
tiene el derecho de imponer, tiene e! de cobrar el impuesto en 
a forma míe considere más conveniente y que si elijo el monten- 
to en que el producto se incorpopa al municipio, para -u consu- 
mo, no grava él tráfico, ni el transito, ni la circulación, y tío h:i> 
artículo violado de la Constitución por todo Jo que pide el recha- 
zo di.* la demanda con costas. 

Se produjo la prueba corriente de fs. 40 a ís, 1 1:3 sobre cuyo 
mérito >e presentaron los alegatos de t-. i i| ;i Es, 1^0, 

V considerando: 

t." I,a demanda es mi tanto vaga en la enunciación iU-1 pro- 
ducto por cuya introducción al municipio se ha pagado el im- 
puesto cuca repetición se pide, previa declaración de irtCOflstitUi- 
c ion al i dad de la disposición contenida en ct articulo 1 i, inciso 2.* 
párrafo g> de la ordenanza general de impuestos para el año 
1906, por cuanto esa disposición comprende "carne de cerdo en 
' trozos o picada, embutidos, grasa de cerdo, tocino, salame, leu 
"guas de vacuno y ovino y productos similares". I\s necesario 
concretar el articulo o artículos cuyo gravamen motiva la de- 
manda. ]H>rque en rigor el derecho podría no ser indiferente- 
mente ap'ieable a todos los enumerados, y este fallo det»e res- 
tringirse a la cuestión práctica, a fin de evitar la resolución de 
casos abstractos. De los términos i[ c l párrafo II de la demanda 
< fs. tí vuelta y té) de tos usados en los interrogatorio; de las 
diligencias de prueba del actor de la protesta de fs. ;8 y. espe 
cialmente. del texto de los boletos de fs. 1. que debe primar sobre 
todo, resulta que la demanda se refiere a la "carne de cerdo en 
trozos" 

2." Circunscrita asi la eue-tión, procede analizar sj !a pres- 
crijK'ii'nt jH>r la que 'a numieipalidad ha cobrado el impuesto de 
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diez centavos |>or cada kilogramo de carne de cerdo en trozo- 
introducida a la capital, por !a compañía demandante en uyob, 
es ó no repugnante a las disposiciones de los artículos 9,", 10, 11 
y 16 de la Constitución Nacional. 

jjt* Kl juez proveyente entiende que el articulo c>° al pres- 
cribir pie en c¡ territorio de la Nación no halwá más aduanas que 
tas nacionales, simplemente correlaciona y complementa el 4.*, 
que atribuye al tesoro nacional el producto efe derechos de im- 
¡jortación y exportación, materia que carece de atingencia con 
la cuestión sttlt frtdtce: (jorque e! hecho de que la municipalidad 
de la capital establezca un impuesto a la introducción dé la carne 
ile cerdo en trozos. [)or mucho qne se fuerce la acepción natural 
y lógica de las palabras, no induce el establecimiento de aduanas 
ni la creación de impuestos de importación, desde que las unas 
y los otros suponen una organización fiscal propia y una rela- 
ción de comercio entre personas distintas del derecho intcr:ia 
cional. qtíc nada tiene de común con las oficinas recaudadoras 
de la municipalidad n: con e! impuesto a la carne de cerdo intro- 
ducta de la provincia de Buenos Aires a la capital federal. 

4-" El articulo 10 ha de interpretarse en la significación y 
aelcanee que le corresponde, para diferenciarse del 1 1, de! que en 
manera alguna puede ser una rejwtición. Así. al estatuir el pri- 
men 1 que "en el interior de la re|>úWica es libre de derechos la 
circulación de los efectos de producción o fabricación nacio- 
" nal", ha creado una prohibición al gobierno general para esta- 
blecer derecho alguno sobre efectos producidos o fabricados en 
e! pais, y que siguiendo la ley de fenómenos económicos necesa- 
rio-, salieron del punto de su origen para ponerse en circulación 
ha>t;i ¡legar a los mercados de su consumo. Esta distinción se ha 
hecho en los párrafos IX y X de la demanda; pero se ha aplica- 
do equivocadamente el caso en cuestión, en el que se trata de un 
impuesto municipal y no de un derecho nacional, único supuesto 
a! que <eria aplicable el mencionado articulo io. l'na municipa- 
lidad no tiene capacidad de jurisdicción para estorbar en el inte- 
rior de la república la circulación de productos a que se refiere 
el precepto constitucional. 
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5-° U supresión contenida en el articulo 1 1 "de ios derechos 
¡tomados de tránsito". sobre "los artículos de producción u f a 
brieaeión nacional o extranjera", así como "para los ganados de 
toda especie, que pasen por territorio de una provincia a otra", 
y !a prohibición de imjionerres ningún otro derecho "|wir el he 
dio de transitar el territorio", se proponen por sus términos tex- 
tuales, antecedentes históricos y objeto, impedir <|tie las provin- 
eias graven la cireulaeión de productos nacionales o extranjeros, 
cttan.lo se encuentren de nuevo tránsito dentro de su territorio 
y bajo ¿it jurisdieeión. 

Asi, un articulo producido en [lítenos Aires, que sea remiti- 
do a Jujuy. no podrá ser gravado con impuesto alguno ]>or las 
provincias de Santa Fe, Córdoba, Tucmnán y Salta, que debe 
transitar para llegar a su destino de consumo; pero liuenos Ai- 
res, punto de iwrtida. no tiene prohibición alguna para gravar la 
producción en su territorio, de ese articulo, como tampoco la tie- 
ne Jujuy. punto de destino, para crear otro impuesto sobre el 
consumo del mismo artículo. 

Tratando-*' del municipio fie la capital federal, cu cuya ra- 
dio esencialmente nrUino es imposible la producción de íos ar- 
tículos de Consumo necesarios, al abastecimiento ríe su gran po- 
blación. j*ir fuerza lian de fer y son importados de la provincia 
de Buenos Aires que le circundan. Asi sucede con los vacuno^ 
y demás animales en pie. muertos y en trozos, con las aves, ¡eche 
frutas, legumbres, pescado y productos de la tierra que se ex- 
penden en los mercados, artículos todos sobre los tpic la munici- 
palidad tiene la facultad de imponer contribue iones de acuerdó 
con la disposición de! articule) O;, inciso i.° de la lev orgánica. 

Se discute el momento en (pte e' impuesto municipal puede 
hacerse efectivo, calificándolo de estorbo a la circulación, de inv 
puesto aduanero y al tránsito, si se j>ercilie en el momento de la 
introducción de! producto, con el argumento tomado de una opi- 
nión del juez MaNiale que fundó la doctrina americana, con 
sistente en distinguir el instante en que los efectos > c involucran 
a ta riqueza loca! dependiente de sn subsistencia en lo* delitos 
del i itrodnetor y bajo el mismo envase. 
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l\n los considerando* j." y 4." ha quedado demostrado que 
en el presente caso no hay impuesto de importación ni a la circu- 
lación y, conforme a !o establecido en el presente número, debe 
concluirse que no cabe la denominación de impuestos de tránsi- 
to cuando los productos no pasan y por el contrario, quedan en 
una localidad |>ara el consumo de su población. 

Este hecfcb no se altera ni deja de existir realmente por ia 
oportunidad en (pie se cobre el impuesto, punto cuya determina- 
ción es inherente y principal a los poderes comunales. Se pre- 
tende que éstos procedan consultando la comodidad de los comer- 
ciantes, íin al que resultaría pospuestos el interés y la salud pú- 
blica. Kn la mayor parte de los casos la renta seria ilusoria, co- 
mo imposible !a garantía que la municipalidad debe a! pueblo de 
la aptitud alimenticia de sus consumos, si la percepción de aqué- 
lla y la inspección que implica ésta, se practicaran después de 
distribuidos los productos en todos los locales de su venta- La 
fijación, pues, del momento para la perecj>ción del gravamen, es 
materia de exclusiva competencia de la municipalidad, porque 
atañe a su organización económica y afecta la efectividad de su* 
primordiales del*eres con relación a la salud pública. 

Si ]x>r hechos comprobados y lógicamente inducidos, vr 
producto es llevado a una plaza para ser consumido en ella y no 
se demuestra, a manera de excepción legitima, que ha entrado de 
nuevo tránsito, es natural que ha sido ina>rj*rado a la riqueza 
local directamente, puesto que indirectamente, una distinción su- 
til da siempre a! hecho el efecto de un aumento de riqueza, jior 
la localización de una nueva operación comercial. 

La permanencia de envase no es regla de criterio uniforma 
ni cierta, si se considera que hay productos que salen de las fá- 
bricas o puntos de producción exactamente con el mismo enva- 
se con que llegan al consumidor. Por otra parte, las nuevas cos- 
tumbre* comerciales y la proliferación de intermediarios, contra 
los que se oponen hoy las cooperativas para abaratar los consu- 
mos hacen difícil sino imposible, distinguir todas las gradaciones 
de mayoristas existentes entre el importador y el vendedor al 
detalle. Pero tal complejidad, como quiera que algunas vece** 
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pueda ser estudiada ¡>ara fundar apreciaciones ciertas, no tiene 
en el caso importancia, depile que la cue-tión n<> reposa en K* 
envases de la carne tic cerdo en trozos, punto que no se ha disen- 
tido en airtos. 

Aunque el análisis se extreme a los últimos por menores del 
asunto, no resulta pues, que l-! impuesto a la introducción de 
carne de cerdo en trozos a la capital pueda contundirse con 'u> 
impuestos al tramito proscriptos por la Constitución. 

Finalmente el articulo 18 de la reglamentación de la orde- 
nanza de impuesto para 1900; que dispone la exención de im- 
puesto par/u *"los artículos de abasto para la exportación que 
" trau-iten por e' nutnicipio". previa juitificacir 'i tle! "destino 
de CSOS artículos", como parte integrante de la ordenanza misma, 
cuyo sentido y alcance tija, demuestra !a absoluta sinrazón de 
la calificación a cuyo amparo *c pretende la exoneración de con- 
tribuciones legitimas -obre los productos consumidos j*>r la po- 
blación de la capital. 

o." Se Uisa también la impugnación del referido impuesto 
en igualdad garantizada por el articulo 10 de la Constitución 
iMeha igualdad, no es absoluta como no loes precepto alguno de 
tal intlole de los consignados en nuestra carta fundamental asi ; 
la igualdad no alcanza a impedir que las provincias establezcan 
contribuciones diferentes sobré la propiedad raiz, o que las mu- 
nicipalidades graven los misino- producto* de consumo con im- 
puestos que no son uniforme-: de tal manera que aquellos son, 
constituciouabnente. del cuatro por mil en el estado A y del cin- 
co o el seis en el estado B; como también, constitueionalmente. 
e! impuesto de abasto -obre la carne, e> uno en una municipali- 
dad v otro mavor o menor en las restantes. I>el mismo modo, no 
se contraría esa igualdad porque una municipalidad establezca 
un impuesto para las carnes salidas de sti matadero y oiro ma- 
yor liara las mismas carnes procedentes de afuera de su matade- 
ro; porque ta! diferencia existe en las ordenanzas de impuestos 
de la generalidad de las municipalidades argentinas y está fun- 
dada en principio- rentístico.-, económicos y de higiene ineou 
testables. 
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La introducción de carnes muertas a las ciudades afecta n 
la renta municipal t|tie produce e! abanto, por el hecho conocido 
tic ofrecer su percepción y contralor, mayor personal y gasto*, 
en razón de la facilidad que por tal medio encuentran los pro- 
veedores, de eludir el pago del impuesto; interesa al régimen 
económico comunal, porque basta ¿rene rali zar d caso para eer- 
norarse de que la igualdad de! impuesto a las carnes muertas de 
fuera del municipio, y a las faenadas en los mataderos, podría 
hacer innecesaria la construcción y existencia de estos estableci- 
mientos, tan luego como un concurro de circunstancias posibles 
creara ventajas para el sacrificio de los ganados en las inmedia- 
ciones fie! radio de la capital; y, compromete la salud pública 
materia -obre la que la municipalidad tiene atribuciones tan ili- 
mitadas como sean necesarias para la conservación de 1?. pobla- 
ción, porque es evidente que la inspección sanitaria en los mata- 
deros es más completa, eficaz y barata que la ejercitada en to- 
dos los lugares por dónde, a todas horas, puede introducirse la, 
carnes muertas. l*or consiguiente, debe concluirse que la igual- 
dad del impuesto en el caso ocurrente existe, desde que el gra- 
vamen es general y uniforme para todas las carnes muertas que 
fe introduzcan, sin distinción de su procedencia. Lo contrario 
implica, no solamente una interpretación violenta de la prescrip- 
ción constitucioial. sino también la concesión de atribuciones ju- 
diciales para rever el sistema impositivo que adopten las munici- 
paíidades, y de jíoderes administrativos para fallar sobre la apli- 
cación discrecional de principios económicos complejos y que a 
la vez afectan la higiene públiea. 

Kl presente caso no implica siguiera c! ejercicio de las atri- 
buciones municipales, eu la extensión que queda establecida: 
puesto que la ordenanza de 1906. grava con el impuesto de cua 
tro jwsos el sacrificio de! cerdo en pie en los mataderos, y con e! 
de diez pesos la introducción del mismo animal muerto; de ma- 
nera que la internación de ta carne en trozos, sufriendo una con- 
tribución de diez centavos por kilogramo, queda en situación de 
igualdad completa con el producto ingresado en otras formas, 
no habiéndose comprobado que importe una enormidad la rela- 
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CÍó.1 fijada entre esas cantidades y la qué corresjjonda a los pe- 
ni? del anima! vivo, muerto y la unidad de kilogramos adoptada 
I ara los trozos. 

Si se suprimiera el impuesto para la última clase, se estable- 
cería realmente una contribución desigual e injusta, en lieneficio 
de! abastecimiento de la población por medio de la carne de cer- 
do en trozos, que desalojaría evidentemente la competencia del 
cerdo en el matadero << del cerdo muerto. 

Respecto de! argumento que afirma la inapücabiüdad del 
impuesto impugnado al similar proveniente del extranjero, hay 
que observar que ta ordenanza municipal no exceptúa de ese im- 
puesto a la carne de cerdo en trozos que se importe de fuera de 
la Nación para e I consumo de la capital, que no se ha comprobado 
que exista tal importación y tampoco que se deje de hacer efec- 
tivo el cobro del impuesto que le corresponda, |x>r lo que falta 
liase para establecer !a desigualdad alegarla en este sentido. 

7° Et hecho de que el gobierno de la Nación inspeccione la 
calidad de los artículos producidos en los frigoríficos o salade- 
ros establecidos en las provincias, no excluye la facultad propia 
de ta municipalidad de esta capital, o de cualquier otra ciudad, 
a donde se dirijan esos productos para ser consumidos, de rea 
tizar una nueva inspección veterinaria y percibir por razón de 
etta un impuesto, además del de abasto que grava al consumo ; 
y la circunstancia de cobrarse el impuesto de inspección sin rea- 
lzar ésta, puede fundar un reclamo de devolución de lo jugado, 
sin causa, ante la justicia ordinaria, asunto distinto que el traído 
a la decisión de este juzgado, (pie versa sobre facultades de la 
municipalidad de la capital para imponer contribución. 

8° La jurisprudencia sentada por los fallos de la Suprema 
Corte, no está en manera alguna en contradicción con las con- 
clusiones de los anteriores considerandos, porque hasta hoy no 
se había presentado un caso en que las leyes impugnadas contu- 
vieran disposición tan expresa para salvar la tacha de inconsti 
tucionaÜdad, como la consignada en el articulo t8 de la regía- 
me ilación de la ordenanza municipal de impuestos para tgá$¡ 
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con la que ha quedado perfectamente individualizado el impues- 
to que se cobra aJ consumo y exonerado el de tránsito. 

9. El fallo de la Exorna, cámara federal de ablaciones, fe- 
cha 30 de Diciembre de iooj, también invocado por el actor or- 
dene» la devolución a la compañía Sansinena, del excedente que 
hubrera abonado sobre el impido de treinta y cinco centavos 
por cada ovino muerto introducido al municipio de la capital 
desde el ano nul novecientos en adelante. Esa sentencia recono- 
ció las facultades de la municipalidad para gravar el consumo 
de tos artículos introducidos a la capital con los impuestos de 
abasto y de inspección veterinaria (fs. 191 vuelta y 192; f s . IQ7| 
198 y 200) ; pero dispuso la devolución mencionada, porque con- 
ceptuó que era inconstitucional el recargo que esos impuestos 
establecen para el ovino introducido muerto, con relación a ta 
cuota fijada para el sacrificado en los mataderos, cuyo importo 
se declaro bien percibido. Esc antecedente no es, pues, de apli- 
caron al caso presente; porque, como se ha demostrado en el 
considerando 6.', la ordenanza municipal grava toda carne de 
cerdo y debe suponerse que uniformemente, desde que no se ha 
comprobado lo contrario, y el actor se ha limitado a impugnar 
él impuesto total de diez centavos cuya supresión (no rebaja) 
produciría flagrante desigualdad y por tanto, en caso de incons- 
titucional idad perfectamente atacable por los introductores de 
cerdos en pie y muertos. 

Apoyada en el mismo principio de igualdad, fuera de apli- 
cación en este juicio, la misma cámara fatíó en 22 de Agosto de 
1908, haciendo lugar a la devolución del impuesto de dos centa- 
vos por kilogramo- de grasa de ovino y vacuno introducida a la 
capital por la compañía San si nena (considerando 3. . fs. 212) - 
porque no se deducía de tas disposiciones pertinentes de las or 
denanzas municipales que se cobrara el mismo impuesto a las 
fábricas del municipio. 

Por estas consideraciones, fallo; rechazando la demanda, 
con costas. 

Xotifíquese original y repónganse los sellos. 

E. Claros. 
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m-:nthní i \ ni; la cam'a-ra p£ \i>ki. acionks kn l«i twimt, 

Buenas Airei, Noviembre 23 de I9U. 

Y vistos y considerando: 

t." Qtw la parte demandante Las Pabias Produce Cumpa - 
ny Limited" reclama la devolución de efoi wK cwmííí setenta y 
ernco pesos, sus intereses moratorias y las costas y costos del jui- 
cio, cuya Minia resulta del pago de !•>- impuestos de abasto y ma- 
tadero y ios derechos de inspección veterinaria |ior caiué «le cer- 
do en trozos, o picada, embutidos, grasa de cerdo, tocino. sala* 
me. ¡enanas de vacuno v ovino v productos similares, cada ki!. 
diez centavos- 

El impuesto de gue se trata se paga de acuerdo con la orde- 
nanza general de Impuestos, articulo i i, ineisó al, parte g). 

En e! frigorífico une la parte demandante tiene estableado 
en la provincia de I menos Aires, se faenan cerdos, previa ins 
pección veterinario; y jarte de los productos elaborados 'os ¡n 
troduee a! municipio de la capital. Llegado el artículo a :a capital, 
en ta> proximidades de la estación del ferrocarril se jxiga el im- 
puesto, y. sin otro trámite ni examen, se !c entregan ias merca- 
dería-, y la empresa los lleva a sus depósitos. Tara acreditar e! 
pago del impuesto de cuya repetición se trata, la compañía de- 
mandante acompaña un I foleto a fs. y deposita los demás en 
secretaria, todos iguales. 

Se trata, pues, de un impuesto de inspección veterinaria so- 
bre carne de cerdo elal torada, <|ue >e introduce de la provincia 
de I Sueños Aires a! municipio de la capital, cuyo impuesto se 
abona al ser introducido el artículo al municipio. Kste impuesto 
lo reputa inconstitucional el demandante, por considerarlo con* 
t ra rio y repugnante a los artículos o.", io, 1 1 y ífí de la constitu- 
ción nacional. Afirma que el impuesto es inconstitucional, en 
primer lugar |v>ri|ne el articulo 1 1 de la ordenanza establece un 
derecho diferente para el cerdo originario del municipio, d? 
ai|itel "ífttc se introduzca al municipio" i que, además, no hay im- 
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ftmm m e! inciso if para la carne de cenlo en trozos o pica- 
da, embutidos, de los porcinos del municipio, mientras que el tn- 
ms&.2¿ que trata "de los animales que se introduzcan al munici- 
px> . se fija un impuesto de diez centavos por cada kilogramo de 
carne de cerdo en trozos {fs. > ; q ue m impuesto, llamado 
«le inspcecn.il veterinaria, es una mera simulación bajo la cual 
se encubre d derecho de introducir la mercadería al municipio: 
que la mercadería sufre el impuesto en el momento de ser impor- 
tóla, no siendo imponible mientras no se incorpore a la riqueza 
local; que la importación exterior no |>aga impuesto. 

Como se ve, ta ordenanza municipal que grava los arti Hito* 
de que se trata, elaborados fuera del municipio, es considerada 
inconstitucional bajo todas sus faces, y se solicita q lle asi se de- 
clare y se ordene, en consecuencia, la devolución de la totalidad 
del impuesto pagado, sin admitirse que haya habido, por lo me- 
nos, un cobro parcial legítimo. 

La municipalidad sostiene que e! impuesto es constitucional 
pues es un impuesto de abasto que autoriza la lev orgánica de la 
municipalidad ¡ que desde que la municipalidad está facultada 
para gravar los articulo* destinados al consumo, tiene derecho 
de hacer efectivo el impuesto cobrándolo en la forma que consi- 
dere mas conveniente; que cobrando el impuesto al consumo, en 
el momento de inmigrarse al municipio con ese destino, el pro- 
ducto. no grava el tráfico, ni el tránsito, „¡ a la circulación, no 
habiendo entonces, violación a ningún articulo de la Constitución. 

La litis se ha trabado pues, sosteniéndose |x>r el actor la ab- 
soluta inconstitucional idad de la ordenanza de impuesto respec- 
to a los artículos de carne de cerdo de que trata, ¡x>r lo cual se 
solicita la devolución de la totalidad del impuesto pagado. 

La municipal idad sostiene la constitucionalidad de la orde- 
nanza, en la |wte impugnada. 

Corresponde resolver el litigio en lo*= términos en que s C ha 
trabado la litis : 

2." Que debe declararse, como lo declara la sentencia de pri- 
mera instancia, que el impuesto de que se trata, no es un impues- 
to sobre el tránsito o circulación de la mercadería en el interior 
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de la república, pues la ordenanza que lo establece dice clara- 
mente que es al consuno local que >c hace de él y se determina 
tal hecho con exactitud. 

La ordenanza de 1900 fija lo que debe pagarse i«>r derecho 
de atasto, mataderos, inspección veterinaria y ahrevamicnto de 
ganado- que se sacrifiquen en el municipio, préscrj hiendo la mo- 
ta qnc eorres¡*ride a los anímales que s c - introduzcan de ;i fuera. 

El decreto reglamentario, en el articulo t8 t declara i[ue no 
pagarán ta! impuesto de abasto los articulas que transitan o s t - 
introduzcan al municipio ¡«ira la exportación ; de modo (pie se 
encuentra bien precisado que el impuesto de abasto sólo deberá 
pagarse por lo que se destina al consumo dentro del territorio 
de la capital. 

tíajo ta! concepto el impuesto, ya sea que verse sobre iu que 
se carnea en él municipio <i ^e introduzca de afuera es ajustado 
a la Constitución. 

3." Que habiéndose planteado la litis en los términos abso- 
lutos en que lo lia sido, sosteniéndose \xn la parte aetora (pie pro- 
cede la devolución de la totalidad del impuesto pagado en virtud 
de ser inconstitucional !a ordenanza de la referencia, mientras 
que la parte demandada sostiene que la ordenanza es constitu- 
cional, resulta que no procedería dictar ningún pronunciamiento 
intermedio porque se encontraría fuera de los términos en que 
se ha trabado la litis. 

Si se hubiera planteado el caso en forma análoga a la del 
juicio seguido por Sansínena y Cía. contra la municipalidad, ha* 
bria habido necesidad de examinar si en realidad el impuesto de 
que se trata en estos autos es propiamente diferencial, y si \mr 
ello pugna contra el principio relativo a la igualdad y uniformi- 
dad del impuesto; pero como el actual caso judicial no se ha for- 
mulado i*n esos términos, u¡ lia sido, jior consiguiente, dilucidado 
bajo ese as|>ecio, el tribunal no puede dictar ningún pronuncia- 
miento a esc res|>ecto. 

Kn todo ca>o. si el impuesto cohrado pugna contra el prin- 
cipio relativo a la igualdad y uniformidad del impuesto, y tuvie- 
ra ¡)or ello un carácter diferencial, como ocurría en el caso "San- 
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«nena y Cia versus la municipalidad", citado m d demandante 
en apoyo (T« .us pretcnsiones, a la parte actora le quedaría a sa<- 
vo su derecho para hacerlo valer en el modo y tiempo que viere 
convenirle. 

Por estos, y loa fúndameMos concordantes del fallo apelado 
-e eonlmiia, «Redando a salvo los derechos fl «, la parte actora 
pudK-ra tejer, de acuerdo con lo establecido en el considerando 
antenor. Armense las costas de ambas instancias en el orden 
cansado. - - \otrf.quese, devuélvase y repensé lo, sello, ante 
el m terror. 

dn0( D, Rojas. — Angel Ferreira 
Cortes. — J um A. García. 



VJSTA HKI. Í'ROCI'KAI*OK HENI-KAI, 

Buenos Aires o de Octubre de IM2. 

Suprema Corte: 

La cuestión constitucional que plantea esta demanda ha sirio 
debatnla en muchas ocasiones ante V. E dando lugar al examen 
de los artículos de la carta fundamenta? que han consagrado de 
una manera absoluta y terminante la libertad de tránsito por c> 
territorio de la república, como uno de los medios de afianzar 
la un.on nacunal y promover el bienestar general, que forman 
parte de .os pmpo.no, enumeradlo. c n e! preámbulo de !a cons- 
t(tncn ni. 

Si es reconocida sin discrepancia ía efectividad v extensión 
deesa declaración constitucional, que no podría ser 'materia de 
debate, la controversia surge con motivo d e los impuestos fija- 
dos por las autoridades provinciales o municipales a los articu- 
la que se introducen a sus reactivas jurisdicciones, |>or cuan- 
to para el contribuyeme aparecen como un gravamen a la entra- 
da de! producto, mientras que para ta autoridad que lo establece 
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es meramente una Suposición a mercaderías incorporadas a la 
riqueza de la provincia o municipio. 

La etifii:iilt.nl rejiosa, |>or con siguiente, en determinar si e! 
producto viene en tránsito o puede ser objeto del mismo, o >i su 
introducción tiene por fin exclusivamente la venta a! consumí 
dor. A este respecto, esta Corte Suprema ha dicho en uno de 
sus Tallos f tomo o|¿ pág. 327». que. a los fines de la Constitución 
debe considerarle riqueza pública imponible en cada provincia, 
la que no está de tránsito en la misma, ni recién importada, o co 
m*>[Hiude a la Nación, y que es inadmisible cualquiera (tintine huí 
que quiera hacerse a ta dase de e>a riqueza, desde el punto de 
vista de su forma de producción, distribución y consumo, fenñ* 
menos e;on:imicos que sólo eorresjmnde -ca:} examinada para 
el objeto de determinar el momento en que los valores importa- 
dos a una provincia se incorporen a los do producción local- 

La tacha de ineonstitueionalidad que la compañía actora 
apoya en los artículos y». 10 y 11 .le ta Constitución ha quechi ! * 
refutada con toda exactitud en el considerando 2, de la senten- 
cia apelada, por cuanto en rigor la impttjL¡nación que se formula 
contra el impuesto municipal en disensión, retasa en supuesto 
de tratar-e de un impuesto al tránsito de mercaderías en el terri- 
torio de ¡a república, y -e ha demostrado que ese supuesto está 
expresamente descartado con la disposición de! articulo 18 del 
decreto reglamentario, que exonera del impuesto de abasto a tai? 
a rt i culos que se introduzcan al municipio con de-tino al extran- 
jero. Si pues. la autoridad que fija el impuesto pone al alcance 
de! contribuyente el medio de eludir su pago cuando la merca- 
dería &e encuentre en tránsito, debe darse ]ior establecido que no 
habit-n li»se alegado oportunamente esa circunstancia, la merca- 
dería se ha incorporado a la riqueza imponible de la capital. 

\demá> de ello no es i>osible desconocer, atentas' las cons- 
tancias riel expediente, que los producto- que entran a la capital 
son destinarlos al consumo de la población, |>or lo que es perfec- 
tamente legítima su bíposicton, siendo indiferente en absoluto 
que el cobro del impuesto se efectúe en el momento que es intro- 
dúcelo en la ciudad, fiado que ello responde a una evidente eoti- 
veniencta para su percepeton. 
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H argumento que se pretende sacar del hecho que la merca- 
dena permanezca en el mismo envase en que fue introducida no 
tiene en la actualidad la inii>ortancia que pudo tener en otras 
qxx-as. pues los procedimientos industriales modernos facilitan 
d< ta' manera ta venta de sus mercaderías, qne estas salen de la 
ial.nca en condiciones de ser librada directamente al consumi- 
dor. Asi no puede deducirse de un modo absoluto que e! produc- 
to introducido no se haya incorporado a la riqueza de la provin- 
cia, por el sdíó hecho de ser guardado en los almacenes del que 
los introduce y en los envases en que se le dió entrada, cuando 
p^rotros medios puede IkgOH a la comprobación de que en esa 
inrma ha sido éritfepdo rlirectainente a la venta, y de q&> no 
sera objeto dé reexpedición. Por ello, ¡a cita del fallo de esta Cor 
te contenido en el tomo 26, p% 94. carece de la fuerza que se le 
ha querido atribuir pirque responde a un orden de co.;as distin- 
to a! que ahora tiene en cuenta. 

l uí l, expuesto, y fundamentos de las sentencias de i.* y 2* 
instancia, pido la con finnación del fallo apelado. 

Julio íiotet. 
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Bueno* Aim, Septiembre 23 de 1913. 

Vistos y considerando: 

Qm ta aetora sostuvo qué ¡os artículos gravados 110 se intro 
dujeron para el consumo de este municipio, sino |>ara remitirlos 
desde el al interior y al extranjero, y que el impuesto se le exigió 
su que dichos aniegos estuvieran inco n >orados a la riqueza lo- 
cal I fs, ií), 20, 116. 117 y otras). 
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en ella y no se (fornicara, a manera ríe excepción ¡estima, que 
ha entrado de mero tránsito, es natural que ha >Ho hcorjhirarlo 
a la riqueza loca! directamente ; puesto ifiie, indirectamente, una 
distinción sutil da siempre a! hécho el efecto de un aumento de 
riqueza, por ta localización de una nueva ojieraci.'.n c 'inercia!"'. 
(Fojas 141 y vía. > 

Que la sentencia recurrida de fs. 184, establece que el iiu- 
lAiesto de que se trata no es sobre el tránsito o circulación ríe la 
mercaderia en c! interior de la república f ís. 186, 2*». haciendo 
mérito de las conclusiones de la sentencia de primera instancia, 
de ta ordenanza de 1906 y del articulo 18 del decreto reglamen- 
tario, según e! cual ".los artículos de abasto para la exportación 
que transiten ¡)or el municipio no estarán sujetos al pago del im- 
puesto siempre que los interesados recalan previamente !a auto- 
rización de libre tránsito, que se acordará |>or la intendencia una 
vez justificarlo el destino de esos artículos", ( Meto de f-. 41. 
pagina 95). 

Que en esta instancia extraordinaria no es dable a ia Corte 
Suprema entrar en el examen de la prueba producida en los au- 
to-, a los tine- de rf.oiver -i ella justifica o no la verdad de lo 
afirmado |ior !a demandante, o -i el gravamen -e ha hecho afec- 
tivo por el hecho de la introducción a! municipio ríe la earnt 
ríe cerdo a que se refiere ta Meta de ís. 13 y las iguale- Üeopsi- 
tadas en secretaria, con independencia de su destino ulterior, 
pues estos son extremos de hecho y no de interpretación de 
cláusulas constitucionales (articulo 14. ley 48: Fallos, tomo tjtj. 
página !7<> y otros )■ 

Que en la - condicione- apuntada- lo- impue-to- #nva repeti- 
ción se reclama no han sido a! tránsito ni a la ím¡>ortaeióii de 
valores de ta provincia de Buenos Aires a la capital, y en tal con- 
cepto contrarios a los artículos o,°. 10 y 1 1 de !a Constitución Xa- 
ciotial. 

Que en lo que hace al artículo 10 de ta propia Constitución 
i n vivado también en la demanda, la sentencia de 184, en con- 
sideración a !a manera cómo se había trahaclo la litis, dice que 
"si el impuesto cobrado pugna contra el principio relativo a !a 
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igualdad y uniformidad del impuesto v tuviera por ello un ca- 
rácter d.fereneial. . . a la parte aetora Ic quedaría a salvo <« de- 
recho para hacerlo va!er en el modo y tiempo que viere conve- 
nirle , de tal muerte que no hay ¿obre el particular decisión defi- 
nitiva ¿obre ta cual esté llamada esta Corte a pronunciarse. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con !o pedido t >or el 
señor procurador general, se confirma la sentencia arlada en la 
parte que ha podido ser materia del recurso. Xotiíiquese con el 
('rainal y devuelvan-, debiendo reponerse los sellos ante el in- 
ferior. 



A. Kr.KMKrn. — Xicaxor G, nS£ 
Solar. — jjj; p, Daract. — 
l> ÍC. Palacio. 



C U SA CCXV 



Pankcr, Guillermo en untos can el Banco Hipotecario Nacional 
sobre cobro de pesos. Recurso de hecho 

Sumario; Xo procede el recurso de queja cuando no aparezca 
fundado, por el recurrente, en alguna disposición de ley 
especial del congreso, aun cuando la sentencia apelada la 
invoque, entre otras disposiciones de derecho común, sufi- 
cientes éstas para fundar el rechazo de la acción. 

Caso; Lo explican !as siguientes piezas: 



362 FALLOS DK LA CORTÉ Sl'FREHA 



iXftiRMK DI-: LA CAMARA l'KDKKAt. I>H AI'l'LAL inx UK I. \ CAlMTAL 



Carte Suprema : 

Evacuando e! informe solicitado ¡ht V . E. en el recurso de 
hecho deducido por don José R. Molina en representación de don 
Guillermo E. Dankcrt en los autos <jtte éste último 5 igiu* contra e! 
Manco Hipotecario Nacional >ol>re cobro de pe -o*, deb» mani- 
festar a V. K. lo siguiente: 

Qtíé el señor GuiHermo E. Dankert demando al Manco Iti 
IKíteeario Nacional |>or cobro de la ca-tlidad de $ jit.15t.1jj mone- 
da nacional emergentes de un mandato que recibió para e" cobro 
de saldos personales contra deudores morosos de' establecimiento 
manifestando que esa suma representaba el 30 por ciento de la 
remuneración que M había establecido en el contrato sobre un 
crédito |>or obligación personal subsidiaria que ¡níciÓ contra la 
sucesión de don Leonardo Nicolorich ante las autoridades judi- 
ciales del Rosario de Santa Fe. y cuyo crédito *e encontraba en 
situación ite ser cobrado. Agregando que como ese mandato no 
obstante su carácter de irrevocable le fué retirado, y su crédito 
no te habia sido abonado promovía este juicio- El señor Dankert 
reconoció que «I Manco le otorgó poder simple a su favor para 
cobrar judicialmente algunos saldos de deuda persona!, resul- 
tafites de préstamos hipotecarios, una vez ejecutada !a propiedad. 
Kn tal carácter afirma el Manco cobró créditos, abobándosele su 
honorario, y en cuanto al juicio promovido contra la sucesión de 
Nicolorkh, ñilbo de suspenderlo apenas de iniciado, por haber el 
directorio de! Banco, en ejercicio de facultades propias, revoca- 
do el poder dado a Dankert y a otros mandatarios, pagándosele 
el honorario proeuratorio regulado, lio obstante no hat>cr ingre- 
sado a su tesoro «.urna alguna de la deuda de esa sucesión. 

K<ta cámara al revocar el fa!lo del inferior que hizo lugar 
a la (lemanita declara que de acuerdo con la disposición de los 
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afhcwloá ii h7 o y 1958 del código civil, eí mandante puede revocar 
en todo momento e! poder conferido a su mandatario, .sin otra 
obligación que la de satisfacer la parte de retribución que pueda 
por del servicio hecho y que la doctrina 

MMentada |*>r el inferior, sobre irrevoeabiüdad del mandato 
que el Banco había conferido a Dankert era inaceptable toda vez 
que el art, „ í77 e n que ella se basa, se refiere al caso en eme el 
mandato sea la condición de ,,n contrato bilateral, distinto e 
• mdeper.d.entc de aquel, y entre Dankert y el Jlanco Hipotecario 
mm c ' Mer. no resulta haber existido otro contrato 
que el de mandato en sí mismo, establecido en interés de! man- 
dante, toda vez que la convención relativa a la manera v forma 
de retribución de sus servicios son simplemente cláusulas que 
forman parte integrante del mismo, pero, que en manera alguna 
constituyen ellas un diferente contrato. Luego el Banco en ejer- 
nc.o de aquella facultad lega!, pudo revocar en cualquier mo- 
mento el |,oder conferido a su mandatario sin otra obligación 
que la de pagar el importe de sus honorarios por razón del tra- 
hajo hecho. 

Que en cuanto a lo afirmado por el recurrente en su recurso 
■le hecho de que esta cámara en su fallo pone en discusión la 
aplicación de la ley orgánica del Canco Hipotecario Nacional en 
sus considerandos ó." y f * pretendiendo fundar en ello el re- 
curso q «e sustenta, transcribo a V. E. dichos considerandos que 
dicen: "6.° Que aún dando por justificado el contrato que el ac- 
" tor invoca y en el que basa su reclamación, tampoco la ciernan- 
■• da podria prosperar. ,)orque el directorio del lianco no estaba 

facultado por su carta orgánica para otorgar poderes que con- 
" trarian la ley de presupuesto de la misma institución. El man 
" dato general conferido en 29 fie septiembre de 1903 a favor dei 
" actor por su presidente doctor Ohavarría. coa el propósito 
" enunciado es extraño a las facultades del directorio, porque 
** en ninguna disposición de la carta orgánica del Banco se k 

faculta jiara conferir tales poderes a persona extraña ai ner- 
" sonal del establecimiento, para que ejerza funciones que eo- 
" rrespo rulen lega 1 mente a los propios empleados riel líanco. Si 
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" el directorio, como representante lega! de la institucit'in no tiene 
fflfe |*xteres que Ifts c|iie le acuerdan sus estatutos, se sigue 
" que *>n de ningún valor los acto* t| ue excedan bs limites de 
*' su Biihisterio Arts. ¿5. jfr. 37 y 1905 del código civil". 

"7." <Juc adamas cohm lo tiene declarado esta cámara en 
" casos análogos (ftiiao seguido por Agustín Kncixu versus I5an- 
" co Hipotecario nacional* los >a!dos ^feonaí^á son ¡«irte del 
patrimonio del Manco porque e-<tán constituidos por créditos 
" activos del establecimiento contra deudores y no garantido. 
jHir hipoteca. Por ninguna cláusula de -11 carta orgánica e>tá 
facultad. 1 el directorio (¡ara dU]*mcr el 30 ]>or ciento de ese 
patrimonio a favor de un tercero, coinproivietiéndi «lo como to 
** ha hecho con e! pretendido contrato tpie se dice celebrado con 
"fíankert y menos aún para retribuir funciones con cúrrenles y 
" similares o n tas de lo-* empleado? a sue" lo del mismo esta- 
" bíecimiento, lista cláusula es contraria al texto y al vs^ií ritti de 
" la ley de creación de! líanco Hijwitecario Nacional y ¡mr 1.. 
tanto e- nulo el contrato por haber su directorio realizado títtn 
con vención dañosa a >u mandante el I Janeo". 

Esta cámara revocó el fallo fiel inferí. ir absolviendo al 
Banco de 'a demanda instaurada contra él y de cuyo tallo el te 
cúrrente interpuso el recurro de apelación para ame Y. E., apela, 
eión t|WÜ e^le tribuna! denegó ]n»r no hallar el caso comprendido 
en el articulo 6-" de la ley número 405^ ni en mi correlativo el 
art. 14 de la ley nuni. 4S. 

Ks cttanío debo infoiértiÉar á Y. K. a cpiL-n ESios guarde. 

AoítV/ ít'oytut. 



FAI.t.O DE LA COR-ri- Sl'I*RF,M A 

Bueno* AJrtl, Septiembre 23 de 1913. 

Autos y vistofl : 
El recurso tic queja entablado por don (umlenno E. Han- 
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km, contra sentencia de !a cámara federal de esta capital, ( ,ue 
no hace lugar a la demanda jior cobro de pesos, instaurada al 
lianco í hfHtfeeam Nacional jxir dicho señor, v 

Considerando: 

É 

One no aparece que el recurrente baya fundado el derecho 
que pretende; en ninguna disposición de la lev esleía! del con- 
greso, v sí tan sMé en artíceos del código civil míe ha reputado 
pertinente-. 

i}w la sentencia apelarla invoca, es cierto, prescripciones de 
la carta orgánica del Manco, para fundar el rechazo de las pre- 
tensiones de Dankert que no fueran invocadas por éste ; v lo hace 
como razones independientes de otras tpic basadas en di^ósiqo- 
nes de derecho eonuin, que son suficientes para sostener su falto. 

I W cKo. y de acuerdo con lo |)edido jior el señor procurador 
general, se declara bien denegado el recurso. 

Notifiquen «trigina!, repóngase el papel v archívese, devol- 
viéndose los autos princifiales con testimonio de esta resolución. 



A. l'.iCKuitjo. — Xu-axor G. w-:i. 
Solar. — M. P. Dakact. — 
D. K. |\\ lacio. 
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CAL'SA ccxvr 

Recurso de "¡tabeas corpa*' interpuesto por el señor linrit/tie 
Kaufh en favor del teniente coronel don h'enelón Avilo 

Sumario: i.' \n procede el recurso de nn'idad para ante la Corte 
Suprema fundado en el artículo 6* de !a lev .4055 concor- 
dante con artículo 22 del códiy de procedimientos en lo 
criminal, ]«ra Uwlo< tos cas** a que alude el articulo 14 de 
la ley número 48. 

2." Para i|ue proceda el reeur>o extraordinario para ante 
la Corte Suprema, no lunsta hacer referencia* yene ra-! os u 
una ley del a ■ngre^o. pues se requiere citas concretas que 
determinen con precisión el derecho federal cuestionado y 
des con* .'ido. 

Caso: Lo explican las siguientes piezas: 



SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL 

Salta, Junto 22 út 1913. 

V istos: 

Don Enrique J, Raueh. se presentó denunciando que su ami- 
go don Fenclón Avila taina «uto privado de su libertad en arres- 
to o detención en el euntle! número * de artillería de montana, 
si:i serle posible saber por cuya orden lo estaba, ni el oficial que 
la ejecutó; expresando; (Jue mi patrocinado no habia sido con- 
denado a pena alguna privativa de su libertad, |h>r autoridad 
competente, sino por no haber «.hederido la orden de arresto, po; 
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<Iiez días, que militarmente Je comunicó el general Carlos O'IW 
uell, por no haberte saludado, según lo informa el documento 
original adjunto. Que el señor Avila era mero ciudadano desde 
el 31 de Octubre [le roo.;, en (|tie pasó a 'la situación de retire, 
dejando de ser miembro de la familia militar, según disposicio- 
nes expresas de !a ley número 4707. como lo eomprol>aban ¡os 
instrumentos acompañados bajo los números 2 y 3 y lo ratificaba 
bajo su palabra de honor y juramento de cristiano que bacía ante 
Dios y la patria. Que tos comprobantes números 4 y 5 prueban 
que el juez militar de instrucción le ordenó comparecer ante él a 
prestar declaración indagatoria, en la causa que se le seguía, por 
no haber dado cumplimiento a una orden, y que el señor Avila 
opusn oportunamente la incompetencia de ese juzgado militar en 
¡a cansa aludida; habiéndosele detenido no (Estante, sin resolver 
la incompetencia de jurisdicción perfectamente í un fiada en de- 
recho. Que et interdicto procede j>or los mismos hechos que lo 
determinan: pues, por su situación de retiro, había dejado Avila 
de pertenecer al ejército y, siendo un simpe ciudadano, ninguna 
autoridad militar puede formarle causa ni privarle de su lil>er- 
tad. por solo no haber saludado a u¡i oficial superior del ejército. 

Cor lo que pide se baga lugar tr W'cü.í cor fas interpuesto, 
con costas y demás indemnizaciones cor rescindientes en derecho. 

Por otro si pide habilitación de las horas del día 14 y sub- 
>iguicntes y se ordene se mantenga al detenido en esta ciudad a 
disposición de este juzgado. ¡>or tener informes fidedignos de 
que le transportaría a Tucumán 

El juez de instrucción militar, teniente coronel don Agustín 
Üerlonaseo. informó: que usando de las faetr'tades que le confie 
re e! articulo 315. incisos 1 2." y |" del código de justicia mili- 
tar ( hoy 4708 1. |>or auto del dia anterior, ordenó la prisión pre- 
ventiva atenuada del procesado señor teniente coronel de la sec- 
ción Reserva, don Fcnelón Avila, en actual servicio como inten- 
dente del campo Ccnera! Jíclgrano; por reo del delito de insubor- 
dinación. 

F.I señor procurador fUeal. absolviendo la vista que se man- 
dó, expuso: que emanando "a orden de rk*ten:ión de autoridad 
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nacional era competente este juzgado para resolver ei tótó 
Corpus. 

En cuanto al interdicto. ( |ice que debe ser desestimado ; por- 
que d tabeas cor t ns es el medio de evitar que un habitante sea 
detenido, con violación de les preceptos de la Constitución Na- 
cional en su art í8 ; |>cro que el juez de instrucción militar tie- 
ne facu tades legales para disponer la detención del recurrente 
ix>rq t ,e la situación de retiro en que éste se encuentra, no le re- 
para en absoluto del ejórcito. pues según el articulo 3$ titulo II 
y el i.", titulo III de la ley 4707. "es la situación del militar qué 
na dejado de pertenecer a las de actividad e inactividad del ejer- 
cito )>enii,ine.ite, con goce de pensión, etc.", y e! decreto de ío de 
.\. siembre de foo 5 , reglamentario de esta lev, refiriéndose a la 
ult.ma disposición, dice: »U» oficiales de tock» ios grados (|lie 
t>asen a! retiro eesan de pertenecer al ejército permanente y re- 
vistaran en una lista llamada de retirados, j>or la que se les liqui- 
dara su resistiva pensión". De lo cuaí y de la segunda parte riel 
articulo 33, título II, ley citada, concluve: que el militar retirado 
no >e desvincula en absoluto del ejército desde que puede even- 
tualinente, voíver a la vida militar activa, cuando el t >oder eje- 
cutivo crea necesarios sus servicios, en las condiciones previstas 
en el artículo 3 t de id., es decir, agrega, que los oficiales de Ja 
sección Reserva querían a disposición del poder ejecutivo para 
ser empleados en la justicia militar, en eí profesorado v en el 
cuerpo de la administración militar. 

Notificado el detenido; de que podía usar del derecho que 
le aeordalm el articulo 638 del código de procedimientos en ío 
criminal, presentó el escrito de fojas ió, ratificando !o expuesto 
por su gestor, y negando Jti afirmado en el informe del juez de 
instrucción militar de que estuviera detenido como reo dd delito 
de insubordinación: (|U e. sin duda. la insuliordinación a que este 
se refiere, es el haberse dirigido a él, en su carácter de simp'e 
ottdadano. pidiéndole se declarase incompetente para conocer en 
la causa que se le fórmala por falta de cumplimiento a ía orden 
militar expresada ya. por su defensor, única originaria de su de- 
tención. 



DE JUSTICIA DE LA NACION 369 

De acuerda con la segunda parte cíe! artíeulo a." del código 
citado, se recibió a prueba el interdicto sobre los hechos contro- 
vertidos, ordenándose comunicarlo telegráficamente al señor 
juez de instrucción militar, que se encontraoa en Tucumán. 

Notificado el ocurrente, a nombre y cumpliendo instruccio- 
nes de su defendido, renunció a la prueba interior, en diligen- 
cia de fojas 25. 

En providencia de 19 del corriente se mandó agregar el su- 
mario y nota remitida por el señor juez instructor militar, como 
prueba fie lo informado por él. 

Sumario que comprueba por información testimonial los he- 
chos siguientes: a) Haber pasado el teniente coronel retirado se- 
ñor Avila por frente del jefe de la región, general O'Donne:!, 
sin saludarle ; b) Haber éste dtrigidrfc y recibido aquél, orden de 
constituirse arrestado por diez días en el R. 17, por dicha cansa; 
c) í.a falta de cump'imiento a esta orden, por el intimado: d) Y 
la orden del mismo jete de la región, al juez instructor militar, 
fíe instruir el sumario del caso. 

Cerrado el cual, sigue el escrito original del detenido opo- 
nindo la incompetencia de la autoridad militar, sin que fe haya 
recaído resolución alguna. 

A fojas 35 de ese proceso obra la indagatoria del detenido 
en la que ratifica lo constante en el sumario, afirmando: que. en 
sil condición de retiro absoluto, creia no estar obligado a rendir 
honores a superiores militares, mucho menos, no vistiendo uni- 
forme militar, por lo que niega haber cometido deJito alguno: 
pregando que habia asistido a la citación del señor juez de ins- 
trucción mfütar. haciendo honor a su mandato, pero desconocién- 
dole com|jetencia para sumariarlo, por cuanto el 31 de Octubre 
de 1905 obtuvo su retiro del ejército, y, el 31 de Octubre de 1910. 
dejó de formar parte de Ja sección Reserva y volvió a! goce ab- 
soluto de la vida civil ; jior lo cual reputaba de insalvable utilidad 
a toda actuación militar contra él, sin embargo de estar desempe- 
ñando el cargo de intendente del campo Helgra'no. Sigue el auto 
de prisión preventiva y su notificación al detenido. 

En el oficio a que adjunta este sumario e! señor ju.z írtis- 
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tructor militar afirma que el teniente corone! de !a sección Re- 
serva, don Fenelón Avila, consintió la jurisdicción militar. i*>r 
el hecho ríe concurrir a prestar declaración indagatoria; que éste 
solicito su retiro y lo obtuvo por decreto de 31 de Octubre de 
rc^s; acogiéndose a la ley 4707, y, conforme al articule, p ¡t ttt 11 
[P II de la misma, aceptó el cargo de intendente del cáfíipo G* 
neral IWgrano, sin usar del derecho r¡ue esta ley acuerda a los 
retirado., para acogerse, de>ptie> t le cinco anos a la situación de 
retiro absoluto larts. 29, 30. 31. 32 y 33, titulo y ley citados) ; 
raz-m por la que seguía revistando, voluntariamente, en las listas 
ilc jefes de la Sección Reserva, a disposición det poder ejecutivo 
nacional. |>or estar desempeñando un puesto de actividad, cotí 
suejdq, en cuya virtud, por el articulo 3a del mismo titulo. v de- 
creto de Mayo 5 de rooS. tiene las obligaciones v derechos que 
los militares en -ervieio activo, no pasando al retiro, sino i>or re- 
dición ministerial < articulo *V\ decreto citado), y (U . estas eir 
cu tstancias y precedente^ al respecto, entre otros, el caso del 
teniente coronel retirad.! don j.^c Suspiciehc a quien >e rechazó 
el babeas corpas que interpuso, ante uno fie los jueces federales 
de sección de la capital, han deeidtdole a declarar competente pa- 
ra juzgar al teniente coronel Vvita. cuando recibió ordo fie ins- 
truir el sumario adjunto, que pide le sea devuelto; 

V* considerando : 

1." Otte procede el auto de haldas CMpUs toda vez que ja per 
M»na que Impide, o en favor de quien -e demanda, se halle priva- 
da o restringida en su libertad, en alguno de los casos y formas 
determinados en los artículos Ó17 y f,>j código de* procedi- 
mientos en lo criminal, siempre que no promedie alguna de las 
excepciones de! artículo óiX o alguna de tas circunstancias nume 
radas en el artículo 635. 

2* (Jue para interpretar y aplicar fielmente la ley no es jier 
mitido truncarla, o turnar aisladamente sus frag nentos. sino que 
es necesario aceptar íntegros y correlacionar sus disposiciones, 
para, de la unidad de mi conjunto armónico, deducir e! pensa- 
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miento y fin del legislador; asi, e n el eatasub jtídke, el conjunto 
de preceptos de la ley 4707, en cnanto a la .situación del militar 
retirado, aplicados a los hechos controvertidos, exhiben nítido ese 
propósito, evidenciando !a absoluta falta fie potestad en la auto 
riilad militar para ordenar la detención de un retirado del ejér- 
cito, que no viste uniforme y ha dejado de pertenecer a la sec- 
ción "reseña" (como se verá en seguida), por !a mera falta so- 
cial de cortesía, de no haber saludado a un jefe conocido del ejér- 
cito. En efecto, por decreto del poder ejecutivo nacional fechado 
en Octubre 31 de 1005, constante en el documento fehaciente da 
f °ja> 3 y reconocido por el juez instructor militar "se declaró en 
situación de retiro a! teniente coronel don Kenelón Avila", a pe 
lición del mismo y de acuerdo con el artículo 19, capítulo VI, tí- 
tulo III de la ley citada; y bien, por prescripción del articulo 30, 
titulo II concordante con el articulo 6. a , titulo III de dicha ley 
orgánica militar "todos los oficiales y asimilados forman la sec- 
ción de reseña sólo durante los cinco años siguientes a la fecha 
de su pase a retiro" : después de cuyo plazo, terminado y cerrado 
et legajo constitutivo de las fojas de servicios del postulante, en- 
tre otras cosas, "con el pase de la reserva de cuadros al retiro de 
fin i ti vo", como en el caso ocurrente ; sin que "en ningún caso ni 
f>or ningún motivo pueda reingresar al ejército, una vez cerrado 
el legajo personaV. el retirado deja de pertenecer ipso fado a la 
situación de actividad c inactividad del ejército permanente, 
cuando, como Avila, tienen más de cuarenta y cinco años de 
edad, según consta en el mismo decreto de retiro, a fs. 3. artícu- 
los 34 al 37, capítulo IV, titulo II. y artículos 1." y \2 t título III 
de la ley 4707 ; y. por ende, excluido en absoluto del rigor de la 
disciplina, de la jurisdicción de las autoridades militares y de 
toda relación de esta índole, a que están subordinados exclusiva- 
mente los miembros del ejército: sin que, a tal situación se opon- 
ga lo dispuesto en los artículos 31 y 32, titulo II de la ley citada, 
ni el artículo 6.° del decreto que la reglamenta, ni el decreto de 
5 de Marzo fie 1908: pues, congruentes con las prescripciones 
antes citadas y el artículo 33. título 1 1, estas últimas disposicio- 
nes se refieren, stMo al tiempo durante el cual el retirado se en- 
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euentre en la sección de reserva; ordenando él articulo i° ( |e 
aquel (I ^to y el del segundo, que oficiales de todo* los 
«nidos, pasados al retiro, cesa» efe lentece* al ejercito inma- 
nente, y revotarán en una lista llamada dé atináis ,H> r la Oue 
se le, Iqiutdará su respectiva i*ensiún, 

3 o Qtte esta interpretación está confirmada por la jurispru- 
dencia, especialmente, en el caso del teniente de navio retirado 
don Lauro Lagos, falla*!*, por una de las cámara, de apelaciones 
de la capital en Octubre 27 cié 1906; ampliamente fundada c 
■lustrada con los antecedentes de las legislaciones extranjeras 
que han servólo de modelo a nuestra lev sobre la materia, v por 
la discusión de la Honorable Cámara de Diputado, de la Nadó-. 
aJ triarse la ley orgánra del ejército, v *Hs¡>osicione> sobre el 
retiro, donde se ilustró este punto. c*m la doctrina *le La IVrrie- 
re — "Legislación y administración militar". t , iinil ] j^,. u ^ 
conforme a cuya doctrina se estableció: "que el oficial en" reí i ro 
quédala descargado de todas las obligaciones que fatalmente pe 
san sobre los que están en in icio activo, y de tudas sus obliga- 
ciones en el ejército", afirmándose en resumen, ".pie era devuéí- 
to a la vífia civil". Y el Séflor ministro ríe la guerra, presento en 
la sesión, dijo: "Kse es, efectivamente, el criterio que se tiene de 
los militares en retiro, en los países rpie hemos tomado como mo 
de'o para hacer nuestra legislación militar". (Diario de Sesio- 
nes de la cámara de diputados, sesión del 21 de Agosto de Idóg, 
tumo líf. página.. 366 y 307). 

4." Que el buen sentido demuestra, desde luego. que el em- 
pleo de intendente de campo dé maniobra-. i*»r la índole de las 
funciones que le son propias, no es un emp'eo militar, en la acep- 
ción gemiina, gramatical y técnica, ui ipi e la ley emplea esta ¡«i- 
1 abra .sino un simple administrador, de un campo de propiedad 
de la Nación; concepto ratificarlo por la *Ieducción <pie fluye de 
¡a rcf/hinrnhhión <i t - tos ittmfos de maniobras, aprobada por de- 
creto fie .Mayo [5 del [005; la cual dispone: 1.° Qué "la a Iminis- 
t ración *le los campos *te maniobras. de¡*ndcrá 'directamente de 
la intendencia de guerra y estará a cargo de un intendente, civil 
militar, según resuelva el niinUterio. para caria canipo. ¿nien 
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tendrá a sus inmediatas órdenes todo e! personal de empleados/ 
peones <|iie para cada «no se determine. . ." 2° "Habií-ndose te- 
nido en cuenta. . . el que jhkmLiii servir como fuentes permanen- 
tes de recursos para mantenimiento del ejército, los intendentes 
de campo, procurarán por todos los medios a su alcance.. ., el 
mayor rendimiento posible con el menor gasto, cortando toda 
erogación que 110 tenga por objeto ai ret entar ¡a producción o con- 
sejar y mejorar la propiedad". 5. "Los intendentes son respon* 
sables de la buena conservación de los edif icios, potreros, alam- 
brados, arboleda, ga natío, útiles y enseres del campo y de sn bue 
na administración, a cuyo efecto llevarán los libros necesarios 
para dar cumplimiento a la ley de contabilidad, en los que ex- 
presará, con toda claridad, el movimiento de fondos, materiales, 
>emil!as. etc., etc.", 

Luego; según estas disposiciones y demás concordantes de 
la misma reglamentación, el intendente del campo de maniobras 
no es un empleado de la administración militar, comprendido en 
la sección "reserva", ni de asimilados, sujeto al rigor de la disci- 
plina ni a la jurisdicción de la autoridad militar, como que nada 
militar administra, sino un simple administrador de un campo de 
propiedad del ministerio de la guerra, encargado del cuidado de 
aquél y de su explotación ; dependiente. s<»lo en lo relativo a las 
funciones que le están encomendadas, de la intendencia de gue- 
rra, en las mismas condiciones en que lo está, de su principal o 
palrón. cualquier administrador de un fondo particular. fi- D Qut 
la índole cí institucional sumar í sima del interdicto, dados los días 
de prisión ilegal míe lleva sufrirlos la persona a cuyo favor se 
demanda el haheas corpas, no permite al juez detenerse a des- 
arrollar todas las razones que lo fundan: máxime cuando c! caso 
está -«en cilla y claramente resuelto por las expresas disjxtsieiones 
de la ley citada. 

Por estas razones, fallo: otorgando el ¡tabeas corpas deman- 
dado en favor drl teniente coronel retirado don Fenelón Avila; 
en consecuencia, mando se ponga a éste inmediatamente en liber- 
tad y. fie acuerdo con el artículo 644 del código de procedimien- 
tos en lo criminal, condeno al pago de las costas causadas a los 
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jefe* militares airtores <| e la prisión ilegal, general don Carlos E> 
í>ormt ' !! >' fm instructor militar, teniente coronel don Agus- 
tín liertanasco; no obstante del dictamen del señor fiscal. Pan; 
el cumplimiento inmediato de lo mandado, oficie.se telegráfica- 
mente al nombrado señor juez instructor, transcribiendo esta re- 
solución y, al solo objeto de evitar probables dilaciones en su eje- 
cución, pídase en la misma forma, a S. E. el señor ministro de la 
guerra el cumplimiento en el acto de lo mandado, sin declinar 
por esto en Jo más mínimo la facultad que a los jueces fede rales 
confieren el artículo 13 de la ley número 48, de 14 de Septiembre 
de 1863 y. especialmente para el caso sub judkc, el articulo 620 
del código de procedimientos en lo criminal, para intimar el cum- 
plimiento de sus mandatos o resoluciones, directamente, al fun- 
cionario civil o militar del caso, sin atender a tas formas estable- 
cidas en el decreto de Agosto 26 de 1907, que no pueden primar 
sobre la ley, restringiendo esa facultad, basada en los fines de la 
Constitución, que asegura al poder judicial completa indq>eiiden- 
cia para la eficacia de su acción en la esfera que le ha fijado, eu 
el funcionamiento armónico del gobierno. — Xotifiquese origi- 
nal al ocurrente y señor fiscal, repónganse y cópiese en el libro 
córrespond íe nt e, 

Davui Zamhruno. 



SENTENCIA ItK LA C.\ M ABA FKIH-R.U. DE AfHLAClÓX DK CÓHDÓllA 

Córdflb*, julio 11 4c (til. 

Vistos: 

Kl recurso de ablación interpuesto por el procurador fiscal 
de la sección Salta, contra la sentencia de fecha veintidós de Ju- 
nio último, dictada por el señor juez federal de aquella provin- 
cia, y en la que se resuelve hacer lugar a! amparo de la libertad 
del teniente coronel don Fenelón Avüa; 
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Y considerando; 

Que el recurso de amparo de la libertad que motiva este jui 
CÍO no tiene por fundamento la falta de formalidades legales en 
la detención del teniente coronel Avila, sino tan sólo el hecho 
que se alega de haber éste cesado de pertenecer al ejército en vir- 
tud de su retiro y no estar sujeto a las autoridades militares ni. 
por lo tanto, haber jiodicb cometer el delito de insubordinación 
que se le imputa. 

Que la detención de que se trata ha sido ordenada por un 
juez de instrucción militar en el sumario que instruye con motivo 
del referido delito de insubordinación, previsto y penado por ei 
código penal militar, y cuyo conocimiento corresponde a la juris- 
dicción de los tribunales militares. (Ley citada, arts. 97 y 635) 

Que siendo esto así, debe concluirse (¡ue la detención o pri- 
sión preventiva del teniente coronel Avila ha sido ordenada por 
autoridad competente, lo que, de acuerdo a lo establecido por el 
artículo 635, inciso 1.» del código de procedimientos en lo crimi- 
nal, tiene |wr efecto que aquél sea devuelto ai estado de deten- 
ción en que se encontraba antes {le que e! juez íi quo lo hiciera 
comparecer a su presencia en virtud del auto de hateas Corpus 

Que atm cuando fuera exacto que el teniente coronel Avila 
no |>ertcnece ai ejército nacional ni esté sujeto como militar a sus 
autoridades, ni haya podido cometer, por lo tanto, el delito que 
se le imputa, esta defensa como cualquiera otra (íe fondo ha de 
bído hacerse valer ante el tribunal que entiende en la causa y no 
puede fundar la procedencia del recurso de amparo de la liber- 
tad, porque i»ara ello sería necesario rever previamente las reso- 
luciones de aquél declarando su nulidad o la incompetencia de 
la justicia militar para someter a juicio ai procesado, lo que en 
ningún caso ni en forma alguna es dado resolver a los jueces de 
sección ni a cámaras federales que ejercen su jurisdicción sin 
perjuicio de la jurisdicción militar sobre la que no tienen potes* 
tad alguna. < Articulo 7.°. ley número 48, y art. 26. código de pro- 
cedimientos criminales). 

Que la constante jurisprudencia de la Suprema Corte en nú- 
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merosos fallos, «no de los cuales resolvió un «so idéntico al pre 
senté, - porque se trataba también de un proceso de. insubordi- 
nación contra un soldado que alegaba no estar sometido a la au- 
toridad militar ni haber podido cometer el delito que se le impu- 
taba porque a la feona del hecho haoia fenecklo el término de su 
contrato de enganche, - ha consagrado la doctrina expuesta en 
jo* considerandos anteriores estableciendo que "constando de ati 
tos que d detenido se hallaba sometido a las autoridades ele la 
junschecon nulitar. su recurso de amparo era improcedente por- 
que aquellas pueden, según las leyes relativas y en los casos pre- 
vistos por las mismas, imponer la detención de las personas ¿cu- 
sattos de haber cometido un hecho justificable por esa jurisdic- 
ción y que las observaciones tendientes a demostrar que la jus- 
ticia militar carece de competencia para juzgarlo no pueden to- 
marse en cuenta m resolverse en el juicio de habeos cortots "m,e- 
- a salvo los derechos del recurrente para hacerlos valer en 
na y ante quien corresponda' \ (Suprema Corte, fallos to- 
7i. Pk- mi 75. Pág. 16. ; 78. pág. 246; 85, pág- 112; 9 ,, 
Pag 249, y otros , V ' 

Que, dadas estas consideraciones, la cámara no puede pro- 
nunciarse sobre a cuestión a saber sí debe o no considerarse a' 
teniente coronel . vila en situación de retiro absoluto, y en caso 
afirmativo, st esta circunstancia lo sustrae a las leyes y jurisdic- 
ción imlitares. * 

Por estos fundamentos, y de acuerdo a lo pedido ,>or H mi- 
msterio fiscal, se revoca el fallo apelado y se resuelve no hacer 
lugar al recurso de amparo de la libertad interpuesta en favor 
del teniente coronel don Feneíón Avila. — Hágase saber v re- 
pónganse los sellos. 



Nemesio González. — A, G. Posse, — 
A* Berdtíc. 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

8«t*0» Aire», Septiembre a de I9U. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que para fundar su recurso de amparo de ta libertad en fa- 
vor del teniente coronel don Petición Avila, don Enrique Rauch 
invocó su condición de retirado y el carácter que atribuye a ese 
estado la ley nacional número 4707. 

Que el juez de instrucción militar, evacuando el informe re- 
querido por el juzgado federal, manifestó que en uso de las fa- 
cultades que le acuerda el artículo 315, incisos 2.° y 3,* det 
código de justicia militar (ley nacional número 4708), ha orde- 
nado por auto del día de ayer la prisión preventiva atenuada dd 
procesado señor teniente coronel de la sección Reserva don Fe- 
nelón Avila, en actual servicio, como intendente del campo Gene* 
ral Belgrano, como reo del delito de insubordinación", (fs. 14). 

Que el señor juez federal de Salta, haciéndose cargo dd de- 
recho fundado en la ley 4707 por el recurrente respecto a su si- 
tuación de retiro y del que, invocaba el juzgado militar respecto 
al servicio que aquél desempeñaba como intendente dei campo 
de maniobras, hizo lugar al recurso de amparo. 

Que esa resolución ha sido revocada por la cámara federal 
de apelación de Córdoba, observando que el recurso de amparo 
deducido no tenía otro fundamento ''sino tan sólo el hecho que 
se aíega de haber éste (el teniente corone! Avila) cesado de per- 
tenecer al ejército en virtud de su retiro" ; de estar procesado 
por el delito de insubordinación, previsto y penado por el código 
penal militar, y cuyo conocimiento corresponde a la jurisdicción 
de los tribunales militares, según los ar tí cirios 97 y 635 del mis- 
ino enligo. 

Que, invocando lo dispuesto en el artículo 6.° de la ley nú- 
mero 4055. concordante con el articulo 22 dei código de procedi- 
miento criminal para todos los casos a que alude el artículo 14 
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de la ley número 48. se han interpuesto para ante esta Corte los 
recursos de apelación y mrfidad (fojas 69). 

Que esas preseri[>ciones legajes no autorizan el Último; o 
sea el recurso de nulidad, según lo reiteradamente resuelto |>or 
esta Corte. (Fallos, tomo 102, página 43: tomo 108, página 39). 

Que, en cuanto a-3 de apelación, se ha fundado únicamente 
en que la sentencia de la cámara federal de Córdoba lia descono 
cido derechos que el recurrente ha apoyado en la ley nacional nú- 
mero 4707. 

Que para la procedencia del recurso extraordinario ínter 
puesto no basta hacer referencias generales a una ley deí congre- 
so, pues se reuniere citas concretas que determinen con precisión 
el derecho federal cuestionado y desconocido. ( Fallos, tomo 85, 
página 395. y otros). o 

Que, además, interpretando la le> procesal, la cámara íede- 
. ^ dc Córdoba ha hecho constar con referencia a4 rlerecbo que 
el recurrente pretende derivar de la le)- número 4707 "que. aun 
cuantío fuera exacto que el teniente coronel Avila no pertenece 
al ejército nacional ni esté sujeto como militar a sus autoridades 
ní haya podido cometer por lo tanto el delito que se le imputa, 
esta defensa como cualquiera otra de fondo ha debido hacerse 
valer ante el tribunal que entiende en la causa, y no puede fundar 
la procedencia del recurso de amparo de la libertad". 

Qtie, por otra ]>arte, cualquiera que fuese la inteligencia (pie 
se diere por esta Corte a la ley número 4707 respecto a la situa- 
ción de retiro que se invoca, no podría ella afectar el derecho de 
jurisdicción apoyado por el señor juez de instrucción militar en 
fundamentos independientes de las disposiciones de la ley núme- 
ro 4707, o sea en el carácter de intendente del campo de manió 
bras atribuido al encausado y reconocido }>or éste en el sumario, 
según las referencias de fs. 31 vuelta a 32 del fallo de primera 
instancia y en d artículo 10 de la ley número 3305, sobre inten* 
dencías invocado por el fiscal en segunda instancia y cuya inte- 
ligencia no ha sido traída a la consideración de esta Corte por el 
interpuesto a fojas 69. 
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Por estos fundamentos; oído d señor procurador general, 
se declara no haber lugar al recurso extraordinario interpuesto. 
Devuélvanse y repónganse ios sellos ante el inferior. 

A. Bermejo. — Xicaxor G, pEt 
Solar. — M. p. Daract. — 
D- E. Palacio. 



- o 

CAUSA CCXVII 



ferrocarril Central Argentino contra Astengo, Enrique; 
sobre cobro ejecutivo de pesos. Recurso de hecho 

Sumario; No es procedente el recurso extraordinario autorizado 
en el articulo 14 de la ley número 48, contra una sentencia 
de trance y remate, por cuanto queda siempre expedita a las 
partes la vía ordinaria y no puede considerarse, por lo tanto- 
como sentencia definitiva. 

Caso: Lo explica el siguiente: " 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bticaet Ajr«s, SepUemb» 3 de 1918. 

Autos y vistos : 

El recurso de hecho por apelación denegada interpuesto por 
el representante del ferrocarril Central Argentino contra senten- 
cia pronunciada por la cámara de apelaciones. 2.* circunscripción 
judicial del Rosario de Santa Fe en el juicio ejecutivo por cobro 
de afirmados seguido por don Enrique Astengo. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

* 

Y considerando ; 

íjue H recurso ertraordinario para ante esta Corte prevista 
en e] articulo 14 de la ley número 48, fué denegado por la cá- 
mara de apelaciones del Rosario en ra*ón de cjue el fallo recurri- 
do había sido dictado en un juicio ejecutivo, el que cualquiera 
que sea su resultado deja siempre erpedíta a las partes la vía or 
dinaria para hacer valer sus derechos, según el articulo 862 del 
código de procttlimientos de la provincia. í Fojas 90 de los autos 
principales remitidos |*>r vía de informe). 

Que en tales condiciones, la sentencia apelada uo es defini- 
tiva a los fines del recurso deducido como lo requiere el artículo 
14 de la ley número 48 y lo reitera<lamente resuelto jjor esta 
Corte. ( Fallos, tomo 1 13, púg. 100 ; tomo 107. pág. 308, y otros». 
1\>t d!o, oido el señor procurador general, se declara bien 
r ~ el recurso. — Notifiquese y, rq>uesto el papel, arehí- 
-Jviendose los autos principales con testimonio de esta 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 
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Recurso de hecho deducida por García, Agustín, en autos con 
Barraba Manuel y Can ia Antonio, sobre aplicación de pena. 
Tercería. 



Sumario : So procede el recurso de queja contra una resolución, 
que aplicando el art. 534 del código de procedimientos de h 



0S JUSTICIA DE LA NACION 381 

capital por un juez competente, impone una detención a! re 
cúrrente. 

Caso : Lo explica el .siguiente : 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aire», Septiembre £7 4c 1913 

Resultando de la propia exposición del recurrente ijue se 
trata de un incidente de tercería y que la detención le ha sido im- 
puesta por un jues autorizado para ello en los casos del articulo 
534 del código de procedimientos de la capital, no lia lugar a la 
cjueja í|ue se deduce y archívese. 

.V Bermejo. — Nicanor G, del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Caraxjllas, 



CAUSA CCXIX 

Juta Letrado de Santa Crnc, comunicando el tribunal que se au- 
senta f>ara la capital federal en razón de encontrarse en- 
fermo. 

Sumario: Corresponde a las cámaras federales, de acuerdo con 
lo dispuesto en el inciso 4.° del articulo 2" de la ley 7099. 
modificatorio del articulo 11 de la ley 4055, adoptar las me- 
didas correspondientes respecto de un juez letrado que ha 
hecho abandono del juzgado sin su debida licencia. 

Vaso ; Lo explican las siguientes piezas : 



FALLOS Dt LA COltTt kVntUA 



► 



DICTAME* 1>KL FISCAL DK CAMARA 

U PUU, Aromo 7 de im. 

Exenta, cámara: 

Kl señor juez letrado dd territorio de Santa Cruz, doctor 
Federico liaoel!, comunica a V. E. que i*>r razones de .alud « 
ausenta de Río Gallegos el 24 de Julio dd corriente año. 
Xo pide licencia. 

Solicitado informe a la Suprema Corte para saíier si ese alto 
tnlmna! le ha concedido licencia jara ausentarse de su juzgado 
contesta que no le ha concedido. 

A su vei el fiscal, que también estaba ausente con licencia 
comunica que de regreso ha encontrado al juez en Puerto lesea- 
do y que se ha hecho cargo dd j n«gado. 

La conducta del señor juez es extraña, irregular, e importa 
una falta grave : el abandono del juzgarlo. 

Además, a pedido dd señor ministro de relaciones exterio- 
res, el de justicia, envía a V. E. una carta dd mismo juez doctor 
BadeH al señor ministro de Alemania, considerando que es alta- 
mente inconveniente que los miembros del poder judicial se co- 
muniquen directamente, en cuestiones oficíales, con representan- 
tes diplomáticos extranjeros; Uamando especialmente la aten- 
cn»n de V. E. sobre los términos de dicha carta, que son. dice, 
una evidente censura hecha por un funcionario nacional de los 
actos de otras funcionarios nacionales. 

Si bien es cierto que la ley 7099 confirió a V. E. las faculta- 
des de superintendencia limitada, eHa misma en su artículo 2.\ 
inciso 4», última parte, establece que en caso de reincidencia por 
¡*arte de los jueces, procuradores fiscales y defensora de pobres, 
menores y ausentes. la cámara pondrá el'hecho en conocimiento 
de la Suprema Corte a los efectos de! artículo z.\ inciso 4.* de 
4a ley 4055. 

Kn los casos graves, esta última ley Jfopqoe que la Corte 
Suprema pondrá d Iiecho en conocimiento de la cámara de dipu- 
tado* de la nación. 
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Es justamente e! caso, porque el abandono del juzgado, e* 
un hecho grave, mucho mas citando V. E- ha ordenado la inspec- 
ción por uno de los inspectores de justicia, por haber notado irre- 
gularidades de carácter grave que debían esclarecerse, cuyo in- 
forme aún no se ha expedido. 

Opino que V. E. mande elevar a la Suprema Corte estos an- 
tecedentes a los efectos del artículo 2.", inciso 4, de la ley 4055. 

Isaac Godúy. 



FALLO DK LA CORTK SUPREMA 

Buen» Airci, 21 Septiembre^ 191?. 

Atento lo dispuesto en él inciso 4.", articulo 2* de la ley 
7099, modificatorio del articulo 11 de la ley número 4055, y con- 
siderando que la gravedad que pudiera revestir el caso, sólo ejer- 
cería influencia respecto a las interioridades del mismo, o sea. a 
su conocimiento |x>r ¡a Cámara de Diputados de la Nación, oído 
el señor procurador general, se resuelve : deyoíver estas actua- 
ciones a la cámara federal de apelaciones de La Plata para que 
adopte las medidas correspondientes. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cam anillas. 



CAUSA CCXX 



Oliva y Xaciopti en autos con ta Municipalidad de Córdoba, 
sobre mconstUuciowlidad de impuesto. Recursa de hecho 

Sumario : No procede el recurso previsto por el artículo 14 de 'a 
ley 48, contra una resolución que se contrae a considerar v 
decidir cuestiones de mero procedimiento resuelta* por apli- 
cación de las leyes procesales de una provincia. 

Coso : Lo explica el siguiente: 




FALLO m LA I ORTK si'PRgMA 

tu«Hi Alf«. Scptit.brt 27 «t 1819. 



V vistos : 



l'ara resolver sobre la queja interpuesta ante esta Corte por 
rse denegado a !os recurrentes Oliva y Racioppi. l a a ,«| a . 
deducida a fojas 59, contra la resolución de la cámara letra- 
da de i»a* de la ciudad de Córdoba, corriente a fojas 56. 




Y considerando : 

Que aun cuando de los autos enviados por dicho tribunal 
resulta que tanto en la instancia promovida a foja 1 ]>or dichos 
Oliva y Racioppi, sobre ¡nconstitucionalidad del impuesto muñí 
cipaí de análisis químico, como en d juicio de a|>remio que para 
d cobro Je ese impuesto y su multa les promovió la municipal! 
dad de aquella ciudad, k plantearon cuestiones de carácter fede- 
ral, capaces, por consiguiente, de motivar el recurso extraordi- 
nario legislado en d artículo 14. ley 4S. es de advertir que las re 
soluciones en ellas recaídas, fojas 25 y 48, quedaron ejecutoria- 
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das sin haberse interpuesto necurso alguno contra ellas, para ante 
esta Corte. 

Que el deducido a fojas 59 y denegado a fojas 61 vuelta, lo 
ha sido contra el auto de fojas 56. confirmatorio de] de fojas 53, 
que no lia resuelto cuestión alguna que pueda motivar el recurso 
del articulo 14 invocado al interponer la presente queja, pues tai 
resolución se contrae a considerar y decidir cuestiones de mero 
procedimiento, relativas a la acumulación de ambos expedientes, 
a los trámites de ]a via de apremio, condiciones que debe revestir 
la cosa juagada y a la devolución de sumas embargadas en uno 
de esos juicios, Resolviéndose todos estos puntos por aplicación 
de las leyes procesales de ^provincia. 

Que, en consecuencia, no concurriendo en el caso, ninguna 
de las circunstancias especificadas en el artículo 14 de la ley 48, 
no procede ei recurso extraordinario interpuesto, con arreglo a 
lo preceptuado en el artículo 15 y constante jurisprudencia de 
este tribunal. ( Fallos, tomo 58. páginas 191 y 226; 1 15, pág. 1 1 ; 
116. pág. 149, y otros). 

l*or ello, y por lo dictaminado por el señor procurador gene- 
ral, declárase bien denegada la apelación ; y en consecuencia, pre- 
via notificación, archívese, repóngase el papel y devuélvanse los 
autos principales a la cámara de su procedencia, con transcrip- 
ción de la presente. 

A. BebmíJO Nica so» G. dfjl 

SliLAK, — M. P. D.YRACT. — 

D, E. Palacio. — L. Lópkz 
Cabanillas. 



FAUUW DE la COITt 



CALÍA CCXXI 



Sociedad argentina protectora de los animales contra el poder 
ejecutivo de ta provincia de Buenos Aires, por nulidad e i«- 
constitucionalidad del decreto sobre el sport conocido por 
"Tiro a i a paloma títxi" - incompetencia de jurisdicción. 

Sumario : Con arreglo a lo disputo en el articulo 14 de la lev 48 
y 6.» de la número 4055. no procede el recurso extraordina- 
rio co:itra una rescindan por la que un superior tribunal de 
provincia se declara incompetente para conocer originaria- 
mente en una demanda contra el poder ejecutivo de la mis- 
ma, sobre inconstitucionalidad de un decreto, pues no se 
trata de una sentencia definitiva y que sea contraria a una 
cláusula de la Constitución Nacional, ley del Congreso o 
Autoridad ejercida en nombre del 

Caso : Lo explican las siguientes piezas 



SENTENCIA HE I.A SUPREMA OHíTR DE fcA PROVINCIA (tt. AlHES) 

U Plata, 24 4* Mayo U 1W3. 

Vistos y considerando: 

'** ~ Ü ,,e Ia "Sociedad argentina protectora de los anima- 
les" entabla demanda contra el poder ejecutivo, por inconstitu- 
ciorialkted del decreto de dicho poder, de 15 de Octubre de 1912, 
que autoriza el "tiro a la paloma viva", por considerarlo velato- 
rio del artículo 3 1 de la constitución nacional, y 1." de la consti- 
tución de la provincia. 

2 * — Que, como se estableció en el íaHo de 31 de Marzo de 
1911 (causa promovida por don /osé María Pérez), para que 
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proceda la demanda de inconstitucional idad ante la Suprema 
Corte es menester que el demandante se considere agraviado por 
alguna autoridad en «¡os derechos, exenciones o garantías acor- 
dadas por alguna clausula de la constitución, y por derechos 
exenciones y garantías se entiende en el derecho constitucional 
las inmunidades y franquicias de Jas personas, que también sue- 
len significarse con los términos de libertad individual o de de- 
rechos individuales del hombre y ciudadano. 

3*" — según resulta de la propia exposición de la parte 
actora, ésta no gestiona ningún derecho, exención o garantía 
acordada a las personas por la constitución. 

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
procurador general, se declara que U Suprema Corte carece de 
jurisdicción originaria para entender en este asunto. Archívese 
previa reposición de fojas que hará el actor, 
t 

M altaico. — Lecot. — Rkarola, — Bs* 
cúbar, — García Reynoso. 

Ante mí. — Rogelio A. Casco. * 



FALLU DE LA CORTE SUKEMA 

Bueno* Aireo, Septiembre W de J8¡3. 

Y vistos: 

* 

El recurso extraordinario de apelación concedido por la Su- 
prema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires, contra 
sentencia de la misma, que declara carecer de jurisdicción origi- 
naria para conocer en la demanda promovida al poder ejecutivo 
de dicha provincia, por don Roberto S. Pillado, apoderado del 
presidente de la Sociedad protectora de animales* por inconstitu- 
cional idad y nulidad del decreto (pie autoriza el sport de tiro a 
la paíoma viva, y 



FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 

Considerando : 

Que en el casa no se trata de una sentencia definitiva o t|uc 
tenga c! carácter úe ta!, dictada por dicha Suprema Corte, i q»;c 
sea contraria a uua cláusula de la constitución nacional, tratado 
o ley del congreso o de una autoridad ejercida en nombre úk la 
nación, limitándose, con arreglo a la legislación local, a estatuir 
acerca de m jurisdicción originaria para conocer de la demuda 
entablada ; y con arreglo a lo dispuesto por el articulo 14, ley nú- 
mero 48, (y fie la 4055 y lo reiteradamente resuelto, no procetle 
el recurso extraordinario interpuesto. 

Por ello, y ¡o expuesto y pedido por el señor procurador ge- 
neral, así se f leda ra. — Notifíquese original y devuélvanse. 

A. UnH.MK.10. — Nicanor (i. dkl 
Solar. — M, P, J>ar.\ct. — 
I). E. Palacio. — L. López 
Cahan illas. 



CALSA CCXXII 



Albarradn l gimió G., presidente de la Sociedad protectora de 
animales, en autos cotí Presidente de la Sociedad sportiva 
argentina, sobre doma de potros; recurso de hecho. 

ario: Correspondiendo ai jefe de |*>!icía las resof liciones en 
materia de faltas, no tlelie considerarse como definitiva, !a 
míe dicte un comisario de la retwrtición. a efecto de autori- 
zar el recurso extraordinario establecido en el articulo 14 
ile la ley 48, 6° de ía 4055 y 22 del cóüigo de proced ¡miento- 
en lo criminal. 



Caso: Lo explican las siguientes piezas: 
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FALLO DK LA ¡CORTE SUPREMA 

Bmimi A\t*t, Síptíembu 30 4e lío. 

Autos y vistos; 

El recurso extraordinario d e queja por apelación denegada 
mterpiiesto por el presidente de la Sociedad protectora de ani- 
males, contra resolución de! comisario de policía de la scccioón 
27 de esta cap.tal. que ha declarado que los actos denunciados do 
doma de potros, boleada y pialada de animales" no están com- 
prendidos entre Jos penados por mal trato a los animales, man 
dando archivar las diligencias promoví, * contra don Antonio 
Demarchi. presidente de la sociedad sportiva argentina; y 

¿ Considerando : 

Que el articulo 2* de la ley 2786 dispone que en la capita. 
de la república y territorios nacionales, las autoridades policia- 
les prestarán a la Sociedad protectora fie los animales, la coope- 
ración necesaria para hacer cumplir las leves, reglamentos y or- 
denanzas dictados o que se dicten en protección de los animales 
siendo de la competencia de las mismas el juicio y aplicación de 
las penas en la forma en que lo hacen para las contravenciones 
policiales. • 

Que, concordante con la citada d¡s]»sición. el jefe de poli- 
cía, en orden del día 8 de Junio de 1902, dispuso que: Debe ser 
atendida toda denuncia que haga cualquier persona respecto a 
las disposiciones sobre mal trato a los animad y comprobar el 
hecho para la aplicación de la pena en la misma forma que las 
contravenciones policiales- 

Que. con arreglo a lo dispuesto en el artículo 586 del código 
ile procedimientos en lo criminal, en el juzgamiento sobre faJta*. 
a que se refiere el articulo 27 del mismo, el jefe o la autoridad 
municipal en su caso dictará la resolución que corresponda den- 
tro del término de veinticuatro horas, determinándose así por la 
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íey el funcioimrb que del* resolver los casos ccurmifes en la 
materia. 

Qnc cualesquiera que sean las facultades que en el orden in- 
terno de la policía pueda administrativamente acordarse a los 
comisarios de sección en los casos como el presente, resulta claro 
que sus resoluciones no pueden tener carácter definitivo a lo< fi- 
nes de llevarlas ante los jueces, desde que por la ley de procedi- 
mientos citada, es el jefe quien del* dictarlas en materia (te fal- 
tas, como ocurrió en el caso invocado por el recurrente, que *e 
registra en el tomo 1 10, ingina 1 1 de los fallos de esta Corte 

Qi* en tal virtud la resolución del comisario de la sección 
2j t trakla ante este tribunal, no es definitiva a los fines del re- 
curso extraordinario de que se trata; y, por lo tanto, no encua- 
dra en lo dispuesto por el articulo 14, ley número 48, 6,° de la 
4055 y 22 del código de procedimientos en lo criminal v lo reite- 
radamente resuelto. 

Por ello, y de conformidad con lo pedido por el señor pro- 
curador general, se declara no hal*r lugar al recurso. — Xoti- 
fiquese original y archívese, devolviéndose las actuaciones prin- 
cipes con testimonio de esta resolución. 

A. liKRMEJO. — NlCANOB G. DEL 
SGfcÁ* — M. p. Daract. — 
í>, E. Palacio. — L. Lúpkz 

CA HA SILLAS, 



cArsACcxxm 

Córdoba la provincia contra Griet, don Miguel s sobre devolución 

de una suma de dinero 

Sumario : 1 - Bj derecho que se funda en el título a la orden, e* 
absolutamente independiente de la relación jurídica en vir- 
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tud de la cual el título se emite, y el que se obliga en tal for 
ma. acepta de antemano por acreedores, no sólo al tenedor 
primitivo de! título, sino a todos los que, por endoso poste- 
riores, se hagan propietarios de éi. 

2: El subscriptor o firmante de una letra está obligado a 
pagar su importe, aunque haya sido fraudulentamente trans- 
mitido por un intermediario cualquiera, si el portador lo ha 
recibido de buena fe, de persona que tenía facultad para 
transmitirlo. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



FAUO DE LA CORTE SUPREMA 

Bmm» Ai fío, Stptinbit m de l«3 

Y vistos: 

B] doctor R. Jofre por la provincia de Córdoba, con los do- 
cumentos de fojas 1 a 16 y de acuerdo con los artículos 278 y 
397 de la ley número 50, entabla juicio ordinario contra don Mi- 
guel Griet, exponiendo : 

Que en calidad de cesionario de don N. Maillart, de las le- 
tras de tesorería firmadas por el ministro de hacienda de Córdo- 
ba en 22 de Julio de 1900, bajo los números 40, 41 y 42, el expt 
sado señor Griet ejecutó a su representada. 

Que dichas letras han tenido origen en contratos celebrados 
con Maillart para la confección de planos y proyecto general de 
construcción de un edificio publico. 

One esos contratos son nulos, porque se prescindió, al cele- 
brarlos, de ía licitación ordenada por el artículo 32 de la consti- 
tucióíi de la provincia y el articulo 8t de la ley número 163 1, y 
porque la ley número 1953 autorizaba solamente para construir 
un edificio dentro de la suma de un millón quinientos mi! pea», 
y el poder ejecutivo contrató el provecto dejando al arbitrio del 
proyectista elevar los presupuestos sin ninguna limitación. 




. 1 



PALLO» Si LA COitl tO PUMA 

Que, además ios artículos 98 y 137 de la misma ley provin- 
cial número 1631, disponen que la remuneración .Je trabajos au- 
torizados por leyes especíales y en tas cuales no se determina la 
suma, serán apreciados aquéllos por el poder ejecutivo en acuerdo 
de ministro*, debiendo el pago ser autorizado por la legislatura, 
si la suma fuese mayor de dos mil pesos moneda nacional ; y que 
en los casos en que el poder ejecutivo tenga necesidad de desig- 
nar peritos o comisiones especiales, to hará con empleados de 
dependencia, los cuales no tendrían otra remuneración que el 
sueldo que |»ercibcn ; y si por falta de empleados técnicos o por 
otros motivos especiales no puedan ser designados esos funcio- 
narios, el poder ejecutivo podrá nombrar personas extrañas, pe- 
ro sus lionorarios. de cualquier importancia o cantidad, serán fi- 
jados por la legislatura. 

Que la citada ley 1631 en su artículo 96 prescribe que en to- 
br» que se contrate fio? cuenta de la provincia, tendrán ínter 
vención directa y en cualquier momento las oficinas técnicas de 
la administración u otras que e* poder ejecutivo designare, y vio 
lando esta disposición, el poder ejecutivo aprobó y recibió los 
trabajos contralados con Maüíart. sin pedir informé a la oficina 
de obras públicas del departamento de ingenieros. 

Que si d i»der ejecutivo pensó que los contratos referidos 
no exigían la licitación, debió celebrarios en consejo de ministros, 
conforme al artículo 8." de la ley 1649. 

Que por los artículos ¿8 y 39 de la constitución, las autori- 
dades de la provincia no ejercen otras atribuciones que las que 
ella Ies confiere, y según otros preceptos de esa constitución, ¡o* 
empleados y funcionarios que extralimitan ka órbita de sus atri- 
buciones, son responsables iiersonad y solidariamente. 

Que el articulo 1038 del código civil establece que la nuli- 
dad de un acto es maní fiesta, cuantío la ley expresamente lo ha 
declarado nulo o le ha impuesto la pena de nulidad : y por los ar~ 
lículos 818 y 826 del mismo código hay derecho a repetir el pago 
hecho por error y el efectuado sin cansa o por una causa con- 
traria a ías httenas costumbres. 

Que en su mérito, pide se condene al demandado a la de- 
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volución de la suma de $ 92,952.56 moneda nacional, importe de 
las letras de tesorería números 40, 41 y 42, sus intereses y cos- 
tas, y a que otorgue la ca^fooiu^w^revieiie el artículo 295 de la 
ley número 5a / \ 

Que don FranciscoNAÍendtoiido por don M. Griet, pide e! re- 
chazo, con costas, de la demanda, alegando : 

Que Griet no es representante de Maillart o su sucesor a tí* 
tuto universal o particular. \ 

Que no consta en las letras en cuestión que ellas fueron en- 
tregadas a Maiilart en virtud (del contrato de locación de servi- 
cios a que hace referencia la qemanda ; y antes por e! contrario, 
resulta de los documentos acompañados por éste que el pago de 
honorarios a Maillart debía haceW en efectivo. 

Que tratándose de documentas transmisibles por endoso no 
tenía Griet obligación de averiguar la causa de la entrega de esos 
documentos a Maillart. 

Que su representado es un tenedor de buena fe, y de acuer- 
do con los artículos 735, 736 y 690 del código de comercio, no 
pueden oponerse contra él otras excepciones que las que nacen 
fie los documentos misn >s. 

Que hay una letr lida a Griet después de vencida, pero 
lo fué no por Maillan, a nio por el Banco Francés del Río de la 
Plata. 

Que según los informes que, entre otros, le ha dado e! señor 
Mailíart. la obra proyectada |>or éste estaba dentro del programa 
que se le sometió, para Henar en el futuro las necesidades de la 
administración de Córdoba, pudiendo ejecutarse de inmediato lo 
más necesario, dentro de la suma votada por la legislatura ; y ba 
cobrado por los planos lo que indica el arancel de arquitectos que 
rige en la república, sin recargarlos con -los viajes, trabajos y des- 
embolsos extraordinarios que exige la atención de una obra fue- 
ra de la residencia del arquitecto. 

Que la petición relativa a fianza es extemporánea, por haber 
recibido ya Griet el importe de una de las letras y ha debido de- 
ducirle en el juicio ejecutivo. 

8 




** FALLOS DE LA COITE SL'PKEMA 

Que recibida la causa a prueba, no se produjo ninguna y 
partes presentaron Jo* escritos de fojas 39 y 46, 

Y considerando: 

Que atenta la naturaleza del presente juicio, la Corte «e en 
cuentra habilitada para invocar en apoyo de su decisión los an- 
te edentes del juicio ejecutivo seguido ante ella entre las misma, 
parte*. 

Que en las letras de fojas [, 2 y 21 (autos ejecutivos) apa- 
recen los enuncjados wlor imputable a la ley número io^j (Bo- 
~r de O, /».), y esta circunstancia, agregada a lo que se expresa 
el párrafo VI de la contestación a la demanda ( fojas 30 vuel- 
ta), es suficiente para demostrar que dichas letras han tenido e! 
origen que les atribuye la actora. 

Que el artículo 212 del código de comercio estatuye que la 
falsa causa en ¡as obligaciones transmisibles por vía de endoso 
minea puede «ponerse al tercero, portador cíe buena fe, consa- 
grando asi la regla exceptw qnx obstabat cedenti vel tjiranti, no tl 
obstat cesstonnarfo vcl giratoria, que ha convertido los títulos a 
la orden en una especie de moneda de convención. 

Que la buena fe se presume, y la demandante no ha produci- 
do prueba para destruir esa presunción lega!, pitea la escritura de 
cesión f fojas 7, autos ejecutivos), de que se hace mérito al efec- 
to en e! alegato | fojas 39 y vuelta), se refiere a una de las letra* 
y el hecho de que Griet interviniera en el descuento que de ella 
hizo a MaillaTt el líanco Francés del Kio de la Plata, no demues- 
tra ]»r sí solo que el primero conociera las violaciones a la cons 
titución y leyes locales que se pretenden cometidas al emitirla. 

Que. en su consecuencia, cualquiera que sea el valor de las 
acciones que pudieran asistir a la provincia de Cónbl» contra 
el tomador o contratante primitivo Maillart, o contra los funcio 
narios que hayan faltado a sus deberes o abusado de sus faculta- 
des, ellos no pueden dirigirse contra H endosatario Griet o contra 
éste en carácter de cesionario riel mencionado Banco, porque, co- 
mo se ha dicho acertadamente, el derecho que se funda en un tí* 
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tuba la orden es absolutamente independiente de la relación ju- 
rídica en virtud de la cual el título se emite, y el que se obliga en 
tal forma aeqtta de antemano por acreedores, no sólo al tenedor 
primitivo del título, sino a todo* los que, por endosos posteriores, 
sé hagan propietarios de él (articulo 736, código de comercio). 

Que d subscriptor o firmante de una letra está obligado a 
pagar su importe -aunque haya sido fraudulentamente transmiti- 
da por un intermediario cualquiera, si el portador la ha recibido 
de buena fe en el curso de sus operaciones habituaos, de perso- 
na que tenia facultad de transmitirla (articulo 690, código de co- 
mercio i ; y no puede ser mejor la condición del que alega simple- 
mente que su mandatario se ha excedido en el uso de sus poderes, 
sin desconocer !a existencia, en general, del mandato, ni fundarse 
en la prohibición de subscribir documentos endosables o negar la 
verdad <le los servicios prestados, como en el caso sub jitdice. 
( FaJlos. tomo 96. pág. 233 ) . 

Que aún respecto de actos contraríos a las buenas costum- 
bres, el código civil ha establecido que si una obligación de juego 
o apuesta hubiese sido revestido como título a la orden, el subs- 
criptor debe pagarla al portador de buena fe, sin perjuicio de su 
acción para repetir el importe del que recibió el billete (artícu- 
lo 2059. 

Que en vista de los términos del articulo 294 de la ley núme- 
ro 50. es inadmisible la petición de fianza formulada en este jui- 
cio, máxime después de no haberse hecho lugar a ella en los autos 
ejecutivos (fojas 54), 

Por estos fundamentos, se absuelve de la demanda a don Mi- 
guel Griet. Las costas se abonarán en el orden causado, en aten- 
ción a las condiciones de la causa. — Notifiques* con el origina 1 ?, 
repóngase el papel, y archívese. 

A. Bermejo. — Nicanor G. oel 

Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. 



FALLOS W LA «OITE SVfMtW A 



■VOTAS 



Ea veinticinco cié Septiembre de ly.j la Corte Suprema L 
m el JUKI o «guido a clon Roberto Saavedra, por y o al 6 n de 

1 , . d,ei a,K * v m "««> <fc penitenciaria y accesorio, leca*, 
ia cámara, por 00 haber sido apelada por el ministerio fiscal. 



CAl'SA CCXXIV 



sobre competencia 

d< ,a '»**««" *** >» «-.■»*« „«. 

I» e. .le! !„ gar ,| c | fallecí,™,,,,,. „• (k antos ^ 

asay* en * >• m 

Caso: Lo explican 'as piezas guíente-: 

VISTA DKL sr. PROCURADOR lí EX ERAL 

Bueno» Airti. Scptjcafcrc 15 de 1913 

Suprema Corte: 
Es procedente que V. ü dirima !a cuestión He competencia 



trabada, en mérito a ¡o dispuesto por c l artículo o- inciso d 
la ley 4055. 

En el caso ocurrente, el juez en lo civil de la capital, doctor 
balanno. libro u,i e.vliorto al de igual categoría de Mercedes 
(provincia de Unenos Aires), a fin de que remitiera el expe- 
dente uuciado en este último juzgado sobre el juicio ab mtcstato 
de dona Genara Aguilera de Dum, que había sido abierto tam- 
bién en aquel, el cual se reconoció competente, teniendo en cuen- 
ta la jurisdicción del último domicilio de la causante. 

Creo que al resolver la contienda de competencia que con 
tal motivo se ha formado, V, E- debe declarar que el último do- 
micilio del "de cujus" ha sido el determinado en esta capital* 
pues, fie las constancias de autos se infiere que ese ha sido el lu- 
gar de su residencia habitual y el asiento de sus negocios, en cu- 
yo apoyo se puede mencionar la constitución de la hipoteca a 
que se refiere la nota del documento de fs, 32 v el hecho de que 
alh se hallara e! titulo de propiedad de qiie instruve el inventa- 
no de fs. 38. 

Si el deceso de la causante aconteció en Junin, no implica 
que haya la intención de cambiar de domicilio, no habiendo he- 
cho tampoco manifestación de voluntad en el sentido de operar 
dicho cambio (artículos 89, 00 y 00 del código civil). Compete 
en consecuencia, a la jurisdicción de esta capitaJ la aplicación del 
texto y alcance de! articulo 3284 del mismo código. 

Por eso. y e:i mérito, además; a la jurisprudencia sentada 
por \ . E. ( Fallos, tomo 74. pág. m ¡ tDllk> ? - t pfe 
litara para justificar la realidad del domicilio (pie i cuestio- 
na, en esta capital, pido a V. K. declare competente la jurisdic- 
ción del lugar expresado ¡*ara conocer en e! juicio sucesorio de 
referencia- 



Julio Bolct. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bhcww Airtt, Octubre a dt. 1015. 

Y victos: 

Los de contienda de competencia entre el juez de lf instan- 
cia eit lo civil de esta capital, y el de igual categoría de la ciudad 
de Mercedes, provincia de Btienos Aires, para conocer en el jui- 
cio de sucesión ab ¡nhstato de doña Cenara Aguilera ele D&n, y 

Considerando: 

Que, como lo comprueban los testimonios de tojas 4 v dó- 
cilmente* de fojas 32 y 3 6 (autos de la capital ), e l domicilio de 
don Guillermo Dom, esposo de la causante, fué en esta ciudad, 
ctfk Mendoza número 42a*; y con arreglo a lo dispuesto en el 
articulo 90. inciso 9." infinc del código civil. fué también el de la 
referida señora; circunstancias, por otra parte, que no han sido 
puestas en duda. 

Que el hecho de trasladarse doña Cenara, después del falle- 
cimiento de su esposo y de Kqm'dar su sucesión, al pueblo de Ju- 
nm, provincia de Buenos Aires, tres meses antes de su deceso, 
ocurrido en dicho lugar, no es bastante i>ara indicar una inten- 
ción clara ele cambiar de domicilio, máxime cuando el testimonio 
antes citatlo, comprueba (pie su ausencia fué transitoria v acci- 
dental. 

Que no lo es tampoco el de haber debitado a premio, una 
pequeña suma de dinero en el llanco Provincial fie la localidad, 
que la retiró [xx-o después \ informe de fojas 34. autos de Mer- 
cedes). 

Que cualquiera que sea la imjjortancia de los autos atribui- 
dos a Fulgencio Torres, y sus relaciones con la extinta, residtü 
probado también por el testimonio ofrecido en Mercedes, que 
aquél, a los pocos dias de muerta doña Genara, realizó los esca- 
sos muelles de la casa en cjue vivían y se vino a esta capital, con- 
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ducta que en todo caso demuestra la falta de intención o de pro- 
pepito de residir habitualmente en Junin, no obstante las indica- 
ciones de las circulares y tarjetas que se mencionan. 

Que el domicilio se conserva mientras no se manifieste la 
voluntad de cambiarlo ; y tal voluntad no se presume por el he- 
cho de haber la finada residido en los tres últimos meses de su 
vida en el pueblo de Junín, conservando en esta capital su única 
propiedad raíz, y donde fué, además, encontrado el título de la 
misma, dejado por aquélla. (Fallos, tomo óo, pág. 98, y otros). 

Por eUo, y conforme co:i lo expuesto y pedido por e! señor 
procurador general, se declara juez competente para conocer en 
el referido juicio, al de esta capital, a quien se remitirán los au- 
tos, avisándose por oficio al juez de Mercedes. — Notifiques* 
original y repónganse los seHos ante el inferior, 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Sola». — D. E. Palacio. — 
L. López Cama x illas. 



CAUSA GCXXV 

Don Ernesto Robotii contra dona María M. Scotto de Robotti, 
sobre dkvrcio. Recurso de hecho. 

Sumario: 1/* Xo procede para ante la Corte Suprema el recurso 
de niiHdad en el extraordinario del artículo 14, ley 48. 

2." La inviolabilidad de la defensa en juicio no puede fun- 
dar el recurso de ablación del artículo 14, ley 48 cuando no 
aparece haber sido discutida durante el pleito. Tampoco 
pueden fundarlo las condiciones de la cosa juzgada y su des- 
conocimiento en supuesta violación de la ley orgánica de los 
tribunales y del código de procedimientos para la capital 

Caso: Resulta del siguiente: 



■ - . ■ s 




P? FALLOS 1>S LA COITE SUFftCUA 



PALLO DK LA CURTE SUPREMA 

ftueaM Afra, Octubre 4 de 19(3 

Autos y vistos, considerando; 

Que el recurso de nulidad mi procede ¡jara ante esta Corte 
a ios términos de lo dispuesto en ei artículo 14 de la ley número 
48 y lo reiteradamente resuelto en casos análogos. 

Que en cuanto al de apelación no puede tampoco fundarse 
en la alegación revierto a la inviolabilidad de ia defensa que no 
aparece discutida en el pleito según se infiere de la exposición 
precedente, como lo requiere el artículo 14 de la ley número 48 
y la jurisprudencia establecida. 

Que las condiciones de la cosa juzgada regidas por el dere- 
cho común y el desconocittiiento de ella, en violación, según se 
sostiene, de los artículos 80 y yo de la ley orgánica de los tribu- 
nales de la capital y lo. estatuido en los artículos 32 y 33 de! códi- 
go de proowümientos civiles, no pueden asimismo fundar la que- 
ja ""G *e deduce, atento lo dispuesto en el artículo 15 de la ley 
número 48 y d carácter local de la ley orgánica y de procedi- 
>s citados. ( Fallos, tomo 48. pág. 71 ; tomo 75. página 404. 
otros). 

Por estos fundamentos, no ha lugar a la queja deducida, y 
archívese. 




A. Bermejo. — XlCANOR Cu DEL 

SULAK. M. l\ PARACT. — 

í.. López Caiian illas. 
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CAUSA CCXXVI 

Criminal, contra Rufino Güennl, por homicidio 

Sumario : Es justa la sentencia que condena a doce años de pre- 
sidio y sus accesorios, al a"tor de un homicidio perpetrado 
con las circunstancias atenuantes de provocación de parte 
de la víctima y la de ebriedad incompleta de! victimario. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

8gS¥tÍ«.éfÁ DEt sr. jro LETRADO 

Y vistos: 

Esta causa seguida de oficio contra Rufino GüenuV chile- 
no, *le veintitrés años, soltero, jornalero, domiciliado en Puerto 
['afínelo (Lago Xahue! Tluapi.) 

Y considerando: 

One los testigos del sumario están todos contestes, en afir- 
mar que el procesado Güenu!. después de una discusión tenida 
con Do mingo Diaz, estando ambos en regn'ar estado de elwie- 
dad, Ic infirió una herida» con citcHfJo. cuya herida describe el 
informe pericial de fs. u, falleciendo Diaz al poco tiempo, de 
peritonitis» según informe pericial de fs. 13. y partida de defun- 
ción de fs, [6. 

Que la agresión levada por Güenul contra Díaz, armado 
de cuchillo, no ha tenido motivo que la justifique por cuanto la 
invitación de la víctima sólo era para pelear a golpes de puño, 
lo que resulta cierto dado que Díaz no tenia arma alguia. 

One la declaración del procesado, de fs. 9 vneHa, ratificada 



I* fallos de la corte suprema 

en fomia a te, 20. no arroja ninguna luz acerca del hecho, ni 
excusa su conducta en forma que pueda serle favorable, pues 
se limita a no recordar nada de lo ocurrido porque estaba muy 
¿brío, ebriedad qu e no se ha proliado fuera completa e invohin 
taria, ni menos le impidió subir a caballo y fugar inmediatamen 
te de cometido c¡ hecho. 

Que está probado el delito y la persona de su autor en el 
sujeto Rufino Citicnul (informes periciales, partida de defun- 
ción y testigos dei sumario), y siendo tal delito el de homicidio 
simple, de acuerdo con to dispuesto en eí articulo 17, inciso 1 
capitulo I de la ley de reformas al código penal, y atenuante de 
, ebriedad incompleta, fa-lo: condenando a Rufino Güenul a su- 
frir la pena de quince años de presidio, con costas y accesorios 
légale*. Regístrese, y consentida que sea, elévese a la Excma. 
cámara federal de La Plata en consulta, debiendo en su opoflu- 
nídad practicarse por el actuario la liquidación de ta pena y re- 
mitirse un testimonio al director de !a cárcel. 

Asi !o pronuncio, mando y firmo en Viedma a los dos días 
nembre de 191 *. 

Santos Fcrreba. 

Ame mi: Luis Cordero* 




SENTENCIA DK LA CAMARA FEDERAL DE APELACIONES 

U Plata, Junio 11 d« 1913. 

Vi-tos: Considerando: 

Que de la prueba testimonial acumulada en el sumario, re- 
sulta fpie después de una acalorada discusión entre el procesado 
y la victima, l>¡az, éste fué herido por aquél de una puñalada 
tuya descripción se encuentra a fs* n vuelta, y de cuyas conse- 
cuencias *c produjo el fallecimiento (partida de fs. t(>). 

Aún cuando lo-í informes periciales que constan en anirs 
< fs. ii vuelta y Í3 vuelta), nn reúnen los requisitos necesarios 
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para ser tales* de ellos puede inferirse que la -causa, inmediata y 
directa de la muerte de Díaz fué la lesión grave producida por 
el procesado 

A este respecto, debe tenerse en cuenta el estado de grave- 
dad que presentaba la victima inmediatamente de ocurrido eí 
hecho, al punto de prestar una declaración incompleta por no po- 
der hablar más (fs. i vuelta). 

Debe agregarse, además, que el fallecimiento se produjo a 
lo* tres días de la lesión (fs. 16), y la impresión propia de los 
expertos que manifiestan "que dadas las circunstancias y sitio 
en que fué herido no podia evitarse la infección de ninguna ma- 
rera" (fs. 13 vuelta). 

Que no existen en autos» elementos de prueba que autori- 
cen una calificación especial del homicidio, pues las injurias ilí- 
citas y graves de parte de la victima no aparecen claramente de- 
terminadas. 

El hecho de discutir acaloradamente no puede tomarse co- 
mo una provocación al acto homicida, ni la constituye tampoco, 
aún cuando estuviere probada, la circunstancia de un desafio a 
pelear a trompadas, toda vez que no consta de autos que el vic- 
timario recibiera ninguna injuria de hecho. "La simple provoca- 
ción a riña por parte de la victima, constituye una circunstancia 
atenuante a favor del reo de homicidio, que debe tenerse pre- 
sente para la graduación de la pena que impone el inciso 1 *. cn- 
píttilo I, artículo 17 de la ley 4189, pero es insuficiente para de- 
terminar la aplicación de ta pena menor sancionada en el inciso 
4 * del mismo artículo". Así lo enseña la cámara criminal de la 
capital en el fallo inserto en el tomo 6°, página 398. 

De lo expuesto se deduce que el delito de atrtos, interpreta- 
do de la manera más favorable al reo, debe calificarse de homi- 
cidio simple, con las atenuantes del incido 4. del artículo 83 del 
código penal, y la de ebriedad incompleta que resulta de las cons- 
tancias del sumario. 

Por estos fundamentos, concordantes de la vista fiscal de 
fs. 41. y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 17, inciso i. B 



V 89 ' * m ° d ' ÍÍCa la Sentencia y * ímixme al 

procesado la pena de doce año, de presidio v sus acc^rio* - 
l Je vuélvase para su cumplimiento. 

Mámim? Bscafáta. — A. Guido Lava- 
He. — En disidencia, por los funda- 
mentos expuestos por el ministerio 
íi-cal f Antonio Afarcenará. 



Buenos Afrct, Octubre 9 de 1913. 
\ istos y considerando: 

Que ía defensa en esta instancia se limita a insistir en que 
í'! P 7 CC r , ( r, ° (,llcni,! - *' ,!n I™*** "na herida a Dia*. n „ c no ha- 
biendo sido «tendida debidamente, ocasión.» una infección inevi- 

. '. r '"f lc cílUÍÓ Ia <™r> se expresa en el dictamen 

pericial de fojas ij¡. 

Que para apreciarlo con arreglo a las enttn daciones de! ar 
t.culo ¿ni, de! código de procedimientos en lo crimina' v con 
presandenoa de toda otra consideración, delie tenerle en 'cuen- 
ta, que no fue expedido por perito, en la profe^n. qué no *e 
funda m remotamente en un principio o reconocimiento cientí- 
fico que proporcione una base a su, conclusiones, f p, e „o guar- 
da concordancia entre !o afirmado a ís. n v lo Mío a ts ir 
y sobre todo con la constancia de fs, Afecto al estado del h¿ 
rido y de sn fallecimiento casi inmediato. 

Que tales circunstancias y las ¿umeiadas en la aaitencia 
apelada, inducen a desestimar las conclusiones de dicho dicta- 
men y a considerar que ei fallecimiento de Díaz fué cansado di- 
recta e inmediatamente por !a puña'ada que le asestó en el vien- 
ta el procesado GücmtL necearía y fatalmente infecciosa, sé 
gun expresa el informe (pie se invocó 
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Por ello, y fundamentos concordantes del fallo recurrido, 
it lo confirma, con cortas. — Nxrtifíqttese original y devuélvase, 

A. lihHMi-jtn. — Nicanor G. na 
Soi.au. — D. E. Palacio — 
L. López Ca HAN illas. 



CAUSA CCXXVII 



Criminal contra Augusto Sánchez Marines, por defraudación 
de rentas nacionales y substracción de un pasaje oficia!. 
Contienda de competencia. 

Sumario: i» Corresponde a la justicia federal el conocimiento 
de una causa por defraudación de dineros manejados por 
una subcomísaría de la Defensa Agrícola. La circunstancia 
de si el procesado era o no empleado nacional en la época a 
que se refiere la imputación de! delito, no hace variar la ju- 
risdicción. 

2.° Según ta ley de su creación, la Defensa Agrícola no 
es tina repartición autónoma en el sentido de que maneje 
caudales propios c independientes de la tesorería nacional, 
y de cuya inversión no debe dar cuenta a la contaduría na- 
cional. 

Caso : Resulta de las piezas siguientes : 




FALLO* DE LA CORTE SUPREMA 




AUTO DEL Sr. JfEZ DEL CRIMEN' DEPARTA MJ-NTO DEL CE.VTHO 

Mtrccd**, SeptJtmbrt IT dr 10JJ. 

Autos y visto*: Y Considerando: 

l¿ — One el delito qn e se imputa al prevenido Juan Au- 
guro Sánchez y Martínez, es e I de malversión de caudales pú- 
blicos regido a juicio de! señor agente fifeai por la lev número, 
48 de 14 de Septiembre de i8f>j. 

~~" Q"e dicha calificación no es la correcta, desde que 
aparte de que el procoado no era empleado plib-ieo en la épica: 
de !a comían, tampoco existen elemento* en autos para consi- 
derar que el delito se haya efectuado en perjuicio de las rentas 
del erario nacional, sino contra una repartición que como perso- 
na jurídica tiene carácter independíente de aquélla y, ]»r en<íe. 
queda cqui]>arada a una persona común, siendo asi en atención 
a! lugar donde se ha cometido el delito, delito que, como va se 
ha dicho, no aparece comprobado, pero en la hi^tesis contra- 
ria siempre dtheria interpretarse como del fuero ei.mún jK>r se» 
el ordinario y debe aplicarse estrictamente la Jcx foci que impe- 
ra en todo caso dudoso, no obstante no serlo el presente, por las 
raz< nc* que se han enunciado. 

Por ello, y ía misma jurisprudencia que se invoca, no ha lu- 
gar a la declaratoria de incompetencia qtu se solicita y no resul- 
tando de las constancias del presente sumario, semiplena prueba 
e indicios vehementes de qu e e* procesado Juan Augusto &¿íj 
che* Martínez, sea autor de! delito que se le imputa, de eonfur 
midad con lo prescripto por el artículo 053. inciso 1 • del códi- 
go de procedimientos en lo criminal, se sobresee provisional- 
mente en esta causa- En consecuencia, póngasele inmediatamen- 
te en libertad, librándose los oficios de! ca-o. 

José P. Pclkgrim. 
Ante mi. — .1/. Lh>yharzaha¡ Cita: arria. 




DÍ JUSTICIA DE LA NACION 



407 



ai-Tü nía Jü£2 PEDfeRAt 



U Piiti Mayo 15 4* 1913. 

Autos y vistos, considerando: 

Que la defraudación que se imputa al procesado A. Sán- 
chez Martínez, es de fondos pertenecientes al erario nacional. 
Como lo revelan los informes de autos y especial mente e! decreto 
del j>odcr ejecutivo nacional que se lee a fs. 48. 

Que, en consecuencia, el delito es de competencia de la jus- 
ticia federal, art. 3^ mcNo 3 », ley de jurisdicción y competen- 
cia, y 80 de ¡a ley penal de 186,3. 

Que el sobreseimiento decretado por el señor juez del cri- 
men de la ciudad de Mercedes * su confirmación por la cámara 
respectiva, no obstan a la compi Alicia del infrascripto, por cuan- 
to se trataría de sentencias dictadas sin jurisdicción. 

Por tanto, el juzgado resuelve: insistir en su competencia 
y elevar c.^tos autos a la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
ción a la que corresponde re«oher la contienda, de acuerdo con 
el articulo 9. , inciso b, de la ley 4055. 

Hágase saber al señor juez del crimen, a fin de que se sirva 
liacer igual remisión al mismo tribunal, 

.Intento L. Marcenara. 



DICTAMEN Oía Sr, I*ROCl R.\nOR CEN'ERAL 

Buenot Alrtt, Junio 7 1»I3. 

Suprema Corte: 

Con arreglo a lo que preceptúa el articulo 3.°. inciso 3, d* 
la ley 48, en cnanto remete a los jueces de sección los delitos co- 
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metidos en el territorio de las provincias, :!e defraudación de las 
rentas nacionales, creo que V. E. debe dirimir la presente con- 
tienda de competencia en favor del señer juez federal de I -a Pía- 
ta (articulo 9, . inciso b, ley 4055). 

Kn ajxjyo de lo que sostengo, invoco ¡a jurisprudencia d> 
V, E; contenida en los í$m temo 83. página 300; tomo 90, pá- 
gina 204. 

fui ¡o Botct. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Butnot AtMft, Octubre 9 de 1 M :f. 

Y v i s tos : 

Los d e cintienda de competencia entre el juez federal de 
La Plata y el i\A crimen, de Mercedes, provincia de Sítenos Ai* 
res. para conocer en el sumarlo iniciado contra Augusto Sán- 
chez Martínez, por defraudación de rentas nacionales y subs- 
traed." n de 11 n pasaje oficial, en !a subcom izaría de la defensa 
tgrMa t|ue funciona en Lincoln, jurisdicción de la referida pro- 
vincia, y 

Considerando: 

Que los dineros que maneja la expresada repartición para 
el pago de sus empleados y demás servicios públicos que les es- 
tán encomendados por la 'ey y recámenlos correspondientes, 
emana directa e inmediatamente de! tesoro naeirnal. como per- 
teneciente al mismo. 

Que en tal concepto. los hechos imputados al prevenido 
caetí bajo la jurisdicción de la justicia federal, con arreglo a lo 
dispuesto en el artícu o 3. a . incido 3*, ley número 4S. y 2$ ind- 
ia .*■"• 'ty de e ij 11 ida miento criminal. 

One -i Sánchez ■Martínez f?;:- o no empléa lo nacional, ctr 
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la época a que se refiere la imputación, taJ circunstancia no pue 
de hacer variar la jurisdicción, en atención a ta última parte dí ! 
articulo 8a, ley número 49 de 14 de Septiembre de 1863. ( Falto*, 
tomo 90, pág. 204). 

Que tampoco puede decirse que una deperideneia nacional, 
que recibe fondos de la Tesorería de ta Nación, para servicios 
públicos y que debe cuenta de su inversión a la Contaduría Ge- 
neral, maneje caudales propios e independientes de dicha Teso- 
rería, cuya sustracción no caiga bajo ta jurisdicción federal, so 
pretexto de tratarse de una repartición con carácter autónomo, 
que en realidad no lo tiene por la ley de su creación. 

Por ello, y !o expuesto y pedido por el señor procurador ge 
neral, se declara ia competencia del juez federal de La Plata, pa- 
ra entender en el sumario de que se trata ; y en su mérito, remí* 
tanse'e los autos, avisándose por oficio al juez del crimen de 
Mercedes, provincia de Buenos Aires. — Xotifíquese origiaal. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — D. E.> Palacio.— L». 
López Caca sillas. 



CAUSA CCXXVIII 

"Compañía Azucarera Concepción" contra la administración de 
impuestos internos^ sobre devolución de dinero 

Stwtario ¡ El impuesto interno sobre los alcoholes es al expendio, 
y. en tal concepto, procede ta devolución de lo pagado por 
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alcoholes que no salieron de la fábrica por haber-e perdido 
íi causa de filtraciones de tos tanques que lo contenían. 

Casa : Recita de las piezas siguientes: 



■ESOLUClOítf DEL JffiJ! FEDERAL 

Tanaii, N«ltmbrt 6 dt 1*11. 

Y vistos : 

Estos autos, de los que resníta: A fojas y se presenta don 
Jn-é Sobrecamas en representación de la 'Compañía Azucarera 
Concepción", diciendo: que entabla demanda sobre devolución 
de una su.na de dinero cobrada indebidamente por la administra- 
ción de impuestos internos, por impuesto al alcohol, al ingenio 
Concepción de propiedad de la citada compañía. Que al practi- 
carse inventario para fijar la existencia de alcohol en Diciembre 
de if>oy, se encentró una diferencia de 16.082 litros: que al co- 
nocerla sus representados hicieron presente que a causa de lia- 
Iwm- dado mal resultado unos tanques de cemento armado; de la 
clausura de los depósitos fiscales 1 y 2 y de la gestión hecha por 
la Sociedad Anónima Oermania que no tenía dónde colocar lo; 
alcoholes que le mandaba la compañía, hubo que habilitar otros 
tanques los que. como lo manifestó el ins¡>ector técnico señor 
Meyer. debían producir perdidas porque eran antiguos depósi- 
tos de miel refaccionados. Que, a pesar de ello, el uso de ^ l sos 
depósitos fué autorizado y como sucediera lo previsto, es decir, 
que tuvieron jiérdidas de consideración, el inspector tuvo que or- 
denar el trasvase del alcohol. 

Que, a jwsar de tales antecedentes, excluyentes de toda res- 
ponsabilidad de sus representados, se ha pronunciado la resolu- 
ción que ordenó al pago de la suma cuya repetición se persigue. 

0é ese lacohol no ha salido de !a fabrica para el expendio, 
sinó que se ha perdido |*ir mermas y libraciones; que en cuanto 
a 'as prmieras, la !ey autoriza una tolerancia del [ ojo, y respec- 
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to de las filtradores e! 0.30 ojo que queda en este caso, es cifra 
insignificante para presentar las pérdidas que, ceno dice C : se- 
ñor inspector, eran de alguna imjiortancia. 

Que. además, el impuesto es a! expendio v no a la falHca- 

cion. 

Que. fundado en lo expuesto, deduce la correspondiente ac- 
aun por ta devolución de !a suma d¿ Í&082 pesos cobrados |>or 
!a administración de impuestos Internos i>or el concepto indica- 
<Jo, y a más los intereses y costas de! juicio. 

2." -- Que. corrido traslado, lo evacúa a fs. t6 el señor pro- 
curador hsca.. diciendo: Que la existencia del déficit menciona- 
do en .a demanda no ha sido negada, sino que se afirma que se 
ha producido sin culpa de la compañía demandante. Que la ley 
numero 3764 en su articulo 17 establece q„ e la base para el co- 
■bro dd impuesto será la duración jurada del fabricante y ; s 
asienta de sus libros, y <egún esas declaraciones, el 30 de Di- 
ciembre de 1909, en la destilería había la diferencia Meada en 
su contra, según ios partes diarios qu e no anotan mermas. Que, 
Si han existido filtraciones, nunca han podido llegar a 16.082 li- 
tros en tan poco tiempo, en cuyo caso hubiesen sido advertidas 
y acotadas por los interventores. Sostiene que el impuesto no es 
al expendio sino a la producción y termina negando los hechos 
indtcados en la demanda y pidiendo el rechazo de ésta, con 
-costas. 

3° ~ Abierta la causa a prueba se produjo la que expresa 
el certificado de K 84 y agregado a fs. 87 el alegato del actor 
se llamaron autos para sentencia a fs. 91 vuelta. 

É 

Y considerando: 

— Que consta a fs. 64 que la Sociedad Anónima "Desti- 
lería. Rodegas y Cervecería Germania" hizo gestiona ante el 
administrador general de impuestos internos a fin de que influ- 
yera para el ingenio "Concqwión" no siguiera mandando al- 
cohol a consignación de aquélla con destino a depósito fiscal so 
Ucttud que fue atendida por el ingenio citado, el que dispuso en 
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consecuencia, habilitar cuatro depó.ii.i, receptores Je alcohol 
foja* 65. * 

2" — Que ilc' informe expedido por el inspector señor Me- 
yer ( fs. 51 vuelta), resulta que éste cubicó esos depósitos, cuyo 
uso no estaba autorizado i>or no figurar en 'os plano» respecti- 
vos y por considerarse que tendrían filt raciones, pues eran an- 
tiguos depósitos de miel refaccionados. Que autorizado su uso 
por él en vista de la Urgencia del caso y efectuado el inventario 
a que se refieren los autos, pudo comprobar en respectivas medí* 
ciones efectuadas en tres de esos tanques, que tenían pérdida* 
de consideración j>or notarse diferencias en c) contenido de un 
dia para otro y verse filtraciones en las costuras de aquéllos, por 
lu que ordenó e! tra^va^e del alcohol. 

3° — Que dicho informe, emanado de la administración, 
debe reputarse corno pruetta plena de !os hechos afirmados en 
la demanda, y el silencio observado por la Superioridad respec 
to de las medida adoptadas por el mencionado inspector, como 
aprobatorio de éstas, dada SU innegable trascendencia. 

4* — Que si bien el empleado nombrado no dejó constan- 
cia de las filtraciones por un escrúpulo que fácilmente se expli- 
ca si se atiende a la naturaleza de sus funciones y al temor de 
posibles abusos, como lo pone de relieve !a última frase de su in- 
forme a fs. 5 í vuelta, concebida en términos dubitativos, no es 
menos cierto que debe tenerse en cuenta su manifestación como 
un testimonio fidedigno, máxime citando ' i stá corroborado por 
otro elemento de juicio, como es el dictamen pericia! corriente, 
a fs. 78; en efecto, la compulsa de los libros de la administr a- 
ción de impuestos internos y de la compañía demandante, a la 
vez que comprueba el déficit de ] 6.C&2 litros de alcohol al 31 de 
Diciembre de 1900. y que no hubo expedición de alcohol, arroja 
un absoluta ¡¡maldad de anotaciones en unos y otros, debiendo 
deducirse lógicamente dejo expuesto que. como lo afirma el ac- 
¡a diferencia en el alcohol es debida a filtraciones de los de- 
pósitos, no a! expedí 11 otras causas. 

5. — Que si así no fuera, se trataría de un detito que la 
misma administración habría reprimido dentro de sus faculta- 
des propias. 
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0."— Que es Mudabfe y asi ha sido resuelto por la Excma. 
cámara federal de ía JV drciinscrigclón y ptp la Suprema Cor- 
te ( Sociedad Anónima Córdoba del Tuc'umán versus Adminis- 
tración de Alcoholen sobre devolución de una suma de dinero, 
t|ue los impuestos internos gravan el expendio, es decir, "toda 
salida de las especies de fábricas o de los depósitos fiscales" se- 
gún se desprende de lo dispuesto en el artículo 17 de la ley 3764 
y no la producción, por lo que, justificado que la diferencia 
existente, como en el caso sub jndkc, proviene de un destino que 
no está gravado j>or la ley — las filtraciones — no procede el co- 
bro del impuesto correspondiente a esa diferencia. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando a la administra- 
ción de impuestos internos a devolver al actor dentro dd térmi- 
no de diez dias, la cantidad de diez y seis mi! novecientos vein- 
tiocho pesos, cobrados indebidamente por impuesto a 16.082 li- 
tros de alcohol absoluto, volumen 16.928; sin intereses, dada la 
naturaleza de la cuestión debatida, debiendo pagarse ¡as costas 
en el orden cansado. — Hágase saber, transcríbase v archívese- 
Repónganse Jos sellos. 

U baldo Benci. 



SKM J-XCIA DK LA CAMARA FKDKKAl. 

Córdoba, Octubre 5 di 1912. 

Vjstos : 

El recurso de apelación interpuesto por el procurador fis- 
cal, contra la sentencia de fecha seis de Xoviembre del año pro 
ximo pasado, corriente a fs. 92, dictada por el señor juez fede* 
ral de Tuciimán, en la causa seguida por la Compañía Azucare- 
ra Concepción con la administración de impuestos internos, so 
bre devolución de sumas de dinero, y en la que se resuelve con 
denar a la demandada a devolver al actor en el término de die< 
días la cantidad de diez y seis mil novecientos veintiocho pesos , 
por sus fundamentos, y de conformidad a lo dispuesto por el ar* 



1 J ALLOS DÉ LA CORTK SUPREMA 

t!o &• de la ley número 395^ se confirma la sem encía ape- 
laba en cuanto declara que la administración de impuestos in- 
ternos está (Aligada a devolver al actor la cantidad cobrada ci. 
la demanda, sin intereses, debiendo satisfacerse fas costas de am- 
bas instancias, en el orden cansado. — Hágase saber, transcrí- 
base y devuélvanse. 

Xanesio González. — C. Póssé; — A 



FA 1.1,0 DE J.A CORTE SL'PRKMA 

Bueno* Aires, Oetubr: ft de IW3. 

lisios e$tos awt^s seguidos por la "O mpañia Azucarera 
Concej^iÓn". sobre devolución de una suma de dinero cobrarla 
por ta administración de impuestos internos, 

Y considerando: 

Que corresponde a esta Corte Suprema eonocer en última 
instancia del recurso interpuesto y acordado a fs. 105. jior tra- 
trrse de una catira en que la Nación es parte, ( Fallos,\omo no, 
página 51) , 

One, en cuanto a¡ fondo <lel asunto, resulta de autos que la 
demanda es dirigida a obtener la devolución de la suma de diez 
y seis mi! novecientos veintiocho pesos moneda nacional. que la 
compañía demandante sostiene hak-rsele cobrado indebidamen- 
te por la administración de impuestos internos, correspondiendo 
esta suma a una diferencia de diez, y seis mi' ochenta y dos litros 
de alcohol, encontrada de menos al practicarse, en el mes de Di 
ciembre de mil novecientos nueve, el inventario de la existencia 
en el ingenio de la compañía, diferencia que correspondía a las 
pérdidas originarlas por las filtraciones de los tanques que con- 
tenían el alcohol, lo que han hecho presente en las gestiones ad- 
ministrativas seguidas al respecto. 
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Que. justificado como lo establece la sentencia apelada, y 
re>íi:ta de los diversos elementos de prueba acumulados en este 
juicio, entre ellos el informe del inspector Meyer ( fojas 51 vuel- 
ta), y el dictamen pericial de fs. 78. que la diferencia de diez \ 
seis mil ochenta y dos litros de alcohol, por la que se ha hecho 
cargo a la compañía demandante. dcl>c atribuirse a las filtrado 
tk-s de los referidos depósitos y no a su expendio, no puede des- 
conocerse el derecho ejercitado para obtener la devolución de 
las «unías de dinero pagadas como impuesto, dado :o establecido 
por !a ley sobre recaudación, inspección y liseaiiz¡ición d¿ los im- 
puestos internos, número ^64. al disptíner que la recaudación 
delw "hacerse |«jr el expendio, entendiéndose por tal para I05 
casos en que no se fije una forma especia 1 , toda salida de las es- 
pecies de fábrica o de los depósitos fiscales" (articulo 17). 

Que asi lo tiene declarado también esta Corte- Suprema en 
una can-a análoga que se registra en el tomo JI5, página 48 de 
la publicación de sus fallos, por considerar que, con arreglo a !a 
ley y a la doctrina, es al expendio al que grava el impuesto, que 
éste recae en definitiva sobre el consumidor, y que no seria jus- 
to ni equitativo que el Estado pudiera exigir su pago, cuando el 
acto que !a motiva no se ha consumado y cuando, como resulta 
en el caso sub jmikc, se ha acreditado suficientemente true la 
cantidad de alcohol j)or la que se ha cobrado el impuesto de que 
se trata. 110 ha salido de la fábrica, y antes por e; contrario, cons- 
ta haberse perdido, debido a las circunstancias mencionadas. 
1 Kalío citado, tomo 1 10. pág. 51 j. 

Por ello, y sus fundamentos, se confirma la sentencia ape 
la da de fojas 104. — Xoti filíese original y devuélvanse estos 
autos, reponiéndose los seÉos ante el inferior. 

^ • 

-V liKmuvjo. — \* re a ñor G, m-x 
Solak. — D. E. Palacio. — 

h. Iyóí'KZ CviiAN ILLAS. 
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CAUSA CCXXIX 

m. Campos en autos con l'ratelli Branca, sobre falsificación de 

marca. Recurso de hecho 

Sumario : So procede el recurro extraordinario del artículo 14, 
ley 48. contra un acto denegatorio de un pedido de levanta - 
miento de embargo. 

Caso : Ia> etican las siguientes piezas; 



VISTA DEL I" ROC" L'R ADOR GENERAL 

Buenoi Aire*, Mayo 2t de 11+13 

Suprema Corte: 

l.i resolución ape'ada, <|iie deniega un pedido de levanta 
miento «leí etnlrargo trabado en estos autos, no es de carácter de- 
finitivo» por referirse a una simp e incidencia del procedimiento, 
y, en consecuencia, no es susceptible del recurro extraordinario 
para ante V. E.. con arreglo a lo preceptuado en e! artículo 1 1 
de la 'cy 48. y artículo 6.° de la ley 4055, 

Por ello, pido a % E. se sirva declarar <e:i denegado el re 
Curso interpuesto, 

Julio Boleb 



FALLO DE LA CORTE Sl'PREM A 

Bumoi Atm, Octubre I! de 1913. 

Vistos y considerando; 

(Jiie el recurso interpuesto a fojas 21, es el extraordinario 
legislado cu el artículo 14 de la ley 48. 
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Que no procediendo tal recurso íinó eotttra las sentencias 
definitivas a tjue dicha disposición legal se refiere» y no revir- 
tiendo ese carácter el auto de fojas 19 vuelta, que se limita a re- 
solver ima mera incidencia procesa!, la apelación contra él dedu- 
cida para ante esta Corte ha sido bien denegada. 

Por ello, y lo expuesto \k>t el señor procurador general, asi 
se declara. — Xotiíiquese, repóngale el papel y archívese, de- 
volviéndose los autos principales con transcripción de la pre- 
sente, 

A. Bermejo. — Xicaxor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D, E. Palacio. — L. Lói*ez 
Cabantllas. 



CAUSA CCXXX 

Don l iccntc Zubirj contra el Ferrocarril Central Sorte, 
sobre aperturo de un camino. Competencia 

Sumarios Corre>iJonde a la justicia nacional el conocimiento de 
una demanda contra un ferrocarril de la Xación fundada en 
la ley especia! N.o 2873, deducida con el objeto de que se 
restablezca un camino público clausurado por aquél. 

Gjjíís I «o explican las piezas siguientes: 

■i 

AUTO 1>KL JUEZ I>E l.' INSTAXC1A 

Silt», Jutio 12 de 1911 

Vistos: F.n la demanda establecida por don Manuel L. Sán- 
chez en representacióii de don Vicente Zubiri, pidiendo se con- 
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«lene a la Kmpresa de] Ferri*arnl Centra! Ñorte a rotab'.ceer el 
tránsito i>ur un camino público dentro de la jurisdicción de esta 
l'rovmcia, que dice ha clausurado, alambrando ¡as puertas, que 
la rni.ma dejara para libre paso jpor la via. a nivel, con grave 
perjuicio a] tráfico entre esos [ligares; fundado: en que .si hie i 
se traía de nn camino público ele! listado, sobré el cual los parti- 
culares *ob tienen el uso y goce, con sujeeeíón a la* ordenanzas 
generala o leales, no habiendo n ingina dispo-ieión de esta ín- 
dole ordenando la clausura de este camino, deben aplicarse al 
caso fas disposiciones de la Lev Gíeneraí de Ferrocarriles Nacio- 
nales. 

El representante «>! demandado, reconociendo que el cami- 
no de la referencia está dentro de la jurisdicción de esta provin- 
da. opone la Incompetencia de la justicia federal, por razón de 
la materia, y. L n part tenar, la de este jugado, por raz.'-n de las 
personas. Alegando la primera dice: (¿uc. estando el uso y goce 
de dicho c:unino sujeto a la reglamentación administrativa. la 
reclamación ha debido hacerse ante la municipalidad respectiva, 
_ por ser habilitada para intervenir m la materia, y finida la se- 
gunda en que, siendo personal la acción deducida y no tratándo- 
se de transporte, en todo caso, debió deducirse ante el juzgado 
federal de! domicilio del demandado, jorque c l actor debe se- 
guir é fuero del reo. 

Y Considerando: 

Sobre ÍO primero: One el actor no deriva mi acció:] de acM. 
rcM-luaon l( ordenanza administrativa alguna de una autoridad 
local, ni gestiona ^iHJOco la revocación de una imposición o 
mandato de índole anejante, para que debiera dirigir su reela- 
ma;ión de la municipalidad respectiva, sino que directa e inme- 
diátamente basa mi demanda en una ley especial de! Gongreso, 
como es !a Ley Ceneral de Kerrocarrjks Nacionales; caso en el 
cual es indisetttiWe la competencia privativa de la justicia fe- 
deral para ft u» cer ile la catira mtUifo materia?; con exclusión 
de l.xlo poder «> autoridad provincial, de acuerdo coi lo preeep 
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t nado en el inc. i arfc 2.' y art. 12 de la ley n* 48, sobre juris- 
dicción y competencia de tos tribunales federales eoncordante- 
con el art. 100 de la Constitución Nacional, y lo establecido vn la 
constante jurisprudencia de la Suprema Corte y demás tribu- 
nales de la Nación. ( Suprema Corte.— T. 4,$, pág. 117; T. 47 
l )íl o- 3-3: I - *> ÍJ » l J ág- --2: T. 95. pág. 2()j\ Cámara Federal de 
la Capital — T. 3, pág. $21 Cámara Civil de i;l. id. T. 99 pági 
na 57. *l 

Sobre lo segundo; Que el juez competente para conocer en la 
causa se determina por la calidad de ía acción: según sea esta 
personal o real, lo será el del domicilio del demandado, o el de 
la jurisdicción territorial donde esté la co*a inmueble sobre que 
versa la litis; o uno y otro, a elección del actor, si es mixta (a 
acción. Que la instaurada en el sttb jud'u c. no es meramente per- 
sonal ; pues, si bien, no emerge del dominio ni de ningún dere- 
cho particular del actor sobre la cosa, empero se funda en uso 
y goce libre que, en común con otros, le acuerda la ley solwe el 
mencionado inmueble publico del listado, conforme al destino 
deí mismo y a las disposiciones y reglamentos de la materia; y 
esta acción tiene por objeto la restitución y amparo en la pose- 
sión real de ese jus iii rcm — el libre tránsito para !a vía pública 
en cuestión. — (Jne no ]>or ser un derecho comunal, deja en su 
Índole de ser perfecto, en el actor, como en cada tino de los 
perjudicados [K>r la clausura de aquel camino, para fundar y "ca- 
racterizar la acción [>osesoria estatuida en el art, 2499 de! Códi- 
go Civil, y determin. r por ende, la competencia del juez federa: 
dentro de cuya jurisdicción territorial se encuentra el camino, 
contra cuya clausura se reclama." toda vez que el actor optó por 
ta de éste y no por la de! domicilio del demandado. ( Fallos, S 
Corte T. 53. pág 1 16; T. 3, pág. 31 : Art. 4 Código de Procedi- 
mientos de la Capital.) 

Por tanto declaro improcedente la excepción de ineotu¡>e- 
lencia opuesta y mando a! representante de la empresa deman- 
dada conteste derechamente a la demanda ; con costas, 

Xottfiquese, repóngase y copíese en c! libro respectivo. 

Parid uqmbraitQ. 
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SKXTENa.Y DE LA CAMARA FHIM-KAL DE APl&ACIOSÍES 

Córdoba. Abril 19 de 1MK 

Vi-tos : 

En el recurso de apelación interpuesto por parte del Ferro- 
carril Centra) Norte, contra ti atitó de fecha 12 de Jimio dfe] año 
Ppdo. dictada ]>or el señor juez federal dé Salta en el juicio se 
guido o titra el recurrente jxir don \ 'ícente Zubiri, sobre agr- 
iura de un camino, y en el que >e resuelve no hacer lugar a ta 
excepción de incompetencia de jurisdicción opuesta por el dc- 
mandado. co 1 cocías. 

Y Considerando : 

<¿ue el demandado basa 'a excepción de falta de jurisdic- 
ción <|ue Opone, en la circunstancia ilí que el actor no se atribu- 
ye sobre el eami m que dice Haber clausurado aquel un derecho 
que naaca del domi no, sinó que por el contrario, confiesa que 
e*e camino es público y solo pretende tener él derecho de uso 
qtie la ley le acuerda a los particulares en los bienes públicos del 
Estado, derecho que e-tc sujeta a la reglamentación del poder 
administrador, úíriíco que jK>r lo tanto tiene jurisdicción en esu, 
materia, 

(Jue aún cuando es verdad que el art. 2341 del C. C. estable- 
ce en principio que las personas particu'ares tienen el uso y goce 
de los bienes pópeos sujetos a !o dispuesto en el mismo fíódigo 
y a las ordenanzas generales y ¡ocales, este derecho por su esen- 
ciacia misma y por !a fonna e i que está consagrado no consti- 
tuye un derecho perfecto de aquellos "que !a administración 
está « bligada a respetar", ^-güii la expresión de los tratadistas, 
no es un derecho que nace de! dominio particular ni de las re- 
laciones de familia, ni corresponde a obligación civil alguna y 
I>or esto jwxína decirse con verdad que lo que el codificador ha 
querido signíHear con la disposición que estudiamos es precisa- 
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mente el carácter revocable, transitorio y más que todo variable 
de esa facultad que por la naturaleza o destino de los bienes pú- 
blicos corresponde a los particulares, marcando así claramente 
la diferencia que ella tiene con los derechos privados |>erfeetos 
que la ley civil consagra, que radican en las personas privadas, 
forman parte de su patrimonio y son por lo tanto inviolables 
según el principio constitucional y pueden reclamarse ante la 
justicia aún contra la misma administración que está obligada 
a respectarlos. — Art. iS. C. N. 

(Jue a todo derecho perfecto en e! sentido antes indicado 
corresponde una acción pero este principio no puede aplicarse a 
la fue altad general que los particulares tienen de usar y gozar 
de los bienes públicos, (pie no constituye un derecho rea!, por- 
que los bienes están fuera deí comercio, ni un derecho personal 
porque no hay persona directamente obligada a respetarlo, así, 
d la servidumbre de paso o de sacar agua corresponde una ac- 
ció.i que puede hacerle valer en justicia por su propietario con- 
tra e! dueño o poseedor del predio sirviente porque son derechos 
privados consagrados i>or la ley civil, pero no hay acción civil 
que corresponda al derecho de beber el agua de las fuentes o 
pasear por los jardines públicos, En el primer caso la justicia 
debe dirimir la contienda, en el segundo es la autoridad admi- 
nistrativa que reglamenta, modifica y aún cambia el destino y 
uso de los bienes públicos quien únicamente tiene jurisdicción 
para entender en las reclamaciones cor re spon dientes, de acuerdo 
a lo dispuesto en el art. 261 1 del G C. 

Que como lo sostiene el demandado, el demandante no re- 
clama en este juicio un derecho real ni personal de carácter pri- 
vado sobre el camino en cuestión, sino que añonando que éste 
es una vía pública, funda su acción en la facultad que en general 
la ley reconoce a los particulares de usar y gozar de los bienes 
públicos, por lo que son de estricta aplicación al caso las pre- 
cedentes consideraciones y debe en consecuencia hacerse lugar 
a la excepción de falta de jurisdicción opuesta por el demandado 
en cuanto a la acción principal instaurada. 

(Jae contra esto no puede alegarse que la acc ; in deducida 
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*e Usa en expresas disposiciones de la Lev de fórwKafriles 
Nadonale,. que se dice M |* )r !a empresa dcmanhdadá» 
porque el derecho no aaicnb a los particulares personería ge- 
nera! para exigir el cumplimiento ite las leyes ante tos tribuna- 
les fie justicia, sino cuando tiene en ello un interés directo y 
recaman nn derecho privado que les pertenece en plena propie- 
dad. (Jue no es de aplicación al caso sita judkc la jurispruden 
cía e>ta1ikeida por !a ^nprema Corte respecto a las acciones de- 
ducidas por participares para exigir la apertura del camino A% 
35 metros, que según el arí. 3639 C. C, delien los ribereños dé 
¡o* ríos na vetees, dejar a ta margen de los miamos, porque 
esa jurisprudencia tiene por base el hecho de que e! le-isla^lor 
ha querido que esa restricción a! lominio caiga bajo la jurisdic- 
ción de! poder judicial desde que la ha consignado expresen 
te en e! C. C, mientras que en el pre>ente juicio se trata de 
lina servidumbre pública que no s c encuentra en esas -.dicto 
nes y que por !o tanto cae bajo la disposición «le! va citado ai*. 
2(>n, C. C. 

íjne la acción de daños y perjuicios ha sido deducida como 
accesoria de Éa que tiene por objeto la apertura de! camino que 
se dice clausurado por el Ferrocarril Centras Norte v en todo 
caso su procedencia o improcedencia solo podría juzgarse una 
ve* que la autoridad eorres¡>ondicntc s c pronuncia sobre lo 
principa! i*>r lo qué también corre sponde a su respecto v por 
ahora la declaratoria de falta de jurisdicción. 

Por estos funda mentó* sc declara que Ja justicia federa! es 
incompetente para entender en el presente juicio, siendo a car- 
go del actor las costas de la primera instancia, más no las de 
segunda j>or hal>er sostenido e:i ella una sentencia favorable. 
Hágase <ahcr. transcríbanse y devuélvanse reuniéndose los 
sellos. 



Nemesia González. — A. Berduc. 

.1, G. Possc. | Kn desidencía). 
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FALLO DÉ LA CORTE SUPREMA 

Bu*no& Air», Otlufcre 16 de I»I3. 

Vistos y Considerando: 

Que como fundamento de su demanda se sostiene por el 
actor que el camino clausurado en la linea de'. Ferrocarril Cen- 
tral Norte a la altura del kilómetro 814 y dentro de la jurisdic- 
ción íle la Provincia, cuyo restablecimiento se solicita con más 
el pago de daños y perjuicios, es 1111 bien público de imprescindi- 
ble necesidad para et tráfico de los vecinos de aquellos lugares y 
que su uso y goce le corresponde invocando en su favor las dis- 
IKJsicione.s de los art. ¿340 inc. 7." y 2341 del Código Civil. — 
Agrega que "el Gobierno de ta Nación y menos aún una empre- 
sa dependiente de este Gobierno 110 pnerk' lícitamente clausurar 
un camino sujeto a la jurisdicción de la I Vovincia", citando para 
probar la ilegalidad del hecho Jo establecido \*>r la lev de Ferro- 
carriles Nacionales, en su art. 5. incisos 8, 9 y art. 17. — Kscríto 
de fojas 5, 

One el auto recurrido, en su parte dispositiva, declara la in- 
competencia de la justicia federal para conocer del presente 
juicio. 

Oue en tal concepto y de acuerdo con lo reiteradamente 
resuelto, procede para ante esta Corte el recurso extraordinario 
del art. 14. ley 4$. 

Oue !a demanda se ha entablado contra un ferrocarril de 
la Nación, invocándose disjresiciones de la ley especial n." 2873, 
en apoyo de el!a. 

ÍJuc sea cual fuere el alcance que en definitiva corresponda 
dar a las disposiciones aludidas, es manifiesto que prima /rincy 
el caso está así comprendido entre lo que declara de fuero fede- 
ral el inc. 1 art. 2 de la ley 48 citada. 

Por ello y de acuerdo con lo pedido por el señor Procura- 
dor General, se revoca el auto de fs. 32, declarándose que esta 
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causa es de la competencia de la justicia nacional. Notifiquen 
con el origina! debiendo el paj>el releerse ante e! inferior. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
D, 1£. Palacuj. — L>, López 
Caua sillas. 



CAUSA CCXXXI 



tíihmamch Xicohís y compañía, contra la Empresa del Ptierín 
del Rosario, por devolución de dinero 

Sumarios i* — De acuerdo con el decreto del Poder Ejecutivo 
Nacional, de 8 de Junio de 1908 y artículo 6 de la ley nú- 
mero 3885, ta sociedad anónima Puerto del Rosario no es 
un simple mandatario o representante de la Nación en el 
cobro de derechos portuarios; y por consiguiente, así como 
tiene personería para demandar a sus deudores por opera- 
ciones en aquel puerto, éstos pueden demandarla a su vez 
por repetición de las cantidades que haya cobrado ejerci- 
tando derechos propios, emergentes def contrato de cons 
truccíón del mismo. 

2' El jíoder ejecutivo ni) ha quedado autorizado por el 
inciso 2." dd art. 3.° de la ley 3885 para, al contratar con !a 
empresa del Puerto del Rosario, dará los conceptos' 'come* ■ 
río de cabotaje" un alcance más restringido que el que les 
atribuyen las Ordenanzas de Aduana. 

3." Sería velatorio del art- 12 de la Constitución Xa- 
cional, obligar a un mismo buque, en igualdad ele condicio- 
nes, a pagar en algunos puertos mayores derechos o retritoi- 
ciones de servicios que los creados por !a ley en otros, po: 
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conceptuarle de ultramar en los primeros y de cabotaje 
en los últimos* 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



3KXTF.XCIA DEL JUKZ FEDF.R AL 

Rourfo, Octvbft 6 de ISHO 

Y vistos: 

Estos autos seguidos ]K>r !a Sociedad anónima Navegación- 
a Vapor Nicolás Mihanovich contra la Sociedad Anónima Puer- 
to del Rosario, por cobro de pesos, resulta. 

Fin 29 de Agosto de rQoS la Sociedad Anónima Navegación 
a vapor de Xfco as Mihanovich se presentó al juzgado solicitan- 
do íe conde íara a la Sociedad del Puerto del Rosario a devo!- 
verle ta simia de diez y ocho mil cuatro cientos treinta y cuatro 
pesos moneda nacional con intereses y costas. Fundaba la ac- 
ción en e! hecho de haberle sido cobrada indebidamente dicha 
juma p&t> la Sociedad. del Puerto, por concepto de un pago de 
derechos de los Vaixwtes Paris. Helios y So is, a los que se co.i- 
ccptnó buques de ultramar y no busques de cabotaje como co- 
rrespondía. 

Corrido trabado la Sociedad demandada, sin hacer cues- 
ilón a- cerca del objeto invocado pidió el rechazo tle la demanda. 

it) p vr haber actuado como representante del Gobierno Xa* 
cional en el cobro de ta'es derechos, y >er ta Nación ki resjionsa- 
ble en todo caso : 

Mpor no ser buques de cabotaje lusini; como el París, Helios 
y So-ís navegan desde un puerto extranjero ( Montevideo) has- 
ta otro puerto extranjero (Asunción) aún cuando toque en el 
trayecto pirertos argentinos. 

c) por batirse aplicado en e! cobro motivo del juicio la* 
tarifas legalmente vigentes. 

Abierta la causa aprueba ( fs. 33 vuelta ) se j>rodujcron la? 
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que corren agregadas desde fojas 54 a 55 ; y previos los alegato* 
de actor y demandado se llamó autos para diñnitiva. A fojas 80 
el señor Fiscal dictaminó sobre la procedencia del fuero y quedó 
la cansa en estado de sentencia y i 

Considerando: 

Primero Que < lados los términos en que ha sido plan- 
teada la controversia y lo expresamente manifestado por las par- 
tes a fs. 54 y 55 queda descartada toda cuestión a cerca del 
monto de las sumas cobradas por la parte demandada a la parte 
acto ra que motiva el stib-judice. 

Segundo: Que, bajo ningún concepto puede considerarse 
como ofici:ia de Estado a la Sociedad Puerto del Uosario, su- 
puesto que la existencia de oficinas de tal género, emanando di- 
rectamente de la soberanía popular, n<> puede resultar de dele- 
gaciones que los poderes públicos hagan en sociedades comercia- 
les, Kn el presente caso ni siquiera existe la delegación preten- 
dida por la |>arie demandada. Las tarifas que aplica la sociedad 
del Puerto son análogas en todo a la de cualquier compañía que, 
a! prestar un servicio público, necesita una concesión previa por 
parte de las autoridades, y entrega a éstas por vía de compensa- 
cióü una |>arte de las utilidades. Kn la vida diaria del gobierno 
municipal puede estudiarse con toda claridad la situación de ra- 
les compañías (alumbrado público, pavimentos, cloacas, aguas 
corrientes, tranvías, etc.). frente a los i>articiilares: Explota un 
servicio durante un cierto número de años, y goza a veces d> 
ciertas franquicias para el cobro, sin que la aplicación de las ta- 
rifas respectivas signifique ejercer ta representación de los jjo- 
deres públicos, o resjxmsabilice a ést-s directamente. Desde este 
punto de vista, Sos artículos 38 y 58 del contrato celebrado entre 
los señores f Tersent et fils Sehneider y Cía. y c! gobierno nació 
nal. no tienen ni puede;] tener el alcance que la demandada le* 
atribuye: y la Kxema. cámara de! Paraná asi lo ha declarado en 
el caso 'Moneada y Coria versas Sociedad del Puerto", al tu- 
gar a dicha sociedad el uso de aquellas facultades que la ley con- 
cede a los cmp'eados públicos. Las tarifa- cobradas, ni son vota- 
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das anualmente por e! Congreso fcoino los impuestos), ni son 
cxtrictas, supuesto que la sociedad puede rebajarlas a quien íe 
parezca. í Art. 56 del contrato). 

Tercero: (Jue. los términos "navegación de calíotaje" 
han tenido en todo tiempo en e! derecho publico argentino una 
interpretación especial motivada por la característica de los 
grandes rios navegables que surcan el territorio, sirviendo para 
el tráfico de varias naciones. Se ha considerado calíotaje a ta 
navegación de "cabos adentro*', esto es, a la que se efectúa des- 
de los caljos Santa María y San Antonio en la desembocadura 
del Rio de la Plata, hasta frente de los ríos Uruguay, Paraná y 
Paraguay, comprendiendo de tal suerte al comercio que se efec- 
túa entre Montevideo, Unenos Aires y la Asunción. Tal es la in- 
tcrpretaeió.i que da al punto la aduana de la capital federal (in- 
forme de fs. 51 vuelta y 38 vuelta). Y si bien el decreto del Po- 
;ler Ejecutivo, fecha Octubre 20 de 1908 t fs. 34), declara que 
no es cabotaje la navegación entre el puerto de Había Ulanca. 
sobre el océano Atlántico y el do Porto Alegre ( lirasil). también 
sobre el océano Atlántico, tal decreto corrobora ¡a precedente 
afirmativa. 

Cuarto: tjue con arreglo al artículo 3* de la ley 3885, la^ 
tarifas de las empresas no podrían ser mayores que las fijadas 
e 1 el pliego de condicione-; del concurso para ¡a construcción y 
expí ( tación del puerto de Rosario; fie tal forma que si las esti- 
pulaciones del contrato de Jyo2 son contrarias a dicho pliego, 
carecen de toda fuerza obligatoria para los particulares. En ta! 
concepto la distribución míe .so hace entre buques de cabotaje en 
genera! y buques de cabotaje bajo bandera argentina, no tiene 
validez alguna. Siendo este el fundamento de la demanda, co- 
rrcs^kjnde hacer lugar a lo que en ella se pide. 

Por estas consideraciones, fallo: 

Condenando a la jiarte demandada a devolver a !a parte ac- 
tora. dentro de tercero dia la cantidad que motiva este juicio,, 
con intereses y costas. — Hágase saber, insértese y repóngase. 



José del Barco. 



FALLOS DE LA CORTE SÍ.THEM \ 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL l>E APELACIÓN* 

RoMrio, Agallo 22 de !9II 

Vistos : 

Para resolver en el recurso de apelación deducido por la 
parte demandada contra la sentencia de fojas ochenta y seis a 
Odíenla y nueve, dictada i*>r el señor juez federal de ta" sección 
Rosario, doctor José riel lia reo, en e1 Juicio seguido ]>or la Su- 
ciedad anónima navegación a vapor Hké&s ÉihahoVich contra 
Ja Sociedad anónima puerto del Rosario, por cobro de pesos pa- 
pados indebidamente : y - 

Considerando: 

f jne. segtfn e ] articulo diez del contrato celebrado de cóti 
formidad con la ley número entre el IVwlcr Ejecutivo de la 
Xación y la empresa concesionaria para la construcción del 
puerto de Rosario, dicha empresa delierá considerarse a los 
efectos de siís relaciones con el púbüco y los ferrocarriles, por 
razón del tráfico común, como ma compañía ferroviaria inde- 
tendiente, <jti c gozará de lodos los privilegios que las infieren 
a las vías férrea* y estará sometida a todas las obligaciones de 
las mismas, de acuerdo con las leyes y reglamentos de la materia. 

Qlie, en consecuencia, la Sociedad anónima de] puerto de 
Rosario puede v Cr demandada a ire los jueces competente^ por 
los actos que ejerza, con motivo de! tráfico, dentro de su capa 
ctdad administrativa, al igual rpi e las empresas ferroviarias y 
no puede declinar jurisdicción ¡llegando que la Nación debe con- 
siderarse ¡«irte en la causa. amparándos v ^sí en prerrogativa, 
que corresponden al Estado y no tienen razón de ser en la em- 
presa concesionaria, e importarían, por otra parte, crearle un-, 
filiación privilegiada atentoria a las garantías de los dereelins 
de los partieu'arcs. (Faltó de ta Suprema Corte, tomo S8 pá-i- 
ua iík,; artículo i.", leyes jH; 3 y 5^4.; articulo 1 inciso 2*, 
ley numero 48). 
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Que no hasta que la Nación ]>vi^<1a tener na interés en la 
causa o c|iie la (lema miada lo sea por actos ejecutados como 
agente suyo, para que sea considerada parte en el juicio no apa- 
reciendo de autos como ta!. El interés que puede tener en empre- 
sas industriales u comerciales no altera la jurisdicción de los 
jne.es para juzgar los actos de éstas no pudiendo la Nación 
transmitir a dichas empresas sus propias prerrogativas K IV- 
chai, Constitución de lOs Estado* (."nidos — números 205 y 272; 
j. V. González, manua! de la Constitución, número dio.). 

Que ias facultades conferidas a la empresa en los, artículos 
38 y 58 de! contrato de la referencia para la mayor eficacia de 
£11 acción admi ústrativa no nt.i lifiean !a conclusión asentada en 
los anteriores considerandos, U que se afirma en presencia de 
lo que se desprende del articno 37 de! contrato y 6, rt de la ley 
número 3885. 

Y considerando: Que !as • rdenañzas de aduana establecen 
que se llama c< uiercio de cabotaje "el que se hace de n:io a otro 
puerto de la República o entre un puerto argentino y otro de a!* 
gima de las naciones ribereñas -obre la> márgenes de l'»s rifw in- 
teriores de la República o más arriba de éstos" y que "podrá ha- 
cerse por toda cíase de buques mercantes cualquiera que sea su 
tone aje y bandera" i artículos 440 y 441 ). 

Que, de consiguiente, los vapores ■Taris". "Helios*" y "So- 
lis" que hacen la carrera de Montevideo a ía Asunción, deben 
considerarse de cabotaje. 

Que consta que ja empresa demanda la ba aplicado a diéhoi 
vapores; considerándolos de ultramar, una tarifa más elevada 
que la que corresponde a lo* de catmtajc, !a cual, aunque se 
ajuste a la cláusula f fie] articulo 46 de! céntralo de la refer-n 
cia. no resu'ta autoriza :h por ky. 

Que, resultando que con arreglo a la cláusula mencionada 
de! articulo 46 del contrato, !a deman tada ha tenido raz'm pro- 
bable para litigar, no procede ia condenación en costas- 

í'or lo expuesto, y los fundamento" concordantes de la sen- 
tencia apelada, se !a confirma, con la declaración de que las eos 
tas de ambas instancias se abonarán en c! orden causado. 
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Notiíiqucíe, insértese y devuélvase, debiendo reponerse el 
sellado ante el inferior. 

J. P, Lema. — Xtcotás Barros {En disi- 
dencia (. — f. ./nW. 

FALLO I>E LA CORTE SUPREMA 

Bmnoi Alrti. Octubre 16 di 1813. 

Vistos y considerando: 

Que el decreto de 8 de Junio de I008, dictado |n>r el I'uder 
Kjecmivo Nacional a solicitud de la Sociedad anónima Puerto 
4 Rosario i í-. 47 p. deslié* de establecer que los artículos 38 
y 58 del Contrato para la construcción de dicho puerto confiéren 
a la empresa todas las facultades que las leyes vigentes acuerdan 
a la* oficinas públicas eneuryada-; de !a policía y despacho adua- 
nero en ei de la capital, declara que esa empresa "está autorizada 
a compeler a sus deudores U n la forma prescripta jK>r la ley de 
aduana", reconociendo a~í que aquélla no es una simple manda- 
taria o representante de la Xaciou en el cobro de derechos alu- 
didos, cualquiera que sea el ckstino ulterior de éstos y las facili- 
dades acordadas para mi percibo. 

<Jue la misma conclusión se desprende de lo dispuesto e:i 
el articulo *>. " de la Jey número 5885. como !o observa la senten 
Cía recurrida de fojas 111, y de la manera cómo se admitió y 
sujbstanció el recurso en el caso del tomo 105, pág. 223, que se 
cita a fojas Uj vuelta y fojas 122 vuelta, 

One teniendo personaría la empresa para demandar a sus 
deudores por operaciones en el puerto del Rosario, es inadmisi- 
ble que no puedan aquéllos demandarla a su ve* por repetición 
de las cantidades que haya cobrado ejercitando derechos propíos, 
emerge éi te^ del contrato auto mencionado. 

tjue et recur-u bien concedido para ante e-ta Corte es. el ex- 
tra» -Miliario del íiécís.) 3,% articulo 14, ley número 48, y no el or- 
dinario de (os incisos 1." y y, articulo 3,* ley- 4055. que sólo pro- 
cede en los casos en (pie la Nación e s parte y haya intervenido 
amo persona jurídica en lo* actos que originen el respectivo 
juicio, o >e trate de acciones fiscal». 
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One dentro de la- restricciones fie ese recurso extraorlínn- 
rti>. e-ta Corte debe limitarse a examinar si se ha desconocido o 
no a la empresa recurrente algún título, derecho, privilegio, o 
exención invocada por ella durante el pleito- f Art. 14. inciso 3. a 
citado). 

(Juc en la contestación a la demanda ( íojas 29) no se invo 
có disposición constitucional o legal para sostener que los vapo- 
res "Paris". "Helios" y "Solis", a que se cobraron los derechos 
de entrada, anclaje y permanencia que se detallan en la planilla 
de ts. 7. no eran <le cabotaje; pudiendo agregarse que en la pro- 
pia contestación se reconoce que el Poder Ejecutivo ha equipara- 
do a los buques de cabotaje los dd Lloyd Brasilero, que hacen 
carrera entre los puertos del At'ámico del Llrasil y los fluviales 
de la misma nación hasta el alto Paraguay, y que la sentencia de 
fs. ill, fundándose en los artículos 440 y 441 de las ordenanzas 
de aduana, establece que los vapores expresados son de catata je 

Que el inciso 2*. artículo 3." de la ley 3885, que también se 
invocó en la defensa de la empresa del puerto, no puede inter- 
pretarse en el sentido de que por él haya quedado autorizado el 
Poder Ejecutivo para contratar co.i dicha empresa, dando a Ion 
conceptos comercio de cabotaje un alcance más restringido, que 
e! que les atribuyen las ordenanzas, con perjuicio de !a actora 

Otie el artíeu'o 12 de la Constitución nacional prohibe míe 
se concedan preferencias a un puerto respecto de otro, y a e*to 
se llegaría si e! mismo buque, en igualdad de condiciones, estu- 
viera obligado a pagar en algunos puertos mayores derechos o 
retribuciones de servicios ,que los creados por la ley en otros, 
por conceptuársele de ultramar en los primeros y de cabotaje en 
los últimos. 

Por ello, y fundamentos concordantes, oído el señor procu- 
rador general, se confirma la ,-entencia de fojas 111, — Notifí- 
quese con el original y devuélvase, debiendo reponerse el papel 
ante e: inferior. 

A. Bermejo. — X re a ñor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L, Lópí-z 
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Don Ludozico FvaHmeméht solicitando la inscriprión ó 7 titulo 
de ingeniero civil; sohr € inconstitucionatidad de un í dispo- 
sición de la ley ort tínica de los tribunales de Mendosa, 

Sumario: !• Procede el recurso extraordinario del artículo 14. 
ley 48, contra una sentencia de un superior tribunal de jus- 
ticia de provincia basada en una disposición de la ley orgá- 
nica de [a 111 i -nía, (pie se sostuvo jx>r e! recurrente ser viola- 
loria de ¡a Constitución Nacional y del Tratado de Monte 
video 

La dis¡x>síción de la ley orgánica de tos tribunales de 
la provi «ta de Mendoza, que establece una lianza de quince 
mi] i*-<- para tí ejercicio de las profesiones de ingeniero 
ti agrimensor, no es contraría a los artículos 14, 17, 20 y 31 
de la Constitución Nacional, ni al Tratado sobre el ejercicio 
te profesiones liberales, sancionado en Montevideo en 1880. 

Caso: Lp explican las piezas siguientes: 



FALLO OK r. \ SCPREMA CORTE DE MENDOZA 

Mcndo», Stptitabre 30 de VH2 

Vistos y considerando: 

Que es privativo de las provincias dictar síss código- de pro* 
cedimhnt. ís y por lanío stis leyes orgánicas de tribunales, étimo 
facultad expresamente reservada en la Constitución Xaeiona', 
articulo-; 5 ° y 105. 

Que en: ra en el carácter de las leyes orgánicas disponer to- 
do |o relativo a las condiciones bajo las cuales es permitido el 
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ejercicio de profesiones que, por su índole, tienen puntos de con- 
tactos con !a administración fie la justicia, como son las de abo- 
gados, notarios, procurador, perito, agrimensor, martiliero, de- 
posi tarro, etc. 

Que no existe trabajo, industria! o profesión, que siendo lí- 
cita, no esté sometida por el jxxler público a reglamentación, ar- 
tículo 14 de ta Constitución Nacional; siendo esta reglamenta- 
ción en vez de una restricción o traba a su ejercicio, una garan- 
tía de sn correcto funcionamiento, al cual nadie legítimamente 
puede oponerse, pues la aspiración ele su ejercicio absolutamen- 
te libre es la desorganización y el desorden. 

Que, de consiguiente, el articulo ¿00 de la ley orgánica de 
tribunales no se opone a la Constitución Nacional ni hiere nin- 
gún derecho del particular, sinó, por el contrario respeta los 
ajenos en el posible caso de una lesión que, por otra parte, pre- 
vén las leyes comunes y dan acción para su condigna reparación. 

Que ia reglamentación de una profesión es su mejor ampa- 
ro, porque la pone a cubierto contra cualquier ejercicio ilegítimo 
de parte de terceros. 

Que, en consecuencia, si ta idoneidad profesional queda de- 
mostrada ¡Mr el título mismo, no así su ejercicio practico, el cual 
puede rozar derechos c intereses, extraños, que necesitan ser re- 
parados, no obstante la competencia intelectual del profesional. 

Por esto, y los fundamentos concordantes del dictamen del 
señor procurador, no se hace lugar a la solicitud de fs. i ; recha- 
zándose, en consecuencia, la demanda interpuesta. Archívese. 

Contreras. — Puebla. 



DICTAMEN" DEL ST. PROCURADOR CRN ERAL 

Bueno» Air«, Abril •> de 1013. 

Suprema Corte: 

ta apelación deducida es procedente en atención a que ei 
recurrente ha impugnado ta validez de un artículo de la ley or- 
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gánica de los tribunales de la provincia de Mendoza, bajo la pre 
tención de ser contrario a cláusulas de la Constitución Nacional, 
siendo la resolución definitiva dictada por el tribuna! supcnoi 
de aquella provincia, favorable a la validez de la prescripctói. 
impugnada. De acuerdo con lo establecido en el articulo JJ. in- 
ciso 2°, ley 48. y articulo 6.". ley 4035, pido se declare proceden- 
te la apelación extraordinaria interpuesta. 

Kt apelante lia presentado a los tribunales de la provincia 
de Mendoza, su titulo de ingeniero civil expedido por la facultad 
nacional de Buenos Aires, y sostiene que el articulo 202 de Ja ley 
orgánica de tribunales de aquella provincia, al establecer una 
fianza de $ 15.000.— para el ejercicio de las profesiones de in 
geniero o agrimensor, ataca la liliertad consagrada por el articu- 
lo 14 de la Constitución Nacional, que permite ejercer cualquier 
profesión licita en el territorio de la República. 

Considero que tal pretención se halla destituida de funda- 
mento, en atención a que la liliertad de industria cun.^rada p>r 
la Constitución, está subordinada a la reglamentación que de su 
ejercicio hagan las leyes dictadas al efecto, no siendo, por tanto, 
absoluta, ni pudiendo desprenderse de ella que los partieulare 
estén autorizados, a sustraerse a las prescripciones sancionadas 
por las autoridades ante las cuales se use esc derecho. (Fallo, 
tomo 65, pág. 58). 

Además, según ya ha sido declarado por esta Corte, ningu- 
no de Jos artículos de la Constitución, puede ser interpretado de 
manera de acordar a las leyes o actos públicos de una provincia, 
efecto alguno extraterritorial caj>az desalterar las condiciones í» 
formalidades, rjue las demás tengan proscriptas |«ra el ejercicio 
de determinadas profesiones u oficios, dentro de su territorio, 
por cuanto es un principio consignado en la misma Constitución 
que cada provincia se da sus propias instituciones locales y se 
rige por ellas con entera independencia de las demás. (Fallos, 
tomo 114, pág. 300). 

Por esto creo tjue V. E. debe confirmar la sentencia apelada. 



Julio Hotel. 
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FALLO DE LA CORTE St'l'KEMA 

Butnot Aira, Ociubrc 16 d* im 

Y vistos: 

Don Lmlovico Iranissevieh ha interpuesto y 1c lia sido con- 
cedido i»r la Suprema Corte de Justicia de la provincia tle Men- 
doza, el recurso previsto en el artículo 14 de la ley número 48, 
contra la sentencia pronunciada |mr aquel tribunal, desechando 
una demanda de inoonstitucionalidad del articulo 200 de 1?. ley 
orgánica de los tribunales de la misma provincia. 

Y considerando: 

Que el recurrente ha sostenido en el juicio, que el inciso 2/> 
del articulo 200 de la ley orgánica cita- la. en virtud del cual aque- 
lla Corte le exigía una fianza d e quince mil pesos para inscribir 
su titulo de ingeniero civil expedido por la facultad de Buenos 
Aires, según lo expresa, era violatorio de los artículos 14, 17, 20 
y 31 de la Constitución Nacional y del Tratado sobre ejercicio 
de profesiones liberales, sancionado en Montevideo en 1887, 

Que, denegada por la Corte de Mendoza la solicitud de ins- 
cripción sin la formalidad del otorgamiento de la fianza impug- 
nada, es procedente el recurso previsto en el inciso 2/, artículo 
] 4 de la ley de jurisdicción y competencia número 48, debiendo 
prescindirsc en la resolución del mismo de las citas de la Consti- 
tución de la provincia cuya interpretación y aplicación es extra- 
ña al recurso extraordinario deducido, (Fallos, tomo 114, pági- 
na 311). 

Que el artículo 31 establece la supremacía de la Constituí 
ción Nacional y leyes del Congreso dictadas de conformidad con 
ella, respecto a la Constitución y leyes provinciales, siendo así 
procedente determinar si la de la provincia de Mendoza aplicada 
en el caso del señor Iranissevieh está o no en contradicción con 
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las disposiciones de carácter nacional invocadas por él como fun- 
damento tic su preterición ante c! tribunal local. 

Que la fianza requerirla por esa ley, no su]>oiie ne cetaria- 
mente, como se sostiene, el deseonoc i miento de la suficiencia 
profesional de! ingeniero o agrimensor que del>e prestarla y cuyo 
diploma admite en té mi i nos expresos, pues como >e hace cons- 
tar en la demanda, e>tá destinada a responder de los daños y per- 
juicios qüe ocasionen i*>r mal desempeño de sus funciones, que 
puedo derivar, no solamente de Ja inijwncia, sino también de la 
mala fe- 

. fjue lv¡i no se o]*>ne al derecho de trabajar y ejercer toda 
industria lícita consagrólo en el articulo [4 de la Constitución, 
desde que no ha sido reconocido en términos absolutos, sino su- 
bordinado a las leyes que reglamenten mi ejercicio y en el caso, 
la reglamentación, que no destruye ese derecho, ha sido estable- 
cida por la provincia en ejercicio de facultades propias, como 
son las que se refieren a ta organización de sus tribunales, la de- 
terminación de las reglas de su funcionamiento, y las que delwn 
observar los que actúen ante ellos, de conformidad con lo dis- 
puesto en los artículos 5." y 105 de la Constitución Nacional. 

Oue la reglamentación a que se refiere el articulo 14 citado, 
basada en la necesidad de conciliar e! ejercicio del derecho de 
cada uno con el de los demás está limitada por el articulo jS en 
cuanto prohil>e alterar el derecho reconocido, o sea, como se ha 
observadt» "sin alterar en ningún caso su sustancia, <le modo de 
haeir irrisoria su existencia en ;a carta fundamental", o en otro, 
términos, no le es permitido al legislador "obrar caprichosamen 
te de modo de destruir lo mismo que ha querido amparar y sos- 
tener". ( Alcorta, Garantías Constitucionales, páginas 34 y 35; 
Alberdi. Organización de la Confederación Argentina, página 
176, artícu'o jo de su proyecto de Constitución). 

(Jue no puede considerarse alterado un derecho por la re- 
glamentación de su ejercicio, cuando sólo se le han impuesto 
condiciones razonables, o sea, de tal carácter que no lo desnatu- 
ralizan, asi es que. aplicando instituciones que han servido a las 
miotras de modelo, la doctrina y la jurisprudencia American;» 
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han admitido que la reglamentación deb? ser razonable, agre- 
gando que c*a condición se resuelve generalmente en esta: sí la 
reglamentación ha sida llevada ni extremo de constituir una pro- 
hibición, destrucción o confiscación; punto que deberá ser con- 
aderado en conexión con l<*s diversos casos que se presentan en 
la práctica, i Freund. The Pólice poxecr. 63). 

<Jue la fianza requerida por la lev provincial, aunque no es- 
tablecida en la que "leva el n muero 45Í0 reglamentaria en el or- 
den nacional, del discernimiento de cargas o comisionen en las 
ramas de ingeniería civil, mecánica, arquitectura y otras, no pue- 
de tampoco considerarse como excesiva y por e'lo atentatoria del 
derecho individual, desde que, como lo reconoce el demandante 
u fs. 31, "los perjuicios que ocasionara el mal desempeño de la 
mi->ió:i profesional — que es lo que la ley se propone garantizar 
— afecta casi siempre intereses más valiosos c importantes que 
la cantidad de quince mil jjcsos fijada para la lianza" í fs. 31), 

Ouc la inviolabilidad de ¡a propiedad garantida por el ar- 
ticulo 17 de la Constitución no se encuentra así afectada, y en 
cuanto a la invocación del articulo 20, según el cual, los extran- 
jeros gozan en el territorio de la Moción de todos los derechos ci- 
viles det ciudadano, no puede considerarse contrariado con la 
fianza de que se trata, desde que no se pretende que el inciso 
articuló 200 de la ley provincial que la establece, ni su aplicación 
por la Corte de Justicia de Mendoza, haga alguna distinción en- 
tre la inscripción de los diplomas de ingeniero de !os nacionales 
y los de íos extranjeros. 

(jue las ventajas que se dicen conferidas por 'os Tratado* 
de Montevideo, respecto de un diploma expedido Ln una de las 
naciones signatarias que se quiera hacer valer en otra, bastarían 
en todo caso para motivar la denuncia de aquéllos, si no se fun- 
daran en principio razona b T e alguno, como se expresa a fojas 5, 
peni no para aplicar esos tratados a un títu'o expedido en un 
país cuando se quiere hacerlo va'er dentro del mismo- 
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por no haber sido invocadas ante el tribunal de la provincia, y 
por lo mismo no haber podido éste pronunciarse al respecto. 
(Fallos, torno 107, página 27 2, y otros). 

Por estos fundamentos, y de conformidad con !o dictamina- 
do por el señor procurador general, se confirma la sentencia ape- 
lada en ta parte que ha sido materia del recurso. — Xoiifiijue.se 
con el original y. repuesto el [>aj>el. devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio, — L. Lóp-ez 

C A RANILLAS. 



GUSA CCXXXIII 

Bwuje y Hora con la prorincia de Salta, sobre deslinde 
y amojonamiento. Competencia 

Sumario: Deducida oposición a una mensura por parte de una 
provincia y dee'arada la jurisdicción de los tribunales de !a 
misma j>or los iniciadores del juicio de deslinde, correspon- 
de a la Corte Suprema conocer originariamente de la causa 

Casa: Lo explican las piezas siguientes: 



VISTA 1IEI. rROCl'RMxm CENI-RAL 

Butnot Aire!, Abril 4 dt 1913. 

Suprema Corte: 

Instaurado por 'os señores llnngc y Moni ante los tribunales 
de la provincia de Salta, juicio de deslinde y amojonamiento de 
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un campo situado en aquella jurisdicción, dicha diligencia f«é 
observada ]>or el señor agente fiscal y por un representante es- 
pecial de! gobierno de la provincia, en razón de ser falsos. los tí- 
tulos presentarlos por los que promovieron el juicio, y en virtud 
<le ello, formularon oposición a dicha mensura. Evacuando el 
traslado que !es fué conferido, de esta oposición, los señores 
Bimge y líoni alegaron la incompetencia de jurisdicción, por 
tratarse de un pleito en que era parte una provincia y extranje- 
ros vecinos de la capital federal, lo que originaba la com])etencia 
de esta Corte Suprema, con arrcg'o a los artículos 100 y 101 de 
Ja Constitución y artículo i/¿ inciso i.° de la ley 48. — Los tri- 
bunales de Salta resolvieron en 1." y 2' instancia haciendo lugar 
a la excepción deducida, y desechando las objeciones que en con- 
trario adujeron los representantes de la provincia. 

Por mi parte, sólo agregaré a los fundamentos de las sen 
tencias dictadas en estos autos» que la jurisprudencia de V. E. 
en diversos fallos ha establecido su competencia originaria para 
entender en juicio de ia naturaleza del presente, por lo que pido 
asi se declare, mandando llevar adelante los trámites del juicio. 
(Fallos, tomo 28. pág. 244). 

Julio Botet. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aires, Octubre 16 d* l&is. 

Autos y vistos: 

De conformidad con lo pedido por el señor procurador ge- 
neral, y lo resuelto en casos análogos, se declara que esta Corte 
es competente para conocer de la presente causa, y de la deman- 
da interpuesta a ia. 109. Traslado a Ernesto A- Bunge y Tiorn. 
Repóngase el pape!. 

A. Bermejo, — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D, E. Palacio. — L. López 
Cabak illas. 
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minal, contra i 'i tu ¡lio Gabriel l'ishcr y Cataittta Engel, su ex- 
tradición solicitada f>or las autoridades de Suiza 

Sumario: Estando acreditada la identidad de los reclamados y 
siendo el delito incriminado, uno de los expresamente com- 
prendidos en la convención con el Estado requeriente, pro- 
cede hacer lugar a ia extradición. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



X t tí Xl't A DKI. ,1 1 ' V. 7. F KDi: RAI, 

Buenos Air», Miro 2» de 1913 

Y visl< >s : 

Esta causa pfsgaMa a Emilio Gabriel Fisclier y Catalina H:i- 
gel, jx>r su extradición solicitada por las autoridades de Sima, y 
Considerando: 

(¿tic el de'ito de eskjt, míe se imputa a los re<pierir1os, está 
comprendido entre los que son susceptibles de extradición, t |¿ 
acuerdo con el articulo 2,\ inciso 22 del tratado con la Repiilili- 
ca Suiza. 

Que en los recaudos traídos se lian cumplido Jos requisitos 
que hacen viable el pedido de extradición, y que son ?os enume- 
rados en el articulo tj del referido tratado. 

Que el hecho que expresa la orden de captura, que en tra- 
ducción obra a fs, 20, presenta todos los caracteres externos del 
delito de estafa, ]>or lo que no es admisible el argumento de la 
defensa, a base del cual ésta sostiene que debe rechazarle el pe 
dido de extradición. 
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Por estos fundamentos, fallo: haciendo lugar ai pésente 
pedido de extradición, l'or tanto: Póngase a disposición del mí- 
nisterio de relaciones exteriores las personas de los reqi 
juntamente con los fondos y demás objetos que le fueron 
irados, con remisión de los autos originales, dejándose constan- 
cia suficiente, y líbrense los oficios de practica. 

Miguel L. Jautas. t 




SENTENCIA m LA CAMARA FEDERAL 

Butoot Aires, Afotto 28 d« 1913. 

Vistos y considerando; 

Que en el presente pedido de extradición de los c¿]>oso.i 
Emilio Gabriel Fisclier y Catalina Engel, a requisición de las au- 
toridades de Suiza, se han llenado todos los requisitos estableci- 
dos en la convención sobre extradición, celebrada entre la Na- 
ción mencionada y la República Argentina en 21 de Noviembre 
de 1906. 

El delito imputado a los requeridos se encuentra enumerado 
en el inciso 22, articulo 2." de dicha convención; los documentos 
■ acompañados son los que exige el artículo 1 3, y la identidad de 
los esposos Fischer se encuentra perfectamente comprobada en 
autos. 

Por esto, y sus fundamentos, se confirma, con costas , la 
sentencia apelada, y de acuerdo con lo dictaminado por el scñoi 
procurador fiscal, se declara que la extradición de las personas 
que se reclaman, queda subordinada a la condición establecida 
en el artículo 5. de la convención invocada ])or la Xación reque- 
riente. — Noti f íquese. 

Angel Ferrara Cortés. — Agustín Urdi- 
ttarrain. — Daniel Goytia. 



FALLOS DE LA COSTfi SUPREMA 

mcT.uiKN del si% i'koci R.UHiR general 



BnMO* Aire». Septiembre 37 de l'Jl3. 



Su p reina drtu 



Procede la c< níirniación del fallo apelado, a mérito de 'os 
fundamentos aducidos C n el mismo, limitándome, jx>r mi parte, 
a a-rogar mte la edificación de Jos hechos delictuosos que moti- 
van el pedido de extradición, ha sido suficientemente precisada 
en la orden de prisión expedida por las autoridades suidas, n i 
siendo pertinente discutir en este juicio otras cuestione* que ! as 
enumeradas en el articulo 655 del codito de procedimientos en 
materia penal. 

Hdo a V, K, se sirva eoníinnar :.i sentencia ajeada. 

Julh Boiet. 



V MA.it DK LA CORTE SUPREMA 

Butiiot Atrts Octubre» IB de 19(3, 

Vista la solicitud de extradición de los esposos Emilio Ca- 
rie] Fi-cher y Catalina lu^el, introducida j«>r Ja vía dtp'omá- 
tica ante el gobierno urgen! ¡110 por la legación de Suiza; 

Y considerando: 

íjue tal solicitud ha sido aeompafiada con todos los recau- 
dos espirado, cn e! articulo i¿ de la convención, para la extrv 
dieión de criminales celebrada entre la República Argentina y 
Sitia» ; a sater: Copia autentica de la orden de captura expedida 
T*»r !a autoridad judicial competente del Cantón de San Gajo, 
que instruye el proceso contra dichos e*fK»sos Fiseher, lugar t ] on ' 
de acrece íiaber^ cometido los deJitos de estafas reiteradas con- 
tra persona* allí residentes, desde el mes de Septiembre de mil 
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novecientos doce al cuatro de Enero del corriente año; y datos 
relativos a la filiación de las requeridos. 

Que en el misino documento se expresan las disposiciones 
ele la ley penal vigente en dicho Cantón, referentes a la califica- 
ción del delito y a la penalidad aplicable. 

Que, siendo el delito incriminado uno de los expresamente 
comprendidos en la convención de la referencia (artículo 2,° r in- 
ciso 22), y acreditada como se halla la identidad de los reclama- 
dos, procede hacer lugar a su extradición. 

Que la condición para ta entrega de los requeridos, que se 
establece en el fallo arlado, es la única que con relación a la pe- 
nalidad, estipula el tratado en su artícuo $*, de cuya disposición 
no puede inducirse la pretención de que la pena de prisión o mul- 
ta haya de imponerse con arreglo a otras leyes que las del mismo 
país requeriente, que es a quien principalmente interesa la repre- 
sión de los delitos cometidos dentro de su territorio, en violación 
de sus propias leyes. 

Por ello, y de acuerdo con lo pedido por el señor procura- 
dor general, se confirma, en todas sus partes, la resolución ape- 
lada de fs. 39 — Notifíquese y devuélvanse. 

A. Bermejo. — Nicanor G. del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. E. Palacio. — L. López 
Cara n illas. 



CAUSA CCXXXV 

Ferrocarril de Buenos Aires al Parifico, en autos con Rufino 
Gómez, por cobro de pesos, Recurso de hecho 

Sumarios En el recurso extraordinario autorizado por el articulo 
14 de la ley número 48. no es permitido rever una dec'ara- 
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ciV.h tío hecho que no aparece en oposición con alguna ley es- 
pecial del congreso o decreto del jwtler ejecutivo. 

Caso: ha explican las piezas si^uL-nies; 



sentencia qél ju:z »k coitivttcio 

Mendoza, Agosto 31 de 1912, 

Y vistos : 

Los autos ¡binados precedentemente para resolver si-Wc 
la procedencia o ¡iñ^occdeneia de la exceju-ión de incompetencia 
de jurisdicción opuesta a fs. <> aífutnentando tute por tratarse 
de una acción i h -ta lirada por un vecino de ésta Provincia (et 
actor) contra uno de otra, el demandado ( I", C. de U. A. al Pací- 
fíco) con domicilio en la Capital 1h fiera! y cuya cnantia excede 
de quinientos pesos (art. 2* inc. j.". i,f y i.' de las leyes nacio- 
nales Nos, 48, 140- y declina la jurisdicción del in Trascrip- 
ta, que. en ci caso, y siguiendo esa argumentación, seria inconi 
l>cLntc. ratione [wrsonae, y; 

Considerando; 

I. One no se tl< manda a la Kmpresa del K.C.Ü.A. ai Pacifico 
lisa y 'lananieftte, en cuyo caso pudo, ser admisib'e la excepción 
opuesta, con arre-lo a las leyvs en que la f uncía el exccpeionanlc, 
smóquc, la acción v deduce contra el P.C.IÍ.A. a! Pací íieo— I )i - 

visión Cuyo: 
■ • 

H. One é-le iVlinio a-rejjaifo. es suficientemente explicati- 
vo a k)S cíeeu>s de, desi^nnr la persona de existencia ideal a 
quien se quiere demandar, puesto queja Provincia en que ejerci- 
ta su jur¡>diee¡ón el infrascripto es una de las que componen la 
región distinguida connmmente, siguiendo una tradición res- 
petable, con el nombre de Cuyo, y además, es en ella, centro de 
cuyos límites explota c ! KCJt. V al Pacifico como locatario la 
concesión otorgada al P. Q. G. < >. Argentino, dóñ#e, el eonsig- 
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natario dcuna carga ampa ramlo.se en una opción legal (Art. 205 
C. tic Comercio) intenta hacer valer, ante e! juez de la materia, 
de la cantidad y de! grado, acciones derivadas cte un contrato de 
transporte, exhibiendo a tal efecto, ttn recibo de Hete que le lia 
sido cobrado en la Estación de arribo. "(iodoy Cruz", situado en 
un Departamento de aquella, que lleva e\ mismo nombre, y es ve 
ciño a ésta Ci.ulad. 

III. Que no existe entonces la distinta vecindad alegaaa, 
ni es justo, por otra parte, que la Empresa ferroviaria exeep- 
cionante a que pertenecen los ingresos de la Estación de arribo, 
en la calidad referida baga valer en perjuicio de las personas 
con que contraía, consecuencias del error en que las induzca, no 
observando las condiciones en que se le ha permitido hacerse 
cargo de! giro, puesto qué, si contraría según se advierte los 
términos riel decreto del Poder Ejecutivo Nacional de 28 de 
Mayo de 1907. — -Art. i.l letra rf, que le impone llevar separada- 
mente la contabilidad de las empresas que administra como con- 
cesionario y como arrendatario, extendiendo recibos de flete en 
esta última calidad, en formularios de la empresa que explota 
en la primera (véase fs. 2), no es justo decíamos, que exponga 
al tenedor de un eomprol>a.ntc en esa forma, que ocurre a su* 
jueces naturales esperi f ¡cando con indicios ufteícntes, la persona 
a que quiere demandar, excepción como la opuesta. 

Por estos fundamentos, con arreglo a !o dispuesto en los art. 
50 de la Ley Xaciona! N« 2873. 87 inc. 50 y 205 del C. Comercio, 
yo del C. l*tos, y 62 ¡tic. i.° de la Ley Orgánica de Tribunales, y 
entendiéndose que la frase División Cuyo empleada en la de- 
manda, alude implícitamente al F. C. G. Oeste Argentino, vecino 
de esta Provincia, y locador del R C. Rueños Aires al Pacífico 
que aduce la defensa examinada, fallo: declarándome competente 
rechazando la excepción opuesta y mandando se conteste dere- 
cha w ente la demanda: Con costas (arfe 94 C. de Pto ). Copíese 
repulgase y hágase saber. 
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FALLO DE LA SUPREMA CORTE 

Buenos Ai rus, Octubre 21 de 1013. 

Autos y considerando: 

Que la sentencia «le los Tribunales tic la Provincia de Men- 
doza, tasándose en que la empresa demandada Oran Oeste Ar- 
gentino p sea, según la calificación del actor, el Ferrocarril Bue- 
nos Aires al Pacifico (División Cuyo), era un vecino de aquella 
Provincia lo mismo que el demandante, ha desechado c! privile- 
gio del fuero federa) que invocó en el juicio la empresa Bueno-* 
Aires al I 'acilico. 

Que para impugnar esa decisión só'o ge invoca pof el ape- 
lante tais disposiciones del Decreto de ¿8 de Mayo de 1007, que 
nada han establecido al respecto, , 

Que, dentro de las restricciones del recurso extraordinario 
interpuesto, o sea, el previsto en eí inciso 3 °, art. 14 de ley de ju- 
risdicción y competencia, no es permitido rever tina declaración 
de hecho que no aparece en oposición con alguna ley especial del 
Congreso o Decreto del Ejecutivo Nacional. 

Por ello visto lo dictaminado por el Señor Procurador Ge- 
neral, pe declara no haber lugar al recurso. Notiííquese con 
original, y repuesto el papel, archívese, devolviéndose los autos 
principales, con testimonio de esta resolución. 

A. Hkrmeio. — Nicanor O- del 
Solar. — M. P. Daract. — 
D. K. Palacio. 



